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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de las sesiones 94ª, ordinaria, en 15 de enero, 95ª, especial, y 96ª, ordinaria, ambas en 16 de enero, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con el primero retiró, en su momento, la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, al proyecto de ley que modifica el plazo para el reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel por las empresas de transporte de carga y que enmienda otros aspectos de este mecanismo (boletín N° 8.772-05).



--Se tiene presente el retiro de la urgencia.



Con el segundo hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que modifica el plazo para el reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel por las empresas de transporte de carga y que enmienda otros aspectos de este mecanismo (boletín N° 8.772-05).



Con el mismo documento retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



2.- Proyecto que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (boletín Nº 8.662-05).



Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, en lo relativo a los asuntos que se indican:



1.- El que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (boletín Nº 7.958-05).



2.- El que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07).



Asimismo, uno de los documentos aludidos hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (boletín N° 8.105-11).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros informa que aprobó las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 


2.- Proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (boletín N° 8.556-10) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el tercero comunica que dio su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba la enmienda al Convenio Constitutivo del Fondo Monetario Internacional sobre la reforma del Directorio Ejecutivo, adoptada en Washington D.C. el 15 de diciembre de 2010 (boletín N° 8.733-10) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores. 


Con el último informa que los Comités Parlamentarios de esa Cámara han acordado la designación de los señores Diputados que señala como integrantes de la Comisión Bicameral sobre Pueblos Originarios.



--Se toma conocimiento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (boletín N° 7.484-01).



--Se toma conocimiento y se envía el documento al archivo junto con sus antecedentes.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Da contestación a consulta, dirigida en nombre del Senador señor Frei (don Eduardo), respecto del estado de tramitación de la postulación al Programa de Exonerados Políticos de los hermanos Joel, Reinaldo, José y Juan Moraga Catalán.



De la señora Ministra de Justicia:



Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, relativa a la evaluación por esa Secretaría de Estado del régimen de mediación obligatoria en los Juzgados de Familia.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Cursa respuesta a consultas referidas a las materias siguientes:



1.- La remitida en nombre del Senador señor García-Huidobro, concerniente al mejoramiento del camino de Isla del Guindo, ruta I 760, tramo I 86 (Chomedahue-Quinahue).



2.- La solicitada en nombre de la Senadora señora Rincón, tocante a la construcción de una pasarela para el cruce del río Achibueno, en el sector de la comunidad “Vega El Molino”, comuna de Longaví.



Del señor Ministro de Salud:



Adjunta respuesta del señor Secretario Ministerial de Salud de la Región del Biobío a petición de antecedentes formulada en nombre del Senador señor Navarro, sobre contaminación por malos olores debida a la actividad de la empresa ENAP Refinerías S.A., en la comuna de Hualpén.



Del señor Ministro de Bienes Nacionales:



Responde consulta, cursada en nombre del Senador señor Frei (don Eduardo), relativa a trámite de regularización de terrenos de acceso al cementerio de la comunidad indígena Pelleco Remehue, en la comuna de Osorno.



Del señor Subsecretario de Salud:



Atiende consulta, expedida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, sobre monto total de endeudamiento por prestaciones realizadas por el Fondo Nacional de Salud, desglosada por Regiones.



Del señor Superintendente de Valores y Seguros:



Remite nómina de liquidadores de seguros registrados, con indicación de los que han cumplido esa función en los últimos dos años y del número de procesos en que han participado; antecedentes consultados en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Director Nacional (s) del Servicio Nacional de la Discapacidad:



Cursa informes de accesibilidad a las dependencias del Congreso Nacional, en sus sedes de Valparaíso y Santiago.



Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental:



Envía información, solicitada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de proyectos sometidos al sistema de evaluación de impacto ambiental por la Sociedad Chilena del Litio Limitada, hoy Rockwood Litio Limitada.



Del señor Secretario Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Atacama:



Contesta solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Allende, atinente a transporte interurbano y rural entre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla y entre Caldera y la capital regional; a compañías autorizadas para cubrir ese servicio, y a procedimientos de fiscalización efectuados.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 4).



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el contrato de seguro (boletín N° 5.185-03) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251 (boletín Nº 7.818-14) (Véase en los Anexos, documento 6).



Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte (boletín Nº 8.085-29) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 7).



Informes de las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en el proyecto, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9).



--Quedan para tabla.
Proyecto de acuerdo



De los Senadores señora Allende y señores Escalona, Gómez, Orpis, Pizarro, Prokurica y Zaldívar (don Andrés), con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el estudio de una fórmula de financiamiento a largo plazo que permita a la Corporación Nacional del Cobre de Chile asumir su plan estratégico de inversión (boletín N° S 1.553-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, con la que se recaba el acuerdo de la Sala para refundir el proyecto que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y que perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (boletín N° 8.324-03), con el que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes (boletín Nº 8.492-13). Respecto de este último, en sesión ordinaria del día 16 del mes en curso, la Sala acordó incorporarlo a la discusión en particular del primero; proposición que cuenta con el criterio favorable del Ejecutivo, autor de ambas iniciativas.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión del día de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Designar, en representación de esta Corporación, a los señores Senadores que integran la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía para la formación de la Comisión Bicameral sobre los Pueblos Originarios.



2.- Expresar su solidaridad y respaldo al Honorable señor Antonio Horvath Kiss ante los hechos que le han acontecido; solicitar al señor Fiscal Nacional que, dentro del ámbito de sus facultades, disponga la realización por el Ministerio Público de todas las acciones que sean necesarias para esclarecer lo sucedido y determinar la identidad de sus autores; y solicitar al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública presten toda su colaboración en la indagación de los hechos que afectan la integridad de la persona de Su Señoría.



3.- Realizar una ceremonia de homenaje con motivo de la conmemoración de los 200 años del Instituto Nacional, en el mes de agosto de 2013.

OPOSICIÓN A REPRESENTACIÓN DEL SENADO PARA INTEGRACIÓN DE COMISIÓN BICAMERAL SOBRE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Tuma ha pedido hacer uso de la palabra.

El señor TUMA.- Señor Presidente, entendí que los Comités resolvieron que los miembros de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía integraran la Comisión Bicameral sobre Pueblos Originarios. ¿Es así?

El señor ESCALONA (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor TUMA.- Yo me opongo a esa decisión, por lo siguiente.



No sé cuántos Senadores de ese órgano técnico conocen la Región de La Araucanía o a sus comunidades indígenas, o están interiorizados de su situación. Y, en tal sentido, dicha Comisión paritaria del Congreso Nacional debería estar compuesta por parlamentarios que representamos a zonas de pueblos originarios.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, se tendrá presente su opinión contraria. En todo caso, eso fue acordado por la unanimidad de los Comités.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ¿ello se resolvió hoy día?

El señor ESCALONA (Presidente).- Estaba usted presente, Su Señoría.

El señor ESPINA.- ¡No, no, señor Presidente! Le doy excusas: salí por unos segundos de la sala en que se celebraba la sesión de Comités porque debía atender un llamado de mi Región. Y, en el momento en que aquello se acordó, yo por lo menos no lo escuché. Probablemente fue en el instante en que me ausenté.



Ahora bien, me opongo a esa resolución. No estoy controvirtiendo que se haya efectuado como se dice. Sin embargo, quiero pedirle una reconsideración, por cuanto me parece que en un tema tan sensible, respecto al cual hay parlamentarios representantes de La Araucanía que están trabajando en otras Comisiones, lo correcto es que la Mesa se allane a que sean los Comités, cada Partido, los que propongan a quienes desean que integren un órgano de tal relevancia.



Entonces, señor Presidente, le pido que, por favor, reconsidere esa decisión y que se acuerde que sean los Comités los que designen a sus representantes. En algunos casos, podrán coincidir con los miembros de la Comisión de Derechos Humanos; en otros, no. 



Estimo que eso es lo que corresponde, sobre todo si hoy día se observa un avance en una política transversal de Gobierno y Oposición para fijar criterios sobre esa materia, en la que participan los Senadores Tuma, Quintana, García y quien habla, y que, obviamente, requiere representación de los Partidos que no están en la Comisión de Derechos Humanos, como el Demócrata Cristiano o el Socialista.



Por tanto, señor Presidente, con su venia, insisto en que, por favor, se adopte aquel acuerdo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Su Señoría, no estoy en condiciones de acceder a lo solicitado por usted. En todo caso, le pido al señor Secretario que informe a la Sala acerca de los Comités que se hallaban presentes cuando se tomó la resolución en cuestión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto a lo planteado por el Senador señor Tuma, debo señalar que se encontraban presentes, por el Comité Partido Por la Democracia, el Honorable señor Quintana; por la Democracia Cristiana, el Senador señor Pizarro; por Renovación Nacional, los Honorables señores Espina y Kuschel;...

El señor ESPINA.- No, yo salí en ese momento, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).-... por la Unión Demócrata Independiente, los Senadores señora Von Baer y señor Uriarte, y por el Comité Socialista, el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, con su venia...

El señor ESCALONA (Presidente).- Su Señoría,...

El señor ESPINA.- No quiero dilatar el debate, sino que pido...

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Me permite presidir, señor Senador?

El señor ESPINA.- Sí, por supuesto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, primero, creo que si hay una propuesta unánime de los Comités, no podemos revisarla acá. Porque, aun cuando el Senador Espina dice que no se encontraba presente en determinado instante en dicha reunión, sí lo estaba el colega Kuschel, por el Comité Renovación Nacional. Y en el caso del PPD, se encontraba el Senador Quintana. 



De otro lado, aquí no se trata de un privilegio de presencia de un Senador u otro de cierta Región. Todos somos Senadores nacionales y representamos a la ciudadanía en general. Y podemos cumplir la tarea que se debe acometer perfectamente unos u otros, seamos o no de la zona.



Además, por supuesto que las Comisiones están abiertas a que participe la totalidad de los colegas que quieran concurrir a plantear sus problemas. Y pienso que eso es bueno.



Por otra parte, considero que no es positivo que sigamos discutiendo este tema. 



La Comisión de Derechos Humanos se halla conformada por cinco miembros, y si un Comité desea realizar un reemplazo, por estimar que el Senador que lo representa ahí no es el que corresponde, sino otro que a lo mejor tiene mayor conocimiento en la materia, perfectamente puede hacerlo.



Hay que tener en cuenta que puede ser bueno e importante que sean los Senadores de una Región los que conozcan el problema que la afecta. Pero en el caso de los asuntos que tienen que ver con los pueblos originarios, estos comprenden por lo menos cinco o seis circunscripciones, y de accederse a lo que se ha planteado, todas estas tendrían que hallarse representadas en la Comisión Bicameral.



Entonces, ¿cómo podríamos hacer la “cuadratura del círculo”?



En lo personal, considero que no tenemos otra solución que la que hemos acordado. Y los colegas más inmersos en el asunto que deseen colaborar -me parece muy bien- podrán participar activamente en la Comisión. Es muy importante que ellos y todos aportemos, no solo los que pertenecen a Regiones donde existen etnias originarias.



Por eso, señor Presidente, pienso que debe mantenerse a firme el acuerdo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como se trata de una resolución unánime de los Comités, solo puede ser revocada por otra similar.



Quisiera adherir, en todo caso, a las palabras del Senador señor Zaldívar en el sentido de que esta es la única alternativa institucional que tiene el Senado. De lo contrario, nos vamos a enfrascar en una discusión sin fin.



Acá se trata de una decisión sobre los pueblos originarios, no sobre la Novena Región. La que yo represento también cuenta con extensas zonas donde habitan aquellos pueblos, como en casi todo el país. De manera que si todos aspiran a tener una representación personal, simplemente no habrá solución.



Por cierto, es la Comisión de Derechos Humanos la que institucionalmente analiza estos temas, y cada Comité podrá reemplazar a su representante.

El señor URIARTE.- ¿Me permite, señor Presidente? Quiero plantear un asunto de Reglamento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor URIARTE.- Solo deseo rectificar, para que quede en la Versión Oficial, lo que sucedió en la reunión de Comités a que se ha hecho referencia.



Debo decir que ni la Senadora Von Baer ni yo concurrimos al acuerdo respecto al cual se acaba de señalar que fue adoptado por unanimidad y donde se nos nombra como presentes.



Efectivamente, llegamos a esa reunión, pero cuando lo hicimos ya se había discutido el punto.



Por eso, nos interesa que quede constancia de que, no obstante haber estado ahí, no concurrimos con nuestro acuerdo acerca de una materia que no se trató cuando nos encontrábamos presentes.

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme, señor Senador.

V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE PROPORCIONALIDAD Y REPRESENTATIVIDAD EN SISTEMA ELECTORAL. TRÁMITE HABILITANTE

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde tratar la solicitud de insistencia de Su Excelencia el entonces Presidente de la República señor Ricardo Lagos respecto al proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral, con nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4061-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional, en trámite de insistencia:


Oficio del Ejecutivo adjuntando mensaje, sesión 54ª, en 3 de enero de 2006.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 57ª, en 6 de enero de 2006.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (nuevo): sesión 94ª, en 15 de enero de 2013.


Discusión:



Sesión 57ª, en 6 de enero de 2006.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, cabe señalar que esta iniciativa fue desechada en general por la Cámara de Diputados, por no haberse alcanzado el quórum constitucional exigido para su aprobación. Y, en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, el entonces Presidente de la República señor Ricardo Lagos solicitó a la Cámara de Diputados remitir al Senado este proyecto a efectos de que lo aprobara en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Carta, y pudiera volver a la otra rama legislativa para continuar con su tramitación.



Ahora bien, este asunto ingresó oficialmente al Senado el 3 de enero de 2006, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en ese mismo mes la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento emitió un primer informe sobre la materia. Al respecto, se tuvo presente una comunicación del entonces Presidente de la Cámara Alta, el ex Senador señor Sergio Romero, mediante la cual solicitó analizar una cuestión de inconstitucionalidad vinculada a la aplicación del mecanismo contemplado en el artículo 68 de la Carta Fundamental, en relación con los proyectos de reforma constitucional.



Es necesario tener presente que el artículo 127, inciso tercero, de la Constitución, incorporado el año 2005 por la ley N° 20.050, hace aplicables supletoriamente las normas sobre formación de la ley a la tramitación de las reformas constitucionales, debiendo respetarse los quórums correspondientes. 



De lo anterior surgió justamente una discrepancia en el órgano técnico en cuanto a la interpretación y aplicación de las disposiciones procedimentales y los quórums exigibles.



Pues bien, la Comisión de Constitución emitió un primer informe sobre este asunto en que se resolvió por mayoría de votos que el artículo 68 de la Carta Fundamental no era aplicable a los proyectos de reforma constitucional, por lo que la tramitación dada a la iniciativa resultaba inadmisible.



El entonces Presidente de la Corporación, el ex Senador señor Sergio Romero, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vigente a la fecha, concordó con el acuerdo adoptado por la mayoría de la Comisión y resolvió que no correspondía que la Sala del Senado se pronunciara sobre esta materia.



Cabe señalar que el 9 de enero del mismo año veinte señores Senadores, que representaban a más de la cuarta parte de los integrantes en ejercicio de esta Corporación, presentaron al Tribunal Constitucional un requerimiento solicitando la declaración de inconstitucionalidad sobre lo actuado por el Presidente del Senado y la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



A partir de lo anterior, pidieron, además, disponer que la tramitación del proyecto se retrotrajera al estado anterior para que se procediera conforme al ordenamiento constitucional.



El Tribunal Constitucional, en fallo de 31 de enero de 2006, señaló, en lo sustancial, lo siguiente:



“a) Que el artículo 68 de la Carta Fundamental se aplica a las reformas constitucionales, pero en el claro y expreso entendido que, en el presente caso, el quórum necesario para la aprobación en la Cámara revisora -Senado- como en la Corporación de origen -Cámara de Diputados- es de las tres quintas partes de los senadores y diputados en ejercicio en cada una de ellas.



“b) Que este Tribunal carece de atribuciones para pronunciarse sobre la inadmisibilidad declarada por el Presidente del Senado y la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de dicha Corporación, durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral.”.



El fallo fue notificado al Senado por oficio Nº 29, de 1º de febrero de 2006. En vista de ello, esta Corporación solicitó a la Cámara de Diputados que le remitiera todos los antecedentes relativos a la iniciativa que estaban en su poder debido a la declaración inicial de inadmisibilidad del trámite de insistencia, y acordó enviarlos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Posteriormente, en sesión de 3 de julio de 2012, la Sala del Senado acordó solicitar a dicho órgano técnico que volviera a pronunciarse sobre este trámite.



Cabe hacer presente que en su nuevo informe la Comisión de Constitución deja constancia de la existencia de dos tesis discrepantes en la materia.



“a) La primera afirma que la aprobación de la insistencia no implica la aprobación en general del proyecto sino que solo supone cumplir con un trámite habilitante que permite que la iniciativa vuelva a ser considerada por la Cámara de origen. Esta resolución no implica un pronunciamiento acerca del fondo de la iniciativa, y por ello su quórum de aprobación es de los dos tercios de los parlamentarios presentes en la Cámara revisora, tal como lo establece el artículo 68 de la Ley Fundamental.



“b) La segunda postula que la aprobación de la insistencia por la Cámara revisora supone también la aprobación en general de esta iniciativa, tal como se desprende del tenor literal del artículo 68 de la Constitución Política de la República. En consecuencia, en este caso no se está en presencia de un mero trámite de “habilitación” como ya lo ha aclarado el Tribunal Constitucional. Por lo anterior, si el Senado aprueba esta insistencia debiera efectuar este trámite con el voto conforme de los tres quintos de sus miembros en ejercicio y no por los dos tercios de sus miembros presentes. De esta manera se da plena aplicación y se armonizan los artículo 68 y 127 de la Ley Fundamental, según lo precisó el Tribunal Constitucional en la sentencia Rol 464, de 31 de enero de 2006.”.



La Comisión de Constitución precisa que, por mayoría de votos, aprobó la primera tesis. Se pronunciaron a favor los Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker (don Patricio) y votaron en contra los Honorables señores Larraín (don Carlos) y Larraín (don Hernán).



Finalmente, la Comisión deja constancia de que por mayoría estimó que, al ser este un trámite habilitante, no le corresponde pronunciarse sobre el contenido del proyecto de reforma constitucional, lo que deberá hacer cuando se discuta en general la iniciativa.



Hasta ahí la relación de la Secretaría.



Debo informar a la Sala que el Honorable señor Espina ha hecho llegar a la Mesa un documento firmado por cuatro señores Senadores mediante el cual solicitan que se agregue al informe de la Comisión de Constitución el siguiente texto:



“En consecuencia y como resultado del acuerdo precedente, la mayoría de la Comisión precisa que:



“1.- Si se aprueba esta insistencia en el Senado, por los dos tercios de los Senadores presentes, sólo se concede la habilitación para que continúe la tramitación de este proyecto de reforma constitucional y, en ningún caso, supone la aprobación en general de esta iniciativa.



“2.- Si la Cámara de Diputados no reúne los dos tercios de sus miembros presentes para rechazar esta iniciativa, no supone que ella ha sido aprobada.



“3.- Que una vez que se ha cumplido con el trámite establecido en el artículo 68 de la Constitución  Política, corresponde que tanto la Cámara de Diputados como el Senado discutan tanto en general como en particular este proyecto de reforma, el cual solo se dará por aprobado si reúne los tres quintos de los diputados y senadores en ejercicio.”.



En consecuencia, se solicita a la Sala añadir este documento al informe de la Comisión de Constitución, para lo cual se requiere el acuerdo correspondiente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Secretario, sería conveniente conocer quiénes suscriben el documento.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Firman los Senadores señora Alvear y señores Espina, Walker (don Patricio) y Larraín (don Hernán).

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión la insistencia del Ejecutivo sobre el proyecto de reforma constitucional.



Está inscrito el Senador señor Patricio Walker.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).-  Cómo no, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- En mi calidad de Presidente de la Comisión de Constitución, primero me gustaría dar cuenta al Senado respecto de esta materia.

El señor WALKER (don Patricio).- De acuerdo, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo informar a la Sala acerca de esta iniciativa y de la insistencia solicitada por el entonces Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar.



Tal como lo dio a conocer el señor Secretario, hay aquí temas muy relevantes que no solamente dicen relación con el fondo del proyecto de reforma constitucional, sino también con ciertos aspectos procesales relativos a cómo el Senado debe pronunciarse sobre esta iniciativa.



Al respecto, es menester recordar que el entonces Primer Mandatario, don Ricardo Lagos Escobar, propuso una reforma constitucional, en diciembre de 2005, que tenía tres objetivos específicos.



El primero apuntaba a modificar el artículo 18 de la Ley Fundamental para agregar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor: “En las elecciones de diputados y de senadores” -y esta es la parte principal de la iniciativa- “se empleará un procedimiento que dé por resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular, así como una adecuada representación de las regiones del país.”.



Adicionalmente, se modificaba el artículo 47 de la Constitución Política a efectos de suprimir el guarismo “120”, que indica el número de Diputados que integran esa rama legislativa.



Y, finalmente, se agregaba una disposición transitoria, nueva, a través de la cual se fijaba el plazo de un año para llevar adelante los cambios necesarios que surgen de las modificaciones a la Carta Fundamental antes mencionadas, con el fin de modificar el sistema electoral binominal, de conformidad con las reglas constitucionales que se hubiesen aprobado.



Esta iniciativa no reunió en la Cámara de Diputados el quórum constitucional exigido para su aprobación: se requerían 69 votos afirmativos y solo se emitieron 59 votos a favor, 1 en contra y 39 abstenciones.



En vista de ello, el Presidente de la República recurrió por insistencia, mediante la aplicación del artículo 68 de la Carta Fundamental,  al Senado para que este se pronunciara sobre ella.



En ese minuto, la Sala envió el proyecto a la Comisión de Constitución para que lo informara. Y este órgano técnico resolvió, por mayoría de votos, que el artículo 68 de la Carta Fundamental -norma que acabo de mencionar- no se refiere a las reformas constitucionales, sino que solo a los proyectos de ley y, por tanto, no procedía la insistencia a su respecto.



Luego, el 6 de enero de 2006, cuando se da cuenta de este informe en la Sala, el Presidente de la Corporación de la época, don Sergio Romero, concordó con lo sancionado por la mayoría de la Comisión y resolvió que no le correspondía a la Sala pronunciarse sobre esta materia ni tampoco seguir debatiendo el asunto.



En relación con dicho acuerdo, un grupo de Senadores recurrió al Tribunal Constitucional, organismo que, el 31 de enero de 2006, resolvió esta controversia mediante un fallo que, en síntesis, dice básicamente que el artículo 68 de la Carta Fundamental sí se aplica a las reformas constitucionales. Es decir, que la insistencia no solamente procede respecto de los proyectos de ley, sino también acerca de aquellas.



Adicionalmente, señala: “pero en el claro y expreso entendido que, en el presente caso, el quórum necesario para la aprobación en la Cámara revisora -Senado-, como en la Corporación de origen -Cámara de Diputados-, es de las tres quintas partes de los senadores y diputados en ejercicio en cada una de ellas;”.



Sin entrar en el detalle del fallo, que está contenido en el informe que todos tienen a su disposición, cabe agregar que el Tribunal señaló que sí procede la insistencia en estas materias, pero que el quórum para aprobarla en cada una de las instancias es de los tres quintos. Porque, de lo contrario, se estaría burlando el artículo 127 de la Constitución, que es el que establece los quórums para la aprobación de las reformas constitucionales. Y para aquellas materias que están en este capítulo es de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio.



El año pasado, la Sala le solicitó a la Comisión que retomara este tema, cuestión que hicimos. Para ello, hemos estado conversando de distintas formas y requerimos la opinión de profesores en Derecho, entre los cuales cabe mencionar a los señores Patricio Zapata y Arturo Fermandois.



Ellos expusieron sus puntos de vista sobre este asunto y argumentaron, en síntesis, que conforme al fallo del Tribunal Constitucional era claro que en las reformas de la Carta Fundamental sí procedía el trámite de la insistencia, siempre que se entendiera que este tenía un carácter habilitante. Por lo tanto, debe exigirse que ella se apruebe por los tres quintos de los Senadores en ejercicio.



Sobre la base de estos antecedentes, la Comisión tuvo un largo debate, primero, respecto de si correspondía o no que este fuera un mero trámite habilitante o si, por el contrario, debía pronunciarse sobre el fondo; y segundo -lo que no tuvo mucha vida-, sobre el análisis del contenido de la reforma constitucional. 



¿Por qué? Porque si se acogía la tesis de que este era un trámite solamente habilitante, no debía entrarse al fondo del asunto. Si, por el contrario, se hubiese entendido que era un trámite en el que cabía pronunciarse acerca del fondo, entonces habría sido necesaria una discusión en cuanto a los méritos de la reforma constitucional que impulsaba el entonces Presidente Ricardo Lagos.



Sobre este particular, la mayoría de la Comisión, integrada por la Senadora Alvear y los Senadores Patricio Walker y Alberto Espina, acordó que la aprobación de la insistencia era un trámite habilitante y que, por lo tanto, no implicaba la aprobación en general del proyecto, sino solo cumplir un trámite que le permitía a la Cámara de origen insistir respecto de esta materia.



El señor Secretario ha dado lectura a un informe complementario al informe de la Comisión, el cual tuvo su origen en la inquietud de uno de los integrantes de la mayoría, el Senador Espina, quien estimó que no había quedado lo suficientemente explícito el fundamento del voto de esa posición. 



Básicamente, lo que plantea es lo siguiente: 



“1.- Si se aprueba esta insistencia en el Senado, por los dos tercios de los Senadores presentes, sólo se concede la habilitación para que continúe la tramitación de este proyecto de reforma constitucional y, en ningún caso, supone la aprobación en general de la iniciativa”.



Esta es la tesis que sostiene la mayoría de la Comisión.



En seguida, agrega:



“2.- Si la Cámara de Diputados no reúne los dos tercios de sus miembros presentes para rechazar esta iniciativa, no supone que ella haya sido aprobada.



“3.- Que una vez que se ha cumplido con el trámite establecido en el artículo 68 de la Constitución Política, corresponde que tanto la Cámara de Diputados como el Senado discutan tanto en general como en particular este proyecto de reforma, el cual sólo se dará por aprobado si  reúne los tres quintos de los diputados y senadores en ejercicio”.



La minoría, integrada por el Senador Carlos Larraín y quien habla, no concuerda con los criterios -ni los comparte- que ha establecido la mayoría a que me acabo de referir, por diversas razones.



En primer lugar, quisiera recordar a la Sala que el propio mensaje del entonces Presidente de la República don Ricardo Lagos solicita la aprobación en general de la reforma constitucional que no alcanzó el quórum suficiente en la Cámara de Diputados, para, a través de este proceso, insistir a esta última en que revise su decisión y continúe la tramitación del proyecto.



Es decir, el propio mensaje de la época señala que el rol y la responsabilidad de nuestro cometido es el de aprobar en general la iniciativa en el Senado, para así poder insistir ante la Cámara de Diputados.



En segundo término, el tenor del artículo 68 de la Constitución no admite, a nuestro juicio, duda alguna. Dice: “El proyecto que fuere desechado en general en la Cámara de su origen no podrá renovarse sino después de un año. Sin embargo,” -y esta es la hipótesis de la insistencia-...

El señor ESCALONA (Presidente).- Se acabaron sus diez minutos, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, le ruego que me permita continuar, porque este es un tema bastante crucial, sobre el cual la Sala tiene que pronunciarse.

El señor ESCALONA (Presidente).- Le vamos a facilitar... 

El señor LARRAÍN.- Le pido por lo menos cinco minutos, para poder redondear mi intervención.

El señor ESCALONA (Presidente).-... tres minutos más.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.



El artículo 68 prosigue: “Sin embargo, el Presidente de la República, en caso de un proyecto de su iniciativa,” -como el de esta reforma constitucional- “podrá solicitar que el mensaje pase a la otra Cámara” -en este caso, al Senado- “y, si ésta lo aprueba en general por los dos tercios de sus miembros presentes, volverá a la de su origen y sólo se considerará desechado si esta Cámara lo rechaza con el voto de los dos tercios de sus miembros presentes”.



En otras palabras, el mensaje del entonces Presidente Lagos al Senado es para que se apruebe en general esta reforma. El trámite del artículo 68 es de insistencia, no de habilitación. La palabra “habilitación” está mal empleada. La Constitución no utiliza la expresión “habilitante”, porque ella pareciera indicar solamente un trámite formal, sin que uno se pronuncie sobre el tema. Y expresamente dice: hay que aprobar en general esta disposición. Y, por lo tanto, corresponde que así se pronuncie la Sala.



En tercer lugar, el Tribunal Constitucional ha señalado, como yo recién leía, que no solamente corresponde aplicar a las reformas constitucionales el artículo 68 -es decir, que la insistencia procede también respecto de ellas-, sino que, en el presente caso, el quórum necesario para la aprobación en el Senado es el de las tres quintas partes de sus miembros en ejercicio, y no el de los dos tercios de los miembros presentes.



Los dos tercios de los miembros presentes, como podemos comprender, no necesariamente son equivalentes a los tres quintos de los miembros en ejercicio. Pueden ser muchísimo menos. La Sala puede funcionar con veinte Senadores y, por lo tanto, con dos tercios pudiera aprobarse un proyecto de reforma constitucional, bajo este criterio, de mero trámite habilitante, sin reunir los requisitos que la Carta Fundamental exige para la aprobación de una reforma constitucional.



Sería este un camino para burlar las mayorías que la Constitución establece en el caso de las reformas constitucionales. Por eso, el Tribunal Constitucional es categórico en decir no solo que procede la insistencia para la reforma constitucional, sino, además, que se exige un quórum para ese fin.



A mayor abundamiento, señor Presidente, existe la práctica reiterada del Senado. Toda vez que hemos procedido a aprobar una insistencia respecto de proyectos de ley -esta es la primera vez que se hace respecto de una reforma constitucional- hemos concluido que la iniciativa se aprueba en general, vuelve a la Cámara y cuando regresa al Senado no se aprueba en general, porque se entiende que, por el mecanismo del artículo 68, este ya la aprobó en general. En consecuencia, la iniciativa pasa a la discusión particular.



Eso lo hemos hecho una y otra vez en el Senado.



Le pido tiempo para terminar, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, aquí nos hallamos, por lo tanto, frente a dos tesis que la Sala debe zanjar -y solo estoy dando cuenta del informe-: por un lado, el criterio de la mayoría -ya lo leí-, que estima que este es un trámite habilitante, que no significa la aprobación general del proyecto; y por el otro, el de la minoría, que conformamos con el Senador Carlos Larraín, según el cual, por las razones antedichas, tenemos que aprobar en general este proyecto.



Por lo demás, es lo que indica el sentido común: ¡cómo le voy a pedir a la otra Cámara que insista en un tema si no me hallo de acuerdo con lo que estoy planteando! Sería francamente absurdo. No da la lógica ni da el sentido común.



Si queremos aprobar este proyecto, está bien: juntemos los requisitos. ¡Si aquí estamos hablando, no de que no se vote, sino de que se reúnan los votos para que se pueda aprobar en general una reforma constitucional con el quórum que la Carta Fundamental establece!



Me parece que es lo que corresponde.



Por cierto, la mayoría podrá también hacer presentes sus puntos de vista.

El señor ESCALONA (Presidente).- De las palabras de Su Señoría y del documento que el Honorable señor Espina hizo llegar a la Mesa, entiendo que la Sala conviene en agregar al informe la redacción elaborada por cuatro señores Senadores y ya leída aquí por el señor Secretario General.



¿Habría acuerdo en tal sentido?

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Pero Su Señoría habló ya durante quince minutos!

El señor LARRAÍN.- Quiero aclarar lo que estamos planteando, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- No abusemos de...

El señor LARRAÍN.- Solo diez segundos, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Bien, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lo que planteó el Senador Espina, con las firmas de varios de nosotros -no de todos los miembros de la Comisión-, es que el señalado es el fundamento de la votación de la mayoría. Y yo, por lo menos, no tengo ningún inconveniente en que se incorpore al texto del informe.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



Si le parece a la Sala, se incorporará al texto del informe.



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el proyecto que esta tarde debate el Senado tuvo su origen el año 2005. Y, producto de una decisión política de la Mesa de ese momento, fue archivado, pues estimaron inadmisible la reforma constitucional que, con “discusión inmediata”, propuso el Presidente Lagos, la cual había sido rechazada por la Cámara de Diputados (creo que faltó un voto para reunir el quórum requerido). Dicho Mandatario solicitó que la iniciativa pasara al Senado, lo que así ocurrió. Aquí, la Comisión de Constitución, con una mayoría circunstancial -en ese entonces, de la Oposición-, resolvió que era inadmisible, que no se podía seguir tramitando, porque la insistencia prevista en el artículo 68 de la Carta no opera tratándose de reformas constitucionales.



El 31 de enero de 2006 -la iniciativa se votó en la Cámara Baja en diciembre de 2005-, el Tribunal Constitucional le dijo al Congreso que el proyecto era admisible. Y, una vez que llegó esta respuesta, quedó absolutamente remachado y archivado.



Cuando reclamamos el cambio del binominal, muchos nos preguntan: “¿Qué hicieron ustedes durante veinte años de Concertación?”.



¡Este es el mejor testimonio de la voluntad política de la Concertación, y particularmente del Gobierno del Presidente Lagos, quien envió al Parlamento una señal muy potente para revisar el binominal!



Ese sistema electoral se sustenta precisamente en que estemos empatados a pesar de que en las elecciones obtengamos más votos, pues ellos no se reflejan en la representación parlamentaria. Aquí siempre hay empates, debido el sistema binominal existente.



Agreguemos a ello que cualquier reforma importante que se requiera hacer en materias tributaria o educacional, en salud o en previsión, no se puede llevar a cabo por la exigencia de altos quórums.



Al comenzar el debate esta tarde, el Presidente de la Comisión de Constitución argumentó básicamente en torno a la cuestión procedimental y a los quórums.



¡Esa es la camisa de fuerza que tiene esta Constitución! ¡Y precisamente por eso queremos cambiar el sistema binominal!



No hay en la discusión de fondo ni una palabra acerca de lo que el amarre que la mantención del sistema binominal significa cuando se trata de modificar diversas legislaciones para beneficiar a nuestro país y sus habitantes.



En consecuencia, me alegra que el Senado, por mayoría de votos -porque también se opusieron en su momento parlamentarios de la Alianza-, haya recuperado la tramitación de esta iniciativa, que ya tenía ocho años guardada en un escritorio, de donde no se había podido sacar.



Con información que me dio el ex Presidente Lagos, le solicité al Presidente del Senado, don Camilo Escalona, que pusiera en tabla este proyecto. Así se hizo. Y se mandó a la Comisión de Constitución, porque dijeron que ese órgano técnico debía revisarlo.



Pasaron cuatro meses, y hoy estamos tratando en la Sala esta iniciativa, que, como expresé, ingresó al sistema legislativo el año 2005.



Ahora, el Congreso no la ha sacado no porque no tengamos a su respecto una decisión tomada razonablemente, sino porque quienes no quieren despacharla siempre oponen un argumento formal que impide su aprobación.



La discusión que enfrentamos esta tarde consiste en otorgar la habilitación para que continúe la tramitación de una reforma fundamental para el sistema democrático; en terminar con las excusas, los tropiezos, las zancadillas que ha habido siempre ante toda proposición conducente a modificar el sistema electoral, el cual tiene una tremenda incidencia. Porque no se trata solo de cómo se elige, sino también de cómo se resuelven los problemas de la gente y cómo se va construyendo la sociedad, en armonía con una mayoría ciudadana que se expresa de cierto modo y ve que ello no tiene correlato en el Parlamento.



Por eso el desprestigio del Congreso. Es un desprestigio de los parlamentarios, del sistema político, pues estamos impedidos de dar cuenta de las transformaciones que desea la mayoría, cuya voluntad se traduce solo en empates. Porque, aun cuando tengamos más votos, no se reúnen los quórums, y volvemos al debate en torno de estos y de la tramitación formal.



Estimo que hoy constituye un desafío para las fuerzas políticas revisar lo que hemos hecho, lo que estamos haciendo, y dar cuenta de cómo abrimos debate para procurar que este proyecto sea acogido por el Parlamento.



Ahora, es factible que Senadores de la Alianza se sientan cómodos con el sistema binominal. Pero yo les pido que permitan hacer la discusión. Y lo que votaremos ahora será si aprobamos la insistencia del Presidente de la República y devolvemos la iniciativa a la Cámara de Diputados para que se pronuncie sobre la prosecución de su estudio. Ya habrá tiempo para que la votemos aquí.



Señor Presidente, yo quiero felicitar al Senador Espina, quien, perteneciendo a la Alianza, en la Comisión se pronunció a favor de la habilitación. Y estoy seguro de que votará también por hacer el debate conducente a un cambio del sistema binominal, que es una camisa de fuerza ¡que no la queremos sacar nosotros mismos!



Pienso que eso es una inconsecuencia respecto a lo que demanda el país.



El crecimiento económico no es suficiente para atender la demanda ciudadana. Debemos abordar oportunamente lo concerniente a la redistribución del ingreso; a la regulación de la industria de los abusos; a la transformación efectiva del sistema previsional; al reconocimiento constitucional de la existencia de los pueblos indígenas; a la aprobación de las reformas fundamentales relacionadas con lo que la ciudadanía quiere y que no podemos concretar porque en cada una de ellas nos preocupamos más de debatir lo relativo a los quórums y las cuestiones procedimentales que el asunto de fondo.



Es por eso que los ciudadanos no se sienten contentos, no se sienten felices, ni con el sistema de representación existente ni con sus parlamentarios, porque hemos construido una camisa de fuerza que obliga a algunos a seguir con un doble discurso: debemos cambiar la calidad de la política y diseñar un mecanismo de representación mejor, pero a la hora de votar seguimos manteniendo un sistema electoral que tiene agobiados a Chile y sus habitantes.



Pero no basta con cambiar el sistema electoral. Se requiere asimismo una modificación en lo relativo a los gobiernos regionales.



Y aquí tenemos responsabilidad los parlamentarios de Regiones: en un sistema binominal no vamos a lograr el quórum necesario para llevar a cabo las transformaciones necesarias para transferir las competencias que requieren los gobiernos regionales.



Alguien dirá: “Si cambia el sistema binominal, las Regiones saldremos perdiendo, porque Santiago tendrá más representación, por su mayor cantidad de ciudadanos”.



Señor Presidente, yo estoy seguro de que con un sistema de representación proporcional ya habríamos introducido en la Constitución los cambios necesarios para que las Regiones se empoderaran, contaran con autoridades que las representaran y no tuvieran intendentes con dos sombreros: uno de jefe del gobierno y otro de subalterno del Ministro de turno. Porque, en definitiva, siempre las decisiones se cortan en función de lo que decide La Moneda y no de lo que determinan las Regiones.



¡Ahí están Aysén, Freirina, La Araucanía!



Entonces, debemos darle una lectura correcta a lo que está ocurriendo en nuestro país. Y esa lectura pasa necesariamente por la transformación del binominal, modelo que no satisface ni a Chile, ni a los chilenos, ni al Parlamento, y que no permite construir una nación en justicia y armonía.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, sin duda alguna, quienes integran la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, con mucha versación, con gran conocimiento, se están refiriendo a los aspectos de procedimiento, que son el sentido de la decisión que debemos tomar hoy como Senado.



Pero la pregunta es habilitar para qué.



Por cierto, votaré a favor del informe mayoritario de dicho órgano técnico.



¿Qué se halla verdaderamente en juego en esta discusión?



El fondo de la materia se refiere al sistema electoral binominal, a propósito de este proyecto de reforma constitucional y de la insistencia presentada en su oportunidad por el Presidente Ricardo Lagos.



Y yo quisiera efectuar breves reflexiones sobre el particular, a modo de conversación, sin pretender emplazar a nadie, sino tratando de poner los argumentos sobre la mesa para que, después de 25 años del plebiscito de 1988, hagamos frente en términos sustantivos a uno de los temas pendientes en el ámbito constitucional: el sistema electoral.



Lo primero que quiero afirmar es que no hay sistemas electorales democráticos o no democráticos. Existen regímenes políticos democráticos o autoritarios. Pero hay casi tantos sistemas electorales como democracias. Aunque las dictaduras también tienen sistemas electorales; estamos llenos de ejemplos en el siglo XX. Pero estoy hablando, obviamente, de un régimen político democrático.



Hay experiencias con sistemas uninominales tan democráticos como los plurinominales.



Existen sistemas de representación proporcional tan democráticos como los de mayoría. 



En términos del sistema binominal, hay que decir -porque no existe en ninguna parte del mundo- que es una anomalía. Ahora, una anomalía que debe explicarse en su origen. Porque este modelo adolece de un vicio de origen que no se ha subsanado: en 1989 se trató de establecer un sistema electoral binominal para subsidiar a la Derecha. ¡Punto! 



Señor Presidente, yo tengo un artículo sobre los orígenes, los textos, los autores, la discusión interna en el Gobierno, en el Régimen militar (como queramos llamarlo).



Los distritos y las circunscripciones se establecieron teniendo en la mano el resultado electoral de 1988. O sea, los distritos y las circunscripciones -estas últimas después se ampliaron un poco, en 1989- se dibujaron sobre la base del resultado electoral del “Sí” y el “No” de 1988.



Eso se llama “un traje a la medida”. ¿Con qué objeto? Para establecer que la mayoría vale lo mismo que la minoría.



En la ciencia política se discute si el sistema binominal chileno es mayoritario o de representación proporcional.



En estricto rigor -¡vaya paradoja!-, es de representación proporcional; proporcionalidad mínima: uno y uno. Solo es mayoritario cuando una lista dobla en votos a otra; porque se lo lleva todo. Eso es un sistema electoral mayoritario.



Entonces, ¿a qué ha conducido este sistema, que tiene un vicio de origen, el cual se encuentra establecido (hay mucho paper, mucho libro acerca de su origen, de su historia, de los autores del proyecto)? A una democracia empatada.



O sea, por un lado subsidiamos a la segunda fuerza política, que en la mayor parte de los últimos 22 años ha sido la Derecha, y por otro hacemos que la mayoría valga lo mismo que la minoría, salvo que una lista doble en votos a la otra.



Una democracia empatada. Por lo tanto, se eligen uno y uno.



Mucha gente ha dicho: “Bueno. Para qué ir a votar si ya sé que va a ser uno y uno”. Ello, salvo en los distritos y, muy excepcionalmente, en las circunscripciones -una sola, de hecho- en que es factible doblar, donde el sistema se transforma en mayoritario y se puede inclinar levemente la balanza.



¿Por qué es importante aquello? Porque se encuentra en el centro del debate sobre lo que se ha dado en llamar “crisis de representación del sistema político chileno”.



En tal sentido, pretender avanzar como lo hacemos las fuerzas de la Oposición, de la Concertación -y actuamos así sistemáticamente-, hacia un sistema electoral de representación proporcional es enfrentar la cuestión más relevante de un sistema político: su legitimidad.



Me explico.



Muchos autores (Moulian, Garretón y tantos otros), en los años 60, 70, 80, demostraron con sólidos argumentos que la base de la legitimidad del sistema político chileno, históricamente, no fue su grado de participación, sino su grado de representación.



Nuestro sistema político fue muy tardíamente participativo. En estricto rigor, solo con la reforma constitucional de 1970 hay un sistema universal, objetivo establecido en 1874 con la llamada “Ley del sufragio universal”.



Pasó más de un siglo para llegar a esa situación. Por lo tanto, más al debe que al haber en materia participativa. La vieja y noble democracia chilena.



¿Cómo se subsanó ese vicio? El sistema político fue muy tardíamente participativo, tempranamente representativo. Y ello lo dotó de legitimidad democrática.



Samuel Valenzuela, Arturo Valenzuela y tantos autores demuestran que hacia la década de 1870 -los partidos nacen en la de 1850, durante el Gobierno de Manuel Montt- ya había un sistema de partidos completo: Derecha, Centro, Izquierda. ¡Notable!



Por ejemplo, en 1938, con el Frente Popular, el Partido Comunista estuvo en el Gobierno. Y no provocó ninguna crisis.



Es decir, en el centro del proceso de transferencia legal y ordenada del poder desde 1830 hasta 1973, con dos interrupciones (la guerra civil de 1891 y el período 1924-1931), está la representatividad del sistema político a través del sistema de partidos y del Parlamento, que fueron ganándole terreno al Ejecutivo, al autoritarismo presidencial de los primeros decenios (virtuosos decenios en muchos sentidos), de Prieto, Bulnes, Montt, etcétera.



Entonces, la cuestión de fondo que estamos debatiendo al momento de habilitar o aprobar la insistencia -lo que fuere- es de la mayor importancia: significa hacerse cargo de la crisis de representación que exhibe nuestro sistema político, bajo la vigencia de una Constitución que, a pesar de numerosos avances, carece de legitimidad suficiente, a juicio de muchos de nosotros.



La Carta fue ilegítima en su origen, en 1980, y antidemocrática en su contenido. La fuimos cambiando. La fuimos dotando de legitimidad, es cierto. Cuando concurrimos al plebiscito de 1988, dijimos: “Por estas reglas del juego vamos a ceñirnos”. Ello también es cierto. Le introdujimos 54 enmiendas en 1989, con la aprobación del 75 por ciento de la ciudadanía, en un plebiscito. Y en 2005, bajo el Gobierno del Presidente Lagos, cuando se aprobó una gran reforma, culminó una etapa muy importante para tratar de dotarla de legitimidad.



¿Por qué no cuenta con la legitimidad suficiente? Porque no hemos llegado a sentirla nuestra.



Utilizo el posesivo en plural: “nuestra”.



Y en el meollo del déficit se halla el sistema electoral binominal. Hemos presentado, en los últimos 22 años, 20 proyectos de reforma constitucional para ponerle término. El vigésimo fue del Diputado señor Burgos, sobre la base de un proyecto de Patricio Zapata, un gran constitucionalista.



Ninguno de ellos ha prosperado. Todos sabemos las razones.



No quiero emplazar a nadie ni enrostrarle a alguien responsabilidad alguna. Deseo hacer un llamado sobrio, austero, sobre la base de una argumentación que nos permita hacer frente al talón de Aquiles de la crisis de representación y legitimidad de nuestro sistema político. 



¿El propósito es avanzar hacia dónde? Hacia un mecanismo de representación proporcional, moderado o corregido.



¿La idea es la proliferación de partidos políticos? No.



¿Las circunscripciones serían de tres, cuatro, cinco Senadores? ¿Los distritos, de seis, siete, ocho Diputados?



¿Alguien podría considerar a Edgardo Boeninger una suerte de extremista?

El señor ESCALONA (Presidente).- Dispone de un minuto más, Su Señoría.

El señor WALKER (don Ignacio).- Finalizo en seguida, señor Presidente.



Ahí está el informe Boeninger, un verdadero legado de uno de los artífices más lúcidos de nuestra transición a la democracia. El texto propone un modelo proporcional, corregido o moderado, sensato, razonable, para tratar de asegurar la representación de la cual carece nuestro régimen electoral y político.



Por lo tanto, espero que habilitemos -o lo que sea- la insistencia, y que cuando nos ocupemos en el fondo, reunamos los votos necesarios para dotarnos, en forma sensata, razonable, de un mecanismo que permita la representación y dote de legitimidad a nuestro sistema político.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quisiera despejar, en primer término -se observan versiones encontradas-, si vamos a pronunciarnos respecto al fondo o si, sencillamente, estamos estableciendo más bien una forma y un procedimiento para habilitar la discusión. Creo que ello no resulta claro.



En segundo lugar, no veo por qué esta Corporación tiene que pronunciarse solo con relación al proyecto que nos ocupa, cuando muchas otras reformas del sistema electoral se encuentran en distintos procesos legislativos, tanto en ella como en la Cámara de Diputados.



La iniciativa en estudio, en particular, como lo conversamos recién con el Senador señor Espina, presenta una contradicción muy de fondo: pretende, por un lado, una efectiva proporcionalidad -se entiende que con relación a los habitantes-, y por el otro, una adecuada representación de las Regiones. O una u otra. Ello no puede contemplarse en un mismo sistema en forma fácil.



En Estados Unidos se aplica una fórmula en la cual el Senado corresponde a la territorialidad de cada Estado, y la Cámara de Representantes, como lo dice su nombre -equivalente a nuestra Cámara de Diputados-, es más proporcional. Es decir, no podemos legislar en una forma tan simple con relación a la materia que nos ocupa.



Además, deseo consignar lo anterior porque, si de alguna manera se apunta, como lo hemos visto, a una efectiva proporcionalidad, lo que estaremos haciendo es consolidar un enfoque centralista y altamente concentrado -eso es clarísimo-, en desmedro de las Regiones. Y si pretendemos establecer el mecanismo de aquí hacia el futuro, estaremos atentando contra un bien de interés público, como es poner en equilibrio al resto de las Regiones, ante factores como distancia, condiciones de aislamiento, clima. Además, somos un país tricontinental. Estaríamos desmereciendo todas nuestras perspectivas futuras. No tiene sentido legislar de una manera tan estrecha para perpetuar un criterio centralista o retroceder a su aplicación.



Ahora, deseo plantear claramente también que, a la semana de nuestra presentación, hace un año, con los Senadores señora Lily Pérez y señores Cantero y Bianchi, para cambiar el sistema binominal por uno mayoritario individual, hubo una suerte de acuerdo entre las directivas de Renovación Nacional y de la Democracia Cristiana para sustituir el binominal.



Nosotros tenemos claro que este último, que busca un equilibrio entre dos grandes bloques, respondió a un juego político e histórico y cumplió un proceso de retorno a la democracia que, a nuestro juicio, ya está más que sobremaduro. Es preciso pasar a un sistema distinto. Pero ello no significa que tiene que ser cualquiera. O sea, lo que estamos propiciando es algo que represente efectivamente a las Regiones, que dé la posibilidad de que las dos primeras mayorías, en cada uno de los distritos o circunscripciones, sean en definitiva las que lleguen al Congreso Nacional.



Tampoco se trata de seguir el camino de hacer trajes a medida, con cambio de circunscripciones o distritos y aumento del número de parlamentarios, en circunstancias de que hemos demostrado que podemos funcionar -y perfectamente-, a lo que hay que agregar la Región de Arica y Parinacota, la cual, por ser nueva, no tiene Senadores en este momento.



Entonces, no podemos estarnos ajustando a los acomodos de personas, de partidos, cuando, en el fondo, estamos legislando sobre un asunto de interés para el país.



Porque algunas otras fórmulas pretenden incluso establecer dos categorías: Senadores nacionales y Senadores regionales, como si hubiera alguna diferencia en tal sentido, con rango, lo cual también nos parece, desde luego, irregular.



Si se está legislando, como lo ha interpretado el señor Presidente de la Comisión, en el sentido, no solo de habilitar, sino también de votar respecto al fondo de la iniciativa, donde se presenta la contradicción expuesta y, además, se elimina el número de 120 Diputados, para lo cual recientemente no se reunió el quórum respectivo, no vamos a prestarnos para que se entienda que el pronunciamiento asimismo es a favor de la aprobación en general del proyecto, habiendo otros mejores.



Existiendo múltiples planteamientos de reforma del sistema electoral, sugiero que la Comisión de Constitución analice ese amplio espectro y proponga un informe completo para que esta Corporación pueda resolver. No me parece adecuado que, después de siete años, se reviva un proyecto en especial, del Presidente Lagos, mediando opciones mejores para lograr que el Congreso funcione como corresponde, con representantes adecuados.



Por lo tanto, hago presente la conveniencia de que la materia vuelva a dicho órgano técnico y de que se nos informe respecto al resto de los proyectos sobre el particular, para que el Senado pueda pronunciarse.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, me parece que, en parte, se logró el intento de poner en debate, como sucede cada cuatro años y en época de elecciones, el binominal.



Estimo tener algo de moral para referirme precisamente a lo que significa este último. De todos los presentes, me enaltece el haber sido el único Senador en ejercicio con el cual, por votación de la Región que me honro en representar, se rompió el sistema.



¡Magallanes rompió el binominal!



Veo cómo uno y otro sector se enrostran aquí la responsabilidad de querer o no avanzar.



Veo cómo un porcentaje no menor de los presentes, de la Alianza y de la Concertación, salieron terceros y se encuentran en el Hemiciclo con la investidura de Senador.



¿Es posible concluir que, después de haber llegado al Congreso sobre la base de la fórmula de votación vigente y habiéndose servido de ella, han cambiado de criterio y estiman que el mecanismo se encuentra obsoleto y es preciso revertirlo?



¡No lo creo, señor Presidente! Y lo manifiesto con fuerza.



Porque, efectivamente, el sistema que nos ocupa ha permitido que la Alianza y la Concertación, tal como se ha señalado, se distribuyeran los cupos durante todos estos años.



Lo planteó el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra: ¿hoy día estamos discutiendo la reforma del binominal?



¡No, señor Presidente! ¡Y, por eso, no quiero engañar a Chile! ¡Hoy no se discute la reforma del sistema binominal! ¡No estamos abordando el fondo del deseo del país de efectuar una modificación! ¡Estamos entregando una señal engañosa, mentirosa! ¡Estamos aseverando que el debate tiene relación con un cambio, y eso -excúseme- es falso, de falsedad absoluta!



Nos encontramos ante una habilitación. ¿Para abordar en el futuro qué proyecto? Aquel que apunta, entre otras cosas, a sustituir el guarismo 120 por 150, respecto de los Diputados. ¡Esa es la realidad! ¡Eso es lo que se está apoyando! Entonces, cuando escucho defender el texto a representantes y presidentes de partidos políticos con un enorme prestigio, ¡que se diga la verdad! Resulta obvio que, bajo esa figura, el deseo natural es alcanzar el máximo de representantes. La iniciativa, que se pretende discutir más adelante, tiende, entre otras cosas, a elevar la cantidad de parlamentarios.



¿Y eso es lo que quiere el país, señor Presidente? ¡Eso es lo que rechaza! ¡Y no voy a prestarme para que, sobre la base de la figura engañosa, mentirosa, de anunciarle a Chile que estamos abordando el cambio del sistema binominal -insisto en que ello es falso-, se persiga en el futuro el aumento de parlamentarios!



Pero hay algo tan grave como lo anterior: con el proyecto, presentado por el entonces Presidente Lagos, se pretende dejar todo concentrado en tres Regiones: la Metropolitana, la Quinta y la Octava. ¡Estas quedarían con una representación del 63 por ciento de los integrantes de esta Corporación!



Los que hemos sido elegidos por Regiones extensas territorialmente, pero con menos cantidad de habitantes ¿estamos dispuestos a correr el riesgo de que queden con menos de dos Senadores? Observe lo espantoso de la situación, señor Presidente. No solo nuestra respuesta es negativa, sino que cabe advertir que se perdería incluso el carácter de ser Chile un país unitario.



Hay quienes han rasgado hoy vestiduras y han manifestado que los que voten a favor quieren reemplazar de verdad el binominal; pero, en el fondo, detrás de la habilitación del proyecto se encuentra el propósito de modificar la proporcionalidad de los parlamentarios y, de esta manera, hacer que se concentre todo en el nivel central, y las demás Regiones -entre otras, la de Magallanes-, quedarían con una mínima expresión. Entonces, ¿cómo vamos a tener la cara para llegar ante quienes hoy representamos, a los habitantes de nuestras Regiones, y expresarles que efectivamente estamos cambiando el sistema binominal, que somos más democráticos que otros? Lo que hay de fondo es lo que acabo de mencionar.



Sinceramente, si se quiere avanzar en serio, cabe recordar el artículo 18 de la Constitución, no respetado por el Congreso, norma que dispone la igualdad entre los miembros de los partidos políticos y los independientes para que exista una competencia como la que a los primeros no les agrada. ¡Si ahí está la distribución perfecta! ¿Por qué no dejan que quienes no somos militantes compitamos con ustedes de igual a igual y que salgan las dos primeras mayorías, que ganen los que tengan que ganar, no que terceros, que perdieron, se sienten acá gracias al binominal? Además, van a salir afirmando que hoy están por cambiar el sistema, el cual les ha servido.



No me puedo prestar para lo que se está haciendo, señor Presidente.



El Honorable señor Horvath, quien me antecedió en el uso de la palabra, mencionó que hay varios proyectos de ley en la línea de que se trata. ¿Por qué no respetar el trabajo intelectual de los parlamentarios que los hemos presentado? Hemos considerado la posibilidad de un sistema distinto, competitivo, pero que permita que aquí se encuentren los que efectivamente hayan ganado: las dos primeras mayorías. Las iniciativas correspondientes están durmiendo en las Comisiones especializadas.



Hoy se ha querido revivir un proyecto -además, ha pasado por todo un proceso- para hacerle ver a Chile un determinado ánimo justo en el año en que se llevarán a cabo las elecciones parlamentarias y presidencial. Sucede cada cuatro años. Y siento que hay un hastío, un cansancio, un agotamiento del país frente a nosotros, a la clase política, en la medida en que, por un lado, planteamos un discurso para presentar materias relevantes como la que nos ocupa, pero, por el otro -y por debajo-, estamos haciendo lo que acabo de manifestar.



¿Qué trae la iniciativa en debate, en la eventualidad de una habilitación? Lo he dicho: el aumento de parlamentarios.



¡Lo rechazo absolutamente! No estoy dispuesto a acogerlo.



¿Qué se me ha señalado? “Repongamos la idea y luego efectuamos un cambio”. Perdón, pero ¿alguien puede entenderlo en el país? ¿Por qué no elaboramos un mejor proyecto, simplemente? ¿Por qué tenemos que pronunciarnos acerca de la habilitación, la cual no les hace sentido a muchos, obviamente, y no abordamos una iniciativa más conveniente, que no incremente los cupos?



Esto último es lo que se está haciendo en forma disfrazada, señor Presidente. Repito: ¡lo rechazo! Me provocaría una profunda vergüenza el que con mi voto fuera posible lo que hoy el país nos está diciendo que no procede, que no corresponde, que no es la forma de avanzar. ¡Si se quiere adelantar en el cambio del sistema binominal, hagámoslo en serio, no bajo esta figura!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, estamos haciendo referencia a una iniciativa de reforma constitucional en la que, ante el rechazo de la Cámara de Diputados -faltaron diez votos para la aprobación-, se planteó una insistencia por parte del entonces Presidente Lagos. Nuestra Comisión de Constitución sostuvo, en 2006, que ello no cabía tratándose de modificaciones de la Carta. El Tribunal Constitucional señaló exactamente lo contrario. Y gracias a la petición del Senador señor Tuma, se registró ahora un largo debate en dicho órgano técnico, por mandato de la Sala, del cual informó hoy su Presidente.



Existe una opinión de mayoría, que se basa, no en un capricho, sino en la opinión de los dos profesores de Derecho Constitucional que invitamos a la Comisión: Arturo Fermandois y Patricio Zapata, cada uno de ellos de un lado distinto.



¿Qué nos expresan? Que lo que corresponde es verificar un trámite habilitante, para dar “luz verde” a la tramitación del proyecto en la otra rama del Congreso. ¿Con cuántos votos? Los de dos tercios de los Senadores presentes, como lo dispone el artículo 68 de la Carta. Y, por supuesto, después, en el primero y el segundo trámites constitucionales, se requiere el quórum de tres quintos de los parlamentarios en ejercicio.



¿Cuál es la discusión? La de dar “luz verde” o “luz roja”. ¿Seguimos participando para mejorar el proyecto y modificar el binominal, o esto se termina acá (“luz roja”)?



Señor Presidente, aquí no estamos debatiendo sobre el fondo del proyecto de reforma constitucional, sino acerca de si lo habilitamos o no. Votar a favor no significa estar de acuerdo con las tres cosas que plantea, sino con su habilitación para seguir discutiéndolo y, eventualmente, mejorándolo. 



Un señor Senador -que intervino y se fue, y a quien me hubiera gustado manifestarle algunas cosas- dijo que estábamos votando en defensa de intereses particulares. Nunca, en estas materias, he defendido intereses particulares; nunca he salido tercero en una elección, y, aunque me carga ser autorreferente, puedo señalar que en una oportunidad solo con mis votos doblamos a la lista contraria en la Cuarta Región, lo mismo que en otras dos ocasiones. 



Me molesta dar estos ejemplos, pero no es cierto que acá todos estemos defendiendo intereses particulares. 



Quiero agregar que lo planteado por ese colega en el sentido de que no deben continuar saliendo elegidos los terceros no ocurrirá si muere la posibilidad de insistir en esta iniciativa acá, en el Senado. Así de claro. 



Por otro lado, no se va a poder mejorar el proyecto en la Cámara. En él no se propone aumentar el número de parlamentarios. Eliminar el guarismo “120” no implica que se vaya a incrementar la cantidad; a lo mejor esta disminuye. Eso se verá en la otra rama legislativa. 



Si se quiere una mejor representación de las Regiones en el Parlamento -lo que comparto con el Senador Horvath-, también se puede lograr en la Cámara de Diputados y después en el Senado. 



Acá solo estamos dando “luz verde” o “luz roja”. 



Señor Presidente, es cierto que en las elecciones municipales rige otro sistema electoral, pero en las recientemente efectuadas hubo un 60 por ciento de abstención. 



De ahí que si rechazamos la posibilidad de discutir la modificación del sistema binominal -respecto del cual la gente siente que no es representada por las autoridades elegidas, por muchas razones, como la relativa a la falta de competencia, porque sale uno de cada bloque; o la nula presencia de las fuerzas minoritarias en el Parlamento, porque el actual mecanismo impide a las minorías salir elegidas con los votos obtenidos-, la señal que daremos será de indolencia, de que nos da lo mismo lo que la gente está pidiendo: un sistema más legitimado, con más apoyo, que nos permita a las autoridades tener más prestigio y mayor grado de representatividad. 



Acá se ha discutido mucho -el Presidente de la Comisión, el Senador señor Hernán Larraín, hizo un alegato al respecto- si corresponde o no habilitar y, además, aprobar en general la iniciativa. Sobre el particular, quiero citar, para ser muy preciso, a los profesores Zapata y Fermandois, que participaron de este debate en la Comisión.



“El profesor señor Zapata indicó que la fórmula que en este caso ocupa el Tribunal constitucional es salomónica, porque establece que procede la insistencia pero su aprobación requiere el voto conforme de las tres quintas partes de los parlamentarios en ejercicio en ambas Cámaras. Añadió que en materias de control abstracto no se comete ningún desacato si el legislador insiste en un criterio, y siempre están abiertas las puertas para que el asunto se vuelva a discutir en el Tribunal”.



Posteriormente, puntualizó “que lo esencial del fallo del Tribunal Constitucional fue la determinación de la procedencia del trámite de insistencia en las reformas constitucionales, y no el quórum de aprobación del proyecto, por lo que un nuevo grupo de parlamentarios podría volver a plantear el asunto centrando ahora la discusión en el quórum de aprobación de la insistencia y su distinción con el fondo del asunto”.



“El profesor señor Fermandois indicó que en este caso es posible hacer dos lecturas del fallo. La primera es considerar que ese dictamen es impreciso, que no resuelve el tema del quórum de aprobación de las insistencias porque confunde ese trámite habilitador con el fondo del asunto. 



“Señaló que la otra opción es considerar que el Tribunal Constitucional explícitamente no fue preciso en esta materia, y que, por tanto, la mención que se hace al quórum de tres quintos es una mera referencia a la exigencia para aprobar la reforma constitucional materia de la insistencia, y no a la habilitación propiamente tal; en este contexto el único dato seguro es que las insistencias proceden en caso de reformas constitucionales”.



Más adelante, el profesor Zapata señaló que “hay que interpretar armónicamente dos normas de la Ley Fundamental. Manifestó que lo que parece coherente es aplicar todo lo que se pueda del artículo 68 de la Constitución y excluir sólo lo que sea frontalmente contradictorio con el artículo 127”, que establece las normas de aprobación de los proyectos de reforma constitucional en cada Cámara, para lo cual fija un quórum de tres quintos de los parlamentarios en ejercicio.



“Expresó que la interpretación del Tribunal Constitucional excede el ejercicio antes señalado, porque requerir el voto conforme de los tres quintos de los parlamentarios en ejercicio en ambas Cámaras para dar por aprobada la insistencia, no tiene sustento en el texto de la Carta Fundamental.



“El profesor Fermandois refrendó la postura anterior, e insistió que debe entenderse que la votación de la insistencia es distinta a la votación del proyecto insistido.



“Señaló que la mayor parte del fallo Rol 464 argumenta sobre la procedencia del trámite de insistencia en los proyectos de reforma constitucional, y el tema del quórum de aprobación sólo se trató como una forma de salvar la aparente incompatibilidad entre los artículos 68 y 127 de la Carta Fundamental”. 



Perdone, señor Presidente, que haya sido latero al leer textualmente lo que dijeron ambos profesores, pero, en mi opinión, es absolutamente claro que no existe incompatibilidad alguna en lo establecido por el artículo 68 en el sentido de que ahora debemos votar la habilitación, para la cual se requieren los dos tercios de los parlamentarios presentes. Además, resulta evidente que para aprobar este texto, u otro -porque ahora no estamos aprobando en general el proyecto, ni el del Presidente Lagos ni aquel a que arribe la Cámara de Diputados-, se va a requerir el voto conforme de los tres quintos de los Diputados en ejercicio y, en el segundo trámite constitucional, si acogemos la insistencia ahora y se aprueba después la idea de legislar en la otra rama del Parlamento, el mismo quórum de los Senadores en ejercicio. 



A mi juicio, el tema está claro. Hay un voto de mayoría. Hay una interpretación sistemática, armónica, de la Constitución en los planteamientos de los profesores Zapata y Fermandois. Y espero que podamos avanzar porque, de lo contrario, el país nos va a responsabilizar por no haber estado a la altura de las circunstancias. 



He dicho. 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡No estoy seguro de representar a toda la Sala, pero no me parece que su intervención haya resultado latosa, señor Senador...! 

El señor WALKER (don Patricio).- Se lo agradezco, señor Presidente. 

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una moción, presentada por los Senadores señores Rossi, señora Rincón y señores Girardi, Gómez y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto que modifica el artículo 173 del decreto ley Nº 1, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y de las leyes Nºs 18.933 y 18.469, con el objeto de impedir y sancionar la integración vertical de instituciones previsionales de salud y prestadores de beneficios de salud (boletín Nº 8.792-11) (Véase en los Anexos, documento 11). 



--Pasa a la Comisión de Salud. 

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador Pizarro, ¿desea plantear un asunto reglamentario?

El señor PIZARRO.- Quiero solicitar que se abra la votación, señor Presidente.

El señor ROSSI.- Manteniendo el tiempo. 

El señor PROKURICA.- Sin limitar el tiempo. 

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo. 



Por lo tanto, tiene la palabra el Honorable señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no cabe duda de que el Senador Bianchi, más allá de la pasión que puso en su discurso, dijo algunas verdades. Yo no comparto todo lo que expresó, pero creo que destacó algunos elementos que son parte de este debate, como la brusca puesta en escena de este proyecto de reforma del sistema electoral, el cual -digámoslo derechamente- estuvo en condiciones de ser discutido seis años atrás, bajo un Gobierno de la Concertación, el que tuvo todas las opciones para colocar las insistencias del caso ante otros Presidentes del Senado que también pertenecían a esa coalición. 



No deja de ser especial el hecho de que precisamente cuando estamos en un año electoral vuelva a reeditarse esta discusión. Y en eso el Senador Bianchi creo que acierta, porque resulta curioso que, en esta lógica política de la que somos parte, algunos temas ocupen lugar y tiempo en la agenda y después todos se desentiendan de ellos.



Quiero hacerme cargo de dos elementos que a mi parecer están en el meollo de la discusión. 



Sin perjuicio de ello, quiero hacer un breve comentario, para no dejarlo pasar, acerca del asunto analizado en la Comisión de Constitución, donde claramente, desde mi perspectiva, la tesis minoritaria de los Senadores Hernán y Carlos Larraín apunta exactamente a uno de los puntos de fondo, pues el propio Tribunal Constitucional, en  su  fallo  del  31  de  enero  de  2006, expresa “Que el artículo 68 de la Carta Fundamental se aplica a las reformas constitucionales, pero en el claro y expreso entendido que, en el presente caso, el quórum necesario para la aprobación de la Cámara revisora -Senado- como en la Corporación de origen -Cámara de Diputados- es de las tres quintas partes de los Senadores y Diputados en ejercicio en cada una de ellas”.



No comprendo el razonamiento del voto de mayoría, que le da una explicación distinta a esta resolución y que aparentemente puede aparecer inofensiva, porque algunos dicen: “El proyecto igual tiene que volver a todo su trámite normal”. Pero esa es una interpretación. El día de mañana eso también puede ser una forma de variar el quórum de las tres quintas partes de los Senadores y Diputados en ejercicio, que no es lo mismo que un porcentaje de los Senadores y Diputados presentes. En efecto, no es lo mismo tres quintos de los parlamentarios en ejercicio que dos tercios de los parlamentarios presentes. Y como ello puede generar una manera diferente de tramitar las reformas constitucionales, considero muy importante precisarlo.



Con relación al asunto de fondo, un Senador que me antecedió en el uso de la palabra explicó la crisis del sistema político sobre la base de la existencia del sistema binominal. 



Creo que el colega está en un profundo error. Y la mejor forma de probarlo es que acabamos de tener una elección municipal -la cual, curiosamente, se realiza a través de un sistema electoral proporcional, de 6, 8 o 10 cupos, para el caso de los concejales, y uninominal, para el de los alcaldes- que registró la menor participación ciudadana en mucho tiempo. Ello se realizó con un cambio en la modalidad del voto y con un padrón amplio, en lo cual nada tiene que ver el binominal. Y sin embargo, no voy a olvidar que un candidato a concejal me dijo que había perdido por culpa de dicho sistema. 



Es parte de los mitos que se van generando; es parte de esta escenografía, donde siempre debe aparecer un malo, no importa su naturaleza, para tratar de explicar los resultados.



¿Qué tiene que ver el binominal -aunque es legítimo el debate de los sistemas electorales- con la falta de representatividad que acaba de haber en la última elección?



El problema es mucho más profundo. No se vincula con sistemas electorales, sino con la capacidad de representar al electorado, con la naturaleza de los temas. Hoy día mismo estamos analizando esta reforma constitucional pese a existir proyectos que abordan materias muy sensibles, a la espera de que finalice esta discusión, que no sé cuánto va a durar. Ella es interesante, pero no es más relevante que otras iniciativas que se hallan en la agenda y que probablemente seguirán pendientes.



A mi juicio, la falta de representatividad no tiene que ver con el sistema electoral, como algunos creen -incluso, consideran que el cambio del actual será la varita mágica para resolverlo todo-, sino con el modo de enfrentar los problemas públicos, las prioridades de la gente, los sueños ciudadanos; no -repito- con la solución fácil de decir: “Esto se debe al sistema electoral”. El binominal es uno de los  muchos que hay. A algunos les gustará más, a otros menos, pero no le echemos la culpa de todas las dificultades.



Se ha afirmado que es el responsable de que haya un empate permanente. Quiero decirles que en la Cámara de Diputados nunca, en muchos años, ha habido empate, y que  la Concertación, en ambas ramas del Parlamento, ha reunido tres veces el quórum de los cuatro séptimos. ¡Tres veces! Y en esto no influye el sistema, porque al final los grandes números tienden a unir.



Se ha argumentado también que no existe ninguna posibilidad de que los pequeños grupos tengan representatividad. Pues bien, en la última elección ocho de doce partidos obtuvieron representación. El resto juntó, en total, el 2,1 por ciento de los votos, cifra que -admitámoslo- probablemente no merezca un grado de participación o de representatividad.



Se señalaba que era imposible que el Partido Comunista lograra tener representación en el Congreso. Y la tiene, al igual que los independientes. 



Por eso, desmitifiquemos lo que se anda diciendo.



Se adujo que al final son siempre los mismos los que permanecen. Hay un estudio serio que demuestra que a través del sistema binominal, tan denostado, cambia mucho más la representatividad de los parlamentos que con los sistemas proporcionales. La Cámara de Diputados cambia tres cuartos de sus miembros cada tres períodos.



Por lo tanto, no busquemos fórmulas distintas para intervenir en un debate honesto y serio. Obviamente, tenemos que estar dispuestos a abordarlo, pero no dibujando escenarios fantasiosos, ni menos tratando de atribuir los fracasos de representatividad a los problemas del sistema electoral.



Pero lo más complejo dice relación con la reforma que nos ocupa, porque está profundamente equivocada. Es la que más mal le haría a Chile en materia electoral. Si uno tuviera que buscar un caballo de batalla para enfrentar el tema electoral, ¡imposible encontrar uno más malo que este! ¡Imposible! ¡Inimaginable! Porque incurre en todos los errores que se pueden cometer para no desembocar en un buen sistema para Chile. 



Parte introduciendo “un procedimiento que dé por resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular”. 



¿Qué significa eso? He visto literatura sobre la materia, y tiene una explicación: que, básicamente, el voto de un elector vale lo mismo o tiene el mismo poder para elegir a un parlamentario, cualquiera que sea el lugar que este represente.



Estimadas Senadoras y Senadores, ello supone, siguiendo lo consignado en el texto -que a varios les interesa, motiva y entusiasma-, que mientras Coyhaique elegiría un parlamentario, la Región Metropolitana elegiría 57, y la de Valparaíso y la del Biobío, 16.



¡Eso es lo que genera este proyecto!



La aplicación práctica de esta reforma constitucional origina una concentración del poder, una concentración de la representatividad. 



Pienso que es mucho más sabio como se halla formulado hoy el sistema político, independiente de la mecánica práctica, donde hay una Cámara de Diputados que tiene más lógica con la representatividad física del elector, y un Senado que tiene más lógica con la capacidad regional.



Les guste o no les guste a algunos, el poder regional está mucho más amparado con el sistema que hoy día existe (el  binominal) que con el que ahora se propone en cuanto a lograr “una efectiva representatividad”, el cual no busca otra cosa que deshacer ese poder regional para tratar de concentrarlo en los lugares de mayor población.



Eso implica un grave retroceso para Chile, un error con mayúscula.



Y lo segundo que plantea el proyecto -porque tiene dos partes, como si le faltara algo- es eliminar la expresión “120” en la norma referida al número de Diputados.



Yo conozco bien a un Senador que me antecedió en el uso de la palabra y considero que procede de la mejor buena fe, pero no creo que haya alguien que piense que la supresión de ese número será para bajar la cantidad de miembros de la Cámara. Yo me atrevo a señalar que es precisamente para subirla. O sea, lo que se está buscando -y en esto acierta también el Senador Bianchi- es llegar a 150 Diputados, 200, no sé, pero obviamente a más.



A mí me gusta discutir estos temas; me gusta reflexionar sobre la representación política, y asumo estos debates de frente. No tengo ningún inconveniente en debatir, y lo hemos hecho en distintos foros con cada uno de ustedes, en todas las instancias. Pero debo precisar que lo que planteó en su momento el ex Senador Boeninger fue rechazado por la misma Concertación. Es lo que él me señaló a mí, así que no se diga una cosa por otra. 



Y admitamos que no hay ningún proyecto imaginable más malo que este. ¡Ninguno! Porque este representa la suma de los errores que se pueden cometer en materia política: primero, mayor concentración en las grandes ciudades y desperfilamiento total de la representatividad regional, y segundo, más parlamentarios.



Si alguien cree que lo que el país necesita son más parlamentarios, entonces apruebe el proyecto. Yo tengo una visión muy distinta.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Veo que le hacía falta agua, señor Senador...!

El señor COLOMA.-  ¡Es la pasión, señor Presidente! 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Menos mal que no estamos ahora en la Región Metropolitana, donde hoy se cortó el agua...!

El señor PIZARRO.- ¡Señor Presidente, deje constancia de que yo encontré latero el discurso del Senador Coloma...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, podría abrirse la votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador señor Coloma, ¿está de acuerdo con esa solicitud?

El señor COLOMA.- No, señor Presidente.

El señor PIZARRO.- Pido a los Honorables colegas abrir la votación, manteniendo el tiempo de cada intervención en 10 minutos.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo en lo solicitado?



--Así se acuerda.



En votación. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Deseo aclarar que la Mesa ha abierto la votación en relación con la propuesta de la mayoría de la Comisión, en el sentido de habilitar el proyecto para su trámite en la Cámara de Diputados.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero que se discuta eso y que no se empiece a votar. La Sala tiene que tomar la decisión.

La señora ALLENDE.- ¡Ya se tomó el acuerdo!

El señor ESCALONA (Presidente).- Esta es una sola discusión, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- No, Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, ponga orden en la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ruego a los señores Senadores respetar el uso de la palabra.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Yo escuché atentamente al Senador señor Hernán Larraín. Después que yo intervenga, él podrá hacerlo también. Pero deje intervenir a los demás.

El señor LARRAÍN.- Nadie le está quitando ese derecho al señor Senador.



Estoy pidiendo que no se abra la votación.

El señor ROSSI.- Ya se acordó hacerlo.

El señor LARRAÍN.- Yo me opongo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador señor Larraín, le pido respetar a quien usa de la palabra. Su Señoría habló durante 15 minutos y nadie lo interrumpió. De manera que le ruego tener el mismo comportamiento.



Puede continuar el Honorable señor Zaldívar.

El señor LARRAÍN.- Pero, señor Presidente, yo me opongo a abrir la votación.

La señora ALLENDE.- ¡Ya se tomó el acuerdo!

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, se consultó a la Sala al respecto.



Está abierta la votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en el debate que estamos realizando hoy día en la Sala del Senado, nuevamente surge la discusión sobre el sistema binominal. Y se dice que volvemos a hacerlo al comienzo de un año electoral.



Debemos señalar con toda claridad que vamos a seguir insistiendo, cada vez que sea necesario, en tratar de modificar el sistema que es herencia del Gobierno de la dictadura.



Entiendo al Senador señor Coloma cuando defiende con tanta pasión algo en lo que, en su tiempo,  participó activamente, como miembro del Consejo de Estado, el que revisó la Constitución Política que, definitivamente, se nos impuso en 1980 mediante un plebiscito del todo fraudulento.



Luchamos durante todo el período del Gobierno militar, hasta el año 1990, para modificar el sistema electoral.



En 1989, después del plebiscito, me tocó participar en las negociaciones. Quisimos enmendar el sistema binominal y cambiar también la Constitución. En ese año, pudimos hacerlo solo en algunas materias. Pero en relación con dicho sistema, se nos indicó que se haría más adelante. Hay declaraciones en ese sentido de Sergio Onofre Jarpa, quien después fue Senador.



Luego, el Consejo General de Renovación Nacional, reunido en Temuco, cuando el actual Jefe de Estado, Sebastián Piñera, era Presidente de su partido, aprobó enmendar  el sistema binominal. Dio instrucciones a sus Senadores de proceder en ese sentido. Sin embargo, no fue posible lograrlo, porque parlamentarios de esa colectividad se rebelaron en contra de ese acuerdo.



No obstante, hemos insistido y lo seguiremos haciendo. 



Me correspondió encabezar una reforma constitucional al comienzo del Gobierno de la Presidenta Bachelet. Presentamos un proyecto para eliminar el sistema binominal. Como Ministro del Interior, me correspondió nominar a los integrantes de la llamada “Comisión Boeninger”. Edgardo Boeninger formaba parte de ella.



Por otra parte, no es efectivo lo dicho aquí en el sentido de que Edgardo Boeninger habría sostenido que la Concertación estaba en contra del sistema proporcional. ¡Jamás le escuché eso! Y yo, todo el tiempo,  tuve una relación muy estrecha con él durante los años de actividad política que desarrollamos juntos.



Ahora bien, ¿qué estamos haciendo hoy día?



Nada más que ver si acaso habilitamos al Parlamento para discutir el sistema que permita reformar la Constitución Política y dejarla en condiciones de discutir una ley orgánica constitucional que posibilite rectificar el sistema binominal.



En el último tiempo, he escuchado a parlamentarios de la Unión Demócrata Independiente, como el Diputado Eluchans, referirse a proyectos interesantes. Tuve en mi poder uno que establecía un sistema proporcional, originado en moción del Diputado Cristián Monckeberg y de otros parlamentarios no pertenecientes a la Concertación.



Ello me parece muy bien y ojalá que sigan adelante.



Tuvimos una conversación con miembros del Partido Renovación Nacional, al objeto de poder avanzar en ese mismo sentido.



¿De qué se trata lo que hoy nos ocupa?



Entiendo el apasionamiento de un Senador independiente, quien sostuvo que aquí tenemos una discusión mentirosa, falsa.



Yo pediría al Honorable colega, primero, que tuviese respeto con sus pares, porque, si bien representamos a partidos políticos, tenemos la misma dignidad que él como independiente. Y no voy a calificar sus dichos en un sentido ni en otro.



En todo caso, lo que debemos hacer es resolver una discusión constitucional en cuanto a cómo proceder y aplicar el artículo 68 de la Carta Fundamental, el cual dispone que, cuando un proyecto ha sido rechazado en general en una de las Cámaras, la otra puede insistir para que se habilite y dé curso a la iniciativa.



En su momento, el Senado, a través de su Presidente, declaró inadmisible el proyecto. Pero, luego, el Tribunal Constitucional resolvió que era admisible el proceso de habilitación que estamos conociendo. Por lo tanto, ahora debemos votar.



Entonces, se ha manifestado que el problema es con qué quórum se aprueba la insistencia. ¿Con el del artículo 68 de la Constitución, que establece dos tercios de los Senadores presentes? ¿O con el del artículo 127, que exige las tres quintas partes de los parlamentarios en ejercicio?



Sinceramente, estimo que esta discusión es muy poco interesante, en todo sentido. Porque si tuviéramos que decidir entre uno u otro quórum, a lo mejor resulta más bajo el de los dos tercios de los presentes, en el caso de que asistan pocos.



Por lo tanto, si quisiera hacer el cálculo, a lo mejor, me convendría más la tesis de los tres quintos, porque son 23 Senadores.



O sea, este no es un problema de cálculo del quórum -o sea, si nos conviene más, o menos-, sino cómo dar interpretación coherente a la Constitución respecto de los artículos 68 y al 127. 



Podemos interpretar el fallo del Tribunal Constitucional en un sentido o en otro. Pero, en verdad, si fuésemos coherentes deberíamos exigir los dos tercios de los Senadores presentes, cualquiera sea la exigencia: 23 o 25 votos; pueden ser más o menos.



Sin embargo, ¿qué sucede? A mi juicio, no tiene mayor incidencia el quórum, porque el proyecto va a la Cámara de Diputados y allí se requerirán tres quintos. Y cuando vuelva al Senado, debemos aprobar la reforma con la misma mayoría de tres quintas partes de los parlamentarios en ejercicio y no con la de los dos tercios de los presentes.



Pido que podamos abrir el debate sobre la materia, aun cuando sea en un año electoral. Esto lo vamos a discutir en muchas oportunidades.



Cada vez he visto a mayor número de parlamentarios de Gobierno ser más asequibles a ver y estudiar el tema. ¿Y cómo hacerlo? De la mejor forma posible. Aquí no estamos efectuando una reforma constitucional que elimine el guarismo 120 para tener más o menos Diputados, sino porque ya procedimos así respecto al número de Senadores. Cabe recordar que antiguamente la Carta Fundamental establecía cierta cantidad de Senadores, y en la reforma constitucional de 2005 se eliminó esa referencia. Sin embargo, no se hizo para los Diputados.



Yo creo que es en la Ley Orgánica Constitucional donde correspondería determinar el número de Diputados. Y ello requerirá para su aprobación los tres quintos del Senado y de la Cámara de Diputados.


Por lo tanto, tampoco constituye una sorpresa; es atreverse a discutir en democracia algo tan importante como esto -permanentemente requerido no solo por los parlamentarios, sino también por muchos sectores de la opinión pública-, porque el actual sistema electoral -incluso se lo escuché aquí al Senador Horvath- ya cumplió su ciclo, según algunos. Personalmente estimo que no debiera haber existido nunca y que al volver la democracia debió iniciarse un proceso de reforma.



Considero que lo que debe hacerse hoy día es votar la habilitación con el quórum pertinente, el cual, a mi juicio, es el de los dos tercios de los Senadores presentes, aun cuando eso signifique que un número mayor de colegas tenga que votar, y luego enviar el proyecto a la Cámara de Diputados. Después se va a hacer la discusión, donde se podrán analizar las argumentaciones que con fuerza se esgrimen, como las de los Honorables señores  Bianchi y Horvath, al igual que las de los Senadores de Gobierno y de Oposición. Y, ojalá, se pudiera llegar a un buen acuerdo para tener un sistema electoral respecto del cual la gente sienta que es justo, equitativo, y que no favorece a la tercera o la segunda mayoría, sino a quienes les corresponde representar a la ciudadanía.



Por esas razones, me sumaré al voto mayoritario de la Comisión de Constitución, porque creo que es el más acertado desde el punto de vista de la interpretación de las normas de los artículos 68 y 127 de la Carta.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, no dejan de llamar la atención los argumentos que se dan hoy día para rebatir u oponerse al proyecto en debate. 



Por un lado, algunos sostienen que esta iniciativa es una muestra de oportunismo de la Oposición, por ser este un año electoral. En verdad, no es primera vez que nuestro conglomerado insiste en la necesidad de cambiar un sistema electoral que ha perdido legitimidad. Eso es más que evidente.



Así ocurre también con la Constitución.



Los países progresan y se desarrollan; las instituciones se fortalecen y adquieren legitimidad, y la democracia se profundiza cuando la gente confía en ellas. 



El sistema electoral es un elemento central de una democracia, pero hoy día está puesto en tela de juicio.



Efectivamente, todos los años la Oposición ha venido planteando la conveniencia de construir un acuerdo para cambiar el sistema vigente. Ello es necesario, porque otra de las leyes de amarre de la dictadura son los quórums supramayoritarios, que impiden que las simples mayorías logren hacer transformaciones importantes de acuerdo a lo que la gente pide a sus representantes, a los políticos.



Tres cosas heredamos de Pinochet y que han impedido avanzar mucho más rápido en democracia y en justicia social.



Por un lado, los Senadores designados, que se terminaron.



Segundo, los quórums supramayoritarios. ¿Cuáles son sus consecuencias? Para aprobar una ley orgánica en el ámbito de la educación -como la LGE, que reemplazó a la LOCE- se requiere un quórum mucho más elevado que la simple mayoría. 



La gente no entiende por qué hay que construir acuerdo para todo, ¡todo! Y avanzamos poco, ¡poco!, casi nada. Por eso es importante cambiar la Constitución.



Y lo tercero es el sistema electoral, otra de las leyes de amarre que -como dije- ha perdido legitimidad. De alguna manera el bipactismo que él provoca excluye a grupos emergentes y a la minoría; genera poca competencia, y finalmente induce a una reducida participación y a que haya escasa confianza en el sistema electoral.



Esas son las razones por las que debe ser cambiado.



Voy a votar a favor de esta reforma constitucional, no porque me guste. 



Aquí se han dado argumentos sofistas por parte de algunos Senadores que ya se retiraron de la Sala; por ejemplo, en cuanto al aumento del número de 120 Diputados. Si a alguien no le parece esto, en la otra rama legislativa, una vez que sea habilitado el proyecto con los dos tercios de los presentes -entiendo lo de la habilitación; también que hay una tesis distinta del Tribunal Constitucional, y que vamos a votar eso-, podrá pronunciarse en contra de ese incremento. 



Ahora bien, la cantidad de Senadores tampoco se encuentra definida en la Carta Fundamental.



Si alguien dice que va a haber sobrerrepresentación de la Región Metropolitana -comparto eso- en desmedro de las Regiones y que ello perjudica los procesos de descentralización y de representación política en las zonas extremas, entonces tendremos que buscar un sistema proporcional, corregido y regionalizado, como hemos dicho. 



A mí me parece bien que Aysén y Magallanes tengan sus Senadores, por motivos geopolíticos incluso.



Pero esas cosas son parte del contenido de una ley orgánica. 



Lo que estamos votando hoy día -es importante que se sepa- no es el proyecto que establece un mecanismo o un nuevo sistema electoral en reemplazo del binominal -es lo que todos queremos; así lo creo-, sino simplemente la oportunidad para que empecemos a debatir y conocer distintas propuestas; invitar a académicos, a representantes de la ciudadanía y a personas que hagan aportes sobre qué sistema electoral es más representativo y nos ayuden a mejorar la calidad de la política.



No vamos a mejorarla solo con un cambio en el ámbito de la inscripción automática y el voto voluntario, o teniendo primarias. Sin duda alguna, esos son avances importantes que legitiman la acción de los partidos políticos, la ley que los rige, la iniciativa popular de ley y tantas reformas que se plantean para recuperar la confianza de la gente en los políticos y en los partidos. Pero, fundamentalmente, hay que ir al origen del poder, a su génesis: al sistema electoral.



Entonces, en ese sentido, quiero ser bastante majadero en señalar que aquí no estamos votando un proyecto específico. Porque mucha gente que nos está viendo a través del Canal de Televisión del Senado puede pensar que los argumentos de algunos Senadores para oponerse a la habilitación de este proyecto y al debate democrático -que hace bien a Chile, por su relevancia- se refieren a su contenido ¿Y qué dice la iniciativa? Que debe haber una efectiva proporcionalidad y, además, una adecuada representación de las Regiones del país.



Por eso, en la discusión en particular, en el debate serio y responsable que tengamos, se va a requerir otro quórum distinto del relativo a la habilitación: tres quintos de los Senadores en ejercicio. En esa oportunidad, deberemos ver qué se entiende por “proporcionalidad” y por “adecuada representación de las regiones”. Por cierto, no estoy de acuerdo en que la Región Metropolitana, en un país tan centralista como este, aumente el número de parlamentarios. En la Comisión de Gobierno estamos haciendo esfuerzos por sacar un proyecto de ley que ayude a la descentralización, transfiera competencia y le dé poder a los consejos regionales. Sería absurdo entonces tener más del 60 por ciento de los Senadores y Diputados en la Capital, lo cual habrá que discutirlo en particular. Pero esta iniciativa no se está refiriendo a eso.



Entiendo al Senador señor Coloma cuando hace una interpretación y saca porcentajes. Sin embargo, no es lo que dice la reforma, sino “conciliemos la proporcionalidad con una adecuada representación de las regiones”. Y ello tendrá que debatirse en particular.



¿Qué otra cosa señala? “Suprímase la expresión ‘120’”.



Para ser franco, algunos colegas piensan que es necesario aumentar el número de Diputados al objeto de poder cambiar el sistema electoral binominal hacia uno más representativo y proporcional. En verdad, no creo que sea estrictamente necesario ese incremento -puede haber muchas formas de enfrentar el asunto- y quien no sea partidario de ello puede votar en contra cuando ese tema se discuta en particular. Pero el proyecto no dice que se va a aumentar a 150 el número de Diputados, como aquí se ha sostenido.



Tengo serias dudas de que eso sea bueno o inclusive necesario.



En el ámbito de los Senadores, es evidente que deben cambiarse las circunscripciones, al igual que los distritos en el caso de los Diputados. Ello, para que haya un sistema proporcional. Con dos cupos por Regiones es imposible hablar de proporcionalidad. Esta es una materia que tendrá que abordarse cuando se analice la respectiva ley orgánica.



Finalmente, ¿qué se dice con respecto a la propuesta del ex Presidente Lagos, en la que insistió el 2006 con la “discusión inmediata”? Han pasado siete años y ahora se argumenta que es oportunismo. ¡Si todos los años venimos planteando lo mismo! Incluso, el mismo Presidente de Renovación Nacional, junto con el Senador Ignacio Walker, Presidente de la Democracia Cristiana, ambos casi tomados de la mano en alto -recuerdo una foto anterior-, dijeron: “¡Vamos a cambiar el régimen político!”. No se quedaron con “chicas”. No era solamente el sistema electoral. Señalaron -reitero-: “¡Vamos a cambiar el régimen político, porque es muy presidencial!”. Pero parece que eso fue un discurso; a lo mejor, una estrategia política para acercarse al centro. No lo sé. Sin embargo, la verdad es que en la práctica, según lo que estamos viendo acá, no hay voluntad alguna, salvo la de ciertos Senadores -debo reconocerlo- que nos van a acompañar en esta votación, porque entienden que es necesario cambiar el actual sistema electoral.



Y el ex Presidente Lagos nos dio un año de plazo. 



Yo leía en la prensa de hoy los argumentos de algunos Senadores para votar en contra. Señalan que un año es muy poco plazo; que es imposible despachar en ese lapso un proyecto sobre la materia.



¡Ese argumento sí que no lo entiende nadie! Porque la gente muchas veces dice: “Cuando se quieren poner de acuerdo en algo que los beneficia, entonces fast track”. 



Pienso que es perfectamente posible hacer un debate serio y responsable acerca de un nuevo sistema electoral para Chile que sea más participativo, que promueva la competencia, que profundice la democracia y que mejore la calidad de la política en un año. Este es un tiempo suficiente si “nos ponemos las pilas”.



Por las razones expuestas, voy a votar a favor de la habilitación del proyecto de reforma constitucional.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, esta discusión tiene muchos matices.



Hemos oído argumentos serios de un lado y de otro -no descubro en nadie el ánimo de ocultar algo, como se invocó aquí-, y quiero aportar los míos, en la medida de mi fuerza.



Se ha repetido la afirmación de que este proyecto “encerraría una señal”, como mencionó un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



¡No! Esta iniciativa no es una señal, sino un texto cabal -basta leerlo- que contiene una modificación a la Constitución, con todas sus letras, perfectamente expresada. 



Reitero: no es una señal. Ello sería como si alguien dijera que el proyecto es “un pitazo de partida”. No es así. Hay que leerlo y entender su significado.



En primer lugar, esta iniciativa modifica el artículo 18 de la Constitución estableciendo que “en las elecciones de diputados y de senadores” -también nos afecta a quienes nos sentamos en esta Sala- “se empleará un procedimiento que dé por resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular, así como una adecuada representación de las regiones del país”.



Segundo, se elimina en el artículo 47 de la Constitución Política el número “120”.



Y, en tercer término, se incorpora una disposición transitoria mediante la cual se fija el plazo de un año para llevar a cabo tales modificaciones.



Esta propuesta de reforma constitucional, estudiada -presumo- por el equipo de constitucionalistas del Gobierno del entonces Presidente Lagos -que los tenía, y buenos-, fue rechazada en la otra rama legislativa.



Pero él insistió en su proyecto. Y vale la pena recordar lo que manifestó -pido a Sus Señorías que me oigan porque se trata de las palabras del ex Presidente don Ricardo Lagos, no de las mías, por lo cual, supongo, tienen más audiencia-. Él expresó... Vaya, se me perdió el papel...

El señor PIZARRO.- ¡Póngase los anteojos, Senador!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¡Calma, calma! ¡Ya viene la palabra santa...!



Como decía, él señaló: “Se ha dado, entonces, el supuesto que contempla el artículo 68 de la Constitución.”



“En mérito de lo anterior, he resuelto hacer uso de la facultad que me confiere dicha disposición. En tal virtud, solicito que el mensaje N° 472-353 (Boletín N° 4061-07) pase al H. Senado, para los efectos que éste lo apruebe en general, por los quórum que ésta establece, y pueda volver a la Cámara de Diputados para continuar su tramitación.”.


En consecuencia, la insistencia del entonces Presidente Lagos alude a que la iniciativa debe ser sometida a conocimiento del Senado para su aprobación en general. Ello no puede ser de otro modo, ya que el artículo 68 de la Constitución -aunque sea latero, lo leeré rapidito- dispone:



“El proyecto que fuere desechado en general en la Cámara de su origen no podrá renovarse sino después de un año. Sin embargo, el Presidente de la República, en caso de un proyecto de su iniciativa, podrá solicitar que el mensaje pase a la otra Cámara y, si ésta lo aprueba en general por los dos tercios de sus miembros presentes, volverá a la de su origen”.



En conclusión, se dice que el proyecto debe ser aprobado en general por los dos tercios de los miembros presentes del Senado.



Ahora, el Tribunal Constitucional, requerido para pronunciarse sobre esta materia, resolvió varias cosas. Y me detendré solo en las que me parecen más relevantes.



Desde luego, dicho órgano jurisdiccional desechó pronunciarse sobre la facultad que, en su momento, se arrogaron tanto el Presidente del Senado como la Comisión de Constitución de la Cámara Alta para pronunciarse sobre la inadmisibilidad de un trámite de inconstitucionalidad en un procedimiento de reforma a la Carta Fundamental.



En seguida, se refirió al artículo 68 de la Constitución y sentenció claramente que los proyectos de ley que fueren rechazados no pueden ser renovados sino hasta después de un año.



Después, afirmó que el Primer Mandatario tiene la facultad de insistir, como se da en el caso que analizamos ahora.



Además, el Tribunal Constitucional clarificó los quórums requeridos: dos tercios de los miembros presentes de la Cámara revisora para que el proyecto vuelva a la de origen, teniendo en cuenta los quórums previstos en el artículo 127 de la Carta Fundamental. Y así procede, pues estas modificaciones se refieren a los contenidos del Capítulo III, que precisan un quórum especial mayor.



En su considerando octavo, el Tribunal Constitucional resolvió -leo la parte pertinente- que “no es procedente la posición que postula la aplicación irrestricta del artículo 68, so pretexto que en la especie estamos en presencia de un caso de ‘habilitación’ y no de ‘aprobación’, pues tal raciocinio está en evidente contradicción con el tenor literal del precepto respectivo que no emplea la expresión aludida -se refiere al artículo 68- y, además, presenta el grave inconveniente de dejar sin aplicación el artículo 127, inciso final, de la Ley Suprema”.


En conclusión, me parece interesante que este organismo jurisdiccional -que en algún momento fue tachado de “fáctico”- haya desechado los caprichos en materia de constitucionalidad: que reafirmara la vigencia de la Carta Fundamental y le permitiera la utilización del mecanismo de la insistencia a un Ejecutivo que, precisamente, no era partidario de los órganos que, en su tiempo, dictaron las normas que crearon el Tribunal Constitucional y la Ley Suprema propiamente tal.



Ese Tribunal validó el procedimiento que nos ocupa hoy día: la insistencia, que significa aprobar en general el proyecto.



Ahora, el profesor Alejandro Silva Bascuñán, de antiguo prestigio en la Democracia Cristiana, particularmente, declaró que, si el proyecto se aprobaba en general bajo este esquema, sería posible que el Senado no pudiera intervenir en los trámites sucesivos.



Se trata de una teoría, pero él la enuncia con mucha fuerza, y el ex Senador José Antonio Viera-Gallo formuló similares declaraciones.



Por lo tanto, hay mucho material para el análisis.



Cuando se dictó la ley N° 18.825, se buscó un mayor equilibrio entre el Senado y la Cámara de Diputados. Al intentar rebajar los quórums para la aprobación de este proyecto, nuevamente estamos desequilibrando la relación entre el Senado y la Cámara de Diputados, lo cual, a mi juicio, nadie desea.



Y, si nos atenemos al fondo del asunto -a esto también se ha aludido-, ¿qué significaría “efectiva proporcionalidad”? Algo tan simple como esto: para que Aysén tuviera un Diputado propio bajo ese sistema, habría que aumentar el número de los integrantes de la Cámara Baja a 165, y para que contara con dos -como ocurre hoy-, debería incrementarse a 330.



En consecuencia, no cabe duda de que vamos a tener “paño que cortar”.



De otra parte, la supresión del número “120” en el artículo 47 de la Carta Fundamental no solo altera la cantidad de distritos -como algunos pretenden simplonamente-, sino que también interviene en la configuración de las circunscripciones, que son la sumatoria de distritos. En consecuencia, igualmente se afecta la conformación del Senado.



Por último, si queremos abordar un tema de esta importancia con seriedad -como se lo dije ayer al Senador Andrés Zaldívar en la Comisión de Constitución-, es posible hacerlo. 



¿Para qué iniciar la discusión de un asunto de esta envergadura con un mascarón de proa tan malo? Este proyecto es malo de la A a la Z, lo cual es más o menos unánimemente reconocido, por cuanto todos dicen: “Se podrá mejorar en el camino”. Eso -lo hago presente- siempre y cuando el mecanismo constitucional lo permita.



¿Por qué no abrir el debate con un buen proyecto? Y les pido, especialmente a los colegas de la Democracia Cristiana, que así lo hagamos. Nadie se cierra a darle atención a una buena iniciativa para modificar estas normas. Lo esbozamos el 17 de enero del año pasado. Y la iniciativa pertinente no avanzó, no por falta de convicción o porque fuera un ardid de quienes lo suscribimos, sino porque las circunstancias políticas provocaron un deterioro en el ambiente de trabajo.



Ahora -y también lo sugirió, con razón, el Senador Horvath-, ¡por favor!, si se quiere hablar de este tema, tengamos en cuenta todos los factores. El colega representa a Aysén, y le preocupa especialmente este aspecto.



Finalmente, otro Senador sostuvo: “por qué debemos avanzar tan lentamente”. Es cierto: es posible avanzar a saltos. Venezuela pega cada brinco que da miedo, pero uno desconoce si es un avance o un retroceso.



Entonces, pareciera mejor el camino de acordar las cosas, negociarlas, pulirlas a través de un trabajo serio. El trabajo, cuando es más lento, puede llegar más lejos y ser más estable.



Que tengamos un sistema electoral que haya durado tantos años puede deberse a lo que dice don José Auth, quien -cito- “Considera que el descrédito al sistema es mediático y sin fundamentación empírica, y que muchos de los problemas que se le atribuyen tienen otro origen...

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, concluyó su tiempo. Pero le vamos a conceder un minuto más para que alcance a citar a Pepe Auth...

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¡Es del PPD, eso sí...! Pero, bueno, ¡lo cito entero para que se chupe los bigotes...!



Él “Considera que el descrédito al sistema es mediático y sin fundamentación empírica, y que muchos de los problemas que se le atribuyen tienen otro origen, son comunes a varios sistemas electorales o no tienen el carácter problemático que se les imputa”.



¿Qué señala don José Auth, por quien siento bastante respeto? Que no simplifiquemos, pues las realidades suelen tener varias causas y explicaciones, y no caigamos en la manía ideológica de concentrarnos en un punto para echar abajo un sistema completo.



Eso no vale la pena. Se puede mejorar lo existente. Hagámoslo con inteligencia, y no enviando por delante un torpedo destructivo que nadie sabe qué puede provocar a fin de cuentas y que tiene un pecado original en su tramitación.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ¿qué debatimos esta tarde con discursos algo monótonos y aburridos? El sistema binominal. 



Sin embargo, el Senador Hernán Larraín, quien preside la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, hizo una larga intervención sobre los quórums de tres quintos y dos tercios y realizó una disquisición acerca de la interpretación constitucional.



Luego, el Senador Coloma efectuó una abierta defensa del sistema binominal.



Yo emplazo a la Derecha: ¡reconózcanlo, lo que quieren es mantener ese mecanismo!



¡Y lo quieren por algo: porque los beneficia!



 Los ha mantenido durante 23 años, y, en definitiva, no se atreven a competir en un sistema proporcional. Están asegurados por el actual, donde los grandes se ven favorecidos: la Derecha por una parte, la Concertación por otra.



Señor Presidente, ¡16 minutos para discutir el tema de los quórums constitucionales! ¡Si este no es un debate de los quórums constitucionales! ¡Este es el debate sobre quién está aquí y a quién representa; sobre quiénes debieran hallarse en esta Sala de acuerdo a los votos que sacan; sobre quiénes son elegidos por el pueblo y llegan al Senado!



Y lo que hace el binominal es transformar la soberanía popular; la mediatiza, aleja a la ciudadanía del Parlamento. 



¡Por eso el Congreso tiene una confianza del 9 por ciento! 



¡Por eso nos encontramos en los últimos lugares en la escala de la credibilidad de la gente!



El problema no es el quórum. Quienes debaten a favor de los dos tercios o de los tres quintos olvidan que este sistema se encuentra agotado y ha sido ampliamente rechazado.



Y lo ha sido porque a veces perjudica a quienes lo defienden. En 1989 Renovación Nacional obtuvo el 18,3 por ciento de la votación y eligió a 29 Diputados. En el año 2009, alcanzó el 17,8 por ciento y solo eligió a 18. O sea, bajó 0,5 por ciento y perdió a 11 Diputados. 



En cambio, la UDI -los veo sonrientes en las bancadas de enfrente- incrementó la cantidad de Diputados de 11 a 37 en el mismo período, con solo cinco puntos de diferencia respecto de Renovación Nacional.



O sea, es evidente que el sistema vigente perjudica a este último Partido.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Lea bien las cifras!

El señor NAVARRO.- Y, por tanto, no me extraña que algunos Senadores de Renovación Nacional, de manera correcta, hayan señalado que debe ser cambiado.



El Presidente Piñera dijo en 2003 que había que realizar una reforma progresiva. El 2005, como candidato presidencial, afirmó: “Si yo soy Presidente, voy a enviar un proyecto de ley para perfeccionar el sistema electoral”.



Todavía lo estamos esperando. 



Como alguien decía: “Se hacen campañas con promesas y luego se gobierna con explicaciones”.



Cabe preguntarse por qué el Primer Mandatario no ha enviado esa iniciativa. Y la respuesta se encuentra al examinar las declaraciones de Pablo Longueira, quien ha dicho -no se cansa de repetirlo, porque si algo tiene es perseverancia-: “No acepto el término de un sistema que le ha otorgado tanta estabilidad al país”. Y Novoa, por su parte, afirma que “no transaremos” en esta materia.



¿Por qué la UDI se empeña en defender un mecanismo ampliamente repudiado por la ciudadanía y por una mayoría cada vez mayor en el propio Parlamento? Porque, gracias a aquel, el 66 por ciento es igual al 33 por ciento.



Y al Senador Carlos Larraín me gustaría decirle que este sistema no existe en Venezuela. Porque allí hay uno proporcional, y en 14 años se han realizado 15 elecciones. Esto se debe a que su sistema es infinitamente -¡infinitamente!- más democrático que el chileno.



Los venezolanos tienen referéndum revocatorio. Es decir, a un concejal o al Presidente de la República se le puede sacar en la mitad de su período.



Cuentan con plebiscito vinculante; este no existe en Chile.



Votan en el exterior. Los chilenos, no.



Tienen indígenas en el Parlamento. ¡Aquí no figura ni uno solo en el Ejecutivo o en el Legislativo!



Disponen de iniciativa popular de ley: los ciudadanos pueden proponer leyes.



Y, por cierto, eligen por el voto popular a sus intendentes. En nuestro país todavía los designamos a dedo.



En fin, podría enumerar largamente las diferencias.



Entonces, si vamos a discutir de sistemas, les quiero decir una cosa: el nuestro es uno maldito, un cáncer para la democracia, como dijo el Presidente Lagos en la década de los noventa. Y este viejo debate, que tiene problemas nuevos, se mantiene.



Todos podrían pensar que estamos discutiendo efectivamente acerca de si botamos el binominal. ¡No! ¡Solo estamos discutiendo si podemos insistir! ¡Solo estamos discutiendo la vieja monserga de la tramitación burocrática al interior del Parlamento!



Aquí no estamos debatiendo el establecimiento del principio proporcional en el mecanismo de elección, ni si de verdad nos hallamos dispuestos a aceptar la soberanía nacional, el voto popular como el elemento rector de la democracia. Hay algunos que todavía quieren seguir blindados, que todavía quieren seguir al calorcito de un sistema que les ha dado resultado.



A veces me han preguntado, cuando he tenido la posibilidad de viajar al extranjero, por qué el partido de Pinochet es el mayor de Chile. ¿Se podría decir que son pinochetistas los chilenos? ¿Es que defienden a los empresarios, que es sin duda el elemento más significativo de la UDI? No, lo que ocurre es que tienen un sistema cómodo, que crearon en la nauseabunda Constitución de 1980, cuando Pinochet era dictador.



No lo sé con seguridad. Pero pienso que, de estar Jaime Guzmán, este sistema se habría acabado hace rato. Creo que lo hubiéramos logrado convencer de que requiere renovación o “perfeccionamiento”, como ha dicho el Presidente Piñera. Porque, si bien no lo podemos acabar de la noche a la mañana, y uno comprende la lógica de mayorías de este Senado, resulta claro que no resiste más y necesita modificaciones.



Entonces, discutamos las enmiendas. Porque, tal como está, los independientes, las minorías no tienen representación. Tal como está, genera el monopolio de los partidos. Tal como está, claramente la lucha se da al interior de las listas, como ocurre entre la UDI y Renovación Nacional y en la Concertación. Porque tu adversario no es el que se halla al frente, sino el que se encuentra al lado. Entonces, ya no interesan las coincidencias; interesan las diferencias. Y cuando estas últimas son la clave del debate entre iguales, entre los defensores de un mismo proyecto, pues ellas determinan quién gana dentro de la lista, sucede lo que se da hoy: la gente deja de creer en la política, se aleja de la participación.



Pero después de 23 años es posible discutirlo. Están los informes de la FLACSO y todas las encuestas imaginables respecto de por qué la ciudadanía no vota. Y el 77 por ciento de la población tiene claro que la democracia funciona mal en Chile. Así lo dicen todos los estudios de opinión pública. Hay un mal funcionamiento de la democracia.



Y si nosotros revisamos el sistema electoral, estaremos fortaleciendo el ejercicio de la democracia.



Por cierto, voy a votar a favor de insistir en este proyecto de reforma constitucional. Pero quiero advertir que no estamos discutiendo sobre el fondo. Una discusión sobre el fondo sería bienvenida por múltiples razones, particularmente porque la democracia no se combate con la violencia. Por eso hemos condenado los crímenes en La Araucanía, como el del matrimonio Luchsinger-Mackay. La democracia se fortalece con más democracia, nunca con violencia y nunca con restricciones.



Señor Presidente, cuesta mucho explicar el sistema blindado que existe en Chile. Cuando se hace referencia a las bondades de la globalización económica para el país, uno tiene que hablar de la mala distribución del ingreso, del alto endeudamiento de las familias, pero también del sistema binominal. 



Porque acá no se encuentran todos los que debieran estar. Y si no fuera por el binominal, algunos de los presentes, tanto de la Derecha como de la Concertación, no estarían aquí. 



Lo único que pido es que dejemos que la gente decida. Para las elecciones de Diputados, ¡que vayan tres, cuatro, cinco candidatos por distrito! ¡Y que ganen las dos primeras mayorías! Podemos tener un sistema de pactos; podemos garantizar proporcionalidad.



Sin embargo, el peor sistema es el que nos rige hoy día. La gente no va a votar, porque intuye quién ganará. En efecto, con el binominal, como ha ocurrido tantas veces, se sabe antes de la votación cuáles serán los ganadores.



Señor Presidente, voto a favor de la insistencia respecto de este proyecto. 



Voto afirmativamente, porque espero que el Presidente Piñera cumpla el compromiso que asumió siendo candidato. 



Y voto a favor, porque creo que, al menos en este espacio, podemos tener libre derecho a pataleo para cuestionar este sistema, que tiene que cambiar. Y no porque favorezca a unos pocos debe permanecer.



¡Nueva Constitución, ahora!



¡Patagonia sin represas!



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tratándose de un aplauso tan entusiasta, solo por esta vez no vamos a amonestar al público asistente en las tribunas.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, quiero recordar que, a mediados del año pasado, la Sala nos solicitó que nos pronunciáramos sobre la posibilidad de habilitar la reforma constitucional propuesta por el Presidente Lagos.



En ese contexto, para analizar el tema, se consultó a constitucionalistas de distintas visiones: a los profesores Patricio Zapata y Arturo Fermandois. Y ambos concluyeron -no reiteraré la larga historia, porque varios colegas que me han antecedido en el uso de la palabra ya la han hecho presente- que era factible la habilitación con un quórum de aprobación de los dos tercios de los Senadores presentes. Esa fue la conclusión precisa a la que llegaron ambos constitucionalistas, los cuales -repito- sustentan visiones ideológicas diferentes. Solo interpretaron la Carta Fundamental y el fallo del Tribunal Constitucional.



Distinto es, señor Presidente, discutir la reforma constitucional misma. Habilitar el trámite de este proyecto significa poner el semáforo en luz verde para que pase a la Cámara de Diputados y ahí se vuelva a debatir el tema de fondo; vale decir, la reforma constitucional propiamente tal.



En esa instancia se verá si se aprueba la iniciativa tal como está redactada o con las modificaciones que se estimen pertinentes. Si fuera acogida, volvería al Senado. Y en ese caso, para su aprobación se requeriría reunir el quórum de una reforma constitucional. Lo reitero: ¡el quórum de una reforma constitucional!



Entonces, que quede muy claro: lo que estamos haciendo esta tarde con nuestra votación es poner una luz roja para no posibilitar el debate de una reforma constitucional al sistema electoral o poner una luz verde para habilitar tal discusión en la Cámara de Diputados.



Señor Presidente, yo apelo a mis colegas. 



Creo que todos nos damos cuenta de la realidad. Cuando conversamos con la gente en las calles -como seguramente todos lo hacen-; cuando dialogamos con las organizaciones sociales; cuando escuchamos el clamor de los jóvenes, de los estudiantes, de las diferentes agrupaciones; cuando vemos el resultado de las encuestas -como lo señaló recién el Senador que me antecedió en el uso de la palabra-, la señal es la misma: ¡el sistema electoral no da para más! 



Cuando se llevan a cabo encuestas acerca de la credibilidad de las diferentes instituciones, ¡nos sacamos pésima nota! ¡Muy mala nota! Y ello no solo nos debería avergonzar, sino también motivar a abordar la razón por la cual la ciudadanía nos pone nota roja. ¡Ello sucede porque no se siente representada en este Congreso Nacional!



Este sistema, señor Presidente, es una atadura. ¡Una atadura!



Un Senador independiente manifestó que esta era una discusión mentirosa. Lamento que no esté presente en este instante para expresarle que eso no es así. 



Hoy día estamos debatiendo si con nuestra votación vamos a habilitar o no la tramitación del proyecto de reforma constitucional para que pueda discutirse de nuevo. Tan solo eso. En cuanto a su contenido es otro debate. En un trámite posterior podremos formular las indicaciones para introducir las modificaciones que estimemos pertinentes.



Sin embargo, señor Presidente, si tenemos nuestros ojos abiertos y nuestros oídos atentos, ¡cómo le vamos explicar a la ciudadanía el hecho de que hoy le coloquemos luz roja a una reforma constitucional que pretende enmendar el sistema electoral, en circunstancias de que todos sabemos que en este Congreso Nacional se necesita una adecuada representación y que a él puedan llegar personas de diferentes ámbitos! Por supuesto, de los partidos políticos, del mundo independiente; por supuesto, más jóvenes, más adultos mayores; por supuesto, minorías, personas que representen a las diferentes etnias. ¡Por Dios, que sería más representativo el Parlamento, si ello fuere posible!



Ante el descrédito de la clase política y del Congreso por parte de la ciudadanía, ¡cómo va a ser posible que hoy le pongamos luz roja a esta reforma, impidiendo que siga adelante su discusión! No lo comprendo, señor Presidente.



Insto a mis colegas, precisamente por validar nuestro sistema democrático, a dar luz verde a esta iniciativa.



¡Por Dios, si no se quiere aumentar el número de Diputados, perfecto! ¡Eso no está en cuestión el día de hoy! Lo que está en debate es si habilitamos o no el trámite del proyecto para que se produzca la discusión sobre el tema de fondo.



Señor Presidente, a mi juicio, si no ponemos luz verde para tal efecto, no tendremos cara para enfrentarnos a la opinión pública, a esos ciudadanos con quienes nos encontramos en las ferias, en las reuniones con las organizaciones estudiantiles, con las diferentes juntas de vecinos, etcétera. Con qué cara les diremos: “¿Saben qué? No queremos debatir este asunto”. Porque de eso se trata: solo de habilitar el trámite para que se produzca una discusión.



Por ello, yo apelo a que cuidemos nuestra democracia. Yo apelo a que estemos atentos a la necesidad de una adecuada representación en este Congreso. 



Espero que hoy, con nuestros votos favorables al informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que mayoritariamente se pronuncia por habilitar la discusión, se acoja la solicitud de insistencia, a fin de poder debatir la materia de fondo, como corresponde a una reforma constitucional, con los quórums que exige la Carta Fundamental.



Voto favorablemente el informe de la Comisión de Constitución, que propone la habilitación para seguir adelante, con luz verde, en esta reforma constitucional.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, este debate tiene mil aristas. Y yo voy a intentar centrarme en lo que, a mi juicio, estamos resolviendo, que básicamente son tres aspectos.



Primero, cómo vota el Senado la petición de un Presidente de la República, a quien la Cámara de Diputados le rechazó una iniciativa de reforma constitucional que busca modificar el actual sistema electoral, a la Cámara revisora para que cambie esa decisión y aquella estudie, analice y revea esa materia.



Segundo, la importancia de los sistemas electorales.



Y, tercero, lo que a esta altura constituye una necesidad imperiosa: cambiar y corregir las deficiencias del sistema electoral binominal.



Respecto de lo primero, entiendo que tengamos diferencias de opiniones. Pero, por favor, no tergiversemos el acuerdo de mayoría de la Comisión de Constitución del Senado. Porque está consignado textualmente en el informe pertinente.



No confundamos a la opinión pública en cuanto a lo que estamos votando, que es el informe de la Comisión de Constitución, que señala lo siguiente.



En primer lugar, que efectivamente existe el trámite de la insistencia, o habilitación, avalado, además, por el testimonio concreto de dos profesores de Derecho Constitucional: uno pertenece a la UDI, el señor Fermandois, gran profesor; y el otro, partidario de la Concertación, el profesor Zapata.



Ambos expresan que existe la insistencia para las reformas constitucionales, el trámite habilitante para que la Cámara de Diputados solo estudie y se pronuncie de nuevo en relación con el proyecto que rechazó inicialmente.



La mayoría de la Comisión señala que este asunto se debe aprobar por los dos tercios de los Senadores presentes en el Senado.



Luego dice -¡atención!- que el hecho de que nosotros acordemos llevarlo nuevamente a la Cámara de Diputados no significa que estemos aprobando la idea de legislar de ese proyecto de reforma constitucional. Le estamos señalando a esa Cámara, en vista de que hay un Presidente de la República que pide insistir para cambiar su decisión inicial, que se pronuncie por segunda vez. Y, asimismo, manifestamos que ese pronunciamiento debe expresamente respetar los quórums que la Constitución establece para los proyectos de reforma constitucional, que en este caso es de tres quintos, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado.



¡Más claro echarle agua!



Pero, además, el Tribunal Constitucional señala claramente en su fallo que ello debe aprobarse por los tres quintos de la Cámara de Diputados y el Senado.



Expresa textualmente que “el artículo 68 de la Carta Fundamental se aplica a las reformas constitucionales, pero en el claro y expreso entendido que, en el presente caso, el quórum necesario para la aprobación en la Cámara revisora -Senado-, como en la Corporación de origen -Cámara de Diputados-, es de las tres quintas partes de los senadores y diputados en ejercicio en cada una de ellas”.



Señor Presidente, yo entiendo que tengamos diferencias.



Sin embargo, pido que no nos tergiversen lo que la mayoría pensamos.



¿Alguien puede tener un criterio distinto? Sí. Pero no nos digan que nosotros creemos que estamos votando la idea de legislar, porque no es verdad. Si alguien estima que se está votando eso, que lo señale. Pero no nos atribuya a la mayoría lo que no estamos resolviendo. Porque eso no es correcto.



Yo no dudo de los buenos propósitos y no digo que se haya hecho, sino que ello no corresponde.



En seguida, señor Presidente, no es cierto que los sistemas electorales den lo mismo. Siempre se dice eso.



Los sistemas electorales son instrumentos que tienen las democracias, y en particular las democracias indirectas, para los efectos de garantizar la representación popular. Y hay sistemas electorales proporcionales, que en la práctica significan que se permite una representación de las minorías, pero se sacrifica la formación de grandes coaliciones; o sistemas mayoritarios, que implican la formación de grandes mayorías, pero sacrifican la representación de las minorías, o a lo menos les exigen entrar a las grandes coaliciones.



Ambos sistemas son democráticos.



Quiero decirles que la Derecha gobierna con los dos.



En Inglaterra, con Cameron, con un sistema absolutamente mayoritario; y en España, con Rajoy, gobierna con un sistema del todo proporcional.



Ahora, ¿por qué yo voté a favor para habilitar a la Cámara de Diputados, aparte creer que es la correcta interpretación constitucional? Porque, francamente, esto ya parece un cuento de nunca acabar.



Todos los sectores políticos -con franqueza señalo que hay un sector de la UDI que no lo piensa así, y lo respeto, no lo descalifico para nada- dicen en cada programa de televisión, en cada intervención, que es necesario perfeccionar y mejorar el sistema electoral.



No obstante, a la hora en que es preciso decirle a la Cámara de Diputados que lo discuta ocurre algo muy diferente.



Puede que no comparta el contenido o la forma como está escrito el proyecto del Presidente Lagos. ¡Pero discútalo! Y si no está de acuerdo o no le gusta, vótelo en contra. ¡Pero discútalo!



Perdóneme, señor Presidente. Yo soy de la escuela de la democracia de los acuerdos, de cuando en los años 90 a 94 se llegaban a consensos, y no se tenía ningún problema en discutir. Y si no había acuerdo, se expresaba, y con transparencia.



Por lo tanto, expresarle a la Cámara de Diputados “debata y discuta sobre el sistema electoral” es lo que a mi juicio debe hacer un Senado puesto frente a la exigencia de tener que pronunciarse sobre un proyecto de ley.



Por supuesto, lo del Honorable señor Horvath me parece notable. Si nosotros deberíamos presentar nuestro propio proyecto, demostrar el liderazgo del Senado y decir: “Vamos a llegar a un acuerdo”.



Hasta ahora ello no ha sido posible. Y tenemos que discutir el proyecto -como señaló la Senadora Alvear- que nos pusieron arriba de la mesa.



Señor Presidente, uno puede tener diferencias. Pero sostener que los que votamos a favor de esta insistencia queremos que haya más de 120 Diputados no es verdad; ni tampoco que somos partidarios de que haya 500 representantes de la Región Metropolitana y ni uno del resto de las Regiones.



Estamos señalando que este proyecto de reforma constitucional, que a mi juicio contiene errores en su redacción, pueda discutirse en la Cámara de Diputados, y se corrija. Es lo que hace el Parlamento respecto de todos los proyectos: los toma, los analiza y los corrige.



Si esta iniciativa de reforma se aprobara como está en la Cámara Baja, yo la rechazaría en el Senado. Porque no me gusta como se halla redactada. Encuentro que tiene errores. No obstante,  no quiero impedir que aquella lo discuta, con la prevención de que los quórums constitucionales están claramente resguardados en el informe de mayoría de la Comisión de Constitución, al establecer que la idea de legislar debe aprobarse por los tres quintos tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, para evitar que una mayoría circunstancial pueda efectuar un cambio tan importante en relación con una reforma constitucional.



Una reflexión final, señor Presidente.



Cuando se hacen estos augurios catastrofistas, yo me recuerdo cuando discutíamos lo relativo a los Senadores designados.



¡Pero si quienes éramos partidarios de eliminarlos queríamos destruir la institucionalidad, desestabilizar el poder, desmantelar la institucionalidad!



Recuerdo las fotos, las editoriales de los diarios, que señalaban que nosotros, Allamand, Piñera, Evelyn Matthei, el Senador que habla y otros parlamentarios, queríamos ¡destruir la institucionalidad!



¡Miren cómo se destruyó!



Ganamos, la Derecha, sin esa institucionalidad, que obviamente afectaba los principios democráticos.



Cuando votamos en contra del Consejo de Seguridad Nacional, que era un suprapoder de las Fuerzas Armadas, a las cuales respeto, pero no me gusta meterlas en la vida política contingente, ocurre que se nos decía que desmantelábamos la institucionalidad. ¡Por favor! ¡Esa Derecha que quiere destruir la institucionalidad!



O cuando introdujimos modificaciones respecto del Tribunal Constitucional, en el cual tenía injerencia el Consejo de Seguridad Nacional.



Y fíjese que los cambiamos.



Señor Presidente, miro aquí dónde está destruida la institucionalidad. En este rato me he paseado por el Senado tratando de ver si ello es efectivo.



No la veo para nada destruida. Considero que nuestra institucionalidad funciona, con sus defectos, con la necesidad de perfeccionarla.



Señor Presidente, podemos diferir en estas materias. Pero no armemos ambientes catastrofistas, ni tergiversemos los efectos establecidos en el informe de la Comisión de Constitución.



Por lo tanto, con absoluta convicción; sin descalificar a nadie; sin creer que soy dueño de la verdad; sin pretender que lo que estoy haciendo es la panacea; diciendo que este proyecto de reforma constitucional no me gusta en su redacción, pero entendiendo que la Cámara de Diputados puede cambiarlo y corregirlo sustancialmente para los efectos de gestar un buen texto, voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, a fuer de ser redundante, quiero insistir en lo que algunos colegas han señalado en orden a que hoy día estamos tratando la habilitación de una reforma constitucional que queremos que la Cámara de Diputados vuelva a debatir, para su aprobación con el quórum pertinente.



Aquí -para ser claro y transparente- no se está hablando sobre el tema central o fundamental -si bien nos podemos referir a él-, cual es la eliminación del sistema binominal. Porque el proyecto tiene solo un artículo permanente, con dos numerales, y un artículo transitorio, donde habla de la modificación del referido mecanismo.



Yo estoy por la supresión del binominal, pues lo considero un obstáculo principal para el ejercicio de la soberanía popular y un factor gravitante del desprestigio de la política y, lo que es peor, de la propia democracia.



Recuerdo que en el año 93, siendo candidato a Diputado, me acompañaba el hoy fallecido y gran amigo democratacristiano Joaquín Curtze, de la Concertación, quien salió segundo.



Acá algunos Senadores han fustigado duramente a los parlamentarios que, no obstante haber llegado en tercer lugar, lograron ser electos en virtud del sistema binominal.



No me gusta que en Congreso Nacional estén los terceros. Pero tampoco me gusta que pierdan los segundos. Y si la situación es esa, la única forma de resolverla es entrar al debate de fondo -pero ello no corresponde ahora-: la eliminación del sistema binominal.  



Sabemos -y algunos lo han repetido- que la dictadura militar diseñó un régimen institucional que no apuntaba al establecimiento de una democracia verdadera, sino que trataba de instaurar el modelo político y económico contenido en la Constitución de 1980.



Ya fueron eliminadas -se ha dicho en esta Sala- algunas trabas, como la de los Senadores designados. Sin embargo, en la Carta aún persisten otros enclaves autoritarios. Por ejemplo, lo que se discute hoy: el sistema electoral binominal, mecanismo que excluye a los movimientos y a los partidos pequeños y que les impide a los gobiernos, cuando no tienen las mayorías respectivas, cumplir los grandes cambios que le proponen al país.



Destaco, con todo, a efectos de no caer en el error de pensar que aquel es el único obstáculo que presenta el Texto Fundamental, que hay otras trabas -se han mencionado asimismo-, como los excesivos quórums previstos respecto a muchas materias, que impiden modificaciones esenciales.



Sin perjuicio de que aspectos sustantivos del régimen político requieren estabilidad y consensos, tampoco pueden transformarse en cláusulas pétreas, que no pueden alterarse.



Aquí se ha dicho con mucha propiedad -y me alegra que algunos Senadores hayan hecho claridad sobre el particular- que, cuando en el artículo único se habla de la “proporcionalidad en la representación popular” y se elimina el guarismo “120”, en ninguna parte se establece que vamos a tener 150 o 200 parlamentarios como le escuché a un colega que me precedió, cuya imaginación es muy grande. 



¡Nadie ha dicho eso! 



Aquí se pretende que busquemos un camino que nos conduzca a la eliminación del sistema binominal.



Tocante a la proporcionalidad, he escuchado afirmar que  “Debería haber 166 parlamentarios para que Aysén tuviera 1”.



Quiero recordarles a los Honorables colegas que provincias antiguas, de la época del 70 (regiones, después del año 81), como la de Magallanes, tenían 2 parlamentarios, conforme a su número de habitantes. Y me parece que a partir del año 65 Aysén tenía igual número.



Entonces, no se venga aquí a tergiversar la historia parlamentaria de nuestro país.



Si alguien no quiere cambiar el sistema binominal, que lo diga. Pero que no busque justificaciones: que es un oportunismo, porque estamos en un año electoral; que vamos a aumentar los parlamentarios a 150, a 200; que la representatividad de las Regiones se verá afectada.



Señor Presidente, las Regiones no serán más regionalizadas ni habrá mayor desconcentración o descentralización del poder central con más Diputados o más Senadores. Porque ellas requieren un cambio político, institucional, administrativo: que pueda elegirse a sus autoridades; que dispongan de autonomía; que les sea factible fijar derroteros para su desarrollo político, económico y social.



¡Eso no se hace con más Senadores o Diputados! 



Me parece que eliminar el binominal es fundamental. Porque, más allá de las legítimas diferencias plasmadas hoy día, no escapa a nadie que ese mecanismo está afectando a la legitimidad del sistema político.



No verlo es una miopía tremenda, increíble, y muy riesgosa.



La ciudadanía se empieza a aburrir de ir a votar. No está cansada de las discusiones políticas, sino de concurrir a sufragar. Porque siempre sabe a quién se elegirá. No tiene una mayor cantidad de personas de entre las cuales escoger.



La ciudadanía -reitero- dispone de pocas opciones: le dan dos o, en el mejor de los casos, cuatro. No son cuatro, cinco o seis como han dicho otros parlamentarios. Y a fin de que esto sea posible, indudablemente, hemos de modificar el binominal, para llegar a un sistema proporcional, que puede ser similar al que ya existía o corregido.



La ciudadanía también se empieza a cansar de un mecanismo que les otorga una importante ventaja a los actuales parlamentarios y dificulta la renovación de liderazgos. Eso ha estado reclamando. Todos nos hacemos eco de lo que solicita. Pero llegado el momento de los quiubos no resolvemos según lo que la gente quiere: que haya reformas políticas que le den participación efectiva.



El sistema electoral vigente es, en mi concepto, una bomba de tiempo para nuestra democracia. La enorme abstención de las últimas elecciones municipales fue un llamado de atención muy relevante.



Es el minuto de demostrar que entendimos el mensaje y de apuntar a los cambios institucionales que se requieren.



Uno de aquellos -acaso el más simbólico- dice relación con el fin del sistema binominal. Pero también en el futuro deberemos revisar los quórums, ampliar los mecanismos de participación ciudadana y avanzar decididamente hacia la descentralización, con mayores facultades para las regiones; con intendentes elegidos -como ya lo señalé-, entre otros aspectos que apuntan, en definitiva, a entregarle más poder a la ciudadanía.



No mayor cantidad de Senadores y Diputados: más facultades y más competencias para los gobiernos regionales; mayor autonomía para las Regiones.



Los argumentos para defender el sistema binominal quedaron atrás. Necesitamos un Parlamento más representativo y una institucionalidad que permita la expresión de la mayoría, voto a voto.



Señor Presidente, voy a aprobar la habilitación, en el bienentendido -y quiero que quede muy claro- de que aquí solo estamos insistiendo en que la reforma constitucional planteada sea vista de nuevo por la Cámara de Diputados.



Acá no nos hemos pronunciado sobre el fondo. El debate de este quedará pendiente. Y ojalá en la próxima discusión podamos poner término al sistema binominal.



He dicho.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa los siguientes informes:



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la proposición de la Honorable Cámara de Diputados mediante la cual requiere el acuerdo del Senado para designar Ministros del Excelentísimo Tribunal Constitucional a los señores Gonzalo Antonio García Pino y Juan José Romero Guzmán (boletín Nº S 1.550-13) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Queda para tabla.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De la Comisión de Minería y Energía, relativo a la situación financiera que afecta a la Empresa Nacional del Petróleo (boletín Nº S 1.482-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Se toma conocimiento.

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, esta discusión comienza a girar en dos planos.



Uno es el plano global, en cuanto a la necesidad de cambiar o no el sistema electoral.



El otro, más concreto, se refiere a si nos encontramos ante un trámite habilitante o frente a la aprobación en general del proyecto de reforma constitucional presentado por el Presidente Lagos en 2005.



Respecto al segundo plano -para despejarlo rápidamente-, me asiste la convicción, como a la mayoría que se ha expresado acá, de que estamos frente a un trámite habilitante.



¿Y por qué razón se plantea algo distinto -tal vez voy a atribuir intenciones; y eso a veces es complejo- si la cuestión es tan clara y todos estamos de acuerdo en que no pretendemos aprobar el proyecto en general?

El señor PROKURICA.- Porque es malo.

El señor LAGOS.- De hecho, miembros de la Comisión de Constitución elaboraron un texto, que es taxativo en la materia, para complementar el informe de dicho órgano técnico.



O sea, no hay dos palabras al respecto. Es clarísimo: trámite habilitante, no se aprueba en general.



A mayor abundamiento, si aquí aprobamos la habilitación, el mensaje deberá ir a la Cámara de Diputados, la que, si también la sanciona, deberá reunir los tres quintos de los Diputados en ejercicio para aprobar el proyecto. Y si esto tiene lugar, la iniciativa volverá al Senado, etcétera.



Eso está claro.



Entonces, ¿por qué se trata de instalar, como decía el Senador Espina, la idea de que queremos aprobar en general el proyecto? Porque se quiere inhibir a quienes hoy están en condiciones de concurrir con sus votos para hacer renacer la reforma constitucional presentada y permitir que vuelva a la Cámara Baja.



¿Y qué sector plantea aquello? El mismo que durante 22 años no ha querido avanzar en esta materia.



Por lo tanto -reitero-, lo que yo percibo, lo que me llega como sensación es que quienes, a sabiendas de que no es así, argumentan que se estaría aprobando en general la iniciativa lo hacen para inhibir a los escasos Senadores cuyos votos son necesarios para que la reforma propuesta siga su curso.



Eso es lo que está en juego, señor Presidente.



¿Y cuál es ese sector?



Es ese sector de Chile recalcitrantemente conservador, pero no porque le gusten los sistemas antiguos o porque le parezca que todo está bien, sino porque le teme al cambio, les teme a las mayorías. 



Es una minoría que le teme a la mayoría. No a que se exprese. ¡Si la mayoría se manifiesta en las elecciones! Lo importante es que una vez que se expresa pasa, producto de un sistema electoral turbio, a quedar en empate con la minoría que no quiere los cambios.



En eso consiste la hipocresía.



¿Se expresa la mayoría en Chile? Claro, en todas las elecciones: 55 por ciento sacaba en las parlamentarias la Concertación, ahora Oposición, durante muchos años; pero llegábamos al Senado y terminábamos empatados.



¿La mayoría se expresaba? Claro que sí. Pero, producto del sistema electoral vigente, no se manifestaba políticamente a la hora de tomar decisiones acá.



Entonces, ese sector les teme -y esa es la mala noticia; pero uno ya se acostumbró a ello- a la diversidad, a la diferencia; finalmente, a perder los privilegios con que cuenta en el sistema político.



Ya lo decía Jaime Guzmán, el ideólogo de la Constitución que nos rige hasta hoy, cuando planteaba que debía existir un mecanismo diseñado de tal manera que incluso para cuando ya no fueran Gobierno y no tuvieran mayoría no se pudiera hacer cambio alguno al sistema. Está escrito así.



Nos encontramos, pues, inmersos en esa discusión.



Pero cuál es la buena noticia: que ese sector minoritario hoy día es más minoritario. Y eso me alegra. Porque veo que piensan distinto incluso los hijos y otros descendientes de esa generación de chilenos que ha tenido el control de nuestro país por muchos años. O sea, no son conservadores como estos.



Hay, pues, en la clase política dirigente segundas generaciones con una mirada distinta y más diversa acerca de Chile. Y eso me pone optimista. Porque existe ahí una cuestión vinculada con el transcurso del tiempo: así como la juventud se va con los años, los conservadores también desaparecen con el paso del tiempo.



Aquí tenemos la posibilidad de hacer tranquilamente algo muy sencillo: darle a este proyecto la oportunidad de volver a la Cámara de Diputados y luego, si esta lo aprueba, ver si somos capaces de conseguir los tres quintos de los Senadores en ejercicio.



Señor Presidente, quiero agregar algo acerca de los anuncios catastrofistas hechos sobre el número de Diputados y Senadores.



Yo escuchaba hace pocos minutos a un colega de la Región de Magallanes.

El señor QUINTANA.- ¿Al Senador Muñoz Aburto?

El señor LAGOS.- No. Me refiero al Senador Bianchi, quien se mostraba muy alarmado por el número de Diputados y Senadores que podría haber de aprobarse la reforma constitucional planteada.



Yo recuerdo que, hasta el golpe de Estado, los Diputados eran 150, y los Senadores, 50.



¿Cuál era la población de Chile en 1960, 1965?

El señor FREI (don Eduardo).- La mitad.

El señor LAGOS.- Entonces, ¿me van a hablar de irracionalidad?



Yo no estoy señalando cuántos Diputados debe haber. Pero es lo mínimo.



Y los Diputados sí perseguían un fin: representar poblacionalmente.



En el caso de los Senadores, había 50, en representación de las 25 provincias existentes.



¿Y por qué ahora tenemos 38?



Esto es divertido. Y se lo planteo a quienes ahora se preocupan del sistema, de la estabilidad, de cómo lo hacemos.



¿Cuál era la propuesta inicial del Gobierno de Pinochet? 26 Senadores electos, más 9 designados. Y, producto de la negociación de la época, se agregaron 12. Así, llegamos a 38 electos, más 9 designados. Falleció uno, y me parece que no fue repuesto. Y, una vez eliminados los designados mediante la reforma constitucional de 2005, terminamos con 38.



¿Es razonable tener 38 Senadores? ¿Representa ese número realmente a la ciudadanía de Chile, país que tiene casi 17 millones de habitantes? Me parece que no.



Entonces, tampoco hay que tener el prurito de decir “Como a la gente no le gustan los políticos, que haya menos”.



Con ese criterio, ¡tampoco tengamos democracia!



Pero vuelvo al tema de fondo, señor Presidente.



Hoy tenemos en el Senado la oportunidad de, en forma bien tranquila, hacer algo sencillo: habilitar la discusión.



Ahora, me parece increíble que, pese a todo lo ocurrido en estos últimos tres años, con todas las promesas de campaña, haya un sector que bajará la vista, votará en contra y seguirá muy campante. Porque no están leyendo la vida real.



Un Senador de los que hoy van a votar que no -no lo nombraré- dijo tranquilamente: “Lagos, no te preocupes: el sistema aguanta una vuelta más de tuerca”.



O sea, ese parlamentario tiene el mismo diagnóstico que nosotros: esto hay que cambiarlo.



Según manifestaba la Senadora Alvear, la gente le dice a uno en la calle: “Esto no da para más”. Pero van a jugar nuevamente, no digo con el destino de Chile, porque suena muy grandilocuente, pero sí con la credibilidad de la política. Porque, al final del día, si no terminamos representando cabalmente la diversidad de Chile, nos desautorizamos. Eso va a ocurrir.



Yo puedo tratar de creer de buena fe a quienes sostienen que el problema no es tan grave. Pero me cuesta lograrlo, a la luz de todo lo que ha ocurrido; al ver que el mismo sector que esta tarde va a votar negativamente tiene líderes que señalan que no entienden por qué si lo hacen tan bien la gente los trata tan mal y, en vez de ver el problema real, culpan de ello a la existencia de unos izquierdistas que realizan propaganda en contra del Gobierno (me refiero al libro que lanzó la semana pasada un Senador, un integrante de esta Corporación).



Entonces, no se ve la realidad, cual es que la ciudadanía dice que no le gusta lo que existe. 



Pero no hay que atender solo a las cifras de desempleo, que son buenas, pues bajaron. Mejoró asimismo el ingreso per cápita. Pero parece que los chilenos quieren algo más. Y eso no pasa solo por el bolsillo, sino también por el tipo de sociedad que tenemos. Pero esta clase de sociedad la vamos a cambiar cuando exista un sistema electoral que le permita a toda esa diversidad estar representada en esta Alta Corporación.



Con el actual sistema electoral nunca habrá acá un partido de los trabajadores, ni uno regionalista, ni uno medioambientalista, ni ninguno que no pertenezca a los dos grandes bloques existentes, que al final del día terminarán desangrándose internamente para poder expresar las diferentes visiones de Chile.



Señor Presidente, obviamente, voy a votar a favor, en la esperanza de que ese grupo minoritario de conservadores de Chile, que hoy es menos que ayer, mañana sea aún menor y de que en la Cámara de Diputados la reforma sea aprobada, para que haya un sistema electoral que nos permita, entre otras cosas, tener una Constitución como nos merecemos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, llegó la hora de la verdad.



Recuerdo el año 2009, como candidata a Senadora. Y quiero decirlo con la energía que me da la gente de la Región que represento, donde fui elegida con primera mayoría y en competencia; o sea, no soy producto del binominal: ¡llegó la hora de la verdad! Porque no existe ningún foro -en universidades, institutos, medios de comunicación- donde muchos de los Senadores presentes -algunos no están- no se hayan referido en más de una oportunidad a la necesidad de cambiar el sistema electoral binominal, que nos rige para las elecciones parlamentarias.



Por eso, llegó la hora de la verdad -la hora de los quiubos, como se dice en buen chileno- cuando, frente a los hechos, hay que tomar decisiones, y no solo en papeles, en discursos y en el plano de las buenas intenciones.



Hoy día, algunos formulan muchas críticas y afirman que es un sector el que está en contra del cambio al binominal. Quiero dar un solo ejemplo: en 2009 se eligieron diez Diputados bajo dicho sistema: cinco de la Alianza y cinco de la Concertación. Por lo tanto, el mecanismo favorece a unos y a otros. Es una falacia sostener que es solo uno el beneficiario.



¿Y por qué lo digo? Porque estimo muy importante consignar, también con fuerza, que el sistema no solo ha provocado un daño electoral, desde el punto de vista político. En efecto, creo que también ha afectado la convivencia en nuestra democracia, porque polariza las decisiones, las visiones; no permite matices políticos; muestra un mundo de la política en blanco y negro, en el que las iniciativas de un lado de la vereda son miradas con prejuicio desde el otro y sus ideas son rechazadas a priori, sin entrar al mérito ni al fondo de los asuntos.



Pertenezco a una generación que observó con buenos ojos y, muchas veces, gran admiración planteamientos como los que hizo hoy día el Senador señor Espina. Vi en Su Señoría, en Sebastián Piñera y en Andrés Allamand a un grupo de personas que ya desempeñaban cargos parlamentarios y que, con fuerza, ganas, iniciativa y proactividad, concebían modificaciones profundas desde una Derecha comprometida con los valores más democráticos y republicanos de nuestro país. Por esa razón entré en la política.



Y por esa razón, también, voy a votar a favor hoy día de la habilitación para el cambio del binominal que rige en las elecciones parlamentarias. Porque siempre, durante muchos debates, entrevistas, foros, me manifesté partidaria de ello y quiero cumplir mi palabra. Para mí, esta última, en política, tiene el mismo valor que manifestarla en una notaría. Siempre lo he dicho y creo que siempre ha de ser así.



Lo anterior, sin ir al fondo de la iniciativa, el cual, obviamente, no comparto, como tampoco, a mi juicio, el país, en forma mayoritaria.



No necesitamos más parlamentarios: se requieren más Diputados y Senadores representativos.



No necesitamos más carga ni gasto fiscales, traducidos en más plata para el Congreso Nacional. Son 50 millones de dólares, aproximadamente, los que le asigna cada año el Presupuesto para su funcionamiento, incluidos sus integrantes. No deseo que se dé un peso más para tal efecto. Quiero que se destinen recursos públicos a la agenda social.



Mas sí creo que en el sistema es preciso hacer un cambio que respete las primeras mayorías; que ojalá también permita limitar las reelecciones permanentes de todos los representantes populares, comprendidos nosotros mismos. 



En consecuencia, estoy convencida de que hoy día tenemos que dar “luz verde” para discutir el proyecto. Si no es ahora, ¿cuándo? Y, por eso, anuncio mi voto a favor de la modificación del binominal y de la búsqueda de un entendimiento en el Senado, en la legislatura venidera, para que entre todos logremos sacar un sistema electoral representativo, que contemple las primeras mayorías y, además, no implique un mayor gasto fiscal.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Lamento que no me la haya dado en forma oportuna, señor Presidente, cuando se la pedí.



Entre otras cosas, deseo esclarecer que he expuesto un problema reglamentario. La mayoría de la Comisión optó por un criterio de interpretación, pero una minoría piensa distinto, y juzgo que ello debe ser zanjado por la Sala. No me parece que sea posible simplemente aplicar un punto de vista, porque puede estar equivocado y adoptarse en el Hemiciclo uno diferente. Quizás se ratificará la posición a la cual hago referencia, pero quisiera que así se estableciese.



Y lo señalo por estimar que el planteamiento de la mayoría -son personas a quienes aprecio y valoro mucho, con las que hemos trabajado bastante y muy bien- es contrario al texto expreso de la Carta, al fallo del Tribunal Constitucional y al sentido común.



La norma del artículo 68 es una manera de imponerle un criterio a la otra Cámara, y resulta evidente que ello no puede tener lugar si no se está de acuerdo con lo que se está expresando. Por lo tanto, se requiere la aprobación general de la iniciativa.



Es, además, lo que ha hecho siempre esta Corporación. Le pido al señor Secretario certificar que, cada vez que se han registrado, los proyectos con insistencia se han sometido a un pronunciamiento de esa índole, el cual no se ha repetido cuando vuelven de la Cámara de Diputados, por considerarse que ya tuvieron lugar. Esa es la forma como hemos resuelto la situación.



Al Senador que habla le interesa la institucionalidad, a diferencia del Honorable señor Navarro, a quien le importa menos, probablemente. Y no sé si son más favorables a mis objetivos los dos tercios o los tres quintos de los Senadores en ejercicio, porque no estoy haciendo un cálculo electoral o político. Intento que el funcionamiento del Senado se apegue a la Constitución. No es mucho pedir. Es lo menos que debemos exigir. Y quiero ser fiel y coherente sobre el particular hasta el fin.



No había intervenido acerca del asunto de fondo. Queremos evitar la discusión en general al respecto, pero igual la llevamos a cabo, lo que demuestra que lo estamos debatiendo y -quienes así lo resuelvan- aprobando. El no hacerlo me parece que importa escabullir la responsabilidad ante la Ley Fundamental. La cuestión de fondo, según se ha aseverado, tiene que ver con la crisis política que vive el país, causada, en parte, por el binominal.



Señor Presidente, ¿qué pasó en las últimas elecciones municipales? El 60 por ciento de los ciudadanos no fueron a votar. En esa oportunidad quedó en evidencia que hay una crisis política; que en los chilenos se registra un descrédito de sus representantes. Pero ¿es el modelo electoral el que la provoca? Ello resultaría muy extraño, porque en esos comicios no opera el binominal: para elegir concejales se aplica un mecanismo proporcional y para los alcaldes opera un sistema uninominal o mayoritario. Por lo tanto, el problema apreciado no obedece a una relación de causa-efecto.



Creo que se incurre en un error de diagnóstico y que las razones son mucho más profundas. Me atrevería a decir que una parte de ellas radica en que las mayorías políticas abusan de su posición y se saltan la Carta cada vez que lo estiman conveniente. Y cuando uno se salta la Carta y la legalidad, al final le pasan la cuenta.



En Chile somos apegados a las normas constitucionales, señor Presidente. En otros países no lo son tanto: se aprovecha y abusa del poder, como lo estamos viendo en varios.



Desgraciadamente, no tengo tiempo para referirme a ello, y quiero entrar al tema en discusión.



Pienso que estamos frente a una situación bastante crítica. A mi juicio, parte de ello se debe a que el sistema político no está funcionando bien, y soy partidario, entre otras de las modificaciones que es preciso introducirle, de corregir el binominal. Lo he planteado en las discusiones sostenidas en la Comisión -hemos mantenido conversaciones informales sobre el particular- y lo he señalado en la Alianza. Y le he hecho presente al Gobierno, así como también en el interior de la colectividad política a la que pertenezco, la necesidad de efectuar enmiendas que le den al mecanismo una mayor competitividad. He propuesto varias fórmulas para lograr ese objetivo, además de cuatro o cinco otras reformas políticas que me parece que podrían inyectarle fuerza, energía y renovación a nuestro sistema político, el cual efectivamente enfrenta dificultades, por muchas razones. Pero concluir que en el binominal reside toda la explicación del problema es francamente equívoco, porque podríamos llevarnos la sorpresa de cambiarlo y de encontrarnos con la misma crisis política de siempre si no hacemos muchas cosas más que no estamos considerando.



Me parece que el proyecto, además, no es la solución.



Aquí se ha dicho que nosotros hemos retardado el debate. Cabe recordar que el fallo del Tribunal Constitucional es de enero de 2006 y que entre esa fecha y hoy mediaron cuatro años de Gobierno de la Presidenta Bachelet. Me pregunto: si había tanto interés, ¿por qué no se le puso urgencia a la iniciativa, durante ese lapso, para que fuera debatida por el Senado? ¿El desinterés fue de la Oposición de entonces o realmente no les importaba? ¿Por qué lo adjudican a otros -lo hizo un señor Senador-, como si la hubieran bloqueado? Tan pronto el Honorable señor Tuma hizo su planteamiento, empezamos a discutir la materia y ahora nos abocamos a ella en la Sala. No ha existido desinterés ni cosa por el estilo.



Se ha aludido mucho a la intervención del Senador señor Bianchi, y deseo, a propósito de ello, formular un alcance.



Creo que es una profunda equivocación exponer que hay Senadores producto del binominal porque llegaron terceros. Eso no tiene que ver con el mecanismo y la afirmación revela una falta de conocimiento de cómo operan los regímenes electorales.



En el caso de los concejales, por ejemplo, muchos han sido designados siendo número 9, 10 u 11. No salen los seis primeros. Porque muchos sistemas funcionan sobre la base de listas y resultan elegidos los candidatos integrantes de las que obtienen más votos.



Por lo tanto, no se trata de que salga elegido un tercero como Senador: es la lista la que lo determina. Y esa es la lógica democrática en estos mecanismos.



No sigamos repitiendo, entonces, que tal integrante de esta Corporación o tal concejal es hijo del sistema binominal, porque constituye un error de concepto que no tiene justificación repetir.



Los problemas del proyecto en debate son muy simples.



Aprobar la idea de legislar implica acoger un texto que establece la representación proporcional. Y, en cifras, si consideramos las Regiones Quinta, Octava y Metropolitana, que importan más del 62 por ciento del total, de acuerdo con el padrón electoral municipal, ello significa que deberían registrarse actualmente 24 Senadores elegidos por ellas -hoy día tienen 12 y los otros 26 representan al resto del país- y solo 14 por las demás.

El señor WALKER (don Patricio).- No es así.

El señor LARRAÍN.- Eso es lo que me parece inexplicable de la iniciativa.



No sabemos cuántos serían los Diputados. No tengo temor de que aumenten, como tampoco los Senadores, dentro de un proyecto como el que he presentado, de un binominal corregido, que incluye circunscripciones cuadrinominales. Lo he planteado precisamente para las Regiones y distritos más numerosos.



¿Es posible buscar alguna fórmula? Creo que sí. Pero el camino que sigue el proyecto es muy malo. Por eso, lo rechazo en general.



Además, no veo por qué la discusión sobre el sistema binominal tiene que ser tan engorrosa. ¿Por qué no se presenta un proyecto con lo que se desea y se explica cuál sería la configuración electoral del país y las circunscripciones y los distritos, sin disposiciones que se presten para las interpretaciones que señalamos y que hacen pensar que por este camino no vamos a corregir los defectos del sistema político?



¿Es necesario mejorar nuestro régimen electoral? ¡Sin lugar a duda! Es preciso darle mayor competitividad. Por mi parte, al menos, estoy interesado en ello. Y pienso que, aunque el presente sea un año electoral, eso bien se puede llevar a cabo en esta oportunidad. Pero es menester hacer las cosas bien. El camino que se está siguiendo no es el adecuado.



Por las consideraciones expuestas, voto que no. Mas deseo que la Sala decida que el pronunciamiento se está verificando conforme a lo establecido por la Carta y el Tribunal Constitucional, es decir, sobre la base de que la aprobación debe reunir los tres quintos de los miembros en ejercicio del Senado.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, este es un debate político.



Lo que se les argumenta a quienes respaldamos la idea de habilitar el proyecto carece de sustento, por presuponer ello un quórum más alto, y la aprobación en general, uno más bajo. Si no tuviéramos respeto por la institucionalidad y no quisiésemos realizar las cosas como corresponde -es decir, de acuerdo con el interés general, sin que mañana se plantearan dudas respecto de los procedimientos-, habría sido más fácil seguir el camino que nos sugieren quienes son contrarios a la enmienda.



Pero nos interesa la corrección de los procedimientos. Y, en ese sentido, necesitamos la habilitación, con el propósito de que la Cámara de Diputados pueda entrar al tema de fondo, o sea, a las disposiciones que permitirían contar con un sistema electoral de “efectiva proporcionalidad”, como lo señala el texto original de la propuesta de reforma constitucional enviada por el Presidente Lagos.



Como ello no se comparte, observo que en la discusión se pretende eludir la modificación de fondo, una vez más, con argumentos oblicuos.



Por eso me atrevo a consignar que este es un debate político.



No me sorprende para nada que el foco del rechazo se halle en los Senadores de la Unión Demócrata Independiente. Porque no se trata solo del número de parlamentarios que se eligen. Como acá se ha expresado en diferentes intervenciones, ese es el partido que más ha crecido y al cual el sistema le ha servido más para aumentar su representación. 



Sin embargo, el problema principal no es ese, sino el hecho de que, con su sobrerrepresentación, la UDI ha establecido el control de la Derecha. O sea, ha logrado transformarse en un sector hegemónico dentro del sistema político, sobre la base del mecanismo electoral vigente.



En consecuencia, la fuerza política que va a estar en todo momento y circunstancia en contra del proyecto, independientemente del argumento de que sea votado en general como reforma constitucional o de asumir que se trata de una habilitación para que la Cámara de Diputados se pronuncie, será la Unión Demócrata Independiente.



No cabe ninguna duda de que al sistema electoral se le podría llamar “partidario”, porque un partido en el país se beneficia de una sobrerrepresentación y, además, imponiendo sus términos dentro de la alianza en la que participa.



Por eso hemos visto la pasión con que algunos de nuestros colegas han argumentado hace algunos minutos con relación a la materia en discusión.



A mi juicio, eso significa jugar con fuego en las actuales circunstancias que vive el país, porque se registra un problema serio de representatividad del sistema político y, de mantenerse el mecanismo que nos ocupa, se va a acentuar.



Es cierto lo expresado por algunos señores Senadores que han intervenido: se prefiere postergar las reformas hasta el momento en que definitivamente se entre en una crisis. Y eso es lo que, desde mi punto de vista, significa “jugar con fuego”. Es decir, se trata de oponerse, de cualquier manera y con todo tipo de razones, a que ellas se puedan disponer de manera oportuna y en los tiempos políticos que corresponda para evitar dicho desenlace y una situación institucional difícil de manejar.



Sabemos que el sistema político -aquí se ha señalado- no atraviesa por un buen momento. Es considerable el número de ciudadanos que así lo manifiestan de diferentes formas. El malestar y la irritación tienen razones profundas que, por cierto, no se vinculan exclusivamente con el sistema electoral.



 Desde mi punto de vista, la desigualdad que vive el país es el motivo principal del desencanto, porque hay una institucionalidad política que carece de las herramientas capaces para enfrentar eficientemente los problemas estructurales de desigualdad que se observan en Chile.



Sin embargo, aun cuando no sea la razón principal del desencanto -reitero que, a mi juicio, es la desigualdad-, el sistema electoral, por su falta de legitimidad y la ausencia de representatividad que provoca a una importante cantidad de personas, posee una trascendencia y una repercusión en mi opinión decisivas en los actuales niveles de legitimidad del sistema político del país.



Sería una contribución muy relevante del actual Senado de la República el tomar la decisión de habilitar esta reforma. No obstante, me da la impresión de que, por el alto quórum que se requiere, lo más probable es que así no ocurra. En realidad, alcanzar los 25 votos que demanda el quórum constitucional es una meta muy elevada.



Pero debo advertir a los colegas que van a votar en contra que ello solo acentúa los problemas del sistema político; otorga mayor razón a quienes señalan que no se puede esperar nada sin un camino de reformas capaz de renovar la democracia chilena, y además aumenta el desencanto y la irritación. 



Dar la espalda a un cambio necesario es una irresponsabilidad política.



En verdad, siento impotencia al no lograr convencer a mis colegas del Senado respecto a que hay tiempos políticos que después no se repiten. Hay circunstancias que no se reeditan. Si efectuáramos este cambio ahora, sin lugar a dudas sería una contribución relevante al proceso de renovación de las instituciones democráticas del país. Pero pareciera que para muchos o para algunos es mejor esperar que las instituciones se carcoman, se socaven y colapsen por falta de representatividad.



Pienso que esa actitud refleja falta de aprecio y de cariño hacia el país. Porque instituciones sin representación suficiente y sin la legitimidad requerida, débiles y frágiles por el desencanto ciudadano, no nos hacen mal a nosotros, individualmente, como personas, sino que dañan a Chile y no responden a la necesidad de iniciar un camino de superación de las dificultades de nuestra democracia, para renovar profundamente las instituciones y dar un nuevo sentido a la política chilena.



Lamento que la ceguera tenga tantos votos, señor Presidente.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en verdad nunca pensé que íbamos a estar en una situación como esta, en un contexto como el de hoy, como el que existe actualmente en el país. El Chile del 2005 no tiene nada que ver con el Chile del 2013. 



Creo que eso es lo primero de lo cual todos deberíamos tratar de hacernos cargo. Y digo “el 2005” porque fue el año en que se presentó el proyecto de reforma constitucional, más allá de su texto, que ha recibido aquí varios cuestionamientos. Y me voy a referir también a él, pues considero que también tiene sus virtudes. 



Pero ese no es el tema central, por cuanto no corresponde a la normativa respecto de la cual nos vamos a pronunciar en particular. 



Yo quiero hacerme cargo de lo planteado por el Senador Hernán Larraín, y la UDI particularmente, que son los que más han reiterado la idea de rechazar este trámite de insistencia.



Su Señoría afirma que el acuerdo de la Comisión de Legislación, Justicia y Reglamento sería contrario a la Constitución, contrario al sentido común y contrario al dictamen del Tribunal Constitucional. En mi opinión, claramente no es contrario a la Constitución, sino totalmente al revés. ¿Al sentido común? ¡Por favor! Parece que algunos se quieren poner una venda en los ojos para no ver lo que ocurre en la calle. La calle está pariendo hoy día un nuevo país, y nosotros insistimos en aferrarnos a instituciones de hace más de un siglo. Es lo que nos impide avanzar en muchas materias.



Algunos critican bastante el régimen comunista de Cuba por el monopartidismo, que es su principal problema. Sin embargo, veo la hegemonía de un partido -también observo a algunos Senadores de otras colectividades, pero, fundamentalmente, es la UDI- en esta defensa férrea del sistema binominal y de la Constitución, como si esta fuera un libro sagrado. Y, francamente, creo que eso es lo que impide avanzar en muchas materias.



En educación, por ejemplo, nos encontramos con que en la Constitución está perfectamente resguardado y garantizado el derecho a elegir, pero no la equidad, la no segregación, la calidad, la gratuidad. Eso no existe. 



En salud, está garantizado el derecho a elegir -es el que termina financiando a las clínicas privadas, a las isapres-, pero no la supresión de listas de espera como las del AUGE.



¿Por qué digo esto? Porque cualquier aspecto que queramos transformar en materia de política pública se encuentra con este muro, con este gran escollo que es la Constitución del 80. ¿Qué tiene que ver lo anterior con el binominal? Que, en la medida en que las fuerzas sigan representadas de la manera actual, será imposible avanzar.



Sin ir más lejos, miremos la última elección municipal: 32 por ciento la Derecha, 49 por ciento la Oposición. Hay un 20 por ciento que no está en ningún lado. Preguntémonos dónde se encuentra. Claramente, no en este Parlamento. Está en la calle. Ese 20 por ciento, al menos -probablemente es mucho más-, está pidiendo asamblea constituyente. ¿Por qué está pidiendo asamblea constituyente? Porque este Parlamento no da el ancho, no es capaz de garantizar los cambios que la sociedad chilena espera que se concreten.



He iniciado la lectura del libro de nuestro colega el Senador Novoa (“Con la fuerza de la libertad” se llama), donde él señala, más bien justifica, la desigualdad en Chile. ¡Bueno! También lo hicieron Friedman y muchos de sus discípulos. Es una obra interesante. No soy crítico literario y no voy a tomar tal condición. 



Pero uno se pregunta: ¿Cómo cambiamos eso? 



Ayer seguí el debate de algunos economistas -muy interesante, por lo demás- respecto del sistema previsional, que está haciendo crisis; no el solidario, que felizmente fue reforzado en el Gobierno anterior, sino el sistema previsional, con las tasas de reemplazo y con lo que está ocurriendo con los chilenos y las chilenas que no reciben jubilaciones ni pensiones dignas.



Hay toda una discusión en cuanto al sistema de reparto que había antes -solidario, de lo cual hay muchos ejemplos- versus el sistema de capitalización individual. ¿Y cómo cambiamos esto? No lo podremos hacer mientras se mantenga la actual correlación de fuerzas.



Entonces, el binominal lo cruza todo, y su discusión es la oportunidad para que la ciudadanía vuelva a conectarse con la clase política. Si no, vamos a seguir teniendo abstenciones que superan el 60 por ciento, como ocurrió en la última elección municipal.



El proyecto, respecto del cual se han formulado varios cuestionamientos, señor Presidente, establece principios a mi juicio fundamentales, como el de la proporcionalidad en la representación popular y el relativo a la adecuada representación de las Regiones. ¡Adecuada representación de las Regiones! Y pongo énfasis en esto último porque un Honorable colega -concretamente, el Senador Bianchi- siempre ha alegado aquí por la forma como se designa a los consejeros del Banco Central, a los Ministros de la Corte Suprema, a los miembros del Consejo Directivo del SERVEL -la solicitud respecto de estos últimos la veremos mañana-, por responder a la lógica del duopolio. Y parece que le quedó gustando el duopolio, porque de lo contrario resulta incomprensible lo que señaló. 



Creo que ni en este proyecto de reforma constitucional, ni en ningún otro, la Región de Magallanes ni Región alguna -yo también represento una: la de La Araucanía- va a tener menos representación. El punto es que esta debe ser proporcional y adecuada.



Claro, se suprime el guarismo “120”. Pero nadie ha dicho que los miembros de la Cámara Baja aumentarán a 150. Eso es parte del debate.



Y yo les quiero decir a los colegas de la UDI que hay una propuesta del Diputado Eluchans que plantea una reforma al sistema binominal manteniendo el número en 120. Por eso cobra mucho sentido lo que señalaba recién el Senador Lagos. Felizmente, cada vez son menos los conservadores que hoy intentan bloquear una discusión como esta.



Bajar los quórums es otra de las modificaciones que incluye la iniciativa. ¡Por supuesto! Es de la esencia bajar los quórums. Y es lo que hemos estado discutiendo ya largas horas.



Asimismo, este proyecto contiene una disposición transitoria adicional tendiente a establecer un plazo de dos años para que el sistema electoral pueda ajustarse a los nuevos principios constitucionales. Por tanto, será a propósito de la ley orgánica respectiva cuando se discutan normas específicas, no ahora.



Más allá de lo que haya dictaminado el Tribunal Constitucional, lo cierto es que nuestra Comisión de Legislación, Justicia y Reglamento cuenta con todas las facultades para proceder en la forma en que lo hizo. Y espero que ello sea refrendado en esta votación y que, por sobre todas las cosas, entendamos la trascendencia de la decisión que hoy día estamos tomando. 



Y vuelvo a lo que señalaba al comienzo: sería muy penoso que por un voto, porque un Senador no quiere pronunciarse y sale de la Sala, se pierda al final esta votación y simplemente le demos un portazo a la discusión de este proyecto de ley, que ha sido renovado por la vía de la insistencia. Porque si algo quedó demostrado en el fallo del Tribunal Constitucional es que este trámite de insistencia se halla completamente apegado al artículo 68 de la Carta Fundamental y, en ese sentido, es plenamente procedente.



Entonces, señor Presidente, creo que el punto de fondo acá, más que discutir si van a ser 120 o 150 Diputados, o el número de Senadores, o el redistritaje, es guardar la energía y mantener esta misma disposición para cuando efectivamente se vaya a realizar el verdadero debate.



Lo que hoy está en juego es ver si todos entendemos que en los últimos ocho años, desde que se presentó el proyecto hasta ahora, Chile ha cambiado o sigue siendo el mismo. Entremedio se registró el “pingüinazo”, tuvimos las movilizaciones del 2011 y asumió un Gobierno de Derecha. Han pasado hartas cosas en Chile durante estos años y el país no es el mismo.



Como dijo recién el señor Presidente, si la votación se pierde y le damos un portazo a la discusión -no al binominal; ojalá esto fuera “el chao” al sistema, pero, lamentablemente, solo significa la posibilidad de seguir analizando el proyecto-, muchos tendrán que hacerse responsables. 



Algunos, en especial de la UDI, se declaran muy defensores de este Gobierno. Hace unos momentos, en reunión de Comités, un Senador de esa colectividad planteaba las prioridades legislativas de la actual Administración. Y yo les digo: si quieren apoyar al Primer Mandatario, háganlo en esto. No tengo ninguna duda de que el Presidente Piñera, si contara con el respaldo de todas las fuerzas que sustentan su Gobierno, se demoraría cinco minutos en mandar un proyecto poniendo fin al sistema binominal o tal vez en respaldar esta misma iniciativa.



Pero parece que no han pensado en eso los Senadores que están votando “no”, que hoy día le están cerrando la puerta a este debate, ni tampoco en su candidato. Porque le pueden ahorrar un dolor de cabeza al señor Golborne, ya que, si este tema no se resuelve ahora, quedará pendiente para la campaña presidencial que comienza en algunos meses más. 



No es que esto haya surgido por el hecho de que estemos en un año electoral, como expresó el Senador Bianchi. ¡En absoluto! Y el candidato Golborne, que se ha referido muy poco a los asuntos políticos que le importan al país -y este es uno de ellos-, tendrá que pronunciarse sobre el particular.



Por eso, si no zanjamos esta materia ahora, le van a dejar a él un problema adicional.



Por todo lo anterior, señor Presidente, voto que sí.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Señoras y señores Senadores, son las 19:49 y quedan diez inscritos. 



Como estamos en votación, la sesión debe continuar hasta que el último de ellos haya hecho uso de la palabra y se proceda a darla por cerrada.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente, para una cuestión de reglamento?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estamos ante un problema reglamentario que no se ha resuelto.



He insistido en que se debe definir si estamos votando para lograr los dos tercios de los Senadores presentes o los tres quintos de los Senadores en ejercicio. Son dos conceptos distintos que pueden tener incidencia en el resultado. Y como no estoy actuando en virtud de ello, sino en atención a lo que considero más apegado a Derecho, deseo insistir en que se tome una decisión sobre la materia. Si no, ¿vamos a esperar que se cuenten los votos para ver si nos conviene más por aquí o más por allá? 



A mi juicio, un proceder serio del Senado sería definir ahora si el quórum es de los tres quintos de los Senadores en ejercicio o de los dos tercios de los miembros presentes. Yo he argumentado a favor del primero, que podría ser menos difícil de lograr que el segundo y, por tanto, más fácil para alcanzar la aprobación de esta reforma.



No estoy haciendo un cálculo, señor Presidente, sino tratando de ser justo y de actuar conforme a Derecho. 



Aquello no se ha resuelto, y creo que debería ser anterior a la decisión de fondo que se está votando.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Señor Senador, el Presidente de la Corporación aclaró el punto al abrir la votación.



El informe de la Comisión de Constitución, a la cual usted pertenece, fue claro y categórico: dijo dos tercios de los miembros presentes. Y es lo que se ha puesto en votación.



La mayoría de ese órgano técnico así lo determinó, y al inicio del proceso -reitero- el Presidente lo dejó claramente establecido.

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente, para un asunto reglamentario?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede hacer uso de la palabra.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, una cosa es que la Comisión de Constitución haya emitido un informe, y otra es que la Sala acepte lo que allí se indica. 



La Sala no ha resuelto cuál es el quórum que se aplica. Yo, por lo que leí del fallo del Tribunal Constitucional, estoy convencido de que es el de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.



Y entonces, señor Presidente, estamos en una disyuntiva, porque va a terminar la votación y se producirá una diferencia de votos a favor o en contra que implicará una dificultad tremenda desde el punto de vista constitucional.



En consecuencia, considero relevante lo planteado por el Senador Hernán Larraín en el sentido de que esto hay que definirlo, porque, si no, después vamos a entrar en una discusión jurídica.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Aclaro a los señores Senadores que lo que se acordó fue votar el informe de la Comisión de Constitución. La Mesa le hizo la consulta pertinente a la Sala y respecto de eso se abrió la votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que lo que se está votando es el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Contamos con muchas Comisiones especializadas, pero la instancia técnica en esta materia es ella.



Aquí se nos está pidiendo que votemos la habilitación de este proyecto, para que vuelva a la Cámara de Diputados y esta después se pronuncie sobre él con el quórum de los dos tercios, si es que se quiere tratar la presente reforma constitucional, que tiene implicancia en el sistema binominal. No nos estamos pronunciando acerca de este ahora. 



La ciudadanía podrá interpretar el resultado de la votación, si es positivo, como que estamos a favor de su modificación, y si es negativo, como que estamos en contra de ella. Pero es indudable que dicho sistema, implantado en nuestro país desde hace muchos años, no le gusta a la gente. Es traumático para los partidos políticos y también para los candidatos, porque hace que el competidor no sea el de otra coalición, sino su compañero de lista. 



Se producen los mayores dramas y traumas. Y hemos podido ver los grandes sufrimientos que muchos colegas han debido padecer con su compañero de lista y no con los candidatos de otras fuerzas políticas.



¡A eso lleva el sistema! Y digo esto porque lo he visto, aunque no lo he vivido.



Un colega que habló bastante aquí en la Sala -y después se retiró de ella-, de manera permanente dice que él pasó por encima del sistema binominal, entendiendo que el modelo fue hecho para que salga uno y uno de los partidos políticos más grandes, pues los más chicos no alcanzan esa mayoría.



¡Desde un principio, yo he vencido siempre al sistema!



En la primera oportunidad, la Democracia Cristiana me llevó solo, como independiente. Las razones las sabemos: la Concertación reunía 17 partidos políticos y cada uno de ellos podía llevar dos candidatos.



Por eso, quiero repetir algo que dije en la Cámara de Diputados hace muchos años: fui “químicamente puro” como independiente, al ganar a las listas de la Alianza y a la de la Concertación.



Entonces, ahí se quebró, por primera vez, el sistema binominal.



¿Qué implica quebrar el sistema binominal? ¿Elegir los dos parlamentarios? ¡También rompí ese principio en las tres oportunidades que fui como candidato dentro de una lista, primero como Diputado y, después, en dos ocasiones como Senador! 



En consecuencia, en todas las instancias en las que me ha tocado competir quebré el sistema binominal, si por tal se entiende ganar a las dos listas mayoritarias y producir un doblaje, como ocurrió en las tres ocasiones que mencioné.



Me parece fundamental terminar con este trauma para los electores, quienes nos dicen: “Oiga, ¡son los mismos candidatos de siempre! ¿Quién los elige?”. Conozco ciudadanos que nunca han podido votar por el candidato de su partido, porque este no puede presentarse a una elección. Por ejemplo, sé de muchos radicales en diversas comunas que nunca han podido votar por un candidato de su partido a Diputado o Senador, viéndose obligados a apoyar a postulantes de otros partidos. Igual cosa ocurre con el resto de los conglomerados políticos.



Entonces, ¡trauma para la ciudadanía! ¡Trauma para los candidatos! ¡Trauma para los partidos! 



¿Cómo elegir a los candidatos? ¡Ahora nos quieren encuadrar en primarias con esa finalidad! ¡Pero eso es hacer el juego al sistema binominal!



Recuerdo que en 1973 me tocó participar en una elección parlamentaria en la cual resulté elegido. En la provincia que representaba, Concepción, se elegían nueve Diputados y cada partido podía llevar igual número de candidatos. Sucedía lo mismo en la circunscripción, donde se elegían cinco Senadores y cada partido podía llevar similar cantidad de postulantes.



¡Por Dios que un partido tenía que ser poderoso para completar los nueve y los cinco candidatos! ¡Apenas salían elegidos cuatro o cinco para la Cámara y dos o tres al Senado! Los democratacristianos pecamos en Santiago por haber llevado solo tres candidatos al Senado, pudiendo haber sacado cuatro. Y en esa oportunidad, salió un Senador de yapa.



En consecuencia, el sistema era más representativo, porque la gente podía optar por quien sufragar. En cambio, ahora los postulantes son los mismos de siempre y a una persona ajena a los partidos le cuesta mucho meterse en ese terreno. ¡Eso es lo que queremos cambiar! ¡Deseamos un sistema más democrático y más participativo!



Sin embargo, algo estamos haciendo ahora a favor de la ciudadanía a través de las primarias internas que hemos realizado algunos partidos, especialmente la que se va a celebrar el 30 de junio. Con tal instrumento, decimos a la ciudadanía que participe y que nos ayude a elegir nuestros candidatos. Ya lo hicimos en nuestra colectividad con los candidatos a alcaldes; también, en algunas partes, lo estamos haciendo con los que postulan a parlamentarios y a la Presidencia de la República.



Por lo tanto, lo lógico y sano es avanzar en un sistema que dé garantías a la ciudadanía y, fundamentalmente, a los electores y a los candidatos.



¿Cuántas modificaciones legales hemos presentado sobre la materia? Digo esto, porque a veces, junto con criticarnos, nos dicen que por qué en veinte años que estuvimos en el Gobierno no hicimos las modificaciones necesarias. Sin embargo, se olvida que presentamos veinte proyectos.



Patrociné una iniciativa muy modesta con el propósito de permitir que se presente el doble de los candidatos a elegir; es decir, llevar cuatro candidatos por cada lista para elegir a dos. ¡No! ¡No les convenía! Porque, si son cuatro partidos, van a llevar cuatro candidatos y si son dos, dos postulantes solamente.



Entonces, siempre hemos buscado de qué manera democratizar un poco este sistema que nos está ahogando.



Tengo muy claro lo que estoy votando hoy día: el informe de la Comisión de Constitución. No estoy pronunciándome respecto del sistema binominal. Esa será otra instancia, si es que el proyecto pasa a la Cámara de Diputados después de la aprobación de los dos tercios de los miembros presentes y vuelve al Senado. 



Entonces, estaremos votando derechamente el sistema binominal, porque ahora solo nos estamos pronunciando respecto de la habilitación para que la Cámara Baja pueda conocer el proyecto.



En consecuencia, voto que sí.



Esta es una batalla que hemos dado por veinte años. Y creo que hemos avanzado, porque del otro lado varios colegas ya nos están respaldando.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, al escuchar la intervención del Presidente de la Corporación, pareciera que nuestro sistema democrático se cae a pedazos o está en el suelo.

El señor LAGOS.- ¡Para allá vamos!

El señor PROKURICA.- En verdad, a raíz de un trabajo que realizamos con un grupo del Instituto Libertad, debo manifestar que todas las organizaciones internacionales que miden las democracias del mundo establecen, con claridad, que el sistema democrático chileno, en vez de hallarse en una crisis total -como se plantea aquí-, es visto siempre entre los primeros de Sudamérica -así figura en todos los informes del PNUD y en otros programas- y como uno de los mejores junto al de Costa Rica: estable, transparente y democrático.



Desde esta misma idea, quiero iniciar mi intervención trayendo a colación las palabras de un conocido politólogo alemán -Dieter Nohlen-, invitado a Chile por el Gobierno del entonces Presidente Lagos, con el objeto de estudiar en distintos seminarios una modificación al sistema binominal. Me parece que su testimonio caerá  muy bien en este momento.



Dijo Nohlen: “Al momento de estudiar la realidad política de un país, no es bueno asumir que el sistema existente es la causa o motivo de todos los males con la ilusión de que un sistema teórico e hipotético será padre de todas las soluciones a los problemas sociales y políticos”.



Tengo la impresión de que Dieter Nohlen, quien hizo esta declaración hace casi una década, se adelantó a la discusión que estamos llevando a cabo ahora, porque el proyecto tiene mucho de eso.



Pienso que la iniciativa entrega un cheque en blanco, pues nadie sabe en qué va a terminar.



Por eso, con motivo de la discusión original, debemos recordar las palabras del Senador Espina -las tomo con mucho respeto-, quien siempre ha sido muy categórico en la Sala en el sentido de que la Constitución, a veces, puede no gustarnos o de que los fallos del Tribunal Constitucional pueden habernos sido adversos, pero debemos respetarlos siempre, porque al llegar al Senado juramos cumplir y respetar la Carta Fundamental.



El fallo del Tribunal Constitucional sobre esta materia -lo explicó muy bien el Senador Hernán Larraín, quien preside la Comisión de Constitución-, si bien acogió el planteamiento de que la insistencia también se aplica en las reformas constitucionales, rechazó derechamente la tesis de que se trata de un trámite meramente habilitante, como se ha repetido toda la tarde en la Sala y como pretende el voto de mayoría de la Comisión de Constitución del Senado.



El considerando octavo del fallo establece: “no es procedente la posición que postula la aplicación irrestricta del artículo 68, so pretexto que en la especie estamos en presencia de un caso de ‘habilitación’ y no de ‘aprobación’, pues tal raciocinio
está en evidente contradicción con el tenor literal del precepto respectivo que no emplea la expresión aludida y, además, presenta el grave inconveniente” -lo estamos viendo ahora, en el momento de votar- “de dejar sin aplicación el artículo 127, inciso final, de la Ley Suprema, que exige quórum diferentes de aquellos consignados en la disposición mencionada, como ya ha quedado de manifiesto”.



Señor Presidente, dicho sentenciador indica “Que el artículo 68 de la Carta Fundamental se aplica a las reformas constitucionales, pero en el claro y expreso entendido que, en el presente caso, el quórum necesario para la aprobación” es de las tres quintas partes de los parlamentarios en ejercicio, según señala el artículo 127, inciso tercero, de la Constitución.



Ante la consulta sobre qué resuelve la Cámara revisora cuando se pronuncia acerca de una insistencia, el profesor de Derecho Constitucional don Alejandro Silva Bascuñán -ya lo recordó muy bien el Senador Carlos Larraín-, sostiene que “no hay duda de lo que se debe en tal situación someterse de nuevo a votación, en primer trámite, pero esta vez en la cámara que no había tenido la oportunidad de pronunciarse, es el contenido del mensaje presidencial original rechazado en general por la cámara de origen”. 



Eso lo dice don Alejandro Silva Bascuñán.



Otra prueba de lo que sostenemos es el mensaje mediante el cual el Presidente Lagos comunicó a la Cámara de Diputados su decisión de insistir en este proyecto. Se lee: “solicito que el mensaje 472-353 pase al Honorable Senado, para los efectos de que éste lo apruebe en general, por los quórum que ésta establece, y pueda volver a la Cámara de Diputados para continuar con su tramitación”.



Como la Sala lo ha podido comprobar, tanto el Tribunal Constitucional como la doctrina y el propio Poder Ejecutivo están contestes en señalar que el trámite de insistencia supone aprobar en general el proyecto insistido.



Por lo tanto, en mi opinión, hay pruebas suficientes para sostener que este no es un trámite habilitante, pues lo que estamos haciendo es votar el fondo del proyecto.



Resuelto esto, y como hemos determinado que hemos sido citados para ver el contenido de la iniciativa -si la aprobamos en general o no-, quiero pronunciarme, ya que algunos han dicho que nadie lo hace. Y en esto el Senador señor Bianchi ha sido muy vehemente. 



Quiero exponer una lámina que no es de mi autoría, sino del Senador señor Horvath, la cual, de alguna manera, explica cómo quedaría la representatividad si aprobáramos este proyecto.
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Señor Presidente, el que está en debate es un muy mal proyecto. Con su texto, queda en evidencia que, si lo aprobáramos literalmente, con representación absoluta, Santiago, Valparaíso y Concepción tendrían el 63 por ciento de ella.



¿Es eso lo que queremos?



Aquí se dice que debemos dar una señal. No, señor Presidente. Lo que hace este proyecto es entregar un cheque en blanco, porque, aunque es cierto que establece una proporcionalidad efectiva en la representación popular, no menciona cuál es el sistema que lo va a reemplazar. 



Lamentablemente, esto es una luz roja para las Regiones. La aplicación de cualquier sistema orientado por esta norma lo que va a hacer es aumentar el número de parlamentarios; pero, como si eso fuera poco, disminuiría el de la mayoría de las Regiones. El incremento es para Santiago, Valparaíso y Concepción.



Solo Santiago y Valparaíso van a reunir el 55 por ciento de los parlamentarios si aprobamos esta iniciativa.



En verdad el análisis de hoy es muy típico de los sistemas electorales. Recordemos las palabras del profesor Dieter Nohlen que cité: pareciera que todos los problemas que existen en el país se le achacan al sistema que tenemos, y se invoca un supuesto sistema que va a venir a resolverlos. 



¿Cuál es ese sistema? Nadie lo conoce. Porque aquí, la verdad, no aparece ninguno.



Es más, se ha citado al Diputado y experto electoral Pepe Auth. Me gustaría que el Presidente del PPD escuchara lo dicho por él: “...el descrédito al sistema es mediático y sin fundamentación empírica, muchos de los problemas que se le atribuyen tienen otro origen y son comunes a varios sistemas electorales o no tienen el carácter problemático que se les imputa”.



¿Qué quiere decir? ¿Que no debemos modificar el sistema electoral? Creo que no, señor Presidente. A mi juicio, hay que estudiar modificaciones. Tanto es así que el año 2006, junto a una Comisión que me tocó presidir, hicimos una propuesta que llevamos a la Presidenta Bachelet y de la cual no tuvimos nunca una respuesta. Allí intentábamos incorporar a aquellas minorías que, pese a haber obtenido cierto porcentaje de votos, no conseguían representación parlamentaria.



Entonces, no se puede afirmar que nunca hemos tenido interés en perfeccionar este sistema. Es más, yo creo que, con los Senadores señores  Zaldívar, Walker y Carlos Larraín, Presidente de mi Partido, hemos actuado de buena fe.



Señor Presidente, en el mes de junio del año pasado, junto con un grupo de expertos del Instituto Libertad, entregamos una nueva propuesta que considera varios temas, como el régimen presidencial  y la eliminación de malas prácticas que desprestigian a la política, las que, a mi juicio, son más responsables del descrédito de ella que el sistema binominal: límite a  la reelección indefinida de autoridades; prohibición del nombramiento de parlamentarios como Ministros de Estado; necesidad de transparentar y fiscalizar el funcionamiento de los partidos políticos y prohibición de los candidatos blindados.



Asimismo, se propuso una reforma al sistema electoral, la cual contenía, entre otras, las siguientes medidas: reducir de 60 a 34 los distritos y ofrecer a los electores una mayor cantidad o diversidad de candidatos para que ellos puedan realmente elegir.



En realidad, somos partidarios de perfeccionar el sistema binominal. Estamos dispuestos a eso. Sin embargo, creemos que este proyecto no cumple ese objetivo, sino que, por el contrario, da un tiro a la bandada y no contiene para nada una propuesta definitiva, que es el problema que tuvo el planteamiento de Edgardo Boeninger. Aquí algunos sostienen que no es así. A mí me tocó invitarlo a la Comisión en la que nosotros trabajamos el 2006. Él me dijo que su propuesta -considero que era bastante interesante- había sido rechazada por sus propios parlamentarios, quienes no estaban disponibles para modificar los distritos, que es, de alguna manera, lo que estamos proponiendo hoy día.



Voto que no, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, esta ha sido una larga discusión. Algunos de los que se han pronunciado son miembros de la Comisión de Constitución, la que en su mayoría dijo que estábamos “habilitando” a la Cámara de origen para que pueda entrar al fondo del tema. Y en verdad, más allá de la discusión jurídica y de lo que ocurra al respecto, creo que efectivamente este es un debate muy de fondo y político. 



Aquí estamos hablando de un sistema electoral llamado “binominal”. Y lo que nosotros queremos hacer con nuestros votos y apelando a la conciencia de los Senadores, es permitir que esto vaya a la Cámara de origen, para que sea esta la que entre a discutir el proyecto, vea sus virtudes y defectos y decida si lo aprueba o lo rechaza. No vemos razón para impedir ese proceso.



Muchas veces se nos ha preguntado qué hicimos nosotros. Pues bien, en veinte años presentamos veinte intentos de modificar el sistema binominal. Jamás lo logramos.



Nunca ha quedado muy claro en la historia pasada -estoy hablando de la época de la dictadura-, qué ocurrió en 1987, cuando Pinochet encargó a una comisión de especialistas estudiar una legislación complementaria de carácter político, que hizo que se cambiara de criterio respecto de lo que era hasta ese momento una alternativa mayoritaria uninominal -de la que había muchos convencidos- y se optara por el sistema actual, que surge después de ese año.



Comparto absolutamente en lo personal lo expresado por el profesor Zapata en la Comisión de Constitución en el sentido de que no fue una decisión imbuida por una convicción política (por pensar en Chile y en la soberanía popular), sino que estuvo absolutamente condicionada por las vicisitudes de la política.



A esa altura quedó claro que el sueño de un gran partido de Derecha se hizo trizas. Y, en definitiva, dicho sector tuvo que optar por formar una coalición. De no haber ocurrido aquello, el que entonces era un partido bastante más pequeño -me refiero a la UDI- habría quedado sin representación parlamentaria.



Por lo tanto, si uno lo piensa bien, cabe concluir que tal decisión se originó mucho más en un avatar político que en una reflexión profunda.



El sistema que nos rige, condicionado por la situación política ya descrita -como argumentó en la Comisión el constitucionalista Patricio Zapata-, nos ha llevado durante más de veinte años a abdicar, desgraciadamente, de algo muy elemental en la democracia: el principio de la representatividad. 



Creo que nos haría muy bien -¡muy bien!- cambiar el modelo, a fin de tener la posibilidad real -entro ahora al fondo del asunto- de ver aplicados los principios de la representatividad y de la igualdad en la participación, dos elementos esenciales para la democracia que el sistema vigente no permite y ha inhibido.



A eso cabe agregar el hecho de que para grandes reformas se exigen altísimos quórums, impuestos de modo “magistral” en su momento, considerando lo que eventualmente podría ocurrir.



Todo eso nos llevó a una larga transición, entre 1990 y 2005, que nos costó que solo este último año pudiéramos realizar cambios sustantivos a una Constitución claramente ilegítima en su origen, que ojalá algún día tenga uno de verdad democrático.



Así, en 2005 suprimimos a los Senadores designados; eliminamos la norma que establecía que las Fuerzas Armadas eran garantes del orden institucional; logramos terminar con el poder del Consejo de Seguridad Nacional; facultamos al Presidente de la República democráticamente elegido para destituir a los comandantes en jefe, si lo considerara necesario para el bien del país. En fin.



Al menos fuimos capaces de devolverle al país, en una medida importante, el sistema democrático que debe tener. Esto no se daba en la Constitución de 1980.



Además, el mecanismo que nos rige, que carece de representatividad democrática y de igualdad en la participación, ha significado en más de veinte años -hasta la última elección- la exclusión de importantes fuerzas políticas con trayectoria democrática en Chile, que no han podido estar representadas en el Parlamento.



Evidentemente, ese sistema ha impedido muchas veces la participación de esas minorías. Hemos asimilado el 66 por ciento al 33 por ciento. En tal sentido, no resulta muy grato ver que la segunda mayoría no es elegida. Claramente, esta no es precisamente una virtud de aquel.



Por otra parte, sabemos que este favorece a las grandes coaliciones. Y conocemos el origen de ello.



En mi opinión, negarse a habilitar la discusión de fondo en la Cámara de origen es negarse a dar un paso hacia la reflexión que el país nos pide.



De otro lado, el descrédito que hoy día sufre la política no necesariamente está condicionado en su totalidad por el sistema electoral binominal, el cual nos ha traído más daños que beneficios, sino de la forma en que con frecuencia ejercemos tal actividad.



Además de las cosas que he mencionado, se ha impedido el recambio. Numerosos rostros se han mantenido en política prácticamente desde el año 1990, lo cual produce, como resulta evidente, un gran descontento.



Asimismo, se limita a los partidos políticos la presentación de candidatos. ¿Qué cosa más elemental para una de estas colectividades -es de la esencia de la política- que llevar más candidaturas? Pues el sistema lo impide.



Pero no solo eso, señor Presidente.



Prácticamente, el mecanismo imperante supone un resultado electoral anticipado. Ello le quita al proceso el carácter de real competencia. Y, peor aún, terminan compitiendo los candidatos de la misma coalición, los compañeros de lista.



Lo anterior ha generado bastante descontento, legítimamente, por desgracia. Resulta evidente que eso, de alguna manera, nos resta una base democrática, y de ahí que muchos jóvenes no tengan interés en participar en un sistema como este. 



Hemos dado algunos indicios de que estamos empezando a escuchar lo que en numerosas ocasiones se nos dice: “¡Hasta cuándo!”. Por eso, quizás, partidos que jamás -¡jamás!- en su historia hablaron de realizar primarias hoy día se abren a asimilar ese discurso.



Tal vez, luego vendrán otros pasos a seguir.



Había quienes se encontraban del todo en contra del establecimiento de la inscripción automática y el voto voluntario. Bueno, hoy día algunos pensamos que ello es un desafío. En efecto, por ser voluntario, concurrirá a votar quien tenga más conciencia, quien sienta que con su voto adquiere un grado de participación. Y eso es importante. De alguna manera, significa ser más consciente.



Señor Presidente, apoyo esta iniciativa por diversas razones: por los veinte intentos que hemos efectuado para cambiar el sistema y por la lucha dada para terminar con esta camisa de fuerza que ha limitado la democracia, la representatividad y, sobre todo, la igualdad en la participación.



Ello llevó a destacados abogados a recurrir ante el Tribunal Constitucional -por falta de tiempo, no leeré sus fundamentos-, quienes afirmaron que “para los efectos de diseñar los distritos electorales el legislador se encuentra sujeto a las normas constitucionales que establecen la igualdad de oportunidades para participar en la vida nacional”, lo cual es impedido por el sistema binominal.



En consecuencia, hago un llamado a que ojalá tomemos mayor conciencia de que esta es una decisión política, más allá de la legitimidad jurídica, a fin de permitir que la Cámara de origen pueda ver el proyecto. Y luego veremos el resultado que ello traerá.



No neguemos esa posibilidad, como tantas veces se frustró la iniciativa de cambiar el sistema electoral. Porque en numerosas ocasiones intentamos reformar la Constitución de 1980, desde el inicio de los años noventa. Y solo lo logramos -ya lo recordé- en 2005, quince años después, lo cual obviamente llevó a muchos a considerar que se trataba de una transición exageradamente larga o de un exceso de concesiones.



Por tales razones, señor Presidente, voto que sí. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, como en algunas oportunidades veo el canal de televisión del Senado, me da la impresión de que la gente que tiene la paciencia de escucharnos no logra entender qué estamos debatiendo.



Y trataré de explicarlo en forma breve.



Aquí se discute acerca del quórum que se requiere para habilitar el proyecto de reforma constitucional presentado por el Presidente Lagos para empezar a discutir la modificación al sistema binominal. 



Si el quórum fuera de dos tercios de los presentes, se precisarían 25 Senadores para aprobar la solicitud de insistencia. Si fuera de tres quintos, 23 Senadores. De ahí viene el tira y afloja de los que quieren que se acoja y de los que no lo desean.



Lo que va a pasar finalmente, en mi opinión -espero equivocarme-, es que esta va a ser una cachaña, igual que en el fútbol: vamos a hacer como que sí, pero terminaremos con que no. Porque será difícil que obtengamos 25 votos. Ojala -insisto- me equivoque.



En segundo lugar, se ha dicho que esta iniciativa es la gran modificación al sistema binominal. Y no es así. 



El proyecto que nos ocupa contiene preceptos muy concretos. 



Así, señala que “en las elecciones de diputados y de senadores se empleará un procedimiento que dé por resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular, así como una adecuada representación de las regiones del país”.



Al respecto, he oído aquí a algunos Senadores -lo digo para que lo sepan las personas que nos escuchan- levantar la tesis de que el 60 por ciento de los representantes será de las Regiones de Valparaíso, del Biobío y Metropolitana.



Pero la verdad -porque si queremos hablar con la verdad, digámosla- es que en una de sus siguientes disposiciones expresa que “Los cambios a la Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios que materializa la presente reforma (...) deberá dictarse en el plazo de un año a contar de la publicación en el Diario Oficial de esta reforma”.



¿Qué significa eso en castellano? Que si se aprueba la reforma constitucional, su estructura deberá discutirse en una nueva iniciativa de ley.



Entonces, no estamos hablando con la verdad, de cara a quienes nos escuchan. Porque lo que hacemos acá es habilitar la discusión de este proyecto de reforma para que se produzca lo que estoy señalando. 



Y, por otra parte, efectivamente se propone suprimir la expresión “120” en el artículo 47 de la Constitución Política, sobre lo cual se ha hecho un tremendo esfuerzo para decirle a la opinión pública que es un escándalo.



Dicho lo anterior -está el fallo del Tribunal Constitucional, etcétera-, en lo concreto tengo la impresión de que tal habilitación no se aprobará. Y, por lo tanto, una vez más, la gente quedará con la sensación de que realizamos una gran discusión, durante muchas horas, pero que el sistema continuará igual.



Por eso, en mi opinión, las materias que debemos debatir, sin perjuicio de que el sistema binominal es una de ellas, son de fondo.



Debo decir que el Presidente de la Democracia Cristiana y el de Renovación Nacional -no se halla el primero, pero sí el segundo- se juntaron e hicieron una gran manifestación pública en la que dieron a conocer su acuerdo para cambiar el sistema binominal.



Lo mismo ocurrió hace un tiempo cuando era parlamentario Sebastián Piñera, quien también se comprometió en tal sentido. Pero nunca pasó nada.



Y tampoco el ahora Presidente Piñera ha presentado un proyecto de reforma constitucional que modifique el sistema binominal, cuestión que en su momento señaló que iba a hacer.



En consecuencia, sigo con el fútbol: “Cachañas más, cachañas menos, esta cuestión continúa igual”. Y sigue igual ya que nos conviene que sea así. ¡Para qué estamos con cuentos! No es un problema de si nos gusta o no. ¡Conviene, pues! Las grandes coaliciones logran sacar el total de los parlamentarios; y los independientes, quienes de acuerdo al artículo 18 de la Constitución Política tienen iguales derechos que los miembros de partidos políticos, no. Porque la ley se encargó de establecer requisitos y condiciones que les imposibilitan participar en igualdad de condiciones.



Pero voy al fondo de esta materia, que es lo que me importa.



En razón de ello, nosotros hemos manifestado que lo que debemos hacer es una modificación de fondo, que sustentamos en dos elementos.



¡Señor Presidente, no he fumado opio en este último tiempo, pero voy a manifestar mi opinión...!



Primero, para usar la institucionalidad vigente -porque no estoy hablando de que la crisis del Estado permita lo que ahora planteo-, presentamos una reforma constitucional tendiente a que en las próximas elecciones presidenciales se instale una cuarta urna. Es decir, que se vote por Diputado, por Senador, por Presidente, y en esa cuarta urna se les pregunte a los chilenos si quieren o no una nueva Carta Fundamental, y en seguida, si ella debe ser redactada por una asamblea constituyente.



Por lo tanto, si se aprobara ese proyecto -se halla en la Comisión de Constitución, pero supongo que no se va a discutir, aunque debiera hacerse-, se les entregaría a la ciudadanía y a quienes critican el sistema la oportunidad de definir a través de una votación si quieren un nuevo Texto Fundamental, y si este debe ser redactado o no por una asamblea constituyente.



Entonces, no es que vaya a ser la decisión de una parte. Será la decisión de los votantes, de los ciudadanos y las ciudadanas que sufraguen.



¿Eso qué significa? Que se puede establecer un criterio: que 300 convencionales, elegidos de la manera que se disponga en esa ley en proyecto, podrán debatir una Constitución. Y ello desde un punto de vista verdaderamente democrático. Porque ahí estará la representación comunal, la regional, la de los diferentes estamentos. Es decir, habrá participación ciudadana.



Y esa participación ciudadana ¿en qué se materializará al final? En un plebiscito, en que la totalidad de la comunidad decidirá si esa Carta Fundamental corresponde o no a los valores y principios que se desea consagrar.



¿Pero qué implica eso? Transmitir de verdad el poder de decisión a la ciudadanía; ahí sí que estamos hablando de cambios estructurales; ahí sí que estamos poniendo en jaque puntos y principios relevantes de discutir, como la existencia o no de un Estado subsidiario de la forma en que se halla planteado en nuestra Constitución, o los cambios al régimen político.



Nosotros tenemos un reinado presidencial. No es un sistema simple. Todas las facultades las tiene el Presidente de la República. El Parlamento prácticamente es un buzón. Hay que ver cómo han pasado las iniciativas legales, como la que modifica la Ley General de Pesca. Afortunadamente, al proyecto que permite la introducción de la televisión digital terrestre le retiraron la urgencia.



No es una cuestión de ahora, señor Presidente. Es un problema del sistema.



Entonces, también hay que discutir respecto de esa materia.



Por otra parte, ¿vamos a mantener un régimen bicameral? ¿Se justifica hoy en Chile la existencia de dos Cámaras, de Senadores y de Diputados, cuando tenemos casi las mismas funciones? ¿O bastará con una sola, y habrá que establecer un régimen distinto? 



Tenemos miles de asuntos que discutir.



Hablamos del sistema binominal como la gran panacea de la democratización. Y ello no es cierto.



¿Qué haría yo inmediatamente? Modificar -y presentaremos el respectivo proyecto- la ley sobre transparencia, límite y control del gasto electoral. Porque esta permite algo tremendamente grave: la incorporación de recursos por el empresariado en forma secreta, reservada.



Nosotros debiéramos abrir esa materia.



Cualquier aporte que haga un empresario, o un ciudadano cualquiera, debe ser público. Porque así se pueden saber las vinculaciones que existen entre lo que voto yo, o cualquiera de nosotros, con respecto a aquel que entrega recursos para mis campañas.



Señor Presidente, hablando en serio, pienso que el que nos ocupa es un “proyectito”, el cual era importante mandarlo a la Cámara de Diputados para iniciar el proceso de tramitación. Pero no es la solución, para nada. Hay otras fórmulas que podemos incorporar en una reforma al sistema binominal, que serían interesantes desde el punto de vista de la democratización.



Sin embargo, ahí hablamos de la puntita del problema.



Como a mí me gusta el fútbol y lo juego, quiero decir que, en mi opinión, hoy día haremos una nueva cachaña. Vamos a perder por goleada y, finalmente, la ciudadanía dirá de nuevo que los parlamentarios no fuimos capaces de iniciar ni siquiera el debate de un proceso importante, como es la modificación al sistema binominal.



En este caso, porque creo que hay que discutir esa iniciativa, voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, hace un año, en una conferencia de prensa realizada en el ex Congreso Nacional, dirigentes y parlamentarios de Renovación Nacional y la Democracia Cristiana cerraron un acuerdo, que decía relación no solo con la necesidad ineludible de cambiar el actual sistema electoral, sino también con mejorar de forma efectiva la descentralización política en nuestro país y terminar -aludo, por su intermedio, a las palabras del Senador Gómez- con el excesivo presidencialismo del sistema político.



Señor Presidente, quiero informar que los Senadores miembros de la mesa de Renovación Nacional sostuvimos una reunión. Y los quiero invitar, aquí y ahora, mostrando liderazgo -porque hay que hacerlo en estos momentos-, a discutir y avanzar en concretar tal acuerdo.



Por eso, mañana presentaremos un proyecto de reforma constitucional para modificar el sistema electoral binominal. Porque el que hoy día estamos votando no señala por qué alternativa se lo remplaza. 



Reitero: mañana ingresaremos un proyecto de ley, donde se considera una propuesta concreta tendiente a modificar el presente sistema electoral.



Y lo voy a adelantar.



Creemos que la sociedad chilena no aguanta aumentar el número de Diputados. Nuestra idea es mantener el guarismo 120 y establecer un sistema de redistritaje, con un modelo proporcional, para elegirlos: bajar de 60 a 34 distritos, para los efectos de que, en definitiva, se produzca la necesaria y adecuada representación proporcional en el Congreso Nacional.



Adicionalmente, la iniciativa va a contemplar, tal como lo hemos presentado con otros proyectos en la Cámara Baja, pero ahora reagrupados para generar esa discusión en la Comisión de Constitución del Senado y alcanzar el acuerdo, aquí y ahora -como he sostenido-, el límite a la reelección indefinida de Diputados, Senadores, Alcaldes y Concejales.



Lo anterior también formaba parte del acuerdo que suscribimos Renovación Nacional y la Democracia Cristiana.



Asimismo, incluiremos en dicho proyecto la necesidad de que todas las Regiones del país se hallen adecuadamente representadas. Y forzaremos a que el Gobierno del Presidente Piñera patrocine la consagración de la circunscripción número 20, para que la Región de Arica y Parinacota igualmente posea sus Senadores.



Además, en el acuerdo de Renovación Nacional con la Democracia Cristiana discutimos acerca de los criterios que permitan establecer un principio combinado de representación de las Regiones en el Senado, al igual que algún principio de proporcionalidad, a los efectos de buscar cierta fórmula tendiente a abrir una mayor representación en esta Corporación. 



Señor Presidente, lo que estamos haciendo hoy día es invitar a la Democracia Cristiana  y a la Comisión de Constitución del Senado a debatir ahora, definitivamente, las proposiciones para modificar el sistema electoral. Y no dejar la discusión completamente abierta, sin una propuesta de mecanismo de remplazo, como ocurre con el proyecto en debate.



El texto sugerido va a venir acompañado de la firma del Presidente del Partido Renovación Nacional, quien también es Senador.



Señor Presidente, con ello demostraremos que somos capaces de realizar una discusión seria; de buscar los acuerdos pertinentes; de señalarle al país que estamos dispuestos a avanzar y que esto no constituye, simplemente, una maniobra electoral de corto aliento para sacar unos votos más, sino que corresponde al liderazgo que se requiere para enfrentar el cambio al sistema electoral y definir si existe voluntad política, de verdad o no.



Quiero decirle que me siento obligado, comprometido, con el acuerdo que firmamos hace un año. Y me he sentido frustrado porque esas conversaciones terminaron simplemente en un papel, y sin que pudieran avanzar. 



Pues bien, la propuesta que hoy día le hago a la Democracia Cristiana es que pasemos del compromiso, de las palabras firmadas, a la discusión legislativa. 



Por eso, mañana -insisto- ingresaremos el proyecto de ley para ese efecto.



Asimismo, emplazo o invito a los Senadores de la Comisión de Constitución; al Senador señor Hernán Larraín, quien también ha manifestado su voluntad de cambiar el sistema electoral binominal, para que podamos demostrar, en la práctica, si esto lo vamos a lograr o no.



Renovación Nacional va a comprometer su palabra empeñada, con la presentación de dicho proyecto de ley.



Por lo mismo, señor Presidente, señalo que más allá del sistema electoral, esperamos avanzar en las materias de descentralización, que eran parte del acuerdo; progresar en las cuestiones relativas al mejoramiento del sistema político, terminando con el excesivo presidencialismo que ahoga al país.



En definitiva, mañana queremos que se inicie la discusión en serio en la Comisión de Constitución, asegurando los votos -por lo menos- de los Senadores miembros de la mesa de Renovación Nacional.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, se han escuchado varias intervenciones el día de hoy y algunos colegas han sostenido que lo que se quiere con la presente votación es posibilitar el debate: “que se permita, ¡por favor!, hacer la discusión”; “que la Derecha permita discutir respecto al binominal”. La pregunta que formulo es: ¿qué hemos hecho durante toda la sesión sino debatir acerca del binominal, en el Senado?



Por eso, el hecho de señalar que aquí hay un sector que está impidiendo la discusión me llama, un poco, la atención. Porque querría decir que no nos hemos escuchado, entre nosotros, durante toda la tarde discutir acerca de nuestro régimen electoral.



Creo que debemos debatir acerca de ello cuantas veces los distintos sectores políticos lo estimen conveniente. ¡Discutámoslo! 



Pero también los invito a que lo hagamos en serio: que no nos aboquemos solamente a las caricaturas, sino que argumentemos respecto al fondo del asunto.



Me llama también la atención que nos hallemos analizando un proyecto donde algunos Senadores dicen que quieren -y eso se estaría buscando-: “cambiar el binominal”; “que ya no exista más”. Sin embargo, les digo okay, pero debemos sustituirlo por algo. Porque convengamos que necesitamos contar con un sistema electoral. 



Y a los que piden cambiar el binominal, yo les pregunto ¿cuál es la alternativa? Porque si están todos de acuerdo en sustituirlo, habrán de proponernos algo; de lo contrario, nos quedaremos sin régimen electoral si simplemente aquí la bandera es remplazar lo que existe.



Y les quiero decir a los señores Senadores que, básicamente, en el mundo, si uno mira los sistemas electorales, los hay de dos tipos.



El primero es el mayoritario, el que postula: “gana aquel que obtenga un voto más”. Lo tienen especialmente los países anglosajones y lo que se busca con él es generar mayorías.



Y el segundo tipo son los sistemas proporcionales. ¿Qué persiguen? Representar proporcionalmente a la población. Sin embargo, resulta imposible en una democracia representativa tener a todas las personas en un Congreso, porque son muchas. Entonces, lo que se busca es representar más proporcionalmente o menos proporcionalmente. Así, cuando tenemos sistemas proporcionales pero con poca proporcionalidad, partimos desde dos (dos cupos por circunscripción, dos cupos por distrito). Y podemos tener graduaciones, desde dos hasta muchos.



En consecuencia, lo primero que hay que decir es que el sistema binominal es proporcional, porque entrega los escaños por proporción. Por lo tanto, cuando aquí se plantea: “Cambiemos el sistema binominal por uno proporcional”, yo lo encuentro raro, porque estamos cambiando un sistema proporcional por uno proporcional.



Por lo mismo, cuando hablamos de reemplazar el binominal tenemos que discutir sobre algo concreto. Porque, si no, al decir “cambiemos el sistema binominal por uno proporcional” podríamos hacer una cosa muy divertida: seguir con el binominal, porque es un sistema proporcional.



Por eso, señor Presidente, yo le hago un llamado al Senado a que debatamos las cosas en serio.



¿Qué estamos discutiendo, entonces?



No puede ser la locura que acabo de describir. No es posible plantear que cambiemos el binominal y no señalar por qué sistema lo vamos a reemplazar.



Por lo anterior, creo que lo que estamos discutiendo es, por supuesto, un proyecto específico. Porque no podemos estar debatiendo sobre la nada. Y la iniciativa que hoy discutimos no es el cambio del binominal, porque debemos saber por cuál lo vamos a reemplazar, pues, de lo contrario, nos quedamos sin sistema electoral. Lo estamos cambiando por lo que dispone este proyecto, que fue presentado por el Presidente Lagos. Y en él se sostiene: “se empleará un procedimiento que dé por resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular”.



Con ello estamos diciendo que, si queremos tener una representación más efectiva de la población que la existente hoy, vamos a tener una representación mucho mayor, ¡mucho mayor!, en la Región Metropolitana que en el resto de las Regiones. Entonces, me pregunto: ¿cómo van a votar esto los Senadores regionalistas, aquellos que representan una Región con una población menor?



En Chile siempre hemos manifestado que tenemos que romper con el centralismo.



Señor Presidente, si se quiere lograr esto último y que las demás Regiones hagan sentir en la Cámara Alta más o menos la misma voz que la Región Metropolitana, los Senadores regionalistas no tendrían que aprobar este proyecto. Si desean defender sus Regiones, no pueden manifestarse a favor.



Yo soy Senadora por Santiago. Debiera estar contenta con esta iniciativa, porque ello significa que habrá muchos más Senadores en la Región Metropolitana.



Sin embargo, quiero ser responsable con algo en lo que realmente creo. Pienso que debemos avanzar en la regionalización. Por lo tanto, no considero adecuado votar a favor de un proyecto que plantea que la representación de las otras Regiones será menor.



Señor Presidente, yo sí creo en la regionalización de verdad, en serio, no en aquella que son puras palabras.



No me parece que estemos discutiendo el fin al binominal sobre la nada, porque eso sería debatir en el aire, sobre una cosa que no tiene sentido.



Hay Senadores que plantean que votarán hoy a favor de este proyecto aunque no comparten su fondo. ¿Con qué están de acuerdo entonces? Yo creo que incluso hay colegas que están votando que sí y quizás quieren cambiar el binominal por un sistema mayoritario. Yo estaría dispuesta a discutir eso. Pero aquí no se está proponiendo un sistema mayoritario, que de hecho puede representar muy bien las Regiones, porque tendríamos que hacer redistritaje. Acá estamos debatiendo otro proyecto: uno que propone la proporcionalidad efectiva.



Entonces, no se puede votar afirmativamente ahora sin pronunciarse a favor de este proyecto. Y esta iniciativa está planteando una cosa muy clara.



Señor Presidente, quiero hacer solo dos puntualizaciones más.



Acá se postula que reemplazando el sistema electoral cambia la democracia, en fin, todo.



Los sistemas electorales no son varitas mágicas. Son simples fórmulas matemáticas que buscan crear un efecto sobre el sistema de partidos. Por consiguiente, pongámonos de acuerdo acerca del efecto que queremos generar.



Démonos cuenta y hablemos con la verdad: el sistema que tenemos es proporcional. Y en todos los sistemas proporcionales -aquellos parlamentarios que conocen la elección de concejales lo saben- se compite contra el compañero de lista. No digan que esto es un problema del binominal, porque eso no es verdad. Y Sus Señorías lo saben.



Por otro lado, se dice que la UDI estaría en contra del cambio porque el sistema la favorece. Eso tampoco es cierto. El binominal favorece a los partidos grandes.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Le pido dos minutos más, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene un minuto adicional.

La señora VON BAER.- Aquí se ha planteado con fuerza algo que no es verdad. Se ha sostenido que la UDI se ha visto beneficiada por este sistema electoral. Lo podríamos decir hoy porque la UDI es un partido grande y este sistema favorece a los partidos grandes.



No obstante, hablemos con la verdad. Este sistema electoral benefició igualmente a la Democracia Cristiana cuando era un partido grande, y exactamente en la misma proporción (tengo los números acá).



Entonces, sostener que este sistema favorece a la UDI es mentir. Porque el binominal beneficia a los partidos grandes. Lo hizo con la Democracia Cristiana cuando era un partido grande. Hoy ya no la favorece. La benefició a principios de los 90, hoy ya no. No es problema del sistema, sino de falta de votación, de que la Democracia Cristiana ha perdido votos. ¿Qué hay que hacer para que un sistema electoral lo favorezca a uno? Trabajar para tener más votos...

El señor ESCALONA (Presidente).- Se le acabó su tiempo, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Solo termino.

El señor PROKURICA.- Que se le dé el tiempo necesario para que pueda concluir.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lamentablemente, el Reglamento no lo permite, señor Senador.

La señora VON BAER.- ¿Puedo terminar, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene un minuto más, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente.



Les pido a las Senadoras y Senadores que discutamos en serio, con la verdad, y no con caricaturas. Y cuando se debate con la verdad hay que tener claro que los sistemas electorales no son varitas mágicas.



Y cuando se vota un proyecto se hace no respecto de algo general (“cambiemos el binominal”), sino sobre una iniciativa específica. Y quienes votan hoy a favor le dan curso a la tramitación de este proyecto, y no de otro.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, quiero comenzar mis palabras con un comentario que formuló el Senador Navarro en su intervención, quien señaló: “La democracia está funcionando mal”.



¿Y cómo funciona la democracia en Chile?



Coexisten todos los sistemas. El proporcional en la elección de concejales; el uninominal en el caso de los alcaldes, y el binominal en la elección parlamentaria (como señaló la Senadora Von Baer, es un sistema proporcional que se orienta a los grandes conglomerados).



Mi primera reflexión apunta a lo siguiente. 



¿El desprestigio de la política es producto de los sistemas electorales? Yo creo que no. Hay que buscar las causas en otro lado. Porque, coexistiendo esos tres mecanismos, continúa el desprestigio del sector político. 



En mi concepto, tal desprestigio se generó por el distanciamiento con respecto a la ciudadanía. Porque con el sistema binominal la política gozó de buen prestigio hasta no hace mucho tiempo; pero después comenzó a decaer al alejarse de la gente.



Ese prestigio llegó al peak durante la transición, pues Chile esperaba que esta fuera pacífica, ordenada, y que le diera viabilidad a nuestra nación. Y la política fue capaz de lograrlo.



Sin embargo, terminada la transición, el país aguardaba que nos vinculáramos directamente con los problemas ciudadanos. Y la política no lo hizo: lo hizo la sociedad civil. Por eso esta se halla hoy mucho más prestigiada que la política, la cual se ubica detrás de la sociedad civil, ya que esta ha sabido encarnar los problemas que le importan a la ciudadanía en un mundo en que lo ideológico no ha sido el centro de gravedad.



Esa es, a mi entender, la verdadera causa. Y si no logramos advertirla, con sistema proporcional, mayoritario o el que sea la situación no cambiará de manera muy importante. 



Hecho ese comentario, señor Presidente, debemos pronunciarnos sobre un proyecto concreto, que apunta a establecer un sistema proporcional efectivo. Así lo señala al agregar un inciso tercero al artículo 18 de la Constitución Política. 



Y aquí tengo mi diferencia más profunda con la iniciativa.



Yo soy un convencido de que nuestro país, que ha avanzado como nunca en su historia -así lo comprobamos sobre todo cuando salimos al extranjero o cuando vemos las noticias, lo cual nos enorgullece-, aun habiendo cosas pendientes, ha alcanzado el actual nivel de desarrollo gracias a su estabilidad política.



¡Ese es el gran secreto de Chile! 



Y dicha estabilidad, a mi juicio, se ha logrado en gran parte porque el mecanismo electoral, y concretamente el parlamentario, apunta a establecer grandes conglomerados políticos. Eso es lo que le da estabilidad al sistema político, pues ahí están las grandes definiciones. 



Yo reconozco -no me cierro- que se debe resolver el problema del empate político generado por el binominal. Pero hay distintas formas de solucionarlo.



Aquí se nos propone un sistema proporcional efectivo, como lo señala el texto sobre el que debemos pronunciarnos. 



Yo tengo una mirada distinta acerca de la materia. Creo profundamente en los sistemas mayoritarios, pues convocan a los grandes conglomerados políticos. Por lo tanto, no puedo votar a favor de una propuesta de solución muy distinta de la profunda convicción que tengo: la de que son los grandes conglomerados políticos los que les dan estabilidad a los países. Y, en el caso chileno, esos conglomerados han permitido la adopción de relevantes acuerdos que le han otorgado estabilidad a nuestra nación. 



En consecuencia, yo voy en una línea radicalmente distinta de la propuesta: estoy dispuesto a perfeccionar el sistema electoral, pero no sobre la base de un sistema proporcional, sino de un sistema mayoritario, donde no descarto el uninominal. El mecanismo mayoritario es el que permite establecer grandes conglomerados políticos, los que, en definitiva, le darán estabilidad a nuestro país. 



Hemos avanzado considerablemente, pero muchas veces no advertimos que gran parte del progreso se debe a la estabilidad que hemos generado. A la larga, la adopción de un sistema proporcional, más todavía si es muy profundo, dificulta sobremanera gobernar y avanzar como lo ha hecho Chile.



Por eso, estimo que los sistemas electorales no son un fin en sí mismos, sino que deben estar al servicio de los grandes objetivos de un país.



Si se plantea un sistema electoral mayoritario que promueva la existencia de grandes conglomerados políticos y tenemos la convicción de que estos le dan estabilidad a una nación, yo opto por él y no por un mecanismo que hace bastante más complicados los acuerdos y la propia gobernabilidad, pues ello no significaría un avance, sino un retraso. 



Uno de los grandes secretos de la estabilidad de Chile ha sido el binominal. Se debe corregir, tal como lo señalé, por el problema de los empates. Pero yo soy partidario de ir directamente a un sistema mayoritario uninominal.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero. 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, el 11 de enero de 2012 firmé (junto con, entre otros, los Senadores señora Lily Pérez y señor Horvath) un acuerdo donde señalaba mi voluntad de impulsar iniciativas y estudios en esta línea. 



Quiero ser consecuente y coherente con dicho planteamiento, así como en otros momentos he votado a favor reformas constitucionales; así como en su oportunidad -aunque algunos se adjudican bastante los méritos- promoví el término de los Senadores designados; así como en otro instante pagué un alto costo cuando hubo que aprobar la elección directa y separada de alcaldes.



A ese último respecto, desde mi propio sector se me reprochó porque, según ellos, habíamos perdido. Les señalé que con gusto asumía el costo, porque Chile ganaba, pues teníamos un sistema corrupto, ineficiente, y que permitía el tráfico de influencias. ¡Y miren cómo hemos ido evolucionando! Salimos de aquello. 



He lamentado que no hayamos podido avanzar en la elección directa de los consejeros regionales. Seguimos con un sistema corrupto, perverso. Los votos para ser consejero regional se compran: cada uno cuesta dos millones de pesos o algo parecido. La situación es conocida por todos. Y, ante ella, se esconde la cabeza como el avestruz y se permite esa corruptela picante en mi país.



También estuve a favor de la inscripción automática y del voto voluntario, aun cuando algunos pronosticaran un tremendo descalabro. Y varios todavía insisten en que la alta ausencia de electores en los últimos comicios municipales se debe a eso. Sin embargo, yo no pienso así. 



Señor Presidente, entiendo que hoy estamos ante un trámite habilitante. 



Yo debo decir que no estoy por este proyecto, sino por la idea de avanzar en el estudio de la materia que mediante él se aborda.



Creo -y lo declaro- que la Cámara de Diputados debe encarnar una proporcionalidad demográfica y que en el Senado debe haber mayor equilibrio territorial, para evitar la alta concentración que se da cuando el sistema es simplemente proporcional, en la lógica demográfica.



Pienso que la alta abstención registrada en las recientes elecciones municipales constituye un acto de violencia política sin precedentes, que golpea duramente el rostro político-partidista de nuestro país; es una bofetada a la arrogancia, al sectarismo, a la soberbia partidaria. 



Se han puesto en descrédito la legitimidad, la representatividad, la valoración ciudadana.



La gente quiere igualdad de oportunidades: pero una igualdad real.



La gente quiere que el valor de la diversidad se exprese en un pluralismo práctico cotidiano.



Ese pluralismo no se da hoy por lo pactos, por los subpactos, por la estructura de coaliciones; pero, fundamentalmente, porque los ciudadanos independientes se hallan en una situación vergonzosa, vergonzante para el sistema político.



El que un independiente deba competir con dos candidatos de una lista que suman sus votos de coalición repugna a los conceptos democráticos.



Lo dije ayer, lo digo hoy y lo diré mañana: esta situación, francamente, atenta contra el buen criterio, atenta contra la igualdad de oportunidades.



Además, tales asimetrías ponen en cuestión la participación ciudadana. No es cierto -y cuestiono el argumento- que la participación de la gente en el ámbito electoral solo tiene como cauce la vida partidista. Eso no es aceptable. 



Emerge ahora, en esa tensión, la sociedad civil que se organiza, a la que se le ha reconocido una alta legitimidad, por su forma de cautelar la igualdad de oportunidades y el valor de la diversidad -repito: el valor de la diversidad-, expresado en un adecuado pluralismo, que el sistema electoral vigente no recoge apropiadamente.



Señor Presidente, algunos han señalado que este proyecto puede llevar a que las Regiones tengan subrepresentación. 



Yo soy de los pocos Senadores que residen en la Región que representan. Puedo decir, entonces, que es imposible que las Regiones estén peor que hoy.



Quien vive en Regiones se levanta escuchando noticias sobre Santiago; se levanta sabiendo que hay que comer de acuerdo a los criterios de la Capital; se levanta sabiendo del estado del tráfico en la Región Metropolitana. Ello, porque tenemos un canal de televisión público que considera que lo nacional es lo que pasa en Santiago: los choques vehiculares, las congestiones de tránsito, los asaltos, los robos a las casas.



Entonces, peor sistema que el actual, ¡imposible!



Cuando alguien de mi ciudad solicita un crédito, el empleado respectivo le dice: “Sí. Pero debo consultar a Santiago”; cuando quiere comprar, le expresan: “Sí. Pero el supermercado tiene su central en la Capital”; cuando quiere informarse por radio, sucede que estas, que supuestamente son regionales, se encuentran encadenadas satelitalmente y las noticias llegan desde la Región Metropolitana.



¡Repugna a la inteligencia seguir argumentando sobre la subrepresentación de las Regiones, cuya situación es denigrante, insostenible! 



Repito: yo vivo en la Región que represento; quizás por eso tengo una visión distinta de la de mis Honorables colegas, quienes en su mayoría residen en Santiago o en Valparaíso y no perciben aquella realidad con la fuerza con que la vivo yo.



Señor Presidente, este proyecto, si bien no recoge adecuadamente todo lo que yo quisiera, permite abrir un espacio de discusión.



No creo en los trajes a la medida; no creo en las mayorías artificiosas; no creo en la dictadura partidista.



Tengo poca fe en lo que viene. He visto hipocresía; he visto oportunismo; he visto desvergüenza en el Senado.



Por ejemplo, la eliminación del requisito de residencia en cuanto a las representaciones regionales, para que sigamos siendo colonizados desde Santiago,  tiene un feedback negativo.



Como dije, las radios, la televisión, los diarios, ¡todo! es alimentado desde Santiago. En consecuencia, las Regiones poco tienen que hacer.



La legitimidad política, en mi opinión, tiene problemas. 



Se necesita definir un sistema de remplazo para los parlamentarios.



Se precisa regular la reelección en el cargo. Yo soy partidario de que se limite la reelección.



Es menester reglar mejor la participación y la representatividad, en particular tratándose de la sociedad civil, de la gente de Regiones.



Hay que regular las primarias, tanto las presidenciales como las parlamentarias.



Debemos resolver lo relativo a la elección de los consejeros regionales.



Señor Presidente, se dice también por allí: “El sistema binominal le ha dado estabilidad al sistema político”.



Humilde y respetuosamente, llamo a Sus Señorías a la reflexión. Creo que este es el pecado capital del sistema en comento: la estabilidad.



El sistema debería tener un poco de inestabilidad.



En la naturaleza y en el cosmos, todo posee algo de inestabilidad. 



Por eso tenemos sistemas económicos vergonzosos. Alta concentración de la economía. Un modelo de desarrollo que ha eliminado todos los bienes públicos y los ha transformado en bienes privados. No se puede tomar agua en una plaza porque no hay agua pública; no se puede entrar a baños públicos porque no existen; no se puede ir a los juegos en las plazas porque no hay juegos públicos. ¡Todo se paga!



Entonces, allí existen elementos que nos debieran hacer pensar.



Las graves asimetrías sociales que vivimos.



El rol del Estado de Chile, que no cautela el bien común. ¡Miren su vergonzosa actuación frente a lo ocurrido en la Universidad del Mar: simplemente, observa cómo los estudiantes se van a otra universidad! Y muchos de ellos, con toda probabilidad, serán estafados de nuevo; volverán a ser víctimas de un sistema economicista que no respeta la dignidad humana.



Políticas públicas ajenas, distantes de la ciudadanía, varias de ellas ilegítimas, que favorecen al mercado y que no logran el equilibrio entre el Estado y la sociedad civil.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene un minuto para concluir, señor Senador.

El señor CANTERO.- Gracias.



En mi concepto, señor Presidente, todo eso debe ser considerado.



Yo no estoy dispuesto a esperar 23 años más oyendo argumentos, diatribas, verbalismo, excusas, como la de “Mañana sí”. 



¡Llevamos 23 años esperando!



Ojalá que la gente, al momento de tomar decisiones, tenga en cuenta lo expuesto.



Pienso que la ciudadanía considera lo que dijo Hobbes: “Ese contrato o pacto social está roto”. ¿Y por qué? Porque la política no les responde a los ciudadanos, sino a los intereses partidistas y a los de las cúpulas económicas.



Por algo un 70 por ciento no acudió a votar. Por algo nos repudian como lo hacen. Por algo centenares de miles de personas salen a las calles para rechazar el sistema educacional.



Señor Presidente, voy a votar a favor, para abrir el debate sobre las ideas expuestas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la insistencia del Ejecutivo sobre el proyecto de reforma constitucional (23 votos a favor, 13 en contra y 2 abstenciones), por no reunirse el quórum requerido. 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Se abstuvieron los señores Chahuán y Horvath.

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



A los señores Ministro de Energía y Secretario de la Comisión Nacional de Energía, pidiéndoles información vinculada con INTERCONEXIÓN DE SISTEMAS INTERCONECTADOS DEL NORTE GRANDE Y CENTRAL. 



Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro de Salud, solicitándole SOLUCIÓN ANTE EVENTUAL REBAJA DE APORTE PER CÁPITA MINISTERIAL A MUNICIPALIDAD DE SAN JUAN DE LA COSTA (Región de Los Lagos).

)----------(



--Se levantó la sesión a las 21:12.









Manuel Ocaña Vergara,









Jefe de la Redacción
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY DE TRANSPARENCIA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA Y DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO 
(7686-07)
Oficio Nº10.573


VALPARAÍSO, 16 de enero de 2013

Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 7686-07.

PROYECTO DE LEY: 

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N°20.285:

1.- Agrégase al inciso primero del artículo 2°, a continuación de la expresión “las municipalidades,” lo siguiente: “las corporaciones y asociaciones municipales,”.

2.- Incorpórase el siguiente artículo 4° bis, nuevo:

“Artículo 4° bis.- Para facilitar el acceso a la información, los órganos de la Administración del Estado deberán conservar y archivar la información que posean o que esté bajo su control, responsabilidad o competencia, de acuerdo al reglamento que regule esta materia, que será expedido por el Ministerio de Educación y suscrito también por el Ministro de Hacienda.

La eliminación de la información deberá realizarse de acuerdo a lo dispuesto por el reglamento que regule esta materia y, en todo caso, se podrán eliminar aquellos documentos que se encuentren respaldados en archivos digitales o similares en los casos y condiciones que determine éste.”.
3.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 5° por el siguiente:

“Asimismo, es pública la información elaborada con presupuesto público y toda otra información que obre en poder de los órganos de la Administración cuando ésta haya sido entregada en virtud de un mandato legal o a requerimiento de dichos órganos, en el ejercicio de sus competencias, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, a menos que esté sujeta a las excepciones señaladas.”.

4.- Modifícase el artículo 7° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en la letra d), la expresión “con las correspondientes remuneraciones.”, por la siguiente: “especificando la remuneración total que le corresponda a cada uno de los funcionarios mensualmente. Igual obligación regirá respecto del personal sujeto al Código del Trabajo y de las autoridades que desempeñen labores en el órgano o servicio en virtud de un cargo de elección popular o cualquier otro mecanismo de designación.”.

b) Incorpórase en el literal g), a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: 

“El Consejo para la Transparencia podrá autorizar que los órganos utilicen medios alternativos de cumplimiento o eximirlos de informar cuando la información no revista interés público.”.
c) Agréganse al inciso primero las siguientes letras n), o), p) y q) nuevas:

“n) Las declaraciones de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios obligados a presentarlas.

o) El índice actualizado de los actos y documentos declarados secretos o reservados de acuerdo a lo establecido en el artículo 23 de esta ley.

p) La normativa reglamentaria y administrativa vinculada a esta ley.

q) Toda otra información que otras normas legales establezcan que deba publicarse de acuerdo a lo dispuesto en este artículo.”.
d) Incorpóranse, después del inciso final, los siguientes incisos quinto y sexto:

“Para dar cumplimiento a la identificación que requieren los literales f) e i) precedentes, los órganos públicos deberán utilizar, además de los nombres y apellidos de los beneficiarios, el rol único tributario o rol único nacional que la persona tenga asignado.
Los órganos de la Administración del Estado deberán abstenerse de publicar en sus sitios electrónicos, información que contenga datos personales amparados por la ley N°19.628 distintos de los exigidos en forma expresa en los incisos anteriores. En caso de contenerse en un documento este tipo de datos, se procederá a tachar dicha información, en virtud del principio de divisibilidad.”.

5.- Incorpóranse, en el artículo 10, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“Asimismo, comprende el derecho de acceder a los correos electrónicos que, en el ejercicio de sus funciones, las autoridades, funcionarios y servidores públicos hayan enviado o recibido a través de sus casillas electrónicas institucionales, siempre que se trate de actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, todos éstos finales, de sus fundamentos o de aquéllos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial, y siempre que la divulgación de estos últimos no implique dar publicidad a deliberaciones, sin perjuicio de las demás excepciones legales. Sólo se podrá acceder a la información indicada en este inciso cuando se constate que existe un interés público en su divulgación.
Las solicitudes referidas a la información señalada en el inciso anterior deberán indicar, de manera precisa, su materia y los demás datos necesarios para identificar los correos requeridos, como época de emisión o recepción y emisores o destinatarios. En caso contrario, será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 12.”.
6.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:

“Si la solicitud no reúne los requisitos señalados en el inciso anterior o fuere manifiestamente ofensiva, se requerirá al solicitante, de manera fundada, para que, en el plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación, subsane la falta, con indicación de que, si así no lo hiciere, se le tendrá por desistido de su petición. En todo caso, si el requerimiento de subsanación fuere infundado y el órgano no admitiere a tramitación la solicitud, el solicitante siempre podrá recurrir de amparo en virtud del artículo 24 y siguientes de la presente ley.”.
7.- Modifícase el artículo 13 en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse los vocablos “de inmediato” por la expresión “dentro de cinco días hábiles”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“En el caso previsto en el inciso precedente, el plazo contemplado en el artículo 14 comenzará a correr desde que la solicitud sea recibida por el órgano al cual fue derivada o una vez subsanada ésta, en su caso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12.”.

8.- Incorpórase al artículo 15 el siguiente inciso segundo:

“En virtud del principio de facilitación, no podrá utilizarse por parte del órgano de la Administración del Estado el procedimiento a que se refiere el inciso anterior cuando respecto de dicha información exista alguna circunstancia que obstruya o impida el acceso a los mismos por parte del solicitante, particularmente, por hallarse el domicilio indicado en la solicitud a una distancia considerable del lugar donde dicha información está a disposición del público.”.
9.- Agrégase, en el artículo 19, el siguiente inciso final nuevo:

“Sin perjuicio de lo anterior, cuando la información requerida contenga datos de carácter personal y el solicitante indique ser su titular, la entrega sólo podrá efectuarse a quien acredite efectivamente serlo o a su apoderado.”.

10.- Modifícase el artículo 20 en la forma que se señala a continuación:

a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “dos” por el término “cinco”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la palabra “tres” por el vocablo “diez”.

c) Incorpórase en el inciso cuarto, después del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “salvo que la información solicitada se refiera a sus datos personales, caso en el cual se entenderá que el tercero no accede a la publicidad, debiendo aplicar el órgano público, de ser procedente, el principio de divisibilidad respecto de los documentos que los contengan. Sin perjuicio de lo anterior, el órgano respectivo siempre podrá ponderar si respecto de la información solicitada concurre alguna de las causales de secreto o reserva contempladas en el artículo 21.”.
d) Agréganse los siguientes nuevos incisos quinto y sexto:

“Podrá omitirse la notificación señalada en los siguientes casos:

a) Si el servicio justifica que no existen derechos afectados o si el Consejo ya ha resuelto en decisiones anteriores firmes que la entrega de la información solicitada no puede afectar de ningún modo los derechos de la persona.
b) Si el servicio acredita que la información solicitada es secreta o reservada de acuerdo a una ley de quórum calificado o el Consejo ya lo ha resuelto en sus decisiones firmes.

Cuando la solicitud esté referida a datos de un elevado número de personas o si la información afectare a personas cuyo paradero fuere ignorado, el órgano respectivo podrá sustituir la notificación señalada en el inciso precedente por un periodo de información pública practicado conforme al artículo 39 de la ley N°19.880, que deberá ser anunciado en su sitio electrónico. Mientras aquél se desarrolle, se suspenderá el plazo establecido en el artículo 14. De presentarse oposiciones en este período, se aplicará a quienes las presenten lo dispuesto en el inciso tercero. En los demás casos, el órgano resolverá ponderando si concurre alguna de las causales de secreto o reserva a la luz de las observaciones recibidas.”.

11.- Incorpórase el siguiente artículo 20 bis:

“Artículo 20 bis.- Cuando la solicitud de acceso verse sobre la información establecida en el inciso tercero del artículo 10, la comunicación señalada en el inciso primero del artículo 20 se dirigirá a la autoridad, funcionario o servidor público titular de los correos requeridos.
El titular de las comunicaciones a que se refiere el inciso anterior podrá ejercer su derecho de oposición dentro del plazo y en la forma establecida en el artículo precedente, caso en el cual el órgano requerido quedará impedido de proporcionar la documentación o antecedentes solicitados mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, dictada conforme al procedimiento que establece esta ley. En caso de no deducirse la oposición dentro del plazo, se entenderá que el titular no accede a la publicidad.
Si el titular de ésta accede a su publicidad, el jefe de servicio deberá proceder a notificar a el o los terceros emisores de dichos correos de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 20, siendo aplicable lo dispuesto en el inciso precedente. En caso que también accedan a su divulgación, el jefe de servicio podrá conocer su contenido con el fin de ponderar si respecto a ésta concurre alguna causal de secreto o reserva.”.
12.- Incorpórase en el literal c) del numeral 1 del artículo 21, a continuación de la expresión “genérico” y de la coma (,) que le sigue, las palabras “manifiestamente abusivos”.

13.- Introdúcense en el artículo 22 las siguientes modificaciones:

a) Suprímese el inciso primero.

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:
“La información declarada secreta o reservada por resolución denegatoria de acuerdo al artículo 21, números 1, letras a) y b); 2, 3 y 4, lo será por un plazo de hasta cinco años desde que dicha resolución quede firme. El referido plazo podrá ser prorrogado por hasta cinco años más, respecto de la totalidad de su contenido o parcialmente, evaluando el peligro de daño que pueda irrogar su terminación. La referida declaración podrá ser esgrimida por el órgano ante solicitudes de acceso que versen sobre la misma materia, en la medida que se encuentre debidamente consignada en el índice a que se refiere el artículo siguiente. Sin perjuicio de lo anterior, no podrá oponerse dicha declaración respecto del titular de los derechos protegidos en virtud del numeral 2 del artículo 21.”. 

c) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:
“Sin embargo, el plazo señalado en el inciso anterior será de diez años, el que podrá prorrogarse de modo indefinido, por igual plazo, tratándose de los actos y documentos que, en el ámbito de la defensa nacional, establezcan la planificación militar o estratégica, y de aquéllos cuyo conocimiento o difusión puedan afectar:

a) La integridad territorial de Chile.
b) La interpretación o el cumplimiento de un tratado internacional suscrito por Chile en materia de límites.
c) La defensa internacional de los derechos de Chile.
d) La política exterior del país de manera grave.”.

d) Introdúcese el siguiente inciso quinto, pasando los actuales quinto y sexto a ser sexto y séptimo, respectivamente:

“La resolución denegatoria que declare la información secreta o reservada deberá señalar el plazo por el cual se declara o prorroga dicha reserva y los motivos que la fundamentan. En todo caso, ante la denegación de acceso, el solicitante siempre podrá recurrir de amparo en virtud del artículo 24 y siguientes de la presente ley.”.

e) Reemplázase el inciso quinto, que pasa a ser sexto, por el siguiente:
“Los documentos en que consten los actos declarados secretos o reservados por un órgano o servicio deberán guardarse en condiciones que garanticen su preservación y seguridad por el respectivo órgano o servicio, durante los plazos indicados en los incisos precedentes y sus respectivas prórrogas, vencidos los cuales se entregarán al Archivo Nacional.”.

14.- Modifícase el artículo 23 de la siguiente manera:

a) Reemplázase las palabras “calificados como”, por el término “declarados”, y “calificación” por “declaración” todas las veces que se mencionan.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser el inciso final:

“Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, se entenderá que un acto o documento ha sido declarado secreto o reservado y, por tanto, deberá incorporarse al referido índice, cuando el acto que así lo declara se encuentre firme.”.
15.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 24:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “quince días” por “veinte días hábiles”.

b) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Vencido el plazo establecido en el inciso primero, el solicitante podrá presentar una nueva solicitud de acceso a la información ante el mismo órgano.”.
16.- Intercálase el siguiente artículo 24 bis, nuevo:

“Artículo 24 bis.- Desde la presentación del reclamo o el amparo, según corresponda, el Consejo estará facultado para promover instancias alternativas de solución de conflictos entre el solicitante, el órgano y el tercero involucrado.

De no llegarse a una solución que satisfaga a las partes, la información recabada en dichos procedimientos y las opiniones emitidas por ellas no podrán ser consideradas como prueba en la resolución definitiva del caso.

Asimismo, los pronunciamientos formulados por el Consejo durante esta instancia no lo inhabilitarán para resolver en definitiva.”.
17.- Incorpórase en el artículo 25 el siguiente inciso final, nuevo:

“El Consejo podrá realizar sus notificaciones mediante comunicación electrónica cuando el peticionario haya expresado en la solicitud o en el amparo su voluntad de ser notificado mediante esta vía, indicando para ello, bajo su responsabilidad, una dirección de correo electrónico habilitada. Tratándose de los órganos de la Administración del Estado, bastará una comunicación enviada a la dirección de correo electrónico que el propio órgano haya señalado para estos efectos.”.
18.- Incorpórase el siguiente artículo 25 bis, nuevo:
“Artículo 25 bis.- Deducido un amparo respecto de la información señalada en el inciso tercero del artículo 10 de esta ley, el Consejo procederá a dar traslado de éste al jefe de servicio, al titular y a los terceros emisores de dichos correos que hubieren sido notificados de acuerdo al inciso final del artículo 20 bis, conforme al procedimiento establecido en el artículo precedente. Si dichos terceros emisores no hubieren sido notificados previamente de acuerdo a lo señalado, el Consejo procederá a comunicarles del amparo de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 20 y en el inciso siguiente.

En caso de mediar oposición a su publicidad de parte del titular de dichos correos o de los terceros emisores de éstos o que ésta no se deduzca dentro de plazo, el Consejo Directivo requerirá al jefe de servicio correspondiente que remita la información a que se refiere el amparo. 

Una vez que el Consejo Directivo haya apreciado todos los descargos, dará traslado al jefe de servicio del órgano correspondiente respecto de los correos que estime que no dicen relación con la vida privada del titular o de los terceros, para que aquél se pronuncie sobre la eventual concurrencia de una causal de reserva o secreto. Deberá dar el mismo traslado al jefe de servicio en caso que el titular o los terceros accedan a su publicidad.

Sin perjuicio del deber general de reserva que establece el artículo 26 y mientras no exista decisión firme que establezca su publicidad, sólo los miembros del Consejo Directivo y, en el caso del inciso precedente, el jefe de servicio respectivo, podrán conocer el contenido de dicha información. Para ello deberán adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.”.

19.- Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:

"Artículo 26.- Los escritos y documentos que se presenten y las actuaciones que se realicen durante el procedimiento ante el Consejo serán públicos, salvo que cualquiera de las partes solicite preventivamente su reserva o secreto, en virtud de su naturaleza o de contener todo o parte de la información solicitada. El Consejo tomará las medidas de seguridad necesarias para proteger dicha información, salvo que estime injustificada esta petición, sin perjuicio de lo que resuelva en definitiva.

Cuando la resolución del Consejo que falle el reclamo declare que la información que lo motivó es secreta o reservada, los escritos, documentos o actuaciones respecto de las cuales se solicitó el secreto o reserva, mantendrán dicho carácter y el Consejo deberá tomar las medidas de custodia necesarias para preservarlo.

Si, por el contrario, el Consejo resuelve que la información es pública, también tendrán dicho carácter los escritos, documentos y actuaciones que consten en el expediente, salvo que en la misma resolución declare que algunos de dichos documentos mantengan su carácter de secreto o reservado.

Las normas que establezcan el secreto o reserva sobre determinados asuntos no obstarán a que se proporcione al Consejo para la Transparencia la información o antecedentes que éste requiera para el ejercicio de sus atribuciones, de todo lo cual sus funcionarios y consejeros deberán guardar absoluta reserva y secreto mientras no sean declarados públicos por resolución firme, así como también deberán abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros.

La infracción a lo dispuesto en este artículo se considerará una vulneración grave del principio de probidad administrativa, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.
20.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 27 por el siguiente:

“Artículo 27.- El procedimiento ante el Consejo no podrá exceder de ciento veinte días corridos desde la presentación del reclamo o amparo a que se refieren los artículos 8° y 24, respectivamente, o desde su subsanación, salvo caso fortuito o fuerza mayor.”.

21.- Modifícase el artículo 28 de la siguiente manera:

a) Agréganse los siguientes incisos primero y segundo, pasando los actuales incisos primero, segundo, tercero y cuarto a ser los incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:

“Artículo 28.- En contra de la resolución del Consejo que deniegue el acceso a la información procederá recurso especial de reposición, fundado en haberse incurrido en manifiesto error de hecho y que éste haya sido determinante para la decisión adoptada, o que aparecieren antecedentes de valor esencial para la resolución del asunto que hayan sido ignorados al dictarse aquélla. El plazo para interponer este recurso es de tres días hábiles de notificada la decisión que se recurre.

No cabrá a su respecto el recurso de reposición que contempla el artículo 59 de la ley N°19.880.

b) Reemplázase en el actual inciso primero, que pasa a ser inciso tercero, la expresión inicial “En” por “Asimismo, en” y elimínase la frase “que deniegue el acceso a la información,”.

22.- Introdúcense en el artículo 30 las siguientes modificaciones: 

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:
“Artículo 30.- Admitido a tramitación el reclamo, la Corte de Apelaciones ordenará que informen, por la vía que estimen más rápida y efectiva, las partes, esto es, el Consejo, el o los terceros interesados, el solicitante y el órgano o servicio requerido, según corresponda, quienes dispondrán del plazo de diez días para presentar sus descargos u observaciones y remitir a la Corte todos los antecedentes que existan en su poder sobre el asunto motivo del reclamo.”.
b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Evacuado el informe por las partes, o vencido el plazo de que disponen para ello, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la sala.”.

c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “no procederá recurso alguno” por la frase “sólo procederá el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia de que trata el artículo 30 bis”.

23.- Incorpórase el siguiente artículo 30 bis, nuevo:

“Artículo 30 bis.- Contra la resolución de la Corte de Apelaciones que falle el reclamo de ilegalidad de que trata el artículo 30 podrá interponerse el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia. 

Procederá el recurso de unificación de jurisprudencia cuando, respecto de la materia de derecho objeto del reclamo, existieren distintas interpretaciones sostenidas en uno o más fallos firmes emanados de Cortes de Apelaciones. 

Este recurso deberá interponerse ante la Corte de Apelaciones correspondiente, en el plazo de quince días corridos desde la notificación de la sentencia que se recurre, para que sea conocido por la Corte Suprema.

El escrito que lo contenga deberá ser fundado e incluirá una relación precisa y circunstanciada de las distintas interpretaciones respecto de las materias de derecho objeto de la sentencia, sostenidas en diversos fallos emanados de una misma o distintas Cortes de Apelaciones. Asimismo, deberá acompañarse copia del o los fallos que se invocan como fundamento.

Sólo si el recurso se interpone fuera de plazo, el tribunal a quo lo declarará inadmisible de plano.
La Corte de Apelaciones correspondiente remitirá a la Corte Suprema copia de la resolución recurrida, del escrito en que se hubiere interpuesto el recurso y los demás antecedentes necesarios para la resolución del mismo.

La sala especializada de la Corte Suprema sólo podrá declarar inadmisible el recurso mediante resolución fundada en la falta de los requisitos de los incisos primero, segundo y tercero de este artículo. Dicha resolución sólo podrá ser objeto de recurso de reposición dentro de quinto día.

Declarado admisible el recurso por el tribunal ad quem, el Consejo, el o los terceros interesados, el solicitante y el órgano o servicio requerido, en el plazo de diez días corridos, podrán hacerse parte y presentar las observaciones que estimen convenientes.

En la vista de la causa se observarán las reglas establecidas para las apelaciones. Con todo, la duración de las alegaciones de cada parte se limitará a treinta minutos.

El fallo que se pronuncie sobre el recurso sólo tendrá efecto respecto de la causa en la que se pronuncie, y en ningún caso afectará a las situaciones jurídicas fijadas en las sentencias que le sirven de antecedente.

Al acoger el recurso, la Corte Suprema dictará, acto continuo y sin nueva vista, pero separadamente, la sentencia de reemplazo en unificación de jurisprudencia.

La sentencia que falle el recurso, así como la eventual sentencia de reemplazo, no serán susceptibles de recurso alguno, salvo el de aclaración, rectificación o enmienda.

Las causas gozarán de preferencia para su vista, y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de su ingreso al tribunal. Si la resolución reclamada hubiere otorgado el acceso a la información solicitada, la interposición de este reclamo suspenderá su entrega del mismo modo establecido en el artículo 29.”.
24.- Incorpórase en el inciso primero del artículo 34, a continuación de la expresión “órganos del Estado” la siguiente oración “y requerir directamente de éstos la información que necesite”.

25.- Sustitúyese la última oración del inciso primero del artículo 36, que comienza con las palabras “El Presidente” y finaliza con la expresión “unidad.”, por la siguiente: “El Presidente hará la propuesta al menos sesenta días antes de la expiración del período correspondiente, en un solo acto, y el Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad.”.
26.- Incorpórase el siguiente artículo 40 bis, nuevo:

“Artículo 40 bis.- El Presidente del Consejo anualmente dará cuenta pública participativa a la ciudadanía de la gestión de sus políticas, planes, programas, acciones, de su ejecución presupuestaria y de todo otro antecedente e información que considere relevante, correspondiente al año inmediatamente anterior.

Esta cuenta será enviada al Presidente de la República y al Congreso Nacional a más tardar en el mes de mayo de cada año.

En el evento que a dicha cuenta se le formulen observaciones, planteamientos o consultas, el Consejo deberá dar respuesta oportuna.”.
27.- Incorpórase en el artículo 41 el siguiente inciso segundo:

“Asimismo, en toda modificación del o los reglamentos dictados para la aplicación de la ley N°20.285 deberá ser oído el Consejo Directivo.”.
28.- Sustitúyese el artículo 45 por el siguiente:

“Artículo 45.- La autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado requerido, que hubiere denegado infundadamente el acceso a la información, contraviniendo así lo dispuesto en el artículo 16, será sancionado con censura, multa de hasta un 50% de su remuneración o suspensión del empleo hasta por treinta días.”.
29.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 46:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 46.- La no entrega oportuna de la información en la forma decretada, una vez que ha sido ordenada por resolución firme, será sancionada con censura, multa de hasta un 50% de la remuneración correspondiente o suspensión del empleo hasta por treinta días.”.
b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el duplo de la sanción indicada y la suspensión en el cargo por un lapso de cinco días.” por la siguiente: “, según sea el caso y atendiendo a la gravedad del incumplimiento:

a) Una multa o suspensión en los términos del inciso primero, si la sanción fue de censura, o

b) Hasta el duplo de la sanción ya aplicada, si la sanción fue de multa o suspensión.”.
30.- Sustitúyese el artículo 47 por el siguiente:

“Artículo 47.- El incumplimiento injustificado de las normas sobre transparencia activa, de las demás normas de esta ley y su reglamento, se sancionará con censura, multa de hasta un 50% de las remuneraciones o suspensión del empleo hasta por treinta días de la autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado.”.
31.- Incorpórase en el inciso primero del artículo 48, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser una coma (,), la siguiente frase: “por un plazo de seis meses.”.
32.- Incorpórase el siguiente artículo 4° transitorio, nuevo:

“Artículo 4°.- Las disposiciones contenidas en el inciso tercero del artículo 10, relativas a las comunicaciones enviadas o recibidas a través de correos electrónicos institucionales, entrarán en vigencia treinta días después de su publicación en el Diario Oficial, por lo que no podrán aplicarse a dichas comunicaciones enviadas o recibidas con anterioridad a esta fecha.”.
Artículo 2°.- Elimínase en el inciso segundo del artículo 14 del decreto con fuerza de ley N°5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública, lo siguiente: 

“Los funcionarios mencionados que no den cumplimiento a esta disposición incurrirán en una multa de diez pesos por cada día de atraso. Esta multa se impondrá por el Presidente de la República, en vista del denuncio de la Dirección General, y su producido incrementará los fondos de la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas.”.
Artículo 3°.- Incorpóranse los siguientes incisos quinto a octavo, nuevos, en el artículo 155 de la ley N°10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República:
“Si la reclamación del inciso tercero se refiere a la información señalada en el artículo 10, inciso tercero, de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, la Corte de Apelaciones respectiva procederá a dar traslado de ésta de acuerdo al artículo 30 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. Si los terceros emisores no hubieren sido notificados previamente de acuerdo a lo señalado en el artículo 20 bis de la citada ley, la Corte procederá a comunicarles del reclamo de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 20 de la misma.

En caso de mediar oposición a su publicidad de parte del titular de dichos correos o de los terceros emisores de éstos o que ésta no se deduzca dentro de plazo, la Corte de Apelaciones competente requerirá al Contralor General o Regional correspondiente que remita la información a que se refiere la reclamación. 

Una vez que la Corte haya apreciado sus descargos, dará traslado al Contralor General o Regional, según corresponda, respecto de los correos que estime que no dicen relación con la vida privada del titular o de los terceros, para que aquél se pronuncie sobre la eventual concurrencia de alguna causal de reserva o secreto. Deberá dar el mismo traslado en caso que el titular o los terceros accedan a su publicidad.

Sólo los miembros de la Corte de Apelaciones respectiva y el Contralor General o Regional, según corresponda, en el caso del inciso precedente, podrán conocer el contenido de dicha información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, debiendo adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.”.
Artículo 4°.- Incorpórase al final del inciso primero del artículo sexto de la ley N°20.285, lo siguiente:
“Asimismo, le será aplicable lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 10 de dicha ley.”.
Artículo 5°.- Incorpóranse los siguientes nuevos incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo al artículo 65 bis de la ley orgánica constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de ley N°18.840:
“Si la reclamación del inciso tercero se refiere a la información señalada en el artículo 10, inciso tercero, de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, la Corte de Apelaciones respectiva procederá a dar traslado de éste de acuerdo al artículo 72 a las partes, esto es, a su titular, al Presidente del Banco Central y a el o los terceros interesados. Si los terceros emisores no hubieren sido notificados previamente de acuerdo a lo señalado en el artículo 20 bis de la citada ley, la Corte procederá a comunicarles del reclamo de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 20 de la misma.

En caso de mediar oposición a su publicidad de parte del titular de dichos correos o de los terceros emisores de éstos o que ésta no se deduzca dentro de plazo, en virtud de lo señalado en los incisos precedentes, el tribunal podrá requerir al Presidente del Banco que remita la información a que ésta se refiere.
Una vez que la Corte haya apreciado los descargos, dará traslado al Presidente del Banco respecto de los correos que estime que no dicen relación con la vida privada del titular o de los terceros, para que aquél se pronuncie sobre la eventual concurrencia de una causal de reserva o secreto. Deberá dar el mismo traslado en caso que el titular o los terceros accedan a su publicidad.

Sólo los miembros de la Corte de Apelaciones respectiva y el Presidente del Banco, en el caso del inciso precedente, podrán conocer el contenido de dicha información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, debiendo adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.”.
Artículo 6°.- Incorpóranse al artículo octavo de la ley N°20.285, los siguientes incisos quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno nuevos:

“En el caso del acceso a la información, les será aplicable lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 10 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.
Cuando se les solicite la información señalada precedentemente se comunicará dicha solicitud al titular y a los terceros emisores de dichos correos para efectos de ejercer su derecho a oposición.
De mediar oposición o no pronunciarse sobre dicha comunicación, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Poder Judicial podrá requerir al titular de los correos que remita la información a que se refiere la solicitud.

Sólo los miembros de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Poder Judicial podrán conocer el contenido de dicha información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, debiendo adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.
La Corte Suprema regulará en un autoacordado los procedimientos necesarios de acceso a la información y de reclamo, de acuerdo a los incisos precedentes.”.

Artículo 7°.- Incorpóranse al artículo noveno de la ley N°20.285 los siguientes incisos cuarto a sexto, nuevos:
“Si la reclamación del inciso precedente se refiere a la información señalada en el artículo 10, inciso tercero, de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, la Corte de Apelaciones respectiva procederá a dar traslado de éste de acuerdo al artículo 30 de dicha ley. Si los terceros emisores no hubieren sido notificados previamente de acuerdo a lo señalado en el artículo 20 bis de la citada ley, la Corte procederá a comunicarles del reclamo de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 20 bis de la misma. En caso de mediar oposición a su publicidad de parte del titular de dichos correos o de los terceros emisores de éstos o que ésta no se deduzca dentro de plazo, el tribunal podrá requerir al Fiscal Nacional o Regional respectivo, al Presidente del Tribunal Constitucional, al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o del Tribunal Electoral respectivo, según corresponda, que remita la información a que ésta se refiere. 

Una vez que la Corte haya apreciado sus descargos, dará traslado al Fiscal Nacional o Regional respectivo, al Presidente del Tribunal Constitucional, al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o del Tribunal Electoral respectivo, según corresponda, respecto de los correos que estime que no dicen relación con la vida privada del titular o de los terceros, para que aquél se pronuncie sobre la eventual concurrencia de una causal de reserva o secreto. Deberá dar el mismo traslado en caso que el titular o los terceros accedan a su publicidad.

Sólo los miembros de la Corte de Apelaciones respectiva y el Fiscal Nacional o Regional respectivo, el Presidente del Tribunal Constitucional, el Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o del Tribunal Electoral, según corresponda, podrán conocer el contenido de dicha información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, debiendo adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.”.
Artículo 8°.- Incorpóranse en el artículo 4° de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo nuevos:

“En el caso que lo solicitado se trate de los correos electrónicos señalados en el inciso tercero del artículo 10 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, se comunicará dicha solicitud al titular y a los terceros emisores de dichos correos para efectos de ejercer su derecho a oposición.
De mediar oposición o no pronunciarse sobre dicha comunicación, la Comisión de Ética y Transparencia de la Cámara respectiva podrá requerir al titular de los correos que remita la información a que se refiere la solicitud. 

Sólo los miembros de la Comisión de Ética y Transparencia de la Cámara de Diputados y del Senado podrán conocer el contenido de dicha información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, debiendo adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.”.

Artículo 9°.- Incorpórase el siguiente artículo duodécimo a la ley N°20.285:

“Artículo duodécimo.- Las disposiciones contenidas en los incisos tercero y cuarto del artículo 10 de la ley de Transparencia, relativas a la publicidad de las comunicaciones enviadas o recibidas a través de correos electrónicos institucionales, serán aplicables tanto a los órganos y servicios señalados en el inciso primero del artículo 2° de la citada ley, como a la Contraloría General de la República, al Banco Central, al Congreso Nacional, al Poder Judicial, al Ministerio Público, al Tribunal Constitucional y a la Justicia Electoral y entrarán en vigencia treinta días después de su publicación en el Diario Oficial, por lo que no podrán aplicarse a dichas comunicaciones enviadas o recibidas con anterioridad a esta fecha.”.
******
Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo 1°, numerales 1, 3, 4, 5, 9, 21, 22, 23, 24 y 25; y los artículos 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8° y 9° del proyecto de ley fueron aprobados, tanto en general como en particular, por con el voto favorable de 99 Diputados, de un total de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
A su vez, los numerales 4, letra d), 12 y 13 del artículo 1° fueron aprobados, tanto en general como en particular, por 97 Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento así a lo establecido en el artículo 66, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE IMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LA HAYA QUE SUPRIME LA EXIGENCIA DE LEGALIZACIÓN DE DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS (CONVENCIÓN DE LA APOSTILLA), ADOPTADA EL 5 DE OCTUBRE DE 1961 EN LA HAYA, PAÍSES BAJOS 
(8556-10)


Oficio Nº 10.580


VALPARAÍSO, 17 de enero de 2013


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley,  correspondiente al boletín N°8556-10.            

  PROYECTO DE LEY: 

“Artículo 1°.- Agrégase el siguiente artículo 345 bis en el Código de Procedimiento Civil:

“Artículo 345 bis.- Los instrumentos públicos otorgados en un Estado Parte de la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, no deberán ser sometidos al procedimiento de legalización, si respecto de éstos se ha otorgado apostillas por la autoridad designada por el Estado de que dimana dicho instrumento.

Las certificaciones oficiales que hayan sido asentadas sobre documentos privados, tales como menciones de registro, comprobaciones para la certeza de una fecha y autenticaciones de firmas, podrán presentarse legalizadas o con apostillas otorgadas, con arreglo al artículo precedente y a éste, respectivamente. Pero en estos casos la legalización o apostilla sólo acreditará la autenticidad de la certificación, sin otorgar al instrumento el carácter de público.

Según lo dispuesto por la Convención a que se refiere el inciso primero, no podrán otorgarse apostillas respecto de los documentos expedidos por  agentes diplomáticos o consulares y los documentos administrativos que se refieren directamente a una operación mercantil o aduanera.”.

Artículo 2°.- Agrégase el siguiente párrafo en el número 5 del artículo 420 del Código Orgánico de Tribunales:

“Sin perjuicio de lo anterior, los documentos públicos que hayan sido autenticados mediante el sistema de apostilla, según lo dispuesto en el artículo 345 bis del Código de Procedimiento Civil, no requerirán de protocolización para tener el valor de instrumentos públicos. La apostilla no requerirá certificación de ninguna clase para ser considerada auténtica.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.346, de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia:

a)  Intercálase en la letra p) de su artículo 2°, entre la expresión “legalización” y los términos “de los instrumentos”, la oración “o el otorgamiento de apostillas, en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros,”.

b) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:




1.- Reemplázase en la letra d) la coma (,) que sigue a la palabra “Administrativo” por un punto y coma (;), y suprímese la conjunción “y”.

2.- Intercálase la siguiente letra e), pasando la actual a ser f):

“e) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos provenientes de Notarías  Públicas, del Conservador de Bienes Raíces respectivo, de los servicios dependientes y los relacionados con el Ministerio de Justicia, de su competencia, además de las sentencias y otras resoluciones dictadas por los Tribunales de Justicia con asiento en la región respectiva, y”.

Artículo 4°.- Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 15 de la ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación Pública:

“Asimismo, deberán otorgar apostillas en conformidad a lo establecido  en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los certificados de estudios básicos, medios o superiores y documentos que acreditan puntajes obtenidos en evaluaciones de selección universitaria, de su competencia.”.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado  del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s. 18.933 y 18.469:

a) Intercálase en el artículo 12 el siguiente numeral 10, pasando el actual a ser 11:

“10.- Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud  que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación.”.

b) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:

1) Sustitúyese en la letra r) la expresión “, y” por un punto y coma (;).



2) Intercálase la siguiente letra s), pasando la actual a ser t):

“s) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud  que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación, y”.

c) Modifícase  el artículo 121 en el siguiente sentido:

1) Reemplázase en el numeral 12 la expresión “, y” por un punto aparte (.).

2) Intercálase el siguiente numeral 13, pasando el actual a ser 14:

“13. Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos en que consten las firmas de las autoridades del Ministerio de Salud o de algún profesional del área de la salud  que acredite el estado de salud de una persona o le prescriba algún tratamiento o medicación, y”.

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.477, que aprueba la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación:

a)   Modifícase el artículo 7° en el siguiente sentido:

1.- Reemplázase en la letra t) la expresión “, y” por un punto y coma (;).



2.- Intercálase la siguiente letra u), pasando la actual a ser v):

“u) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos emanados del Servicio y, asimismo, autorizar a determinados funcionarios su otorgamiento, conforme a lo dispuesto en la letra k) de este artículo, y”.
b) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:

1.- Reemplázase en la letra i) la expresión “, y” por un punto y coma (;).

2.- Intercálase la siguiente letra j), pasando la actual a ser k):

“j) Otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros, en los documentos emanados del Servicio de Registro Civil e Identificación, y”.

Artículo 7°.- El Ministerio de Relaciones Exteriores estará facultado para otorgar apostillas, según lo dispuesto en el artículo 345 bis del Código de Procedimiento Civil, respecto de instrumentos emitidos por cualquier autoridad, y que se autentiquen mediante este sistema.

Artículo 8°.- Mediante decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores, suscrito por el Ministro de Justicia, se dictará un reglamento que establecerá la forma de solicitar , tramitar y otorgar apostillas en conformidad a lo establecido en la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros.

El otorgamiento de apostillas se realizará electrónicamente, por aquellas autoridades u órganos públicos que esta ley faculta para ello, y que se encuentren registrados y hayan validado sus firmas en la forma que establezca el reglamento.

Artículo 9°.- Créase un Sistema Electrónico Único de Apostillas, a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el que se tramitarán y guardarán en forma centralizada y en línea todas las apostillas emitidas, a partir de la entrada en vigencia de esta ley, por las autoridades u organismos públicos competentes en el país.

El reglamento determinará la forma de organización del sistema electrónico, el que deberá dejar constancia, a lo menos, del número y fecha de la apostilla, el nombre y calidad jurídica del signatario del documento público autenticado mediante este sistema, y la imagen de la apostilla emitida.



Artículo 10.- El reglamento, en observancia a las directrices entregadas por la Convención, determinará la forma y modalidad del otorgamiento de la apostilla electrónica, así como la obtención de copias del documento cuya autenticación sea emitida mediante este sistema.



ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.- Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia una vez que entre a regir en el país la Convención de La Haya que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros.



Artículo segundo.-  La legalización de un instrumento público que se realice según lo dispuesto en el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, y que se encuentre pendiente a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley, quedará sujeta al procedimiento descrito en el citado precepto, hasta su total tramitación.



Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de este proyecto durante el primer año de vigencia se financiará, según corresponda, con cargo a los recursos de los Ministerios de Relaciones Exteriores, de Salud, de Educación, y de Justicia, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se consulten anualmente en las respectivas leyes de presupuestos de los ministerios ya mencionados.”.
    

 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Miodrag Marinovič Solo de Zaldívar, Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Alvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA LA ENMIENDA AL CONVENIO CONSTITUTIVO DEL FONDO MONETARIO INTERNACIONAL SOBRE LA REFORMA DEL DIRECTORIO EJECUTIVO, ADOPTADA EN WASHINGTON D.C., EL 15 DE DICIEMBRE DE 2010 
(8733-10)

Oficio Nº 10.581


VALPARAÍSO, 17 de enero de 2013


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente Proyecto de Acuerdo, correspondiente al boletín N°8733-10.            

  PROYECTO DE ACUERDO: 

"Artículo único.- 
Apruébase la Enmienda al Convenio Constitutivo del Fondo Monetario Internacional sobre la reforma del Directorio Ejecutivo, contenida en Anexo II de la Resolución Nº 66-2, adoptada por la Junta de Gobernadores del Fondo Monetario Internacional con fecha 15 de diciembre de 2010.".

    

 Dios guarde a V.E.

Fdo.): Miodrag Marinovič Solo de Zaldívar, Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Alvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LAS COMISIONES DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO Y ECONOMÍA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SIMPLIFICA EL RÉGIMEN DE CONSTITUCIÓN, MODIFICACIÓN Y DISOLUCIÓN DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES 
(7328-03)
HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Economía, unidas, en cumplimiento de lo acordado por la Sala, en sesión de 19 de diciembre de 2012, tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia.
___________


Cabe hacer presente que Su Excelencia el señor Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho de la iniciativa, en el carácter de “discusión inmediata.

___________





A la sesión en que se consideró esta materia asistieron, además de los miembros de las Comisiones unidas, el Honorable Senador señor Ignacio Kuschel.

Asimismo, asistieron especialmente invitadas, las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Subsecretario, señor Tomás Flores; el Asesor Legislativo, señor Alejandro Arriagada, y los Asesores del Ministerio, señores  Gabriel Jiménez y Carlos Feres.


Del Colegio de Abogados de Chile: la Presidenta, señora Olga Feliú, y la Secretaria Abogada del Consejo, señora Julie Ecclefield.


También estuvieron presentes las siguientes personas:


El Asesor del Honorable Senador señor Patricio Walker, don Fernando Dazarola.


El Asesor Jurídico del Comité RN, señor Hernán Castillo Barrera.
_________





A continuación se efectúa una relación de las modificaciones que introdujo la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado por el Senado, en primer trámite.

EPÍGRAFE DEL PROYECTO





El proyecto despachado por el Senado conservó el título con el que fue caratulado, a saber, proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de sociedades comerciales.





Por su parte, la Honorable Cámara de Diputados suprimió el vocablo “comerciales”.

Artículo 1º

Inciso segundo

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Lo establecido en esta ley rige para todas las personas jurídicas que voluntariamente se acojan a ésta, de manera que todos los actos jurídicos indicados en el inciso anterior deberán celebrarse o ejecutarse conforme a sus disposiciones. Las personas jurídicas que no se acojan a esta ley deberán celebrar o ejecutar dichos actos de acuerdo a las normas que las establecen y regulan, y no les serán aplicables las disposiciones del presente cuerpo legal.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados intercaló entre las expresiones “voluntariamente se” y “acojan a ésta” la siguiente: “constituyan o”.
Artículo 3°
Número 6.


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 3°.- Para todos los efectos de la presente ley se entenderá por:


….

6. Certificado para migración: el documento electrónico o en papel emitido, según sea el caso, por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces o por el administrador del Registro de Empresas y Sociedades regulado en esta ley, destinado a acreditar la vigencia de la persona jurídica correspondiente y cuyo objeto es permitir la migración de un sistema de registro al otro, y que desde su emisión impide cualquier anotación, inscripción, subinscripción o incorporación en el Registro, respectivamente, respecto de esa persona jurídica.”.

Por su parte, la Cámara de Diputados sustituyó la expresión "el documento electrónico o en papel emitido" por "el documento en papel o el documento electrónico emitido".
Artículo 5°

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 5°.- El contrato social y el estatuto de las personas jurídicas que se acojan a esta ley será aquél que conste en el formulario de constitución y en las modificaciones introducidas en la forma establecida en la presente ley, según corresponda. 


En el silencio del acto constitutivo, las personas jurídicas se regirán por las normas que les sean aplicables conforme a su especie. El formulario incorporado al Registro en conformidad a lo dispuesto por esta ley tendrá valor probatorio de una escritura pública y para todos los efectos legales constituirá título ejecutivo.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados introdujo en esta norma las siguientes dos modificaciones:

Inciso primero


Ha incorporado, a continuación de la palabra “constitución”, la expresión “inscrito en el Registro”.

Inciso segundo


Ha suprimido el texto que figura a continuación del punto seguido, que ha pasado a ser aparte.
Artículo 6°

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 6°.- Los formularios deberán contener todos los campos necesarios para completar las menciones que las leyes establecen para efectos de proceder válidamente a la constitución, modificación, fusión, división, transformación, terminación o disolución de las personas jurídicas a las cuales se aplica esta ley. El o los suscriptores del formulario, según corresponda, deberán completar todos los campos que contengan las menciones de requisitos que las leyes exijan para la validez del acto respectivo de la persona jurídica de que se trate. Las menciones que no sean obligatorias según las leyes que correspondan podrán ser completadas voluntariamente por el o los suscriptores del formulario. En caso que estas últimas menciones no fueren completadas, se entenderá que a su respecto rigen las normas supletorias de las leyes que regulan dichos actos. Deberá completarse necesariamente el campo correspondiente al domicilio social si la ley que rige a la respectiva persona jurídica lo exige, pero todas deberán especificar una dirección para obtener Rol Único Tributario.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados aprobó las siguientes modificaciones:


i) Agregar en su inciso único, a continuación del primer punto seguido (.), la siguiente oración: “Asimismo, los formularios deberán contener todas las menciones que establezca esta ley y su reglamento para efectos de proceder a la migración de un sistema de registro al otro.”; pasando el resto del artículo 6º a ser inciso segundo.


ii) Agregar el siguiente inciso nuevo, que pasaría a ser tercero:


“Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, el reglamento establecerá el sistema a través del cual podrán completarse en los formularios todos los datos que fueren necesarios para la acertada identificación del constituyente, socio, accionista o representante, según sea el caso, y de su capacidad para celebrar los actos o contratos que se inscriban en el registro.”.
Artículo 8°
Inciso primero


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 8°.- Sin perjuicio de que se cumpla en el formulario con la mención al capital según la especie de persona jurídica de que se trate, cuando el entero del aporte requiera de formalidades o solemnidades especiales, deberá efectuarse conforme a ellas.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados reemplazó la frase “el entero del aporte requiera de formalidades o solemnidades especiales,” por “se requiera de formalidades o solemnidades especiales para enterar el aporte, según el tipo de bien,”.
Artículo 9°

Respecto de esta norma, sobre la suscripción de los formularios, la Cámara de Diputados intercaló el siguiente inciso quinto nuevo, pasando el inciso quinto a ser sexto.

Inciso quinto, nuevo


Como se indicó, la Cámara de Diputados intercaló un inciso quinto, nuevo, del siguiente tenor:


“Los constituyentes, socios o accionistas podrán designar en el formulario de constitución o en cualquier otro que al efecto disponga el Registro, a un mandatario para que actúe en representación de todos ellos, para los efectos de suscribir con su firma electrónica avanzada o ante notario los formularios de que se trate.”.
Artículo 11
Inciso primero


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 11.- El Registro de Empresas y Sociedades es un registro electrónico que deberá constar en un sitio electrónico y al que deberán incorporarse las personas jurídicas que se acojan a esta ley para los efectos de ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas, disueltas o migradas.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas:


i) Reemplazó el artículo “El” por el vocablo “Este”.


ii) Suprimió la frase “es un registro electrónico que”.


iii) Sustituyó por una coma (,) la letra “y” que viene después de la expresión “sitio electrónico”.
Inciso segundo

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Este Registro es único, rige en todo el territorio de la República, es público y deberá estar permanentemente actualizado a disposición de quien lo consulte en el sitio electrónico, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información incorporada en él. La información que conste en el Registro tendrá el valor probatorio de una escritura pública.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas:


i) Añadió a continuación de la expresión “rige en todo el territorio de la República, es público”, el vocablo “gratuito”, precedido de una coma (,).


ii) Eliminó la oración que viene a continuación del punto seguido, que pasa a ser aparte.
Inciso tercero

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de su administración y de que dicho Registro cumpla en todo tiempo las normas de la presente ley y de su Reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del Registro a un ente externo, en cuyo caso mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas.”.

Por su parte, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas:


i) Ha eliminado la expresión “en todo tiempo”.


i) Ha suprimido el texto que viene a continuación del punto seguido, que pasa a ser aparte.
Artículo 12

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 12.- Una vez suscrito un formulario por todos quienes hubiesen comparecido al acto en conformidad con esta ley y su Reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el Registro. Asimismo, toda actuación que se efectúe conforme a esta ley será incorporada de inmediato y sin más trámite al Registro, y con su solo mérito se entenderá informado el Servicio para todos los efectos a que haya lugar, sin perjuicio de las facultades de fiscalización que le correspondan. No obstante, en los casos a que se refiere el inciso final del artículo 69 y el artículo 70, ambos del Código Tributario, la incorporación de la respectiva actuación se realizará sólo una vez que el Servicio así lo autorice.

El Reglamento establecerá el procedimiento por el cual se notificará periódicamente al Servicio la incorporación de formularios.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 12. Corresponderá al Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño, en su calidad de ministro de fe del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitir los certificados a que alude esta ley, mediante firma electrónica. El Subsecretario podrá delegar dicha facultad de conformidad con las disposiciones legales correspondientes.


En el Registro se incorporarán los instrumentos que al efecto se le presenten, siempre que cumplan con los requisitos señalados en esta ley.


No se efectuarán las inscripciones en el Registro si los formularios no contienen las designaciones legales o reglamentarias requeridas para ello.


La rectificación de errores manifiestos u omisiones que, según el reglamento, el Registro, de oficio o a petición de parte, tuviere que efectuar respecto a una persona jurídica incorporada, deberá ser registrada de acuerdo a las disposiciones de esta ley. 


Se podrá incorporar al Registro, en la forma que señale el reglamento, cualquier otro acto que diga relación con una persona jurídica y que no importe una modificación social.


De igual modo, se incorporará una sentencia u otra resolución judicial que cause ejecutoria y que ordene la disolución o modificación de una persona jurídica de las enumeradas en el artículo 2°, así como cualquier otra resolución judicial referida a una persona jurídica incorporada al Registro.


El Registro no hará cancelación alguna de oficio.


El reglamento establecerá el procedimiento a través del cual se efectuarán las actuaciones indicadas en este artículo.”.
Artículo 13

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 13.- Tratándose de la constitución de una persona jurídica, y de manera simultánea e inmediata a la incorporación en el Registro, el Servicio le asignará un Rol Único Tributario. Las personas jurídicas que migren al régimen establecido en esta ley mantendrán el Rol Único Tributario que el Servicio les haya asignado previamente. En el mismo formulario de constitución se podrá solicitar el inicio de actividades ante el Servicio. 


Las personas jurídicas incorporadas al Registro serán numeradas según el Rol Único Tributario que se les hubiere asignado. Dicho Rol servirá para registrar e identificar en el Registro todos los antecedentes que se hubieran originado respecto de la persona jurídica de que se trate y del cual deba quedar constancia, tanto a través de los formularios a que se refiere esta ley como mediante cualquier otra vía.


El Reglamento determinará la forma en que los formularios respectivos serán incorporados al Registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad, y los requisitos de interconexión permanente que deberá existir entre el Servicio y el Registro para efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores.


El Reglamento establecerá, asimismo, el modo por el cual el formulario de constitución, las estipulaciones, pactos o acuerdos, así como toda modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución y, en general, todo acto que deba ser incorporado al Registro respecto de una persona jurídica, quede registrado bajo su número de identificación.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 13. Una vez suscrito un formulario por todos quienes hubieren comparecido al acto en conformidad con esta ley y su reglamento, se incorporará automáticamente en el Registro a contar de esa fecha, y con su solo mérito se entenderá informado el Servicio para todos los efectos a que haya lugar, sin perjuicio de las facultades de fiscalización que le correspondan según sus atribuciones. 


No obstante, en los casos a que se refieren los artículos 69, inciso final, y 70, ambos del Código Tributario, la incorporación de la respectiva actuación se realizará sólo una vez que el Servicio así lo autorice.


El reglamento establecerá el modo por el cual se notificará periódicamente al Servicio la incorporación de nuevos formularios. También establecerá el mecanismo por el cual el Servicio comunicará al Registro las autorizaciones a que se refiere el inciso segundo.


El Servicio de Impuestos Internos asignará, sin más trámite, un rol único tributario a toda persona jurídica que se constituya conforme a esta ley, en forma simultánea al acto de incorporación al Registro. Con la sola incorporación del formulario de constitución por el constituyente, socio o accionista, se entenderá requerido el Servicio para asignar el rol único tributario a la persona jurídica que se incorpora.


En el mismo formulario de constitución se podrá solicitar al Servicio el inicio de actividades y el timbraje de documentos tributarios, todo ello según lo determine el reglamento. 


Dicho rol será el número de identificación en el Registro y servirá para registrar e identificar todos los antecedentes que se hubieran originado respecto de la persona jurídica de que se trate y que hayan sido debidamente indicados en los formularios a que se refiere esta ley.


El reglamento determinará la forma en que los formularios respectivos serán electrónicamente incorporados al Registro, los aspectos operativos necesarios para el correcto funcionamiento del sistema de tratamiento de información informático, la publicidad de los actos que se registren en éste y los requisitos de interconexión que deberán existir entre el Registro y los órganos del Estado.


El reglamento establecerá, asimismo, la modalidad o modalidades informáticas y tecnológicas para que los formularios de constitución, las estipulaciones, pactos o acuerdos, así como toda modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución y, en general, todos aquellos actos relativos a personas jurídicas que deban ser incorporados al Registro, queden registrados y se identifiquen con su número de identificación.”.
Artículo 14
Inciso tercero


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


Artículo 14.-


….


….


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre las materias señaladas en el inciso primero se requiera la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de ésta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.

Por su parte, la Cámara de Diputados ha eliminado la frase “Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente
Inciso cuarto y quinto, nuevos

La Cámara de Diputados ha incorporado los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:


“Los acuerdos que se adopten por los socios o accionistas de las sociedades que se acojan a esta ley deberán incorporarse en los formularios, indicándose las nuevas cláusulas de los estatutos y aquéllas que se modifiquen o sustituyan.


En caso que algún otro acto deba ser reducido a escritura pública o protocolizado, el notario respectivo o el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones emitidas con derecho a voto al tiempo de celebrarse dicho acto, o sus apoderados o representantes legales, deberán, en la forma que disponga el Reglamento, incorporar una copia digital del mismo al Registro, dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de la escritura pública o de la protocolización, en su caso.”.
Artículo 15
Inciso primero


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 15.- En los casos de fusión de personas jurídicas acogidas a la presente ley con personas jurídicas que no lo están, cada una de ellas deberá cumplir con las solemnidades que particularmente le son aplicables para efectos de celebrar la fusión, y la persona jurídica resultante de la fusión continuará regulada por el régimen de formalidades que le es propio.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas:


i) Ha reemplazado la expresión “de la fusión” por “de ésta”.


ii) Ha reemplazado la expresión “le es propio” por “le resulte aplicable, sin perjuicio que posteriormente migre a otro régimen.”.

Artículo 17

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 17.- El saneamiento del vicio de nulidad producirá efecto retroactivo a la fecha de la incorporación del formulario corregido al Registro.”.

Por su parte, la Cámara de Diputados ha cambiado la expresión “corregido” por “rectificado”.

Artículo 18
Inciso primero


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 18.- Las personas jurídicas señaladas en el artículo 2°, constituidas de conformidad a las leyes propias que las establecen y regulan, podrán regirse, en lo sucesivo, por las disposiciones de la presente ley.”.

Por su parte, la Cámara de Diputados lo ha reemplazado por el siguiente:


“Las personas jurídicas señaladas en el artículo 2°, constituidas de conformidad a las leyes propias que las establecen y regulan, podrán regirse por las disposiciones de esta ley, mediante su migración en conformidad a las disposiciones de este título.”.
Inciso segundo


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Si nada señalare el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales y, en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de ésta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados ha antepuesto, al inicio de este inciso, la frase “Para los efectos de la migración al régimen electrónico”, seguida de una coma (,), rebajando a minúscula la letra inicial del vocablo “Si”.
Inciso cuarto


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión del certificado referido en el inciso anterior, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen simplificado” y acompañar una copia de dicho certificado. Una vez suscrito el formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y las demás materias que señale el Reglamento. Este certificado será enviado electrónicamente, dentro del día siguiente hábil, por el Registro al Conservador respectivo, el que tendrá el plazo de un día hábil para anotar al margen de la inscripción del Registro de Comercio de la persona jurídica migrada que ésta se encuentra inscrita en el Registro.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas:


i) Ha intercalado, a continuación de los términos “enviado electrónicamente,” la expresión “a más tardar”.


ii) Ha agregado una coma (,) después del vocablo “migrada”. 


iii) Ha agregado, después de la expresión “inscrita en el Registro”, la siguiente: “de esta ley”.

Inciso nuevo


La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, ha incorporado el siguiente inciso quinto, pasando los actuales quinto y sexto a ser incisos sexto y séptimo, respectivamente:


“El conservador de bienes raíces, en el caso de las personas jurídicas señaladas en el artículo 2°, constituidas de conformidad a las leyes propias que las establecen y regulan, podrá negarse a otorgar el certificado de migración cuando éste se solicite estando en trámite una solicitud de inscripción o anotación marginal.”.
Inciso quinto

(Que ha pasado a ser inciso sexto)


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Trascurridos treinta días contados desde la emisión del certificado de vigencia para migración sin que se haya comunicado al Conservador respectivo la incorporación al Registro Electrónico de la sociedad migrada, caducará dicho certificado y desde esa fecha podrán hacerse todas las anotaciones, inscripciones y subinscripciones a que hubiere lugar en el Registro de Comercio del Conservador correspondiente en relación a esa persona jurídica.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas: 


i) Ha añadido, a continuación del vocablo “treinta”, la expresión “y cinco”.


ii) Ha intercalado una coma (,) entre los vocablos “correspondiente” y “en”.
Artículo 19
Inciso primero


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 19.- Las personas jurídicas que se hayan acogido a esta ley y que con posterioridad dejen de corresponder a algunas de las indicadas en el artículo 2° deberán migrar, dentro del plazo de sesenta días contado desde que se produjo el hecho por el cual dejaron de cumplir los requisitos dispuestos por la presente ley, al sistema general establecido en la ley aplicable a la persona jurídica respectiva para efectos de su modificación, transformación, fusión, división, terminación y disolución.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados ha agregado, después de la expresión “para efectos”, los vocablos “del registro”.
Artículo 22

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 22.- Los certificados de los formularios incorporados al Registro tendrán el valor probatorio de una escritura pública. Tales certificados serán emitidos por la entidad que administre el Registro.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 22.- Los certificados de las personas jurídicas incorporadas al Registro serán emitidos por la Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño, en la forma que establezca el reglamento. Estos certificados tendrán valor probatorio de instrumento público, constituirán título ejecutivo y contendrán las menciones que señale el reglamento.”.
Artículo 23

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 23.- El Reglamento que se dicte para desarrollar y complementar esta ley será expedido mediante un decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados ha pasado a ser artículo primero transitorio, reemplazado por el siguiente:


"Artículo primero.- El reglamento que se dicte para desarrollar y complementar esta ley será expedido mediante decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, dentro del plazo de tres meses a contar de la fecha de publicación de la presente ley.".

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados ha pasado a ser artículo segundo transitorio, reemplazado por el siguiente:


“Artículo segundo.- Esta ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes subsiguiente al de la publicación del reglamento en el Diario Oficial.”.
Artículo segundo

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo segundo.- El Reglamento que se establece para la aplicación de esta ley deberá dictarse en el plazo de tres meses a partir de su publicación en el Diario Oficial.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados lo ha suprimido.

Artículo tercero transitorio

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo tercero.- El Reglamento establecerá las fechas a partir de las cuales la constitución o migración de las personas jurídicas antes señaladas podrán acogerse a la presente ley. 


Las personas jurídicas a que se hace referencia en los números 7 y 8 del artículo 2° de la presente ley sólo podrán someterse a ésta una vez transcurridos dos años contados desde la publicación de la misma en el Diario Oficial.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo tercero.- El reglamento establecerá las fechas a partir de las cuales la constitución o migración de las personas jurídicas señaladas en el artículo 2° podrán acogerse a esta ley.


Con todo, las personas jurídicas a que se hace referencia en los números 7 y 8 del artículo 2° de esta ley sólo podrán someterse a ésta una vez transcurridos dos años contados desde la publicación de la misma en el Diario Oficial.”.
Artículo cuarto transitorio

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo cuarto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación se financiará con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.”.


Por su parte, la Cámara de Diputados ha sustituido las palabras “el año de” por la frase “los doce meses siguientes a”.
______________________


En sesión celebrada el día jueves 17 de enero, el señor Presidente las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Hernán Larraín, en primer término ofreció el uso de la palabra a los invitados, a quienes agradeció su presencia.


En primer lugar intervino el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores. Anunció que, en primer término, recordará el contexto en que se sitúa esta iniciativa y sus lineamientos generales, y que, luego, el señor Arriagada se referirá a los cambios que introdujo la Cámara de Diputados.


Manifestó que el Presidente de la República ha sido nítido en su mandato de expansión de nuestra economía, lo que requiere una mayor cantidad de emprendedores, y por eso hay que analizar qué tan “amistoso” es nuestro país con quienes quieren emprender. Dio datos: según el informe Doing Business 2013 del Banco Mundial que elabora ranking sobre facilidad para iniciar un negocio, Chile se ubicó en el puesto número 37 (de 185 países); y en el reciente informe de competitividad de IMD Suiza, Chile se encuentra en el puesto 33 (de 144 países).

Expresó que la ley N° 20.494 tuvo efectos positivos en la constitución de empresas. La constitución de empresas en el diario oficial aumentó un 17,2% anual en el 2012, con 68.439 constituciones de sociedades, record histórico anual, cada una de las cuales genera entre dos a tres puestos de trabajo. Este resultado responde al mayor dinamismo económico y la reducción de trámites y costo requeridos para constituir una sociedad gracias a la ley N° 20.494.

La citada ley N° 20.494, publicada en el diario oficial el 27 de enero de 2011, facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas, y contempla tres modificaciones sustanciales:


-Sustituir la publicación en el Diario Oficial de la constitución, modificación y disolución de sociedades, por su publicación en la página Web del mismo Diario Oficial de manera gratuita.


-Establece la obligación de las Municipalidades de entregar inmediatamente una patente al contribuyente.

- Establece la obligación del Servicio de Impuestos Internos de autorizar el uso de factura electrónica y factura de inicio, en forma inmediata al trámite de inicio de actividades.


Con la ayuda de un gráfico mostró la cantidad de sociedades que se constituyen por mes, desde el año 2007, y da cuenta del impacto de la ley.

En relación al número de constitución anual de sociedades, señaló que éste ha evolucionado anualmente, llegando el año 2012 a 68.439 nuevas sociedades.

Se estima que, de aprobarse la iniciativa en discusión, podríamos llegar a la creación de 110 mil nuevas empresas el año 2013.

En países europeos el emprendimiento se ha visto decaído, como ocurre en el caso español. En base a los Timely Indicators of Entrepreneurship de la OCDE se puede observar cómo ha evolucionado el emprendimiento en distintos países. 


En varios países desarrollados se ve una caía del emprendimiento explicada principalmente por la contracción económica.


Presentó otro gráfico respecto a la constitución de empresas nuevas en países con menor emprendimiento en la OCDE (Índice promedio 2007=100).

En los países en los que se observa un alza en el emprendimiento destaca la existencia de cambios normativos. En Francia rige un nuevo mecanismo de formalización de independientes desde 2009. Australia ha reducido a la mitad los costos de emprender desde 2008.  En Chile el aumento en el emprendimiento se explica por la nueva Ley de Agilización de Trámites.


También informó sobre la constitución de empresas nuevas en países exitosos en emprendimiento en la OCDE (Índice promedio 2007=100).

Así, las reformas tienen un efecto muy relevante sobre el emprendimiento. Y ello a su turno con el crecimiento de la economía. 


Es posible observar que existe una marcada relación entre el ciclo económico y el número de empresas con ventas.


Según los resultados de la encuesta sobre emprendimiento, se estima que en Chile existen 1.730.000 emprendedores entre empleadores y trabajadores por cuenta propia. De este total, se ha determinado que un 41% corresponde a independientes formalizados con 692.109 empresas y un 59% a informales que alcanzan a 1.001.730.


De los emprendimientos informales, en torno a 190.000 empresas estarían en condiciones de formalizarse, ya que al ser encuestadas esgrimieron razones de costos, dificultad de tramitación y desconocimiento entre los motivos por los cuales no han realizado los trámites ante el SII. 


Recordó que el año 2012 fue definido por el Presidente Piñera como “el año del emprendimiento”, y esta iniciativa forma parte de esa agenda. El año 2013 es el año de la innovación. 


Factores institucionales destinados a fomentar el emprendiemiento:


--Ley N° 20.494 de Agilización de Trámites.


--Proyecto de Ley sobre Constitución de Sociedades en un día a costo cero.


--Sercotec: capital semilla y abeja.


--Corfo: garantías para operaciones crediticias.


--Revisión y mejora de programas de asistencia técnica y programas de desarrollo de negocios de forma asociativa en ambas instituciones.


Durante el 2010 y 2011 el país creció a tasas de 6,0% anual. El 2012 se estima un crecimiento en torno a 5,5%. Para el 2013 el crecimiento económico bordeará el 5%, el desempleo bajará nuevamente y la inflación seguirá contenida. Además, se sabe que 120.000 empresas han considerado formalizarse, pero finalmente no lo han hecho y otras 57.000 se encontrarían en trámites de formalización en SII al momento de ser encuestadas.  De tal forma, se tendría que los emprendimientos que potencialmente se podrían formalizar son 367.000, lo que representa a un 37% del total de emprendimientos informales.


Explicó los trámites que hay que hacer para comenzar un negocio en Chile.

El proyecto en análisis pretende lograr la constitución de empresas y sociedades en un trámite, incluyendo: escritura, registro, publicación, Rut e Iniciación de Actividades; la modificación, fusión, división, terminación y disolución de sociedades on-line, y el acceso público y gratuito para conocer estado de empresas y sociedades. Se trata de un sistema que coexistirá con el vigente, es una alternativa a él.

Se trata de un sistema totalmente electrónico para:

-Constitución de empresas y sociedades fácil de usar, muy barato de administrar, optativo al actualmente existente.


-Registro de Empresas y Sociedades electrónico  de acceso público, gratuito y de fácil administración para usuarios.


-Obtención de Rut e Iniciación de Actividades ante SII es automático. El emprendedor podría de inmediato pedir factura electrónica, es decir, prácticamente estar vendiendo el mismo día.


-Modificación, transformación, fusión, división, disolución y terminación de empresas y sociedades muy fácil de administrar, barato y rápido.


-Traspaso de sistema antiguo al nuevo sumamente fácil de administrar y de ejecutar. Se tomaron los resguardos para que una sociedad no pueda coexistir en ambos sistemas.


-El acceso a la información es público y gratuito.


Manifestó que, en la Cámara de Diputados, el Diputado Harboe observó su preocupación por el lavado de activos. Al respecto, el Subsecretario señaló que la información de este Registro va a estar en línea con la Unidad de Análisis Financiero, con un altísimo nivel de transparencia.


Destacó que las sociedades pueden seguir constituyéndose del modo actualmente vigente.


En cuanto a las personas Jurídicas a las que afecta, como régimen alternativo:


-Las empresas individuales de responsabilidad limitada. 


-Las sociedades de responsabilidad limitada.


-Las sociedades anónimas cerradas.


-Las sociedades anónimas de garantía recíproca.


- Las sociedades colectivas comerciales.


- Las sociedades por acciones.


-Las sociedades en comanditas simple, y

-Las sociedades en comandita por acciones.


Señaló que no se contemplan las sociedades anónimas que tienen una complejidad adicional. En el caso de las sociedades en comandita, se acogió la recomendación de algunos Senadores de otorgar un plazo para su entrada en vigencia.

El Subsecretario de Economía puso de relieve que este proyecto lleva más de dos años de tramitación. Durante el primer trámite constitucional en el Senado, a sugerencia del Honorable Senador señor Zaldívar,  se inició un proceso de discusión con CIEPLAN que dio origen a una indicación sustitutiva que fue finalmente aprobada por el Senado.

Señaló que está consciente que este sistema genera ciertos temores, por el hecho de ser electrónico, en línea, dudas respecto de la identidad de las personas, entre otros. Pero todos los procesos de avance pasan por eso, concluyó.


Luego, el asesor del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada, se refirió a las principales enmiendas que se introdujeron a esta iniciativa durante el segundo trámite constitucional.


Recordó que durante el primer trámite constitucional, en el Senado, se contó con el aporte y asesoría de importantes abogados y profesores, como Arturo Prado, Luis Oscar Herrera, Patricio Fuentes, Carlos Zepeda, entre otros. Se fueron disipando así varias dudas respecto a la forma como el mundo privado reaccionaba ante este proyecto.


Hizo presente que, en la Cámara de Diputados, la iniciativa fue informada por tres comisiones: Economía, Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y Hacienda, y procedió a aplicar los principales cambios aprobados.


En primer término, la Cámara introdujo cambios más bien funcionales, tendientes a aclarar la redacción y lectura de las normas, cambios que se pueden observar por ejemplo en el artículo 1° hasta el artículo 10, principalmente.


Un segundo punto fue la solicitud que surgió en el seno de la Comisión de Economía de la Cámara, en cuanto a establecer expresamente que el Registro de Sociedades es un registro gratuito, ya que si bien el proyecto despachado por el Senado no establece ningún tipo de habilitación para cobros, y el espíritu siempre fue la gratuidad, ello no se establecía explícitamente. Recordó que el sistema funciona con otros costos asociados, como es el costo de la firma electrónica, que es de entre 10 y 20 mil pesos, aproximadamente.


Los artículos 12 y 13 fueron también objeto de cambios, y explicó que la Comisión de Economía hizo presente la importancia de que este Registro sea llevado por una entidad que diera garantías similares a la de los registros de Notarios y Conservadores, y para avanzar en ese sentido era importante que el Registro no fuera licitable sino que lo llevara una autoridad pública, ante lo que el Ejecutivo accedió, considerando que el Estado tiene experiencias anteriores en llevar registros, como es el caso del Registro de las Posesiones Intestadas que se trasladó al Registro Civil. Conforme a lo expuesto, el Ejecutivo presentó una indicación para que sea el Subsecretario de Economía quien lleve este Registro. Destacó que hicieron un levantamiento de todos los casos en que funcionarios del Estado actúan como Ministros de Fe, se elaboró un listado el que según anunció dejarán a disposición, para efectos de la historia de la ley. Mencionó algunos casos: artículo 24, Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, otorga el carácter de Ministro de Fe al Jefe de División Jurídica en el Ministerio de Economía, para los efectos legales correspondientes; los cónsules de carrera y los embajadores tienen la facultad de atestar instrumentos públicos en el exterior; funcionarios del Servicio de Impuestos Internos detentan el carácter de Ministros de Fe, para las actuaciones propias de dicho Servicio; artículo 18 del Código del Trabajo, los inspectores serán Ministros de Fe para efectos de atestar ciertas conductas; los Gobiernos Regionales pueden designar Ministros de Fe para efecto de ser destinados en la Corporación Nacional Forestal, por nombrar algunos. En esta línea, se otorgó el carácter de Ministro de Fe al Subsecretario de Economía, para efectos de llevar este Registro de Empresas y Sociedades, estableciendo expresamente sus facultades.


En cuanto al artículo 13, en la Cámara de Diputados estimó que su redacción era de difícil lectura y entendimiento y solicitaron al Ejecutivo reestructurar el artículo, de modo que quedara claras las lógicas reglamentarias e informáticas que garanticen la interoperabilidad y debida conexión entre el Registro y el Servicio de Impuestos Internos. El Servicio tiene uno de los sistemas informáticos más poderosos del país en cuanto a control y fiscalización, realiza importantes cruces de información, por eso en el proyecto original era el encargado de llevar este Registro, lo que se cambió en el Senado a solicitud de la Comisión de Economía, y sin duda resultará un gran aliado en materia de fiscalización.


Se precisó también la redacción de otras normas, a fin de lograr una adecuada trazabilidad de las operaciones, y así aplicar lógicas funcionales del sistema de papel.


Otra precisión importante que se realizó a solicitud del Diputado Eluchans, en la Comisión de Economía, en la Cámara de Diputados, dice relación con la forma de hacer exigible el aporte al cual se compromete una persona. El artículo 22 lo aclaró, estableciendo que los certificados que se emitan constituirán título ejecutivo, por lo que serán ejecutables los aportes que se ingresaron al sistema.


Finalmente, se reestructuraron también los artículos transitorios que dicen relación con la entrada en vigencia del sistema.


Intervino, a continuación, la Presidenta del Colegio de Abogados, señora Olga Feliú, quien posteriormente acompañó copia de su presentación por escrito, la que se encuentra a disposición en los antecedentes y en la Secretaría de la Comisión. 

En primer lugar, la señora Feliú señaló que comparte absolutamente los loables principios que inspiran este proyecto, en el sentido de incentivar, apoyar y estimular que los emprendedores puedan ingresar al mundo formal y laboral, y que ello se haga con certeza jurídica de acuerdo con las normas vigentes.


En primer término, indicó que en relación a estas modificaciones tan sustantivas al régimen de sociedades, cabe referirse a la necesidad de disminución de los tiempos de requeridos para la constitución de una sociedad. Según consta en el Informe de la Comisión de Economía de este Honorable Senado del 19 de diciembre del 2011, en su página 103, la demora en la inscripción de una sociedad es de dos días, que actualmente se ha reducido a sólo un día. Es efectivo que, en algunos lugares, esto es más demoroso, lo que podría resolverse contemplando plazos perentorios.


Un segundo tema a abordar, que es del más alto interés jurídico, es el referido a la certeza jurídica y la fe pública. La fe pública consiste en dar a las personas la seguridad que lo que se dice o afirma es efectivo. Por ejemplo, al ver el sello de una moneda de oro del Banco Central nadie duda que efectivamente es de oro, y no de cobre o de otro material. 


Existe fe pública y ésta es un bien jurídico, que requiere ser protegido. Tiene su origen y emana de una autoridad pública. Está íntimamente ligada o vinculada con el concepto de seguridad y normalidad en el tráfico jurídico, que permite el desarrollo de los negocios sobre la base de la veracidad de las afirmaciones que contienen ciertos documentos o atestados. La fe pública descansa en la certeza y seguridad que se deposita en los órganos del Estado.


En un Estado de Derecho la fe pública se atribuye por la ley a determinadas autoridades. No hay que olvidar que por el principio de juricidad, consagrado en los artículos 6° y 7° de la Carta Fundamental, las autoridades no tienen más facultades que las que la ley establece, las que ejercen en la forma que ella indica. Los Conservadores de Bienes Raíces actualmente tienen la calidad de ministros de fe. De acuerdo con el Código Orgánico de Tribunales, son encargados de los registros conservatorios, dentro de los cuales se encuentran los registros conservatorios relativos a las sociedades.


Abordó luego la relación entre el proyecto de ley y la fe pública. El proyecto de ley señala, en su artículo 12, que el Subsecretario de Economía, en calidad de Ministro de Fe, estaría habilitado para entregar atestados. Según el Asesor Jurídico del Ministerio, esta norma tendría su origen en el artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases de la Administración del Estado, disposición que, en su interpretación, tiene un sentido diferente, porque lo vincula con el decreto ley N° 1.028, relativo a las facultades de los Subsecretarios, y según el cual, según el cual el Subsecretario es Ministro de Fe de las firmas de los señores Ministros y el Presidente de la República, en su caso. Según el artículo 12 despachado por la Cámara de Diputados, el Subsecretario de Economía, actuando como Ministro de Fe, puede delegar esta facultad. Esta norma nos conduce al artículo 41 de la ley N° 18.575, que contempla la posibilidad de delegación de atribuciones y facultades propias, disposición conforme a la que el delegante no podrá ejercer la facultad delegada a menos que revoque la delegación.


Precisó su aprensión respecto a la seguridad jurídica. Se plantea que habría dudas respecto a que los registros en vez de ser en papel serían electrónicos. Pero en realidad las dudas no nacen de los sistemas electrónicos, porque hoy los sistemas electrónicos existen en el Conservador de Bienes Raíces. Su preocupación dice relación con el afán de simplificar y llevar a un formulario una materia que, por su propia naturaleza, es muy compleja, como se puede observar al constatar la cantidad de manuales escritos sobre este tema. Más aún, se plantea prescindir de la asesoría de abogados y Notarios, lo que en su parecer es una decisión equivocada. 


Puso un ejemplo, el caso de la disolución de la Sociedad, que puede tomar distintas formas: la disolución por fusión impropia por persona jurídica, por incorporación, disolución por creación, por acuerdo de la junta de accionistas (hay Sociedades Anónimas Cerradas), disolución por sentencia judicial ejecutoriada. Los emprendedores requerirán asesoría para completar un formulario de constitución, modificación o disolución de sociedades que, en su opinión, difícilmente podrá simplificar en la práctica esta materia.


Otra materia importante es la enorme remisión a reglamentos que contiene la iniciativa en comento. Tal vez el error de esto parte de un supuesto, que es atender al nombre del Reglamento del Conservador de Bienes Raíces, el que si bien se llama reglamento, la verdad que, según ha dicho una reiteradísima jurisprudencia, tiene el carácter de decreto con fuerza de ley, en consecuencia es ley y las modificaciones del Reglamento del Conservador son propias de ley. Dicho de otro modo, las materias que trata este proyecto son materias propias de ley, no son reglamentarias. Al establecer las facultades de fiscalización del Ministerio se hace alusión a ciertas “reglas generales”, en circunstancias que, en materia de competencia de servicios públicos, no hay reglas generales, sólo hay reglas específicas. Así lo sentenció expresamente el Tribunal Constitucional el año 1999, conociendo del proyecto de ley que modificó la Ley Orgánica de Municipalidades.


Otro punto de análisis es el referido a los costos del proyecto y su focalización. Connotó que se acababa de plantear que, a petición del Honorable Senador Tuma, el tema de la gratuidad del Registro fue resuelto. Sin perjuicio de esto último, hay que tener presente que nada es completamente gratuito, sino que, por el contrario, todo tiene un costo que alguien debe soportar. En tal contexto indicó que otro registro, como el del Instituto de Propiedad Industrial, INAPI, tiene un costo de cinco mil millones de pesos, de acuerdo con la ley de presupuesto del año 2012. Recuerda que, al inicio de la tramitación de este proyecto el ex Ministro Juan Andrés Fontaine señaló que la administración del Registro fue uno de los temas más debatidos en esta iniciativa, y que, entre las posibilidades que se analizaron, estuvo que ésta fuera entregada al Ministerio de Economía, lo que representaba un tema de costo importante.


Manifestó que la firma electrónica es excelente, pero todavía no está en plena ejecución en nuestro medio. Hay varios proyectos sobre la materia, actualmente en tramitación legislativa, que convendría tenerlos a la vista. Se refirió a los costos asociados al uso de la firma electrónica: el dispositivo tiene un valor de $ 58.900 y el certificado $ 23.700, por año, lo que suman $82.600 inicial. Sin embargo, para operar con la firma se debe contar, además, con un programa firmador que tiene un valor aproximado de $ 250.000. 

En relación a la responsabilidad por los errores. Cuando los Conservadores incurren en algún error, su responsabilidad es personal, y, por tanto, tienen que soportar el costo de que se trata. En el futuro los errores que se puedan cometer serán de cargo de los contribuyentes, porque de acuerdo con el artículo 38 de la Constitución Política de la República, el Estado es responsable por los daños que ocasione.


Expresó que la iniciativa en comento contempla un traspaso de funciones del Conservador de Bienes Raíces. En tal sentido constituye una limitación a una facultad que tiene el Poder Judicial, y que, por lo tanto, debió haberse consultado a la Corte Suprema.


Agregó que la existencia de un registro más en poder de la Administración siempre es peligrosa, porque ya cuenta con una cantidad enorme de registros, y los cruces de información entre éstos llevan a que se vulnere la privacidad. La persona pasa a transformarse en una persona de cristal, es decir, transparente.


La función pasaría al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. De acuerdo con el artículo 22 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, y los Ministerios son proyectores y planificadores. No son ejecutores de las funciones de atender necesidades públicas, que son propias de los servicios públicos. La ley establece que en casos calificados podrá entregarse una función propia de un servicio público a un Ministerio. Cabe preguntarse, entonces, si es este un caso calificado, y si es propio de la función de la Administración que corresponda al Poder Ejecutivo llevar registro de sociedades. En su opinión esto se encuentra absolutamente alejado de las funciones de gobierno y administración. 


Se discute frecuentemente sobre la competencia excesiva que tiene el Poder Ejecutivo frente al Parlamento en materia de gastos, lo que pareciera imposible de revertir. Pero en estas materias ir despojando al Poder Judicial de competencia que tiene, significa ir haciendo un Poder Ejecutivo cada vez más grande, de un tamaño enorme.


El Ministerio de Justicia tampoco ha tenido participación en la discusión del proyecto a pesar que, de acuerdo con su Ley Orgánica, le corresponde realizar el estudio crítico de las normas constitucionales y de la legislación civil, penal, comercial, a fin de proponer al Presidente las reformas que estime necesarias.


Considera que los aranceles de los Conservadores de Bienes Raíces deberían someterse a un sistema que en Chile está muy bien establecido, diseñado y asentado, que es de los aranceles de los costos que deben pagarse a quienes ejercen  funciones monopólicas. Ésta es una función monopólica. En consecuencia, debería establecerse sobre la base de empresas modelos, tal como ocurre hoy día con las tarifas de los servicios básicos como la electricidad y el agua potable, entre otros. 

Luego, hizo una breve referencia a los de las posesiones efectivas. El Colegio de Abogados hizo diferentes presentaciones en su momento ante el Poder Legislativo, para señalar los graves inconvenientes que veía en trasladar las posesiones efectivas de los tribunales ordinarios a un servicio de la administración del Estado. El Servicio de Registro Civil es un servicio muy eficiente en las funciones que le son propias, pero en su parecer no lo ha sido en cuanto a la tramitación de las posesiones efectivas.


Luego llamó la atención de las Comisiones unidas respecto a las remisiones que el proyecto hace al reglamento, particularmente las relativas a los antecedentes que debe contener el formulario y, en general, a los requisitos de estas materias. De acuerdo con la Constitución Política, las materias de ley están reducidas a las que señalan especialmente el constituyente, de acuerdo a los artículos 64 y 65, y entre las materias se encuentran precisamente aquellas que son propias de la legislación codificada. 

Expresó que el artículo sexto del proyecto prescribe sobre los campos que deben completarse. Uno de ello es el relativo al domicilio social si la ley exige a la respectiva persona jurídica, pero todas deberán especificar una dirección para obtener rol único tributario. El concepto de dirección no es un concepto jurídico. El domicilio es un atributo de las personas naturales y jurídicas, no puede haber personas jurídicas sin domicilio. Para obtener rol único tributario en la página de impuestos internos se requiere domicilio no dirección.

Antes de finalizar su exposición, llamó la atención que en la Cámara de Diputados intervino el abogado señor José Antonio Gaspar, profesor de la Universidad Diego Portales, sobre varios aspectos vinculados con esta materia, entre los cuales está el silencio en la aplicación de normas. Por ejemplo, si no se señala nada respecto de la disolución de las sociedades rige la regla general, cual es que, en el caso de disoluciones de sociedades de personas, éstas siguen con los herederos. Se pregunta si saben los emprendedores que los socios con los cuales van a hacer un trabajo nuevo, van a continuar con la señora o con los hijos de la persona con la que contratan. Eso es lo que el profesor Gaspar hizo presente, que es necesario ofrecer asesoría jurídica. Para ello, él plantea como una alternativa interesante proporcionar una asesoría gratuita a las PYMES.


Concluyó señalando que, sobre la base de lo expuesto, estimas que deberían rechazarse las modificaciones de la Cámara de Diputados y permitir, de esta manera, que el proyecto de ley pase a Comisión Mixta y en ella se analicen aquellas reformas que pueden agilizar el actual sistema, sin hacer un cambio tan trascendental que puede pueda resultar perjudicial.


A continuación, el señor Presidente las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Hernán Larraín, ofreció el uso de la palabra.


En primer término, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Zaldívar.


Coincidió con los planteamientos de la señora Presidenta del Colegio de Abogados. Recordó que al inicio de la discusión en el Senado hizo presente que el camino que planteaba el proyecto para lograr un objetivo muy loable, como es dar mayor celeridad y bajar los costos de la constitución, modificación  y disolución de determinadas sociedades, no era el conveniente. Por tal motivo fue muy crítico del proyecto durante la discusión en general del proyecto, y que, posteriormente, intervino muy activamente en la discusión particular, tratando de mejorar el proyecto en la forma que estimaba más conveniente.


En su opinión, la aprobación del proyecto daría a lugar a un doble estándar de sociedades: de primera y de segunda clase. Las de primera clase son aquéllas que se sujetarán a las normas legales vigentes, según dependa de su singular naturaleza jurídica, y las de segunda clase son las que propone el proyecto, “sociedades express”, que presentan diversas dificultades, como ha sido puesto en evidencia en esta sesión y que también lo ha escuchado de parte de profesores de derecho comercial, así como de personas muy especializadas sobre la materia. 


Lamentó que en esta etapa legislativa las Comisiones unidas y luego la Sala sólo puedan pronunciarse a favor o en contra de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados al proyecto, lo que es propio del tercer trámite constitucional de un proyecto. Añadió que en el evento que el proyecto pase a Comisión Mixta, igualmente será poco lo que ésta sea capaz de resolver, sin perjuicio de lo cual hay materias que necesitan de un estudio más profundo.


Comentó que la exposición realizada por el Subsecretario, señor Tomás Flores, le daba la razón, toda vez que, como detalló en su presentación, con la ley N° 20.494 aumentó el número de sociedades constituidas, y de un modo muy eficiente. En su parecer, este efecto se debe a que la citada ley hizo modificaciones del sistema vigente para agilizarlo, dentro de las cuales destacó las siguientes: sustituyó la publicación en el diario oficial en el caso de las sociedades de pequeño monto por una publicación en la página web del diario; estableció la obligación para las municipalidades de entregar inmediatamente la patente al contribuyente, y estableció la obligación del Servicio de Impuestos Internos a autorizar el uso de factura electrónica. Añadió, que atendido los buenos resultados obtenidos, el camino correcto debió ser haber profundizado esa reforma. 


Agregó que actualmente es posible constituir en Santiago una sociedad de responsabilidad limitada en 48 horas. Ello gracias a los avances tecnológicos, dado que, en la práctica, un abogado redacta la escritura en su oficina, luego la envía vía correo electrónico al notario para el trámite de rigor, la escritura firmada y su extracto inmediatamente son enviados al conservador, donde se realiza la inscripción y el notario, asimismo, solicita la publicación de la sociedad en el diario oficial. Reconoció que el procedimiento que mencionó tiene un costo, el cual también podría ser corregido. También puede ser posible intervenir en materia de aranceles de notarios y conservadores, como, por ejemplo, establecer un arancel conveniente en razón del monto del capital social. Estos puntos fueron citados en la discusión en la Comisión de Economía.


Añadió que no comparte lo que señala el Ejecutivo en cuanto que el sistema simplificado de constitución, modificación y disolución de sociedades que considera el proyecto será gratuito. 


Indicó que, en la práctica, la gratuidad no será tal, dado que al momento en que una persona intente completar los campos de un formulario en el Registro se verá en la necesidad de consultar a un abogado, porque la mayoría de las veces no será tan simple hacer el trámite. Hizo presente que cada sociedad tiene sus propias particularidades, que emanan bien de la naturaleza del negocio de que se trate o de tipo de relación que exista entre los socios, entre otros factores. 


En la misma línea, hizo notar que el proyecto considera el uso de la firma electrónica, la cual no es algo muy generalizado y que también tiene un costo, como lo señaló la señora Olga Feliú. 


Añadió que el interés en rebajar los costos propios de los actos de constitución, modificación o disolución de sociedades también podría ser abordado por otra vía.


Indicó que es necesario hacer una reforma profunda al sistema notarial y el de los conservadores para que sea más competitivo, estableciendo, además, fijación de tarifas.


Sintetizando su parecer, indicó que hubiera preferido mantener un solo tipo de sociedades que cuenten con la misma certeza jurídica, apoyado en un sistema que en Chile lleva más de 100 años de vigencia y con excelentes resultados. Señaló que nuestro país en uno de los que tiene menos conflictos judiciales por su sistema registral así como por su sistema de ministro de fe. El sistema chileno es de raíz latina y no sajón, como el que propone el proyecto.


En tal sentido, reconoció que es necesario nombrar más notarios y conservadores; que compitan entre ellos, y que exista un sistema de tarifa que evite posiciones monopólicas.


Lamentablemente no fue ese el camino que tomó ni el Ejecutivo ni el Parlamento, dado que el proyecto está cumpliendo su tercer trámite constitucional. Señaló ser crítico del proyecto en su conjunto, pero que es necesario ceñirse al trámite constitucional en que se encuentra actualmente. En tal sentido pidió dejar constancia que se cometería un error histórico al crear sociedades de distinta naturaleza para un mismo objetivo.


En su opinión, es necesario revisar la constitucionalidad de una de las dos grandes modificaciones de la Cámara de Diputados, esto es que el Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño sea ministro de fe, del modo como lo contempla el artículo 12 del proyecto. Ello por cuanto la ley vigente radica esta función en el poder judicial, específicamente su escalafón auxiliar, en los notarios y conservadores, a quienes la ley orgánica les entrega esa facultad. Agregó que, incluso, si procediera constitucionalmente tal rol, la aprobación de una norma de esta naturaleza requeriría cumplir con un quórum especial, lo cual no se hizo en la Cámara de Diputados.


Agregó que el carácter de ministro de fe es indelegable. Así lo señaló la Corte Suprema respecto del Servicio de Impuestos Internos, al eliminar la posibilidad de delegar funciones propias de los directores regionales en funcionarios de menor de menor grado. Luego, al tratarse de una función indelegable, sería necesario corregir ese aspecto dentro de las modificaciones de la Cámara de Diputados. 


En otro orden de ideas, señaló que las materias que aborda el proyecto son materias de ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 N° 3 de la Carta Fundamental, porque se trata de materias de Códigos, en este caso, Códigos Civil y Comercial. Al ser materia de ley, su regulación no puede quedar en el ámbito reglamentario.  Sería necesario que el Parlamento aprobara una delegación de facultades, en la medida que fuera procedente.


En suma, los artículos 12 y 13 de la Cámara de Diputados contienen los señalados errores y, por tanto, no los aprobaría. Son las dos únicas materias sobre las cuales cabe pronunciarse, porque las demás modificaciones no tienen mayor incidencia. Prefiere que la materia sea conocida por una Comisión Mixta.


Reitera que quiere dejar constancia que se está cometiendo un grave error, porque sería posible conseguir los mismos objetivos que aspira el proyecto modificando y perfeccionando el sistema vigente y corrigiendo el sistema notarial y el de los conservadores para evitar las dificultades y los arbitrios que muchas veces son formuladas en su contra. Así como la ley N° 20.494 logró un gran resultado, podríamos sancionar una ley que lograría los objetivos respecto de los cuales existe acuerdo de todos: abaratar los costos y agilizar la constitución, modificaciones y disolución de sociedades.


Luego, el señor Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Hernán Larraín, hizo presente que el proyecto fue consultado por la Comisión  de Constitución de la Cámara de Diputados a la Excma. Corte Suprema y que ésta emitió su parecer, según constan en los antecedentes del proyecto, y lo pone a disposición para su estudio. En tal contexto, hizo presente que tal aspecto está debidamente resguardado.


Respecto del debate producido, señaló que tanto por las opiniones de la Presidenta del Colegio de Abogados como las del Honorable Senador señor Zaldívar plantean objeciones de que dicen relación más bien con la idea de legislar que con el proyecto mismo, o, adicionalmente, con el proyecto en sí. En un tercer trámite constitucional es muy tardío hacer ese tipo de planteamientos. Hizo presente que en su intervención, el Honorable Senador señor Zaldívar indicó habría sido posible haber tomado otro camino. Agregó que si bien aquello habría sido posible no quería entrar en esa discusión, por cuanto en la instancia a la que están convocadas las Comisiones unidas es si recomienda o no a la Sala aprobar las modificaciones que la Cámara de Diputados introdujo en el proyecto aprobado por el Senado.


Luego, el señor Presidente propuso a la Comisión un modo de resolver al asunto que es aprobar o rechazar en bloque las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto. Lo anterior, porque al entrar en la lógica de quienes sostienen que el proyecto contiene errores complejos o graves, la única oportunidad de introducir cambios no es en el tercer trámite sino en una Comisión Mixta de Senadores y Diputados. En tal sentido, correspondería proponer el rechazo en bloque y de este modo abrir un espacio para la revisión del proyecto. Al revés, al discurrir sobre la lógica de quienes sostienen que el proyecto se basa en una tradición distinta, más bien siguiendo la tradición anglosajona que la tradición europea continental, precisamente porque ven ventajas en estas modificaciones, basados en el éxito que ha tenido el sistema en otros países, y que consideran que la Cámara de Diputados corrigió favorablemente el proyecto, lo indicado es aprobar tales modificaciones y despachar el proyecto tal cual está.


En tal sentido, el señor Presidente de las Comisiones unidas señaló que de aceptar las Comisiones unidas la forma de proceder propuesta, pondría en votación inmediatamente las modificaciones. En caso contrario, y de estimarse necesario seguir debatiendo, correspondería citar a una nueva sesión e ir debatiendo cada una de las modificaciones y, luego, pronunciarse sobre si se recomienda a la Sala su aprobación o rechazo, y los motivos de una u otra posición. 


Reiteró que por encontrarse el proyecto en tercer trámite constitucional, las Comisiones unidas no tienen facultades para corregir o modificar el texto, y es por tal motivo que  propone pronunciarse en bloque por alguna de las dos opciones señaladas, toda vez que es más expedito y evitaría entrar en un debate innecesario, en uno o en otro sentido.


--En votación la proposición del señor Presidente en orden a proceder a realizar una sola votación respecto de las modificaciones de la Cámara de Diputados, ésta fue aprobada por siete votos a favor y tres en contra. Votaron por la aprobación los Honorables Senadores señores José García, Hernán Larraín, como integrante de ambas Comisiones, Eugenio Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar, como integrante de ambas Comisiones. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Alberto Espina, como integrante de ambas Comisiones, y Carlos Larraín.


El Honorable Senador señor Alberto Espina solicitó dejar especial constancia en que su posición a favor que las Comisiones unidas celebraran una nueva sesión se funda en la conveniencia de tener la oportunidad para determinar qué aspectos del proyecto son corregibles, así como, también, que algunos de los planteamientos de la señora Feliú exigen un estudio más riguroso, como por ejemplo que el proyecto no resuelve determinadas materias y que las deje entregadas a un reglamento, que admite un enorme grado de discrecionalidad para quien las dicta. No obstante lo anterior, señaló compartir la lógica del proyecto. pero que estima fundamental profundizar en el tema de la certeza jurídica.

Por su parte, el Honorable Senador señor Carlos Larraín indicó tener reacciones encontradas. Por una parte, no concuerda con proponer un rechazo absoluto al proyecto, lo que importaría mostrar temor a cualquier innovación, lo cual no es racionalmente aceptable y no se condice con los enormes avances en el uso de instrumentos electrónicos en el sistema registral y notarial actual. Pero, por otro lado, y sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, en el debate se han levantado asuntos de constitucionalidad y de legalidad muy sustantivos e insoslayables, los cuales, como lo señaló el señor Presidente de las Comisiones unidas, son materias de otras etapas del trámite legislativo, aunque igualmente son centrales. En tal sentido se inclina por un mecanismo que permita examinar los aspectos del proyecto que efectivamente ofrezcan dificultad o generen más interrogantes.


--En votación todas las modificaciones  que introdujo la Cámara de Diputados al proyecto aprobado por el Senado, se obtuvo el siguiente resultado: 5 votos por el rechazo, 2 votos por la aprobación y tres abstenciones, éstas últimas de los Honorables Senadores señores Alberto Espina, como integrante de ambas Comisiones, y Carlos Larraín. Votaron por el rechazo de las modificaciones los Honorables Senadores José García, Eugenio Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar, como integrante de ambas Comisiones. Votó por la aprobación de las modificaciones el Honorable Senador señor Hernán Larraín, como integrante de ambas Comisiones.


A continuación, el señor Presidente hizo presente que debido a que las abstenciones incidían en el resultado, correspondía repetir la votación, en cumplimiento a lo dispuesto por el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado.


Repetida la votación se obtuvo idéntico resultado: 5 votos por el rechazo, 2 votos por la aprobación y tres abstenciones, de los Honorables Senadores señores Alberto Espina, como integrante de ambas Comisiones, y Carlos Larraín.


Atendido el resultado, el señor Presidente indicó que correspondía considerar las abstenciones como votos favorables a la posición que obtuvo mayor número de votos, que es la correspondiente al rechazo de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados al proyecto del Senado.

Los Honorables Senadores señores José García e Ignacio Walker solicitaron dejar constancia que sus votos de rechazo a las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados al proyecto no constituyen un rechazo al proyecto mismo, sino que son en función de posibilitar llevar el asunto a una Comisión Mixta para que, es esta instancia, sea posible analizar con detalle las materias que han sido planteadas en el debate así como, también, tener la oportunidad de hacer las enmiendas que corresponda o introducir aspectos que pudieren faltar.

________

PROPOSICIÓN DE LAS COMISIONES UNIDAS


En mérito a los acuerdos antes señalados, vuestras Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Economía, unidas, tiene el honor de proponer al Senado, por la mayoría de sus miembros, rechazar las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto aprobado por el Senado, en primer trámite constitucional. (Mayoría de sus integrantes: 5 votos por el rechazo; 2 votos por la aprobación, y 3 abstenciones, las que, de conformidad al inciso segundo del artículo 178 de Reglamento de la Corporación, se consideran como favorables a la posición que obtuvo el mayor número de votos). 
______________





Acordado en sesión de fecha 17 de enero de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín (Presidente), Alberto Espina, José García, Carlos Larraín, Jovino Novoa, Eugenio Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.





Sala de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Economía, unidas, a 22 de enero de 2013.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz

Abogado Secretario de Comisiones
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL CONTRATO DE SEGURO 
(5185-03)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en iniciado en moción de los diputados señores Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera, Edmundo Eluchans Urenda, Sergio Ojeda Uribe, Patricio Vallespín López y Mario Venegas Cárdenas, y de los ex diputados señores Juan Bustos Ramírez, Marcelo Forni Lobos, Renán Fuentealba Vildósola y Eduardo Saffirio Suárez. La iniciativa ha sido calificada con “suma” urgencia.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus integrantes, los siguientes invitados:

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora de Mercado de Capitales, señorita Rosario Celedón; el asesor de Mercado de Capitales, señor Jorge Timermann; y los asesores, señorita Carmina Hernández y señor Claudio Osorio.

De la Superintendencia de Valores y Seguros, el Fiscal de Seguros, señor Gonzalo Zaldívar.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las asesoras, señoritas Constanza Castillo y Carol Parada.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista del Área Economía, señor Andrés Muñoz.

El profesor de Derecho Comercial, señor Osvaldo Contreras.

Los asesores de la Honorable Senadora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.

- - -

Es pertinente consignar que el plazo de indicaciones originalmente previsto para la discusión en particular de la iniciativa, hasta el 11 de junio de 2012, fue posteriormente ampliado por la Sala del Senado hasta el día 25 del mismo mes, para ser presentadas en la Secretaría de la Comisión.

Luego que la Comisión iniciara el análisis de las diversas indicaciones, la unanimidad de sus miembros presentes acordó encargar al Ejecutivo, en conjunto con los respecticos asesores parlamentarios, la elaboración de una propuesta que incluyera un pronunciamiento respecto de cada una de aquéllas, así como la proposición de todas las demás enmiendas que fueran necesarias para el despacho en particular del proyecto de ley.

Los precitados equipos técnicos consensuaron una propuesta de acuerdo, que una vez sometida a conocimiento de la Comisión, fue aprobada en su integridad, en una sola votación, por la unanimidad de sus miembros. Al efecto, cabe señalar que la aprobación del acuerdo, inclusivo de la totalidad del proyecto de ley, supuso en algunos casos la reapertura del debate, la que, como se consigna oportunamente en el presente informe, sólo guardó relación con aquellas votaciones que se habían llevado a cabo con anterioridad.

- - -

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL


Se hace presente que, de aprobarse, el artículo 543 contenido en el artículo 1° del proyecto de ley, debe serlo con quórum orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta Fundamental. 

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo 3° y artículo transitorio.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 8, 14, 18, 26, 34, 34 bis y 35.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 2, 3, 4, 5, 7, 9, 10, 15, 17, 19, 20, 25, 28, 30, 31 y 32.

IV.- Indicaciones rechazadas: ninguna.

V.- Indicaciones retiradas: 6, 11, 12, 13, 16, 18bis, 21, 22, 23, 24, 27, 29 y 33. 

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -


Previo al análisis de las indicaciones formuladas al proyecto, la Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Rosario Celedón, expresó que, en opinión del Ejecutivo, existen aspectos del proyecto de ley que pueden ser perfeccionados, tanto al tenor de algunas de las indicaciones presentadas, como a propósito de ciertas materias que, habiendo sido discutidas durante el primer trámite constitucional, no formaron parte del texto despachado al Senado por la Cámara de Diputados.

- - -
DISCUSIÓN PARTICULAR

A continuación se efectúa una relación de las disposiciones del proyecto, en los términos en que fueron aprobadas en general por la Sala del Senado, sobre las que fueron formuladas indicaciones. Del mismo modo, se da cuenta de los acuerdos adoptados.

Artículo 1°

Este artículo remplaza el Título VIII del Libro II del Código Comercio.

Artículo 512

Establece, en su inciso primero, que por el contrato de seguro se transfieren al asegurador uno o más riesgos a cambio del pago de una prima, quedando éste obligado a indemnizar el daño que sufriere el asegurado, o a satisfacer un capital, una renta u otras prestaciones pactadas.

Los riesgos, previene el inciso segundo, pueden referirse a bienes determinados, al derecho de exigir ciertas prestaciones, al patrimonio como un todo y a la vida, salud e integridad física o intelectual de un individuo. Añade que no sólo la muerte, sino también la sobrevivencia, constituyen riesgos susceptibles de ser amparados por el seguro, y que las normas del Título VIII rigen a la totalidad de los seguros privados, pero no resultan aplicables a los seguros sociales ni al seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


El inciso segundo fue objeto de la indicación número 1, del Honorable Senador señor García, para agregar, entre “seguros sociales,” y “ni al seguro”, la frase “a los contratos de salud regulados por el D.F.L. N° 1, de 2005, de Salud,”.


El Honorable Senador señor García manifestó que la indicación se funda en el hecho que a las isapres, que son las instituciones que celebran los contratos de salud, les son aplicables las disposiciones del aludido decreto con fuerza de ley, por lo que no quedan sujetas a la regulación del Código de Comercio.


La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, señaló que la indicación recoge la aprensión dada a conocer por diversos parlamentarios en relación a la forma en que el presente proyecto de ley interactúa con la legislación de isapres. En tal sentido, resulta pertinente dejar meridianamente claro que los seguros de salud de dichas instituciones se rigen por su legislación especial.


La indicación fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.


En una sesión posterior celebrada por la Comisión, en la que se conoció la propuesta de acuerdo integral elaborada por los equipos técnicos del Ejecutivo y de los respectivos asesores parlamentarios, la unanimidad de sus integrantes acordó reabrir el debate sobre la indicación número 1. Puesta en votación, la misma unanimidad, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa, acordó aprobarla con modificaciones.

Artículo 513


Este artículo contiene, a través de 24 literales,  una serie de definiciones aplicables a la normativa de seguros. Entre ellas, la de la letra m), que prescribe que interés asegurable es aquel que tiene el asegurado, o el beneficiario si es distinto de aquél, en la no realización del riesgo.


Sobre dicha letra recayó la indicación número 2, del Honorable Senador señor Lagos, para sustituirla por la siguiente:

“m) Interés asegurable: aquel que tiene el asegurado en la no realización del riesgo.”.

La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, sostuvo que la indicación contiene una definición que puede ser más atingente, habida cuenta que la letra c) del mismo artículo 513 contiene una definición especial de lo que se entiende por beneficiario. Para ello, en todo caso, sería aconsejable agregar una referencia al artículo 587 del proyecto, que se refiere de manera específica al interés asegurable en los seguros de personas.

El Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Gonzalo Zaldívar, explicó que la razón de añadir la referencia al artículo 587 radica en que en los seguros de personas existe una regulación especial que apunta a que no puedan ser objeto de especulación, en el sentido que si un tercero contrata un seguro sin tener interés o sin el acuerdo del asegurado, en realidad lo que puede estar haciendo es solamente una especie de apuesta sobre la suerte que pueda seguir una persona. 

El Honorable Senador señor Novoa advirtió que no resulta claro que excluir al beneficiario de la definición de la letra m) sea inocuo, toda vez que si el seguro contratado por un tercero no va en beneficio de él mismo, sino de un beneficiario distinto, la idea de apuesta desaparece.

La señorita Celedón expresó que, a su entender, el objetivo de la indicación es que al definirse el interés asegurable, que es un requisito para que el seguro tenga sentido, no es necesario que el beneficiario tenga interés, pues puede conllevar el riesgo de que, en la práctica, se pretenda verificar en cada caso si ese beneficiario tenía o no dicho interés, en circunstancias que lo relevante es que puede ser el destinatario de la indemnización.

El Honorable Senador señor Novoa planteó que el problema es qué pasaría en aquellos casos en que el asegurado no tenga interés en el seguro, pero el beneficiario sí. Se podría argumentar, advirtió, que por no haber interés del asegurado, el contrato es nulo.

El señor Zaldívar indicó que la observación formulada por Su Señoría es abordada por la indicación número 4 -de la que se da cuenta más adelante en el presente informe- recaída sobre el artículo 516, relativa a los seguros “a quien corresponda”, que se contratan sin un interés actual sobre una cosa, pero previendo que en el momento en que el seguro entre en vigencia, ese interés sea validado.

El profesor señor Osvaldo Contreras declaró que, en su opinión, es más completa la definición contenida en la letra m) aprobada en general por el Senado.

El Honorable Senador señor Novoa insistió en que al excluir el interés del beneficiario, se podría estar generando un problema que ponga en duda la validez del contrato de seguro.


En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, y producto del acuerdo alcanzado entre los asesores del Ejecutivo y de los parlamentarios, la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa, acordó aprobar la indicación número 2, con modificaciones, de la forma en que se dará cuenta en el capítulo pertinente.


Con arreglo al precitado acuerdo, además, la misma unanimidad estuvo conteste en efectuar una enmienda en la letra d) del artículo 513, consistente en que la definición que contiene (la de certificado de cobertura o certificado definitivo), contemple que debe tratarse de una póliza de seguro colectivo o flotante. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.


En relación con la letra o), en tanto, y con asilo en la misma disposición reglamentaria, la Comisión realizó una enmienda de carácter formal. Allí aparecen definidas, además de “Póliza”, los conceptos “Propuesta” y “Cotización”. Se acordó intercalar un literal “p)”, nuevo, que contenga la definición de “Propuesta” y otro literal “q)”, también nuevo, que haga lo propio con “Cotización”, ajustándose la correlación de los literales subsiguientes. Así lo aprobó, inicialmente, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa. Posteriormente, sin embargo, producto del acuerdo a que arribaron el Ejecutivo y los parlamentarios, la unanimidad de los integrantes de la Comisión acordó reabrir el debate en relación con esta enmienda, que resultó, en esta oportunidad, aprobada por los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 514


Dispone que la proposición de celebrar un contrato de seguro deberá expresar la cobertura, los antecedentes y circunstancias necesarios para apreciar la extensión de los riesgos.


Fue objeto de la indicación número 3, del Honorable Senador señor Lagos, para agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“El tomador deberá informar al asegurador acerca de las circunstancias del riesgo que conozca o debería conocer, y que sean objeto de preguntas claras y precisas de parte del asegurador.


El asegurador deberá entregar al tomador, por escrito, toda la información relativa al contenido del contrato que celebrará. Esta deberá contener, al menos, el tipo de seguro de que se trata, los riesgos cubiertos y las exclusiones; la cantidad asegurada, forma de determinarla y los deducibles; la prima o método para su cálculo; el período de duración del contrato, así como la explicitación de la fecha de inicio y término de la cobertura.”.


EL Honorable Senador señor Frei puso en conocimiento de la Comisión los reparos planteados a esta indicación por la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., en cuanto a que incorporaría un elemento de incertidumbre que podría dar lugar a conflictos, a saber, la dificultad de precisar cuándo una pregunta ha sido “clara” y “precisa”. El sujeto obligado en la indicación, señaló, no es quien necesariamente conoce las circunstancias del riesgo. En efecto, el tomador no se corresponde siempre con el asegurado, de lo que dan cuenta numerosos ejemplos en la industria de los seguros, entre ellos, el de las pólizas que contratan los bancos a favor de sus clientes; allí, la institución bancaria es el tomador y los clientes los asegurados. En consecuencia, la obligación a que se alude debe ser la del asegurado. Como, con todo, ésta ya está especificada en los artículos 524 y 525 del proyecto, se torna innecesario consignarla en el artículo 514.  


La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, manifestó que el asunto planteado, que fuera discutido también en su momento en la Cámara de Diputados, guarda relación con la forma en que se genera el contrato de seguro y qué conocimiento debe tener la compañía aseguradora de los riesgos antes de poder hacer su oferta. Para ello, ya se ha incorporado en el proyecto el concepto de contar con un cuestionario de este tipo, a la usanza de los contratos de seguro de salud en que las isapres consultan a sus clientes por sus prexistencias, a partir de lo cual determinan cuál es la situación de riesgo a que se enfrentan y cuál es la cobertura que pueden ofrecer. 

El nivel de precisión de ese cuestionario, profundizó, ha sido otro factor de discusión, si bien el objetivo de la indicación, proporcionar mayor información, resulta plausible en opinión del Ejecutivo. Se aviene, además, con disposiciones de otros cuerpos legales, como la ley que creó el SERNAC financiero, que ordena también que se ponga a disposición de los asegurados un caudal relevante de información.


En relación con el inciso primero de la indicación, en particular, puso de relieve que esa obligación efectivamente ya ha sido considerada en los artículos 524 y 525.


Enseguida, ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, el Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Zaldívar, explicó que, jurídicamente, la propuesta del contrato de seguro puede ser formulada tanto por el asegurador como por el asegurado. En seguros masivos, de hecho, lo que existe es una propuesta permanente que los asegurados y tomadores recogen, suscribiendo lo que se ofrece. En otros casos, es el tomador o asegurado quien formaliza una propuesta al asegurador, quien la acepta o no.


La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, acotó que en los seguros masivos se está en presencia de los denominados contratos de adhesión. Los otros casos corresponden, por ejemplo, a la necesidad que una empresa tiene de asegurar una planta de operaciones, para lo que define cuáles son las coberturas que requiere y realiza una propuesta a un asegurador. Aquí es donde se insertaría el segundo inciso de la indicación en estudio, para que una vez hecha la propuesta, desde el asegurador llegue al tomador un delineamiento del producto que va a contratar.  


El profesor señor Contreras expuso que, normalmente, la propuesta de celebración se verifica con ocasión de los seguros individuales, en que el asegurado, en base a un cuestionario que le proporciona la compañía, le indica al asegurador qué cobertura requiere. Algo distinto acontece en otros contratos de seguros, en que una empresa grande llama a las aseguradoras a competir para adjudicarse su cartera de seguros. Y una tercera alternativa se verifica con ocasión de los seguros colectivos. A su entender, expresó, la redacción del artículo 514 se refiere solamente al primero de estos casos, en consonancia con la definición de propuesta del artículo 513. Y si se agregara el segundo inciso contenido en la indicación número 3, a mayor abundamiento, se estaría introduciendo un elemento de confusión, pues su redacción no se aviene con la idea de que es el asegurado quien formula una propuesta: por el contrario, se traspasa al asegurador la obligación de entregar una determinada información al tomador.  


Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, asimismo, manifestó que así como el artículo 524 contiene las obligaciones del asegurado, el artículo 529 hace lo propio con las del asegurador. Entre éstas, se encuentra la novedad de tener que informar al asegurado acerca de las coberturas que sean más convenientes a sus necesidades, en caso de que contraten sin la intermediación de corredores de seguros.


El Honorable Senador señor Novoa planteó que ya que el segundo inciso de la indicación propone una obligación que debe ser asumida por el asegurador, quizás sea más acertado incluirla en el artículo 529, entre las obligaciones de este último.


El Honorable Senador señor Lagos resaltó que más allá de la disposición que recoja el sentido de la indicación en debate, su contenido tiene por objeto complementar lo prescrito por el artículo 514, de modo que quede establecida la obligación, para el asegurador, de detallar el contenido de la información que debe entregar al asegurado una vez recibida la propuesta.


El Honorable Senador señor García opinó que, a su juicio, sería más adecuado agregar el segundo inciso de la indicación número 3 en el artículo 514, por tratarse a una etapa previa en el tiempo a la de las obligaciones previstas en el artículo 529.


El Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Zaldívar, sostuvo que el segundo inciso propuesto por la indicación número 3, adquiere importancia en relación con el artículo 515 de la iniciativa, sobre celebración y prueba del contrato de seguro. Esta última disposición, en su inciso segundo, alude a cualquier “principio de prueba por escrito” como medio para acreditar la existencia y estipulaciones del contrato. Desde una perspectiva regulatoria y de supervisión, argumentó, no debe escapar al análisis el hecho que si el asegurador se encuentra en el deber de proporcionar, por escrito, información relativa al contenido del contrato, el requisito del referido principio de prueba se verá satisfecho.


Inicialmente, la Comisión había acordado rechazar el primer inciso de la indicación número 3 (que propone introducir un inciso segundo en el artículo 514), y aprobar, con una enmienda de carácter formal, su segundo inciso. Lo había hecho por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa.


Con posterioridad, producto del acuerdo alcanzado entre el Ejecutivo y los parlamentarios respecto del proyecto de ley, la unanimidad de los integrantes de la Comisión acordó la reapertura del debate. El rechazo del primer inciso de la indicación y la aprobación, con enmiendas formales, del segundo inciso (que se incorpora como inciso segundo del artículo 514), contó esta vez con los votos de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa. En consecuencia, la indicación número 3 resultó aprobada con modificaciones.

Artículo 516

Indica este artículo, en su primer inciso, cuáles son los modos de contratar el seguro: por cuenta propia o por la de un tercero en virtud de un poder especial o general, y aún sin su conocimiento y autorización.

Señala en su inciso segundo que se  entiende que el seguro corresponde al que lo ha contratado, toda vez que la póliza no exprese que es por cuenta o a favor de un tercero.

En los seguros por cuenta ajena, de acuerdo con el inciso tercero, si el tomador se encuentra en posesión de la póliza, tiene el derecho a cobrar la indemnización, pero el asegurador tiene derecho a exigir que el tomador acredite previamente el consentimiento del asegurado o demuestre que obra por mandato de éste o en razón de una obligación o interés legal.


En relación con el inciso primero, la indicación número 4, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, fue presentada para incorporar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “También podrá contratarse por cuenta de un tercero indeterminado pero determinable, según lo estipulen las partes, individualizando al asegurado en la póliza bajo la fórmula “quien corresponda”.”.


La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, observó que la indicación tiene el mérito de recoger una modalidad de contratación del seguro con amplia utilización en la práctica. Esto, ciertamente, coincide con la finalidad del proyecto de ley de actualizar la legislación de seguros contenida en el Código de Comercio.

La indicación fue aprobada, con una enmienda meramente formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, García, Lagos y Novoa. Una vez reabierto el debate, más tarde, en virtud del acuerdo general a que arribaran los asesores del Ejecutivo y de los parlamentarios, a la misma aprobación concurrió la totalidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 519

De acuerdo con el inciso primero, el asegurador deberá entregar la póliza, o el certificado de cobertura, en su caso, al contratante del seguro o al corredor que la hubiera intermediado, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde la perfección del contrato.

El corredor, en tanto, deberá entregar la póliza al asegurado dentro de los cinco días hábiles siguientes a su recepción.

El incumplimiento de la obligación de entrega de la póliza dará derecho al asegurado a reclamar daños y perjuicios al asegurador, o al corredor en su caso.

El inciso final dispone que si el contenido de la póliza difiere de lo pactado, el asegurado dispondrá del plazo de un mes para reclamar, expirado el cual se estará a lo que señale la póliza. Para que rija esta norma, será preciso que el asegurador advierta al contratante o asegurado sobre su derecho a reclamar, mediante una cláusula debidamente destacada de la póliza.


En relación con este artículo se formularon las indicaciones números 5 y 6, ambas del Honorable Senador señor Lagos.


La indicación número 5, para sustituir, en el inciso final, la frase “su derecho a reclamar, mediante una cláusula debidamente destacada de la póliza”, por “las discrepancias que existen entre las coberturas ofrecidas por el asegurador al tiempo de la recepción de la propuesta. Estas diferencias deberán estar debidamente resaltadas”.


La indicación número 6, para agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“Si el asegurador no advierte al asegurado sobre las inconsistencias de cobertura, se considerará que el contrato ha sido celebrado según el tenor de la información entregada por el asegurador al momento de la propuesta.”.


El Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Zaldívar, expresó que no se advierte la lógica de la indicación número 5, toda vez que si las discrepancias están resaltadas, entonces los errores de que pueda adolecer la póliza ya han sido detectados. La doctrina más asentada en nuestro país, explicó, coincide en que el consentimiento entre las partes sólo existe una vez que se ha aceptado completamente una oferta. Si, como se propone, el asegurador comunica al contratante o asegurado las diferencias con lo inicialmente ofrecido, eso significa que el consentimiento nunca llegó a formarse, pues no ha habido acuerdo y se está en presencia, en realidad, de una nueva oferta por parte del asegurado. De esta manera, enfatizó, si el asegurador emite una póliza a sabiendas de que alguno de sus contenidos difiere de lo propuesto por el asegurado, no se trata verdaderamente de una póliza, sino de una nueva oferta.


El Honorable Senador señor Lagos preguntó qué acontece, entonces, cuando con posterioridad a la recepción de la propuesta del asegurado, y habiendo estado el asegurador de acuerdo con ella, en la póliza, no obstante, se incluyen cláusulas que difieren. El objetivo de las indicaciones números 5 y 6, destacó, es precisamente resguardar que el entendimiento logrado entre las partes se vea plasmado en la póliza.


El Honorable Senador señor Novoa consignó que el inciso final del artículo 519 conlleva el riesgo de contribuir a la incerteza jurídica en el contrato de seguro. En efecto, podría ocurrir que una persona tomara un seguro contra incendio señalando de manera expresa que la cobertura comprenda, ejemplificó, la caída de un rayo, y la póliza que se le presenta, posteriormente, excluya dicho específico evento. Si no obstante la suscripción del contrato y el transcurso de un período de tiempo, más adelante efectivamente cae el rayo, el asegurado podría reclamar por esa cobertura que no fue incluida. Permitir que una situación como esta ocurra, resaltó, sistémicamente conspiraría contra la consolidación de las relaciones jurídicas y aparejaría, muy probablemente, un incremento en el número de litigios. No debe perderse de vista, añadió, que asiste también un deber para los asegurados de informarse de aquello que firman. 


El Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Zaldívar, indicó que si bien es efectivo que la incerteza jurídica es un problema que habría que abordar, debe tenerse presente que las pólizas sobre las que sería aplicable la legislación en estudio se encuentran sujetas a la obligación de depósito en la Superintendencia. Esto importa que sus contenidos generales en materia de  cobertura o mecanismos de ejecución son, además de públicos, revisados por la autoridad.


En la práctica, agregó, los diferendos a que alude el inciso final del artículo 519 se dan en relación con las cláusulas particulares que inciden sobre la identificación del objeto asegurado, la suma asegurada, la prima y, en fin, sobre todo otro elemento que, en función de la diversidad de personas y bienes involucrados, se pueda introducir.


De otro lado, admitió que no obstante no ser la lectura de las pólizas algo frecuente entre los usuarios, las condiciones particulares no constan en más de una página y suelen ser lo primero que se encuentra a la vista. A ellos se suman los certificados de cobertura que en cada caso operan.  


En la misma línea, hizo presente que las normas de interpretación vigentes prescriben que la póliza tiene imperio de pleno derecho únicamente en relación con el asegurador.


El Honorable Senador señor Lagos hizo hincapié en que el sustrato de las indicaciones números 5 y 6 es que el valor de la propuesta formulada sea convenientemente salvaguardado, en el entendido que constituye la base sobre la cual se celebra el contrato de seguro. Todo esto ante la lamentable ocurrencia, en la práctica, de casos en los que la póliza no respeta las condiciones previamente acordadas.


El profesor señor Contreras expresó que justamente en aras de la certeza jurídica, las legislaciones más avanzadas  en el derecho comparado contemplan una redacción similar a la del inciso final del artículo 519 aprobado en general por el Senado. Empero, lo que no incluyen dichas legislaciones es que se admita por ley la posibilidad de que el contenido de la póliza pueda diferir de lo pactado. Esto importaría incurrir en el error de asumir que hay un pacto anterior, en circunstancias que lo que en realidad existe es el derecho del asegurado a reclamar que el contenido de la póliza es diferente de lo previamente acordado, lo que, jurídicamente, es una cuestión muy distinta.  


El Honorable Senador señor Novoa insistió en que además de preguntarse por el valor de la propuesta, cabe cuestionarse cuál es el valor del contrato. Si todas las negociaciones se traducen, finalmente, en un contrato que las partes suscriben, lo esperable sería que la certeza jurídica generada no pueda ser alterada. Ahora bien, si el contenido de la póliza no guarda correspondencia con lo acordado, habrá que prever  un tiempo razonable y determinado en el que el afectado pueda plantear su reclamo. El principio, culminó, debiera ser que el contrato final tenga jurídicamente más fuerza que las negociaciones anteriores.


El Honorable Senador señor Frei opinó que si bien el objetivo de las indicaciones números 5 y 6 es entendible, la redacción propuesta efectivamente conspira contra la certeza jurídica. Lo mismo el plazo de un mes contenido en el inciso final del artículo 519, pues en 30 días puede acontecer una infinidad de eventos que, de nuevo, aportarían incertidumbre a la relación contractual.


El Honorable Senador señor Lagos recalcó que el sentido de las indicaciones en estudio no es otro que prevenir los abusos que en esta clase de contratos han tenido lugar. 


En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, la Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, apuntó que para precaver los reparos manifestados, la solución podría pasar por reforzar el rol del corredor de seguros, ya contemplado en el artículo 519, en la entrega de la póliza.


El Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Zaldívar, añadió que debe tenerse en consideración que el Reglamento de los Auxiliares del Comercio de Seguros, contenido en el decreto supremo N° 863, de 1989, establece de manera precisa la obligación, para el corredor de seguros, de realizar un cotejo entre lo previamente acordado y la póliza, y de advertir al asegurado la existencia de diferencias.


En la siguiente sesión que celebró, la Comisión acordó eliminar el inciso final del artículo 519. En consecuencia, la  indicación número 5 se dio por aprobada con modificaciones,  por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.


La indicación número 6 fue retirada por su autor.

Artículo 524


Este artículo establece las obligaciones del asegurado, que enumera en su inciso primero:


1º Declarar sinceramente todas las circunstancias que solicite el asegurador para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión de los riesgos;


2° Informar, a requerimiento del asegurador, sobre la existencia de otros seguros que amparen el mismo objeto;


3° Pagar la prima en la forma y época pactadas;


4° Emplear el cuidado y celo de un diligente padre de familia para prevenir el siniestro;


5° Dar cumplimiento a las garantías requeridas por el asegurador, estipuladas en la póliza y que sean de su cargo;


6° No agravar el riesgo y dar noticia al asegurador sobre las circunstancias que lleguen a su conocimiento y que reúnan las características señaladas en el artículo 526;


7° En caso de siniestro, tomar todas las providencias necesarias para salvar la cosa asegurada o para conservar sus restos;


8° Notificar al asegurador, dentro de los diez días siguientes a la recepción de la noticia, de la ocurrencia de cualquier hecho que pueda constituir o constituya un siniestro, y


9° Acreditar la ocurrencia del siniestro denunciado, y declarar fielmente y sin reticencia, sus circunstancias y consecuencias.


En el inciso segundo prescribe que el asegurador deberá reembolsar los gastos en que razonablemente haya incurrido el asegurado para cumplir las obligaciones expresadas en el número 7°, y en caso de siniestro inminente, también la que prescribe el número 4º. El reembolso no podrá exceder la suma asegurada.


El inciso tercero, por su parte, indica que si el tomador del seguro y el asegurado son personas distintas, corresponde al tomador el cumplimiento de las obligaciones del contrato, salvo aquellas que por su naturaleza deben ser cumplidas por el asegurado.


El inciso final señala que las obligaciones del tomador podrán ser cumplidas por el asegurado.


Sobre el artículo recayó la indicación número 7, del Honorable Senador señor Lagos, para sustituirlo por el siguiente:

“Art. 524. Deberes del asegurado. El asegurado debe:

1° Informar, a requerimiento del asegurador, sobre la existencia de otros seguros que amparen el mismo interés;

2° Cumplir con las medidas preventivas requeridas por el asegurador para evitar el siniestro;

3° No agravar el riesgo y dar noticia al asegurador sobre las circunstancias que lleguen a su conocimiento y que reúnan las características señaladas en el artículo 526;

4° En caso de siniestro, tomar todas las providencias necesarias para salvar la cosa asegurada o para conservar sus restos;

5° Notificar al asegurador, dentro de los diez días siguientes a la recepción de la noticia, de la ocurrencia de cualquier hecho que pueda constituir o constituya un siniestro, y

6° Acreditar la ocurrencia del siniestro denunciado, y declarar fielmente y sin reticencia, sus circunstancias y consecuencias.

El asegurador deberá rembolsar los gastos en que razonablemente haya incurrido el asegurado para cumplir los deberes expresados en el número 7° y en caso de siniestro inminente, también la que prescribe el número 4º. El rembolso no podrá exceder la suma asegurada.

Si el tomador del seguro y el asegurado son personas distintas, corresponde al tomador el cumplimiento de las obligaciones del contrato, salvo aquellas que por su naturaleza deben ser cumplidas por el asegurado.

Los deberes del tomador podrán ser cumplidos por el asegurado.


El incumplimiento de estos deberes y de los que se establezcan en la póliza, dará derecho al asegurador a liberarse de su obligación de pago de la indemnización, sólo si el incumplimiento fue intencional e incide causalmente en la provocación del siniestro. Si el incumplimiento se debe a culpa grave e incide causalmente en la producción del siniestro o la agravación de sus consecuencias, el asegurador tendrá derecho a rebajar proporcionalmente del pago de la indemnización, el perjuicio que le signifique el incumplimiento del deber.”.


La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa. En virtud de ella, se acordaron las siguientes enmiendas al artículo 524:


- Eliminar el número 5°, ajustándose la numeración de los subsiguientes.


- Reemplazar en el número 8°, que pasa a ser 7°, la frase “dentro de los diez días siguientes a la recepción de la noticia”, por “tan pronto sea posible una vez tomado conocimiento”.


- Hacer concordante la referencia que en el inciso segundo se hace al número 7°, que pasa a ser 6°, y realizar otra enmienda meramente formal.

Artículo 525

Este artículo se refiere a la declaración del estado de riesgo a que se refiere el número 1 del artículo 524. Al efecto, de acuerdo con el inciso primero, será suficiente que el contratante informe al tenor de lo que solicite el asegurador, sobre los hechos o circunstancias que conozca y sirvan para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión del riesgo.

Convenido el contrato de seguro sin que el asegurador solicite la declaración del estado de riesgo, agrega el inciso segundo, éste no podrá alegar los errores, reticencias o inexactitudes del contratante, como tampoco aquellos hechos o circunstancias que no estén comprendidos en tal solicitud, salvo que sean inexcusables.

El inciso tercero prescribe que el asegurador podrá solicitar la rescisión del contrato, si el contratante incurre inexcusablemente en errores, reticencias o inexactitudes sustanciales en la información que otorgue. Si dichos errores, reticencias o inexactitudes no revisten el carácter de inexcusables y sustanciales, el contrato será válido, pero la indemnización o prestación, en caso de siniestro, se reducirá en proporción a la diferencia entre la prima convenida y la que habría correspondido.

Estas sanciones, precisa el inciso final no se aplicarán si el asegurador, antes de celebrar el contrato, ha conocido los errores, reticencias o inexactitudes de la declaración o hubiere debido conocerlos; o si después de su celebración, se allana a que se subsanen o los acepta expresa o tácitamente.

Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 8 y 9, ambas del Honorable Senador señor Lagos.

La indicación número 8, para eliminar, e el inciso segundo, la expresión “, salvo que sean inexcusables”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

La indicación número 9, para sustituir el inciso tercero por los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso final:

“Si el siniestro no se ha producido, el asegurador podrá solicitar la rescisión del contrato, si el contratante incurre inexcusablemente en errores, reticencias o inexactitudes determinantes en la información que otorgue. Si los errores, reticencias o inexactitudes del contratante no revisten el carácter de inexcusables y determinantes, el asegurador podrá modificar los términos del contrato, para adecuar la prima y la cobertura a las circunstancias no informadas. La rescisión o modificación producirá sus efectos transcurrido un mes desde que se le notifique al asegurado.

Si el siniestro se ha producido, el asegurador quedará exonerado de su obligación de pagar la indemnización, si el siniestro ha sido provocado por un elemento del riesgo no informado por el tomador, y el asegurador demuestre que, de haber conocido esa información, no habría celebrado el contrato. Si el asegurador hubiese celebrado igualmente el contrato, pero en otras condiciones, tendrá lugar a la rebaja proporcional de la indemnización, equivalente a la mayor prima que habría cobrado.”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa. En virtud de ella se acordó dar una nueva redacción a los incisos tercero y cuarto del artículo 525, de la que se dará cuenta en su oportunidad, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto.





Por la misma unanimidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, la Comisión acordó sustituir en el epígrafe del artículo 525 (y en el inciso segundo, para hacerlo concordante), la palabra “del” por “sobre el”, y “de” por “del”.

Artículo 526

Se refiere a la información sobre agravación del riesgo, preceptuando que el asegurado, o contratante en su caso, deberá informar al asegurador los hechos o circunstancias que agraven sustancialmente el riesgo declarado y sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato, dentro de los cinco días siguientes de haberlos conocido, siempre que por su naturaleza no hubieren podido ser conocidos de otra forma por el asegurador.

Este artículo fue objeto de las indicaciones números 10 y 11.

La indicación número 10, de los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei, para reemplazarlo por el siguiente:

“Art. 526. Agravación del riesgo. El asegurado o contratante en su caso, deberá informar al asegurador, los hechos o circunstancias que sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato, que sean de su responsabilidad y que agraven el riesgo declarado en forma tal que si hubieran sido conocidos por éste a la época de perfeccionamiento del contrato o no lo habría celebrado o lo habría hecho en condiciones más onerosas. El asegurado deberá informar los hechos constitutivos de la agravación, dentro de los cinco días siguientes de haberlos conocido, salvo que por su naturaleza hubieren podido ser conocidos por el asegurador en otra forma.

En conocimiento de la agravación de riesgos, el asegurador tendrá la facultad de terminar anticipadamente el contrato, o de proponer un nuevo importe de prima. En el primer caso, la terminación del contrato no producirá efecto sino a partir de diez días contados desde la comunicación que envíe el asegurador al asegurado y el primero deberá rembolsar al asegurado la porción de prima correspondiente al periodo durante el cual no haya corrido el riesgo. En el segundo caso, si el asegurado rechaza la proposición del asegurador o no le da contestación dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la misma, este último podrá dar por terminado el contrato con efecto inmediato al término de dicho plazo, a condición de haber informado al asegurado de esta facultad, haciéndola constar en caracteres visibles en la carta en que envía su propuesta.

En el caso de que el tomador del seguro o el asegurado no hayan efectuado la declaración sobre la agravación de riesgos dentro del plazo indicado en el inciso primero y sobreviniere un siniestro, él asegurador quedará liberado de su obligación de indemnizarlo si las circunstancias constitutivas de la agravación sean de tal naturaleza que si hubieran sido conocidas por el asegurador al momento de la negociación o renovación del contrato, éste no lo habría celebrado. En el caso que hubieran conducido al asegurador a celebrar el contrato en condiciones más onerosas para el asegurado, la indemnización se reducirá proporcionalmente a la diferencia entre la prima convenida y la que se hubiera aplicado de haberse conocido la verdadera entidad del riesgo.

Se presume que el asegurado conoce las agravaciones de riesgo que provienen de hechos ocurridos con su directa participación.

Excepto en la modalidad de los seguros de accidentes personales, las normas sobre la agravación de riesgos no tendrán aplicación en los seguros de personas.”.

El Honorable Senador señor Novoa consultó cuál es el tratamiento que en la actualidad se otorga a aquellos hechos que se verifican con posterioridad a la celebración del contrato y agravan el riesgo. A priori, expresó, podría pensarse que esos hechos han pasado a formar parte de la responsabilidad de la compañía aseguradora.

El Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Zaldívar, explicó que hoy en día la agravación del riesgo sólo se encuentra genéricamente abordada como un deber de información por parte del asegurado una vez que la intensidad del riesgo cubierto por el asegurador ha variado. En algunas pólizas, incluso, se considera que la agravación en una determinada magnitud, pueda ser causal para poner fin unilateralmente al contrato. Como sea, dicho concepto debe ser distinguido del proceso de desenlace del siniestro 

La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, acotó, a modo de ejemplo, que si se contrata un seguro de incendio para un inmueble con un específico destino y que más tarde pasa a ser utilizado como discotheque, se estará en presencia de una agravación de riesgo por responsabilidad del asegurado.

En cada caso, añadió, deberá apreciarse si la agravación es tal que debe dar lugar a la terminación del contrato o, por el contrario, permite persistir en él, aun por la vía de una renegociación de la cobertura y el precio convenidos. Este, destacó, es el sentido del artículo 526, que se aviene con el de las indicaciones que sobre él recayeron, pero que debe ser vinculado, para introducir un elemento de mayor objetividad, con la declaración del riesgo que realiza el asegurado.

El Honorable Senador señor Novoa observó que la indicación número 10, en su inciso primero, consagra de manera expresa que los hechos o circunstancias sobrevinientes que agraven el riesgo, deben ser de responsabilidad del asegurado o contratante. Tal elemento, hizo notar, no está considerado en el artículo 526 del texto despachado por la Cámara de Diputados y aprobado en general por el Senado. Incluirlo, o no, tiene indudables efectos prácticos, como por ejemplo en el caso de un inmueble asegurado que producto de una prolongada sequía, cuestión desde luego no imputable al asegurado, tendrá mayor riesgo de incendio que al momento de la celebración del contrato.   

El profesor señor Contreras explicó que el Código de Comercio regula la agravación del riesgo en términos similares a los propuestos en la indicación número 10, si bien esta última incorpora algunos aspectos de legislaciones comparadas. En ningún caso, enfatizó, se pretende excluir de cobertura a las agravaciones naturales de riesgo, como la del ejemplo presentado por el Honorable Senador señor Novoa.

La figura en comento, graficó, es la que típicamente se verifica cuando un auto particular pasa a ser utilizado como taxi de pasajeros, o cuando un almacén de abarrotes incorpora fuegos artificiales a su oferta de productos. En estos u otros casos, a lo que debe atenderse es al estado del riesgo una vez acontecido el hecho que lo ha agravado, lo que importa examinar tanto la información que el asegurado inicialmente entregó al asegurador para que pudiera dimensionar el riesgo, como la transmisión de cualquier hecho externo que durante la vigencia del contrato pueda significar una agravación.   

El Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Zaldívar, consignó que en base al contenido del artículo 526 y de la indicación número 10, en opinión del Ejecutivo se debe avanzar en una propuesta que, básicamente, vincule la agravación del riesgo con la declaración del estado del riesgo desarrollado en el artículo 526, de manera que exista un correlato entre ambas.

 La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, añadió que vincular la agravación del riesgo a la declaración inicial, permitirá objetivar el test sobre el estado del riesgo.





El Honorable Senador señor Novoa advirtió que, además, en la denominación que se da al artículo 526, la indicación número 10 alude solamente a la agravación del riesgo, a diferencia del aprobado en general por el Senado, relativo a la “información sobre agravación del riesgo”. Las consecuencias, en el caso de la indicación, se producen cuando los hechos o circunstancias son responsabilidad del asegurado o contratante, cuestión que parece ser razonable, más aún si se contempla que deberá informar de la ocurrencia de aquellos dentro de un determinado plazo. Sin embargo, destacó, debiera del mismo modo considerarse un deber de información por parte del asegurado cuando se trate de hechos que no sean de su responsabilidad, de modo que la compañía aseguradora se encuentre en posición de adoptar medidas que le permitan evitar que el riesgo se siga agravando.





El Honorable Senador señor García consultó si la aplicación de las normas sobre agravación del riesgo, se extiende también a los seguros de vida. En concreto, si en caso que a un asegurado le sea diagnosticada una enfermedad como diabetes, por ejemplo, le asiste al mismo el deber de informar a la compañía, para que consecuencialmente opere un cambio en el monto de la prima.  

El Honorable Senador señor Frei señaló que a los seguros de personas no resultan aplicables las normas sobre agravación de riesgos.

El Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Zaldívar, agregó que el riesgo de salud de las personas, naturalmente creciente, debe ser abordado tomando en cuenta los siguientes tres elementos: tratamiento de prexistencias, declaración y agravación.

Respecto del primero, se explayó, se ha asentado el principio de que si no han sido consultadas por parte del asegurador, de ninguna manera pueden llegar ser objeto de exclusión. La declaración, por su parte, tiene lugar al momento de la celebración del contrato. La agravación, finalmente, conforme al inciso segundo del artículo 536 del texto aprobado en general por el Senado –del que se da cuenta más adelante en el presente informe-, no opera en relación con la salud de las personas, por lo que no puede ser invocada como causal de terminación del contrato. De esta forma, cualquier enfermedad diagnosticada con posterioridad a la celebración del contrato, no podrá quedar sin cobertura.
La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, indicó que, a juicio del Ejecutivo, una adecuada alternativa de técnica legislativa importaría tratar en artículos separados el deber de información de la agravación y las consecuencias que de esta última se siguen.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, la indicación número 10 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa. En virtud de ella se dio una nueva redacción al artículo 526, de la que se dará cuenta en su oportunidad.

La indicación número 11, del Honorable Senador señor Lagos, para intercalar, entre la palabra “declarado” y la expresión “y sobrevenga”, lo siguiente: “que correspondan a riesgos especificados en el contrato y consultados en el formulario de propuesta,”.

La indicación fue retirada por su autor.

Artículo 535

Prescribe que el asegurador no está obligado a indemnizar el siniestro que se origine por dolo o culpa grave del asegurado o del tomador en su caso, salvo pacto en contrario para los casos de culpa grave.

Sobre él recayó la indicación número 12, del Honorable Senador señor Lagos, para sustituirlo por el siguiente:

“Art. 535. Inasegurabilidad del dolo. El asegurador no está obligado a indemnizar el siniestro que se provoque intencionalmente por el asegurado.”.





La indicación fue retirada por su autor.

Artículo 536

Contiene disposiciones relativas a la extinción y modificación de los riesgos. El seguro termina si el riesgo se extingue después de celebrado el contrato, señala en su inciso primero.

Sólo en los seguros contra daños y cuando se hubiere pactado expresamente, añade el inciso segundo, el asegurador puede poner fin al contrato si el riesgo asegurado se agrava sustancialmente por eventos imprevisibles. En tal caso, la cobertura del seguro no se extinguirá antes que transcurran treinta días contados desde el envío al asegurado de una comunicación escrita informando la terminación del seguro.

Finalmente, el inciso tercero ordena que si disminuye el riesgo asegurado en un seguro contra daños, la prima se ajustará al riesgo que efectivamente asuma el asegurador desde el momento en que tome conocimiento de ello. 

Este artículo fue objeto de las indicaciones números 13 y 14.

La indicación número 13, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para reemplazarlo por el siguiente:
“Art. 536. Extinción y modificación de los riesgos. El seguro termina si el riesgo se extingue después de celebrado el contrato.

Si el asegurado incumpliere su obligación de no agravar el riesgo o el deber de informar al asegurador acerca de hechos o circunstancias que lo agraven, cesarán las coberturas del seguro afectadas por el agravamiento.

Si disminuye el riesgo asegurado en un seguro contra daños, la prima se ajustará al riesgo que efectivamente haya corrido el asegurador, desde el momento en que tome conocimiento de ello.”.

La indicación fue retirada por su autor.

La indicación número 14, de los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei, para sustituirlo por el siguiente:

“Art. 536. Extinción y disminución de los riesgos. El seguro termina si el riesgo se extingue después de celebrado el contrato.

Si disminuye el riesgo asegurado la prima se ajustará al riesgo que efectivamente asuma el asegurador desde el momento en que éste tome conocimiento de ello. Esta norma no tendrá aplicación en los seguros de personas, salvo en la modalidad de accidentes personales.”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 539


Contiene otras causales de ineficacia del contrato. En efecto, el inciso primero dispone la nulidad del contrato de seguro si el asegurado, a sabiendas, proporciona al asegurador información sustancialmente falsa al prestar la declaración a que se refiere el número 1° del artículo 524 y se resuelve si incurre en esa conducta al reclamar la indemnización de un siniestro.

En dichos casos, agrega el inciso segundo, pronunciada la nulidad o la resolución del seguro, el asegurador podrá retener la prima o demandar su pago y cobrar los gastos que le haya demandado acreditarlo, aunque no haya corrido riesgo alguno, sin perjuicio de la acción criminal.

En todo caso, culmina el inciso tercero, habrá lugar a solicitar la resolución del contrato, conforme a las reglas generales, por el incumplimiento de las obligaciones legales y contractuales que recaen sobre las partes.

En relación con el inciso final de este artículo fue presentada la indicación número 15, del Honorable Senador señor Lagos, para agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), las siguientes oraciones: “El asegurador deberá notificar al asegurado de este hecho, y la precitada resolución tendrá lugar transcurrido un mes contado desde la notificación. No podrá requerirse la resolución si el incumplimiento no ha tenido lugar por dolo o culpa grave del asegurado. La culpa grave del asegurado se presume por el incumplimiento.”.


La indicación fue aprobada con modificaciones, en el sentido de eliminar el inciso final del artículo 539. Así lo acordó la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 541

De acuerdo con el inciso primero, las acciones emanadas del contrato de seguro prescriben en el término de dos años, contado desde la fecha en que se haya hecho exigible la obligación respectiva.

Fuera de otras causales legales, añade el inciso segundo, la prescripción que corre en contra del asegurado se interrumpe por la denuncia del siniestro; y el nuevo plazo regirá desde el momento en que el asegurador le comunique su decisión al respecto.

En el seguro de vida, en tanto, el plazo de prescripción para el beneficiario será de cuatro años, y se contará desde que conoce la existencia de su derecho, pero en ningún caso excederá de diez años desde el siniestro.

El plazo de prescripción, agrega el inciso cuarto, no puede ser abreviado bajo ninguna forma de caducidad o preclusión contractual.



Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 16 y 17.

La indicación número 16, del Honorable Senador señor Lagos, para sustituirlo por el siguiente:

“Art. 541. Prescripción. La acción del asegurado o beneficiario para reclamar el pago de la indemnización, prescribirá en tres años contados desde que tome conocimiento de la decisión adoptada por el asegurador respecto del reclamo y, en su caso, de la determinación precisa del monto a pagar.

La acción del asegurador para reclamar el pago de la prima, prescribe en un año desde que se esta se haga exigible.”.





La indicación fue retirada por su autor.





La indicación número 17, del Honorable Senador señor García, para remplazar el inciso cuarto por el siguiente:

“El plazo de prescripción no puede ser abreviado bajo ninguna forma de caducidad o preclusión, y en los seguros a que se refiere el artículo 570, salvo pacto expreso en contrario, dicho plazo no será inferior al de la acción que tenga el tercero perjudicado en contra del asegurado.”.



La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, expresó la opinión favorable del Ejecutivo a esta indicación, que realiza una precisión en relación con los seguros de responsabilidad civil, con el objeto de que convivan tanto la acción que emana del seguro como la del tercero perjudicado en contra del asegurado.  



Inicialmente, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, García y Novoa.



Posteriormente, en mérito de la propuesta consensuada entre los asesores del Ejecutivo y de los parlamentarios, la unanimidad de los integrantes de la Comisión resolvió reabrir el debate sobre esta indicación.


Puesta nuevamente en votación, la misma unanimidad, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa acordó aprobar con enmiendas la indicación número 17, incorporando las siguientes modificaciones al artículo 541:


- En el inciso primero, aumentar el plazo de prescripción de 2 a 4 años.



- En el inciso cuarto, enmendar su redacción de la forma que se detallará en su oportunidad. 

Artículo 542

Prescribe en su inciso primero que las disposiciones que rigen al contrato de seguro son de carácter imperativo, a no ser que en éstas se disponga otra cosa. No obstante, se entenderán válidas las estipulaciones contractuales que sean más beneficiosas para el asegurado o el beneficiario.

Se exceptúa de lo anterior, en el inciso segundo, a los seguros de daños contratados individualmente, en los que tanto el asegurado como el beneficiario sean personas jurídicas y el monto de la prima anual que se convenga sea superior a 1.000 unidades de fomento (UF), y a los seguros de casco y transporte marítimo y aéreo.



Fue objeto de la indicación número 18, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para sustituir, en el inciso segundo, el guarismo “1.000” por “200”.



La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, dio a conocer la coincidencia del Ejecutivo con esta indicación, pues se aviene con el principio de cautelar a los pequeños asegurados de seguros masivos, para quienes el estándar de protección ha de ser más elevado y, en consecuencia, precisa de normas imperativas que no puedan ser modificadas por acuerdo de las partes. Tratándose de seguros de daños contratados individualmente, empero, cuando asegurado y beneficiario son personas jurídicas y el monto de la prima anual exceda de un determinado tope, sí es posible retomar la libertad contractual, y esas normas imperativas sí pueden ser enmendadas.



Durante la discusión del proyecto de ley en la Cámara de Diputados, se explayó, el referido tope fue elevado de 200 a 1.000 UF, en circunstancias que de acuerdo a lo informado por la Superintendencia de Valores y Seguros mediante oficio N° 6003, de 1 de marzo de 2011, el número de pólizas de seguros de grandes riesgos con una prima inferior a 200 UF, vigentes al 31 de diciembre de 2010, ascendía a 629.257. Atendido este último guarismo, cercano al 97% del total de pólizas, el umbral de 1.000 UF sitúa, en opinión del Ejecutivo, el estándar de protección en un rango muy alto que coarta la libertad contractual y no se enfoca en aquellos asegurados que, por contar con menor poder de negociación, efectivamente requieren de mayor información para contratar.



El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Claudio Osorio, llamó la atención sobre la magnitud del monto de 1.000 UF, aproximadamente $22 millones anuales. Llevado ese precio de prima a un seguro de incendio, ejemplificó, podría estarse en presencia de una cosa asegurada, un edificio, de un valor del orden de los US$ 40 millones, que muy probablemente corresponde a un asegurado que cuenta con información y se encuentra en una posición jurídica similar a la del asegurador. Establecer un umbral de protección tan alto, en consecuencia, importa por otro lado restringir la libertad contractual a grandes asegurados que, en realidad, no requieren de esa protección. 



El Honorable Senador señor Frei hizo referencia a un documento elaborado por el profesor señor Contreras, en el que se argumenta sobre la inconveniencia de la indicación en estudio, habida cuenta que todos los seguros que estén ligados a un monto superior al que allí se establece, entrarán en la categoría de “seguros de grandes riesgos”. Éstos se caracterizan por ser de libre contratación entre asegurado y asegurador, por tanto susceptibles de sujetarse a modelos de pólizas distintos de los registrados ante la autoridad, que quedarían fuera del ámbito protector de las normas imperativas y de la supervisión de la SVS. El límite de 1.000 UF, en consecuencia, debiera incluso ser aumentado.



La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Celedón, insistió en la necesidad de atender al antes citado oficio de la SVS, de cuyo contenido resulta que los porcentajes de pólizas situados en los tramos de prima subsiguientes (igual a 200 e inferior a 500 UF, igual a 500 e inferior a 800 UF, igual a 800 e inferior a 1.000 UF, e igual o superior a 1.000 UF), es absolutamente marginal en comparación con el de aquellas de prima menor a 200 UF. En base a esta información, hizo hincapié, es posible obtener un parámetro acerca de dónde situar el estándar que requiere de protección y de normas imperativas que la aseguren.



El profesor señor Contreras resaltó que, en la actualidad, no existe en la legislación nacional una disposición como la que se está discutiendo a propósito del artículo 542. Lo único que existe, aclaró, es la posibilidad, cuando la póliza contiene una prima no superior a 200 UF, de contratar con un modelo de póliza no inscrito en la SVS. Esto último, por cierto, es muy distinto de lo que el aludido artículo 542 plantea, que es liberar de las normas imperativas que rigen al contrato de seguro a aquellos seguros de prima superior a 200 UF.    



Del mismo modo, destacó que existe una enorme cantidad de pólizas que merecen la protección de las normas imperativas del seguro, y sólo deben ser exceptuadas de ellas los, como el nombre lo señala, “seguros de grandes riesgos” a los que concurren grandes empresas que manejan enormes capitales y que pueden plantearse ante las compañías aseguradoras en una posición de igualdad. Así, sostuvo, se ha reconocido en el derecho comparado. De ahí que sea recomendable mantener el límite de 1.000 UF aprobado por la Cámara de Diputados, pues se amplía el universo de protección, compuesto fundamentalmente por pequeñas y medianas empresas. De hecho, graficó, un pequeño empresario que posee 10 camiones ya paga una prima superior a 200 UF.



El Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Zaldívar precisó que lo que el marco jurídico no contempla, en la actualidad, es el carácter imperativo de las normas que rigen al contrato de seguro. Sí considera, en cambio, la opción de contratar con los modelos de pólizas a que aludiera el profesor señor Contreras, excepción hecha de los contratos de seguros generales celebrados entre personas jurídicas y cuya prima sea superior a 200 UF.



De cualquier modo, prosiguió, y más allá del tope que se determine, no debe perderse de vista que éste opera en función de cada póliza. Es decir, si una gran empresa posee una flota de 1.000 camiones, por ejemplo, y por cada uno de ellos contrata un seguro, accedería igualmente a la protección de las normas imperativas si el límite se fijara en 200 UF, porque ninguna de las primas contenidas en las respectivas pólizas va a exceder de ese monto.



En general, concluyó, las pólizas depositadas son similares en sus contenidos, básicamente debido a que el seguro opera sobre la base de transferencias de riesgos que, entre aseguradores, tienen lugar a través del reaseguro. Y los reaseguradores, en definitiva quienes homogenizan el mercado a nivel mundial, imponen en sus relaciones contractuales cierta uniformidad que se traduce, al cabo, en las pólizas que se presentan ordinariamente en el mercado de los seguros de grandes riesgos.   



Puesta en votación la indicación número 18 en la siguiente sesión celebrada por la Comisión, fue aprobada por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa
Artículo 543



Es del siguiente tenor:

“Art. 543. Solución de conflictos. Cualquier dificultad que se suscite entre el asegurado, el contratante o el beneficiario, según corresponda, y el asegurador, sea en relación con la validez o ineficacia del contrato de seguro, o con motivo de la interpretación o aplicación de sus condiciones generales o particulares, su cumplimiento o incumplimiento, o sobre la procedencia o el monto de una indemnización reclamada al amparo del mismo, será resuelta por un árbitro arbitrador, nombrado de común acuerdo por las partes cuando surja la disputa. Si los interesados no se pusieren de acuerdo en la persona del árbitro, éste será designado por la justicia ordinaria y, en tal caso, el árbitro tendrá las facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, debiendo dictar sentencia conforme a derecho.

En ningún caso podrá designarse en el contrato de seguro, de antemano, a la persona del árbitro.

En las disputas entre el asegurado y el asegurador que surjan con motivo de un siniestro cuyo monto sea inferior a 10.000 unidades de fomento, el asegurado podrá optar por ejercer su acción ante la justicia ordinaria.

El tribunal arbitral u ordinario a quien corresponda conocer de la causa, tendrá las siguientes facultades:

1° Admitir, a petición de parte, además de los medios probatorios establecidos en el Código de Procedimiento Civil, cualquier otra clase de prueba.

2° Decretar de oficio, en cualquier estado del juicio, las diligencias probatorias que estime conveniente, con citación de las partes.

3° Llamar a las partes a su presencia para que reconozcan documentos o instrumentos, justifiquen sus impugnaciones, pudiendo resolver al respecto, sin que ello implique prejuzgamiento en cuanto al asunto principal controvertido.

4° Apreciar la prueba de acuerdo con las normas de la sana crítica, debiendo consignar en el fallo los fundamentos de dicha apreciación.

Será tribunal competente para conocer de las causas a que diere lugar el contrato de seguro, el del domicilio del beneficiario.”.


 En relación con el artículo 543 se presentaron las indicaciones 18 bis y 19, ambas del Honorable Senador señor Lagos.


La indicación número 18 bis, para remplazar, en el inciso tercero, el guarismo “10.000” por “5.000”, y la expresión “unidades de fomento” por “unidades de cuenta”.


La indicación fue retirada por su autor.


La indicación número 19, del Honorable Senador señor Lagos, para agregar el siguiente inciso final, nuevo:





“El tribunal deberá remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros, copia autorizada de las sentencias definitivas que se pronuncien sobre materias propias de la presente ley. La Superintendencia llevará un registro público de estas sentencias.”.



La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.



El sentido de la enmienda introducida a la indicación es que la carga de remitir las sentencias recaiga sobre las compañías aseguradoras y no sobre el tribunal. 
Artículo 547

Señala que sobre el mismo objeto asegurado pueden concurrir distintos intereses asegurables, los que podrán cubrirse simultánea, alternativa o sucesivamente hasta concurrencia de su valor.

Fue objeto de la indicación número 20, del Honorable Senador señor Lagos, para sustituir la expresión “de su valor” por “del valor de cada interés, según la determinación de este valor en el contrato”.



La indicación fue aprobada con modificaciones, en la forma que se señalará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 552

En su inciso primero prescribe que la suma asegurada constituye el límite máximo de la indemnización que se obliga a pagar el asegurador en caso de siniestro, y no representa valoración de los bienes asegurados.

En los seguros reales, añade el inciso segundo, la indemnización no excederá del valor del bien ni del respectivo interés asegurado al tiempo de ocurrir el siniestro, aun cuando el asegurador se haya constituido responsable de una suma que lo exceda.

Si la cantidad asegurada consistiere en una cuota, previene el inciso tercero, se entenderá que ésta se refiere al valor que tenga el objeto asegurado al momento del siniestro.

Finalmente, en los seguros patrimoniales la indemnización no podrá exceder, dentro de los límites de la convención, del menoscabo que sufra el patrimonio del asegurado como consecuencia del siniestro.

En relación con el inciso cuarto, se formuló la indicación número 21, de los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei, para introducir la expresión “o el beneficiario”, a continuación de la palabra “asegurado”.

La indicación fue retirada por sus autores.

Artículo 553



Contiene dos incisos. En el primero, establece que si al momento del siniestro la suma asegurada es inferior al valor del bien, el asegurador indemnizará el daño a prorrata entre la cantidad asegurada y la que no lo esté. Con todo, admite en el segundo inciso que las partes puedan pactar que no se aplique la regla proporcional precedentemente señalada, en cuyo caso el asegurado no soportará parte alguna del daño en caso de siniestro, a menos que éste exceda la suma asegurada.

Fue objeto de la indicación número 22, del Honorable Senador señor Lagos, para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“Si la diferencia entre la suma asegurada y el valor del interés al momento del siniestro, se produce como consecuencia de una valoración del interés realizada por el propio asegurador o por quien haya sido designado por el asegurador, se excluirá la aplicación de la regla proporcional.”.

La indicación fue retirada por su autor.



En relación con el inciso segundo del artículo 553, la Comisión acordó efectuar enmiendas meramente formales, de las que se dará cuenta en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Artículo 565



De acuerdo con el inciso primero, la cosa que es materia del seguro será subrogada por la cantidad asegurada para efectos de ejercitar sobre ésta los privilegios e hipotecas constituidos sobre aquella. Para ello, previene el inciso segundo, los respectivos acreedores deberán notificar al asegurador de la existencia de sus privilegios o hipotecas. Las mismas reglas, indica el inciso tercero, se aplicarán cuando la cosa asegurada haya sido objeto de medida precautoria, embargo, o esté afecta a derecho legal de retención.



Sobre él recayó la indicación número 23, del Honorable Senador señor Lagos, para agregar los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“En el caso de que se asegure el interés del dueño sobre una cosa sujeta a prenda o hipoteca, y que la prestación del asegurador no sea la reparación o reposición del bien, el acreedor que notifique previamente este hecho al asegurador, tendrá derecho a cobrar a nombre del asegurado, una cantidad equivalente al saldo insoluto del crédito garantizado.

El asegurador no pagará al asegurado la parte de la indemnización que corresponda al crédito garantizado insoluto, a menos de contar con autorización del acreedor o, en su defecto, autorización judicial.

La parte de la indemnización que cobre el acreedor, deberá aplicarse a la reconstrucción o reparación del bien, en el caso de que el asegurado repare, reponga o garantice que se realizará la reparación o reposición de la cosa siniestrada, en un tiempo razonable. La cosa repuesta subroga a la cosa siniestrada para efectos de la garantía.”.

La indicación fue retirada por su autor.

Se tuvo presente que en el acuerdo alcanzado entre los asesores el Ejecutivo y de los parlamentarios para facilitar el despacho de la presente iniciativa, el retiro de esta indicación se funda en que la materia planteada ha sido recientemente abordada en la ley N° 20.552, que establece mecanismos de licitación de seguros asociados a créditos hipotecarios y normativa sobre condiciones mínimas de pólizas dictada por la Superintendencia de Valores y Seguros. 

- - -

Enseguida, la Comisión tomó conocimiento de las indicaciones números 24 y 25. 

La indicación número 24, del Honorable Senador señor García, para introducir el siguiente artículo 570, nuevo:

“Art. 570. Concepto. Por el seguro de responsabilidad civil el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado del menoscabo patrimonial que sufra con motivo de su obligación de indemnizar a terceros de los daños y perjuicios causados por un hecho del cual es civilmente responsable estén las condiciones y hasta los límites previstos en la póliza.

En el seguro de responsabilidad civil, el asegurador pagará la indemnización al tercero perjudicado, en virtud de sentencia ejecutoriada, o de transacción judicial o extrajudicial celebrada por el asegurado con el consentimiento del asegurador.”.

La indicación fue retirada por su autor.

La indicación número 25, de los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei, para consultar el siguiente artículo 570, nuevo:

“Art. 570. Concepto. Por el seguro de responsabilidad civil, el asegurador se obliga a indemnizar los daños y perjuicios causados a terceros, por un hecho previsto en la póliza, del cual sea civilmente responsable el asegurado.

En el seguro de responsabilidad civil, el asegurador pagará la indemnización al tercero perjudicado, en virtud de sentencia ejecutoriada, o de transacción judicial o extrajudicial celebrada por el asegurado con su consentimiento.

El asegurador tiene el derecho de asumir la defensa judicial del asegurado frente a la reclamación del tercero. Si la asume, tendrá la facultad de designar al abogado encargado de ejercerla y el asegurado estará obligado a encomendar su defensa a quien el asegurador le indique. El asegurado prestará al asegurador y a quienes éste encomiende su defensa, toda la información y cooperación que sea necesaria.

No obstante lo anterior, cuando quien reclame esté también asegurado con el mismo asegurador o exista otro conflicto de intereses, éste comunicará inmediatamente al asegurado la existencia de esas circunstancias, sin perjuicio de realizar aquellas diligencias que por su carácter urgente sean necesarias para su defensa. En dichos casos, y también cuando se trate de materia penal, el asegurado podrá optar siempre, entre mantener la defensa judicial a cargo del asegurador o encomendar su propia defensa a Otra persona. En este último caso el asegurador responderá de los gastos de defensa judicial hasta el monto pactado en la póliza.”.



La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa. En virtud de ella se acordó la incorporación de dos nuevos artículos, 570 y 573, al proyecto de ley, del tenor que se señalará en su oportunidad. El primero de ellos recoge, con una nueva redacción, los dos primeros incisos de la indicación; el segundo, en tanto, hace lo propio con los incisos tercero y cuarto de la misma proposición.



En relación con el nuevo artículo 573, además, cabe consignar que en su texto se dio también por aprobada, con enmiendas, la indicación número 28, de la que se da cuenta más adelante en el presente informe. 



Por la inclusión de los dos nuevos artículos a la iniciativa en estudio, corresponde realizar los ajustes de numeración pertinentes.

- - -

Artículo 570

Dispone que el asegurado en el seguro de responsabilidad civil, deberá dar aviso inmediato al asegurador, de toda noticia que reciba, sea de la intención del tercero afectado o sus causahabientes de reclamar indemnización, o de la amenaza de iniciar acciones en su contra; de las notificaciones judiciales que reciba, y de la ocurrencia de cualquier hecho o circunstancia que pudiere dar lugar a una reclamación en su contra.

Fue objeto de la indicación número 26, del Honorable Senador señor Lagos, para sustituir la expresión “inmediato” por “en tiempo razonable”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 571

En el primer inciso, prescribe que, a menos que estén amparados por una cobertura especial, el monto asegurado comprende tanto los daños y perjuicios causados a terceros, como los gastos y costas del proceso que éstos o sus causahabientes promuevan en contra del asegurado. Salvo pacto en contrario, previene el inciso segundo, la póliza no cubre el importe de las cauciones que deba rendir el asegurado, ni las multas o sanciones pecuniarias a que sea condenado.

Sobre el inciso segundo de este artículo recayó la indicación número 27, del Honorable Senador señor Lagos, para reemplazarlo por el siguiente:

“La póliza no podrá cubrir el importe de sanciones pecuniarias de carácter penal o administrativo. No obstante, se admitirá que se solventen gastos de defensa en estos casos.”.

La indicación fue retirada por su autor.

- - -

A continuación, la Comisión tomó conocimiento de las indicaciones números 28 y 29.

La indicación número 28, del Honorable Senador señor García, para introducir el siguiente artículo 572, nuevo:

“Art. 572. Defensa del asegurado. El asegurador tiene el derecho de asumir la defensa judicial del asegurado frente a la reclamación del tercero, en la forma convenida en la póliza. Si la asume, tendrá la facultad de designar al abogado encargado de ejercerla y el asegurado estará obligado a encomendar su defensa a quien el asegurador le indique. El asegurado prestará al asegurador y a quienes éste encomiende su defensa, toda la información y cooperación que sea necesaria.

No obstante lo anterior, cuando quien reclame esté también asegurado con el mismo asegurador o exista otro conflicto de intereses, éste comunicará inmediatamente al asegurado la existencia de esas circunstancias, sin perjuicio de realizar aquellas diligencias que por su carácter urgente sean necesarias para su defensa. En dichos casos, y también cuando se trate de materia penal, el asegurado siempre podrá optar entre el mantenimiento de la defensa judicial por el asegurador o encomendar su propia defensa a otra persona. En este último caso el asegurador responderá de los gastos de defensa judicial hasta el monto pactado en la póliza.”.

Cual se señalara con ocasión de la aprobación de la indicación numero 25, los incisos tercero y cuarto de ésta, en conjunto con la indicación número 28, se dieron por aprobadas en forma conjunta para la incorporación en el proyecto de ley de un nuevo artículo 573, del que se da cuenta en el capítulo pertinente.

En consecuencia, la indicación número 28 fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

La indicación número 29, de los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei, para consultar el siguiente artículo 572, nuevo:

“Art. 572. Acciones derivadas de seguros de responsabilidad civil obligatorios. En los seguros de responsabilidad civil cuya contratación sea exigida por normas legales o reglamentarias o por disposición de la autoridad, el tercero perjudicado tendrá acción directa en contra del asegurador para cobrar la indemnización.

La acción directa deberá ser presentada ante el mismo tribunal a quien corresponda conocer de las acciones que contra el asegurado tenga el tercero perjudicado y contra aquella el asegurador podrá oponer todas las excepciones dilatorias o perentorias que correspondan al asegurado, especialmente la de no ser éste responsable de los hechos en que dicha acción se funda.

El tercero perjudicado no podrá solicitar medidas precautorias en contra del asegurador. Pero su crédito tendrá privilegio sobre la suma asegurada con preferencia a cualquier acreedor del asegurador en caso de quiebra de éste, en los términos definidos por el inciso segundo del art. 84 del decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931.”.



La indicación fue retirada por sus autores.

- - -

Artículo 572



Establece la prohibición, para el asegurado, de aceptar la reclamación contraria o transigir judicial o extrajudicialmente con el tercero afectado, sin previa aceptación del asegurador. El incumplimiento de esta obligación, indica, exime al asegurador de la obligación de indemnizar.

No constituye incumplimiento, de acuerdo con el inciso segundo, la circunstancia de que el asegurado, en las declaraciones que formule, reconozca hechos verídicos de los que se derive su responsabilidad.

Si, añade el inciso final, el asegurador se niega a acordar una transacción con el tercero perjudicado que esté dentro de la cobertura, será de su cargo el mayor monto a que sea condenado el asegurado en el proceso. Si fuere el asegurado quien se negare a aceptarla, será de su cargo dicho exceso.

El inciso final de este artículo fue objeto de la indicación número 30, del Honorable Senador señor García, para intercalar, entre la palabra “proceso” y el punto seguido (.), lo siguiente: “, hasta el monto de la suma asegurada, en la forma indicada en el contrato”.

La indicación fue aprobada con modificaciones, en el sentido de eliminar el inciso final del artículo 572 (que pasó a ser artículo 574). Así lo acordó la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 580

Da cuenta del concepto del seguro de caución, por el que el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado los daños patrimoniales sufridos en caso de incumplimiento, por el tomador del seguro o afianzado, de sus obligaciones legales o contractuales. Todo pago hecho por el asegurador, señala, deberá ser reembolsado por el tomador del seguro.

Sobre este artículo recayó la indicación número 31, del Honorable Senador señor Lagos, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Las excepciones o defensas que el tomador oponga al asegurado, alegando que no ha existido incumplimiento de las obligaciones garantizadas por la póliza, no impedirán que el asegurador pague la indemnización solicitada, debiendo el tomador rembolsar el pago al asegurador.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 581



Relativo a las obligaciones del asegurado, en su inciso primero prescribe que tan pronto el tomador o afianzado incurra en una acción u omisión que pueda dar lugar a una obligación que deba ser cubierta por el asegurador, el asegurado deberá tomar todas las medidas pertinentes para impedir que dicha obligación se haga más gravosa y para salvaguardar su derecho a reembolso; en especial, interponer las acciones judiciales correspondientes.

El incumplimiento de estas obligaciones, previene el inciso segundo, dará lugar, según su gravedad, a la reducción de la indemnización o la resolución del contrato.

De acuerdo con el inciso tercero, este tipo de seguro podrá ser a primer requerimiento o ejecución inmediata, en cuyo caso deberá ser pagado al asegurado dentro del plazo que establezca la póliza, sin que el asegurador pueda diferir el pago por la oposición de excepciones fundadas en la obligación garantizada por parte del afianzado.

El inciso tercero fue objeto de la indicación número 32, del Honorable Senador señor Lagos, para reemplazarlo por el siguiente:

“Este tipo de seguro podrá ser a primer requerimiento, en cuyo caso, deberá ser pagado al asegurado dentro del plazo que establece la póliza, sin que el asegurador pueda oponer excepciones, ni someterlo al procedimiento de liquidación de siniestro.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 585

Prescribe que las disposiciones de los artículos 583 y 584 son de carácter imperativo.

El primero de dichos artículos declara que el reaseguro no altera en forma alguna el contrato de seguro, ni puede el asegurador diferir el pago de la indemnización de un siniestro al asegurado, en razón del reaseguro. 

El artículo 584, en tanto, dispone en su primer inciso que el reaseguro no confiere acción directa al asegurado en contra del reasegurador, salvo que en el contrato de reaseguro se disponga que los pagos debidos al asegurado por concepto de siniestros se hagan directamente por el reasegurador al asegurado o, en caso que producido el siniestro el asegurador directo ceda al asegurado los derechos que emanen del contrato de reaseguro para cobrarle al reasegurador. En el inciso segundo, preceptúa que ninguna de estas convenciones exonerará al asegurador directo de su obligación de pagar el siniestro al asegurado.

Sobre el artículo 585 recayó la indicación número 33, de los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei, para sustituir el punto final (.) por una coma (,), y agregar el siguiente texto: “no siendo aplicable la excepción contemplada en el inciso segundo del art. 542.”.
La indicación fue retirada por sus autores.



La Comisión tuvo presente que la referencia que el artículo 585 (que pasa a ser artículo 587) contiene a los artículos 583 y 584, debe en rigor ser realizada, en virtud de las enmiendas a que votaciones precedentes han dado lugar, a los artículos 585 y 586, respectivamente. En consecuencia, acordó realizar las pertinentes enmiendas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Así lo acordó la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa. 

ARTÍCULO 2°

Introduce, a través de 12 numerales, una serie de enmiendas en el Título VII del Libro III del Código de Comercio.

Número 10)

Sustituye el inciso primero del artículo 1200, por el siguiente:

"En los seguros de responsabilidad, el asegurado deberá poner en conocimiento del asegurador cualquier reclamo de que sea objeto y que pueda comprometer la responsabilidad de éste. Estará además obligado a adoptar todas las medidas de defensa que fueren procedentes.".



Fue objeto de las indicaciones números 34 y 34 bis.



La indicación número 34, del Honorable Senador señor García, para sustituir su encabezado por el siguiente:



“10) Reemplázase su artículo 1200, por el siguiente:”.



La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa. 



La indicación número 34 bis, del Honorable Senador señor Lagos, para eliminar el numeral 12 del artículo 2°.



La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa. 

ARTÍCULO 4°

Introduce, a través de 4 literales, una serie de  modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del  Ministerio de Hacienda, sobre compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsas de comercio.

La letra a) reemplaza, en la letra e) del artículo 3°, la cifra "200" por "1.000". Esta letra e) contempla, entre las atribuciones y obligaciones de la Superintendencia, la de mantener a disposición del público los modelos de textos de condiciones de generales de pólizas y cláusulas que se contraten en el mercado. En su inciso segundo, empero, exime de esa obligación a las compañías de seguros del primer grupo, en los casos de seguros de Transporte y de Casco Marítimo, como asimismo en los contratos de seguros en que tanto el asegurado como el beneficiario sean personas jurídicas, y en el que el monto de la prima anual que se convenga no sea inferior a 200 unidades de fomento. 



La letra d), en tanto, propone realizar similar enmienda de guarismo, esta vez en el artículo 36 del citado decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931. Este artículo 36 habilita al asegurado o beneficiario para demandar ante la justicia ordinaria la resolución de las dificultades que se susciten con la compañía aseguradora, no obstante haberse contemplado en la póliza compromiso o cláusula compromisoria, en los casos en que, por mandato legal, la contratación de un seguro sea obligatoria para el ejercicio de una determinada actividad. El compromiso o cláusula prorrogará la competencia judicial cuando asegurado y beneficiario sean personas jurídicas y el monto de la prima anual sea de 200 unidades de fomento.



Las letras a) y d) del artículo 4° del proyecto de ley en estudio, fueron objeto de la indicación número 35, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para suprimirlas.



La indicación número 35 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa. 



Como consecuencia de esta aprobación, las letras b) y c) del artículo 4° del proyecto de ley pasaron a ser letras a) y b), respectivamente.

- - -

MODIFICACIONES





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación de las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado:

Artículo 1°

Artículo 512

Inciso segundo





Intercalar, entre “seguros sociales,” y “ni al seguro”, la siguiente oración: “a los contratos de salud regulados por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469,”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).
Artículo 513

Letra d)





Intercalar, entre la voz “seguro”, la segunda vez que aparece, y “flotante”, las palabras “colectivo o”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Letra m)





Suprimir la frase “, o el beneficiario si es distinto de aquél,”, y agregar, a continuación de la palabra “riesgo”, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 589 en relación a los seguros de personas”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2).

Letra o)





Sustituirla por las siguientes letras o), p) y q), pasando las actuales letras p), q), r), s), t), u), v) y w) a ser letras r), s), t), u), v), w), x) e y), respectivamente.
“o) Póliza: el documento justificativo del seguro.

p) Propuesta: la oferta escrita de contratar el seguro, formulada al asegurador por el contratante, el asegurado o por un tercero a su nombre. 

q) Cotización: la oferta escrita del asegurador para celebrar un contrato de seguro.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 514


Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Para estos efectos, el asegurador deberá entregar al tomador, por escrito, toda la información relativa al contenido del contrato que se celebrará. Esta deberá contener, al menos, el tipo de seguro de que se trata, los riesgos cubiertos y las exclusiones; la cantidad asegurada, forma de determinarla y los deducibles; la prima o método para su cálculo; el período de duración del contrato, así como la explicitación de la fecha de inicio y término de la cobertura.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3).

Artículo 516

Inciso primero


Incorporar, a continuación del punto aparte (“.”), que pasa a ser seguido (“.”), la siguiente oración: “También podrá contratarse por cuenta de un tercero indeterminado pero determinable, según lo estipulen las partes, individualizando al asegurado en la póliza bajo la fórmula “a quien corresponda”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 4).

Artículo 519


Suprimir el inciso final. (Unanimidad 5x0. Indicación número 5).

Artículo 524

Inciso primero

Número 5°


Suprimirlo, pasando los números 6° y 7° a ser 5° y 6°, respectivamente, sin enmiendas.

Número 8°


Pasó a ser número 7°, con una enmienda consistente en sustituir la frase “dentro de los diez días siguientes a la recepción de la noticia” por “tan pronto sea posible una vez tomado conocimiento”.

Número 9°





Pasó a ser número 8°, sin enmiendas.

Inciso segundo





Sustituir el guarismo “7°” por “6°”, e intercalar, entre “y” y “en caso”, una coma (“,”). (Unanimidad 5x0. Indicación número 7).


Artículo 525

Inciso primero

Sustituir, en el epígrafe, la palabra “del” por “sobre el”, y “de” por “del”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso segundo

- Sustituir la palabra “del”, la primera vez que aparece, por “sobre el”, y “de”, la segunda vez que aparece, por “del”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- Suprimir la frase “, salvo que sean inexcusables”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 8).

Inciso tercero





Sustituirlo por los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto:

“Si el siniestro no se ha producido, y el contratante hubiere incurrido inexcusablemente en errores, reticencias o inexactitudes determinantes del riesgo asegurado en la información que solicite el asegurador de acuerdo al número 1° del artículo anterior, el asegurador podrá rescindir el contrato. Si los errores, reticencias o inexactitudes del contratante no revisten alguna de dichas características, el asegurador podrá proponer una modificación a los términos del contrato, para adecuar la prima o las condiciones de la cobertura a las circunstancias no informadas. Si el asegurado rechaza la proposición del asegurador o no le da contestación dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de envío de la misma, este último podrá rescindir el contrato. En este último caso, la rescisión se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación. 

Si el siniestro se ha producido, el asegurador quedará exonerado de su obligación de pagar la indemnización si proviene de un riesgo que hubiese dado lugar a la rescisión del contrato de acuerdo al inciso anterior, y en caso contrario, tendrá derecho a rebajar la indemnización en proporción a la diferencia entre la prima pactada y la que se hubiese convenido en el caso de conocer el verdadero estado del riesgo. (Unanimidad 5x0. Indicación número 9).

Artículo 526




Sustituirlo por el siguiente:
“Art. 526. Agravación de riesgos asegurados. El asegurado, o contratante en su caso, deberá informar al asegurador los hechos o circunstancias que agraven sustancialmente el riesgo declarado, y sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato, dentro de los cinco días siguientes de haberlos conocido, siempre que por su naturaleza, no hubieren podido ser conocidos de otra forma por el asegurador.

Se presume que el asegurado conoce las agravaciones de riesgo que provienen de hechos ocurridos con su directa participación.

Si el siniestro no se ha producido, el asegurador, dentro del plazo de treinta días a contar del momento en que hubiere tomado conocimiento de la agravación de los riesgos, deberá comunicar al asegurado su decisión de rescindir el contrato o proponer una modificación a los términos del mismo, para adecuar la prima o las condiciones de la cobertura de la póliza. Si el asegurado rechaza la proposición del asegurador o no le da contestación dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de envío de la misma, este último podrá dar por rescindido el contrato. En este último caso, la rescisión se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación.

Si el siniestro se ha producido sin que el asegurado, o el contratante en su caso, hubieren efectuado la declaración sobre la agravación de los riesgos señalada en el inciso primero, el asegurador quedará exonerado de su obligación de pagar la indemnización respecto de las coberturas del seguro afectadas por el agravamiento. No obstante, en caso que la agravación del riesgo hubiera conducido al asegurador a celebrar el contrato en condiciones más onerosas para el asegurado, la indemnización se reducirá proporcionalmente a la diferencia entre la prima convenida y la que se hubiera aplicado de haberse conocido la verdadera entidad del riesgo.

Estas sanciones no se aplicarán si el asegurador, por la naturaleza de los riesgos, hubiere debido conocerlos y los hubiere aceptado expresa o tácitamente.

Salvo en caso de agravación dolosa de los riesgos, en todas las situaciones en que, de acuerdo a los incisos anteriores, haya lugar a la terminación del contrato, el asegurador deberá devolver al asegurado la proporción de prima correspondiente al período en que, como consecuencia de ella, quede liberado de los riesgos.

Excepto en la modalidad de los seguros de accidentes personales, las normas sobre la agravación de riesgos no tendrán aplicación en los seguros de personas.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 10).

Artículo 536

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 536. Extinción y disminución de los riesgos. El seguro termina si el riesgo se extingue después de celebrado el contrato.

Si disminuye el riesgo asegurado la prima se ajustará al riesgo que efectivamente asuma el asegurador desde el momento en que éste tome conocimiento de ello. Esta norma no tendrá aplicación en los seguros de personas, salvo en la modalidad de accidentes personales.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 14).

Artículo 539





Suprimir el inciso final. (Unanimidad 5x0. Indicación número 15).

Artículo 541

Inciso primero





Sustituir “dos” por “cuatro”.

Inciso cuarto





Sustituir la palabra “contractual” por lo siguiente: “, y en los seguros a que se refiere el artículo 570, dicho plazo no será inferior al de la acción que tenga el tercero perjudicado en contra del asegurado”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 17).

Artículo 542

Inciso segundo





Sustituir el guarismo “1.000” por “200”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 18).

Artículo 543





Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:





“Las compañías de seguros deberán remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros, copia autorizada de las sentencias definitivas que se pronuncien sobre materias propias de la presente ley, recaídas en los procesos en que hayan sido parte, las cuales quedarán a disposición del público.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 19).

Artículo 547





Sustituir las expresiones “de su valor” por “del valor de cada interés”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 20).

Artículo 553





Sustituir, en el inciso segundo, las expresiones “en caso de” por “si existiera un”, y agregar una coma (“,”) a continuación de la palabra “siniestro”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -





Intercalar el siguiente artículo 570, nuevo:

“Art. 570. Concepto. Por el seguro de responsabilidad civil, el asegurador se obliga a indemnizar los daños y perjuicios causados a terceros, de los cuales sea civilmente responsable el asegurado, por un hecho y en los términos previstos en la póliza.

En el seguro de responsabilidad civil, el asegurador pagará la indemnización al tercero perjudicado, en virtud de sentencia ejecutoriada, o de transacción judicial o extrajudicial celebrada por el asegurado con su consentimiento.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 25).

- - -

Artículo 570





Pasó a ser artículo 571, con la siguiente enmienda:

Sustituir la palabra “inmediato” por “en tiempo razonable”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 26).

Artículo 571



Pasó a ser artículo 572, sin enmiendas.
- - -

Intercalar el siguiente artículo 573, nuevo:

“Art. 573. Defensa del asegurado. El asegurador tiene el derecho de asumir la defensa judicial del asegurado frente a la reclamación del tercero. Si la asume, tendrá la facultad de designar al abogado encargado de ejercerla y el asegurado estará obligado a encomendar su defensa a quien el asegurador le indique. El asegurado prestará al asegurador y a quienes éste encomiende su defensa, toda la información y cooperación que sea necesaria.

No obstante lo anterior, cuando quien reclame esté también asegurado con el mismo asegurador o exista otro conflicto de intereses, éste comunicará inmediatamente al asegurado la existencia de esas circunstancias, sin perjuicio de realizar aquellas diligencias que por su carácter urgente sean necesarias para su defensa. En dichos casos, y también cuando se trate de materia penal, el asegurado podrá optar siempre entre mantener la defensa judicial a cargo del asegurador o encomendar su propia defensa a otra persona. En este último caso, el asegurador responderá de los gastos de defensa judicial hasta el monto pactado en la póliza.”. (Unanimidad 5x0. Indicaciones números 25 y 28).

- - -

Artículo 572

Pasó a ser artículo 574, con una enmienda consistente en suprimir su inciso final. (Unanimidad 5x0. Indicación número 30).

Artículos 573, 574, 575, 576, 577, 578, 578 y 579





Pasaron a ser artículos 575, 576, 577, 578, 579, 580 y 581, respectivamente, sin enmiendas. 

Artículo 580

Pasó a ser artículo 582, con una enmienda consistente en agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Las excepciones o defensas que el tomador oponga al asegurado, alegando que no ha existido incumplimiento de las obligaciones garantizadas por la póliza, no obstarán a que el asegurador pague la indemnización solicitada.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 31).

Artículo 581

Pasó a ser artículo 583, con una enmienda consistente en sustituir el inciso final por el siguiente:

“Este tipo de seguro podrá ser a primer requerimiento, en cuyo caso la indemnización deberá ser pagada al asegurado dentro del plazo que establece la póliza, sin que la oposición de excepciones pueda ser invocada para condicionar o diferir dicho pago.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 32).

Artículos 582, 583 y 584





Pasaron a ser artículos 584, 585 y 586,  respectivamente, sin enmiendas. 

Artículo 585





Pasó a ser artículo 587, con enmiendas consistentes en sustituir los guarismos “583” y “584” por “585” y “586”, respectivamente. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículos 586, 587, 588, 589, 590, 591, 592, 593, 594, 595, 596, 597, 598 y 599





Pasaron a ser artículos 588, 589, 590, 591, 592, 593, 594, 595, 596, 597, 598, 599, 600 y 601, respectivamente, sin enmiendas. 

ARTÍCULO 2°

Número 10)



Sustituir su encabezado por el siguiente:



“10) Reemplázase su artículo 1200, por el siguiente:”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 34).

Número 12)



Suprimirlo. (Unanimidad 5x0. Indicación número 34 bis).

ARTÍCULO 4°

Letra a)




Suprimirla.

Letras b) y c)





Pasaron a ser letras a) y b), respectivamente, sin enmiendas.

Letra d)





Suprimirla. (Unanimidad 5x0. Indicación número 35).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de las modificaciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación en particular de la iniciativa legal en análisis, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

"Artículo 1º.- Reemplázase el Título VIII del Libro II del Código de Comercio por el siguiente:

"TITULO VIII

DEL CONTRATO DE SEGURO

Sección Primera. Normas comunes a todo tipo de seguros

Art. 512. Contrato de seguro. Por el contrato de seguro se transfieren al asegurador uno o más riesgos a cambio del pago de una prima, quedando éste obligado a indemnizar el daño que sufriere el asegurado, o a satisfacer un capital, una renta u otras prestaciones pactadas.

Los riesgos pueden referirse a bienes determinados, al derecho de exigir ciertas prestaciones, al patrimonio como un todo y a la vida, salud e integridad física o intelectual de un individuo. No sólo la muerte sino que también la sobrevivencia constituyen riesgos susceptibles de ser amparados por el seguro. Las normas de este título rigen a la totalidad de los seguros privados. No son aplicables a los seguros sociales, a los contratos de salud regulados por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, ni al seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.
Art. 513. Definiciones. Para los efectos de la normativa sobre seguros se entenderá por:

a) Asegurado: aquel a quien afecta el riesgo que se transfiere al asegurador.

b) Asegurador: el que toma de su cuenta el riesgo. 

c) Beneficiario: el que, aún sin ser asegurado, tiene derecho a la indemnización en caso de siniestro.

d) Certificado de cobertura o certificado definitivo: documento que da cuenta de un seguro emitido con sujeción a los términos de una póliza de seguro colectivo o flotante.

e) Certificado provisorio: documento que da cuenta de los términos de un contrato de seguro cuya celebración está sujeta a la condición de que el asegurado cumpla con los requisitos estipulados, dentro de un plazo.

f) Contratante, contrayente o tomador: el que celebra el seguro con el asegurador y sobre quien recaen, en general, las obligaciones y cargas del contrato. 

g) Deducible: la estipulación por la que asegurador y asegurado acuerdan en que este último soportará a todo evento hasta el monto de la pérdida que se hubiere pactado.

h) Dejación: la transferencia del objeto del seguro en favor del asegurador, en caso de pérdida total.

i) Endoso: la modificación escrita de la póliza, a menos que aparezca que dicho término ha sido empleado en su acepción común.

j) Franquicia: la estipulación por la que asegurador y asegurado acuerdan que aquél soportará la totalidad del daño cuando éste exceda del monto que se hubiere pactado.

k) Garantías: los requisitos destinados a circunscribir o disminuir el riesgo, estipulados en un contrato de seguro como condiciones que deben cumplirse para que haya lugar a la indemnización en caso de siniestro.

l) Infraseguro o seguro insuficiente: aquél en que la cantidad asegurada es inferior al valor del objeto asegurado al momento del siniestro.

m) Interés asegurable: aquel que tiene el asegurado en la no realización del riesgo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 589 en relación a los seguros de personas.
n) Pérdida total asimilada o constructiva: el abandono razonable del objeto asegurado, ya sea porque la pérdida total efectiva parezca ineludible o porque no es posible evitarla sin incurrir en gastos que excedan las tres cuartas partes de su valor después de efectuado el desembolso.

ñ) Pérdida total real o efectiva: la que destruye completamente o priva irremediablemente del bien asegurado, o de tal modo lo daña que lo hace perder definitivamente la aptitud para el fin a que estaba destinado. Constituirá pérdida total del bien asegurado el siniestro que ocasione un daño de a lo menos tres cuartas partes de su valor.

o) Póliza: el documento justificativo del seguro.

p) Propuesta: la oferta escrita de contratar el seguro, formulada al asegurador por el contratante, el asegurado o por un tercero a su nombre. 

q) Cotización: la oferta escrita del asegurador para celebrar un contrato de seguro.

r) Póliza de seguro flotante: el contrato normativo que da cuenta, en términos generales, de estipulaciones pactadas para relaciones específicas de seguros que van a ser objeto de formalización posterior.

s) Prima: la retribución o precio del seguro.

t) Riesgo: la eventualidad de un suceso que ocasione al asegurado o beneficiario una pérdida o una necesidad susceptible de estimarse en dinero.

u) Seguro a primera pérdida: aquél en el que se estipula que, aún cuando exista infraseguro, el asegurado no soportará parte alguna de la pérdida, salvo en el caso que ésta exceda de la suma asegurada.

v) Seguro celebrado a distancia: aquél que se ha convenido entre las partes mediante cualquier sistema de transmisión y registro digital o electrónico de la palabra escrita o verbal.

w) Seguros colectivos: aquellos que mediante una sola póliza cubren contra los mismos riesgos, a un grupo determinado o determinable de personas.

x) Siniestro: la ocurrencia del riesgo o evento dañoso contemplado en el contrato.

y) Sobreseguro: aquél en que la cantidad asegurada excede del valor del objeto asegurado al momento del siniestro.

Art. 514. Propuesta. La proposición de celebrar un contrato de seguro deberá expresar la cobertura, los antecedentes y circunstancias necesarios para apreciar la extensión de los riesgos.

Para estos efectos, el asegurador deberá entregar al tomador, por escrito, toda la información relativa al contenido del contrato que se celebrará. Esta deberá contener, al menos, el tipo de seguro de que se trata, los riesgos cubiertos y las exclusiones; la cantidad asegurada, forma de determinarla y los deducibles; la prima o método para su cálculo; el período de duración del contrato, así como la explicitación de la fecha de inicio y término de la cobertura.

Art. 515. Celebración y prueba del contrato de seguro. El contrato de seguro es consensual.

La existencia y estipulaciones del contrato se podrán acreditar por todos los medios de prueba que contemplen las leyes, siempre que exista un principio de prueba por escrito que emane de cualquier documento que conste en telex, fax, mensajes de correo electrónico y, en general, cualquier sistema de transmisión y registro digital o electrónico de la palabra escrita o verbal.

No se admitirá al asegurador prueba alguna en contra del tenor de la póliza que haya emitido luego de la perfección del contrato.

 Cuando el seguro conste de un certificado de cobertura definitivo, se entenderá que forman parte de éste, los términos y condiciones de la respectiva póliza de seguro flotante.

Art. 516. Modos de contratar el seguro. Seguro por cuenta ajena. El seguro puede ser contratado por cuenta propia, o por la de un tercero en virtud de un poder especial o general, y aún sin su conocimiento y autorización. También podrá contratarse por cuenta de un tercero indeterminado pero determinable, según lo estipulen las partes, individualizando al asegurado en la póliza bajo la fórmula “a quien corresponda”.

Se entiende que el seguro corresponde al que lo ha contratado, toda vez que la póliza no exprese que es por cuenta o a favor de un tercero.

En los seguros por cuenta ajena, si el tomador se encuentra en posesión de la póliza, tiene el derecho a cobrar la indemnización, pero el asegurador tiene derecho a exigir que el tomador acredite previamente el consentimiento del asegurado o demuestre que obra por mandato de éste o en razón de una obligación o interés legal.

Art. 517. Contratación colectiva de seguros. Hay contratación colectiva de seguros en aquellos casos en que mediante una sola póliza se cubra a un grupo determinado o determinable de personas vinculadas con o por el tomador.

En este caso llámase tomador o contratante, a quien celebra el contrato por el grupo asegurado.

A través del tomador, el asegurador deberá entregar a cada uno de los asegurados que se incorporen al contrato de seguro colectivo, una copia de la póliza, o, al menos, un certificado que acredite la cobertura. En el último caso, tanto el asegurador como el tomador y el corredor del seguro, deberán mantener a disposición de los interesados una copia de la póliza.

El asegurador deberá, también, notificar a los asegurados a través del tomador, todas las modificaciones del seguro, las que sólo podrán efectuarse y regir, a partir de la siguiente renovación del contrato. Las modificaciones no informadas serán inoponibles al asegurado.

En tal evento, el asegurado podrá renunciar al contrato mediante comunicación escrita dirigida al asegurador, dentro de los diez días siguientes de recibida la notificación, en cuyo caso deberá restituirse la prima que se hubiere abonado desde la modificación.

Si la comunicación de renuncia se hubiere presentado ante el tomador o el intermediario, se presumirá su conocimiento por el asegurador a contar de la fecha de su presentación.

El tomador es responsable de los daños causados por su actuación en las pólizas colectivas en que intervenga, sin perjuicio de la responsabilidad del asegurador por las gestiones que hubiere encomendado. El asegurador no podrá oponer al asegurado los errores, omisiones o deficiencias del tomador.

En este tipo de contratos de seguro, la indemnización de los siniestros cede a favor del asegurado afectado por ellos, o del beneficiario, en su caso.

Art. 518. Menciones de la póliza. La póliza de seguro deberá expresar, a lo menos:

1. La individualización del asegurador, la del asegurado y la del contratante si no fuere el mismo asegurado. Si se hubiere designado beneficiario, se indicará su individualización o la forma de determinarlo;

2. La especificación de la materia asegurada;

3. El interés asegurable;

4. Los riesgos que se transfieren al asegurador;

5. La época en que principia y concluye el riesgo para el asegurador;

6. La suma o cantidad asegurada, o el modo de determinarla;

7. El valor del bien asegurado, en caso de haberse convenido;

8. La prima del seguro, y el tiempo, lugar y forma de su pago;

9. La fecha en que se extiende y la firma material o electrónica del asegurador, y

10. La firma del asegurado en aquellas pólizas que lo requieran de acuerdo con la ley.

Se presume que actúan en representación del asegurador, quienes firman las pólizas o documentos que las modifiquen, y que sus firmas son auténticas.

Art. 519. Entrega de la póliza. El asegurador deberá entregar la póliza, o el certificado de cobertura, en su caso, al contratante del seguro o al corredor que la hubiera intermediado, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde la perfección del contrato.

El corredor deberá entregar la póliza al asegurado dentro de los cinco días hábiles siguientes a su recepción.

El incumplimiento de la obligación de entrega de la póliza dará derecho al asegurado a reclamar daños y perjuicios al asegurador, o al corredor en su caso.

Art. 520. Interés asegurable. El asegurado debe tener un interés asegurable, actual o futuro, respecto al objeto del seguro. En todo caso es preciso que tal interés exista al momento de ocurrir el siniestro.

Si el interés no llegare a existir, o cesare durante la vigencia del seguro, el contrato terminará y el asegurado tendrá derecho a la restitución de la parte de la prima no ganada por el asegurador correspondiente al tiempo no corrido.

Art. 521. Requisitos esenciales del contrato de seguro. Nulidad. Son requisitos esenciales del contrato de seguro, el riesgo asegurado, la estipulación de prima y la obligación condicional del asegurador de indemnizar.

La falta de uno o más de estos elementos acarrea la nulidad absoluta del contrato.

Son nulos absolutamente también, los contratos que recaigan sobre objetos de ilícito comercio y sobre aquellos no expuestos al riesgo asegurado o que ya lo han corrido.

Art. 522. Cesión de la póliza. La póliza de seguro puede ser nominativa o a la orden.

La cesión de la póliza nominativa o de los derechos que de ella emanen, requiere de la aceptación del asegurador.

La cesión de la póliza a la orden puede hacerse por simple endoso.

Sin embargo, el crédito del asegurado por la indemnización de un siniestro ya ocurrido, podrá cederse conforme a las normas generales sobre la cesión de créditos.

El asegurador podrá oponer al cesionario o endosatario las excepciones que tenga contra el asegurado o beneficiario.

La cesión de la póliza transfiere al cesionario todos los derechos que para el asegurado emanan del contrato y la ley.

Art. 523. Vigencia de la cobertura. Los términos de la vigencia del contrato serán fijados en la póliza.

En defecto de estipulación sobre el inicio de la cobertura, los riesgos serán de cargo del asegurador a partir del momento en que se perfeccione el contrato.

A falta de estipulación sobre su extinción, corresponderá al tribunal competente determinar hasta cuándo correrán los riesgos por cuenta del asegurador, tomando en consideración la naturaleza del seguro, las cláusulas del contrato, los usos y costumbres y las demás circunstancias pertinentes.

Art. 524. Obligaciones del asegurado. El asegurado estará obligado a:

1º Declarar sinceramente todas las circunstancias que solicite el asegurador para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión de los riesgos;

2° Informar, a requerimiento del asegurador, sobre la existencia de otros seguros que amparen el mismo objeto;

3° Pagar la prima en la forma y época pactadas;

4° Emplear el cuidado y celo de un diligente padre de familia para prevenir el siniestro;

5° No agravar el riesgo y dar noticia al asegurador sobre las circunstancias que lleguen a su conocimiento y que reúnan las características señaladas en el artículo 526;

6° En caso de siniestro, tomar todas las providencias necesarias para salvar la cosa asegurada o para conservar sus restos;

7° Notificar al asegurador, tan pronto sea posible una vez tomado conocimiento, de la ocurrencia de cualquier hecho que pueda constituir o constituya un siniestro, y

8° Acreditar la ocurrencia del siniestro denunciado, y declarar fielmente y sin reticencia, sus circunstancias y consecuencias.

El asegurador deberá reembolsar los gastos en que razonablemente haya incurrido el asegurado para cumplir las obligaciones expresadas en el número 6° y, en caso de siniestro inminente, también la que prescribe el número 4º. El reembolso no podrá exceder la suma asegurada.

Si el tomador del seguro y el asegurado son personas distintas, corresponde al tomador el cumplimiento de las obligaciones del contrato, salvo aquellas que por su naturaleza deben ser cumplidas por el asegurado.

Las obligaciones del tomador podrán ser cumplidas por el asegurado.

Art. 525. Declaración sobre el estado del riesgo. Para prestar la declaración a que se refiere el número 1 del artículo anterior, será suficiente que el contratante informe al tenor de lo que solicite el asegurador, sobre los hechos o circunstancias que conozca y sirvan para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión del riesgo.

Convenido el contrato de seguro sin que el asegurador solicite la declaración sobre el estado del riesgo, éste no podrá alegar los errores, reticencias o inexactitudes del contratante, como tampoco aquellos hechos o circunstancias que no estén comprendidos en tal solicitud.

Si el siniestro no se ha producido, y el contratante hubiere incurrido inexcusablemente en errores, reticencias o inexactitudes determinantes del riesgo asegurado en la información que solicite el asegurador de acuerdo al número 1° del artículo anterior, el asegurador podrá rescindir el contrato. Si los errores, reticencias o inexactitudes del contratante no revisten alguna de dichas características, el asegurador podrá proponer una modificación a los términos del contrato, para adecuar la prima o las condiciones de la cobertura a las circunstancias no informadas. Si el asegurado rechaza la proposición del asegurador o no le da contestación dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de envío de la misma, este último podrá rescindir el contrato. En este último caso, la rescisión se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación. 

Si el siniestro se ha producido, el asegurador quedará exonerado de su obligación de pagar la indemnización si proviene de un riesgo que hubiese dado lugar a la rescisión del contrato de acuerdo al inciso anterior, y en caso contrario, tendrá derecho a rebajar la indemnización en proporción a la diferencia entre la prima pactada y la que se hubiese convenido en el caso de conocer el verdadero estado del riesgo.
Estas sanciones no se aplicarán si el asegurador, antes de celebrar el contrato, ha conocido los errores, reticencias o inexactitudes de la declaración o hubiere debido conocerlos; o si después de su celebración, se allana a que se subsanen o los acepta expresa o tácitamente.

Art. 526. Agravación de riesgos asegurados. El asegurado, o contratante en su caso, deberá informar al asegurador los hechos o circunstancias que agraven sustancialmente el riesgo declarado, y sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato, dentro de los cinco días siguientes de haberlos conocido, siempre que por su naturaleza, no hubieren podido ser conocidos de otra forma por el asegurador.

Se presume que el asegurado conoce las agravaciones de riesgo que provienen de hechos ocurridos con su directa participación.

Si el siniestro no se ha producido, el asegurador, dentro del plazo de treinta días a contar del momento en que hubiere tomado conocimiento de la agravación de los riesgos, deberá comunicar al asegurado su decisión de rescindir el contrato o proponer una modificación a los términos del mismo, para adecuar la prima o las condiciones de la cobertura de la póliza. Si el asegurado rechaza la proposición del asegurador o no le da contestación dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de envío de la misma, este último podrá dar por rescindido el contrato. En este último caso, la rescisión se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación.

Si el siniestro se ha producido sin que el asegurado, o el contratante en su caso, hubieren efectuado la declaración sobre la agravación de los riesgos señalada en el inciso primero, el asegurador quedará exonerado de su obligación de pagar la indemnización respecto de las coberturas del seguro afectadas por el agravamiento. No obstante, en caso que la agravación del riesgo hubiera conducido al asegurador a celebrar el contrato en condiciones más onerosas para el asegurado, la indemnización se reducirá proporcionalmente a la diferencia entre la prima convenida y la que se hubiera aplicado de haberse conocido la verdadera entidad del riesgo.

Estas sanciones no se aplicarán si el asegurador, por la naturaleza de los riesgos, hubiere debido conocerlos y los hubiere aceptado expresa o tácitamente.

Salvo en caso de agravación dolosa de los riesgos, en todas las situaciones en que, de acuerdo a los incisos anteriores, haya lugar a la terminación del contrato, el asegurador deberá devolver al asegurado la proporción de prima correspondiente al período en que, como consecuencia de ella, quede liberado de los riesgos.

Excepto en la modalidad de los seguros de accidentes personales, las normas sobre la agravación de riesgos no tendrán aplicación en los seguros de personas.

Art. 527. De la prima. El asegurador gana la prima desde el momento en que los riesgos comienzan a correr por su cuenta, y tendrá derecho a percibir o retener su totalidad en caso que fuera procedente la indemnización por un siniestro de pérdida total o finalizase la vigencia de acuerdo con el artículo 523. Convenida la vigencia de la cobertura por un plazo determinado, la prima se devengará proporcionalmente al tiempo transcurrido.  

La prima puede consistir en una cantidad de dinero, en la entrega de una cosa o en un hecho estimable en dinero.

Salvo pacto en contrario, el pago de la prima se hará al entregarse la póliza, el certificado de cobertura o el endoso, según corresponda, y deberá hacerse en el domicilio del asegurador o en el de sus representantes, agentes o diputados para el cobro.

Art. 528. No pago de la prima. La falta de pago de la prima producirá la terminación del contrato a la expiración del plazo de quince días contado desde la fecha de envío de la comunicación que, con ese objeto, dirija el asegurador al asegurado y dará derecho a aquél para exigir que se le pague la prima devengada hasta la fecha de terminación y los gastos de formalización del contrato.

Producida la terminación, la responsabilidad del asegurador por los siniestros posteriores cesará de pleno derecho, sin necesidad de declaración judicial alguna.

Art. 529. Obligaciones del asegurador. Además de la contemplada en el artículo 519, el asegurador contrae las siguientes obligaciones:

1) Cuando el seguro fuere contratado en forma directa, sin intermediación de un corredor de seguros: prestar asesoría al asegurado, ofrecerle las coberturas más convenientes a sus necesidades e intereses, ilustrarlo sobre las condiciones del contrato y asistirlo durante toda la vigencia, modificación y renovación del contrato y al momento del siniestro. Cuando el seguro se contrate en esta forma, el asegurador será responsable de las infracciones, errores y omisiones cometidos y de los perjuicios causados a los asegurados.

2) Indemnizar el siniestro cubierto por la póliza.

Art. 530. Riesgos que asume el asegurador. El asegurador responde de los riesgos descritos en la póliza, con excepción de las situaciones expresamente excluidas por ella.

A falta de estipulación, el asegurador responde de todos los riesgos que por su naturaleza correspondan, salvo los excluidos por la ley.

Art 531. Siniestro. Presunción de cobertura y excepciones. El siniestro se presume ocurrido por un evento que hace responsable al asegurador.

El asegurador puede acreditar que el siniestro ha sido causado por un hecho que no lo constituye en responsable de sus consecuencias, según el contrato o la ley.

Art. 532. Época del siniestro. Si el siniestro se iniciare durante la vigencia del seguro y continuare después de expirada, el asegurador responderá del importe íntegro de los daños. Pero si principiare antes y continuare después que los riesgos hubieren comenzado a correr por cuenta del asegurador, éste no será responsable del siniestro.

Art. 533. Pluralidad de causas de un siniestro. Si el siniestro proviene de varias causas, el asegurador será responsable de la pérdida si cualquiera de las causas concurrentes corresponde a un riesgo cubierto por la póliza.

Art. 534. Subrogación. Por el pago de la indemnización, el asegurador se subroga en los derechos y acciones que el asegurado tenga en contra de terceros en razón del siniestro.

El asegurador no tendrá derecho a la subrogación contra el causante del siniestro que sea cónyuge o pariente consanguíneo del asegurado en toda la línea recta y hasta el segundo grado inclusive de la línea colateral, y por todas aquellas personas por las que el asegurado deba responder civilmente. Sin embargo, procederá la subrogación si la responsabilidad proviene de dolo o se encuentra amparada por un seguro, pero sólo por el monto que éste haya cubierto.

El asegurado será responsable por sus actos u omisiones que puedan perjudicar el ejercicio de las acciones en que el asegurador se haya subrogado.

El asegurado conservará sus derechos para demandar a los responsables del siniestro.

En caso de concurrencia de asegurador y asegurado frente a terceros responsables, el recobro obtenido se dividirá entre ambos en proporción a su respectivo interés.

Art. 535. Casos de dolo y culpa grave. El asegurador no está obligado a indemnizar el siniestro que se origine por dolo o culpa grave del asegurado o del tomador en su caso, salvo pacto en contrario para los casos de culpa grave.

Artículo 536. Extinción y disminución de los riesgos. El seguro termina si el riesgo se extingue después de celebrado el contrato.

Si disminuye el riesgo asegurado la prima se ajustará al riesgo que efectivamente asuma el asegurador desde el momento en que éste tome conocimiento de ello. Esta norma no tendrá aplicación en los seguros de personas, salvo en la modalidad de accidentes personales.

Art. 537. Terminación anticipada. Las partes podrán convenir que el asegurador pueda poner término anticipadamente al contrato, con expresión de las causas que lo justifiquen, salvo las excepciones legales.

En todo caso, la terminación del contrato se producirá a la expiración del plazo de treinta días contado desde la fecha de envío de la respectiva comunicación.

El asegurado podrá poner fin anticipado al contrato, salvo las excepciones legales, comunicándolo al asegurador.

La prima se reducirá en forma proporcional al plazo corrido, pero en caso de haber ocurrido un siniestro de pérdida total se entenderá devengada totalmente.

Art. 538. Retracto de un contrato de seguro celebrado a distancia. En los contratos de seguro celebrados a distancia, el contratante o asegurado tendrá la facultad de retractarse dentro del plazo de diez días, contado desde que reciba la póliza, sin expresión de causa ni cargo alguno, teniendo el derecho a la devolución de la prima que hubiere pagado.

Este derecho no podrá ser ejercido si se hubiere verificado un siniestro, ni en el caso de los contratos de seguro cuyos efectos terminen antes del plazo señalado en el inciso precedente.

Art. 539. Otras causales de ineficacia del contrato. El contrato de seguro es nulo si el asegurado, a sabiendas, proporciona al asegurador información sustancialmente falsa al prestar la declaración a que se refiere el número 1° del artículo 524 y se resuelve si incurre en esa conducta al reclamar la indemnización de un siniestro.

En dichos casos, pronunciada la nulidad o la resolución del seguro, el asegurador podrá retener la prima o demandar su pago y cobrar los gastos que le haya demandado acreditarlo, aunque no haya corrido riesgo alguno, sin perjuicio de la acción criminal.

Art. 540. Situaciones en caso de quiebra. Declarada la quiebra del asegurador estando pendiente los riesgos, el asegurado podrá poner fin anticipado al contrato, en cuyo caso tendrá derecho a la devolución proporcional de la prima, o bien a exigir que el concurso afiance el cumplimiento de las obligaciones del fallido.

El asegurador tiene la misma opción si ocurriere la quiebra del asegurado antes de pagarse el total de la prima.

Si el concurso o el síndico no otorgaren la fianza dentro de los cinco días siguientes a la solicitud judicial respectiva, terminará el seguro.

En el caso de quiebra del asegurador, los créditos de los asegurados por siniestros ocurridos con anterioridad a la quiebra gozarán de la preferencia del número 5 del artículo 2472 del Código Civil.

Con todo, los pagos por concepto de reaseguros beneficiarán a los asegurados, cuyos créditos por siniestros preferirán, a cualesquiera otros que se ejercieren en contra del asegurador, sin perjuicio de contribuir a los gastos de administración de la quiebra o liquidación, en su caso.

Art. 541. Prescripción. Las acciones emanadas del contrato de seguro prescriben en el término de cuatro años, contado desde la fecha en que se haya hecho exigible la obligación respectiva.

Fuera de otras causales legales, la prescripción que corre en contra del asegurado se interrumpe por la denuncia del siniestro, y el nuevo plazo regirá desde el momento en que el asegurador le comunique su decisión al respecto.

En el seguro de vida el plazo de prescripción para el beneficiario será de cuatro años y se contará desde que conoce la existencia de su derecho, pero en ningún caso excederá de diez años desde el siniestro.

El plazo de prescripción no puede ser abreviado bajo ninguna forma de caducidad o preclusión, y en los seguros a que se refiere el artículo 570, dicho plazo no será inferior al de la acción que tenga el tercero perjudicado en contra del asegurado.

Art. 542. Carácter imperativo de las normas. Las disposiciones que rigen al contrato de seguro son de carácter imperativo, a no ser que en éstas se disponga otra cosa. No obstante, se entenderán válidas las estipulaciones contractuales que sean más beneficiosas para el asegurado o el beneficiario.

Exceptúanse de lo anterior, los seguros de daños contratados individualmente, en que tanto el asegurado como el beneficiario, sean personas jurídicas y el monto de la prima anual que se convenga sea superior a 200 unidades de fomento, y los seguros de casco y transporte marítimo y aéreo.

Art. 543. Solución de conflictos. Cualquier dificultad que se suscite entre el asegurado, el contratante o el beneficiario, según corresponda, y el asegurador, sea en relación con la validez o ineficacia del contrato de seguro, o con motivo de la interpretación o aplicación de sus condiciones generales o particulares, su cumplimiento o incumplimiento, o sobre la procedencia o el monto de una indemnización reclamada al amparo del mismo, será resuelta por un árbitro arbitrador, nombrado de común acuerdo por las partes cuando surja la disputa. Si los interesados no se pusieren de acuerdo en la persona del árbitro, éste será designado por la justicia ordinaria y, en tal caso, el árbitro tendrá las facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, debiendo dictar sentencia conforme a derecho.

En ningún caso podrá designarse en el contrato de seguro, de antemano, a la persona del árbitro.

En las disputas entre el asegurado y el asegurador que surjan con motivo de un siniestro cuyo monto sea inferior a 10.000 unidades de fomento, el asegurado podrá optar por ejercer su acción ante la justicia ordinaria.

El tribunal arbitral u ordinario a quien corresponda conocer de la causa, tendrá las siguientes facultades:

1° Admitir, a petición de parte, además de los medios probatorios establecidos en el Código de Procedimiento Civil, cualquier otra clase de prueba.

2° Decretar de oficio, en cualquier estado del juicio, las diligencias probatorias que estime conveniente, con citación de las partes.

3° Llamar a las partes a su presencia para que reconozcan documentos o instrumentos, justifiquen sus impugnaciones, pudiendo resolver al respecto, sin que ello implique prejuzgamiento en cuanto al asunto principal controvertido.

4° Apreciar la prueba de acuerdo con las normas de la sana crítica, debiendo consignar en el fallo los fundamentos de dicha apreciación.

Será tribunal competente para conocer de las causas a que diere lugar el contrato de seguro, el del domicilio del beneficiario.

Las compañías de seguros deberán remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros, copia autorizada de las sentencias definitivas que se pronuncien sobre materias propias de la presente ley, recaídas en los procesos en que hayan sido parte, las cuales quedarán a disposición del público.
Art. 544. Clasificación de los seguros. Los seguros son de daños o de personas. Los de daños, son reales o patrimoniales.

Sección Segunda. De los seguros de daños.

& 1. Normas generales

Art. 545. Objeto. Los seguros de esta especie tienen por objeto la indemnización de los daños sufridos por el asegurado y pueden recaer sobre cosas corporales, derechos o sobre un patrimonio.

Art. 546. Interés asegurable. Toda persona que tenga un interés patrimonial, presente o futuro, lícito y estimable en dinero, puede celebrar un contrato de seguros contra daños.

Si carece de interés asegurable a la época de sobrevenir un siniestro, el asegurado no podrá reclamar la indemnización; pero en todo caso tendrá el derecho que le otorga el inciso segundo del artículo 520.

Art. 547. Concurrencia de intereses asegurables. Sobre el mismo objeto asegurado pueden concurrir distintos intereses asegurables, los que podrán cubrirse simultánea, alternativa o sucesivamente hasta concurrencia del valor de cada interés.

Art. 548. Aseguramiento de universalidades. Los establecimientos industriales, mineros, agrícolas, comerciales, los cargamentos terrestres, marítimos y aéreos y, en general, las universalidades o conjuntos de bienes que por su ubicación u otra circunstancia sean materia de un mismo seguro, se podrán asegurar con o sin designación específica de los bienes que los contengan o compongan.

Los muebles que constituyen el menaje de una casa pueden ser también asegurados en esa misma forma, salvo los que tengan un gran precio, como las alhajas, cuadros de alto valor, objetos de arte u otros análogos, los cuales serán asegurados con designación específica.

En uno y otro caso el asegurado deberá individualizar los objetos asegurados y justificar su existencia y valor al tiempo del siniestro.

Art. 549. Vicio propio. El asegurador no responderá de la pérdida o daño proveniente de vicio propio de la cosa asegurada, a menos que se estipule lo contrario.

Se entiende por vicio propio el germen de destrucción o deterioro que llevan en sí las cosas por su propia naturaleza o destino, aunque se las suponga de la más perfecta calidad en su especie.

Art. 550. Principio de indemnización. Respecto del asegurado, el seguro de daños es un contrato de mera indemnización y jamás puede constituir para él la oportunidad de una ganancia o enriquecimiento.

Art. 551. Aseguramiento de lucro cesante. Para que el lucro cesante del asegurado esté cubierto, deberá ser pactado expresamente.

Art. 552. Suma asegurada y límite de la indemnización. La suma asegurada constituye el límite máximo de la indemnización que se obliga a pagar el asegurador en caso de siniestro y no representa valoración de los bienes asegurados.

En los seguros reales la indemnización no excederá del valor del bien ni del respectivo interés asegurado al tiempo de ocurrir el siniestro, aun cuando el asegurador se haya constituido responsable de una suma que lo exceda.

Si la cantidad asegurada consistiere en una cuota, se entenderá que ésta se refiere al valor que tenga el objeto asegurado al momento del siniestro.

En los seguros patrimoniales la indemnización no podrá exceder, dentro de los límites de la convención, del menoscabo que sufra el patrimonio del asegurado como consecuencia del siniestro.

Art. 553. Regla Proporcional. Si al momento del siniestro la suma asegurada es inferior al valor del bien, el asegurador indemnizará el daño a prorrata entre la cantidad asegurada y la que no lo esté.

Sin embargo, las partes podrán pactar que no se aplique la regla proporcional prevista en el inciso anterior, en cuyo caso el asegurado no soportará parte alguna del daño si existiera un siniestro, a menos que éste exceda la suma asegurada.

Art. 554. Valoración de la cosa asegurada. En los seguros reales el valor de las cosas aseguradas puede ser establecido mediante una estimación expresamente pactada al momento de celebrarse el contrato.

No constituye valoración convenida la sola enunciación de la suma asegurada, ni la declaración relativa al valor de los bienes hecha unilateralmente por el asegurado en la propuesta o en otros documentos.

Existiendo valoración pactada, la determinación del daño indemnizable se hará a partir de tal valor, no teniendo aplicación el artículo 552.

El valor pactado sólo podrá ser impugnado por las partes cuando la estipulación adolezca de un vicio del consentimiento.

Establecida la procedencia de la impugnación, la suma asegurada y la prima serán reducidas hasta concurrencia del verdadero valor de la cosa asegurada.

Art. 555. Seguros a valor de reposición. En los seguros reales, al tiempo de contratar el seguro, las partes podrán estipular que el pago de la indemnización se hará sobre la base del valor de reposición o de reemplazo del bien asegurado, sin exceder del límite de la suma asegurada. Tratándose de mercaderías, podrán acordar que la indemnización corresponda a su precio de venta en el mercado.

Art. 556. Efectos de la pluralidad de seguros. Cuando se hubiere contratado más de un seguro que cubra la misma materia, interés y riesgo, el asegurado podrá reclamar a cualquiera de los aseguradores el pago del siniestro, según el respectivo contrato, y a cualquiera de los demás, el saldo no cubierto. El conjunto de las indemnizaciones recibidas por el asegurado, no podrá exceder el valor del objeto asegurado.

Si el asegurado ha recibido más de lo que le correspondía, tendrán derecho a repetir en su contra aquellas aseguradoras que hubieren pagado el exceso. Asimismo, tendrán derecho a cobrar perjuicios si mediare mala fe del asegurado.

Al denunciar el siniestro, el asegurado debe comunicar a todos los aseguradores con quienes hubiere contratado, los otros seguros que lo cubran.

El asegurador que pagare el siniestro, tiene derecho a repetir contra los demás la cuota que les corresponda en la indemnización, según el monto que cubran los respectivos contratos.

Art. 557. Coaseguro. Existe coaseguro cuando, con el consentimiento del asegurado, dos o más aseguradores convienen en asegurar en común un determinado riesgo. En tal caso, cada asegurador es obligado al pago de la indemnización en proporción a su respectiva cuota de participación.

Si se emite una sola póliza, se presumirá que el coasegurador que la emite es mandatario de los demás para todos los efectos del contrato.

Art. 558. Sobreseguro. Si la suma asegurada excede el valor del bien asegurado, cualquiera de las partes podrá exigir su reducción, así como la de la prima, salvo el caso en que se hubiere pactado dicho valor conforme al artículo 554.

Si ocurriere un siniestro en tales circunstancias, la indemnización cubrirá el daño producido, de acuerdo con el valor efectivo del bien.

Si el sobreseguro proviene de mala fe del asegurado, el contrato será nulo, no obstante lo cual el asegurador tendrá derecho a la prima a título de pena, sin perjuicio de la acción criminal a que hubiere lugar.

Art. 559. Transmisión del seguro. Transmitida la propiedad de la cosa asegurada por título universal o singular, el seguro correrá en provecho del causahabiente desde el momento en que los riesgos le correspondan, a menos que el seguro hubiere sido consentido por el asegurador en consideración a la persona del causante. Terminado el seguro por esta causa, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 520.

Art. 560. Transferencia del seguro. Si el objeto del seguro o el interés asegurable fueren transferidos, cesará el seguro de pleno derecho al expirar el término de quince días, contado desde la transferencia, a menos que el asegurador acepte que éste continúe por cuenta del adquirente o que la póliza sea a la orden.

Sin embargo, si el asegurado conservare algún interés en el objeto del seguro, éste continuará a su favor hasta concurrencia de su interés.

Art. 561. Pérdida de la cosa asegurada. La pérdida o destrucción de la cosa asegurada o sobre la cual recae el interés asegurable, provocado por una causa no cubierta por el contrato de seguro, producirá su terminación e impondrá al asegurador la obligación de devolver la prima conforme a lo establecido en el inciso segundo del artículo 520.

Si la pérdida o destrucción fuere parcial, se reducirán la cantidad asegurada y la prima en la proporción que corresponda.

Art. 562. Asegurados obligados a llevar contabilidad. Si los asegurados fueren personas obligadas legalmente a llevar contabilidad, deberán acreditar sus existencias con sus inventarios, libros y registros contables, sin perjuicio del mérito de otras pruebas que las partes pudieren rendir.

Art. 563. Forma de indemnizar. El asegurador deberá indemnizar el siniestro en dinero, a menos que se haya estipulado que pueda hacerlo mediante la reposición o reparación de la cosa asegurada.

Art. 564. Dejación. El asegurado no podrá hacer dejación de las cosas aseguradas, salvo pacto en contrario.

Art. 565. Ejercicio de derechos de terceros sobre la indemnización. La cosa que es materia del seguro será subrogada por la cantidad asegurada para el efecto de ejercitar sobre ésta los privilegios e hipotecas constituidos sobre aquella. 

Para ello, los respectivos acreedores deberán notificar al asegurador de la existencia de sus privilegios o hipotecas.

Las mismas reglas se aplicarán cuando la cosa asegurada haya sido objeto de medida precautoria, embargo, o esté afecta a derecho legal de retención.

& 2. Del seguro contra incendio

Art. 566. Concepto. Por el seguro contra incendio, el asegurador se obliga a indemnizar los daños materiales que sufran los objetos asegurados por la acción directa del incendio y los que sean una consecuencia inmediata del mismo, como los causados por el calor, el humo, el vapor o por los medios empleados para extinguirlo o contenerlo; y las demoliciones que sean necesarias u ordenadas por la autoridad competente. También podrán contratarse, como una extensión o ampliación a la cobertura de incendio, seguros adicionales que protejan al asegurado contra otros riesgos.

Art. 567. Contenido de la póliza. Además de las enunciaciones que exige el artículo 518, la póliza deberá expresar la ubicación, destino y uso de los inmuebles asegurados, y de los edificios colindantes, en cuanto estas circunstancias puedan influir en la estimación de los riesgos.

Iguales menciones deberá contener la póliza respecto a los inmuebles en que se encuentren colocados o almacenados los bienes muebles, cuando el seguro verse sobre estos últimos.

& 3. De los seguros de robo, hurto y otras sustracciones

Art. 568. Perjuicios asegurables por este tipo de seguros. Podrán asegurarse los perjuicios causados por la sustracción de cosas, mediante la comisión de los delitos u otras conductas ilegítimas que la póliza señale.

Podrán también cubrirse por este seguro los daños que resulten por destrucción o deterioro del objeto asegurado o del lugar en que éste se encuentre, siempre que ellos hayan sido ocasionados durante la ejecución del hecho.

Art. 569. Pérdida del derecho a la indemnización. Si el riesgo asegurado consiste en un delito, el asegurador podrá repetir la indemnización pagada si se declara judicialmente que no hubo tal delito.

& 4. Del seguro de responsabilidad civil

Art. 570. Concepto. Por el seguro de responsabilidad civil, el asegurador se obliga a indemnizar los daños y perjuicios causados a terceros, de los cuales sea civilmente responsable el asegurado, por un hecho y en los términos previstos en la póliza.

En el seguro de responsabilidad civil, el asegurador pagará la indemnización al tercero perjudicado, en virtud de sentencia ejecutoriada, o de transacción judicial o extrajudicial celebrada por el asegurado con su consentimiento.

Art. 571. Notificación. El asegurado deberá dar aviso en tiempo razonable al asegurador, de toda noticia que reciba, sea de la intención del tercero afectado o sus causahabientes de reclamar indemnización, o de la amenaza de iniciar acciones en su contra; de las notificaciones judiciales que reciba, y de la ocurrencia de cualquier hecho o circunstancia que pudiere dar lugar a una reclamación en su contra.

Art. 572. Extensión de la cobertura. A menos que estén amparados por una cobertura especial, el monto asegurado comprende tanto los daños y perjuicios causados a terceros, como los gastos y costas del proceso que éstos o sus causahabientes promuevan en contra del asegurado.

Salvo pacto en contrario, la póliza no cubre el importe de las cauciones que deba rendir el asegurado, ni las multas o sanciones pecuniarias a que sea condenado.

Art. 573. Defensa del asegurado. El asegurador tiene el derecho de asumir la defensa judicial del asegurado frente a la reclamación del tercero. Si la asume, tendrá la facultad de designar al abogado encargado de ejercerla y el asegurado estará obligado a encomendar su defensa a quien el asegurador le indique. El asegurado prestará al asegurador y a quienes éste encomiende su defensa, toda la información y cooperación que sea necesaria.

No obstante lo anterior, cuando quien reclame esté también asegurado con el mismo asegurador o exista otro conflicto de intereses, éste comunicará inmediatamente al asegurado la existencia de esas circunstancias, sin perjuicio de realizar aquellas diligencias que por su carácter urgente sean necesarias para su defensa. En dichos casos, y también cuando se trate de materia penal, el asegurado podrá optar siempre entre mantener la defensa judicial a cargo del asegurador o encomendar su propia defensa a otra persona. En este último caso, el asegurador responderá de los gastos de defensa judicial hasta el monto pactado en la póliza.

Art. 574. Transacción. Se prohíbe al asegurado aceptar la reclamación contraria o transigir judicial o extrajudicialmente con el tercero afectado, sin previa aceptación del asegurador. El incumplimiento de esta obligación, exime al asegurador de la obligación de indemnizar.

No constituye incumplimiento la circunstancia de que el asegurado, en las declaraciones que formule, reconozca hechos verídicos de los que se derive su responsabilidad.

& 5. Del seguro de transporte terrestre

Art. 575. Concepto y extensión de la cobertura. Por el seguro de transporte terrestre, el asegurador se obliga a indemnizar los daños materiales que sufran las mercaderías y los medios utilizados para embalarlas, durante su carga, descarga o conducción por vía terrestre.

Salvo pacto en contrario, la cobertura del seguro comprenderá el depósito transitorio de las mercaderías y la inmovilización del vehículo o su cambio durante el viaje, cuando dichos eventos se deban a circunstancias propias del transporte y no hayan sido causados por algunos de los acontecimientos excluidos por la póliza.

Art. 576. Formas y vigencia de la cobertura. El seguro de transporte terrestre puede contratarse por viaje o por un tiempo determinado.

Salvo pacto en contrario, el seguro comienza desde que se entregan las mercaderías al porteador y termina cuando se entregan al consignatario en el punto de destino.

A menos que el seguro sea por viaje, la entrega al consignatario debe efectuarse dentro del plazo previsto en la póliza.

Art. 577. Normas supletorias. En los casos no previstos en el presente párrafo se aplicarán las disposiciones contenidas en el Título VII del Libro III de este Código, "De los Seguros Marítimos".

& 6. Del seguro de pérdida de beneficios

Art. 578. Concepto y alcances. Por el seguro de pérdida de beneficios, el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado la disminución de ingresos y utilidades que hubiera alcanzado en la actividad descrita en la póliza, de no haberse producido el siniestro.

El asegurador puede, además, cubrir los gastos generales que haya de seguir desembolsando el asegurado cuando el establecimiento quede paralizado total o parcialmente a consecuencia del siniestro y los gastos extraordinarios realizados con la finalidad de reanudar las actividades.

& 7. Del seguro de crédito

Art. 579. Concepto. Por el seguro de crédito el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado las pérdidas que experimente por el incumplimiento de una obligación de dinero.

Art. 580. Procedencia del reclamo de indemnización. Habrá lugar al pago del seguro:

a) Cuando el deudor haya sido declarado en quiebra mediante resolución judicial firme.

b) Cuando haya celebrado con sus acreedores, convenios regulados por la Ley de Quiebras que le otorguen condonaciones.

c) Cuando habiendo sido demandado ejecutivamente, se establezca que el deudor no posee bienes suficientes para solucionar la deuda o que, por su ocultamiento, se haga imposible la prosecución del juicio.

d) Si el asegurado y el asegurador acuerdan que el crédito resulta incobrable.

e) En los demás casos que acuerden las partes.

Art. 581. Gastos de cobranza. Las partes podrán convenir que, además del monto de la deuda impaga, la suma asegurada cubra también los gastos originados por las gestiones de cobranza y cualesquiera otros.

& 8. Del seguro de caución

Art. 582. Concepto. Por el seguro de caución el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado los daños patrimoniales sufridos en caso de incumplimiento por el tomador del seguro o afianzado, de sus obligaciones legales o contractuales. Todo pago hecho por el asegurador deberá serle reembolsado por el tomador del seguro.

Las excepciones o defensas que el tomador oponga al asegurado, alegando que no ha existido incumplimiento de las obligaciones garantizadas por la póliza, no obstarán a que el asegurador pague la indemnización solicitada.
Art. 583. Obligaciones del asegurado. Tan pronto el tomador o afianzado incurra en una acción u omisión que pueda dar lugar a una obligación que deba ser cubierta por el asegurador, el asegurado deberá tomar todas las medidas pertinentes para impedir que dicha obligación se haga más gravosa y para salvaguardar su derecho a reembolso, en especial, interponer las acciones judiciales correspondientes.

El incumplimiento de estas obligaciones dará lugar, según su gravedad, a la reducción de la indemnización o la resolución del contrato.

Este tipo de seguro podrá ser a primer requerimiento, en cuyo caso la indemnización deberá ser pagada al asegurado dentro del plazo que establece la póliza, sin que la oposición de excepciones pueda ser invocada para condicionar o diferir dicho pago.
& 9. Del contrato de reaseguro

Art. 584. Concepto. Por el contrato de reaseguro el reasegurador se obliga a indemnizar al reasegurado, dentro de los límites y modalidades establecidos en el contrato, por las responsabilidades que afecten su patrimonio como consecuencia de las obligaciones que éste haya contraído en uno o más contratos de seguro o de reaseguro.

El reaseguro que ampara al reasegurador toma el nombre de retrocesión.

En estos contratos, servirán para interpretar la voluntad de las partes los usos y costumbres internacionales sobre reaseguros.

Art. 585. Autonomía. El reaseguro no altera en forma alguna el contrato de seguro. No puede el asegurador diferir el pago de la indemnización de un siniestro al asegurado, en razón del reaseguro.

Art. 586. Acciones del asegurado en contra del reasegurador. El reaseguro no confiere acción directa al asegurado en contra del reasegurador, salvo que en el contrato de reaseguro se disponga que los pagos debidos al asegurado por concepto de siniestros se hagan directamente por el reasegurador al asegurado o, en caso que producido el siniestro el asegurador directo ceda al asegurado los derechos que emanen del contrato de reaseguro para cobrarle al reasegurador.

Ninguna de estas convenciones exonerará al asegurador directo de su obligación de pagar el siniestro al asegurado.

Art. 587. Normas imperativas del reaseguro. Las disposiciones de los artículos 585 y 586 son de carácter imperativo.

Sección Tercera. De los seguros de personas

Art. 588. Conceptos. Son seguros de personas los que cubren los riesgos que puedan afectar la existencia, la integridad física o intelectual, la salud de las personas y los que garantizan a éstas, dentro o al término de un plazo, un capital o una renta temporal o vitalicia.

Por el seguro de vida el asegurador se obliga, conforme a la modalidad y límites establecidos en el contrato, a pagar una suma de dinero al contratante o a los beneficiarios, si el asegurado muere o sobrevive a la fecha estipulada.

Se denomina renta vitalicia a la modalidad del seguro de vida mediante la cual el asegurador recibe del contratante un capital y se obliga a pagarle a él o sus beneficiarios una renta hasta la muerte de aquél o de éstos.

Por el seguro de accidentes personales el asegurador se obliga, conforme a las modalidades estipuladas, a indemnizar al asegurado o a sus beneficiarios, las lesiones corporales, la incapacidad o la muerte que éste sufra a consecuencias de un accidente.

Por el seguro de salud, o las modalidades de otros seguros que incluyan dicha cobertura, el asegurador se obliga a pagar, en la forma estipulada en el contrato, los gastos médicos, clínicos, farmacéuticos, de hospitalización u otros en que el asegurado incurra, si éste o sus beneficiarios requiriesen de tratamiento médico a consecuencia de enfermedad o accidente.

Art. 589. Interés asegurable en los seguros de personas. Los seguros de personas pueden ser contratados por el propio asegurado o por cualquiera que tenga interés. El seguro de vida puede estipularse sobre la vida propia o la de un tercero, tanto para el caso de muerte como para el de sobrevivencia o ambos conjuntamente.

En los seguros para el caso de muerte, si son distintas las personas del tomador del seguro y del asegurado, será preciso el consentimiento escrito de este último, con indicación del monto asegurado y de la persona del beneficiario. No se podrá contratar un seguro para el caso de muerte, sobre la cabeza de menores de edad o de incapacitados.

Los seguros contratados en contravención a estas normas serán absolutamente nulos y el asegurador estará obligado a restituir las primas percibidas, pudiendo retener el importe de sus gastos, si ha actuado de buena fe.

Art. 590. Declaraciones y exámenes de salud. El asegurador sólo podrá requerir antecedentes relativos a la salud de una persona en la forma establecida en el artículo 525, pudiendo solicitar la práctica de exámenes médicos de acuerdo a lo establecido en la ley.

Art. 591. Enfermedades y dolencias preexistentes. Sólo podrán considerarse preexistentes aquellas enfermedades, dolencias o situaciones de salud diagnosticadas o conocidas por el asegurado o por quien contrata en su favor.

Art. 592. lndisputabilidad. Transcurridos dos años desde la iniciación del seguro, el asegurador no podrá invocar la reticencia o inexactitud de las declaraciones que influyan en la estimación del riesgo, excepto cuando hubieren sido dolosas.

Art. 593. Designación de beneficiario. La designación del beneficiario podrá hacerse en la póliza, en una posterior declaración escrita comunicada al asegurador o en testamento.

Si al momento de la muerte real o presunta del asegurado no hubiere beneficiarios ni reglas para su determinación, se tendrá por tales a sus herederos. Los beneficiarios que sean herederos conservarán dicha condición aunque repudien la herencia.

La misma disposición se aplicará cuando el asegurado y el beneficiario único mueran simultáneamente, o se ignore cuál de ellos ha muerto primero.

La designación del cónyuge como beneficiario se entenderá hecha al que lo sea en el momento del fallecimiento del asegurado.

Art. 594. Pluralidad de beneficiarios. Si la designación se hace en favor de varios beneficiarios, la prestación convenida se distribuirá, salvo estipulación en contrario, por partes iguales. Cuando se haga en favor de los herederos, la distribución tendrá lugar en proporción a la cuota hereditaria, salvo pacto en contrario. La parte no adquirida por un beneficiario acrecerá a los demás.

Art. 595. Revocación del beneficiario. El contratante del seguro puede revocar la designación de beneficiario en cualquier momento, a menos que haya renunciado a ésta facultad por escrito. En este último caso, para cambiar al beneficiario designado deberá obtener su consentimiento.

La revocación deberá hacerse en la misma forma establecida para la designación.

Art. 596. Derechos del beneficiario. El monto de las indemnizaciones de los seguros sobre la vida cede exclusivamente en favor del beneficiario.

Para todos los efectos legales, el derecho del beneficiario nace en el momento del siniestro previsto en la póliza, y a partir de él podrá reclamar del asegurador la prestación convenida.

En la póliza de seguro se regularán, cuando procedan, los derechos de rescate y de reducción de la suma asegurada, de modo que el asegurado pueda conocer en todo momento el correspondiente valor de rescate o de reducción.

También deberá quedar regulada en la póliza, la concesión de anticipos al tomador sobre la prestación asegurada.

Art. 597. Cesión y prenda. Excepto si se ha designado beneficiario irrevocable, el contratante podrá ceder o pignorar la póliza. La cesión o la prenda solo serán oponibles al asegurador siempre y cuando éste haya sido notificado de ellas por escrito y por medio de un ministro de fe. La cesión y la pignoración de la póliza implican la revocación de la designación de beneficiario.

Art. 598. Provocación del siniestro y suicidio. El siniestro causado dolosamente por el beneficiario, privará a éste del derecho a la prestación establecida en el contrato, sin perjuicio de la acción criminal a que hubiere lugar.

Salvo pacto en contrario, el riesgo de suicidio del asegurado sólo quedará cubierto a partir de dos años de la celebración del contrato, o de haber estado vigente el seguro por igual plazo en virtud de sucesivas renovaciones.

Art. 599. Ausencia o desaparición del asegurado. Salvo estipulación en contrario, la mera ausencia o desaparición del asegurado no hacen exigibles la prestación convenida.

Art. 600. Revocación del contrato. En los seguros de vida le estará prohibido al asegurador poner término anticipado al contrato a su sola voluntad.

Art. 601. Coberturas Patrimoniales. Las modalidades de seguro que cubran gastos médicos, clínicos, quirúrgicos, farmacéuticos u otros que tengan carácter de daño patrimonial, se regularán por las normas de los seguros de daños, a menos que sean contrarias a su naturaleza.".

Artículo 2°. Introdúcense las siguientes modificaciones en el Título VII del Libro III del Código de Comercio:

1) Reemplázase su artículo 1158, por el siguiente:

"Art. 1158. Se aplicarán a los seguros de que trata este Título, salvo en las materias que regule de otra manera, las disposiciones de las secciones primera y segunda del Título VIII del Libro II de este Código.".

2) Incorpórase en su artículo 1160 el siguiente número 3°, nuevo, pasando los actuales números 3º y 4º , a ser 4º y 5º , respectivamente:

"3° Instalaciones y maquinarias destinadas a cumplir faenas de carga, descarga, estiba y atención de naves y cualquier otro bien que las partes estimen expuesto a riesgos relacionados con el mar;".

3) Reemplázase su artículo 1164, por el siguiente:

"Art. 1164. Puede tomar un seguro marítimo toda persona que tenga interés en la conservación de la cosa asegurada mientras corra los riesgos de esa clase, sea que ese interés afecte directamente a su patrimonio o a determinadas obligaciones suyas con relación a la cosa asegurada.

Se entiende que una persona tiene interés en evitar los riesgos marítimos, cuando ella está en cualquier relación legal o de hecho respecto a los bienes expuestos a estos riesgos y que, como consecuencia de esa relación, pueda ser afectada por los daños, pérdida, detención o demora en la llegada de dichos bienes, o por incurrir en una responsabilidad con respecto a los mismos.".

4) Derógase su artículo 1168.

5) Derógase su artículo 1170.

6) Reemplázase su artículo 1173, por el siguiente:

"Art. 1173. La celebración y prueba del contrato de seguro marítimo se regirá por lo dispuesto en el artículo 515 de este Código.".

7) Reemplázase su artículo 1176, por el siguiente:

"Art. 1176. En el caso de las obligaciones señaladas en el artículo 525 de este Código, el asegurado deberá informar cabalmente al asegurador, antes de perfeccionarse el contrato, de toda circunstancia relativa a los riesgos que se propone asegurar y que sea conocida por él.

Se presume conocida del asegurado toda circunstancia que no pueda ignorar en el curso ordinario de sus negocios.

La obligación de informar no está limitada a responder los cuestionarios del asegurador.

La reticencia, inexactitud o falsedad de información que se juzgue importante para determinar la naturaleza y extensión del riesgo, produce la nulidad del seguro.".

8) Sustitúyese su artículo 1177 por el siguiente:

"Art. 1177. Para tener derecho a la indemnización, el asegurado deberá acreditar:

1° La existencia del contrato de seguro;

2° El embarque de los objetos asegurados, en su caso;

3° La pérdida, gastos o perjuicios reclamados, o la responsabilidad, en su caso, y

4° La ocurrencia del siniestro denunciado, y declarar sinceramente y sin reticencia, sus circunstancias y consecuencias.".

9) Reemplázase el inciso primero de su artículo 1189, por el siguiente:

"Salvo que la póliza disponga otra cosa, existirá pérdida total asimilada, cuando el objeto asegurado sea razonable y definitivamente abandonado, ya sea porque la pérdida total efectiva parezca inevitable o porque no es posible evitar su pérdida, sin incurrir en un gasto que exceda del valor de dicho objeto después de efectuado el desembolso.".

10) Reemplázase su artículo 1200, por el siguiente:

"En los seguros de responsabilidad, el asegurado deberá poner en conocimiento del asegurador cualquier reclamo de que sea objeto y que pueda comprometer la responsabilidad de éste. Estará además obligado a adoptar todas las medidas de defensa que fueren procedentes.".

11) Elimínase en el inciso primero de su artículo 1201 la palabra "Sólo", iniciando con mayúscula el vocablo “en” que sigue a continuación. 

Articulo 3°. Agrégase en el artículo 470 del Código Penal el siguiente númeral 10°, nuevo:

"10° A los que maliciosamente obtuvieren para sí, o para un tercero, el pago total o parcialmente indebido de un seguro, sea simulando la existencia de un siniestro, provocándolo intencionalmente, presentándolo ante el asegurador como ocurrido por causas o en circunstancias distintas a las verdaderas, ocultando la cosa asegurada o aumentando fraudulentamente las pérdidas efectivamente sufridas.

Si no se verifica el pago indebido por causas independientes de su voluntad, se aplicará el mínimo o, en su caso, el grado mínimo de la pena.

La pena se determinará de acuerdo con el monto de lo indebidamente solicitado.”. 

Artículo 4°. Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del  Ministerio de Hacienda:

a) Derógase su artículo 26.

b) Agrégase en su artículo 29, el siguiente inciso segundo:

"No obstante, producida una controversia sobre reaseguros, las partes podrán acordar que ella se resuelva conforme a las normas sobre arbitraje mercantil internacional previstas en la ley chilena.".

Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación.".

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 31 de julio y 7 de agosto de 2012, y 15 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 21 de enero de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE RENUEVA Y MODIFICA EL PROCEDIMIENTO DE REGULARIZACIÓN DE AMPLIACIONES DE VIVIENDAS SOCIALES CONTEMPLADO EN LA LEY N° 20.251
(7818-14)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo  tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Pedro Browne Urrejola, Jorge Burgos Varela, Aldo Cornejo González, Carolina Goic Boroevic, Juan Carlos Latorre Carmona, Roberto León Ramírez, Carlos Montes Cisternas, Claudia Nogueira Fernández, José Miguel Ortiz Novoa, y Matías Walker Prieto.

A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el asesor del Ministro de Vivienda y Urbanismo, señor José Ramón Ugarte; la analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Verónica de la Paz; el asesor de la Honorable Senadora señora Lily Pérez, señor Renato Rodríguez, y el abogado del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Benjamín Rug.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Los incisos segundo y tercero del artículo 1°, y el número 1) del artículo 2° del proyecto de ley, tienen rango orgánico constitucional, en virtud de lo prescrito en el inciso quinto del artículo 118 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta Fundamental. 

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículo que no fue objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo 2°.
2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay. 

3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.
4.-
Indicaciones rechazadas: no hay.
5.-
Indicaciones retiradas: números 1, 2, 3, 4 y 5. 

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Al iniciar la discusión en particular de esta iniciativa, el Honorable Senador señor Sabag -autor de todas las indicaciones presentadas-, puso de relieve que ellas tienen por finalidad contribuir a mejorar las condiciones de vida de las familias que habitan en viviendas sociales.


Dichas indicaciones, según el Boletín elaborado por la Secretaría de la Corporación, son las siguientes:

“ARTÍCULO 1°.-
1.- Del Honorable Senador señor Sabag, para reemplazar, en su encabezamiento, el guarismo “25” por “42”.
Número 3)

2.- Del Honorable Senador señor Sabag, para suprimir la preposición “de” que sucede a la conjunción “y”, y para intercalar, a continuación de la voz “interiores”, la siguiente frase: "deberán cumplir asimismo las exigencias de seguridad dispuestas por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y el Serviu".

Número 4)

3.- Del Honorable Senador señor Sabag, para reemplazar en la letra a) la frase "que la ampliación cumple con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad e instalaciones interiores" por "que la ampliación cumple con las normas de habitabilidad, seguridad y estabilidad".
4.- Del Honorable Senador señor Sabag, para eliminar, en el segundo párrafo, la locución "ser firmada por un arquitecto, o bien,".

o o o o o 

5.- Del Honorable Senador señor Sabag, para intercalar como párrafo cuarto, el siguiente:
“Si la Dirección de Obras Municipales no entrega una respuesta en el plazo señalado de noventa días, deberá entenderse por aprobada la solicitud y se tendrá que extender el correspondiente certificado de regularización de manera inmediata.”.
o o o o o.”.


El Honorable Senador señor Sabag afirmó que sus indicaciones se inspiran en la idea de aumentar de 25 a 42 los metros cuadrados de superficie de ampliaciones susceptibles de ser regularizadas mediante el procedimiento simplificado que el proyecto establece, y de facilitar aún más los trámites de regularización de estas construcciones.


El asesor del Ministro de Vivienda y Urbanismo señaló que el artículo 166 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones prescribe un procedimiento permanente, de carácter abreviado, para normalizar ampliaciones de viviendas sociales, sin imponer límites de superficie.


Sostuvo que las diferencias entre la norma general del mencionado artículo 166 y las disposiciones del proyecto en estudio -que tendrán una vigencia de dos años- consisten, fundamentalmente, que en aquellas los derechos municipales pueden ser rebajados en un 50%, en tanto que la iniciativa en discusión exime de su pago. Además, el correspondiente plano de la ampliación tiene mayores requisitos en el procedimiento de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Añadió que la iniciativa de ley sólo persigue renovar, en los mismos términos y por el referido plazo de dos años, el mecanismo contemplado en la ley N° 20.251, que expiró en el año 2011, y que consideró una superficie de 25 metros cuadrados de ampliaciones para regularizarlas por un procedimiento excepcional, simplificado y sin pagar derechos municipales. 


Connotó que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo estima que por sobre la mencionada superficie es imprescindible cumplir con las exigencias del artículo 166, toda vez que considera un mayor control de las ampliaciones realizadas, fundamentalmente en materia de seguridad. Lo anterior, dijo, es especialmente relevante en el caso de construcciones en altura. Asimismo, llamó a tener presente que las viviendas sociales tienen normalmente una dimensión de 50 metros cuadrados; en consecuencia, la indicación del Honorable Senador señor Sabag casi dobla esta medida.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó qué porcentaje de viviendas sociales son entregadas con planos de ampliación proyectada, e hizo presente la necesidad de considerar espacios para estacionamientos de vehículos.


El asesor del Ministro de Vivienda y Urbanismo señaló que aproximadamente un 5% de los conjuntos habitacionales sociales tienen ampliación proyectada, y recalcó que la mayor parte de estas construcciones son espontáneas, destinadas casi siempre a un dormitorio adicional.


Respecto a los espacios para estacionamientos, expresó que a partir del año 2010 se exige uno por cada dos viviendas sociales. Puso de relieve que en este caso se requiere más suelo, y por tanto el costo del proyecto habitacional se encarece.


El Honorable Senador señor Sabag reiteró que las indicaciones de su autoría tienen el propósito de contribuir con las familias que han efectuado ampliaciones. Estuvo conteste en que el tema de la seguridad en las construcciones es fundamental, y teniendo presente las explicaciones del asesor ministerial y que el artículo 166 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones faculta para regularizar ampliaciones de viviendas sociales cualquiera sea su superficie, resolvió retirarlas.
- - -

En consideración a lo anterior, corresponde dar por aprobada esta iniciativa en los mismos términos en que fue despachada en general por la Corporación, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
 
 “Renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la   ley N° 20.251

 
Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales, emplazadas en áreas urbanas o rurales, podrán por una sola vez, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, regularizar las ampliaciones de hasta 25 m2 de superficie que hubieren efectuado en dichas viviendas, cumpliendo además con los requisitos que se señalan a continuación:

 
1) No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, en franjas declaradas de utilidad pública o en bienes nacionales de uso público. 

 
2) A la fecha de la regularización no deben existir reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ingresadas con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley, ante la Dirección de Obras Municipales o el juzgado de policía local respectivo.

 
3) Las ampliaciones deben cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.

 
4) El propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:

 
a) Declaración simple del propietario, señalando ser titular del dominio del inmueble y que la ampliación cumple con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad e instalaciones interiores.

 
b) Especificaciones Técnicas resumidas y un plano esquemático que grafique la planta y el perfil de la ampliación, señalando las medidas y superficie a regularizar.


Tratándose de ampliaciones en segundo piso o superior la solicitud deberá ser firmada por un arquitecto, o bien, contar con un informe favorable de inspección de la Dirección de Obras Municipales.

 
La Dirección de Obras Municipales, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, deberá pronunciarse, con el solo mérito de los documentos a que se refiere este artículo y, si procediere, otorgará el correspondiente certificado de regularización.

 
En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad funcionaria.

 
Las regularizaciones que se efectúen de conformidad al presente artículo, estarán exentas de los derechos municipales establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

 
Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones  en   el  artículo 166  del   decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones:

 
1) Intercálase a continuación del inciso segundo el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos terceros, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente:

 
“La certificación profesional a que se refiere el inciso anterior no se requerirá cuando la ampliación cuente con un informe favorable de inspección de la Dirección de Obras Municipales.”.

 
2) Incorpóranse a continuación del actual inciso cuarto, que pasó a ser quinto, los siguientes incisos sexto y séptimo:

 
“Lo dispuesto en el presente artículo también será aplicable en caso de regularización de otras viviendas o infraestructuras sanitarias en el mismo predio, en cuyo caso el valor de 520 unidades de fomento se aplicará, separadamente, a cada vivienda o infraestructura sanitaria adicional.

 
Las Municipalidades podrán desarrollar programas de regularización de conjuntos de viviendas sociales conforme al presente artículo, en cuyo caso podrán aprobarse permisos y recepciones colectivas.”.  

 
3) Reemplázase en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser octavo, la expresión “inciso primero de este” por la palabra “presente”.”.

- - - 

Acordado en sesión celebradas el día 15 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag Castillo (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2013
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DEL DEPORTE 
(8085-29)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
Cabe hacer presente que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

A una de las sesiones en que se analizó esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.

Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio Secretaría General de Gobierno: el ex Ministro, señor Andrés Chadwick; la señora Ministra, señor Cecilia Pérez; el Jefe de Gabinete, señor Pablo Terrazas; y la Asesora, señora María José Gómez.
Del Instituto Nacional del Deporte: el Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz Tagle, y el Asesor Jurídico, señor Juan Andrés Dezulovic.
De las Asociaciones de Funcionarios de Chiledeportes: De ANFUCHID, el Presidente Nacional, señor Álvaro Muñoz; la Presidenta de V Región, señora Gloria Berrios; el Director Nacional, señor Sergio Yáñez y el dirigente metropolitano, señor Luis López. De la Asociación de Funcionarios del Instituto del Deporte, el presidente nacional, señor Anselmo Antonio Leiva Luco. 

El ex Director de Deportes de la Nación: señor José Emilio Dollenz Briceño. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Analistas, señores Luis Castro y Mario Poblete.
De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Asesora, señora Macarena Lobos.
Del Instituto Igualdad: el Asesor Jurídico, señor Nicolás Guzmán.
Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia: el Asesor, señor Omar Pinto. 
De la Fundación Jaime Guzmán: la Asesora, señorita Javiera Alzola.

De la oficina de la Honorable Senadora Von Baer: la Asesora, señora Constanza Hube.
De la oficina del Honorable Senador Quintana: el Asesor, señor Alberto Espinoza.
De la oficina del Honorable Senador Cantero: el Asesor, señor Rolando Neira.
Del Instituto Libertad y Desarrollo: la Abogada del Programa Legislativo, señora María Teresa Muñoz.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

La iniciativa legal en estudio tiene como objetivo la creación del Ministerio del Deporte.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Ley N° 19.712, de 2001, que establece la Ley del Deporte.

2.- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

3.-Decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

4.- Decreto con fuerza de Ley N° 1, de 2005, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

5.- Ley N° 19.863, de 2003, sobre sobre Remuneraciones de Autoridades de Gobierno y Cargos Críticos de la Administración Pública y da normas sobre Gastos Reservados.

6.- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio del Interior, que crea Cargos de Carrera que Indica, conforme inciso cuarto, artículo septuagésimo, ley Nº 19.882.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje presidencial.

1.-Antecedentes:

El Mensaje que da origen a la iniciativa de ley en estudio hace presente que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 1° de nuestra Constitución Política, el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible. Enfatiza el referido instrumento que esta disposición es parte fundamental de las bases de nuestra institucionalidad, sirviendo de faro iluminador de la acción de todos los órganos del Estado.

Agrega que una forma de promover los objetivos anteriormente aludidos es la práctica deportiva, poderosa herramienta que fortalece los lazos sociales y promueve ideales de fraternidad, esfuerzo, solidaridad y no violencia entre las personas.

En sintonía con lo anterior, recuerda que la ley N° 19.172, del Deporte, entregó al Estado el deber de crear las condiciones necesarias para el ejercicio, fomento, protección y desarrollo de las actividades físicas y deportivas, estableciendo, al efecto, una política nacional del deporte que contempla acciones coordinadas de la Administración y de los grupos intermedios de la sociedad, destinadas a impulsar, facilitar, apoyar y fomentar actividades físicas y deportivas en los habitantes del territorio nacional, a través de la prestación de servicios de fomento deportivo y de la asignación de recursos del presupuesto público.

Con todo, pone de relieve que la aludida institucionalidad se ha encontrado con serios obstáculos para responder de manera efectiva a los desafíos y metas que impone nuestra realidad deportiva. Sostiene que muestra de ello es que, en la actualidad, el organismo rector del Deporte Nacional, el Instituto Nacional de Deportes, posee una doble función, al ser el órgano encargado de proponer al Presidente de la República las políticas y planes generales de Deporte, y coordinar con los demás servicios públicos la aplicación de esas políticas, por un lado, y, por otro, el órgano encargado de materializar los programas y acciones de promoción de las distintas dimensiones deportivas, entre las que destacan el alto rendimiento, la actividad física masiva de la población y el fomento de la construcción y desarrollo de infraestructura deportiva.
Asimismo, asegura que, en el ejercicio de estas funciones, el Instituto referido se ha enfrentado a diversos inconvenientes de orden externo y de orden interno. En el orden externo, precisa, carece de jerarquía administrativa para coordinar y promover adecuadamente las políticas deportivas a nivel nacional, toda vez que el Instituto es un servicio público que se relaciona con el Ejecutivo a través de una Cartera de Estado 
que tiene otros múltiples deberes y mandatos legales. En el orden interno, continúa, la ejecución de las actividades deportivas de promoción y ejecución a menudo terminan influyendo en las propuestas de Políticas Deportivas nacionales, impidiendo con ello que se formulen Políticas Deportivas integrales a mediano y largo plazo que incidan significativamente en la actividad deportiva nacional. 
Seguidamente, el Mensaje en estudio destaca que la experiencia internacional demuestra que el rol y responsabilidad del Estado en el fomento y encauzamiento de la actividad deportiva generan mayores frutos cuando existe un órgano de la más alta jerarquía encargado de su dirección. En este sentido, considera que la creación de un Ministerio de Deportes permitirá que éste se transforme en un órgano de colaboración directo del Presidente de la República, encargado de las funciones de gobierno y administración de su respectivo sector.

2.-Compromiso Presidencial:

El Mensaje Presidencial asegura que el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera tiene dentro de sus objetivos convertir a Chile en un país de deportistas. Iluminados por ese anhelo, recuerda, con ocasión de la cuenta del estado administrativo y político de la nación ante el Congreso Pleno el pasado 21 de mayo, el Jefe de Estado comprometió el envío de un proyecto de ley que creara el Ministerio del Deporte.

Agrega que la creación de la referida cartera permitirá revestir de la relevancia política y social que demanda la actividad deportiva, de modo de desarrollar la adecuada planificación y coordinación de las políticas deportivas de mediano y largo plazo en el país.

3.-Contenido del Proyecto:

El proyecto de ley despachado por la Cámara de origen consta de 9 artículos permanentes y siete transitorios. Las disposiciones de carácter permanentes se agrupan a su vez en cinco títulos los que se denominan “Del Ministerio del Deporte”, “Modificaciones a la ley N° 19.712, Ley del Deporte”, “Modificaciones a la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional”, “Modificaciones a la ley N° 19.863, sobre Remuneraciones de Autoridades de Gobierno y Cargos Críticos de la Administración Pública y da normas sobre gastos reservados” y “Modificaciones a la ley N° 20.557, Ley de Presupuestos para el Sector Público, correspondiente al año 2012”, respectivamente.

3.1.-Creación del Ministerio del Deporte.

La iniciativa de ley en estudio, en su Título I, crea el Ministerio del Deporte, cartera que califica como el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte.

3.2.-Adecuaciones a la Ley del Deporte.

El Título II del proyecto en estudio es el encargado de referirse a las modificaciones que esta propuesta de ley hará en la ley N° 19.712, Ley del Deporte. Al respecto, se hace presente que las principales innovaciones son las siguientes:

a) Se adecuan las funciones del Instituto Nacional del Deporte teniendo en consideración aquellas que serán asumidas por el nuevo Ministerio del Deporte. En este orden de consideraciones, es dable destacar que al referido instituto quedarán reservadas las labores de ejecución y materialización de las políticas que determine la nueva cartera, convirtiéndose así en un ente técnico-operativo que se vincula con el Presidente de la República a través del nuevo Ministerio.

b) Por otra parte, se suprime el Consejo Nacional del aludido Instituto, ya que la participación ciudadana en la gestión pública tiene hoy cabida gracias a la ley N° 20.500 y debido, además, a que las funciones del señalado Consejo son absorbidas por el Ministerio del Deporte, por el propio Instituto o directamente por la sociedad civil.

c) Por otro lado, se ajustan las labores del Director Nacional y de las Direcciones Regionales del Instituto Nacional del Deporte, como consecuencia del ajuste de funciones que supone la creación del nuevo Ministerio. En relación con la figura de los Directores Regionales, la iniciativa de ley propone que su nombramiento corresponderá al Presidente de la República de entre las personas que figuren en una terna elaborada por el Intendente respectivo, y oyendo al efecto al Ministro del ramo. Dichos servidores serán de exclusiva confianza del Director Nacional del Servicio. Además, respecto de los funcionarios citados, la iniciativa de ley sugiere que serán ellos también, para todos los efectos legales, Secretarios Regionales Ministeriales del Ministerio del Deporte en la respectiva región.

3.3.-Participación de los Directores Regionales del Instituto Nacional del Deporte en el respectivo Gabinete Regional.

Por medio de la modificación a la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, se entrega a los Directores Regionales del Instituto Nacional del Deporte, por derecho propio, presencia en el gabinete Regional, para la debida aplicación de los criterios locales en la materialización de las políticas deportivas de la respectiva región.

3.4.-Disposiciones Transitorias.

Las normas transitorias de la iniciativa en estudio autorizan al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, establezca las disposiciones necesarias para fijar la planta de personal del Ministerio del Deporte, para traspasar a éste funcionarios y bienes desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile, para dictar las normas de estructuración y funcionamiento de sus plantas y para determinarles los requisitos de desempeño en las mismas. Asimismo, se faculta a S.E. para fijar la dotación máxima de personal del referido Ministerio.

Por otro lado, se establece entre las disposiciones transitorias la facultad presidencial para fijar una fecha única para la entrada en vigencia de la ley, de la planta que fije, el traspaso y encasillamiento que se practique y la iniciación de actividades del Ministerio del Deporte. De esta manera, se evitarán diversos problemas de implementación suscitados en el pasado con la creación de otros organismos públicos.

Finalmente, se contemplan en este articulado reglas de protección para los trabajadores del Instituto Nacional de Deportes de Chile, limitando las normas de encasillamiento y de traspaso a efectuarse por los respectivos decretos con fuerza de ley, garantizándose que el traspaso será en el mismo grado y calidad jurídica que tienen los funcionarios a la fecha en que materialice.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL
Cabe hacer presente que la Comisión destinó cuatro sesiones para la discusión en general de esta iniciativa de ley, ocasiones en las cuales escuchó las exposiciones del ex y de la actual titular del Ministerio Secretaría General de Gobierno, del señor Subsecretario del Deporte y de los señores presidentes de la Asociación de Funcionarios de Chiledeportes y de la Asociación de Funcionarios del Instituto del Deporte. Asimismo, la Comisión escuchó la exposición del representante del Instituto Libertad y Desarrollo, Alvaro Bellolio. En dichas oportunidades los integrantes de la instancia formularon diversos planteamientos y consultas sobre la propuesta de ley en discusión. Tanto las exposiciones aludidas como el debate originado en la Comisión con ocasión de las mismas se consignan a continuación.

PRESENTACIÓN DEL PROYECTO POR PARTE DEL EJECUTIVO Y ANALISIS EN LA COMISIÓN

El ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor Andrés Chadwick Piñera, al presentar la iniciativa de ley en informe, expresó que ella busca, por un lado, modificar ciertos aspectos contenidos en la Ley del Deporte y, por otro, dar continuidad a la propuesta de ley presentada durante el Gobierno de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, que creaba el Ministerio del Deporte.

Aseguró que esta propuesta de ley permitirá contar con un organismo público abocado de manera efectiva a los desafíos y metas que supone la realidad deportiva del país. Acotó que el Instituto Nacional del Deporte, organismo rector del deporte nacional en la actualidad, depende del Ministerio Secretaría General de Gobierno, cuyas funciones difieren mucho de aquellas propias de un organismo abocado al deporte.

Continuando con el desarrollo de su intervención, puso de relieve que el proyecto de ley presentado por Su Excelencia el Presidente de la República y aprobado por la Cámara de Diputados propone una nueva arquitectura para el deporte en nuestro país. En efecto, detalló, se propone separar las funciones de elaboración y coordinación de la política nacional del deporte de aquella relativa a su implementación en los ámbitos locales y comunales. Apuntó que la primera estará a cargo del futuro Ministerio y de su respectiva Subsecretaría, mientras la segunda será encomendada al Instituto Nacional del Deporte, organismo que mantendrá su actual estructura. De esta manera, resaltó, se hace la distinción entre un órgano coordinador y normativo, por un lado, y un órgano ejecutor, por el otro. 

Presentada la estructura deportiva a nivel nacional, se detuvo en modelo propuesto a nivel regional. Al respecto, recordó que, durante la tramitación del proyecto de ley en la Cámara de Diputados, se decidió concentrar en la figura del Director Regional del Instituto del Deporte las funciones de éste y aquellas que desempeñaría un Secretario Regional Ministerial del Deporte con el objeto de evitar confusiones, desterrar la duplicidad de funciones y disminuir gastos que supondría tener en las regiones un Secretario Regional Ministerial y un director del deporte. En ese escenario, remarcó que uno de los temas de mayor discusión fue qué calidad jurídica se le entregaría a esos directores regionales que actualmente son elegidos de acuerdo al Sistema de Alta Dirección Pública. Informó que una opción consistía en designarlos en calidad de Seremis, sin embargo, comentó, se optó por una fórmula mixta, en que dichos funcionarios tendrían la naturaleza exclusiva confianza, mantendrían el cargo de director del Instituto del Deporte y tendrían, además, las atribuciones jurídicas del Secretario Regional Ministerial para efectos de integrarse plenamente en el Consejo y en el Gobierno regional. 

Remarcó que otro aspecto de larga discusión en la Cámara de Diputados, contenido, en las disposiciones transitorias del proyecto de ley, fue el relativo a las facultades que se entregan al Presidente de la República para que, por medio de decretos con fuerza de ley, pueda fijar la planta de personal del Ministerio que se crea, traspasarle a éste funcionarios y bienes desde el Instituto Nacional del Deporte, dictar normas de estructuración y funcionamiento de sus plantas y para determinar los requisitos de desempeño en las mismas. Al respecto, indicó que la decisión que fuera el Presidente de la República quien determinara estos aspectos obedece no sólo a razones jurídicas, sino también a la dificultad práctica de establecer en el Congreso Nacional la organización del organismo. Puso de relieve que, en todo caso, la delegación quedará circunscrita, con condiciones y requisitos precisos en relación con los empleados y trabajadores. Además, destacó que sólo 41 personas deberán ser traspasadas desde el Instituto Nacional del Deporte al Ministerio, dado que el resto seguirá desempeñando sus funciones en el referido Instituto.

En el mismo orden de consideraciones, hizo presente que se contempla la creación de doce cargos nuevos, los que son necesarios para brindar apoyo profesional y técnico al Ministerio, además de seis  cargos a honorarios. En definitiva, sentenció, el número de funcionarios es menor a los que se han conocido en la creación de otros Ministerios.

Una vez concluida la presentación del ex Ministro Secretario General de Gobierno respecto de la propuesta de ley en estudio, el Presidente de la Comisión ofreció la palabra a los integrantes de la instancia a fin de que hicieran presente sus comentarios, inquietudes e interrogantes sobre el particular.

El Honorable Senador señor Escalona destacó las similitudes entre el proyecto de ley en estudio y aquel presentado durante el Gobierno de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, que proponía la creación del Ministerio del Deporte y de la Juventud
. En efecto, hizo ver que en ambos casos se propone la creación de un Ministerio especializado en materia de deportes. Con todo, recordó que, en aquella oportunidad, el señor Ministro Secretario General de Gobierno, en su calidad de Senador, como la oposición votó en contra de él. En razón de lo anterior, consultó al señor Ministro acerca de los motivos que provocaron el cambio de opinión de los integrantes del actual Gobierno, la oposición en la administración anterior, respecto de la política deportiva.

En otro orden de consideraciones, dejó de manifiesto su preocupación en relación con la situación laboral en que quedarían los funcionarios que actualmente se desempeñan en el Instituto Nacional del Deporte. Añadió que esta preocupación es también la de los trabajadores congregados en la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales quienes, aseveró, han hecho ver su disconformidad respecto de las facultades que los artículos transitorios de la iniciativa de ley entregan al Presidente de la República. Afirmó que según los dichos de dicha organización, los funcionarios públicos resultan perjudicados en la distribución propuesta y en la confección de las nuevas plantas. En consecuencia, hizo ver al ex Secretario de Estado de aquella Cartera la necesidad que la estabilidad laboral de las personas y sus condiciones sean respetadas, de manera que la creación del Ministerio del ramo no se transforme en una instancia para lesionar derechos adquiridos en materia laboral. Además, en relación con este punto, solicitó escuchar las opiniones de las asociaciones gremiales involucradas en la iniciativa de ley.

Por último, consideró interesante la propuesta del Ejecutivo de concentrar en una sola figura las labores del Director Regional del Deporte y las de los Secretarios Regionales Ministeriales. 

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su lado, celebró la presentación del proyecto de ley en estudio, ya que, aseveró la dependencia actual del Instituto Nacional del Deporte del Ministerio Secretaría General de Gobierno impide que la preocupación por esa actividad se pueda desplegar adecuadamente en el país.

En otro orden de ideas, advirtió que las alternativas para dar mayor autonomía respecto de la materia serían crear un Ministerio del Deporte o bien una Subsecretaría del ramo que dependa, a su vez, de otro ministerio como el de Educación o de Salud. Sin embargo, remarcó que en el caso de optarse por esta última alternativa el tema del deporte podría quedar postergado al encomendarse a carteras tan grandes y, en ese escenario, estimó que la alternativa adecuada sería la primera.

Con todo, sentenció que lo que se requiere es que en el país se desarrolle el deporte de manera masiva y que se cuente con la infraestructura necesaria para que aquellos que tienen los talentos requeridos para ser deportistas de alto rendimiento puedan serlo. 

Respecto de la estructura propuesta en la iniciativa de ley, dijo compartir la propuesta a nivel nacional, vale decir, separar aquellas autoridades que tienen que elaborar las políticas de aquellas encargadas de ejecutarlas. Comentó que esta línea, por lo demás, ha sido la seguida por muchos países anglosajones y ha dado buenos resultados. Además, puntualizó que uno de los grandes inconvenientes en la actualidad en materia de deporte es que estas funciones no se encuentran separadas. 

Respecto de la estructura propuesta a nivel regional, en tanto, dijo no estar segura de que en este ámbito ambas funciones deban concentrarse en una sola persona y, por lo tanto, juzgó necesario analizar con mayor detenimiento este aspecto a fin de advertir los impactos que podría tener. Asimismo, aseguró que los funcionarios mencionados, es decir, Secretario Regional Ministerial y Director Regional, cumplen funciones trascendentales y distintas. 

Finalmente, refiriéndose a la situación de los funcionarios que actualmente se desempeñan en el Instituto Nacional del Deporte, consignó que es inevitable que se produzcan tensiones y llamó a buscar la solución adecuada al respecto.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en tanto, compartió la necesidad que el deporte no quedara contemplado dentro de la arquitectura del Ministerio Secretaría General de Gobierno. Pese a ello, dijo tener ciertas inquietudes respecto del proyecto y, por lo tanto, evidenció la necesidad de analizarlo con detenimiento.

Abocándose a sus inquietudes, se detuvo, en primer lugar, en la creación de un Ministerio. Al respecto, dijo tener dudas de que un cartera de Estado sea la forma político-administrativa más adecuada para hacer frente a los desafíos que nuestro país tiene en materia de deporte. Profundizando este aspecto, recordó que, por ejemplo, la creación del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública sigue siendo materia de debate, toda vez que para muchos fue una mala decisión juntar ambas funciones. No obstante lo anterior, se mostró abierto a aprobar la creación de un Ministerio en esta área si existían argumentos sólidos que así lo avalaran.

En segundo lugar, dejó al descubierto su preocupación por la figura de los directores regionales. Agregó que si se sigue la estructura vigente del Servicio de Vivienda y Urbanización, ellos debieran ser funcionarios designados por medio del Sistema de Alta Dirección Pública. Sin embargo, recalcó que asimilarlos a Secretarios Regionales Ministeriales haría que perdieran esa calidad y estimó que los jefes regionales debieran ser elegidos por medio del primer sistema.

En tercer lugar, expresó su disconformidad con la  ausencia de una estructura descentralizada respecto del Ministerio que se propone crear. Sobre el particular, recalcó las importantes funciones que cumplen los Secretarios Regionales Ministeriales y, en consecuencia, consideró inadecuado la inexistencia de estos funcionarios en la nueva institucionalidad. 

En cuarto lugar, no consideró adecuado, en principio, entregar a un Reglamento la determinación de la distribución temática del Ministerio, ya que ello debiera ser materia de ley.
En quinto lugar, tampoco compartió la propuesta de suprimir el Consejo Nacional del Deporte, toda vez que su existencia asegura la participación de especialistas presentes en las federaciones, en el comité olímpico, quedando fuera de esta nueva arquitectura los expertos.

En otro orden de consideraciones, consideró necesario escuchar la opinión de un experto en materia de derecho administrativo, a fin de que se pronunciara respecto de todas las innovaciones sugeridas a esta rama del derecho en el proyecto de ley en estudio. Asimismo, sugirió que respecto de las facultades delegadas y su ejercicio se consultara previamente a los gremios.

Finalmente, pidió recibir en audiencia, en el marco de la discusión en general de la propuesta de ley de la referencia, a los expertos en deporte, de modo de conocer sus opiniones sobre el particular.

Enseguida, el Honorable Senador señor Cantero se mostró favorable frente a la iniciativa de ley en estudio y señaló que, al igual que en la tramitación de cualquier otra ley, debiera escucharse las opiniones de los actores involucrados antes de legislar.
Asimismo, agregó que más allá que la figura a crear sea un Ministerio o una Secretaría, lo que requiere el país es una política nacional en materia de deporte, de manera que exista más actividad deportiva, especialmente, en los sectores más vulnerables. En el mismo sentido anterior, puntualizó que lo que se requiere es capacidad de gestión, de organización y de despliegue en las redes sociales deportivas a lo largo del territorio nacional.

En sintonía con lo anterior, observó que quienes practican más deporte en nuestro país son los adultos, cuestión que obedece a que es el sector que cuenta con mayores recursos para poder pagar por la práctica deportiva, condición que pareciera esencial para practicar deportes. Sobre el particular, sentenció que el país debiera concentrar sus fuerzas en lograr que se desplegaran prácticas deportivas masivas.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana consideró que el proyecto de ley era de suma importancia para el país y adelantó su disposición para apoyarlo. Con todo, dijo compartir algunas de las inquietudes manifestadas por los Honorables Senadores integrantes de la Comisión respecto del mismo. 

Sin perjuicio del reconocimiento del deporte dentro de la estructura social del país, hizo ver su preocupación por la institucionalidad existente, la que no está acorde con esa realidad. A mayor abundamiento, manifestó que muchos de los delitos que se cometen en nuestro país dicen relación con la falta de oportunidades en que los autores se han formado, en que una de sus principales manifestaciones es la falta de la vida deportiva. En este sentido, estimó que el deporte constituye una herramienta determinante para superar la realidad que viven muchos de los adolescentes en nuestro país. 
Formulados los comentarios anteriores, manifestó su preocupación por la situación laboral en que quedarán muchos de los funcionarios que hoy se desempeñan en el Instituto Nacional del Deporte y, en consecuencia, llamó a estudiar con detención su situación. 

Por otro lado, se detuvo en el tema de la descentralización. Al respecto, apuntó que el referido Ministerio no sólo debiera estar descentralizado políticamente, sino que, además, debiera estar desconcentrando de manera que pueda tener la facultad de tomar decisiones. En este contexto, invitó a mirar el modelo plasmado en los Servicios de Salud en donde las figuras creadas permiten garantizar representación regional y poder de decisiones en las regiones.

El señor Ministro Secretario General de Gobierno, luego de agradecer el apoyo a la propuesta de ley, hizo ver su disponibilidad a perfeccionarla durante su tramitación en el Senado.

Deteniéndose en la interrogante formulada por el Honorable Senador señor Escalona, hizo presente que el proyecto de ley presentado por la ex Presidenta de la República, señora Bachelet, que proponía la creación del Ministerio del Deporte y la Juventud tenía ciertas diferencias con el actual, toda vez que lo vinculaba a la juventud y a las organizaciones sociales lo que conducía a que el deporte dependiera de algo y no contara con una entidad propia o bien la juventud quedara en esa situación. Adicionalmente, señaló que llevaba a la idea que el deporte era sinónimo de juventud, lo que no es así. En efecto, puso de relieve que quienes más practican deporte en nuestro país son quienes conforman la tercera edad. 

Por otro lado, reforzando la necesidad de crear un Ministerio del Deporte, destacó que hay actividades que necesariamente deben elevarse a la categoría de Ministerio por la jerarquía administrativa que ello lleva consigo y por la capacidad de coordinar que requieren.

Respecto a las disposiciones transitorias que afectan a los empleados y trabajadores, señaló que se reunió con la ANEF y estar en conocimiento de los problemas surgidos a la hora de crear otros ministerios. A mayor abundamiento, sentenció que el Gobierno ha tomado todas las providencias para que en este caso, que abarca mucho menos funcionarios, los traspasos que se originen y las medidas a implementar con ocasión de ello, sean conocidas por las organizaciones gremiales del Instituto Nacional del Deporte y del Ministerio antes que el proyecto sea aprobado, de manera que puedan exponer sus inquietudes y tengan la certeza que sus derechos laborales no resultarán menoscabados. Asimismo, reseñó que debe analizarse acabadamente en esta instancia el tema relativo a los servicios de bienestar.

- - -

PLANTEAMIENTOS DE  INVITADOS 

El Presidente Nacional de la Asociación de Funcionarios de Chiledeportes, señor Álvaro Muñoz hizo presente, en primer término, que la Asociación que representa, que tiene presencia desde Arica hasta Punta Arenas, agrupa a alrededor de 500 funcionarios.

Luego, puso de manifiesto que el cuerpo legal en estudio ha sido diseñado sin la participación de las organizaciones sindicales del Instituto Nacional del Deporte ni de la comunidad deportiva nacional, replicando, en este sentido, las falencias de la propuesta de ley presentada a tramitación durante el Gobierno de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, que buscaba crear el Ministerio del Deporte y la Juventud.

Luego de ello, hizo notar la disconformidad de la Asociación que encabeza no sólo respecto de la situación anteriormente consignada, sino también de las regulaciones contenidas en los artículos 3° y primero transitorio del proyecto de ley en estudio.

Indicó que la primera de las disposiciones mencionadas, que faculta al Gobierno de turno para que, por medio de un reglamento, determine la estructura del Ministerio del Deporte, es inadecuada, toda vez que ello es materia de ley, lo que ha sido confirmado por diversas resoluciones del Tribunal Constitucional.

Del mismo modo, expresó su opinión contraria respecto del segundo precepto mencionado, que permite fijar la planta de personal del Ministerio del Deporte por medio de un decreto con fuerza de ley y determinar las dotaciones y funciones de quienes se desempeñarán en él, ya que ello significará que el futuro laboral de los funcionarios del Instituto quedará entregada a la decisión que adopte el Gobierno de turno.

En este mismo orden de ideas, recordó que una situación similar a la contenida en este proyecto de ley se observó con relación a Corporación Nacional Forestal de Chille y en el caso del Ministerio de Desarrollo Social. Precisó que en el caso de la citada cartera, hubo acuerdos y apoyos transversales para que el Ministro Lavín pudiera trabajar esta materia en conjunto con la asociación de funcionarios del referido Ministerio. Sin embargo, aseguró que dichos acuerdos no fueron respetados, afectándose la estabilidad laboral y la carrera funcionaria de los trabajadores involucrados. 

Profundizando el punto anterior, aseveró que la Asociación de Funcionarios del MIDEPLAN quería, al igual que la asociación que representa, que no se aprobara el artículo 4° del proyecto de ley referido  como tampoco el artículo primero transitorio, disposiciones prácticamente iguales a los artículos 3° y primero transitorio antes citados. Aseguró que a un año de la implementación del referido Ministerio, los temores de esa asociación han sido confirmados, toda vez que el Reglamento aún no ha sido dictado, pese a lo cual las reestructuraciones han permitido el despido de más de 100 trabajadores. Agregó que el decreto con fuerza de ley que fija la planta, que ya fue publicado, ha sido la peor regulación que en materia de personal que conocen los trabajadores. Además, recalcó que los compromisos del Ministro en torno a hacer partícipe a la señalada  asociación en la elaboración del decreto y del reglamento fueron olvidados, ya que los trabajadores nunca fueron convocados y sólo conocieron el texto una vez publicado en el Diario Oficial.

Refiriéndose a las consecuencias del decreto con fuerza de ley dictado con ocasión de la creación del Ministerio de Desarrollo Social, destacó que existe una jefatura de departamento por cada 12 personas; que la planta experimentó una pérdida real del 35% al diseñarse con 130 plazas menos -de las cuales 80 corresponden a profesionales-, que se redujeron en 45 plazas los escalafones técnicos y administrativos, cerrando toda posibilidad de continuidad a los grados; que se eliminaron prácticamente todos los cupos vacantes en el escalafón profesional, haciendo imposible la carrera funcionaria, y que se generaron sólo nueve vacantes disponibles para la promoción interna. Respecto de esta última consecuencia, sentenció que los cupos vacantes permitieron la transferencia de recursos para crear más de 40 jefaturas, aumentando de manera desmesurada el número de cargos de exclusiva confianza.

Tras recordar la experiencia del Ministerio de Desarrollo Social, subrayó que los funcionarios del Instituto Nacional del Deporte (IND) no quieren verse expuestos a un escenario como el citado, razón por la cual solicitan la modificación de los preceptos aludidos. Este aspecto, destacó, debe ser materia de ley y no de un decreto con fuerza de ley, tal como ocurrió en el caso del Ministerio de Defensa. Apuntó que sólo así los funcionarios podrán tener la seguridad que sus derechos serán respetados.

Sobre el particular, y con la finalidad de recabar el parecer de otros actores involucrados, solicitó que se recibiera en audiencia a los Presidentes nacionales de las otras asociaciones de este organismo y a la Presidenta de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Desarrollo Social, antes de continuar con el estudio de la iniciativa de ley.

Asimismo, expresó su discrepancia respecto de la decisión de concentrar en el Director Regional tanto las labores de planificación como las de ejecución, toda vez que en las regiones se requiere contar con Secretarios Regionales Ministeriales que elaboren políticas deportivas para el ámbito territorial donde se desempeñan. Resaltó que de no ser así, no todos los funcionarios del IND serían mantenidos en sus cargos a nivel regional, puesto que la figura propuesta no tendría labores de planificación.

Se deja constancia que el señor Muñoz acompañó su presentación con un documento en formato Word el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

A su turno, el señor Presidente de la Asociación de Funcionarios del Instituto Nacional del Deporte (AFINDEP), señor Antonio Leiva, recordó que al interior del Instituto Nacional del Deporte conviven tres asociaciones de funcionarios las cuales han contribuido en sacar adelante esta iniciativa de ley, de manera que el deporte cuente con una institucionalidad propia, que sea eficiente y que tenga la capacidad de llevar a cabo las funciones que le serán encomendadas.

Comentó que, desde el inicio de la discusión del proyecto, han tenido conversaciones con la dirección del Instituto Nacional del Deporte como también con el Ministerio Secretaría General de Gobierno, ocasiones en las que han hecho ver sus puntos de vista.

En cuanto al contenido del proyecto en estudio, estimó que éste era débil, toda vez que, destacó, no aporta mucho al desarrollo del deporte y, por lo tanto, consideró necesario fortalecerlo. Asimismo, consignó que no era adecuado entregar al Gobierno de turno la elaboración y evaluación de la política nacional del deporte, debiendo ella quedar claramente establecida en esta iniciativa de ley. Agregó que de no ser así, las aludidas políticas debieran, a lo menos, establecerse por dos periodos presidenciales.

Por otra parte, sentenció que la organización del nuevo Ministerio no puede quedar entregada a la potestad reglamentaria, como tampoco consideró pertinente que sea el Presidente de la República quien, por medio de un decreto con fuerza de ley, fije la planta del personal del mismo.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, hizo ver la necesidad de que se considere y revise la situación laboral que afecta a un alto porcentaje de funcionarios que se desempeñen en el Instituto y que pasarán a hacerlo en el nuevo Ministerio. Sobre el particular, precisó que, actualmente, en el Instituto trabajan 800 funcionarios, de los cuales sólo 200 tienen la calidad de ser funcionarios de planta. Destacó que uno de los principales temores de los trabajadores consiste en que en la nueva distribución que se realice sólo un pequeño porcentaje de funcionarios mantenga esa calidad.

Concluyó su intervención haciendo ver la necesidad que el Ejecutivo y las asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional del Deporte alcanzaran un acuerdo, de manera que los aspectos consignados anteriormente sean recogidos en el proyecto en estudio.

- - -

Posteriormente, la Comisión escuchó la exposición del Coordinador del Programa Sociedad y Política del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Álvaro Bellolio, quien analizó, en primer término, los objetivos del Ministerio del Deporte. Al respecto, hizo presente que, el Mensaje que da inicio al proyecto, plantea como objetivos de la iniciativa apoyar el deporte de alto rendimiento, incentivar la actividad física masiva de la población, de manera de disminuir el sedentarismo, y fomentar la construcción y desarrollo de infraestructura deportiva.

Establecidos estos objetivos, examinó la institucionalidad chilena en materia de deporte en relación con aquella existente en el derecho comparado. Sobre el particular, apuntó que si se realiza un estudio de los países top 10 en las medallas de los Juegos Olímpicos de Londres 2012, es posible advertir que los dos primeros lugares, esto es, Estados Unidos y China, no poseen un Ministerio del Deporte. Agregó que el único país dentro de la referida lista que cuenta con una cartera destinada exclusivamente al Deporte es Rusia, ya que, en términos generales, los demás Estados lo contemplan dentro de otro Ministerio o, simplemente, no lo consideran dentro de la estructura ministerial, como es el caso de los países recientemente nombrados y como lo es también el de Alemania, Hungría y Australia. De esta manera, advirtió, la institucionalidad del deporte asociada a los resultados de alto rendimiento no necesariamente está asociada a un Ministerio del Deporte único. 

En lo que respecta a los países con menor índice de sedentarismo, remarcó también que ellos no necesariamente cuentan con un Ministerio del Deporte único. Acotó que tal es el caso de Grecia que se ubica en el primer lugar de esta lista y cuyo Ministerio abarca, al mismo tiempo, las áreas de educación, religión y cultura. En igual situación, recalcó, se encuentra el país que le sigue, India, Estado que en el Ministerio abocado al deporte incluye también la juventud. Destacó que el tercer lugar, Estonia, país que lisa y llanamente no posee un Ministerio encargado de esta importante dimensión. Enfatizó que de los 10 países con menores índices de sedentarismo sólo Rusia, que se ubica en el octavo lugar, posee un Ministerio del Deporte propiamente tal.

Deteniéndose en el examen de los países con mayor índice de sedentarismo, hizo ver que dentro de ellos hay muchos que poseen una cartera especializada en deporte. Tal es el caso, precisó, de Brasil, país que se ubica en el undécimo lugar con un porcentaje de sedentarismo cercano al 50%. Presentados los estudios citados, sentenció que de ellos es posible colegir que la presencia de un Ministerio del Deporte no necesariamente tiene una correlación con los niveles de sedentarismo.

Una vez analizados los distintos casos y extraída la principal observación, realizó ciertas consideraciones generales respecto de la iniciativa de ley en estudio. En ese sentido, señaló, en primer lugar, que la importancia del deporte en cualquier país es manifiesta y los recursos que en ello se inviertan son un ahorro en materia de salud. Por tal motivo, consideró, incentivar la práctica del deporte es una necesidad evidente, mas no requiere, necesariamente, la creación de un ministerio.

En sintonía con lo anterior, indicó que el rol que el Estado cumple en materia de deporte consiste en ser gestor de la actividad deportiva, pudiendo para ello promover, ejecutar y administrar. Precisó que dichas funciones las debiera cumplir a través de un organismo estatal especializado, instancia que puede traducirse en un Ministerio único, en una Subsecretaría o bien un organismo autónomo. Otra alternativa en su calidad de gestor de la actividad en estudio, prosiguió, consiste en proveer mecanismos adecuados de financiamiento de iniciativas surgidas de personas o agrupaciones, mediante licitaciones de recursos o concursos, buscando rentabilidad social.

En otro orden de consideraciones, se detuvo en la historia institucionalidad deportiva de los últimos años de nuestro país. Al respecto, apuntó que la creación de un organismo de amplitud nacional, como CHILEDEPORTES, servicio público con patrimonio propio que inicialmente absorbió a la DIGEDER, no produjo los resultados que se esperaban y más bien generó diversas instancias de desvío de fondos públicos. Añadió que ello es independiente de las personas que en distintas épocas estuvieron a cargo del organismo, ya que lo que genera el peligro de mal uso o uso desviado es la estructura, tamaño y facultades de la entidad.
En la misma línea argumental, observó que los riesgos de tener un esquema más centralizado y de mayor jerarquía administrativa, concebido por la ley y dirigido por el Estado, se traducen en la posibilidad de tener un enfoque político, sin un beneficio real para el desarrollo del deporte en Chile. A lo anterior, estimó, se suma el riesgo que exista un marcado dirigismo estatal en la actividad deportiva. En efecto, comentó, se trata de una potencialidad que el Estado adquiere para administrar el deporte, que puede ejercerla con dirigismo e incidencia de aspectos políticos, es decir, el Estado adquiere la capacidad de utilizar el deporte en un contexto fácilmente politizable.
Agregó que el Instituto Nacional de Deporte podrá ejecutar las políticas nacionales sobre el tema. Recalcó que este esquema propone un ministerio planificador, elaborador de políticas, que sugiere normas; y en donde el Instituto referido sólo será su ejecutor. Sin embargo, puso de relieve que, en la práctica, probablemente se otorgará un rol ejecutor a ambos organismos, generando eventualmente una duplicidad de funciones.

Luego de efectuar los comentarios anteriores, propuso un enfoque alternativo al respecto. En este contexto, sugirió avanzar en el ahorro de recursos en gastos de administración, simplificando los esquemas organizativos y destinando dineros disponibles al financiamiento de proyectos presentados en un procedimiento concursable que asegure la asignación más eficiente y la mayor rentabilidad social. A ello sumó la idea de crear condiciones para que los chilenos y, especialmente, los jóvenes practiquen deportes. Ello, reseñó, es un problema de asignación de recursos y de estímulos, cuestiones que no deben provenir necesariamente del Estado ni ser un cometido público. 
Continuando con la exposición de su propuesta, hizo ver que en una sociedad descentralizada, no tiene sentido concebir un esquema centralista. Consideró que lo que corresponde es fijar las bases para un desarrollo público y privado de la actividad deportiva. En ese sentido, sostuvo que es posible afirmar que muchas veces la falta de transparencia en el manejo de recursos e instituciones deportivas atenta contra un mayor aporte del sector privado. 

Adicionalmente, sostuvo que el Estado se debe concentrar en otorgar a todos las mayores posibilidades de practicar deportes, para lo cual es necesario construir y reparar recintos deportivos, cuestión que es perfectamente posible de efectuar en la medida que se presenten proyectos con ese fin, financiados por el Estado luego de una selección en concurso público. 

Por último, en relación con su propuesta, subrayó que el camino elegido en el proyecto sólo en parte se hace cargo de este sistema, pues la mayoría de sus disposiciones tienen por objeto organizar un esquema muy parecido al actual, al dejar subsistente la Ley del Deporte, creando un Ministerio para una actividad que, en verdad, no requiere otro requisito que el interés por participar y contar con los lugares adecuados para ello.

A modo de conclusión, destacó que un ministerio es sólo un medio y no un fin, toda vez que su presencia no resuelve la problemática, ni mejora los rendimientos deportivos, ni disminuye el sedentarismo. En este orden de ideas, agregó que la evidencia comparada en Latinoamérica y el mundo muestran resultados dispares acerca de la necesidad y eficacia de un ministerio. Por último, insistió en que el proyecto de ley puede generar duplicidad de funciones, mayor burocracia, menor efectividad y la cooptación del deporte por parte del Estado.

Se deja constancia que el señor Bellolio acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

En relación con los juicios expuestos por el señor Bellolio, el Honorable Senador señor Navarro, discrepó de la visión expuesta en cuanto al establecimiento de un Ministerio del Deporte ya que, destacó, los países que han sido exitosos en materia deportiva son, generalmente, aquellos que poseen una fuerte estructura estatal, tales como China y Cuba. En efecto, consideró que la presencia del Estado en materia deportiva es necesaria y urgente, porque nadie está dispuesto a auspiciar la promoción del deporte masivo o a los deportistas de alto rendimiento, cuestiones fundamentales, ya que el deporte no sólo supone interés por participar y lugares adecuados para ello.

Asimismo, recalcó que no es de extrañar que el deporte pueda ser objeto de manejo político y que lo relevante es que se desarrollen políticas que permitan su práctica. El deporte, continuó, es salud y ahorro y no hay otro organismo, sino el Estado quien está en condiciones de poder asumir tan importante labor.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Sin perjuicio de las ideas expuestas por los integrantes de la Comisión con ocasión de la presentación del proyecto por parte del Ejecutivo,  que se han transcrito precedente, a continuación se contienen los principales planteamientos y formulaciones que efectuaron los Senadores en el contexto de la discusión en general de este proyecto.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio estimó que el deporte debiera ser una prioridad país. Además, destacó que muchos efectos colaterales beneficiosos de su práctica reafirman la necesidad de preocuparse de este tema. Con todo, aseguró tener ciertos reparos respecto de la iniciativa de ley en estudio.

En primer lugar, sostuvo que si el Gobierno considera necesaria la creación de un Ministerio del Deporte, debieran existir, por lo menos, Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte.

En segundo lugar, señaló que dentro de la arquitectura propuesta debieran existir Directores Regionales del Deporte, encargados de ejecutar las políticas diseñadas, que sean designados por medio del Sistema de Alta Dirección Pública y no que sea S.E. el Presidente de la República el encargado de designarlos. Al respecto, aseveró que la medida propuesta olvida principios como la descentralización que no pueden ser pasados por alto. 

En tercer lugar, que no sea un Reglamento el instrumento que determine la distribución temática en las divisiones del Ministerio sino la ley. 

En cuarto lugar, que la fijación de la planta de personal del futuro Ministerio y los demás asuntos a los que se refiere el artículo primero transitorio de la iniciativa de ley sean discutidos en esta Comisión. Añadió que si las materias anteriormente aludidas son abordadas por medio de un decreto con fuerza de ley, ello debe hacerse con ciertas restricciones tales como que exista un mínimo de diálogo con las asociaciones de funcionarios involucradas, que el traspaso del personal se realice sin menoscabo para ellos y que antes de proceder a la delegación de facultades, el Ejecutivo presente una simulación de lo que se pretende hacer en el caso de los traslados, de manera que exista un marco de referencia al respecto.

Asimismo, solicitó que se invitara al profesor de Derecho Administrativo, señor Patricio Zapata a fin de que analizara la propuesta de ley a la luz de la referida disciplina.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo ver la incongruencia de que el Instituto Nacional del Deporte dependiera de un Ministerio político como es el de Secretaría General de Gobierno, cuyas funciones distan del desarrollo del deporte. En consecuencia, consideró indispensable que nuestro país contara con una institucionalidad propia para la materia que permitiera su desarrollo y fortalecimiento. En este sentido, hizo ver que el deporte es el espacio en donde se aprenden valores, se desarrollan distintas capacidades y se mantiene a las personas alejadas de las drogas y el alcohol.

En sintonía con lo anterior, estimó importante fomentar el deporte de manera de hacerlo masivo, como también incentivar el de alto rendimiento, de modo que quienes tengan las capacidades para ello puedan trabajarlas y alcanzar altos niveles.

En otro orden de consideraciones y coincidiendo con el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aseguró no compartir absolutamente el modelo propuesto a nivel regional en donde se concentran en una sola figura las tareas de diseño y ejecución que supone el deporte. Sobre el particular, solicitó que los representantes del Ejecutivo explicaran las razones que justifican una decisión tal.

Por último, remarcó que se requiere que el deporte tenga impacto en regiones y que el proyecto pueda ser sustentable en el tiempo, razones por las cuales solicitó tomar el tiempo necesario para estudiarlo a fondo. A la luz de lo anterior, puso de relieve la necesidad de escuchar a las asociaciones involucradas, como también a expertos sobre la materia, de modo de hacer las políticas deportivas sustentables.

El Honorable Senador señor Letelier, quien asistió a una de las sesiones que celebró la Comisión, expresó su acuerdo con la idea de crear en nuestro país un Ministerio del Deporte que pueda elaborar políticas públicas sobre el particular.

Asimismo, puso de relieve que si el Ejecutivo proponía la creación de un Ministerio del Deporte, ello debía tener en consideración que en el ámbito regional no sólo se requiere ejecutar las decisiones, sino también elaborar políticas sobre el particular, cuestión que compete a los Secretarios Regionales Ministeriales. En consecuencia, destacó, la necesidad de separar en dos funcionarios distintos las funciones que se propone reunir en una sola figura. Aseguró que sólo así el país podrá masificar el deporte y dar respuesta al deporte competitivo y al de alto rendimiento.

Finalmente, deteniéndose en el artículo primero transitorio del cuerpo legal en estudio, fue enfático en señalar que la fijación de la planta del personal del Ministerio del Deporte debiera ser materia de ley y no ser delegada al Presidente de la República para que la determine por medio de un decreto con fuerza de ley. 

Seguidamente, el Honorable Senador señor Cantero valoró la propuesta planteada por el Ejecutivo en orden a crear un Ministerio del Deporte, permitiendo su separación del Ministerio Secretaría General de Gobierno, y dando un paso hacia su masificación.

Con todo, estimó que la estructura propuesta para el mismo, especialmente a nivel regional, no era la más adecuada. En efecto, hizo ver la necesidad de descentralizar el referido Ministerio, de manera de alcanzar su masificación a nivel regional y comunal y contar con infraestructura adecuada para ello.

En sintonía con lo anterior, consideró que a nivel central debieran elaborarse las políticas deportivas, pero establecer un modelo que permita, al mismo tiempo, más cercanía con la base social, estableciendo una estructura vinculada a los Gobiernos regionales. Ello, aseveró, porque esta actividad es una de debe abordarse a nivel regional, debido a sus vínculos con la salud, con el sentido de comunidad, con el de responsabilidad y con el enfoque cultural.

Asimismo, resaltó que su fortalecimiento permitirá reducir los índices de obesidad infantil y alejar el consumo de drogas, dada su capacidad para desterrar estos males. Además, agregó que posibilitará masificar el deporte, permitiendo realizar actividad para jóvenes, adultos y mayores.

El ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor Chadwick, agradeció las observaciones formuladas al proyecto de ley tanto por los dirigentes sindicales como por los legisladores y aseguró que lo fundamental para el Gobierno es contar con un Ministerio del Deporte que permita desarrollar la labor de dar vida a una política nacional normativa sobre la materia, como también ejecutar las distintas actividades en las que éste se expresa.

En sentido, expresó que el Gobierno no busca defender una determinada estructura ministerial sino que encontrar, con el aporte de los parlamentarios, la arquitectura adecuada que permita a este nuevo ministerio proyectarse en el tiempo. 

Recordó que la iniciativa originalmente presentada a tramitación contemplaba una estructura en donde existía un órgano encargado de elaborar las políticas deportivas, el Ministerio, y uno encargado de ejecutar las mismas, el Instituto Nacional del Deporte, manteniendo además, en cada una de las regiones la actual estructura de este último servicio sobre la base de directores regionales, elegidos por medio del Sistema de Alta Dirección Pública. De esta manera, continuó, se alcanzaría la ejecución hacia la implementación de políticas a nivel regional, comunal y local, posibilitando una institucionalidad cercana a la ciudadanía.

Sin embargo, agregó que, durante la tramitación de la propuesta de ley en la Cámara de Diputados, nació la inquietud por parte de un grupo de legisladores, como lo señaló con antelación, de juntar en una sola figura las dos labores mencionadas. Comentó que las razones para ello eran que un Ministerio a nivel regional debía tener representación para el desarrollo de las políticas nacionales, para efectos de coordinarlas, y tener autoridad, jerarquía y conocimiento de las distintas políticas deportivas. En esa perspectiva, indicó, el Ejecutivo buscó una fórmula que permitiera tener la mejor estructura que representara al Ministerio y, al mismo tiempo, evitara la duplicidad de funciones que, al final del día, generan más costos administrativos y menos recursos para la ejecución de programas. Así, en conjunto con la Comisión de Deporte de la Cámara de Diputados, recordó, surgió la idea de mantener el esquema de las direcciones regionales ejecutivas del Instituto Nacional del Deporte y, al mismo tiempo, otorgarle el rango de Secretario Regional Ministerial a la persona encargada de asumir dicha labor para efectos de que pudiese integrarse en los Gobiernos Regionales y tuviese la posibilidad de informarse, participar y coordinar las políticas de deporte con las demás políticas públicas a nivel del Gobierno regional. 

Al respecto, recordó que un ejemplo que surgió recurrentemente en la Cámara baja fue la situación que se presenta en el caso del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, en donde el Secretario Regional Ministerial, pese a tener una jerarquía regional, es opacado por el Director del Servicio de Vivienda y Urbanización. En consecuencia, aseveró que con la finalidad de evitar una situación tal se propuso el modelo en debate.

En otro orden de consideraciones, deteniéndose en el artículo 3° del proyecto en estudio, subrayó que la idea que sea un reglamento el que determine la distribución temática en las divisiones del Ministerio encuentra su sustento en la ley N° 18.575, Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. A mayor abundamiento, estimó que las materias aludidas debieran ser propias de un reglamento toda vez que suelen surgir situaciones nuevas. 

Por otra parte, en lo que dice relación con el artículo primero transitorio de la iniciativa de ley, sostuvo que la delegación de facultades legislativas surge de la dificultad que las plantas sean determinadas dentro de un debate legislativo. En efecto, aseguró que ello muchas veces suele demorar la tramitación de proyectos que, la mayoría de las veces, requieren de celeridad en su discusión. Añadió que la situación fue analizada por el Tribunal Constitucional y aceptada como tal, permitiendo desarrollar distintos Ministerios y estructuras públicas. 

En relación con el punto anterior, apuntó que los dirigentes sindicales han hecho ver su desconfianza en que una figura tal sea la que determine la planta del nuevo Ministerio, toda vez que no están seguros de que el aludido decreto con fuerza de ley sea respetado por los Gobiernos posteriores. Sobre el particular, hizo ver que, dado que se trata de un Ministerio cuya dotación de personal no es tan grande, la precisión de su planta podría realizarse en la misma ley. Sin embargo, resaltó que ello implicaría crear un precedente para el futuro que no estimó oportuno, especialmente cuando se trate de servicios con mayor cantidad de funcionarios. Con todo, dijo compartir la idea de presentar la simulación requerida por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio y, aseguró que dicho documento existe en el Ministerio que encabeza y supondría 23 puestos para funcionarios desempeñándose de planta, 36 a contrata y 6 puestos a honorarios. Además, destacó la existencia de un bosquejo en el que se contemplan las distintas divisiones que tendrá el futuro Ministerio. 

En sintonía con lo anterior, destacó que en las disposiciones transitorias se ha buscado reflejar por parte del Ejecutivo todos los derechos que tienen los funcionarios que actualmente se desempeñan en el Instituto Nacional del Deporte y que pasarán a integrar el Ministerio, de manera de asegurar su conservación y protección. En la misma línea argumental, fue enfático en señalar que ninguna persona que pase de referido instituto al Ministerio verá menoscabados sus derechos.

Finalmente, y junto con relevar la importancia que tiene este proyecto para el Gobierno, reiteró que por lo mismo está dispuesto a escuchar las inquietudes de todos, y, en cuanto sean pertinentes, recogerlas en la regulación planteada de manera de alcanzar los acuerdos que sean necesarios en orden a contar con un Ministerio del Deporte que sea sustentable y esté a la altura de los desafíos que existen sobre la materia. 

Por su parte, el señor Subsecretario del Deporte puso de relieve que el Ministerio propuesto busca dar respuesta a la aspiración del mundo del deporte y de la ciudadanía en general y aseguró que el Ejecutivo carece de posturas ideológicas o técnicas respecto del mismo, ya que sólo busca contar con una cartera eficiente que sea capaz de resolver las demandas del mundo deportivo. 

En cuanto a la planta de la cartera propuesta, subrayó que sólo cerca de 40 funcionarios del Instituto Nacional del Deporte pasarán a desempeñarse desde al nuevo Ministerio, por lo que, resaltó, no debieran generarse inconvenientes sobre el particular. Asimismo, agregó que, a diferencia de otros proyectos de ley, la institución base –el IND- seguirá desempeñando sus funciones y, por lo tanto, el riesgo que los funcionarios vean menoscabados sus derechos son mínimos. Además, recalcó que existe voluntad por parte del Ejecutivo de respetar todos y cada uno de los derechos que estos funcionarios poseen actualmente.

Por otra parte, deteniéndose en la idea surgida en la Cámara de Diputados de empoderar al Director Regional del aludido instituto, sentenció que ello, en definitiva, se traducirá en un gran beneficio de descentralización, ya que en lugar de diluir la capacidad de acción de los representantes regionales, les otorgará más poder que el que existiría si se contemplaran dos figuras distintas que muchas veces hacen duplicar las funciones a desarrollar. Con todo, subrayó que si la Comisión estima que existen soluciones mejores, el Ejecutivo está dispuesto a acogerlas.

Por último, afirmó que el deporte requiere tener personalidad autónoma y políticas públicas propias, objetivos que inspiran al proyecto en estudio.

La Honorable Senadora señora Von Baer consideró que las alternativas en relación con el punto más debatido se reducían sólo a dos: contar con un órgano planificador de las políticas deportivas y otro encargado de la ejecución, tanto a nivel nacional como regional o bien contar con un órgano planificador de las políticas deportivas y otro encargado de la ejecución sólo a nivel nacional y a nivel regional sólo contar con una figura encargada de la ejecución. Agregó que cualquiera de los caminos podía ser escogido, sin embargo, resaltó que la ruta intermedia como la idea originada en la Cámara de Diputados no era la adecuada, toda vez que dentro del Gabinetes Regionales podría generar conflictos.

Deteniéndose en la posibilidad de replicar la orgánica de los Secretarios Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y los Directores del Servicio de Vivienda y Urbanización juzgó que ambas figuran cumplen funciones relevantes que merecen estar separadas y, por lo tanto, aseguró no compartir las críticas al respecto.

Finalmente, hizo un llamado a encontrar un acuerdo con las asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional del Deporte.
- - -

Posteriormente, la Comisión escuchó los planteamientos de la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez, quien  hizo ver que para el Ministerio que encabeza era muy importante reactivar la discusión de la propuesta de ley que crea una nueva institucionalidad en materia de deporte. En este sentido, llamó a no olvidar lo relevante y enriquecedora que fue su discusión en las distintas instancia en que ésta se ha promovido, y en donde han estado presentes deportistas, funcionarios del Instituto Nacional del Deporte, parlamentarios y autoridades relacionadas con la materia, dando cuenta de la importancia que actualmente representa para el país contar con una institucionalidad independiente y autónoma que gestione, ejecute y planifique el deporte. Recordó que, actualmente, esta materia se encuentra cobijada bajo el alero del Ministro Secretaría General de Gobierno, cartera cuyo horizonte dista mucho de la función de apoyar el deporte de alto rendimiento, incentivar la actividad física masiva de la población y fomentar la construcción y desarrollo de infraestructura deportiva.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, hizo presente que la creación de un Ministerio del Deporte es una promesa del Gobierno de Su Excelencia el Presidente de la República, Sebastián Piñera, pese a haberse promovido también por Gobiernos anteriores. En efecto, precisó que muchas generaciones y Gobiernos han hecho ver la inquietud que el deporte cuente con una institucionalidad propia, no sólo porque se ha comprendido lo relevante que es la práctica de actividad física y porque ésta está dentro de las preocupaciones de la gente, sino también porque se ha visto, a lo largo del tiempo, como en materia de deportes de alto rendimiento se ha ido logrando abrazar sueños que con anterioridad parecían imposibles. Así, acotó, dan cuenta los juegos olímpicos y paralímpicos, en donde ha destacado la participación de deportistas como Tomás González o Cristián Valenzuela. Agregó que una suerte similar debiera existir para niños y jóvenes de nuestro país.

Además, resaltó que cada día se da más importancia a la práctica del deporte masivo. Acotó que las regiones se han ido desenvolviendo en una infraestructura territorial que da cuenta de la participación y de cómo conviven, en el día a día, la calle y el deporte. 

Por otro lado, señaló que la disminución del porcentaje de sedentarismo constituye un asunto que supone políticas públicas nacionales que deben ser enriquecidas a nivel regional. Para ello, sentenció, es necesario que el deporte tenga la institucionalidad y la autonomía que se merece, de manera de alcanzar un desarrollo nacional, regional y local que se condiga con el anhelo que hoy existe en tantos chilenos y chilenas.

Finalmente, puso de relieve que el deporte, en definitiva, es una práctica transversal que obedece a la necesidad de mejorar la calidad de vida de cada persona. Por las razones esgrimidas, solicitó avanzar en la tramitación de esta iniciativa de ley,  aprobando la idea de legislar, y postergar para la discusión en particular el análisis de los aspectos controvertidos.

En relación con los juicios enunciados por la señora Ministra, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que con ocasión de la presentación de este proyecto, efectuada en la sesión celebrada el día 10 de octubre de 2012 por el entonces Ministro Secretario General de Gobierno, señor Chadwick, planteó sus inquietudes en relación con el esquema político administrativo sugerido. Agregó que dichas observaciones volvió a hacerlas presente en la sesión del día 31 del mismo mes y que a la fecha no ha existido respuesta por parte del Ministerio sobre el particular. 

Profundizando en las reflexiones formuladas en las oportunidades señaladas, recordó que entre ellas existían algunas menores y otras de fondo. En relación con las primeras, señaló, en primer lugar, que, de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de la República, la producción de políticas es una materia propia del Presidente de la República, razón por la cual debiera sustituirse la frase “elaborar la Política Nacional del Deporte” por “proponer la Política Nacional del Deporte”, a la hora de enumerar las funciones que corresponderán al nuevo Ministerio del Deporte.

En segundo lugar, solicitó explicar las razones que justificarían la eliminación de la figura del Consejo Nacional del Instituto Nacional del Deporte. 

En tercer lugar, en tanto, hizo ver la necesidad de eliminar el título V de la iniciativa de ley que introduce modificaciones a la ley N° 20.557, Ley de Presupuestos para el Sector Público, correspondiente al año 2012.

En relación con las cuestiones de fondo, calificó, en primer término, como inconcebible, contradictorio e incoherente crear un Ministerio del Deporte que no tenga expresión regional a través de Secretarías Regionales Ministeriales. Sentenció que la figura propuesta constituía un híbrido institucional, al sugerir que los Directores Regionales del Instituto Nacional del Deporte cumplieran, al mismo tiempo, la función de Secretarios Regionales Ministeriales. Discrepó de la alternativa propuesta e indicó que si lo que se crea es un Ministerio debieran existir Secretarios Regionales Ministeriales, porque de lo contrario sería sólo un Ministerio para la Región Metropolitana, quedando las regiones postergadas en la materia. Aseguró que el punto en debate forma parte de la idea matriz de la propuesta en estudio y aseveró que del cambio de esa realidad dependería su aprobación de la idea de legislar.

En segundo término, centró su atención en las modificaciones introducidas al artículo 10 de la ley N° 19.712, Ley del Deporte. Resaltó que dicha disposición, de conformidad con la nueva redacción propuesta, establece que los Directores Regionales del Instituto Nacional del Deporte serán de exclusiva confianza del Director Nacional. Agregó que el artículo 21 del referido cuerpo legal señalará que dichos funcionarios serán nombrados por el Presidente de la República de entre las personas que figuren en una terna elaborada por el Intendente respectivo, y oyendo al efecto al Ministro del ramo. Al respecto, fue enfático en sostener que la elección de los Directores Regionales debiera hacerse por medio del Sistema de Alta Dirección Pública. Asimismo, dijo no comprender un Ministerio que no tiene realidad regional a través de Secretarías Regionales Ministeriales. Este punto, sentenció, es tan central como el primero y aseguró que difícilmente aprobaría en general un proyecto que tiene incoherencias tan grandes y en donde fortalecer el Sistema de la Alta Dirección Pública y la descentralización parecieran ser temas olvidados.

En tercer término, deteniéndose en el artículo primero transitorio, afirmó que si bien la planta de personal del servicio puede ser fijada por el Presidente de la República por medio de un decreto con fuerza de ley, existe la necesidad el Ejecutivo, a lo menos, presente la arquitectura que propondrá para la nueva planta, garantizando el total respeto por los derechos de los trabajadores. Al igual que respecto de los puntos anteriores, aseveró no estar dispuesto a aprobar una iniciativa de ley que no garantice los derechos de los trabajadores.

El señor Subsecretario de Deportes, en tanto, abordó brevemente las inquietudes expuestas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, deteniéndose en los puntos más controvertidos.

En relación con la ausencia de Secretarías Regionales Ministeriales, recordó que esa propuesta nació de la necesidad de que el Instituto Nacional del Deporte mantuviera su estructura, dado su carácter de organismo descentralizado del Estado con patrimonio propio. Explicó que, de otra manera, sería retroceder cerca de 10 años y deshacer una institucionalidad que tiene hoy una importancia del mayor nivel. 

Añadió que durante la discusión habida en la Cámara de Diputados se buscó fortalecer la figura del Director Regional, de manera de darle la mayor jerarquía administrativa posible, y facilitar su integración en el Gabinete del Intendente. Ello, remarcó, lo transformaría en la máxima autoridad deportiva a nivel regional. Recordó que fue así como en se llegó a la fórmula que los directores regionales del Instituto Nacional del Deporte por derecho propio fueran, a la vez, Secretarios Regionales Ministeriales de la nueva cartera.

En sintonía con lo anterior, sostuvo que si bien el deporte es una actividad de la máxima importancia, la creación de Secretarios Regionales Ministeriales de manera separada supone cerca de 150 nuevos empleados públicos, lo que conlleva mayores costos y la posibilidad que se produzcan descoordinaciones como aquellas que se presentan a diario entre los Secretarios Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y los Directores del Servicio de Vivienda y Urbanización.

Deteniéndose en el sistema de designación de los Directores Regionales del Instituto Nacional del Deporte, apuntó que la decisión tomada al respecto no es sino consecuencia del punto anterior. En efecto, reseñó que los Secretarios Regionales Ministeriales no son elegidos por medio del Sistema de Alta Dirección Pública, razón por la cual se propuso que fueran nombrados por medio del Presidente de la República. Acotó que si fueran cargos separados, lógicamente la suerte sería distinta. 

Insistiendo en el punto anterior, sostuvo que dado que no se podía plantear que los Secretarios Regionales Ministeriales fueran elegidos por medio del sistema citado, se decidió volver a la estructura de la Ley Orgánica del Instituto Nacional del Deporte que estipula que estos cargos son nombrados por medio del Presidente de la República. 

En relación con los puntos tratados recientemente, aclaró que no existen ideologías que respalden la decisión plasmada, razón por la cual están plenamente dispuestos a enriquecer el proyecto, modificando los aspectos que se estimen adecuados. El único interés, sentenció, está en que el proyecto avance con rapidez, porque el crecimiento y el trabajo que se está haciendo en materia de deporte requieren urgentemente de una nueva institucionalidad. 

Abocándose a la facultad del Presidente de la República para fijar, mediante un decreto con fuerza de ley, la planta de personal del Ministerio del Deporte, recalcó que, a diferencia de otros proyectos de ley, el Instituto Nacional del Deporte permanece con la misma estructura que tiene actualmente y, en consecuencia, la gran mayoría de los funcionarios que en él trabajan no verán mayores variaciones en lo que a sus derechos respecta. Asimismo, puso de relieve que el número de personas que serán traspasadas desde el referido Instituto al nuevo Ministerio serán sólo 41, cifra bastante pequeña y que no debiera generar problemas. 

Con todo, afirmó que el Ejecutivo no ve inconvenientes en someter a conocimiento de esta Comisión y a las instancias que sean necesarias una simulación de la estructura propuesta por Su Excelencia el Presidente de la República.

Por último, reiterando las palabras de la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, insistió en la importancia que tiene aprobar la idea de legislar, toda vez que esta propuesta de ley resulta indispensable para acometer los desafíos que tiene Chile en materia deportiva.

La Honorable Senadora señora Von Baer recordó que cuando comenzó a gestarse la idea de crear un Ministerio del Deporte al interior del Ministerio Secretaría General de Gobierno, las alternativas iniciales fueron crear una nueva cartera, traspasar la Subsecretaría del ramo a otro Ministerio o bien conservar la estructura actual. Comentó que inicialmente, en su paso como Ministra, no estuvo de acuerdo con la primera opción, ya que estimaba que ello suponía generar una estructura más pesada en el Estado, y, al final del día, no es éste quien hace deportes sino las personas. En este sentido, continuó, es pertinente preguntarse si una estructura burocrática distinta incentivará el deporte. 

Agregó que luego de un tiempo comprendió que el Estado puede contribuir en promocionar la práctica del deporte, tanto desde el punto del de alto rendimiento como si lo que se busca es su masificación. Sin embargo, aseguró que respecto de la pregunta cuál es la mejor institucionalidad al respecto, nunca se alcanzará plena certeza al respecto. Indicó que lo único cierto es que hay que evitar que el deporte se politice. A la luz de lo anterior, apuntó que la institucionalidad actual lejos está de ser la mejor y, sin lugar a dudas, parece extraña.

En sintonía con lo anterior, puso de relieve que el Ministro Secretario General de Gobierno además de ser la cartera más política, tiene muchas labores por cumplir que distan mucho del deporte.

Por las razones anteriores, estimó indispensable dar prontamente la señal que la institucionalidad del deporte debe separarse del Ministerio referido, aprobando para ello la idea de legislar. Añadió que ello es un punto en el que existe consenso y que los aspectos controvertidos del proyecto, señalados por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, podían tratarse al momento de comenzar la discusión en particular de la iniciativa de ley.

En otro orden de consideraciones, explicó que a nivel nacional se contará con dos organismos, uno abocado a la proposición y evaluación de la política nacional del deporte y otro centrado en la ejecución de dichas políticas. A nivel regional, agregó, se podría repetir la arquitectura dada a nivel nacional o bien seguir el esquema propuesto por la Cámara de Diputados. Al respecto, dijo compartir la necesidad de tener una representación a nivel regional del Ministerio del Deporte, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales respectivas.

El Honorable Senador señor Navarro, en tanto, haciendo suyas al palabras del ex atleta nacional Sebastián Keitel, señaló que la falta de un Ministerio del Deporte en Chile es una de las razones de los bajos resultados deportivos del país en materia internacional, que si bien han mejorado en los últimos años, aún están lejos de alcanzar niveles de desarrollo. Fustigando el actual enfoque de la política pública del Estado en cuanto al fomento del deporte, agregó que si bien nuestro país cuenta con un alto desarrollo en infraestructura deportiva, falta que se apoye otro tipo de elementos necesarios para lograr el alto rendimiento que sea efectivo. 

A reglón seguido, hizo ver que los méritos que Chile ha obtenido a nivel internacional no pertenecen en lo absoluto al Estado, siendo ellos patrimonio personal y familiar. 

Por otro lado, se sumó a las observaciones planteadas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y aseguró que él tampoco votaría a favor de la idea de legislar si no se daba una solución adecuada a dichas inquietudes. Con todo, a estas tres añadió la necesidad de conocer el presupuesto con el que contaría el nuevo Ministerio y en qué calidad jurídica se desempeñarían sus funcionarios. Aseguró que de contemplarse cargos a contrata y a honorarios votaría en contra del proyecto, toda vez que estas calidades implican menos derechos para los trabajadores. 

Finalmente, solicitó hacer llegar un estudio del rol del Estado chino en materia de Deporte e información de la inversión que los últimos Gobiernos chilenos han realizado respecto de la materia.

El Honorable Senador señor Cantero, por su lado, hizo presente que frente a las experiencias de los últimos años en donde el deporte ha dependido de los Ministerios de Defensa y Secretaría General de Gobierno, el camino elegido pareciera ser el adecuado, otorgando igual calificación a los objetivos que se persiguen con su creación.

Respecto de la presencia o no de Secretarías Regionales Ministeriales del deporte, observó que para el cumplimiento de muchos de los objetivos mencionados no se requiere de ellas; por el contrario, aseveró que mientras menos intermediación exista entre el Estado y las personas, mejores resultados se alcanzarán. Agregó que la presencia de estructuras pesadas en las regiones constituye un gasto superfluo que sólo generará burocracia y en nada contribuirá en la generación del deporte. No obstante, estimó que ello era una materia que podía discutirse durante el estudio en particular de la iniciativa de ley, ya que lo importante era evitar que el deporte siga ligado a un Ministerio cuyo giro principal está lejos de ser el deporte.

Enseguida, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en relación con la intervención del señor Subsecretario del Deporte, sostuvo que luego de escucharla lejos de desaparecer sus dudas, éstas se acrecentaron. A mayor abundamiento, estimó que las palabras vertidas no representaban más que un retroceso en comparación con la intervención del ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor Chadwick. En efecto, recordó que en sesión celebrada el día 10 de octubre de 2012, el entonces titular de la cartera dejó claramente establecido, luego de presentar el proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, que esa era la propuesta del Gobierno, pero que si existían nuevos planteamientos al respecto, estaban dispuestos a revisar la estructura aprobada y, como consecuencia, a hacer una nueva propuesta.

Aseveró que pese a las críticas y preocupaciones que los integrantes de la Comisión hicieron ver en la ocasión y en la sesión posterior, nada nuevo ha ofrecido el Ejecutivo, y consideró que el señor Director del Instituto Nacional del Deporte no hacía más que reconocer que la iniciativa de ley constituye un híbrido. Agregó que no sería necesario crear un Ministerio si, a la postre, lo único que se busca es crear la figura de un Ministro del Deporte. 

En sintonía con lo anterior, sostuvo que si de lo que se trata es crear una estructura eficaz, bastaría con fortalecer el Instituto Nacional del Deporte. 

Aclaró que la idea que el nuevo Ministerio tenga expresión regional por medio de las respectivas Secretarías Regionales Ministeriales no implica crear pesadas estructuras regionales administrativas, sino dar más vitalidad, presencia y actividad a las regiones. Asimismo, agregó que si los Directores Regionales no van a ser propuestos por medio del Sistema de Alta Dirección Pública sino nombrados por el Presidente de la República, el proyecto se transformará en un híbrido que no se sostendrá en la práctica. 

Por otra parte, destacó que el modelo presente en el Ministerio de Vivienda y Urbanismo funciona perfectamente con las figuras, a nivel regional, de los Secretarios Regionales Ministeriales de la Vivienda y los Directores del Servicio de Vivienda y Urbanización. Acotó que un modelo similar debiera hacer en el proyecto en estudio con los Secretarios Regionales Ministeriales de la cartera del Deporte y los Director Regionales del Instituto Nacional del Deporte, toda vez que asumirán funciones distintas. 

Por último, insistió en que en los términos en que el proyecto de ley se encuentra, votaría en contra de la idea de legislar, por las razones ya esgrimidas.

La señora Ministra de la Secretaría General de Gobierno reiteró la voluntad manifestada por el ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor Chadwick, en orden a perfeccionar la iniciativa de ley. Agregó que la única discrepancia al respecto es si ello debe hacerse durante la discusión en general de la misma o a la hora de comenzar su estudio en particular. Sentenció que, en opinión del Gobierno, ello es una materia propia de esta última instancia. 

En relación con la afirmación del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto a que el proyecto de ley sólo busca crear un Ministro del Deporte, sostuvo que una aseveración tal implicaba que todo el trabajo realizado en la Cámara de Diputados, instancia en donde se escuchó a deportistas y funcionarios, sólo sirvió para tener un nuevo Ministro de Estado. Aseguró que esa discusión se desperfilaba y no era el horizonte hacia el que se buscaba apuntar en la propuesta de ley.

Deteniéndose en la petición que hayan Secretarios Regionales Ministeriales y Directores Regionales al igual como ocurre en el caso del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, indicó que si bien ello es viable teóricamente, en la práctica, la presencia de dos instituciones, una que tiene a su cargo la planificación y la otra los recursos, genera mucha burocracia y confusión entre los alcaldes, los vecinos y las regiones en general. Con todo, aseveró que esa posibilidad puede ser discutida, ya que lo que no se puede entender es que en este proyecto se busca concentrar el deporte en la Región Metropolitana, quitando el poder a las regiones, objetivo que lejos está de la creación de un Ministerio del Deporte.

Por último, el Honorable Senador señor Cantero estimó que la discusión al interior de la Comisión estaba agotada y, en razón de ello, consideró necesario poner en votación en general en la próxima sesión el proyecto en estudio, e instó a que se pudiera lograr un acercamiento de posiciones entre el Ejecutivo y los Senadores que han expuesto sus inquietudes, de manera de superar las diferencias.

- - -


A la luz del debate anterior, los representantes del Ejecutivo entregaron a la Comisión un documento que da cuenta de las adecuaciones que se propone efectuar al proyecto durante la discusión en particular del mismo.

En efecto, el señor Subsecretario del Deporte al presentar las modificaciones que se introducirían al proyecto de ley en estudio durante la discusión en particular del mismo, indicó que ellas dan cuenta de las observaciones formuladas por parte de los señores Senadores integrantes de la Comisión. Explicó que tras escuchar las inquietudes y planteamientos que ellos formularon, se decidió incorporar durante la discusión en particular algunas de las enmiendas sugeridas.

En este sentido, hizo presente que uno de los cambios que se realizarán consistirá en la incorporación de 4 ó 5 Secretarías Regionales Ministeriales a la estructura institucional propuesta, independientes de los Directores Regionales del Instituto Nacional del Deporte. Acotó que para la localización de dichas Secretarías se dividirá en territorio del país en norte, centro y sur, definiéndose de manera específica el lugar de sus emplazamientos cuando se comience el estudio en particular de la iniciativa de ley. 

Agregó que la alternativa anterior implica la posibilidad que en aquellas regiones en donde no exista un Secretario Regional Ministerial de Deportes con dedicación exclusiva, exista un funcionario afín que asuma en calidad de “biseremi” la representación del referido Ministerio y precisó que dicha función será asumida por los Secretarios Regionales Ministeriales del Ministerio de Desarrollo Social.

Aseguró que el modelo propuesto permitirá contar con una estructura institucional acorde con la Ley Orgánica Constitucional de Administración Regional, respondiendo así a los parámetros normales de un Ministerio y respetando, al mismo tiempo, la necesidad de contar con una cartera ágil y que no genere burocracia.

Otra de las modificaciones que se propondrá, y que es consecuencia de la idea anterior, consiste en que, dado que se abandona la idea original que los Directores Regionales del Instituto Nacional del Deporte cumplan, a su vez, las funciones propias de un Secretario Regional Ministerial del Deporte, los primeros serían elegidos por medio del Sistema de Alta Dirección Pública, dejando a un lado la redacción actual en donde ellos son designados por el Presidente de la República a partir de una terna elaborada por el Intendente respectivo, oyendo al efecto al Ministro del ramo.

Asimismo, indicó que a raíz de esta nueva estructura se eliminara el Consejo Nacional del Instituto Nacional del Deporte, dado que la participación ciudadana en la gestión pública cuenta actualmente con una regulación especial en la ley N° 20.500, de 2011, Ley sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública. A lo anterior, agregó, se suma el hecho que las funciones del referido consejo serán absorbidas por el nuevo Ministerio, por el Instituto Nacional del Deporte o directamente por la sociedad civil. Con todo, remarcó que la idea es que se mantenga en calidad de consejo consultivo, pero no como una institucionalidad propia de la Ley del Deporte.

Por otra parte, en lo que se refiere a la estructura y dotación del Ministerio hizo ver la voluntad del Ejecutivo en orden a trabajar en conjunto y acordar con la Comisión, durante la discusión en particular, dichas materias, precisando así el ejercicio de las facultades de ley que se delegan en el articulado transitorio del proyecto. A mayor abundamiento, puso de relieve que se incorporaría a la discusión en la Comisión un modelamiento que explicite con claridad el encasillamiento de la planta del personal del Ministerio que se crea.

En sintonía con lo anterior, fue enfático en sostener que la intervención anterior será acotada, toda vez que, como lo ha señalado con antelación, sólo serán traspasados 41 funcionarios desde el Instituto Nacional del Deporte al nuevo Ministerio, garantizándose, además, en el articulado transitorio, todos sus derechos laborales. Asimismo, sentenció que el Ejecutivo tiene preparada una indicación que será analizada en su oportunidad conjuntamente con la Comisión y que prevé inconvenientes en el tema del Servicio de Bienestar, incorporando para ello una disposición transitoria.

Se deja constancia que el señor Subsecretario del Deporte acompañó su presentación con un documento en formato Word el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

VOTACIÓN EN GENERAL Y FUNDAMENTOS DE VOTO


Una vez analizados los planteamientos de que da cuenta precedentemente este informe, el señor Presidente declaró cerrado el debate y puso en votación, en general, la iniciativa de ley.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que, inicialmente, y durante buena parte de la discusión en general de este proyecto, fue crítico a sus contenidos, especialmente, porque en la práctica no se crearía un Ministerio del Deporte, sino que simplemente se reforzaría el Instituto Nacional del Deporte y se daría vida a un nuevo Ministro de Estado abocado a esta materia. Asimismo, agregó que durante las distintas sesiones celebradas con ocasión de esta iniciativa legal hizo ver su preocupación por la ausencia de Secretarías Regionales Ministeriales del Deporte, por la propuesta que los Directores Regionales del Instituto Nacional del Deporte fueran nombrados por el Presidente de la República a partir de una terna elaborada por el Intendente respectivo y no por medio del Sistema de Alta Dirección Pública, por la estructura y dotación de la nueva cartera y por la supresión del Consejo Nacional del Instituto del Deporte. 

En sintonía con lo anterior, agradeció los compromisos asumidos por el Ejecutivo en orden a mejorar la iniciativa en estudio respecto de los puntos controvertidos, cuestión que, aseguró, la transforma en una propuesta cualitativamente distinta. Ahondando en su afirmación, valoró, en primer lugar, la creación de Secretarías Regionales Ministeriales del Deporte, expresión regional de la nueva cartera de Estado. Además, concordó con la idea de establecer 4 ó 5 Secretarios Regionales Ministeriales a lo largo del país, como también con la propuesta que en aquellas regiones en donde no exista este funcionario con dedicación exclusiva, sea el SEREMI del Ministerio de Desarrollo Social quien asuma, a la vez, la representación del Ministerio del Deporte.

En segundo lugar, celebró también el hecho que los Directores Regionales del Instituto Nacional del Deporte fueran designados por medio del Sistema de Alta Dirección Pública y no por el Presidente de la República a partir de una terna elaborada por el Intendente respectivo, modelo absolutamente distanciado del concepto de descentralización.

En tercer lugar, respecto de la estructura y dotación del Ministerio del Deporte, alabó la proposición de analizar al interior de la Comisión dichas materias. Agregó que la facultad de fijar la planta del personal del referido Ministerio continuará en manos del Presidente de la República, pero que, con el objeto de velar por la protección de los derechos de los trabajadores, resultaba indispensable conocer el diseño propuesto antes de aprobarlo. Con todo, sostuvo que el detalle de las referidas materias podía quedar pendiente para la discusión en particular del proyecto.

Finalmente, y por las razones anteriormente consignadas, anunció su voto a favor de la iniciativa en estudio, aprobando así la idea de legislar.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer recordó la necesidad que el deporte contara con una institucionalidad propia, separada del Ministerio Secretaría General de Gobierno, cartera eminentemente política y cuyas funciones distan mucho de acercarse al deporte. Asimismo, consideró indispensable separar en materia deportiva las funciones políticas de las de ejecución y aseguró que la nueva estructura ofrecida permitirá responder de mejor manera a las labores encomendadas.

A reglón seguido, apuntó que uno de los aspectos más controvertidos del proyecto se radicaba en que a nivel regional confundía en una sola figura las funciones anteriormente indicadas, hecho que motivó la decisión de algunos parlamentarios por negarse a aprobarlo en general. Al respecto, hizo presente que si bien compartía dicha crítica, ello era un aspecto que podía zanjarse durante la discusión en particular de la iniciativa legal, ya que todos coincidían en la necesidad que el deporte contara con su propia institucionalidad prontamente. Con todo, valoró el acuerdo alcanzado y la propuesta del señor Subsecretario del Deporte sobre el particular.

Por último, adelantó su voto a favor del proyecto en estudio por las razones esgrimidas precedentemente y solicitó que una vez vencido el plazo para presentar indicaciones, se continuara de manera constante con la discusión en particular del proyecto, de manera de contar con la regulación propuesta a la brevedad.

El Honorable Senador señor Quintana, en tanto, valoró las respuestas dadas a las inquietudes dejadas de manifiesto por los parlamentarios con ocasión de la discusión de la iniciativa en estudio.

Del mismo modo, destacó que el modelo institucional propuesto permitirá darle al deporte la importancia que tiene y se merece, permitiendo de esta manera incentivar la actividad física masiva de la población, apoyar el deporte de alto rendimiento y fomentar la construcción y desarrollo de infraestructura deportiva.

Asimismo, y sin perjuicio de concordar con la creación de Secretarías Regionales Ministeriales del Deporte por zonas geográficas, con lo cual la propuesta gubernamental se hará cargo de su especial preocupación respecto de la expresión regional del referido Ministerio, solicitó que cuando se deba definir las macro zonas en que ellas estarán emplazadas se optara por criterios innovadores, permitiendo de esta manera que una de ellas recayera en la Región de la Araucanía. Comentó que esta zona, dada su expresión multicultural y la presencia de deportes propios del mundo mapuche, merecería ser abordada con una mirada distinta y con la prioridad necesaria. 

En cuanto a la estructura y dotación del nuevo Ministerio, destacó que ellas eran aspectos trascendentales, especialmente para los trabajadores. Por lo anterior, celebró el compromiso del Ejecutivo respecto a presentar el diseño de dichas materias durante la discusión en particular.

Por las razones mencionadas anteriormente, comunicó que votaría a favor del proyecto en estudio. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero, como fundamento de su voto a favor de la idea de legislar sobre la creación de un Ministerio del Deporte, reiteró los juicios que formulara con anterioridad durante la discusión del proyecto de ley en informe.

- En consecuencia, el proyecto de ley fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:

TITULO I

DEL MINISTERIO DEL DEPORTE
Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones
Artículo 1°.- Créase el Ministerio del Deporte, que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte.
Artículo 2°.- Corresponderá especialmente al Ministerio del Deporte:

1) Elaborar y evaluar la Política Nacional del Deporte y los planes generales en materia deportiva e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimiento.
2) Formular programas y acciones destinadas al desarrollo de la actividad física y deportiva de la población.
De igual forma, formular programas y acciones, con este mismo objeto, destinados al deporte de alto rendimiento.
3) Coordinar las acciones vinculadas al deporte que los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en sus respectivos ámbitos de competencia, considerando las distintas perspectivas regionales en su implementación.
4) Informar al Ministerio de Educación la pertinencia de los planes y programas del sector de aprendizaje de Educación Física, Deportes y Recreación con el diseño de políticas para el mejoramiento de la calidad de la formación para el deporte y de la práctica deportiva en el sistema educacional, en todos sus niveles.
5) Establecer mecanismos que promuevan la ejecución de programas de interés sectorial, con organizaciones públicas y privadas.
6) Estudiar y proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas conducentes al fomento y desarrollo de la actividad deportiva y, en general, todo otro tipo de normas e iniciativas que tiendan a mejorar las bases del desarrollo de la educación física y del deporte.
7) Definir las estrategias para difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, y para el incentivo de su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población.
8) Elaborar las normas preventivas para la práctica del deporte, la prevención del dopaje y todas aquellas materias relativas a la salud física y mental de los deportistas, requiriendo su aprobación por parte del Ministerio de Salud.
9) Administrar un catastro de infraestructura deportiva a nivel nacional y regional, distinguiendo aquellas cuya construcción, reparación, mantención o administración se financie total o parcialmente con recursos públicos. 
10) Informar al Ministerio de Desarrollo Social, a requerimiento de éste, si las iniciativas de inversión en infraestructura deportiva, sometidas a evaluación, son coherentes con la política nacional de infraestructura deportiva, y acerca de la disponibilidad de recintos para la práctica del deporte en el sector territorial de cada una de las referidas iniciativas.
11) Participar en programas de cooperación internacional en materia deportiva y actuar como contraparte nacional en convenios y acuerdos bilaterales o multilaterales sobre dichas materias.
12) Reconocer fundadamente para los programas de su sector y para todos los demás efectos legales, una actividad física como especialidad o modalidad deportiva.
13) Proponer programas y planes tendientes a fomentar la práctica deportiva, incluso competitiva, de personas en proceso de rehabilitación por drogadicción y alcoholismo en instituciones especializadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad en recintos penitenciarios y la población menor de edad considerada en situación de riesgo social que esté bajo el cuidado o protección de organismos dependientes del Ministerio de Justicia o de instituciones privadas de beneficencia.
14) Ejecutar las acciones y ejercer las facultades que sean necesarias para el cumplimiento de los fines que la ley le asigna, pudiendo al efecto celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.
15) Elaborar, ejecutar y difundir estudios y programas de investigación y metodología sobre las distintas modalidades deportivas y sobre la actividad física de la población.
16) Velar por el cumplimiento de las políticas sectoriales por parte del Instituto Nacional de deportes de Chile, asignarle recursos y fiscalizar sus actividades.

17) En general, cumplir y ejercer las atribuciones que le encomiende la ley.
Párrafo 2°

De la organización
Artículo 3°.- La Organización del Ministerio será la siguiente:
1.-El Ministro del Deporte 

2.-La Subsecretaría del Deporte

Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
En la Organización del Ministerio del Deporte no tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 26 de la citada ley N°18.575. 
Artículo 4°.- La conducción del Ministerio corresponderá al Ministro del Deporte, en conformidad con las políticas e instrucciones que imparta el Presidente de la República.
En el ejercicio de sus atribuciones, el Ministro del Deporte contará con la colaboración inmediata de la Subsecretaría del Deporte.
La Subsecretaría del Deporte será el órgano de colaboración del Ministro en el ejercicio de las funciones que competen al Ministerio dentro del ámbito deportivo. El Subsecretario del Deporte subrogará al Ministro en primer orden, tendrá a su cargo la administración y servicio interno del Ministerio y coordinará la acción del Ministerio con el Instituto Nacional de Deportes de Chile.
Párrafo 3°

Del personal
Artículo 5°.- El personal del Ministerio del Deporte estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.
TÍTULO II

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.712, LEY DEL DEPORTE
Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.712:
1) En su artículo 5°:
a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión "de la Secretaría Regional Ministerial respectiva" por "del Ministerio del Deporte".

b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión "Instituto Nacional de Deportes de Chile" por "Ministerio del Deporte".

2) En su artículo 10:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "Secretaría General de Gobierno" por "del Deporte". 

b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:
“Los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes serán de exclusiva confianza del Director Nacional del Servicio.”. 

3) Reemplázase en su artículo 11 la expresión “proponer” por “ejecutar”. 

4) En su artículo 12:

a) Reemplázase la letra a) por la siguiente:

"a) Ejecutar las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte en sus diversas modalidades, en coordinación con las organizaciones deportivas, las municipalidades y los demás organismos públicos y privados pertinentes;".

b) Reemplázase la letra b) por la siguiente:

"b) Ejecutar las estrategias destinadas a difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, incentivando su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población;".

c) Suprímense las letras d), f) e i).

d) Reemplázase la letra m) por la siguiente:
"m) Vincularse con organismos nacionales y, en general, con toda institución o persona cuyos objetivos se relacionen con los asuntos de su competencia y celebrar con ellos convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;".

e) Suprímense las letras p) y q).

f) Suprímese en la letra s) la expresión “N°2) del”.

5) Suprímese el Párrafo 3° del Título II.

6) Suprímese, en el inciso primero del artículo 19, la frase: “y tendrá el rango y atribuciones de Subsecretario".

7) En su artículo 20:

a) Reemplázase, en la letra d), la expresión "acuerdo del Consejo Nacional" por "autorización del Subsecretario de Deportes".

b) Suprímese la letra f).

c) Reemplázase la letra g) por la siguiente:

"g) Dar cuenta pública anual de la memoria y balance del ejercicio anterior;".

d) Suprímense las letras h) e i).

8) En su artículo 21:

a) Reemplázase la expresión “el Director Nacional, a propuesta en terna del Intendente Regional respectivo”, por “el Presidente de la República de entre las personas que figuren en una terna elaborada por el Intendente respectivo, y oyendo al efecto al Ministro del ramo”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“Los Directores Regionales del Instituto serán también, para todos los efectos legales, Secretarios Regionales Ministeriales del Ministerio del Deporte en la respectiva región. En tal calidad y sin perjuicio de su condición de representantes del señalado Ministerio, serán colaboradores directos del Intendente, al que estarán subordinados en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional.”. 

9) Reemplázase en la letra a) del artículo 22, la expresión "políticas y metas" por "acciones a ejecutar".

10) Reemplázase la letra b) del artículo 23 por la siguiente:
“b) Proponer al Director Nacional el plan de actividades e inversiones de la región, así como el presupuesto anual necesario para su financiamiento;”.

11) Reemplázase en la letra a) del artículo 26 la expresión “Subsecretaría de Guerra” por “Subsecretaría para las Fuerzas Armadas”.

12) Reemplázase en el inciso tercero de su artículo 44 la frase "Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional" por "Ministerio del Deporte". 

13) Reemplázase, en el inciso final del artículo 51, la frase "ministerio respectivo" por "Ministerio del Deporte".

14) Reemplázase, en el inciso final del artículo 68, la frase "Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional" por "Ministerio del Deporte".

15) Reemplázase, en el artículo 69, la expresión "Instituto" por "Ministerio del Deporte".

16) En su artículo 70:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "Instituto" por "Ministerio del Deporte".

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "deportista de destacada trayectoria, designado por el Presidente de la República" por "representante del Ministro del Deporte, designado por éste, que la presidirá".

17) Reemplázase, en el artículo 71, letra e), la frase "Director Nacional del Instituto" por "Ministro del Deporte".

18) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 79, la frase "de Educación" por "del Deporte, quien la presidirá".

TÍTULO III
MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.175, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL

Artículo 7°.- Agrégase en el artículo 65 de la ley N° 19.175, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio del Interior, a continuación de la palabra “Mujer”, la siguiente frase: “y el Director Regional del Instituto Nacional de Deportes de Chile”.

TÍTULO IV

MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.863, SOBRE REMUNERACIONES DE AUTORIDADES DE GOBIERNO Y CARGOS CRITICOS DE LA ADMINISTRACION PUBLICA Y DA NORMAS SOBRE GASTOS RESERVADOS

Artículo 8°.- Reemplázase la letra f) del artículo 1° de la ley N°19.863, por la siguiente:

“f) Director del Servicio Nacional de la Mujer: 135% de dicha remuneración, quien no tendrá derecho a percibir los montos señalados en el inciso siguiente.”. 

TÍTULO V

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 20.557, LEY DE PRESUPUESTOS PARA EL SECTOR PÚBLICO, CORRESPONDIENTE AL AÑO 2012
Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.557, en la PARTIDA N° 20 MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO, Capítulo 03 Instituto Nacional de Deportes, Programa 01 Instituto Nacional de Deportes, Glosa N° 4, en el siguiente sentido:

1) Reemplázanse en su letra e), los guarismos “18” por “33”, correspondiente al número máximo de personas que conforme a la Ley N° 19.882 podrán tener asignación por funciones críticas.

2) Elimínese su letra f).”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:
1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Deporte. El encasillamiento en esta planta considerará sólo personal titular de la correspondiente al Instituto Nacional de Deportes de Chile. 
2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata al Ministerio del Deporte, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile. El traspaso del personal, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. Del mismo modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. A contar de esa misma fecha, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Asimismo, la dotación máxima de personal del Instituto Nacional de Deportes de Chile se disminuirá en el número de funcionarios traspasados.

En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y encasillado cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.
3) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta que fije y, en especial, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Asimismo, determinará el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

En todo caso, los requisitos que se fijen para el desempeño de los cargos no serán exigibles a los funcionarios que se traspasen conforme lo señalado en el numeral anterior, en la medida que continúen ejerciendo los empleos a los que fueron transferidos. 
4) Fijar la dotación máxima de personal del Ministerio del Deporte, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la citada ley N° 18.834.
5) Determinar una fecha única para la entrada en vigencia de la ley, de la planta que fije, el traspaso y encasillamiento que se practique y la iniciación de actividades del Ministerio del Deporte.
6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:
a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.
b. No podrá significar pérdida  del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.
c. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.
7) Fijar para el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, la asignación de dirección superior a que tiene derecho, conforme lo señalado en el artículo 1° de la ley N° 19.863.
8) Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile al Fisco, para que sean destinados al Ministerio del Deporte.
Artículo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Deporte y transferirá a éste los fondos del Instituto Nacional de Deportes de Chile necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.
Artículo tercero.- El mayor gasto que se derive de la aplicación de lo dispuesto en los numerales 1 a 7 del artículo primero transitorio, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 626.053 miles.
Artículo cuarto.- El mayor gasto fiscal  que signifique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio del Deporte, de conformidad a lo dispuesto en el artículo segundo transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.
Artículo quinto.- Los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes de Chile  que hubieren sido seleccionados y nombrados conforme a las reglas establecidas en el Titulo VI de la ley N° 19.882 y cuyas designaciones y nombramientos se encuentren vigentes a la fecha que se determine acorde con lo prescrito en el numeral 5) del artículo primero transitorio de entrada en vigencia de la presente ley, se mantendrán en sus cargos, conforme a lo establecido en los artículos quincuagésimo séptimo y quincuagésimo octavo de la ley N° 19.882. En todo caso, sus nombramientos no podrán ser objeto de renovación. Durante este periodo, dichos funcionarios tendrán derecho a continuar percibiendo las remuneraciones inherentes a sus cargos, incluida la asignación del artículo sexagésimo quinto de la ley precitada.
Artículo sexto.- El funcionario que, a la data señalada en el artículo anterior, se encuentre desempeñando el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile y mientras mantenga dicho nombramiento, continuará percibiendo las remuneraciones que por ley le correspondían, incluida la asignación de dirección superior del artículo 1° de la ley N° 19.863.

Artículo séptimo.- Los miembros del Consejo Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, cuyas designaciones se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, cesarán en sus cargos por su solo ministerio y a contar de la fecha que se fije en virtud del numeral 5) del artículo primero transitorio.”.

- - -

Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 10 y 31 de octubre de 2012, y 9 y 16 de enero de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal, Alejandro Navarro Brain (Camilo Escalona Medina ) e Ignacio Walker Prieto.
Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2012.


(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart

              Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS Y ESTABLECE ADECUACIONES EN LA LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE JUSTICIA 
(8207-07)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

En sesión de 20 de marzo de 2012 la Sala dispuso que esta iniciativa legal fuera estudiada por las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, además de la de Hacienda, en su caso.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.
A las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros: 

Del Ministerio de Justicia: el Ministro señor Teodoro Ribera; la Subsecretaria, señora Patricia Pérez; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González, y los Asesores señores Alejandro Soto, Sebastián Bozzo, Felipe Rayo y Milenko Bertrand-Galindo.
Del Ministerio de la Secretaría General de la Presidencia, los Asesores señora Constanza Castillo y señor Javier Acuña.

Del Instituto Nacional de Derechos Humanos: la Directora, señora Lorena Fries; los Abogados, señora Paula Salvo y señor Federico Aguirre; la Asesora Legislativa, señora Elvira Oyanguren, y la Periodista de la Unidad de Comunicaciones, señora Catalina Navarro.
De la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos, la Presidenta, señora Alicia Lira y la Vicepresidenta, señora Magdalena Pardo.
De la Biblioteca del Congreso Nacional, los Analistas señores Christian Finsterbusch y Eduardo Díaz. 
La Abogada especialista en tema de Derechos Humanos, señora Pamela Pereira. 
De la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, la Presidenta, señora Lorena Pizarro. 
De la Comisión Chilena de Derechos Humanos, el Representante, señor Carlos López. 
De la Asociación de ex Presos Políticos y Familiares de Chile: el Secretario Nacional, señor Patricio Negrón, y el Asesor Jurídico, señor Víctor Rosas. 
De la Corporación de Promoción y Defensa de los Derechos del Pueblo: la Secretaria Ejecutiva, señora Alejandra Arriaza y la Encargada del Programa Jurídico, la señora Mónica Velasco. 
De la Universidad Diego Portales, el Profesor de Derecho Constitucional, Abogado Jorge Contesse.

De la Universidad Andrés Bello, el Abogado, señor Hugo Tórtora. 
De la Universidad Alberto Hurtado, el Director de Extensión y de Relaciones Internacionales de la Facultad de Derecho, señor Rafael Blanco. 
Del Instituto Igualdad, el señor Nicolás Guzmán.
El Abogado y Juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, señor Eduardo Vio Grossi.

De la Fundación Henry Dunant, el Abogado, señor Jaime Esponda. 
De Amnistía Internacional Sección Chilena, su Directora Ejecutiva, señora Ana Piquer. 
De Corporación Humanas, la Abogada del Programa Seguimiento Legislativo, señora Camila Maturana y la Periodista, señora Marisol Águila. 
Del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (MOVILH), el Presidente, señor Rolando Jiménez. 
Del Museo de la Memoria y los Derechos Humanos, su Director, señor Ricardo Brodsky.

De la Corporación Parque por la Paz Villa Grimaldi, la Presidenta, señora Margarita Romero. 
De la Fundación Iguales: el Presidente, señor Pablo Simonetti y la Asistente Legislativa, señora Constanza Salgado. 
De la Red Latinoamericana de ONG(s) de Personas con Discapacidad y sus Familias (RIADIS) y por la Unión Nacional de Padres y Amigos de Personas con Discapacidad Mental (UNPADE), el Secretario General, señor Enrique Norambuena.

De la Fundación SAVIA, la Presidenta, señora Luz María Yaconi. 
Del Capítulo Chileno del Ombudsman, el Vicepresidente, señor Sebastián Cox. 
Del Observatorio Ciudadano, el Coordinador del Equipo Jurídico, señor Hernando Silva. 
De la Agrupación de Familiares de los Detenidos Ejecutados y Desaparecidos del Equipo de Seguridad Presidencia del Doctor Salvador Allende Gossens, la Presidenta, señora Soledad Blanco. 
De la Comisión Ética contra la Tortura-Chile, el Asesor y Colaborador, señor Manuel Andrade.
Por el Colectivo 119 de Familiares y Compañeros: la Presidenta, señora Magdalena Navarrete; el Encargado de la Comisión Jurídica, señor Juan Chávez; la Encargada de Relaciones Públicas, señora Mónica Pilquil, y el Director de Comunicaciones, señor Marco Chávez. 
Por los Familiares de ex Prisioneros Políticos Fallecidos, la Presidenta, señora Haydee Oberreuter. 
Por la Agrupación de ex Menores, la Presidenta, señora Viviana Fernández.

Por la Brigada de ex Prisioneros Políticos Socialista, el Presidente, señor Manuel Jiménez.
- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley tiene por objetivo crear la Subsecretaría de Derechos Humanos en el Ministerio de Justicia, con la finalidad de asesorar y colaborar en la elaboración de planes, programas y toma de decisiones relativas a la promoción y protección de los derechos humanos.
Del mismo modo, crea un Comité Interministerial de Derechos Humanos, integrado por los titulares de seis carteras y presidida por el Ministro de Justicia, cuya función principal será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial en materia de derechos humanos.

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
Cabe hacer presente que los numerales 2, 3, 5, 7, 8, 9 y 10 del artículo 1° tienen el carácter de normas orgánico constitucionales, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo de la misma Carta Fundamental.

- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República, en especial sus artículos 1°, 5° inciso segundo, 6°, 7°, 8°, 19 y 38. 

2.- El decreto ley N° 3.346, de 1980, del Ministerio de Justicia, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.
3.- El decreto con fuerza de ley N° 1-19653, Ministerio Secretaria General de la Presidencia, de 2000, fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
4.- La ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

5.- La Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948.
6.- La Convención Americana Sobre Derechos Humanos, denominada "Pacto de San José de Costa Rica"; promulgada por el decreto supremo Nº 873, de Relaciones Exteriores, de 1990, publicado en el Diario Oficial de 5 de enero de 1991.
7.- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, promulgado por el decreto supremo Nº 778, de Relaciones Exteriores, de 1976, publicado en el Diario Oficial de 29 de abril de 1989.
8.- El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de la ONU, en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966; promulgado por el decreto supremo Nº 326, de Relaciones Exteriores, de 1989, publicado en el Diario Oficial de 27 de mayo de 1989.
9.- La ley N° 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública.

10.- El decreto ley 1.028, de 1975, que precisa atribuciones y deberes de los Secretarios de Estado.

11.- El decreto ley 575, de 1974, sobre Regionalización del país.

12.- El decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

13.- La ley N° 19.882, en su Título VI, que regula una nueva política personal a los funcionarios públicos.

14.- La ley N° 19.553, que concede asignación de modernización y otros beneficios que indica.
II. ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da inicio al presente proyecto de ley señala que en la cuenta pública del estado administrativo y político de la Nación del 21 de mayo pasado, se anunció la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos en el Ministerio de Justicia, que tendrá por función principal asesorar y colaborar en la elaboración de planes, programas y toma de decisiones en el sector específico de los Derechos Humanos. Asimismo, expone que la creación de esta Subsecretaría busca optimizar la gestión del Estado, al concentrar la función de proponer y de coordinar las políticas públicas en el ámbito de los Derechos Humanos, que hoy se ejerce por diversos órganos. Además, acota que esta nueva instancia técnica colaborará con las funciones que  desarrollan otras entidades relacionadas, como el Instituto Nacional de Derechos Humanos. En efecto, precisa que la creación de esta Subsecretaría permitirá, finalmente, modernizar el actual Ministerio de Justicia, cuya ley orgánica data del año 1980.
En seguida, destaca la importancia de los Derechos Humanos, entendidos  como  pilar fundamental en el desarrollo de la humanidad, encontrando su fundamento en la dignidad intrínseca del ser humano. Es por ello, continuó, que la promoción y protección de estos derechos ha constituido un avance fundamental en el establecimiento del Estado democrático de derecho. Agrega que por ser consustancial a la naturaleza humana, estos derechos han adquirido validez universal en la comunidad internacional y, de la misma manera, se han fortalecido a raíz del consenso internacional y de los tratados suscritos sobre la materia, los que han potenciado, paulatinamente, su efectividad en distintos momentos y países.
En esta misma línea, argumenta, los derechos humanos se han entendido, por una parte, como un límite o control al poder político y, por otra, como el resultado de procesos emancipatorios con la consecuente inclusión política, social y cultural de las distintas comunidades. En este escenario, se presenta como una condición de todo Estado democrático la defensa de estos derechos, a través de obligaciones de garantía y de respeto sin discriminación y, para el logro de estos objetivos, es indispensable la definición de una política pública a seguir, de su contenido y de los órganos llamados a ejecutarla y supervisarla.

En el caso en particular de Chile, señala que históricamente el tratamiento de los Derechos Humanos no ha sido parte de una institucionalidad unificada con potestades transversales de carácter estatal. En efecto, indica, se ha observado una dispersión en el tratamiento institucional de la materia, abordada a través de programas o de organizaciones gubernamentales, pero con fines parciales y específicos de cobertura en la protección de estos derechos. A modo de ejemplo, indica que en el Ministerio de Relaciones Exteriores existe la Comisión Coordinadora para dar cumplimiento a las Observaciones del Estado de Chile en materia de Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la Dirección de Derechos Humanos y, a su vez, en el Ministerio del Interior existe el Programa de Derechos Humanos.

Luego, recuerda que el proyecto gubernamental de mayor relevancia promovido en el último tiempo, es el Instituto Nacional de Derechos Humanos, corporación autónoma de derecho público creada por la ley N° 20.405, destinada a promover y proteger los Derechos Humanos establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional.

Por lo anterior, recalca que en Chile no se ha implementado cabalmente una política unitaria que permita coordinar las distintas iniciativas sectoriales y desarrollarlas de manera coherente, en cuanto a la definición y aplicación de las políticas públicas en la materia. Precisa que si bien existe una prolífera institucionalidad sectorial, que se materializó con la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos y que constituyó un gran avance en la materia por tratarse de un organismo de carácter autónomo y con una competencia específica, resulta necesario coordinar, complementar y fortalecer la labor de los diferentes organismos públicos con competencia sectorial en este ámbito.

En cuanto a la experiencia comparada, informa que de la totalidad de los países de la región, en general, se constata la existencia de diversos organismos gubernamentales, centralizados o descentralizados, encargados de coordinar las políticas públicas en materia de Derechos Humanos.

En materia de órganos estatales con competencia en Derechos Humanos, menciona los ejemplos de Argentina y Paraguay, que cuentan con una secretaría ministerial del ramo, encargada de coordinar las acciones gubernamentales, desarrollando labores de promoción y protección de los mismos. En el caso de Perú, explica que existe un órgano estatal, también dependiente del Ministerio de Justicia, denominado “Consejo Nacional de Derechos Humanos”, encargado de promover, coordinar y difundir la tutela y vigencia de los derechos fundamentales de las personas, y de asesorar al poder ejecutivo en dicho ámbito. En seguida, comenta que la alternativa escogida en este proyecto de ley se condice con los objetivos que el Gobierno se ha planteado en fortalecer la defensa y la promoción de los derechos humanos. En esta misma línea, señala que el Ministerio de Justicia es el órgano que mejor puede asumir estas funciones, por ser éstas más cercanas a las labores que actualmente desarrolla.

Resalta que se propone la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos, con la finalidad de establecer, a nivel de Gobierno, una entidad que lidere los esfuerzos del Ejecutivo en materia de derechos humanos, y de prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los derechos fundamentales. Complementa que la Subsecretaría de Derechos Humanos será la encargada de desarrollar las siguientes funciones:

a. Proponer políticas públicas referidas a la promoción de los Derechos Humanos.

b. Colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos en la elaboración de un Plan Nacional de Derechos Humanos. 

c. Asistir al Ministro de Justicia en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

d. Convocar y promover la participación de los distintos órganos de la Administración del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo.

e. Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en derechos humanos y coordinar su defensa con otros organismos públicos, en los litigios o procedimientos derivados de los mismos, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores.

f. Coordinar, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares, medidas provisionales, acuerdos amistosos, recomendaciones y resoluciones originadas en el Sistema Interamericano y en el sistema Universal de Derechos Humanos.

g. Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.
h. Colaborar con el Ministro en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los derechos humanos. 

i. Proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos para el sector público.

j. Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.

Por lo anterior, destaca la participación que se espera tenga la Subsecretaría de Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas destinados a la reparación de víctimas de violaciones a los derechos humanos.

En cuanto a la determinación de la estructura orgánica de la Subsecretaría de Derechos Humanos, informa que se sigue el ejemplo de las recientes modificaciones orgánicas ministeriales y de servicios públicos, como son las leyes N°s 20.417 y 20.530, y que se decidió entregar a un reglamento la determinación de las Divisiones, y el número y organización de los Departamentos, Secciones y Oficinas que sean necesario establecer, considerando el volumen de trabajo que signifique la respectiva función.
Con respecto a la adecuación de la terminología y de las funciones establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, comenta que se utiliza, en la redacción de las modificaciones propuestas, la forma contemplada por la actual Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en la descripción de las funciones y de las atribuciones para el Ministerio y sus Subsecretarías.

Asimismo, señala que se incorpora la nueva nomenclatura nacida al amparo de la Reforma Procesal Penal en el desarrollo del articulado, así como las nuevas funciones que en materia de personas jurídicas asignó al Ministerio de Justicia la ley N° 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública.

Por otra parte, indica que con la finalidad de encontrar una nomenclatura que determinara qué entendemos por “sector a cargo del Ministerio de Justicia”, terminología ya utilizada en la ley que hoy se modifica, sin definirla y dado que la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado contiene una definición de “sector”, que es necesario acotar al área de competencia del Ministerio de Justicia, se incorpora en el presente proyecto de ley una definición en este sentido.

En relación a las funciones que actualmente desarrolla la Subsecretaría del Ministerio, refiere que éstas continuarán a cargo del Subsecretario de Justicia, quien seguirá prestando asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones del sector a su cargo, además de mantener la responsabilidad de desarrollar la coordinación interna del Ministerio y de ser el subrogante legal del Ministro. Asimismo, informa que se definió un tema largamente pendiente, relativo a señalar quién es el superior jerárquico de las Secretarías Regionales Ministeriales, encomendando esta labor al Subsecretario de Justicia.

Finalmente, señala que se crea un Comité Interministerial de Derechos Humanos, con la finalidad de coordinar las distintas decisiones político institucionales que se adopten en materia de derechos humanos,  conformado por los titulares de las carteras de Justicia, Secretaría General de la Presidencia, Interior y Seguridad Pública, Relaciones Exteriores, Desarrollo Social y el Director del Servicio Nacional de la Mujer, cuya secretaría ejecutiva estará radicada en la Subsecretaría de Derechos Humanos. 

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL
La Comisión acordó invitar a todas las  organizaciones, entidades y especialistas vinculadas al tema de los derechos humanos, interesados en exponer sus planeamientos y observaciones respecto del proyecto de ley en estudio, los cuales están representados de la manera que en cada caso se indica: 
- El Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera.

- La Presidenta de la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos, señora Alicia Lira.

- El Analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Christian Finsterbusch.
- La Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Lorena Fries.

- La Abogado especialista en tema de Derechos Humanos, señora Pamela Pereira. 
- La Presidenta de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, señora Lorena Pizarro. 
- El Representante de la Comisión Chilena de Derechos Humanos, señor Carlos López. 
- El Secretario Nacional de la Asociación de ex Presos Políticos y Familiares de Chile, señor Patricio Negrón.

- La Secretaria Ejecutiva de la Corporación de Promoción y Defensa de los Derechos del Pueblo, señora Alejandra Arriaza.

- El Abogado De la Universidad Diego Portales y el Profesor de Derecho Constitucional, Jorge Contesse.

- El Abogado de la Universidad Andrés Bello, señor Hugo Tórtora. 
- El Director de Extensión y de Relaciones Internacionales de la Facultad de Derecho de la Universidad Alberto Hurtado, señor Rafael Blanco. 
- El Abogado y Juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, señor Eduardo Vio Grossi.

- El Abogado de la Fundación Henry Dunant, señor Jaime Esponda. 
- La Directora Ejecutiva de Amnistía Internacional Sección Chilena, señora Ana Piquer. 
- La Abogada del Programa Seguimiento Legislativo de la Corporación Humanas, señora Camila Maturana. 
- El Presidente del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (MOVILH), señor Rolando Jiménez. 
Del Museo de la Memoria y los Derechos Humanos, su Director, señor Ricardo Brodsky.

- La Presidenta de la Corporación Parque por la Paz Villa Grimaldi, señora Margarita Romero. 
- La Abogado de la Fundación Iguales, señora Constanza Salgado. 
- El Secretario General de la Red Latinoamericana de ONG(s) de Personas con Discapacidad y sus Familias (RIADIS) y por la Unión Nacional de Padres y Amigos de Personas con Discapacidad Mental (UNPADE), señor Enrique Norambuena.

- La Presidenta de la Fundación SAVIA, señora Luz María Yaconi. 
- El Vicepresidente del Capítulo Chileno del Ombudsman, señor Sebastián Cox. 
- El Coordinador del Equipo Jurídico del Observatorio Ciudadano, señor Hernando Silva. 
- La Presidenta de la Agrupación de Familiares de los Detenidos Ejecutados y Desaparecidos del Equipo de Seguridad Presidencia del Doctor Salvador Allende Gossens, señora Soledad Blanco. 
- Por el Colectivo 119 de Familiares y Compañeros: la Presidenta, señora Magdalena Navarrete y el Director de Comunicaciones, señor Marco Chávez. 
- Por los Familiares de ex Prisioneros Políticos Fallecidos, la Presidenta, señora Haydee Oberreuter. 
- Por la Agrupación de ex Menores, la Presidenta, señora Viviana Fernández.

- Por la Brigada de ex Prisioneros Políticos Socialista, el Presidente, señor Manuel Jiménez.
Además, enviaron su opinión por escrito el Doctor Claudio Nash Rojas, Director del Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, y el Centro de Padres y Apoderados del Instituto Nacional, José Miguel Carrera, cuyos textos se consignan al final de las exposiciones de los invitados mencionados. 
Asimismo, cabe señalar que  los documentos acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y que una copia de ellos se encuentra a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
Al iniciar la discusión de este proyecto de ley, el señor Ministro de Justicia, luego de acompañar su presentación por escrito, agradeció a la Comisión su buena disposición para iniciar el estudio de este proyecto de ley y destacó el anhelo de S.E. el Presidente de la República de dar una pronta tramitación a esta iniciativa legal con el objeto de poder implementarla dentro de su mandato presidencial.
Posteriormente, informó que han estudiado la experiencia comparada de diversos países latinoamericanos, presentando un mapa en el cual se individualizan  los Estados que cuentan con unidades especializadas para abordar el tema de los derechos humanos, ya sean Subsecretarías, Direcciones, Secretarías Especiales o Consejos Nacionales de Derechos Humanos. 

En el caso particular de nuestro país, señaló que optaron por la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos, porque que permitirá tratar a los derechos humanos de manera transversal, reflejando la mayor relevancia que han adquirido en los últimos años tanto a nivel internacional como nacional.

En efecto, precisó que se requiere de un órgano estatal con un alto nivel de especificidad y con una mayor formación en la materia. Argumentó que además de conocer el contenido de los convenios internacionales, se requiere manejar una práctica, un lenguaje y una dinámica internacional, lo que sin duda torna más complejo su tratamiento. Es necesario que  el Estado disponga de un conjunto de personas dedicadas a estas materias, que coordinen y elaboren los informes y las respuestas que los organismos solicitan y concilien la opinión del aparato estatal, a fin generar  consenso respecto de la postura que debe adoptar el Estado.

Por lo anterior, resaltó, la creación de una Subsecretaría se justifica por la especialidad de la materia, la complejidad de sus temas y la necesidad de alcanzar un mayor grado de coordinación y  de sistematización al interior del Estado, sumado a la obligación de implementar en el derecho interno los compromisos internacionales suscritos por Chile.

Asimismo, continuó, proponen que esta Subsecretaría de Derechos Humanos esté vinculada al Ministerio de Justicia. Para lo cual  deberán modificar la Ley Orgánica de dicha Cartera,  oportunidad en que también se  realizarán algunas adecuaciones a esta normativa, sin perder de vista que el objetivo principal de esta iniciativa legal es regular la creación de esta Subsecretaría y  sus funciones.

Complementó que el objetivo general de este proyecto de ley es crear un órgano público que proponga y coordine las políticas públicas en el ámbito de los derechos humanos. Sobre este punto, aclaró a Sus Señorías que no se trata de un servicio público que gestione la entrega de beneficios a los ciudadanos, sino que  de una Subsecretaría que proponga y coordine las políticas públicas en la materia. Además, refirió que esta Subsecretaría asesorará directamente al Ministro de Justicia en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción de los derechos humanos. Señaló, también, que el Subsecretario se convertirá en el colaborador inmediato del Ministro de Justicia, quien además le corresponderá asumir la representación de esta Cartera, en ausencia del Subsecretario de Justicia.

A continuación, enunció las funciones que tendrá la Subsecretaría de Derechos Humanos:

1.- Proponer políticas públicas referidas a la promoción de los derechos humanos.
2.- Colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos en la elaboración de un Plan Nacional de Derechos Humanos. Al respecto, refirió que los organismos internacionales buscan que los Estados se involucren en el tema de los derechos humanos, diseñando un plan nacional con decisiones de mediano y de largo plazo.

3.- Asistir al Ministro de Justicia en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de derechos humanos, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.
4.- Promover la participación de los distintos órganos de la Administración del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo, colaborando con la función desarrollada por el Comité Interministerial de Derechos Humanos.
5.- Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en derechos humanos y coordinar su defensa con otros organismos públicos, en los litigios o procedimientos derivados de los mismos y asumir la defensa técnica del Estado, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores. Sobre este punto, precisó que falta una entidad que reciba y procese las quejas y denuncias, para estudiar su admisibilidad y la posibilidad de llegar a un acuerdo. En efecto, recalcó que la idea es que exista un responsable del Estado frente a los reclamos y denuncias, y que en caso de que no sea posible arribar a un acuerdo exista un ente que coordine la defensa.  Asimismo, explicó, se propone que también asuma la defensa técnica del Estado, lo que implicará que la representación internacional del Estado seguirá a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores, no así su defensa, la que será asumida por esta Subsecretaría.

6.- Coordinar, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos y resoluciones obligatorias originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos. La idea, continuó, es evitar que el Estado chileno sea apremiado por incumplir sus obligaciones internacionales.

7.- Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.
8.- Colaborar con el Ministro en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los derechos humanos.

9.- Proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos para el sector público, y

10.- Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.

Luego, el señor Ministro de Justicia hizo presente a Sus Señorías que las funciones enumeradas, no interfieren en el ámbito de competencia del Instituto Nacional de Derechos Humanos, argumentando que la labor del Instituto está más enfocada hacia la sociedad civil; en cambio, la Subsecretaría tendrá la función de representar al Estado de Chile, además, de coordinar e implementar la labor del Estado en materia de derechos humanos.

Por otra parte, señaló  que mediante este proyecto  se propone la creación de un Comité Interministerial de Derechos Humanos, que  coordinará al personal especializado en cada Ministerio en esa área. Sobre el particular, sostuvo que hubo opiniones a favor y en contra a su respecto, y que en un primer momento incluso se planteó que en cada Ministerio existiera un veedor de derechos humanos. No obstante lo anterior, se optó por crear un Comité Interministerial para evitar una excesiva burocratización. El objetivo, continuó, es tener una instancia a un nivel superior que coordine y oriente la postura del Estado, ya que la Subsecretaría de Derechos Humanos únicamente propondrá políticas en materia de derechos humanos, pero será el órgano encargado de implementarlas. Precisó que el Comité estará integrado por el Ministro de Justicia, quien lo presidirá,  y los Ministros de la Secretaría General de la Presidencia,  del Interior y Seguridad Pública;  de Relaciones Exteriores;  de Desarrollo Social, y por el Director del Servicio Nacional de la Mujer.
Destacó, que esta propuesta, asume las experiencias exitosas de otros comités interministeriales y, a continuación, señaló las funciones que les corresponderá a dicho Comité Interministerial de Derechos Humanos:

1.- Conocer las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia en materia de derechos humanos que hayan de ser aplicadas intersectorialmente.
2.- Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en materia de derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y las adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia.
3.- Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en las políticas públicas para ser diseñadas o propuestas en materia de derechos humanos por el Ministerio de Justicia, proponiendo el contenido del Plan Nacional de Derechos Humanos.
4.- Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Al respecto, comentó que esta función tiene que conducir hacia políticas de autorregulación y de autoevaluación. La idea, continuó, es que el Estado conozca formalmente los informes que elabore el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

5.- Conocer el programa de formación y de fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos para el sector público, propuesto por el Ministerio de Justicia.
6.- Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.

En cuanto a la modificación de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, reiteró que aprovecharán esta ocasión para modernizar la nomenclatura que hoy tiene el Ministerio de Justicia, ya que la actual, previa a la reforma procesal penal.  Precisó que, entre otros temas,  incorpora una definición de lo que se entiende por “el sector de Justicia”, y señala quién será el subrogante del Ministro y el superior jerárquico de los SEREMIS. En todo caso, acotó que se trata a temas de menor jerarquía. Por último, precisó que a través de un reglamento se determinará el número de divisiones, y el número y la organización de los departamentos y secciones que tendrá el nuevo Ministerio de Justicia.
A continuación, la Comisión recibió en audiencia a la Presidenta de la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos, señora Alicia Lira, quien junto con  acompañar su presentación por escrito,  señaló que la Agrupación que representa desde la época de la dictadura militar hasta nuestros días, ha velado por la verdad y la justicia plena en nuestro país. En efecto, destacó, la verdad y la justicia son valores que no se alcanzaron durante la dictadura militar y aún prosiguen en su lucha por alcanzarlos, a pesar de que ya han transcurrido varios años desde que se retornó a la democracia. Recalcó que las graves violaciones a los derechos humanos que se experimentaron en el pasado los han forzado para seguir en la búsqueda y en la implementación de mecanismos jurídicos idóneos, para impedir que se sigan cometiendo este tipo de crímenes por agentes del Estado.

Posteriormente, hizo presente que los derechos humanos son el pilar fundamental del desarrollo de la humanidad, que encuentra su base en la dignidad intrínseca del ser humano. Acotó que así son reconocidos en diversos instrumentos internacionales sobre derechos humanos, ratificados por Chile, y recogidos como elemento esencial en el Informe Rettig, y que es deber del Estado respetar tales derechos.

En esta misma línea, indicó que se han cumplido veintidós años del retorno a la democracia y  aún estos derechos no se respetan en su integridad, incumpliéndose las normas de derecho internacional y las recomendaciones expuestas en el Informe Rettig. Además, reparó que no se han escuchado a las agrupaciones de derechos humanos, que mucho tienen que decir en la materia. 

En cuanto al presente proyecto de ley, lamentó que la Agrupación que dirige no ha tenido ninguna injerencia en el mismo y que, a pesar de  su desconfianza, debido a la constante denegación de justicia que han sufrido por más de veintidós años,  desean aportar algunas ideas que ayuden a enriquecer la presente iniciativa legal. Al efecto, presentó las siguientes observaciones:

1.- Necesidad de constituir a la Subsecretaría de Derechos Humanos como un agente real y eficiente en la promoción y en la defensa de los derechos humanos en el país.

2.- En el plano educacional, solicitó que el estudio de los derechos humanos sea promovido e implementado en la enseñanza básica, media y en la universitaria, incluyéndola en los textos y mallas curriculares, punto que fue considerado en el Informe Rettig.

3.- En el ámbito internacional, sugirió que esta Subsecretaría vele porque el Estado de Chile ratifique todos los tratados y convenios internacionales sobre derechos humanos,  como el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Contra la Mujer, en el marco del Sistema Universal de Protección de los derechos humanos. Además, propuso que esta Subsecretaría vele por el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación internacional de adecuar la normativa interna a los preceptos de los tratados internacionales sobre derechos humanos.

4.- Autorizar a la Subsecretaría de Derechos Humanos para recibir las consultas formuladas por organismos internacionales sobre derechos humanos, cuando corresponda, y a responder de manera directa y rápida. Lo anterior, con el objeto de dar  real cumplimiento a las Observaciones formuladas al Estado de Chile en materia de Derecho Internacional de los Derechos Humanos y no dilatar su cumplimiento, que condenan al Estado por denegación de justicia.

5.- Establecer que la Subsecretaría de Derechos Humanos cuente con una Oficina Jurídica, que asista a las personas que sufren violaciones de los derechos humanos, cometidos por agentes del Estado y por particulares, con o sin la anuencia de los agentes del Estado. Asimismo, indicó que esta Subsecretaría debería estar facultada para querellarse por aquellos delitos que se cometan, puesto que por ley el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública no está facultado para hacerlo. 

6.- Recurrir a los modelos de Argentina y Paraguay, en los cuales  la Subsecretaría de Derechos Humanos coordina las acciones gubernamentales en materia de garantías fundamentales, desarrolla labores de promoción y de protección de los mismos, e incluye la Memoria Histórica, mediante el rescate y la mantención de los lugares en que se hizo desaparecer, se asesinó o se torturó a las personas. Agregó que el Estado debe asegurar la instalación de, al menos, una sede para las agrupaciones de familiares de víctimas del terrorismo de Estado.

7.- Por último, sugirió mantener en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública el Programa de Derechos Humanos.

Posteriormente, expuso el Analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Christián Finsterbusch, quien acompañó su presentación por escrito, e informó que realizó un estudio de derecho comparado acerca de las Subsecretaría de Derechos Humanos que existen en Argentina, Brasil y México y de otros servicios con características similares en Colombia, Perú y Francia. Explicó que utilizó los siguientes criterios de análisis: el tipo de institucionalidad y su dependencia con otro órgano gubernamental; las funciones que ejerce; su estructura orgánica; la aprobación de un plan nacional de derechos humanos, y la existencia de un comité inter orgánico o interministerial de carácter asesor.

Con respecto a la institucionalidad existente, señaló que en Argentina existe una Subsecretaría de Derechos Humanos que depende del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. En el caso de Brasil, continuó, se creó una Secretaría Especial de Derechos Humanos, que depende del Ministerio de la Presidencia de la República y,  en México se implementó una Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y de Derechos Humanos, dependiente de la Secretaría de Gobernación.

Con respecto a las funciones que desempeña, refirió que la Subsecretaría de Derechos Humanos de Argentina tiene la función de asistir al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en la elaboración y en la ejecución de las políticas sobre derechos humanos, así como en su promoción y supervisión. Además, coordina el quehacer del Ministerio con otros órganos estatales, como el Defensor del Pueblo. 

Por su parte, la Secretaría Especial de Derechos Humanos de Brasil es la entidad responsable de las políticas interministeriales e intersectoriales destinadas a promover y proteger los derechos humanos.  A su vez, explicó que la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y de Derechos Humanos de México se encarga de vigilar la legalidad de los actos, de impulsar las políticas de respeto y de promoción de los derechos humanos a nivel federal.

En relación a la estructura orgánica, indicó que la Subsecretaría de Derechos Humanos de Argentina cuenta con seis divisiones administrativas que, en términos generales, se relacionan con la promoción, protección y con la realización de estudios en la temática de los derechos humanos. Destacó que le corresponde la representación de Argentina ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos y que a través de su Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos en Materia de Derechos Humanos presta asesoramiento y patrocinio letrado en los asuntos de carácter jurídico de su competencia. Asimismo, señaló que debe hacerse parte ante los organismos jurisdiccionales internacionales, nacionales, provinciales o municipales cuando se trate asuntos sobre violaciones a los derechos humanos. Además, precisó que tiene la responsabilidad de elaborar y proponer políticas de educación, formación y desarrollo cultural vinculados a los derechos humanos, y de la planificación y ejecución de estudios e investigaciones para proponer la adecuación de la normativa nacional, provincial y municipal a la normativa internacional vigente en materia de promoción y respecto de los derechos humanos. Agregó que su Departamento de Coordinación Técnico Administrativo presta apoyo administrativo para el cumplimiento de las funciones de esta Subsecretaría. También, comentó que se vincula con otras instituciones, que si bien no forman parte de esta Subsecretaría sí integran el sector de los derechos humanos, teniendo una dependencia desconcentrada y descentralizada con la misma, como el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI), el Archivo de la Memoria y la Comisión Nacional de Derecho a la Identidad (CONADI).

En lo concerniente a la estructura de la Secretaría Especial de Derechos Humanos de Brasil, hizo presente que sus principales funciones se relacionan con la promoción de los derechos humamos, con la coordinación de alianzas entre el poder legislativo y judicial, con los estados y municipios, las organizaciones internacionales y la sociedad civil y con el actuar del Defensor del Pueblo en las temáticas de los derechos humanos. Indicó que esta Secretaría tiene una orgánica interna estructurada en órganos sectoriales dependientes y en órganos colegiados con participación de la sociedad civil. 

Respecto de la representación internacional del Estado, particularmente ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sostuvo que la información no es precisa, pero que del análisis de las sentencias de dicha Corte constató que ésta corresponde al Ministerio de Relaciones Exteriores en conjunto con la Secretaría Especial de Derechos Humanos. 

Luego, comentó que en esta Secretaría existen los siguientes órganos de asistencia directa e inmediata al Ministro: el Gabinete de Ministros, que tiene la función de representación, coordinación programática y de planificación y supervisión de las funciones de la Secretaría; el Defensor General de la Ciudadanía, órgano que asiste a la Secretaría de Derechos Humanos y que tiene la autoridad de Defensor del Pueblo, que atiende quejas y reclamos de los ciudadanos y les da una solución; la Coordinación Nacional para la Integración de las Personas con Discapacidad, encargada de coordinar las acciones y medidas del gobierno para proteger los derechos de los discapacitados. 

Además, explicó,  existen órganos específicos que atienden temáticas particulares, a saber: la Secretaría de la Gestión de la Política de los Derechos Humanos; la Secretaría para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos y la Secretaría Nacional para la Promoción de los Derechos del Niño y del Adolescente. Por otra parte, sostuvo que existen órganos colegiados que ejercen funciones en el ámbito de los derechos humanos, integrados por miembros del gobierno y de la sociedad civil, tales como: El Consejo para la Defensa de los Derechos Humanos; el Consejo Nacional de los Derechos de las Personas de Edad Avanzada; el Consejo Nacional de Lucha contra la Discriminación y Promoción de los Derechos de Lesbianas, Gays, Bisexuales y Transexuales; el Consejo Nacional de los Derechos del Niño y del Adolescente; el Consejo Nacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad, y el Comité Nacional para la Educación en Derechos Humanos.

Con respecto a la estructura de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y de Derechos Humanos de México, en primer lugar refirió que consta de dos unidades: la Unidad de Promoción y Defensa de los Derechos Humanos y la Unidad de Asuntos Jurídicos. La primera, continuó, coordina la promoción y defensa de los derechos humanos en la administración pública federal, a fin de generar una política nacional de derechos humanos, y servir de enlace con la Comisión Nacional de los Derechos humanos y las demás instituciones y organizaciones nacionales e internacionales en la materia. La segunda, precisó, tiene la misión de asesorar, dictaminar y defender jurídicamente los actos en que interviene la Secretaría de Gobernación para el beneficio de la sociedad. Luego, mencionó a la Comisión Nacional de Derechos Humanos, ente de rango constitucional, que cuenta con personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía presupuestaria y de gestión, cuya función es la promoción, estudio y divulgación de los derechos humanos, equivalente a un Defensor del Pueblo, puesto que recibe quejas de presuntas violaciones a los derechos humanos, conoce e investiga y formula recomendaciones no vinculatorias. 

En seguida, informó que Argentina, Brasil y Méjico cuentan con un Plan Nacional de Derechos Humanos. En efecto, precisó que en Argentina existe un Plan Nacional de Derechos Humanos aprobado en el año 2010, en tanto, en Brasil lo tiene desde el año 1996, actualmente, están aplicando el tercer Programa Nacional de Derechos Humanos. En el caso de México, continuó, están implementando el Programa de Derechos Humanos 2008 a 2012.

En lo que respecta a la existencia de Comités Interministeriales, señaló que Argentina no cuenta con un comité interministerial propiamente tal, pero sí con un Consejo Federal de Derechos Humanos, que propicia la creación de instituciones gubernamentales de derechos humanos en las provincias y que convoca a las organizaciones civiles para recopilar información acerca de la situación de los derechos humanos en cada provincia.

En el caso de Brasil, comentó que existe un Comité Coordinador para el Seguimiento y Monitoreo del Programa Nacional de Derechos Humanos, integrado por representantes de las Secretarías y de los Ministerios, con una función netamente consultiva. Precisó que en México no existe un comité interministerial de derechos humanos.

Posteriormente, se refirió al caso de Colombia, país que no cuenta con una Subsecretaría de Derechos Humanos, pero sí con una Dirección de Derechos Humanos, del Viceministro de Participación e Igualdad de Derecho, del Ministerio del Interior, que coordina el sector público y trabaja de manera complementaria con el Programa Presidencial de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario, que tiene a su cargo el diseño e implementación de la política en esta materia. Además, indicó que existe una Procuraduría General de la Nación y una Comisión Intersectorial Permanente para la Coordinación y Seguimiento de la Política Nacional en materia de Derechos Humanos, de carácter interministerial y consultivo. 

En seguida, informó que en Perú existe un Consejo Nacional de Derechos Humanos, órgano interministerial, cuyos acuerdos son vinculantes, que es presidido por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, y que cuenta una Dirección de Promoción y Difusión de los Derechos Humanos. Además, comentó que existe una Comisión Nacional de Estudio y Aplicación del Derecho Internacional Humanitario, que es un órgano colegiado de carácter consultivo, encargado de canalizar la implementación de medidas nacionales de aplicación y de observancia del Derecho Internacional Humanitario, limita los conflictos armados y brinda protección a las personas que no participan en este tipo de conflictos. Agregó que las dos entidades antes mencionadas se radican en el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, pero el ente que coordina el sector es el Consejo Nacional de Derechos Humanos, el cual posee todas las facultades para articular el sistema de promoción de los derechos humanos nacionales, mediante diversas políticas y programas que desarrolla. Además, complementó que es el órgano que diseña e implementa el Plan Nacional de Derechos Humanos.

Luego, mencionó el caso de Francia, en el cual existen dos órganos colegiados en materia de derechos humanos, a saber: la Comisión Consultiva de Derechos Humanos y la Subdirección de Derechos Humanos y Asuntos Humanitarios, de la Dirección Jurídica, del Ministerio de Relaciones Exteriores y Europeos. Además, existe un Defensor de Derechos, que promueve los derechos de los niños, la lucha contra las discriminaciones y promueve la igualdad. Luego, hizo notar a Sus Señorías que el modelo francés no prevé la existencia de una institución que de manera programática diseñe una política pública en derechos humanos, ni realice acciones para articular al sector. Sin perjuicio de lo anterior, precisó que la institución que adquiere mayor relevancia en este ámbito es el Defensor de Derechos. También, indicó que en Francia no existe un Plan Nacional de Derechos Humanos propiamente tal, no obstante acotó que la Comisión Consultiva de Derechos Humanos elabora un plan de acción en la materia.

Por último, formuló las siguientes conclusiones:

1.- La institucionalidad más parecida a la planteada en el presente proyecto de ley es la de la Subsecretaría de Derechos Humanos de Argentina.

2.- La Secretaría Especial de Derechos Humanos de Brasil es la que presenta una mayor complejidad orgánica, es decir, es la más completa y específica.

3.- En los países en donde existe una Subsecretaría de Derechos Humanos, la política respecto de los derechos humanos es regulada por este órgano.

4.- En los países en donde no existe una Subsecretaría de Derechos Humanos, no existe un ente que coordine a los órganos de gobierno con las organizaciones autónomas.

5.- En la mayoría de los países existen planes nacionales de derechos humanos.

6.- Todas las Subsecretarías de Derechos Humanos tienen como función principal la promoción, el estudio y la protección de las garantías fundamentales.

7.- En ninguno de los casos consultados existen Comités Interministerial de Derechos Humanos propiamente tales, sin embargo sí cuentan con órganos asesores, con funciones consultivas y de planificación.

8.- En Colombia, Perú y Francia los órganos vinculados a los derechos humanos poseen además funciones en el ámbito del Derecho Humanitario, dándole también relevancia a esta rama del Derecho.

A continuación, la Honorable Senadora señora Pérez agradeció la asistencia del señor Ministro de Justicia en esta sesión y comentó que hace varios meses S.E. el Presidente de la República anunció la presentación de esta iniciativa legal. En seguida, expresó que se siente orgullosa de que sea bajo el mandato de este Presidente de la República que se presenta este proyecto de ley que, en líneas generales, permitirá que el Ministerio de Justica cuente con una Subsecretaría encargada de diseñar, impulsar y de promover políticas públicas de defensa de los derechos humanos. Luego, expuso que en los últimos años esta Comisión se ha esforzado en tener una agenda modernizadora en materia de derechos humanos, con la finalidad de promover e impulsar políticas públicas que demuestren que los derechos humanos tienen una gran dimensión en el desarrollo de las personas y que una de ellas es, precisamente, luchar contra la violencia política y la discriminación arbitraria. Por esto, valoró que esta iniciativa legal se vincule con el proyecto de ley contra discriminación, el cual también cuenta con todo el apoyo del actual Gobierno y que tiene por objetivo que ninguna persona pueda ser discriminada en forma arbitraria por razones étnicas, sociales, religiosas, políticas, entre otras. En esta misma línea, consideró que es fundamental fomentar una educación, que enseñe el respecto a los derechos humanos como valores integrados.
Por lo anterior, calificó de gran importancia para la ciudadanía la creación de esta Subsecretaría, porque se trata de un vital avance por parte de este Gobierno, ya que establece que el Ministerio de Justicia tendrá bajo la esfera de su competencia la responsabilidad de evitar la vulneración de los derechos humanos. Además, destacó que este proyecto de ley facultará a la Subsecretaría a proponer las políticas públicas que promuevan y protejan los derechos de las personas y que permitirá la creación de un Comité Interministerial del área, que será el encargado de elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos. En este contexto, precisó que los derechos humanos deben ser entendidos en el escenario de una agenda moderna, que cautele la vulneración de los derechos de las personas.
Asimismo, indicó que este proyecto de ley optimizará la gestión del Estado en materia de derechos humanos, al concentrar las funciones de proposición y de coordinación de las políticas públicas en el ámbito de los derechos humanos, que hoy se ejerce por diversos órganos, como el Ministerio de Relaciones Exteriores o el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Además, destacó que esta iniciativa legal permitirá modernizar el actual Ministerio de Justicia, cuya Ley Orgánica data de 1980. Posteriormente, agradeció el aporte de los expositores que han recibido en audiencia en esta sesión y destacó la labor que ha desempeñado el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, por ser uno de los impulsores de esta iniciativa legal. 
No obstante lo anterior, formuló las siguientes observaciones. En primer lugar, sugirió, mediante  este proyecto de ley, modificar el nombre del Ministerio de Justicia,  denominándolo “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”, a fin de realzar la importancia que  le está dando  el país a los derechos humanos. Por otra parte, indicó que es importante definir el rol de la Subsecretaría de Derechos Humanos, para evitar que se constituya en un mero apéndice del Ministerio de Justicia y, en este mismo sentido, anunció que presentará una indicación para relevar la importancia del Subsecretario de Derechos Humanos dentro del Comité Interministerial, a fin de entregarle un rol más protagónico, similar al que tendrán los Ministros que integrarán esta entidad. Por todo lo anterior, resaltó que esta Comisión debe afanarse en aprobar una Subsecretaría de Derechos Humanos con el rango que le corresponde, recogiendo la experiencia de otros países y del nuestro, trayendo a colación el caso de la Jueza Karen Atala en el rol que debe tener el Estado de Chile en materia de derechos humanos.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, luego de agradecer las palabras de la Honorable Senadora señora Pérez y del Ejecutivo, informó que en el año 2010 le planteó al ex Ministro de Justica, señor Felipe Bulnes, la necesidad de que Chile contara con una Subsecretaría de Derechos Humanos dentro del Ministerio de Justicia, inquietud que fue compartida por este Gobierno, y que fue anunciada el pasado 21 de mayo. Por tal motivo, manifestó su apoyo al presente proyecto de ley y valoró que haya sido presentado en el Senado, porque refleja que el Ejecutivo reconoce el compromiso que tienen los integrantes de esta Comisión por avanzar en el tratamiento de los derechos humanos.

En seguida, comentó que junto al Ministerio de Justicia y la Cancillería realizaron un seminario en el que participó el señor Vicepresidente de Colombia, quien transmitió su experiencia institucional en materia de derechos humanos. Agregó que, también, participaron representantes de la Unión Europea, quienes manifestaron un gran interés en el desarrollo de esta iniciativa.  Al mismo tiempo, indicó que conversaron con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, quien expresó algunas aprensiones, en el sentido de que esta nueva entidad pudiera desplazar al Instituto. A este respecto, resaltó que la Subsecretaría de Derechos Humanos y el Instituto Nacional de Derechos Humanos tendrán funciones distintas, ya que el Instituto se encarga de representar a la sociedad civil frente a los organismos del Estado, mientras que la Subsecretaría asumirá la función de coordinar la política del Estado en el tema de los derechos humanos. Además, informó que tuvieron varias reuniones con diversos especialistas en la materia, y a modo de ejemplo mencionó al destacado jurista José Zalaquett. En fin, señaló que ha habido un clima de debate bastante positivo y que se siente orgulloso de haber sido parte de los propulsores de este proyecto de ley. En esta misma línea, indicó que valora que este Gobierno lo impulse y destacó la necesidad de que sea implementado a lo mayor brevedad posible, ya que consideró que nuestro país tiene una deuda en esta materia desde una perspectiva institucional y que este tema debe ser abordado con una visión de futuro para enfrentar el tema de los derechos humanos hacia adelante, sin perjuicio del deber que tiene el Estado de preservar la memoria histórica de nuestro país.

Asimismo, indicó que existen varios aspectos en materia de derechos humanos que el país debe abordar, como los casos de discriminación con el mundo indígena, con los adultos mayores, con la situación de los internos en las cárceles, entre otros. Acotó que Chile debe promover una cultura de los derechos humanos y que hasta hoy día no ha existido un ente del Gobierno que se ocupe institucionalmente de promocionar los derechos humanos. Por esto, valoró el contenido de este proyecto de ley y anunció su voto favorable a la idea de legislar, sin perjuicio de que formuló las siguientes observaciones:

1.- Compartió lo expuesto por la Honorable Senadora señora Pérez respecto de la necesidad de modificar el nombre del Ministerio de Justicia por Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

2.- En cuanto al Plan Nacional de Derechos Humanos, observó que debería asumirse como un compromiso institucional de mediano plazo o, al menos, como un plan bianual, de manera que todos los gobiernos puedan tener la oportunidad de revisar su plan y fomentar una acción más coordinada entre los Ministerios que integran el Comité Interministerial de Derechos Humanos, lo que, además, permitirá hacerse cargo de las inquietudes y observaciones que presente anualmente el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

3.- Con respecto a la obligación de dar cuenta de la gestión del Comité y de la Subsecretaría, destacó lo crucial de este punto  desde la perspectiva de la transparencia y del acceso a la información y precisó que todas las instituciones públicas deberían rendir, en forma proactiva, cuenta de su quehacer.

4.- Sugirió definir en forma más precisa la función de defensa que se entrega a la Subsecretaría de Derechos Humanos, respecto a si existe alguna correlación con la tarea de representación que tiene el Ministerio de Relaciones Exteriores y con la gestión que ejerce el Consejo de Defensa del Estado, u otro organismo con el cual pudiera producirse una superposición de funciones. Sobre este punto, consultó por qué restringirse únicamente a la defensa y si cabe la alternativa de que el Gobierno admita que ha existido una infracción a los derechos humanos. Opinó que debería también existir una instancia que evalúe las acusaciones que se formulen, al igual que las denuncias que se presenten por  incumplimiento de un tratado.

5.- Suprimir la División de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, porque la Subsecretaría de Derechos Humanos será el ente responsable que deberá informar sobre el cumplimiento de los tratados de derechos humanos, aunque reconoció que esto podría generar algunos conflictos con los funcionarios de la Cancillería.

6.- En relación a los estudios, planes y programas de promoción de los derechos humanos, indicó que se debería ser más explícito en la coordinación con el Ministerio de Educación, y

7.- Solicitó mayores antecedentes sobre la estructura que tendrá esta Subsecretaría, su organización interna y planta.

Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier hizo notar que no comparte el presente proyecto de ley, puesto que lo calificó de escuálido. Luego, consideró que la denominación de Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, es insuficiente para un órgano que también es el responsable del sistema carcelario y de la infancia, ya que el cambio de nombre de esta Cartera conlleva a una reflexión más profunda. En todo caso, reconoció que existe una voluntad política de que el Estado se haga cargo de este tema, sin perjuicio de lo cual, apuntó, le interesa avanzar hacia una nueva fase de nuestra institucionalidad. En efecto, precisó que si éste es el espíritu de este proyecto de ley no tendría ninguna duda de concurrir con su apoyo a una propuesta integral, que logre por ejemplo darle un mayor grado de autonomía al Instituto Nacional de Derechos Humanos, ya que hoy tiene graves dificultades para su reconocimiento internacional, porque no goza de plena independencia. En esta misma línea, resaltó que ésta podría ser la oportunidad para revisar toda la institucionalidad del Estado chileno, a fin de fortalecer al ente que defiende a los ciudadanos y al órgano del Estado que coordinará y promoverá las políticas en materia de los derechos humanos, que, a su vez, asuma la responsabilidad de difundirlo, lo que en su opinión no está contenido en el presente proyecto de ley, lo que se constata, por ejemplo, en que no se hace partícipe al Ministerio de Educación, ni a Carabineros de Chile en la educación de los derechos fundamentales. Puntualizó la importancia de precisar el rol que queremos para esta instancia y consideró que se requiere de un cambio cultural más profundo y observó que este proyecto de ley no incluye ninguno de los puntos antes mencionados, por lo que adelantó que espera tener un debate más a fondo de lo que se pretende alcanzar en materia de derechos humanos y enfatizó que no está disponible para apoyar un simple maquillaje de la institucionalidad vigente. 

Refirió que como miembro de la Unión Interparlamentaria de Derechos Humanos desde hace cinco años, ha podido constatar que la legislación comparada demuestra que la estructura democrática no asegura que un Estado respete en forma más efectiva a los derechos humanos y que la experiencia latinoamericana tampoco ha sido la mejor. En efecto, precisó que la estructura burocrática no garantiza la promoción de los derechos humanos. En Europa, prosiguió, a pesar de no contar con este tipo de institucionalidad, sí tienen una cultura generalizada de respeto a los derechos humanos. 

Luego, señaló que la Cancillería necesita mantener un órgano especializado en materia de derechos humanos, porque estos temas se vinculan al derecho internacional. Aclaró que no se debe confundir el rol que cumplirá la Subsecretaría de Derechos Humanos y circunscribir sólo a este servicio la función de promover el respeto a los derechos humanos, ya que es deber del Estado amparar y garantizar la promoción de los derechos fundamentales de primera, segunda y de tercera generación. En este sentido, resaltó que el Ministerio de Relaciones Exteriores debe mantener su función de coordinador de las políticas en materia de derechos humanos y de representar al Estado en el ámbito internacional, lo que no obstará a que la Subsecretaría se relacione con la Cancillería para efectos de elaborar los informes que los organismos internacionales requieran.

Posteriormente, manifestó su inquietud por conocer el presupuesto destinado a crear esta Subsecretaría y sus alcances, ya que estimó escuálido lo informado por la Dirección de Presupuestos. Del mismo modo, apoyó los planteamientos formulados por la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos y señaló en los últimos años se ha intentado eliminar o rebajar el presupuesto destinado a los Museos de La Memoria, lo que evidencia que el Gobierno ya  no se siente responsable de la promoción y de la mantención de esta memoria. Lo anterior, dijo,  justifica  su actitud tan crítica respecto del presente proyecto de ley, ya que vislumbra que únicamente se trata de un maquillaje del sistema actual imperante.

En este contexto, insistió que no es partidario de cambiar el nombre del Ministerio de Justicia, porque no percibe un compromiso real de parte de esa Cartera de Estado por promover los derechos humanos. En efecto, comentó que la Conferencia Episcopal ha colocado como segundo punto de su agenda el tema de la infancia, debido al cierre de numerosos Centros de Acogida, fundado en la desastrosa política del SENAME y en la abismante reducción de los recursos destinados a este programa. Llamó la atención a que existe un grave problema de política pública y que se está retrocediendo en materia de protección de menores, debido a un problema netamente presupuestario.

Por otra parte, pidió precisar el rol que cumplirá el Consejo de Defensa del Estado en el tema de la defensa del Estado frente a los reclamos que realizan  los ciudadanos por haber sido violentados en sus derechos. En efecto, reparó que esta entidad asume la defensa del Estado chileno y, en estos casos juega, un doble rol. En su opinión, el Consejo de Defensa del Estado ha tenido un comportamiento inapropiado, porque impide que se entreguen recursos para reparar los daños causados por agentes del Estado, prolongando las causas por varios años, transformándose en un obstáculo para ejercer un derecho de reparación. En este sentido, arguyó que sería interesante precisar dónde se establecerá el equilibrio en el proyecto de ley en estudio, no obstante reconocer que es bastante difícil de lograr. Por lo anterior, reiteró que la defensa de los derechos de los ciudadanos le corresponde al Instituto Nacional de Derechos Humanos y no a la Subsecretaría de Derechos Humanos. Enfatizó la importancia de precisar todos estos puntos y advirtió que esto no sólo se vincula al tema de las violaciones históricas a los derechos humanos, sino que se relaciona con las políticas públicas de carácter permanente. 

Subrayó que le interesa conocer si este proyecto de ley es sólo para facilitar el trabajo interno o si objetivamente se constituirá en un esfuerzo por fortalecer la responsabilidad del Estado en  garantizar los derechos humanos en nuestro país. En ese sentido, precisó que se necesitan aprobar facultades más efectivas para asegurar que los órganos del Estado cumplan su responsabilidad y que, en el caso en que existen denuncias de violación a los derechos humanos por parte de agentes del Estado, existan los mecanismos para corregir, compensar o rectificar el daño causado. Reiteró que se deberá indicar la frontera de la Subsecretaría del ramo con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, que representa a la sociedad civil y que debería ser cada vez más autónomo. 

Insistió en que el presupuesto asignado a esta nueva institucionalidad es bastante acotado, considerando que se trata de una función tan relevante. Por eso, indicó que se deberá definir cuál es la intención final de la Subsecretaría, si generará un mecanismo para que el Estado asuma una nueva responsabilidad en la segunda década del siglo XXI o si sólo será una mera instancia de coordinación. Agregó que no existe un compromiso del Estado por establecer políticas de promoción de los derechos humanos, así como tampoco de impulsar la educación de estos principios en nuestra sociedad. Del mismo modo, continuó, no está claro que se garantice la memoria de lo que ha pasado sobre estas materias, porque no existen presupuestos permanentes para estas funciones. Acotó que en las próximas dos o tres sesiones dilucidarán sobre esta iniciativa legal, para luego votar este proyecto de ley en general. Anticipó que invitarán, en las próximas sesiones, a los representantes del mundo de los derechos humanos y de la academia, y que finalmente se reunirán con la señora Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Por último, pidió una evaluación del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y la opinión del señor Ministro de Justicia sobre su mantención o traslado a la Subsecretaría de Derechos Humanos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán consideró que el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública también debería integrarse a la Subsecretaría de Derechos Humanos.

El señor Ministro de Justicia explicó que la Subsecretaría de Derechos Humanos se plantea en un momento en el cual ya existen diversos planes, programas y atribuciones concedidas en materia de derechos humanos, por lo cual al crear esta Subsecretaría, necesariamente, se ven enfrentados a la posibilidad de traspasar estos programas a este nuevo servicio. En cuanto a la desaparición de la División de Derechos Humanos de la Cancillería, indicó que no tiene ningún inconveniente en fusionarla con la División Jurídica de dicha Cartera o de mantenerla como hoy está, pero desempeñando funciones distintas a las que actualmente ejerce. Luego, recalcó que se trata de una Subsecretaría para la definición de políticas y para asumir la coordinación y representación del Estado, y no de un servicio público que otorgue beneficios directamente a los ciudadanos, por tanto, arguyó que los beneficios que hoy se otorgan seguirán siendo entregados por los mismos órganos que los conceden.

En cuanto a la defensa, indicó que el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública se mantendrá en esta Cartera y no será traspasado a esta Subsecretaría. Además, comentó que la defensa de las causas que no son administradas por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública será entregada expresamente al Programa que creará el Servicio Nacional de Asistencia Jurídica, el cual sólo estará integrado por profesionales, ya sea por sus propios abogados o por un sistema de licitación, a semejanza al que se implementó en la Defensoría Penal Pública. Por lo anterior, recalcó que la Subsecretaría de Derechos Humanos no asumirá la defensa jurídica de las víctimas de violaciones a los derechos humanos, porque esta tarea estará encargada a otros servicios.

En materia de defensa jurídica ante organismos internacionales, señaló que el Consejo de Defensa del Estado nunca ha asumido, ni asumirá la defensa internacional del Estado, ya que hasta ahora esta tarea le ha correspondido al Ministerio de Relaciones Exteriores. Con este proyecto de ley, continuó, la defensa jurídica la ejercerá la Subsecretaría de Derechos Humanos, no así la representación internacional, la que seguirá en poder de la Cancillería, porque ésta es la entidad más capacitada para analizar los impactos que se pueden producir frente a las diversas tesis jurídicas que adopte el Estado chileno.

En cuanto al Consejo de Defensa del Estado en materia interna, reconoció que en ciertos casos esta entidad tiene una duplicidad de roles, ya que por un lado persigue la responsabilidad penal de los violadores de los derechos humanos y por otro defiende al Estado frente a las personas que han sido víctimas de violaciones a los derechos humanos y que buscan ser indemnizadas por los daños sufridos. Señaló que este tema es difícil de abordar en el presente proyecto de ley y consideró que podría ser tratado con la creación del nuevo Servicio de Asistencia Jurídica, entregando la defensa jurídica de estas personas a este nuevo organismo. 

En seguida, refirió que la Subsecretaría de Derechos Humanos sí jugaría un rol más protagónico en materia de suscripción de acuerdos de derechos humanos, y que se haría cargo de las sugerencias y de los acuerdos amistosos, u otros que le corresponda desarrollar al Estado de Chile. Actualmente, continuó, el Estado no ha definido el órgano que deba asumir esta responsabilidad y es probable que varias de las denuncias formuladas pudiesen haber terminado extrajudicialmente, sin necesidad de judicializar todos los conflictos, si hubiera existido un organismo con mayor dedicación y responsabilidad en la materia.

Con respecto a la estructura interna de la Subsecretaría de Derechos Humanos, informó que contará con diecinueve nuevos cargos, con un gabinete, una unidad de administración y finanza, una división de estudios y asesorías, y una división de asuntos jurídicos internacionales, lo que permitirá dotar a la Subsecretaría del personal suficiente para asumir estas labores. En todo caso, resaltó que hay que visualizar a la Subsecretaría de Derechos Humanos en coordinación con el nuevo Servicio de Defensa Jurídica. Puntualizó que su presupuesto inicial ascenderá a 760 millones de pesos anuales, de acuerdo al informe financiero evacuado por la Dirección de Presupuestos y que además tienen un estudio comparativo con los presupuestos de otros servicios que avala el monto antes mencionado.

En materia de promoción de los derechos humanos, comentó que están generando una instancia de coordinación técnica y de nivel político, cual es el Comité Interministerial de Derechos Humanos. La idea, continuó, es que la parte operativa quede radicada en los servicios públicos que tienen competencia para ello, como el Ministerio de Educación en el tema de promoción de los derechos humanos. Al respecto, acotó que la superposición de roles podría debilitar las políticas sobre derechos humanos.

En cuanto a la duplicidad de roles del Consejo de Defensa del Estado, el Honorable Senador señor Letelier, comentó que en estos casos lo más grave es que el Estado se defiende de asumir su propia responsabilidad, y trajo a colación el caso de las víctimas del Patio 29, en donde el Estado ha dificultado el ejercicio de sus derechos. En su opinión, el equilibrio no habría que buscarlo en el nuevo Servicio de Asistencia Jurídica, sino en dotar a un órgano del Estado de facultades negociadoras y mediadoras, que obligue al Consejo de Defensa del Estado a desistirse de perseverar en la prosecución de estos juicios.

El señor Ministro de Justicia hizo presente a Sus Señorías que  está en conocimiento de este tema y reconoció que es un asunto  bastante complejo, ya que, a mayor abundamiento, no existe una jurisprudencia única en esta materia. Al efecto, precisó que el Consejo de Defensa del Estado podría optar por una política de acuerdos y de transacciones, pero, acotó, dependiendo de la conformación de las Salas de los Tribunales Superiores de Justicia gana una u otra tesis. Agregó que el Consejo de Defensa del Estado al asumir la defensa civil del patrimonio estatal está obligado a recurrir y a participar en todas las instancias. Reconoció que una buena política de difusión y de promoción de los derechos humanos, y una separación de los roles de quienes defienden a las víctimas y al Estado podría generar una mayor certeza jurídica, lo que puede concretarse con la creación del nuevo Servicio de Asistencia Judicial.

La Presidenta de la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos señaló que los abogados del Consejo de Defensa del Estado litigan con la convicción de desechar cualquier demanda de indemnización de perjuicios que se presente contra el Estado, incluso las presentadas por los familiares de detenidos y torturados políticos, no obstante, que la justicia ya reconoció que los agentes del Estado cometieron violaciones a los derechos humanos. Añadió que los abogados del Consejo de Defensa del Estado, con la finalidad de desechar estas demandas, argumentan que los familiares ya fueron reparados al otorgársele una pensión vitalicia al cónyuge o a la madre o al padre del ejecutado, por un monto aproximado de $400.000 mensuales, lo que estimó insuficiente para cubrir sus necesidades e indicó que, probablemente, si su cónyuge no hubiese sido asesinado tendría un ingreso superior a dicho monto.

La Honorable Senadora señora Pérez trajo a colación el caso de las casas COPEVA, ubicadas en la comuna de Puente Alto, que colapsaron en el invierno del año 1997, el que consideró, sin duda, uno de los tantos casos violación a los derechos de las personas cometido por agentes del Estado. Al respecto, informó que luego de más de diez años de litigación, recién el 27 de abril de 2012, las partes, por primera vez, han sido llamadas a una conciliación por la Corte Suprema. En este caso en particular, el Estado cometió graves errores de construcción en este conjunto habitacional, de acuerdo a las propias especificaciones técnicas del SERVIU. En su opinión,  se está abordando un punto clave para determinar el rol que debe tener el Consejo de Defensa del Estado con respecto a los casos de vulneración a los derechos de las personas.

Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide luego de manifestar su apoyo a la idea de legislar, señaló que tiene una visión más amplia de esta iniciativa legal. Al respecto, refirió que los derechos humanos no existían como tales hace unos cincuenta años y que para los chilenos éste era un tema ajeno, porque no se concebía la violación a los derechos humanos como un elemento central en la discusión política, ya que éstos no se cumplían en otros países. En esa perspectiva, con la dictadura y con el retorno a la democracia apareció la necesidad de abordar estos temas y de prevenir nuevas violaciones a los derechos humanos. En la actualidad, continuó, prevé que este debate será largo, porque el país ya cuenta con una institucionalidad, sobre la cual se pretende generar esta nueva Subsecretaría. Acotó que esta Subsecretaría aparece como el órgano central en la defensa de los derechos humanos, en circunstancias que algunos entienden que el Estado debe ser el defensor global de los derechos humanos de las personas, lo que no sucede en los hechos, ni tampoco en percepción de los afectados. En este contexto, consideró clave preguntarse si hoy nuestro país está cumpliendo con los derechos humanos. A ello respondió que no aprecia que el Estado cumpla con los derechos humanos, al menos así lo ha constatado desde su apreciación personal en cuanto a las políticas contra el maltrato a la infancia y con la desigualdad de los ingresos.

Posteriormente, Su Señoría, mencionó algunas observaciones que tiene al presente proyecto de ley:

1.- Coordinar la Subsecretaría de Derechos Humanos con las otras instancias vinculadas a la materia e impedir burocratizar el tema.

2.- Enfocar  la política del Gobierno en una política global de promoción y de respecto a los derechos humanos.

3.- En materia de promoción de los derechos humanos, definir el rol de la Subsecretaría y el del Ministerio de Educación. Al respecto, informó que hace varios años  presentó una moción para que los establecimientos educacionales dispongan de una cátedra sobre los derechos humanos, de sexología y de las reglas del tránsito.

En su opinión, éstos son algunos de los puntos que deberán discutir en detalle, con una visión global, y acotó que deberán reflexionar en cómo se combinarán todos estos elementos. Al respecto, sostuvo que existen varias alternativas, pero precisó que no sería adecuado terminar en una serie de instancias que hoy no son convenientes, aunque reconoció que deben conocer la lista completa de todas las soluciones posibles para poder escoger las mejores. Por último, enfatizó que apoyará la idea de transformar a los derechos humanos en el elemento central de la política de chilena, independiente del gobierno que esté ejerciendo el poder.

El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que están iniciando el debate sobre este proyecto de ley y que, en ese contexto, sería adecuado precisar qué se entiende por derechos humanos y cuáles de ellos se pretenden radicar en esta Subsecretaría. Asimismo, reparó que no se puede crear una Subsecretaría con un presupuesto de tan sólo mil trescientos millones dólares y resaltó que sólo apoyará esta iniciativa legal en la medida que cree una institucionalidad más robusta.
En sesión posterior, el señor Ministro de Justicia recordó que en la sesión pasada, se informó que a nivel latinoamericano existen diversas estructuras que se han ido creando con el fin de que los estados tengan una mejor coordinación de todos los temas vinculados a los derechos humanos y que en algunas partes se llaman Viceministerios, en otras, Subsecretaría, Consejo Nacional o Secretaría Especial. Resaltó que en Argentina, Paraguay, Brasil, Perú, Colombia y Ecuador existen organismos gubernamentales que se han creado con el objeto de promover los derechos humanos y reseñó que Chile también debe contar con una instancia como ésta y que, por ende, se justifica plenamente una Subsecretaría de Derechos Humanos.

A mayor abundamiento, enfatizó que la creación de esta Subsecretaría se justifica por los siguientes motivos: la importancia del tema que abarca todas las áreas del derecho; la exigencia de un nivel de especialidad mayor en la materia al interior del Estado, dada la complejidad y naturaleza del mismo, y la necesidad de una mayor sistematicidad en el tratamiento del tema y que el Estado requiere de una mayor capacidad coordinación interministerial. Bajo este contexto, subrayó, se plantea crear una nueva estructura orgánica, cuyo objetivo general es proponer y coordinar políticas públicas, y su principal función es asesorar directamente al  Ministro de Justicia en la elaboración de los planes y programas relativos a los derechos humanos. En cuanto a sus funciones más específicas, detalló que pretende proponer políticas públicas, colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos, realizar estudios críticos del derecho interno, recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile, coordinar su defensa y asumir la defensa técnica jurídica del Estado. En relación con éste último punto, hizo presente la necesidad de una mayor precisión, toda vez que se trata de un tópico de gran discusión con el Ministerio de Relaciones Exteriores, ya que a esta Cartera le corresponde la representación internacional del Estado, por lo cual se buscó una fórmula que entrega la defensa técnica al Ministerio de Justicia y la representación al Ministerio de Relaciones Exteriores, para así distinguir entre el patrocinio y la representación del Estado a nivel internacional. Acotó que el Ministerio de Relaciones Exteriores al asumir la representación internacional del Estado no sólo analiza temas jurídicos, sino también  otros aspectos más técnicos que en esta materia deben ser considerados.

Posteriormente, comentó que durante la elaboración de este proyecto se exploró la viabilidad de crear alguna instancia en el interior de cada Ministerio, pero que esta propuesta se desechó para evitar una mayor burocratización en este tema, por lo que se optó por crear un Comité Interministerial de Derechos Humanos integrado por el Ministro de Justicia, que lo preside; el Ministro de la Secretaría General de la Presidencia; el Ministro del Interior y Seguridad Pública; Ministro de Relaciones Exteriores; el Ministro de Desarrollo Social, y el Director del Servicio Nacional de la Mujer. 

Retomando su exposición, reconoció que están conscientes de que en este tema existen visiones diversas, como ocurre con el programa que hoy lleva el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y que al interior de la Comisión Asesora que se planteó  mantener este programa en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por su importancia política, por los recursos involucrados y porque se requiere de una mayor musculatura para hacerse cargo de este programa y que, traspasarlo a la Subsecretaría de Derechos Humanos, podría generar  la pérdida de relevancia del mismo. Resaltó que su interés es que la tramitación de este proyecto de ley avance, por su importancia para el país e informó que han consultado a un grupo relevante de personas del mundo académico y de personas vinculadas a los derechos humanos, aunque reconoció que no incluyeron a todos los sectores dado su amplio espectro, lo que podría ser subsanado con las audiencias que se reciban ante esta Comisión.


A continuación, la Comisión recibió en audiencia a la Abogada especialista en materia de Derechos humanos, señora Pamela Pereira quien hizo presente la necesidad de abordar este tema desde la perspectiva del Estado y del ámbito de los derechos de las personas. Luego observó que a pesar de utilizar la nomenclatura “de Derechos humanos” para la entidad que se propone crear, sólo se defenderán los intereses del Estado en oposición con los derechos que pudiere reclamar una persona determinada que ha sido vulnerada en sus derechos fundamentales por el propio Estado, lo que en su opinión requiere de un mayor análisis por las consecuencias que se puedan generar, ya que en el artículo 8° de esta iniciativa legal, en relación con las funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos en su letra e), establece que esta Subsecretaría deberá recibir y procesar las causas quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en derechos humanos, coordinar su defensa con otros organismos públicos en los litigios o procedimientos derivados de los mismos y asumir la defensa técnica del Estado, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores. Al efecto, indicó que la Subsecretaría que propone este proyecto de ley con el título de los derechos humanos, debería potenciará el respeto a los derechos de cada persona pero no hace más que fortalecer y potenciar los intereses del Estado al coordinar la defensa técnica de los agentes del Estado, que resultan involucrados en conductas que vulneran los derechos de las personas, con un rol activo explicitado en esta ley. 


Señaló que al analizar las otras tareas que se mencionan para la Subsecretaría de Derechos Humanos, en especial el promover los derechos humanos y colaborar en la construcción de un Plan Nacional de Derechos Humanos, se constata la existencia de funciones que a través de los distintos ministerios se realizan de acuerdo a las propuestas políticas que los Gobiernos llevan adelante.  Lo anterior, implica que hoy, si una persona es violentada en su integridad física o psíquica existen, recursos que puede interponer ante los tribunales de justicia y que si esto se extrapola a otros derechos como el derecho a la vivienda existe un Ministerio que debería desarrollar una política fundada en los derechos de las personas para definir sus criterios de concretar su visión.

De este modo, subrayó, el proyecto no contiene nada  que no esté  siendo tratado en la actualidad, aunque sea de manera deficiente, por lo que cuestionó el espíritu de esta nueva propuesta y preguntó que  es lo nuevo que crea. Enfatizó que únicamente pretende fortalecer el rol del Estado frente al individuo, lo que en su opinión pone a las personas en un  estado mayor de indefensión. Además, resaltó que se crea el Comité Interministerial de Derechos Humanos que confirma esta lógica de fortalecimiento del Estado y que, en definitiva, es en esa instancia  donde se determinará el contenido del Plan Nacional de los Derechos Humanos. Por lo anterior, alertó a Sus Señorías que instalar una Subsecretaría con la denominación “de Derechos Humanos” viene a ser una marca que goza de  legitimidad a nivel mundial, pero que no se condice con esta propuesta, ya que se utiliza esta nomenclatura pero ofreciendo una propuesta distinta a lo que realmente se está planteando, y observó que el ciudadano común si no está en estas instancias no tendrá cómo enterarse y tener claridad que en realidad sus derechos se verán disminuidos con esta propuesta.

Finalmente, manifestó su preocupación por el hecho de que la creación de esta Subsecretaría de Derechos Humanos se planteé como un proyecto de ley que pretende modernizar al Ministerio de Justicia. Resaltó que en dicha Cartera se deben resolver una serie de problema burocráticos, en cuanto al personal y a su encasillamiento, y con el presupuesto asignado a esta iniciativa, no se está resolviendo una temática interna respecto de la creación de esta Subsecretaría con una infraestructura funcionaria que no se explicita claramente y que deja en evidencia el riesgo de que el país siga soportando la carga de la burocracia estatal sin que se corresponda realmente con los esfuerzos que se señalan que serían los involucrados respecto de los derechos de las personas. Bajo este contexto, resaltó que si este presupuesto es excesivamente más bajo que el del Instituto Nacional de Derechos Humanos no hace más que demostrar que efectivamente sus tareas serán bastante menores, pero que además refleja que, si el país ya se dio una institucionalidad a través del Instituto, se podría pensar que sería más conveniente fortalecer a este Instituto dada su autonomía. En otras palabras, consideró un exceso instalar un nuevo órgano dependiente del gobierno de turno para realizar todas estas tareas con la burocracia existente. En definitiva, expuso que no ve a esta iniciativa como una propuesta que aporte a la temática de los derechos humanos, 

En seguida, la Comisión recibió en audiencia a la Presidenta de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, señora Lorena Pizarro, quien señaló que la agrupación que representa planteó durante la discusión del proyecto de ley que creó el Instituto Nacional de Derechos Humanos la necesidad de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos y que como tal apoyan esta idea. Sin perjuicio de lo anterior, enfatizó que la Subsecretaría que ellos defienden, difiere de la que propone este proyecto de ley, ya que esta entidad debería tener como objetivo principal empoderar en el Estado los derechos de las personas y no los del propio Estado, que no hacen más que debilitar los derechos de los ciudadanos. En esta misma línea, comentó que al escuchar a S.E. el Presidente de la República anunciar esta iniciativa fue bastante incrédula respecto del texto de este proyecto, lo que se confirmó al conocer su contenido. Al efecto, reseñó que este proyecto está plagado de generalidades y que no se obliga al Estado a defender los derechos de las personas, ni a cumplir obligaciones respecto a los ciudadanos. Por el contrario, consideró que abundan los aspectos técnicos de un Estado que busca ciertas coordinaciones y asesoría, que no asume su situación frente al respeto, defensa y promoción de los derechos humanos. En sintonía con lo anterior, subrayó que si bien apoyan la idea de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos, no comparten el presente proyecto de ley e instó a los miembros de esta Comisión a rechazar la idea de legislar de esta iniciativa, porque esta ley nacerá defectuosa y  mejorarla costará bastante, por lo que quedará con esas debilidades que no harán más que dar señales equivocadas que poco ayudarán a que este Estado tenga enquistado el respeto, la defensa y la promoción de los derechos humanos.

En seguida, manifestó su preocupación por la ausencia total en este proyecto de ley de la forma en que el Estado enfrenta y asume el genocidio y terrorismo de Estado de la dictadura. Al respecto, reparó que este tema está ausente, no obstante que el país  vivió diecisiete años de dictadura con una permanente y sistemática aplicación de terrorismo de Estado y que al crear una Subsecretaría de Derechos Humanos, por lo menos, debería abordarlo y no invisibilizarlo, ya que se está dando una señal equívoca. 

Luego, comentó la noticia sobre la concesión del beneficio de salida dominical a dos agentes de la dictadura que participaron del degollamiento de tres militantes del partido comunista. Sobre el particular, opinó que esto jamás habría sucedido si se contara con una Subsecretaría de Derechos Humanos que tuviera empoderado el tema de los derechos humanos. En esta misma línea, trajo a colación los homenajes que se han realizado a los señores Miguel Krassnoff y  Augusto Pinochet, en los cuales se realizó una apología al terrorismo de Estado que, tal vez, esta Subsecretaría de Derechos Humanos también hubiera podido evitar. 

También, hizo notar su preocupación por la situación de los derechos humanos en el país, ya que la respuesta que ha dado la autoridad política a los movimientos sociales que se manifiestan en las calles empiezan y terminan con represión, lo que en su opinión cada día se agudiza más, lo que se refleja con el proyecto de ley promovido por el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, el que no se condice con la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos que efectivamente tenga, como centro, la misión el promover los derechos humanos. Por último, aclaró que los detenidos desaparecidos no son víctimas de la violencia política, sino del terrorismo de Estado.

A continuación, la Comisión recibió en audiencia a la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Lorena Fries, quien luego de acompañar su presentación por escrito, recordó que el Estado en materia de derechos humanos tiene la obligación de respetar y garantizar. A su vez,  la obligación de respetar se vincula con la posibilidad del Estado de abstenerse de ejercer acciones y, la de garantizar, implica  tomar las medidas necesarias a través de la política pública o acciones administrativas para el cumplimiento de los derechos fundamentales. Acotó que la obligación de garantizar, requiere de una institucionalidad para llevar adelante las tareas de garantías en materia de derechos humanos. En este punto, subrayó  que no existe una institucionalidad que abarque lo que debe hacerse en materia de derechos humanos, porque como ya lo señaló la Abogado señora Pamela Pereira, todo el Estado debe cumplir con esta finalidad.  Si bien, continuó, desde el punto de vista de los estándares internacionales, se requiere de organismos autónomos en cada uno de los países que permitan realizar las labores de promoción y de protección de los derechos humanos en un mandato amplio y específico, lo que en parte cumpliría el Instituto Nacional de Derechos Humanos,  es necesario  contar con una red institucional de promoción de los derechos humanos, ya que falta por incluir los tema que se relacionan con la Defensoría del Pueblo y con que el Estado, en la dimensión de cada de sus poderes, cuenten con algún tipo de dependencia en materia de derechos humanos, sin que ésta se confunda con el rol autónomo que debe cumplir una Defensoría del Pueblo o el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Dicho esto, acotó, para el caso de la autonomía de la  institucionalidad en materia de derecho humanos existen estándares que se rigen por los Principios de París de las Naciones Unidas, los que si bien, no son vinculantes, sí son orientaciones que establecen para  cumplir su objetivo de promoción y de protección de los derechos humanos. 

Advirtió que no existen estándares respecto de cómo se debe construir esta institucionalidad en el aparato gubernamental y remarcó que para todos los efectos, este proyecto de ley crea una institucionalidad para y dentro del Gobierno y que, por lo tanto, se restringe a las labores específicas que tienen que ver con la política gubernamental, lo que no está claramente definido en este proyecto de ley. Además, consignó que a Chile, en virtud de los distintos tratados internacionales que ha ratificado, se le ha hecho presente la necesidad de contar con una institucionalidad autónoma de derechos humanos y de fortalecer los niveles coordinación para efectos de que la política sobre derechos humanos sea eficaz. A vía de ejemplo, señaló que varios comités de tratados han señalado que Chile tiene un déficit en torno a la elaboración de información desagregada por sexo o por nacionalidad, por nombrar algunos tópicos, rol que debe cumplir el Gobierno y que para estos efectos podría ser ejercido por la nueva Subsecretaría, lo que avalaría su creación.

 También, informó que se ha observado la necesidad de fortalecer la labor ministerial en materia de promoción de derechos humanos y recordó que el sistema de Naciones Unidas  recomienda al Estado, a través de los órganos de tratados, asumir  como Gobierno una institucionalidad en materia de derechos humanos. En sintonía con lo anterior, resaltó que la tendencia en América Latina ha sido la de contar con una institucionalidad gubernamental y con una defensoría del pueblo. Sobre este último punto, reparó que Chile es uno de los países más retrasados en estas materias, ya que la mayoría de las defensorías se crearon durante los años noventa y  nuestro país recién, en el 2010, creó el Instituto Nacional de Derechos Humanos. En términos concretos, resaltó la necesidad de avanzar en materia de institucionalidad de derechos humanos de carácter permanente, ya que si se observa el recorrido que ha tenido el Gobierno, desde el regreso de la democracia, se constata que la mayoría de esta institucionalidad está creada por decreto, lo que no dota de estabilidad, ni de permanencia a los organismos creados, que están centrados en el reconocimiento de los crímenes cometidos durante la dictadura y acotó que esta intermitencia en la institucionalidad no ha contribuido a robustecer el aparato gubernamental en materia de derechos humanos, por lo que en los último veinte años se ha tenido una secuencia institucional  fragmentada y debilitada, y con una falta de coordinación que ya fue planteada por los distintos organismos que trabajan en el ámbito de la sociedad civil. 

Bajo este contexto, el Instituto Nacional de Derechos Humanos valora la iniciativa de contar con una institucionalidad en el Gobierno que se preocupe de la coordinación de la política pública en materia de derechos humanos y señaló que mientras más fuerte sea esta Subsecretaría más debería serlo el Instituto Nacional de Derechos Humanos, puesto que es éste  el que fiscaliza los actos que realizan los distintos poderes del Estado en materia de derechos humanos.

En particular, hizo presente algunas observaciones al contenido del proyecto de ley.

En primer lugar, indicó la falta de una mayor coordinación en materia de políticas en cuanto a la reparación por los crímenes cometidos durante la dictadura y apuntó que en el Mensaje se hace una referencia general a este aspecto, al destacar la importancia que tendrá esta entidad en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas destinados a la reparación de víctimas de violación a los derechos humanos, sin embargo, reparó, esta función no tiene ningún correlato con las atribuciones que este proyecto de ley enuncia en su texto. Refirió que en paralelo a esta iniciativa legal existe otro proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Judicial, que pretende reformular a la Corporación de Asistencia Judicial, el cual incluye una norma transitoria que establece que el programa del Ministerio del Interior y Seguridad Pública sería traspasado a la Corporación de Asistencia Judicial, por lo cual remarcó la necesidad de tener a la vista dicha iniciativa legal para que cuando se analice esa institucionalidad, efectivamente, se tenga todo su organigrama.

Resaltó que como Instituto Nacional de Derechos Humanos estiman que el programa del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública, debe mantener su integralidad y  sus funciones de asistencia social y legal a las víctimas reconocidas por el artículo 18 de la ley N° 19.123,  y extender su competencia a la atención en igualdad de condiciones a las víctimas sobrevivientes de tortura.

Al respecto, precisó que existe un vacío legal respecto de quiénes son víctimas de tortura, que requieren de asesoría legal. Acotó que se trata de un gran contingente de personas respecto del trabajo de las dos Comisiones que han acreditado a las víctimas y que se trata de delitos imprescriptibles y  por lo tanto, es necesario definir una función que debiera estar en algunas de las propuestas que hay en este rediseño en materia de derechos humanos.

Asimismo, sostuvo que el transcurso del tiempo no pone fin a las cosas, sino que por el contrario puede reactivar situaciones y como tal consideró que una Subsecretaría de Derechos Humanos requiere mantener una ventana abierta para eventuales calificaciones que debieran hacerse de las víctimas de crímenes de lesa humanidad cometidos durante la dictadura. Consignó que una situación similar la tiene Argentina, en que se ha permitido la recalificación de estas víctimas.

En tercer lugar, indicó que esta iniciativa debiera reforzar la labor de promoción de los derechos humanos. Al efecto, informó que el Instituto Nacional de Derechos Humanos  realizó un estudio sobre el aporte del Estado en materia de capacitación a funcionarios públicos, el cual refleja que no sobrepasa un 1% de lo que normalmente se destina a capacitaciones, por lo que estimó débil el planteamiento que se hace sobre este punto, especialmente en lo que se refiere al Plan Nacional de Derechos Humanos, en que sus objetivos y metas debieran estar definidos por ley y que su implementación sea encargada a la Subsecretaría de Derechos Humanos.

En cuarto lugar, hizo presente la ausencia del Ministro de Educación en el Comité Interministerial, lo que da cuenta  de la fragilidad en la promoción de los derechos humanos de este proyecto de ley. Además, señaló que debiera realizarse una alusión expresa a la derogación de la Comisión Coordinadora para dar cumplimiento a las obligaciones del Estado en materia de derecho internacional de los derechos humanos, que se creó bajo el Gobierno de la ex Presidenta, señora  Bachellet, para recepcionar las recomendaciones que realizan los organismos internacionales, la que debiera radicarse en esta Subsecretaría. 

Asimismo, comentó que existen dos situaciones en que se alude al Instituto Nacional de Derechos Humanos y una de ellas es que el Comité Interministerial conozca el informe anual que elabora el Instituto en materia de derechos humanos. Al respecto, consideró que si bien puede conocerlo,  de acuerdo a la ley N° 20.405, quien tiene la obligación de conocer dicho informe es el Presidente de la República, de manera tal  que  esta facultad no puede eximirlo de dicha  obligación. Para ello, planteó establecer que el Instituto Nacional de Derechos Humanos se puede relacionar con todas las autoridades y no restringirlo al Ministerio de Justicia.

Por último, indicó que en términos generales valoran esta iniciativa legal, ya que se requiere de una entidad que coordine los esfuerzos del Gobierno en materia de derechos humanos, puesto que en varias ocasiones no se ha tenido una adecuada defensa del Estado y que se requiere de una mayor capacidad técnica para determinar lo que se defenderá internacionalmente.

Luego, la Comisión recibió en audiencia al Representante de la Comisión Chilena de Derechos Humanos, señor Carlos López, quien se sumó a gran parte de las observaciones formuladas por los expositores que lo han antecedido en el uso de la palabra y reparó en el hecho de que este proyecto de ley planteé modificar un decreto ley y no aprobar una nueva ley que regule al Ministerio de Justicia.  Razonó que un estado democrático debe aprobar leyes y no inmortalizar decretos leyes, lo cual es positivo para la creación de una institución vinculada a los derechos humanos. Por otra parte, refirió que esta iniciativa legal confunde la noción del Estado y de Gobierno, pues propone fortalecer uno de estos tres poderes, cual es el poder Ejecutivo. En esta misma línea, subrayó que si bien comparte la idea de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos que ayude al conocimiento de estos derechos al interior del Gobierno,  no le aparece apropiado que asuma la defensa del Estado a nivel internacional, para ello, precisó,  lo recomendable sería crear una comisión interestatal que integre a los tres poderes del Estado. También, estimó que esta Subsecretaría no cumple con la tarea de promocionar los derechos humanos, porque  debe vincularse con todas las instancias del Gobierno y una de sus expresiones principales es la educación, por tal motivo sugirió incluir al Ministro de Educación dentro de los integrantes del Comité Interministerial de Derechos Humanos.

En cuanto a la defensa del Estado a nivel internacional, indicó que no se está defendiendo a las personas, sino que al Estado, lo que transforma al ente que asume la defensa del Estado en el enemigo del ciudadano y, por ende, no se condice con la realidad de un Estado democrático que representa a las personas. Por lo anterior, sugirió eliminar esta atribución de la nueva Subsecretaría de Derechos Humanos contenida en la letra e) del artículo 8° propuesto por el presente proyecto de ley. 

Finalmente, respecto a la calificación de las víctimas de violaciones a los derechos humanos, compartió la idea de que el pasado aún está presente y que  existen personas que no se han atrevido a denunciar las violaciones, por lo cual planteó que esta Subsecretaría tuviera una instancia para calificar a las víctimas de los crímenes de lesa humanidad. Por lo anteriormente expuesto, señaló que apoyan a este proyecto de ley, siempre que consideren todas las observaciones recién formuladas.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al Vicepresidente de la Asociación de ex Presos Políticos y ex Prisioneros de Guerra, señor Patricio Negrón, quien hizo presente que también representa a la Unión Nacional de Presos Políticos, la Unión Nacional de Presos Políticos de Chile y de la Agrupación Nacional de Familiares de ex Presos Políticos Fallecidos, todos los cuales constituyen una organización que se denomina Secretariado Nacional de ex Presos Políticos y Familiares.

En seguida, informó que han estudiado con acuciosidad el presente proyecto de ley y que le parece  simbólico que una fecha como hoy, en que prácticamente se cumple el treinta y nueve aniversario del golpe militar, estén en esta sesión abordando el tema sobre el establecimiento de una Subsecretaría de Derechos Humanos, lo que refleja que el tema de los derechos fundamentales se encuentra plenamente vigente en nuestro país, no obstante existir un gran número de víctimas respecto de las cuales todavía no se les ha resuelto su situación.

Hizo presente que la Subsecretaría podría constituirse en una instancia que  reciba los testimonios de las víctimas de violaciones a los derechos humanos y que coordine los avances en materia judicial. Destacó que valoran el presente proyecto de ley, porque visualizan  la posibilidad de avanzar y de superar el retardo que el Estado de Chile ha mantenido en los últimos veintidós años en materia de reparación efectiva y de justicia en contra de los violadores durante la dictadura cívico militar encabezada por el General  Pinochet. Por ello, estimó adecuado que esta nueva Subsecretaría, en tanto órgano permanente del Estado, pueda asumir un rol de primer orden para responder a las necesidades que la sociedad chilena tiene y mantiene desde hace décadas respecto al tema de los derechos humanos, cimentados en tratados internacionales de los cuales el Estado chileno es signatario y por tanto obligado a cumplir y hacer cumplir. Subrayó que para la organización que representa, es prioridad legislar en materia de una nueva ley de indemnización para todas las personas que padecieron  violaciones en sus derechos como personas, según lo establece la legislación internacional, iniciativa que harán llegar en la oportunidad que corresponda a los señores Parlamentarios.

Con respecto al actual proyecto de ley, refirió que debe circunscribirse en el marco constitucional creado por la ley de reforma constitucional N° 18.825, del 17 de agosto de 1989, que modificó el inciso segundo del artículo 5° de la Carta Fundamental, que dejó en un nivel privilegiado a los derechos humanos en el entendido de que constituyen verdaderas directrices constitucionales al establecer que el ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto de los derechos humanos y que es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos garantizados por la Constitución Política de la República y por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes. Bajo este contexto, resaltó, la Subsecretaría de Derechos Humanos debe asumir como primera función la reparación de las veintidós mil víctimas de violación a los derechos humanos que la Comisión Valech II denegó en el año 2011. Por tal motivo, solicitó agregar un nuevo inciso al  proyecto de ley que considere, en el marco del respeto a los derechos humanos y en conformidad con los compromisos suscritos en los tratados internacionales,  la búsqueda de la  verdad, una actividad permanente del Estado, función  que no se circunscriba a períodos breve de tiempo y a Comisiones transitorias, como ha sido la tónica en los últimos años. Comentó que la Comisión Internacional de Derechos Humanos en Ginebra sistemáticamente ha consultado a las delegaciones chilenas por qué han existido tantas comisiones de reparación en nuestro país, a saber: la Comisión de Verdad y de Justicia, Rettig, una segunda Mesa de Diálogo; una Comisión Valech, una segunda Comisión Valech. Además, observó que a pesar de todas estas instancias aún persiste el problema de los derechos humanos. En cambio, reseñó que en Sudáfrica se creó una sola comisión que efectivamente resolvió el problema de las víctimas de violación a los derechos humanos.

Adicionalmente, señaló que la Subsecretaría de Derechos Humanos será la institución más apropiada para investigar y calificar a las víctimas de violaciones a los derechos humanos cometidas en territorio nacional de manera generalizada y sistemática, ejecutando un plan concebido para someter a un número elevado de personas y a sus familiares al exterminio, privación ilegal o arbitraria de su libertad, tortura y otros atentados contra su integridad física o mental, y estigmatización por largo tiempo y, en general, otros sufrimientos igualmente graves. Remarcó que se trata de crímenes que se cometieron y se repitieron con mayor o menor intensidad,  respondiendo a un plan oficial, premeditado, que ocasionó a las víctimas daños y lesiones inhumanas y severas que aún perduran. Por tanto, arguyó, es imprescindible entregar a la Subsecretaría de Derechos Humanos la importante función de investigar los casos y calificar a las personas que han sido víctimas de graves violaciones a sus derechos humanos y, en sintonía con lo anterior, propuso agregar en el artículo 8° propuesto por el presente proyecto de ley una nueva letra k), del siguiente tenor:

“k) La Subsecretaría de Derechos Humanos funcionará como Comisión Asesora Permanente para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión y Tortura cuyo objeto será calificar, de acuerdo con los antecedentes que se presenten, a las siguientes personas:

Aquellas que, desde el 11 de septiembre de 1973, por razones políticas hubiesen sufrido privación de libertad y/o torturas por acción de agentes del Estado. Las personas que hubiesen presentado sus antecedentes a la Comisión Nacional sobre Prisión y Tortura, que no hubieren sido calificadas favorablemente podrán presentar su postulación nuevamente.

Aquellas que, en el período señalado precedentemente, hubieren sido víctimas de Desaparición Forzada o correspondieren a ejecutados políticos, cuando aparezca comprometida la responsabilidad del Estado por actos de sus agentes o de personas a su servicio.

Las personas calificadas como ex prisioneros políticos y torturados tendrán derecho a los beneficios otorgados por las leyes N°s 19.992 y 20.405, en los que resulte pertinente. Asimismo, será aplicable lo dispuesto en los artículos 16 y 17 de la ley N°19.992.

Los familiares de las víctimas calificadas como detenidos desaparecidos o ejecutados políticos tendrán derecho, en lo que resulte pertinente, a los beneficios establecidos por el Título II y siguientes de la ley N° 19.123, resultando aplicable, además, lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 19.980.

Los beneficios señalados se devengarán a partir del primer días del mes subsiguiente a la fecha en que los beneficiarios sean calificados.”.

Finalmente, resaltó que la organización que encabeza tiene una envergadura nacional, que aglutina agrupaciones de ex prisioneros y familiares de un sinnúmero de comunas del país, e hizo un llamado a los miembros de la Comisión para que recojan sus inquietudes.

A continuación, la Comisión recibió en audiencia a la Secretaria Ejecutiva de la Corporación de Promoción y Defensa de los Derechos del Pueblo (CODEPU), señora Alejandra Arriaza, quien al iniciar su presentación señaló que la  organización que representa surgió en la década de los ochenta con el objetivo de promocionar y defender los derechos humanos en  forma interdisciplinaria, por lo que han estudiado con detención el presente proyecto de ley, ya que estimó que en Chile es necesario fortalecer la institucionalidad que promueve los derechos humanos. Al efecto, reparó que hay un atraso, en relación con otros países, en lo que se refiere a la institucionalidad y que por decreto supremo se han creado dos Comisiones: Rettig y  Valech, que han sido de carácter transitorio  pero, claramente su trabajo ha sido insuficiente por falta de promoción y difusión, y agregó que  tienen antecedentes de que aún existen  personas que no han podido hacer llegar sus testimonios por el temor y la desconfianza que antes existía. En esta misma línea, opinó que es fundamental que el Estado recoja estos testimonios y que busque una fórmula de reparación y que asuma un compromiso para no repetir los crímenes de lesa humanidad.

En cuanto al proyecto en estudio, hizo presente la necesidad de fortalecer la institucionalidad en materia de derechos humanos, especialmente aquella que permita hacerse cargo de todas las secuelas de este país producto de la dictadura militar y, en este sentido, consideró de gran importancia este proyecto de ley. Sin embargo, observó que su articulado refleja que la Subsecretaría de Derechos Humanos no es más que otra institución maquillada, que no va al fondo de lo que ofrece en el Mensaje. Bajo este contexto, subrayó que esta entidad debe mantener una coherencia entre sus fundamentos y las funciones que dispone para esta Subsecretaría. Asimismo, puso de relieve la necesidad de establecer un presupuesto acorde a sus facultades y atribuciones, ya que el que tiene asignado es mínimo para la labor que deberá ejercer en materia de derechos humanos.

Además, reparó que esta Subsecretaría dependerá del Ministerio de Justicia; sin embargo, previno que al hacer un seguimiento a todas las instituciones que dependen de él ha constatado algunos problemas en su quehacer, como sucede con Gendarmería o con el Servicio Nacional de Menores, que  normalmente son las instituciones más recurridas en materia de derechos humanos. Por lo tanto, instó a que se cree un organismo que efectivamente cuente con el respaldo necesario para asumir las atribuciones que se le otorgarán.

En materia de las facultades que se le otorgarán a la Subsecretaría de Derechos Humanos, relevó la importancia de fortalecer la promoción y las vías para formular recomendaciones al Ejecutivo respecto de la manera en que se implementarán las normas de derechos humanos, que reflejen el compromiso del Estado de no volver a repetir las violaciones y el cumplimiento de los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que no han entrado en vigor por la ausencia de un soporte que canalice estas obligaciones para el Estado. A modo de ejemplo, indicó que se ha ratificado la Convención contra la Tortura y su Protocolo, mas no se cuenta con un mecanismo de prevención de la tortura. Asimismo, hizo notar que está pendiente la creación del Ombudsman,  fundamental para la defensa de los derechos humanos. Al efecto, sentenció que en nuestro país existe una institucionalidad débil, y que en este sentido el énfasis debe centrarse en la promoción y no en la defensa del Estado respecto de los incumplimientos en materia de derechos humanos. En esta misma línea, observó que no se puede pretender que una misma institucionalidad asuma, por un lado, el rol de promoción y de prevención, y, por otro, el de defensa del Estado. Consideró que esta doble funcionalidad coloca a esta entidad en una situación un tanto compleja e incómoda. Además, resaltó que ya existen instituciones que cumplen el rol de defender al Estado y que ellas, por sí solas, cumplen con esta atribución, como ocurre con el Consejo de Defensa del Estado y la Cancillería, lo que confirma que este proyecto de ley debe enfocarse en fortalecer la promoción y la difusión de los derechos humanos, y en la implementación de la institucionalidad y de una legislación coherente con los tratados internacionales.

Por otra parte, reseñó la importancia de precisar cuál será el rol del Instituto Nacional de Derechos Humanos, ya que éste no puede quedar por debajo de la Subsecretaría de Derechos Humanos, ni menos supeditado a ella, puesto que se le negaría la facultad y el posicionamiento que ha ido ganando en estos dos años. Luego, reiteró su preocupación por el exiguo presupuesto que se dispone para la creación de esta Subsecretaría. Asimismo, hizo notar la necesidad de incluir al Ministro de Educación dentro de los integrantes del Comité Interministerial, ya que en su opinión la educación es fundamental para la promoción de los derechos humanos, y valoró la inclusión del Servicio Nacional de la Mujer en este Comité Interministerial, pero reparó que no se incluya a la representación de los Pueblos Indígenas, como pudiere ser la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

En seguida, manifestó su preocupación por el destino del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Refirió que la institucionalidad en materia de derechos humanos es fragmentada y segmentada, y que como tal consideró que es fundamental contar con una coordinación y, en este sentido, resaltó la importancia de que toda la institucionalidad tienda a fortalecer esta comunicación gubernamental con una mirada global. Adicionalmente, subrayó que debe buscarse alguna fórmula que permita que la sociedad civil pueda tener una retroalimentación permanente con la Subsecretaría de Derechos Humanos, a fin de que conozca las demandas reales y las carencias de la sociedad civil. 

A modo de conclusión, reiteró que apoya el fortalecimiento de la institucionalidad en materia de derechos humanos, pero siempre que no se trate de un simple maquillaje, sino que una institución coherente con las atribuciones que se le encomienda y que efectivamente se le dote un presupuesto acorde para poder cumplir con cada uno de sus objetivos.

En seguida, la Comisión recibió en audiencia al Profesor de Derecho Constitucional de la Universidad Diego Portales, señor Jorge Contesse, quien consideró que este proyecto de ley fortalece la institucionalidad de derechos humanos en el país, aunque opinó que este avance debiera profundizarse y, en este sentido, una Subsecretaría de Derechos Humanos que trabajará a nivel de poder Ejecutivo, aunque no a nivel del Estado, es un paso en la dirección correcta. Ello, continuó, por cuanto se ha percatado que en el poder Ejecutivo existen espacios en los cuales se producen ausencias de coordinación que podrían corregirse con una Subsecretaría de este tipo, por lo cual indicó que todo lo que se vincule al fortalecimiento de la función de acompañamiento, asesoría y de coordinación dentro del aparato estatal es correcto. Por ello, felicitó al Gobierno por la presentación de esta iniciativa legal, e informó que participó en varias de las reuniones en que se discutió su anteproyecto. No obstante, enfatizó que se deben establecer mecanismos de consulta que permitan al Ejecutivo no sólo disponer de mecanismos de coordinación interna, sino también con quienes están fuera del Gobierno y pertenecen a la sociedad civil.

Luego, suscribió gran parte de los argumentos planteados por los expositores que le antecedieron y consideró que parte de las potestades públicas que tendría esta Subsecretaría podrían fortalecerse, ya que, la mayoría de los verbos rectores presentes en el detalle de las funciones de la Subsecretaría, se vinculan con la asesoría y el acompañamiento, y dijo que una Subsecretaría para que sea efectiva en el mandato que se le propone requiere estar dotada de potestad de exigibilidad respecto de otros órganos de la administración pública.  No basta con asesorar, promover y monitorear, sino que se requiere exigir rendición de cuentas de otras  agencias que participan del poder Ejecutivo. Sin ello, continuó, el propósito de la Subsecretaría se debilitaría y se alejaría del espíritu de este proyecto de ley.

Respecto del tema de la defensa técnica, opinó que debería considerarse lo expuesto por la Abogada Pereira, aunque reconoció que no comparte la idea de que esta Subsecretaría debilitaría la situación de las personas frente al Estado,  ello corresponde a una discusión que se debe trasladar a otros organismos del Estado. Al respecto, precisó que la defensa técnica, particularmente la representación judicial o semi judicial de Chile a nivel internacional debería recaer en un órgano como el Consejo de Defensa del Estado y no directamente en un órgano perteneciente al Ejecutivo, distinto es que la Subsecretaría de Derechos Humanos, debiera apoyar técnicamente la defensa judicial que realice el Consejo de Defensa del Estado a nivel internacional, lo que daría coherencia entre el órgano que representa internacionalmente al Estado y el que tiene por disposición de la ley la representación de los intereses del Fisco.

En cuanto a la opción del Gobierno de crear un Comité Interministerial, para no dispersar la responsabilidad de quienes tengan a su cargo el promover políticas públicas en materia de derechos humanos, estimó que esa opción debilita la institucionalidad de los derechos humanos. Al respecto, planteó crear unidades especializadas de derechos humanos dentro de los distintos Ministerios, para que velen por el cumplimiento de la función constitucional de respetar y de promover los derechos humanos en cada agencia del Estado, lo cual sería una señal por parte del Gobierno de que se toma en serio los derechos humanos. No obstante, resaltó que esta opción requiere de una adecuada coordinación de todas estas unidades con la Subsecretaría de Derechos Humanos.

Luego, señaló que el propósito de esta Subsecretaría debería ser dotar al órgano Ejecutivo de las mejores competencias técnicas en esta materia, con lo cual, al discutir proyectos de ley, como el que fortalece el orden público, la Subsecretaría de Derechos Humanos debería tener una mayor injerencia a su respecto y hacerle presente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública que su contenido se aparta del mandato constitucional de respetar los derechos humanos. Lo mismo respecto de los beneficios carcelarios que se  concedan a personas que han sido condenados por violar los derechos humanos. Acotó que  es un tema fundamental y que si existiere una Subsecretaría de Derechos Humanos podría cumplir este tipo de funciones que a nivel del Ejecutivo hoy están  ausentes.

Por último, acogió el planteamiento formulado por el representante de la Comisión Chilena de Derechos Humanos en lo que se refiere a la necesidad de abordar seriamente el fortalecimiento de las instituciones en el ámbito de los derechos humanos, y reemplazar el decreto ley que crea el Ministerio de Justicia por una ley, lo que sin duda es extensivo a todos los decretos leyes vigentes, comenzando con el decreto ley N° 3.464 que contiene la Constitución Política de la República.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al Abogado de la Universidad Andrés Bello, señor Hugo Tórtora, quien  previno que las observaciones que realizará a este proyecto de ley las hará bajo la perspectiva del Derecho Constitucional y comentó que existen dos niveles de asesoría en materia de derechos humanos, uno, de carácter interorgánico y otro intraorgánico, y que la Subsecretaría de Derechos Humanos y el Comité Interministerial son dos instituciones que se relacionan con la asesoría propia del poder Ejecutivo. Al respecto,  consideró que se trata de una buena iniciativa legal, porque en su opinión deben existir unidades internas en cada uno de los poderes del Estado, que mejoren la protección de los derechos de las personas. 

Enseguida, hizo presente que este proyecto de ley no puede entenderse como una liberación para el resto de las instituciones que pertenecen al Estado y, en particular, para el poder Ejecutivo de no cumplir sus deberes en materia de derechos humanos,  como lo ordena la Constitución Política de la República en su artículo 5° y por el mandato de los tratados internacionales sobre derechos humanos. En este aspecto,  recomendó que en el artículo 2°, letra u) del texto del presente proyecto de ley, en el cual se le encomienda a la Subsecretaría de Derechos Humanos asistir al Presidente de la República en materias relativas a derechos humanos agregar una frase del siguiente tenor “, sin perjuicio de las atribuciones que sectorialmente corresponden por ley a los demás Ministerios”.

En cuanto al Comité Interministerial, señaló que es imprescindible que el Ministerio de Educación también forme parte de él, en su labor de promoción de los derechos humanos, ya que esa Cartera es una de las más indicadas para ejercer esta tarea no sólo por su labor en materia de enseñanza sino también porque tiene a su cargo el cuidado de la memoria histórica de nuestro país, a través de la Dirección Nacional de Bibliotecas, Archivos y Museos. 

Además, comentó que la labor de conocer el informe anual que elabora el Instituto Nacional de Derechos Humanos es una función ambigua e incompleta, por cuanto no puede privar al Instituto Nacional de Derechos Humanos de comunicarse con el Presidente de la República. A mayor abundamiento, resaltó que por una cuestión de técnica legislativa esta norma podría derogar tácitamente el numeral, del artículo 3°, de la ley N° 20.405,  que establece que el Instituto Nacional de Derechos Humanos deberá presentar al Presidente de la República su informe anual. Además, reparó que el solo conocimiento del informe es insuficiente y sugirió que el Comité Interministerial pueda proponer algunas medidas concretas al Presidente de la República, en que se acojan las observaciones formuladas por el Instituto Nacional de Derechos Humanos. 

En relación a la naturaleza de los acuerdos que adopte el Comité Interministerial, observó que el artículo 13 de este proyecto de ley, que señala que sus decisiones serán vinculantes, facultad que en su opinión puede adolecer de algún vicio de inconstitucionalidad, por cuanto no podría dar órdenes o instructivos al Presidente de la República, quien tiene a su cargo el Gobierno y la Administración del Estado por mandato constitucional. Al efecto, indicó que no se entiende para quién serán vinculantes sus decisiones, ya que si lo fueren para el Presidente de la República, sería inconstitucional. Con respecto a la convocatoria a este Comité,  de acuerdo al citado artículo 13, sólo le corresponde al Ministro de Justicia y no al Presidente de la República, quien es precisamente el que requerirá de la asesoría de este órgano colegiado, que lo asimiló al Consejo Nacional de Seguridad, guardando las debidas diferencias.

Por último, se refirió al artículo transitorio de este proyecto de ley, en el cual se establece una facultad delegatoria para el Presidente de la República para fijar las plantas del personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y su número de dotación. Resaltó que el Tribunal Constitucional en los autos Roles N°s 161 y 189 ha señalado que el establecimiento de la planta de un órgano que pertenece a la administración del Estado es materia propia de una ley orgánica constitucional y que, por ende, se trata de una materia indelegable al Presidente de la República.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al Director de Extensión y de Relaciones Internacionales de la Facultad de Derecho de la Universidad Alberto Hurtado, señor Rafael Blanco, quien comentó que también participó en el debate pre-legislativo de este proyecto de ley y que junto a la señora Isabel Lira, del Centro de Ética de la Universidad Alberto Hurtado elaboraron algunas ideas en torno a la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos, que expondrá a esta Comisión. 

En relación con el fondo de esta iniciativa, indicó que comparte en términos generales la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos, puesto que el contexto actual implica que el Estado se ponga al día en torno a ciertas obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, en las que el país ha quedado rezagado. Destacó que a nivel de la sociedad civil se ha sido bastante prolífico y que existen varias instituciones que desde temprano han tomado como su bandera de lucha a los derechos humanos. Luego, se creó el Instituto Nacional de Derechos Humanos, que tiene un rol no sólo de promoción, sino también de control y de fiscalización respecto de ciertas obligaciones internacionales del Estado. En este contexto, sostuvo, la mayor precariedad se da dentro de la administración central del Estado. Existe poco diálogo dentro de la organización y  distintas iniciativas de políticas públicas en materia de derechos humanos, que no siempre son concordantes entre sí y no existe un ente coordinador, lo que se intentará subsanar con la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos. 

La idea, continuó, es hacer converger las futuras iniciativas sectoriales en materias de derechos humanos y sistematizar las que hoy existen. Además, remarcó la necesidad de contar con una instancia que tenga la potestad y la fortaleza política institucional suficiente  para sacar adelante compromisos pendientes del Estado en materia de derechos humanos, pero bajo un espíritu común que articule las distintas demandas y exigencias de los organismos internacionales.

En seguida, detalló que la legislación comparada latinoamericana y europea continental evidencia que no es extraña la propuesta de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos asociada al Ministerio de Justicia, como ocurre en Argentina o en Paraguay. Acotó que incluso en donde no existe un Ministerio de Justicia y de Derechos Humanos, propiamente tal, en que se observa un estructura orgánica de un Ministerio de Justicia, se constata que allí se alojan las funciones que se vinculan con la promoción de los derechos humanos o con acciones positivas en materia de educación y promoción de éstos, como se da en el caso de Brasil. En los  países que no tienen Ministerio de Justicia este tema se aloja en el Ministerio de Cultura y Educación, como sucede en Uruguay.

En su opinión, el Ministerio de Justicia, para poder ejercer esta nueva función, debe estar dotado de potestades públicas, al menos para ser el centro de referencia de los debates de derechos humanos cuando se generan nuevas políticas públicas, ya que no tendría sentido crear una nueva instancia si finalmente cualquier servicio o repartición pudiera sostener ideas descoordinadas, sin la necesaria sistematicidad. Acotó que es lo hoy sucede cuando se discuten los temas de constitucionalidad de la Administración del Estado, en que todos los proyectos de ley deben pasar por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, para darle una mirada constitucional antes de su envío al Congreso Nacional, lo mismo respecto de los proyectos de ley que hacen referencia a la estructura orgánica de los tribunales de justicia, que deben ser consultados a la Excelentísima Corte Suprema. Precisó que en el ámbito de la Subsecretaría de Derechos Humanos lo lógico sería que las iniciativas analizadas por ella y que por lo tanto se aloje allí un poder especial cuando se trate de revisar, de coordinar o de proponer iniciativas del Ejecutivo en materia de derechos humanos y agregó que la Secretaría de Derechos Humanos es conveniente en la medida que allí converjan las iniciativas o las facultades de los Ministerios que directamente se vinculen con los temas de derechos humanos.

En cuanto al Comité Interministerial, manifestó su preocupación por el hecho de que el Ministerio de Educación no esté contemplado dentro de sus integrantes. Además, alertó a Sus Señorías sobre el riesgo de que este Comité se convierta en un cedazo político que decida que es o no es conveniente para el Estado en materia de derechos humanos, por lo cual previno mirarlo con cuidado. Precisó que aprueba su existencia, en la medida que sirva para coordinar y para ser el escenario en donde se den a conocer las iniciativas del ámbito de los derechos humanos. Por lo anterior, reparó que se constituye en el órgano que debe aprobar o rechazar las iniciativas que promueva la Subsecretaría de Derechos Humanos y se podría convertir en una instancia burocrática y de política indeseable. En este contexto, remarcó la necesidad de repensar las funciones que se le asignarán para que no se transforme en un obstáculo a la promoción de los derechos humanos.

Por otra parte, mencionó el posible conflicto que podría suscitarse entre la Subsecretaría de Derechos Humanos y el Ministerio de Relaciones Exteriores, en lo que dice relación con la representación de los intereses del Estado y con las visiones sectoriales sobre derechos humanos y su incumplimiento por las reparticiones públicas. Indicó que entiende que el Ministerio de Justicia con esta iniciativa legal intenta salvar un problema de potestades y de visiones sobre cómo encarar la defensa e intereses del Estado en materia de derechos humanos. En su opinión no ve la necesidad de que Subsecretaría de Derechos Humanos participe necesariamente en la defensa técnica del Estado de Chile en el ámbito internacional. Acotó que esta Subsecretaría debe tener por misión promover, generar iniciativas, coordinar y sistematizar la actuación del Estado a nivel interno y que, por ende, no debe asumir por ley la defensa técnica del Estado en el ámbito internacional. De lo contrario agregó, no hará más que exponerla a alinearse con la lógica de un Ejecutivo que políticamente establece sus respuestas a nivel del Ministerio de Relaciones Exteriores. En este sentido, planteó la necesidad de suprimir esta función y,  en el evento en que se opte por mantenerla, propuso enfocarla  en una asistencia de la defensa técnica que se dirija a promover los derechos humanos y no para excusar al Estado de su incumplimiento o para diseñar una estrategia que salve su responsabilidad política de turno. Insistió en que el ejercicio de la defensa técnica del Estado en el ámbito internacional debe continuar en el Ministerio de Relaciones Exteriores y enfatizó la necesidad de explicitar en este proyecto de ley que, las materias que regula,  en ningún caso puede entenderse como una disminución de potestades o de competencias del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Por último, señaló que se trata de una iniciativa legal que coloca al Estado de Chile en un escalón de mayor institucionalización en materia de derechos humanos, sin perjuicio de promover algunos ajustes a la institucionalidad propuesta para no contaminarla desde su inicio, pero que, sin duda, constituirá un gran avance.

Posteriormente, la señora Subsecretaria de Justicia señaló que todas las exposiciones ratifican el ánimo que ha movido al Ministerio de Justicia a presentar este proyecto de ley, que es un aporte en materia institucionalidad y que se busca cubrir todos aquellos espacios de descoordinación, que han implicado que el Estado de Chile haya incumplido los compromisos internacionales y, en este sentido, confirmó lo expuesto por la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que los mueve el artículo 1° de la Convención Americana de respetar y garantizar los derechos humanos y, en esa línea, el proyecto viene a materializar un aporte institucional que permitirá cumplir de mejor manera esos objetivos en temas concretos, como el adecuar nuestro derecho interno a la normativa internacional. 

Comentó que la lista de compromisos internacionales suscritos por nuestro país es bastante extensa, sin embargo, no todos se cumplen, razón por la cual, manifestó la necesidad de fomentar una política para cumplir los acuerdos suscritos en materia de derechos humanos, política que, precisamente, es el principal objetivo de la Subsecretaría de Derechos Humanos, en cuanto busca una fórmula para adecuar el derecho interno a los tratados internacionales.

Señaló que otro antecedente que se debe tener en cuenta son las violaciones a los derechos humanos especialmente en los regímenes democráticos, fundados en su mayoría  en infracciones cometidas por los agentes del Estado, por lo cual resaltó la necesidad de avanzar en materia de capacitación de los funcionarios públicos en el área de los derechos humanos, especialmente en Gendarmería y en el Servicio Nacional de Menores, que son dos instituciones que dependen del Ministerio de Justicia y respecto de los cuales están trabajando en introducir la lógica de los derechos humanos en su quehacer diario. Sobre el particular, continuó, han realizado una serie de actividades y  han contado con la colaboración del Instituto Nacional de Derechos Humanos para participar en diplomados y  seminarios con expertos internacionales sobre administración penitenciaria de los derechos humanos.

En seguida, se mostró dispuesta a perfeccionar este proyecto de ley e informó que durante su elaboración escucharon a diversas organizaciones, como CODEPU, a la Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y a distintos académicos, y comentó que el Comité Interministerial surgió como una de las propuestas de estas organizaciones civiles. Luego, admitió que, sin duda, existen algunos temas que se pueden mejorar y subrayó que esta propuesta no puede interpretarse como una disminución o merma de facultades del Instituto Nacional de Derechos, ni de la sociedad civil, por el contrario, reseñó que han sido bastante enfáticos en aclarar este punto y que si persiste alguna duda serán los primeros en dejar en claro que el Instituto Nacional de Derechos Humanos no será afectado por esta iniciativa legal. Por último, trajo a colación una reflexión de la escritora Marguerite Yourcenar “nadie puede ser tan insensato como para morirse sin haber dado antes una vuelta por su cárcel”, para reflejar que en varias ocasiones nos encerramos en nuestras propias cárceles, que son nuestros prejuicios, y que en este caso no por tratarse de una iniciativa del Ejecutivo debe pensarse que existen intenciones ocultas, por el contrario, resaltó que han estado abiertos a recibir todo tipo de comentarios.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, informó que ha sido uno de los impulsores de esta iniciativa legal y señaló que la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos refleja la madurez del país respecto del compromiso en materia de derechos humanos y que, más allá de algunas deficiencias que pudiere tener este proyecto, se trata de una oportunidad para consensuar con la sociedad civil y con todos los sectores políticos la forma cómo se desarrollará este compromiso institucional. Acotó que Chile tiene una historia reciente bastante dura y dolorosa y que  se debe pensar en cómo, a partir de esa experiencia y de otras más que se dan en otros ámbitos, se  respetan los derechos humanos de los adultos mayores, de los niños, de las personas privadas de libertad o de las minorías étnicas. Al efecto, resaltó la necesidad de que Chile cumpla sus compromisos internacionales y que asuma una vocación de respeto de los derechos humanos en forma proactiva. Reflexionó que el contar con una instancia que potencie esa posibilidad desde el Gobierno, en el contexto de un país presidencialista, que tenga como su ocupación central el respeto a los derechos humanos es sin duda un avance.  Reseñó que en todas las presentaciones ha advertido inquietudes de distinta naturaleza que si bien las considera muy valiosas,  advierte que no las comparte en su totalidad. Por todo lo anterior, manifestó su anhelo de aprobar esta iniciativa legal, que responde a la forma en que el país debe asumir sus compromisos en materia de derechos humanos.

El Honorable Senador señor Letelier expresó  que no comparte el texto del presente proyecto de ley, porque no se han transparentado todos los elementos con que se abordará este tema y aclaró a la señora Subsecretaria de Justicia que no siente preso de sus prejuicios, pero que sí se frustra, cuando observa que el Ejecutivo no avanza en la implementación de los tratados internacionales, como ha sucedido con el relativo a los Derechos del Niño, en que se requiere de una ley marco, la cual fue descartada al optar únicamente por la reestructuración del Servicio Nacional de Menores o cuando se licita el litio sin considerar los derechos de las comunidades atacameñas y  se transgrede el Convenio 169 de la OIT. En su opinión, el Gobierno debe hacer un esfuerzo mayor, al igual que se ha manifestado con la Ley Valech I y Ley Valech II, o con la iniciativa de considerar a los ex conscriptos del servicio militar como víctimas de la violación de los derechos humanos y, por ende, potenciales agentes de reparación. 

Asimismo, reparó que el proyecto no aborde el tema de quién defenderá a las personas que han sido víctimas de violación a sus derechos humanos. Al efecto, precisó que existe un problema de defensoría ciudadana o ausencia de un Ombudsman y aclaró que este punto no se restringe a las violaciones de los derechos humanos de la época de la dictadura, sino a todos aquellas violaciones que ocurren actualmente y, citó como ejemplo, la situación de los niños que denunciaron haber sido desnudados en las comisarías. Es por ello, dijo, que espera que este proyecto de ley sea un espacio que permita avanzar en este diálogo, sin prejuicios. 

En seguida, agradeció las observaciones de todos los invitados y la buena disposición de la señora Subsecretaria de Justicia y manifestó no compartir el cambio de nombre del Ministerio de Justicia, agregándole una referencia a los derechos humanos, porque siente que podría hacerse un mal uso de este concepto. Además, reparó que la institucionalidad que se propone no es una Subsecretaría propiamente tal, dado el exiguo presupuesto que se le asigna.
A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, señor Eduardo Vio Grossi, quien aclaró que en esta sesión no intervendrá en representación de la Corte de la Interamericana de Derechos Humanos, ya que ella no ha adoptado una posición sobre el proyecto de ley en estudio, por lo cual la opinión que emitirá será a título meramente personal.

 En seguida, indicó que la eventual creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos más allá de los detalles o sugerencias que se puedan realizar, constituye una potente señal a nivel interno y a nivel internacional. Además, subrayó que con la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos el Estado de Chile estaría otorgándose un segundo instrumento para abordar el tema de los derechos humanos a nivel estatal. El primero, continuó, es el Instituto Nacional de Derechos Humanos y ahora se crearía el segundo, que correspondería a la Subsecretaría de Derechos Humanos a nivel del Ejecutivo. De esta forma, precisó, el Estado va reconociendo que él es el obligado en materia de derechos humanos, particularmente en el ámbito internacional. Recordó que los derechos humanos son los derechos de los individuos frente al Estado, y que son denominados como derechos humanos a partir de los instrumentos internacionales que van consagrando estos derechos, que antes estaban establecidos en las Cartas Fundamentales, de manera que se trata de una obligación internacional del Estado y de esta manera es reconocida y asumida.

A mayor abundamiento, resaltó que la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos se inserta en una tendencia de Latinoamérica, que si bien puede ser imperfecta o disímil, sin duda es un aporte y un modelo a seguir. Al efecto, hizo referencia a los siguientes casos: Perú, cuenta con una Procuraduría Pública dependiente del Ministerio de Justicia; Argentina, tiene una Secretaría de Derechos Humanos, que es parte del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, además de la Dirección de Derechos Humanos de la Cancillería; Colombia, se acaba de crear el Ministerio de Justicia, que antes era parte del Ministerio del Interior, en el cual existe la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y que, a su vez, el Ministerio de Relaciones Exteriores tiene una Dirección de Derechos Humanos; Ecuador, en que existe un nuevo Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, que se encarga de la implementación de las sentencias, junto a la Procuraduría General, que se dedica a litigar los casos; Brasil, tiene un Secretario de Derechos Humanos con rango de Ministro y, además, cuenta con una Secretaría de Relaciones Exteriores con un Departamento de Derechos Humanos; Méjico, que cuenta con una Subsecretaría de Derechos Humanos y que además cada Gobernación tiene una Subsecretaría de Derechos Humanos, y en Guatemala,  existe una Comisión Presidencial para tratar los derecho humanos. Acotó que de esta manera Chile se va insertando en un proceso común en América Latina y avanza en la institucionalización del tema de los derechos humanos.

Enfatizó que de esta forma, Chile también vincula la política interna con la política exterior. Al respecto, puntualizó que la política exterior debe reflejar lo que sucede en la política interna y viceversa, ya que no puede existir una dicotomía en este aspecto y, en este sentido, este proyecto  apunta a coordinar ambas políticas. Además, señaló que no intenta encapsular el tema de los derechos humanos sino que trata de elevar su nivel, eso sí que corre el riesgo de que se restrinja al Ministerio de Justicia. Asimismo, reseñó que la Subsecretaría de Derechos Humanos viene a demostrar que para el Estado de Chile en democracia también se pueden cometer violaciones a los derechos humanos, y que por lo tanto es necesario abordar este tema como una tarea que el Estado debe adoptar en el ámbito interno.

Luego, aprobó el cambio de nombre del Ministerio de Justicia, siempre que se acentúe que esta Cartera es la que colaborará con el Presidente de la República en la elaboración y ejecución de su política en materia de derechos humanos y que la Subsecretaría de Derechos Humanos sea la entidad que asista al Ministro de Justicia en esta tarea de elaborar y de ejecutar  la política del Presidente de la República en materia de derechos humanos. Aclaró que el Ministerio no es el que asiste al Presidente de la República, ni la Subsecretaría la que tenga que colaborar con esta coordinación, puesto que en su opinión la Subsecretaría de Derechos Humanos debe ser la unidad encargada de la ejecución de la política que el Presidente de la República determine en materia de derechos humanos. Bajo este contexto, estimó que la Subsecretaría de Derechos Humanos para poder desempeñar su función debería tener un poder especial para recabar y procesar toda la información en materia de derechos humanos para la elaboración y ejecución de la política del Presidente de la República en esta área.

Con respecto a la defensa en el ámbito internacional, expuso que se debe definir quién asumirá la defensa del Estado, ya que no puede quedar indefenso, puesto que siempre debe primar el principio contradictorio y que todo juez debe fallar en base a lo que las partes le indican. Aclaró que a la Corte Interamericana de Derechos Humanos no le corresponde la promoción de los derechos humanos, sino que a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ya que a la Corte le corresponde impartir justicia en materia de derechos humanos y  para ello no puede tener prejuicios. Dicho esto, subrayó que todo Estado requiere de una defensa y que según el sistema constitucional le corresponde al Presidente de la República las relaciones con los organismos internacionales y que dentro de ellos está la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de manera que siempre será el Presidente de la República el que determine a quien le corresponde la defensa del Estado en los juicios internacionales.

En efecto, este proyecto  no puede señalar a quien le corresponderá esta defensa, pero sí puede establecer que  el Ministerio de Relaciones Exteriores, será quien comunicará a la Corte Interamericana de Derechos Humanos o a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos quien representará al Estado de Chile. Sobre este particular, destacó la importancia de que exista una entidad interna, como la Subsecretaría de Derechos Humanos, que se encargue de la centralización y coordinación para la defensa que el Presidente de la República determine. 

Precisó, en seguida, que el accionar internacional del Estado en materia de derechos humanos se diferencia entre órganos políticos o semi jurisdiccionales y órganos propiamente jurisdiccionales. Explicó que éstos últimos corresponden a una Corte que resuelve y cuyas decisiones son vinculantes para las partes, en tanto, que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos o el Consejo de Naciones Unidas son órganos más bien políticos, en donde existen negociaciones y  se concilian intereses, por ello consideró que el accionar internacional tiene que ser distinto en la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. En este contexto, señaló que si a la Subsecretaría de Derechos Humanos le corresponde la defensa del Estado Chile, también se le debería asignar la tarea de facilitar en acceso de los individuos a las instancias internacionales, ya sea a la Corte o a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Al efecto, insistió en la necesidad de crear un mecanismo que permita que cualquier ciudadano pueda tener acceso a la justicia internacional, facultad que debe quedar plasmado en el presente proyecto de ley. En esta misma línea, opinó que se debería establecer un sistema de gratuidad para que los individuos tengan acceso a las instancias internacionales. En sintonía con lo anterior, consideró que la Subsecretaría de Derechos Humanos podría ser un buen instrumento para garantizar la defensoría de los individuos. A modo de ejemplo, comentó que en la última audiencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos compareció el Estado de Argentina y que las víctimas fueron defendidas por la Defensoría Penal Pública. Resaltó la importancia de este aspecto, porque es una forma de garantizar el acceso a la justicia. Por otra parte, se refirió a la ejecución de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y explicó que son de dispositivo múltiple, puesto que pueden disponer el pago de una suma de dinero y también otro tipo de acciones que, generalmente, involucran a varios entes del Estado, por lo cual sugirió establecer algún mecanismo para dar cumplimiento a las sentencias emanadas de órganos internacionales.

Finalmente, en lo que se refiere al Comité Interministerial de Derechos Humanos, relevó su importancia por tratarse de un órgano transversal, sin embargo, puso de relieve la necesidad de modificar las disposiciones que lo consagran, para no restarle a la Subsecretaría de Derechos Humanos y al Ministerio de Justicia su rol de colaboradores del Presidente de la República en la elaboración y en la ejecución de su política de derechos humanos.

En seguida, la Comisión recibió en audiencia al Abogado de la Fundación Henry Dunant para América Latina, señor Jaime Esponda, quien señaló que la organización que representa lleva el nombre del fundador de la Cruz Roja Internacional y que desarrolla su labor en el campo de la formación y de la creación del conocimiento para la construcción y ejecución de políticas públicas con un enfoque en los derechos humanos.  En ese contexto, estimó que esta iniciativa legal constituye un importante avance para el fortalecimiento de la institucionalidad de los derechos humanos en Chile, puesto que se dota al órgano Ejecutivo de una entidad especialmente encargada de la promoción y de la protección de los derechos humanos, con el peso político que corresponde a una Subsecretaría, lo que ayudará, sin duda, al mejor cumplimiento por el Estado de Chile de sus obligaciones en esta materia, que emanan de la Constitución Política de la República y de los tratados internacionales vigentes.

 Además, subrayó que esta iniciativa sea coherente con los componentes de la Justicia Transicional, concepto consensuado internacionalmente, que comprende un conjunto de medidas que ha de adoptar todo país que haya sufrido, en el pasado, una etapa de graves violaciones de derechos humanos. Acotó que entre dichas medidas se dispone una serie de reformas a las instituciones, que ayuden a prevenir y a evitar, en el futuro, la repetición dicho fenómeno. Igualmente, comentó que este proyecto de ley se encuentra en armonía con los Principios de París, aprobados en el año 1992, por la entonces Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, relativos al Estatuto y Funcionamiento de las Instituciones Nacionales de Protección y Promoción de los Derechos Humanos. Asimismo, valoró que una de las finalidades del presente proyecto de ley sea superar la actual disgregación gubernamental en materia de derechos humanos, pasando de un estado de descoordinación a una situación de coordinación y armonización de las políticas públicas sobre derechos humanos.

Luego, aclaró que con el sólo ánimo de ayudar a una decisión meditada por parte del Congreso Nacional, planteó una duda teórica que le surge respecto de un aspecto central de esta iniciativa legal, cual es la dependencia de esta Subsecretaría con el Ministerio de Justicia.

 Al efecto, apuntó que es posible que se siga el criterio histórico de las experiencias de Argentina, Perú y Ecuador, que ubican esta materia en los Ministerios de Justicia y que de acuerdo con el Mensaje de este proyecto de ley, se optó por el Ministerio de Justicia por tratarse del órgano que mejor puede asumir estas funciones, por ser éstas más cercanas a las labores que actualmente desarrolla. Explicó que su inquietud se origina en la concepción de los derechos humanos, que integra tanto a los derechos individuales civiles y políticos, como a los derechos económicos, sociales y culturales, los que junto con la paz y la seguridad, constituyen, a nivel internacional, la materia más interestatal que interesa a toda la comunidad internacional, y que representa, a nivel académico, la materia más interdisciplinaria que sea posible concebir, debido al carácter correlacionado e interdependiente de los derechos humanos, que constituye en el nivel de la función ejecutiva del Estado una responsabilidad esencialmente interministerial.

 Bajo este contexto, repasó las funciones del Ministerio de Justicia y arguyó que, en su mayoría, se refieren  al ámbito de los derechos individuales, como por ejemplo: el debido proceso, los derechos de los condenados o el derecho de asociación y precisó que su ámbito de acción relaciona a este Ministerio fundamentalmente con el sistema judicial. Advirtió a Sus Señorías que toda la amplia gama de los derechos económicos, sociales y culturales, como son los derechos de los pueblos indígenas o los derechos de los migrantes, no dicen relación directa con las funciones de este Ministerio. En cambio, continuó, es al Ministerio Secretaría General de la Presidencia al que por ley corresponde prestar asesoría a todos los demás ministerios en materias políticas y jurídicas, así como propender al logro de una efectiva coordinación programática general de la gestión de Gobierno. Alertó que lo plantea como una duda razonable para que se tenga presente al momento de definir las funciones que tendrá la Subsecretaría de Derechos Humanos. Además, remarcó que no desconoce la necesidad de buscar soluciones prácticas y que, sin duda, esto es lo que busca el Gobierno al radicar en un Ministerio sectorial la asesoría y la coordinación de una materia absolutamente interministerial. En este sentido, indicó que si se mantiene la idea de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos radicada en el Ministerio de Justicia es fundamental dotar a esta Subsecretaría de atribuciones que efectivamente le permitan realizar la coordinación, el seguimiento y la supervisión de la ejecución de las políticas gubernamentales de derechos humanos, ya que observó que al leer el texto del proyecto constató que no existe ninguna mención a la función de supervisión de la ejecución de dichas políticas, y de los planes y programas específicos en materia de protección y de promoción de los derechos humanos individuales y colectivos. 

Por lo tanto, hizo un llamado a los miembros de esta Comisión a poner una especial atención en las atribuciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos.

Por otra parte, observó la composición del Comité Interministerial de Derechos Humanos y preguntó  las razones por las cuales se excluye al Ministerio de Salud o al Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, quienes únicamente podrían participar si son invitados por el Ministro de Justicia y sólo con derecho a voz, en circunstancias que el derecho a la salud y los derechos de los trabajadores son derechos humanos protegidos por el Derecho Internacional. También, resaltó que le preocupa la ausencia del Ministerio de Educación, especialmente porque la formación en derechos humanos debe estar presente en todas las etapas de la educación formal, conforme lo ha entendido las Naciones Unidas y todos los países más avanzados, puesto que la educación es el principal instrumento que tiene una sociedad respetuosa de la dignidad humana para el resguardar los derechos de las personas. 

A su vez, puso de relieve la necesidad de que la autoridad considere formalmente el Informe Anual del Instituto Nacional de Derechos Humanos y de sus recomendaciones al Gobierno, que hasta la fecha no son vinculantes. De otro modo, puntualizó, este informe perdería toda relevancia. Acotó que en el proyecto de ley la única mención a este Informe Anual consiste en encargar al Comité Interministerial conocerlo, lo cual, en su opinión, es insuficiente. Para que cobren sentido el Comité, debiese iniciar un procedimiento de consideración activa de las mismas establecidas por esta ley, de modo que los ciudadanos sepan por qué se siguen o por qué se desechan. Precisó que este procedimiento parece aún más necesario si se considera que varios eventuales destinatarios de estel Informe no formarían parte del Comité Interministerial, de acuerdo al texto actual del proyecto de ley. 

Por último, destacó que ésta es una oportunidad propicia para recordar que queda como materia pendiente de primera importancia para el fortalecimiento de la institucionalidad de los derechos humanos en nuestro país la creación de un Defensor del Pueblo, que pueda representar a toda persona que estime conculcados sus derechos y proteger a los administrados de cualquier arbitrariedad, abuso de poder u otras malas prácticas administrativas que vulneren los derechos humanos. 

A continuación, la Directora Ejecutiva de Amnistía Internacional Sección Chilena, señora Ana Piquer, señaló que la organización que encabeza promueve y defiende todos los derechos humanos en todo el mundo, que siempre apoyará medidas que permitan fortalecer el respeto y la protección de los derechos humanos en Chile. Consignó que en reiteradas ocasiones han planteado su preocupación por los derechos humanos en Chile, considerando que tanto en la legislación como en las políticas chilenas existen aún diversas brechas respecto de los tratados de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentran vigentes. Al efecto, dio cuenta que existen  materias en las cuales Chile se encuentra en incumplimiento de sus obligaciones internacionales en derechos humanos, tanto en lo relativo al respeto, como a la protección de estos derechos y también a la necesidad de alinear la legislación interna con la normativa internacional, lo que en parte se debe a la inexistencia de un ente que permita dar una mirada transversal desde el prisma de los derechos humanos. En esta misma línea, consideró que el rol de la Subsecretaría de Derechos Humanos y del Comité Interministerial de Derechos Humanos podría subsanar este vacío, especialmente porque tendrán la misión de elaborar un Plan Nacional de Derechos Humanos, que permitirá ir disminuyendo las brechas antes mencionadas. 

Por ello, destacó, Amnistía Internacional considera que este proyecto es una iniciativa positiva que apunta en la dirección correcta. Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que existen tres puntos de preocupación que a su juicio requerirían de una aclaración o complementación.

En primer lugar, mencionó la situación de las actuales reparticiones con funciones en materia de derechos humanos, ya que el proyecto de ley no especifica qué sucederá con las actuales autoridades con competencia en materia de derechos humanos, en especial la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores y el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Reseñó que si bien ambos se mencionan en el Mensaje del proyecto como ejemplos de la dispersión actual institucional en materia de derechos humanos y que se enumeran algunas funciones dentro de las facultades de la Subsecretaría de Derechos Humanos, que deberían trabajarse en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores. A mayor abundamiento, comentó que la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores ya cumple una función relevante en la representación de Chile ante los organismos internacionales de Derechos Humanos y que ha desarrollado un trabajo sistemático en la entrega de informes por parte del Estado de Chile ante los diferentes órganos de supervigilancia de los tratados y de seguimiento de las recomendaciones efectuadas por éstos. Además, señaló que ha sido esta Dirección la que ha representado al Estado de Chile ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Al efecto, precisó que el texto del presente proyecto de ley establece que la nueva Subsecretaría de Derechos Humanos tendría a su cargo la defensa del Estado de Chile ante quejas y denuncias presentadas contra éste ante organismos internacionales, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores. También, reseñó que consagra la facultad de coordinar la ejecución de las resoluciones originadas en el sistema interamericano o universal de derechos humanos, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores. Sin embargo, observó que el proyecto de ley no explicita ninguna modificación a la ley que regula el Ministerio de Relaciones Exteriores, ni indica qué sucederá con los cargos y las funciones que actualmente ejerce la Dirección de Derechos Humanos de dicha Cartera. 

Por otra parte, refirió que el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior ha sido fundamental para llevar adelante las causas judiciales por violaciones de derechos humanos, cometidas entre 1973 y 1990, y para la coordinación de otras medidas de reparación en esta materia. Al respecto, consideró que, dado que la Subsecretaría de Derechos Humanos no tendría la atribución de representar judicialmente al Estado, recomendó que las funciones de este Programa se mantengan en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, aunque ello mantendría la dispersión gubernamental que este proyecto de ley busca eliminar.

Por todo lo anterior, resaltó que cualquiera sea la opción que se adopte se debe velar por evitar una duplicación de funciones, especialmente si quedan todas estas atribuciones radicadas en el mismo ente. Además, acotó que el principio rector de la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos debiera ser el fortalecer la protección de los derechos humanos en Chile y que el objetivo de optimizar la gestión del Estado en ningún caso debiera redundar, ni en el texto legal ni en la práctica, en un debilitamiento de las funciones que cumple la institucionalidad vigente, ni en una reducción de los recursos o del personal destinados al cumplimiento de dichas funciones. En este sentido, apuntó que resultaría fundamental aclarar este aspecto de manera expresa en esta ley.

En segundo lugar, mencionó la relación que tendrá la Subsecretaría de Derechos Humanos con el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Al efecto, indicó que el Mensaje de este proyecto de ley señala que la Subsecretaría de Derechos Humanos es una instancia técnica que colaborará, además, con las funciones hoy son desarrolladas por otras entidades, como el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Sin perjuicio, reparó que la única referencia en el texto de esta ley al Instituto Nacional de Derechos Humanos es que el Comité Interministerial de Derechos Humanos conocerá el informe anual que esta entidad elabore, sin que exista una norma que explicite cómo será esta relación de colaboración, ni la obligación de emitir un pronunciamiento sobre sus recomendaciones. Consideró fundamental delimitar expresamente esta colaboración, que no se generen duplicación de funciones, ni una intervención del Gobierno en el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Por ello, sugirió revisar las normas del Instituto Nacional de Derechos Humanos, a fin de fortalecer autonomía y reflotar el proyecto de crear la Defensoría del Pueblo.
En tercer lugar, se refirió a la propuesta de aprobar y de implementar el Plan Nacional de Derechos Humanos y a la participación de la sociedad civil. Al efecto, señaló que para Amnistía Internacional es un avance el intentar desarrollar planes coordinados e intersectoriales que permitan dar a los diferentes temas una mirada transversal desde la perspectiva de los derechos humanos. Sin embargo, consideró pertinente efectuar tres comentarios, a saber:

1.- La redacción parece generar limitaciones al desarrollo de un Plan comprensivo y con una mirada de largo plazo, puesto que restringe el plan a las prioridades que deben ser abordadas en las políticas públicas a ser diseñadas o propuestas por el Ministerio de Justicia. A juicio de Amnistía Internacional, idealmente el Plan no debiera limitarse a definir prioridades en materia de políticas públicas, sino que debiera constituir una hoja de ruta a largo plazo, que informare todo el trabajo de la Subsecretaría y del Comité Interministerial, lo que permitiría ir alineando tanto las políticas públicas como la legislación chilena con los estándares internacionales en materia de derechos humanos. En este sentido, sugirió revisar la redacción de manera de dar cabida al desarrollo de un Plan de Derechos Humanos de largo plazo con una visión amplia, íntegra y progresiva, sin limitarse a la contingencia prioritaria.
2.- Revisar la composición del Comité Interministerial de Derechos Humanos de manera de no limitar excesivamente las temáticas propias del ámbito de los derechos humanos, considerando que se trata de una materia transversal que atañe a todos los Ministerios. Hizo notar que le sorprendió la ausencia del Ministerio de Educación como parte de este Comité, considerando el rol fundamental de la educación como medida de promoción de los derechos humanos y de prevención de futuros abusos de los mismos.

3.- El texto legal propuesto no especifica el procedimiento y los espacios de debate en los cuales se desarrollará y aprobará el Plan Nacional de Derechos Humanos. De hecho, señaló que el Comité Interministerial propondrá el Plan, pero no se especifica quién lo aprobará, ni cómo se materializará. En este punto, destacó la importancia de incorporar a la sociedad civil de manera formal en la elaboración de este Plan, así como en su implementación y en el trabajo del Comité Interministerial y de la Subsecretaría. Por ello, recomendó que el texto legal contenga a lo menos algunos lineamientos básicos acerca del procedimiento de elaboración, implementación y de seguimiento del plan, incluyendo la participación de la sociedad civil. Resaltó que un Plan Nacional de Derechos Humanos a largo plazo debe gozar de legitimidad para ser una herramienta útil y relevante para toda la sociedad chilena, por lo cual consideró fundamental que su desarrollo e implementación sea un proceso participativo, de manera de asegurar un documento integrador y comprensivo, que no excluya preocupaciones que son relevantes para la ciudadanía.
En conclusión, arguyó que este proyecto de ley es una iniciativa positiva y que constituye un avance en nuestra institucionalidad en materia de derechos humanos, que debe tener en consideración los resguardos antes mencionados para asegurar que su efecto práctico sea el respeto y la protección de los derechos humanos para todas las personas sin discriminación.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia a la Abogado de la Corporación Humanas, señora Camila Maturana, quien valoró la iniciativa presidencial que propone la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos y señaló que es evidente que existe un déficit en materia de institucionalidad para la protección, promoción y defensa de los derechos humanos. En efecto, acotó que el propio Mensaje Presidencial así lo reconoce al indicar que en Chile el tratamiento de los derechos humanos no ha sido parte de una institucionalidad unificada y con potestades transversales de carácter estatal y que a la fecha no se cuenta con una política unitaria que permita coordinar las distintas iniciativas sectoriales y desarrollarlas de una manera coherente. En base a ello, planteó la necesidad de coordinar, complementar y fortalecer la labor de los diferentes organismos públicos con competencia sectorial en este ámbito. Precisó que hubo un avance con la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, pero que evidentemente se trata de una entidad diferente, puesto que la Subsecretaría de Derechos Humanos se constituiría en el referente gubernamental que coordine al Ejecutivo, mientras que el Instituto Nacional de Derechos Humanos es un órgano autónomo que cumple un mandato respecto al Estado en su totalidad y que en este sentido consideró importante fortalecerlo, asignándole los recursos necesarios para que pueda desarrollar su labor. Posteriormente, estimó imprescindible contar dentro del aparato gubernamental con un órgano encargado de coordinar las reparticiones públicas, lo que sustituye la necesidad contar además con una Defensoría de las Personas, puesto que un tema es la institucionalidad a nivel del poder Ejecutivo y otro distinto es la existencia de un organismo autónomo encargado de proteger y defender los derechos humanos. Al respecto, recordó que el proyecto de reforma constitucional que crea la Defensoría de las Personas se encuentra paralizado en el Senado desde el año 2009, luego de que en la Cámara de Diputados fuera apoyado transversalmente y despachado en primer trámite constitucional. 

En seguida, manifestó su preocupación por el hecho de que se omita encomendar a la Subsecretaría de Derechos Humanos funciones en materia de reparación y no se le entreguen atribuciones para ello, pese a que el propio Mensaje reconoce la importancia de dicha labor en cuanto al diseño y al desarrollo de estudios, planes y programas destinados a la reparación de víctimas de violaciones a los Derechos Humanos. En esta misma línea, hizo notar que dentro de las obligaciones del Estado está el promover, proteger, garantizar y respetar los derechos humanos, así como la reparación de las víctimas de violaciones a los derechos humanos, en lo que se refiere a la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, sea que se trate de las graves violaciones a los derechos humanos cometidas durante la dictadura militar como de otras violaciones que puedan ser cometidas por el Estado de Chile. Resaltó que evidentemente esta función excede el mandato de la Subsecretaría de Derechos Humanos, pero que en tanto ente gubernamental debiera tener un rol clave en la coordinación y definición de las políticas, planes, programas y decisiones en esta materia. 

En sintonía con lo anterior, indicó que existe una responsabilidad del Estado en el conocimiento de la verdad histórica acerca de las graves violaciones a los derechos humanos cometidas en el país durante la dictadura, y el derecho de las víctimas a ser reconocidas como tales y reparadas. Por ello, consideró que se debiera establecer un mecanismo de carácter permanente para la calificación de las víctimas y que éstas accedan a los beneficios legalmente establecidos en función de su condición de tales. Acotó que en atención a la particular dificultad que presentan las mujeres para reconocer y relatar experiencias de violencia sexual sufridas en dicho período, esta entidad debiera contar con una unidad especializada a cargo del adecuado registro de estos relatos y su calificación.

Por otra parte, se refirió a la función de coordinación que se asigna a la Subsecretaría de Derechos Humanos y de proponer las políticas públicas referidas a la promoción y protección de los derechos humanos. A su respecto, consideró que también se le debería encomendar la proposición de políticas públicas para la defensa y garantía de los derechos humanos, así como para la reparación de las violaciones a los derechos humanos. Agregó que, junto con proponer dichas políticas, debiera tener atribuciones para coordinar a las diversas reparticiones públicas involucradas en su implementación. También, señaló que la Subsecretaría de Derechos Humanos debería contar en su estructura con una unidad especializada en derechos humanos de las mujeres, puesto que el avance en estos derechos se produce cuando existe una transversalización de los mismos en todo el aparato público, pero también cuando existen mecanismos especializados en cada uno de los órganos del Estado. 
En relación con el Plan Nacional de Derechos Humanos, subrayó que se trata de un instrumento fundamental para la concreción de las obligaciones internacionales, que le corresponden al Estado de Chile en materia de derechos humanos y que existen compromisos asumidos con anterioridad, por lo cual valoró que en este proyecto de ley se contemple dicho Plan. Además, acotó, si se considera que se trata de un instrumento que guía el accionar del conjunto de los órganos públicos en materia de promoción, protección, garantía, respeto y reparación debería ser aprobado por la más alta autoridad, esto es, el Presidente de la República, correspondiéndole a la Subsecretaría y al Comité Interministerial de Derechos Humanos la elaboración de una propuesta para ello. Complementó que este Plan debiera contener el conjunto de obligaciones y compromisos internacionales que corresponden al Estado de Chile derivados de los tratados internacionales vigentes, sentencias de órganos jurisdiccionales, recomendaciones de organismos internacionales, entre otras. Asimismo, indicó que debería considerar las recomendaciones que, por mandato legal, formule el Instituto Nacional de Derechos Humanos, de conformidad a los numerales 1° y 3°, del artículo 3°, de la ley Nº 20.405. Adicionalmente, reseñó que este Plan debiera establecer objetivos, responsabilidades y metas claras a cada una de las reparticiones públicas involucradas, susceptibles de ser evaluadas en plazos determinados.

Refirió que el proyecto le entrega al Comité Interministerial de Derechos Humanos, con la colaboración de la Subsecretaría, proponer los contenidos del Plan, lo que en su opinión obliga a revisar profundamente su composición, puesto que Carteras centrales, como Educación, Trabajo y Previsión Social, Salud y Hacienda, entre otras, no pueden quedar al margen de tan relevante instrumento. Además, advirtió la necesidad de revisar las atribuciones entregadas al Comité, de modo de clarificar de mejor modo el rol que le compete en la definición y ejecución de las políticas publicas sobre derechos humanos. En esta misma línea, resaltó que es fundamental contemplar mecanismos para la participación de la sociedad civil en la definición de los objetivos y contenidos del Plan Nacional de Derechos Humanos, así como en la evaluación de su implementación.

Luego, consideró como importante la función que se le encomienda a la Subsecretaría de Derechos Humanos en orden a asistir al Ministro de Justicia en la revisión del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. No obstante, estimó que la obligación de adecuar la legislación nacional a los estándares internacionales no se limita a su ajuste a los tratados internacionales, sino que también comprende lo que los organismos supervisores de dichos tratados interpretan como contenido de las obligaciones estatales en las Observaciones Generales que periódicamente formulan y, particularmente, en las recomendaciones dirigidas al Estado de Chile en cada uno de los exámenes a que el Estado voluntariamente se ha sometido, por ejemplo ante el Comité de Derechos Humanos; el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Comité contra la Tortura; el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial; el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer; el Comité de los Derechos del Niño, y el Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares.

 En sintonía con lo anterior, indicó que esta adecuación normativa también debe extenderse a los compromisos asumidos por el Estado de Chile en Acuerdos de Solución Amistosa, promovidos ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con ocasión de denuncias formuladas en su contra, y lo que disponen las sentencias pronunciadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo, señaló que debe incluir los compromisos que el Estado de Chile asume ante el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, con motivo del Examen Periódico Universal. Por otra parte, expresó que en la realización del estudio crítico del derecho interno deben participar un conjunto de reparticiones estatales y la sociedad civil. 

En cuanto al Comité Interministerial de Derechos Humanos, reiteró que, en razón de la importante tarea que se le asigna y a la interdependencia e indivisibilidad de los derechos fundamentales, es imprescindible revisar su composición y que debe incluirse al Ministerio de Educación, al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, al Ministerio de Salud, al Ministerio Secretaría General de Gobierno, al Ministerio de Defensa Nacional y al Ministerio de Hacienda. Consideró insuficiente que se proponga que este órgano se convoque sólo a solicitud del Ministro de Justicia, y sólo  dos sesiones al año. Sin perjuicio de la existencia del referido Comité, puntualizó la necesidad de institucionalizar al interior de cada Ministerio y organismo público un mecanismo de promoción, protección, respeto y garantía de derechos humanos que, entre otras funciones, vele por la adecuada definición de políticas públicas, programas y servicios, así como por la implementación de las obligaciones y compromisos sectoriales en materia de derechos humanos, y del Plan Nacional de Derechos Humanos. 

A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Presidente del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (MOVILH), señor Rolando Jiménez, quien valoró el envío de este proyecto de ley por parte del Ejecutivo e indicó que se trata de un salto cualitativo respecto de la institucionalidad en materia de derechos humanos, que ayuda a construir una cultura amplia y pluralista de los derechos fundamentales y a no restringirse a las violaciones de los derechos humanos ocurridas durante la dictadura. En este sentido, planteó su preocupación porque el Mensaje de este proyecto de ley no hace una mención comprensiva e integral de los derechos humanos, lo cual debiera ser recogido en el texto definitivo de esta ley. Complementó que las violaciones a los derechos humanos también tienen un componente variable, al ir incorporando nuevas temáticas y que en este contexto le pareció que las tareas de la Subsecretaría de Derechos Humanos debieran tener una comprensión más amplia de los derechos.

 En cuanto al texto del proyecto de ley, reparó en la falta de precisión de la relación que tendrá esta Subsecretaría con el Instituto Nacional de Derechos Humanos y recomendó que cuando la Subsecretaría conozca el Informe Anual que elabora el Instituto Nacional de Derechos Humanos debiera ésta implementar las recomendaciones que se formulen. Compartió la propuesta de incorporar dentro de los integrantes del Comité Interministerial al Ministro de Educación, por la importante labor pedagógica que se debe realizar en materia de derechos humanos. También, hizo presente la ausencia de la participación de la sociedad civil en las tareas encomendadas a la Subsecretaría de Derechos Humanos, por lo cual propuso la creación de un Consejo de Sociedad Civil que participe de manera concreta en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos, y sugirió abrir un registro de organizaciones de derechos humanos, similar al que tiene el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Además, opinó que el Plan Nacional de Derechos Humanos debe a mediano y largo plazo  tener mecanismos de seguimiento y de control en cuanto a su implementación. Por último, se sumó a la idea de crear un Defensor del Pueblo.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al Director del Museo de la Memoria y Derechos Humanos, señor Ricardo Brodsky, quien señaló que les interesa contribuir a la reflexión  y al esfuerzo del país por resguardar la memoria y fortalecer una cultura y una institucionalidad de promoción y protección de los derechos humanos. En seguida, consideró positivo que el Gobierno busque fortalecer la institucionalidad de los derechos humanos, de la cual forman parte diversas instancias, siendo la más relevante el Instituto Nacional de los Derechos Humanos. En esta misma línea, resaltó la necesidad expresamente enunciada en el proyecto de ley de optimizar la gestión del Estado en el ámbito de los derechos humanos, dada la dispersión de competencias y atribuciones actualmente existente entre diversos organismos públicos. Sin embargo, observó que el proyecto  adolece de una reflexión suficiente sobre la actual institucionalidad, de manera de evitar duplicar funciones en el futuro. En efecto, acotó que no se pronuncia sobre cuál será el destino del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, de la Comisión Defensora Ciudadana del Ministerio Secretaría General de la Presidencia o del Comité de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores. Lamentó que tampoco se refiera a la creación del Defensor del Pueblo, proyecto que no puede pensarse en desechar en virtud de la creación de la Subsecretaría.

A reglón seguido, reseñó que el proyecto de ley al momento de definir las funciones de la Subsecretaría, no considera la existencia del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que es la entidad autónoma encargada de velar por los derechos fundamentales, conforme a los estándares internacionales, lo que se manifiesta en que no se establece la incorporación de su Director en el Comité Interministerial, que elaborará el Plan Nacional de Derechos Humanos. Tampoco, continuó, se consagra su participación en la realización de estudios críticos del derecho interno para adecuarlo a los tratados internacionales de derechos humanos, competencia que sin embargo le otorga la ley N° 20.405 al Instituto Nacional de Derechos Humanos en el numeral º 4, de su artículo 3°, lo que en su parecer importa una duplicación de funciones. Asimismo, reparó que no se le considera para procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales, ni para cautelar el cumplimiento de los acuerdos amistosos o resoluciones obligatorias originadas en el sistema de derechos humanos. A su juicio, sería conveniente para el país evitar duplicidades y armonizar los criterios y las respuestas a los organismos internacionales. Estimó que una respuesta gubernamental que no pasa el filtro de la institución autónoma con competencia en derechos humanos, tendrá comprometida su credibilidad ante los organismos internacionales.

Luego, señaló que en la actualidad el Ministerio de Justicia cumple una función muy acotada a la relación entre el poder Ejecutivo y el Judicial, lo que no se modifica con este proyecto de ley, y que entiende puede ser una desventaja, pues sectoriza una materia que es en esencia transversal e intersectorial. De hecho, comentó que el Mensaje de esta iniciativa habla del sector específico de los derechos humanos, cosa que evidencia una inadecuada concepción de los mismos. Al efecto, reparó, reducir los derechos humanos a una temática estrictamente judicial, concepción subyacente a la dependencia de la Subsecretaría que se pretende crear al Ministerio de Justicia, tal como lo plantea el Profesor de Derecho Fernando Atria, quien afirmó que la vía judicial exclusiva para responder al tema de los derechos humanos es incorrecta, por cuanto supone entenderlo como un mero conflicto privado entre particulares, poniéndolo, en consecuencia, al mismo nivel que cualquier otro conflicto creado por la violación de un derecho, como puede ser el no pagar precio en una compraventa. Reflexionó que los problemas de derechos humanos no son sólo un conjunto de problemas particulares entre víctimas e imputados, sino, por el contrario, un problema colectivo de la polis. Indicó que es esta concepción reduccionista la que amenaza banalizar el concepto mismo de los derechos humanos, sea desde el punto de vista de las violaciones cometidas en el pasado o de nuestro futuro como sociedad democrática y deliberante.

Considerando lo anterior, subrayó la necesidad de abordar los derechos humanos en un Estado Democrático de Derecho, teniendo presente la transversalidad que da su tratamiento como asunto político primordial del Estado y estimó más acertado ubicar la Subsecretaría de Derechos Humanos en lo que se denomina el centro de gobierno, esto es, en el Ministerio que tiene una visión unitaria de la gestión gubernamental, que coordina las actividades de los Ministerios y mantiene una visión actualizada de la evolución de las políticas de gobierno,  el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que le corresponde, entre otras, la coordinación interministerial. Al respecto, trajo a colación la experiencia internacional de Uruguay, en que se ubicó a la Secretaría de Derechos Humanos al alero de la presidencia.
En cuanto a las funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos, señaló que este proyecto de ley incorporaría una nueva función de asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los derechos humanos, propias del Ministerio de Justicia. Lo anterior, continuó, se refuerza con el artículo 3° propuesto por esta iniciativa legal, que define el sector del Ministerio, como a los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia. 
Reparó que estas normas parecen restringir su asesoría sólo a materias propias del Ministerio de Justicia, sin facultades para asistir en materias transversales de la política gubernamental. En este contexto, estimó que se trata de un enfoque contradictorio con la disposición que establece que el Comité Interministerial de Derechos Humanos deberá conocer las propuestas de políticas públicas, elaboradas por el Ministerio de Justicia en materia de derechos humanos, que deben ejecutarse de forma intersectorial, pero que difícilmente podrá proponer dichas políticas si su enfoque es limitado a lo sectorial.  A su juicio, una Subsecretaría de Derechos Humanos debería asumir una clara atribución en la tarea de representar al Estado ante los organismos internacionales de derechos humanos, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, como ocurre por ejemplo, en el caso argentino.
 Por otra parte, remarcó que debería contemplarse entre sus funciones la coordinación y supervisión de las medidas de reparación establecidas por el Estado de Chile, incluidas entre estas las funciones de proponer, coordinar, supervisar y ejecutar iniciativas de preservación de la memoria histórica de las violaciones sistemáticas a los derechos humanos cometidas por agentes del Estado entre 1973 y 1990, aspecto tiene especial relevancia para el Museo de la Memoria y los Derechos Humanos y los sitios de memoria existentes en el país.

En relación con el Comité Interministerial de Derechos Humanos, consideró positiva su creación,  pues con ello se institucionaliza el trabajo conjunto e intersectorial. Sin embargo, consignó que debería presidirlo el Ministro Secretario General de la Presidencia y no el de Justicia. Lamentó que este proyecto de ley no incluya dentro de sus integrantes a los Ministros de Educación y de Defensa. Además, comentó que este Comité debe conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, pero no se propone que deba adoptar acuerdos sobre sus recomendaciones, considerando que el Instituto Nacional de Derechos Humanos es el organismo competente para la elaboración del informe oficial sobre la situación nacional en materia de derechos humanos en Chile, las recomendaciones contenidas en el informe deberían necesariamente ser consideradas por la Subsecretaría y por el Comité Interministerial en la elaboración de las políticas sobre derecho humanos y, particularmente, en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos.

Por último, se refirió a las normas transitorias. A su respecto, consideró excesivamente imprecisos los plazos que se establecen para su entrada en vigencia. De hecho, observó que se entrega a un reglamento la determinación de la fecha de entrada en vigencia de la Subsecretaría, lo que en su opinión debiera ser materia de esta ley. Asimismo, hizo presente que la delegación de facultades al Presidente de la República es excesivamente amplia, ya que se le permite por decreto con fuerza de ley modificar todas las plantas que estime conveniente para la adecuación de esta nueva institucionalidad, lo que podría implicar las plantas de diversos ministerios, por lo cual sugirió una delegación de atribuciones más acotada.

A continuación, la Comisión recibió en audiencia a la Presidenta de la Corporación Parque por la Paz Villa Grimaldi, señora Margarita Romero, quien señaló que la organización que encabeza es una institución sin fines de lucro, cuya misión es la reconstrucción y la transmisión de la memoria y de la promoción de una cultura de respeto a los derechos humanos, desde un sitio en donde se practicó crímenes de lesa humanidad. Bajo este contexto, valoró la decisión del Gobierno de crear de Subsecretaría de Derechos Humanos, porque asume esta iniciativa como un esfuerzo positivo por mejorar lo que hasta ahora se ha hecho en este ámbito y por fortalecer la institucionalidad política y gubernamental en derechos humanos. También, expresó su pleno acuerdo a las sugerencias de modificaciones planteadas por el Instituto Nacional de Derechos Humanos. En el mismo sentido, reforzó la idea de que esta futura Subsecretaría no debe interferir en las facultades asignadas al Instituto Nacional de Derechos Humanos, ni debilitar su accionar. En seguida, señaló que considera necesario darle una mayor relevancia a esta nueva instancia, fortalecer sus competencias y la del Comité Interministerial, para que el Estado pueda cumplir de mejor forma los compromisos adquiridos, luego de conocer los informes de las diferentes Comisiones creadas diseñar políticas en la materia. Resaltó que mayor relevancia se le dará también a esta instancia si el nombre de este Ministerio incluye una referencia a los Derechos Humanos.
Posteriormente, indicó que una de las funciones de esta Subsecretaría es proponer el programa de formación y de fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos para el sector público, lo que debería permitir la inclusión de la educación de los derechos humanos en el currículum escolar, por lo que consideró indispensable la participación del Ministerio de Educación en el Comité Interministerial. Así también, consignó que esta Subsecretaría debería promover una cultura de derechos humanos en instituciones claves, como las Fuerzas Armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones. 
Acotó que la Subsecretaría de Derechos Humanos debiese tener entre sus facultades la creación de un departamento que funcione de forma permanente en la calificación de los casos graves de violaciones de derechos humanos, ocurridos en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990 y entregar así, a las personas que aún no han sido reconocidas como víctimas, los beneficios de reparación establecidos por las leyes. Otro punto que le pareció importante enfatizar es el que se refiere a la continuidad del Programa de Derechos Humanos que hoy funciona en el Ministerio del Interior, ya que para ello es indispensable por el tipo de funciones que éste desempeña se mantenga en su integridad.
En lo referente a los Sitios de Memoria, hizo presente que si entendemos que una cultura de respeto a los derechos humanos constituye uno de principales objetivos de esta nueva Subsecretaría, como forma de educar la ciudadanía en el respeto al otro y en la defensa de la democracia para prevenir hechos como los ocurridos en nuestra historia reciente, este objetivo sería entonces una obligación para el Estado de Chile.
 Agregó que conocer la verdad de lo sucedido en Chile con la práctica del terrorismo de Estado es un derecho de la sociedad, así como lo es la reparación simbólica a las víctimas, con la recuperación de lugares donde ocurrieron las violaciones y donde se honra la memoria de detenidos desaparecidos y ejecutados políticos. Al respecto, opinó que pese a las recomendaciones de los Informes de Verdad, la implementación de medidas para cumplir este objetivo ha sido insuficiente. Informó que hoy son once los sitios, donde se practicó secuestro, tortura y exterminio recuperados por acciones de la sociedad civil a lo largo del país y que varios de ellos han sido decretados Monumentos Nacionales, pero  no existe una política pública que los integre en un plan nacional de memoria y reparación simbólica.
 Detalló que el desarrollo de los Sitios de Memoria, como Villa Grimaldi va mas allá de ser un Memorial para honrar las victimas, ya que allí se han hecho grandes esfuerzos por rescatar la Memoria, con el objetivo de reflexionar sobre el pasado y el presente, con miras a promover los derechos humanos considerando el poder de los lugares como medios de prueba y conexión con la historia y casos reales que generan un importante interés en los visitantes. En efecto, continuó, juega un rol en la reparación simbólica primero de las víctimas, y luego de la sociedad afectada por el terrorismo de estado, como espacios de conocimiento del pasado, reflexión y encuentro. Por lo anterior, consideró fundamental que la Subsecretaría de Derechos Humanos contemple en el Plan Nacional de Derechos Humanos  trabajar con los Sitios de Memoria, integrándolos en los planes y programas destinados a la reparación de víctimas de violaciones a los derechos humanos, así como en el programa de promoción de los derechos humanos a partir de la relación pasado y presente. Además, consignó que en su diseño se desarrolle un eje de protección y de conservación de los sitios en su status patrimonial, sin perjuicio de las atribuciones que corresponden a Monumentos Nacionales, apoyando también a los programas de investigación, educación y diálogo ciudadano, que son los que permiten alcanzar el objetivo de promoción de los derechos humanos, y en el mismo sentido contemplar la coordinación con instituciones de la sociedad civil relacionando distintos entes públicos y privados que contribuyan al objetivo común.
 Por último, entregó a la  Comisión un documento denominado “Principios Fundamentales para las Políticas Públicas sobre Sitios de Memoria”, que fue elaborado por el Instituto de Políticas Públicas de Derechos Humanos del MERCOSUR, con aportes de los diferentes sitios de la región y que fuera acogido en la última reunión de Altas Autoridades de Derechos Humanos y Cancillerías del MERCOSUR, del 3 de septiembre de este año, con el fin de guiar las políticas que se implementen en los diferentes países de la región en materia de creación, preservación y gestión de lugares en donde se cometieron graves violaciones a los derechos humanos.

A continuación, se recibió en audiencia al Presidente de la Fundación Iguales, señor Pablo Simonetti, quien hizo presente que la organización que dirige trabaja por la plena inclusión de la diversidad sexual y que dado que la misma ha sido acogida por los organismos internacionales de derechos humanos le pareció atingente comentar sobre este proyecto de ley. Informó que presentarán una minuta que ha sido elaborado por los Abogados Verónica Undurraga, Claudia Sarmiento, William García y Constanza Salgado, quien será, esta última, la encargada de exponerla ante esta Comisión.

En seguida, la Abogado de la Fundación Iguales, señorita Constanza Salgado, señaló que Fundación Iguales apoya la propuesta de crear una Subsecretaría de Derechos Humanos, ya que es fundamental que existan órganos autónomos que se preocupen por la promoción y protección de los derechos humanos y cumplan con los Principios de París. Si bien, dijo,  está el Instituto Nacional de Derecho Humanos, es importante que existan órganos que formen parte de la administración centralizada del Estado que tengan una mirada macro que vigile y coordine a los distintos órganos con atribuciones en materia de derechos humanos, que tenga la responsabilidad de formular políticas públicas en derechos humanos y en promover y en capacitar a la población en esta temática.

 Sin perjuicio de lo anterior, comentó que tiene algunas observaciones que formular al texto de este proyecto de ley. En primer lugar, señaló que se deben precisar las funciones que tendrá esta Subsecretaría, para permitir una gestión desconcentrada más eficiente. Al efecto, consideró que la Subsecretaría de Derechos Humanos tiene más bien funciones colaborativas. Sin perjuicio de su carácter dependiente, enfatizó la necesidad de encomendarle otras funciones de carácter más propositivas y ejecutivas de políticas y programas de promoción y protección de derechos humanos, como sucedió con la Subsecretaría de Prevención del Delito, a la cual se le concedieron facultades más desconcentradas del Ministerio respecto del cual depende, como formular políticas, planes y programas y vigilar su correcta ejecución. Por lo anterior, sugirió reemplazar las letras a) y h) del artículo 8° propuesto por este proyecto de ley, que se refieren a las funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos de proponer políticas públicas referidas a la promoción y protección de los derechos humanos y de colaborar con el Ministro de Justicia en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los derechos humanos. En su opinión sería más relevante que esta Subsecretaría formule las políticas públicas referidas a la promoción y protección de los derechos humanos y vigilar su ejecución, así como elaborar planes y programas en materia de promoción y protección de los derechos humanos y supervisar su desarrollo y realización. Acotó que dichas modificaciones no sólo precisarían algunas de las funciones propuestas, sino que también propenderían a un más ágil, dinámico y eficiente el ejercicio de las mismas.

En relación con el Plan Nacional de Derechos Humanos, puso de relieve la necesidad de que la responsabilidad de formularlo debe recaer en la Subsecretaría, con participación de la ciudadanía, lo que no se opone ley Nº 19.880, que permite la participación de la sociedad civil en la formulación de proyectos. Además, sostuvo que fuera aprobado por el Comité Interministerial y el Presidente de la República, para así darle la fuerza normativa de un decreto supremo.

En segundo lugar, hizo presente la necesidad de agregar algunas funciones a la Subsecretaría de Derechos Humanos en materia de monitoreo de los conflictos sociales y resolver consultas, quejas y denuncias o canalizarlas ante los organismos competentes. Por otra parte, refirió que el decreto ley N° 3.346 que crea al Ministerio de Justicia establece en su artículo 2° una serie de funciones para este Ministerio. Agregó que este proyecto de ley incorpora una letra, nueva, que establece que esta Cartera también asistirá al Presidente de la República en las materias relativas a los derechos humanos es un poco ambiguo, porque en su opinión se deben mencionar todas las tareas que la Subsecretaría desarrollará y que en ese entendido habría que agregar nuevas letras o reformular algunas, por ejemplo indicó que hoy el Ministerio de Justicia cuenta la facultad para realizar un estudio crítico de las normas constitucionales y de la legislación civil, penal, comercial y de procedimiento, a fin de proponer al Presidente de la República las reformas que estime necesarias. Planteó reemplazar este literal por otro que permita al Ministerio de Justicia realizar el estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de derechos humanos.
En tercer lugar, informó que la letra c) del citado artículo 2° faculta al Ministerio de Justicia a formular políticas, planes y programas sectoriales, respecto de la defensa judicial de los intereses del Estado, del tratamiento penitenciario y la rehabilitación del reo; la organización legal de la familia e identificación de las personas. Sobre esta norma, propuso agregar que estas políticas y programas también se podrán dirigir a la promoción y protección de los derechos humanos. 
En cuarto lugar, compartió la necesidad de incorporar en el Comité Interministerial de Derechos Humanos al Ministro de Educación, y como miembros ad hoc a los Ministros de Salud, de Trabajo y Previsión Social y de Vivienda y Urbanismo. 

En cuanto al cambio de nombre del Ministerio de Justicia a Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, apoyó la propuesta en la medida que esa idea esté más plasmada en este proyecto de ley y que incorpore como un símbolo del compromiso del Estado de Chile con los derechos humanos. 
En quinto lugar, consideró que el artículo octavo transitorio de este proyecto de ley establece un límite presupuestario demasiado rígido respecto de los recursos que se asignen a esta Subsecretaría. En su opinión, el presupuesto que se otorgue no debe mermar su potencial de gestión y debe estar sujeto a las reglas generales que regulan las asignaciones del Presupuesto de la Nación. Finalmente, estimó que sería conveniente que el proyecto de ley fijara un plazo para el efectivo funcionamiento de la Subsecretaría y que dicha fecha no quede supeditada la emisión de uno o más decretos con fuerza de ley, o bien que se estableciera un plazo máximo para su entrada en funcionamiento después de la aprobación de la ley.
Luego, la Comisión recibió en audiencia al Secretario General de la Red Latinoamericana de ONG de Personas con Discapacidad y sus Familias (RIADIS) y de la Unión Nacional de padres y Amigos de Personas con Discapacidad Mental (UNPADE), señor Enrique Norambuena, quien señaló que el 13 de diciembre de 2006, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) y su Protocolo Facultativo, después de cuatro años de intenso debate que no sólo dio vida al primer tratado de derechos humanos del siglo XXI, sino al que tuvo el mayor aporte y participación de la sociedad civil. Explicó que la Convención obliga a los Estados Parte del Sistema de Naciones Unidas a promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente. Luego, enunció algunos de sus principios, a saber: el respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas; la no discriminación; la participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad; el respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como parte de la diversidad y la condición humana; la igualdad de oportunidades; la accesibilidad, y la igualdad entre el hombre y la mujer. 

Así, refirió, la Convención consagra el enfoque de derechos políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales respecto de la discapacidad, que es definida como un concepto que evoluciona, como un problema social y la resultante entre la interacción de las personas y el entorno que limita su participación y autonomía. Al efecto, comentó que obliga a los Estados Parte de las Naciones Unidas a crear progresivamente las condiciones legislativas, administrativas, reglamentarias, de políticas públicas y de otras índoles apropiadas para dar efecto a todos los derechos reconocidos en ella. Además, indicó que les exige a los Estados apoyar y fortalecer las capacidades sociales de las organizaciones que representan a las personas con discapacidad y sus familias, para que participen activamente en la aplicación y vigilancia de su cumplimiento en cada realidad nacional.
Resaltó que esta Convención va en directo beneficio de más de 1.000 millones de personas con discapacidad, es decir, el 15% de la población mundial, según informó la OMS en el mes de junio del año 2011, de los cuales el 80% viven en los países en vías de desarrollo. A cuatro años de su entrada en vigor, subrayó que esta Convención cuenta con 153 Estados signatarios y 118 ratificaciones, mientras que su Protocolo Facultativo cuenta con 90 Estados signatarios y 69 ratificaciones. Acotó que en América sólo 21 Estados han ratificado esta Convención y su Protocolo Facultativo. En sintonía con lo anterior, señaló que con esta Convención se inicia el término de siglos de oscurantismo, estigmas, estereotipos, prejuicios, discriminaciones arbitrarias y vulneración de derechos de millones de personas con discapacidad y que en la medida en que sea cumplida permitirá una igualdad de oportunidades para su inclusión social, desarrollo inclusivo, sustentable y una sociedad que acepta y respeta la diversidad como atributo de la condición humana. 

A continuación, informó que en Chile de acuerdo al Primer Estudio Nacional de la Discapacidad existen 2.068.072 personas que viven con algún tipo de discapacidad, lo que equivale a un 12,9% de la población, de las cuales 1.204.576 son mujeres (58,2%) y 863.496 son hombres (41,8%). Detalló que el 51% son adultos y que el 86,1% tiene más de 29 años de edad, es decir, se encuentran en edad trabajar. Sin embargo, observó que el porcentaje de personas con discapacidad mayores de 15 años, que realizan algún trabajo remunerado, sólo llega a un 29,2%. También, comentó que sólo el 8,5% de las personas con discapacidad se encuentra estudiando y que el 10% de estas personas no cuentan con ningún año de estudio aprobado, que un 13% ha terminado la enseñanza media y sólo un 5,7% ha logrado tener acceso a la educación superior. En sintonía con lo anterior, señaló que hoy el Estado de Chile cuenta con una nueva legislación e institucionalidad, que lleva dos años de aplicación y gestión respectivamente, la ley N° 20.422 que establece las Normas para la Igualdad de Oportunidades y la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, promulgada en febrero de 2010, en coherencia con el paradigma de los derechos, los principios y objetivos de la Convención de las Naciones Unidas.
 Por otra parte, reseñó que aunque con retraso en   agosto pasado, se envió el Informe Inicial de aplicación de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad al Comité Internacional que supervisa su aplicación en todo el mundo.
En seguida, resaltó al importancia de incluir al sector de educación, vivienda, trabajo, defensa al Comité Interministerial, entre otras Carteras, porque en Chile persisten las violaciones a los derechos humanos, como ocurrió en el mes de marzo de este año en el área de la educación. Por otra parte, valoró la reciente promulgación de las leyes N°s 20.500 sobre asociación y participación ciudadana en la gestión pública y 20.609 que establece medidas contra la discriminación, luego de un complejo y arduo debate en su tramitación legislativa. No obstante, remarcó que hay que seguir avanzando en educación, en el ejercicio y la exigibilidad de los derechos, en el fortalecimiento de las organizaciones de la sociedad civil, en una administración pública inclusiva, no discriminatoria y participativa para forjar la democracia que el nuevo siglo nos demanda.
En cuanto al presente proyecto de ley, consideró que se trata de una buena noticia para los ciudadanos de nuestro país el que se promueva la creación de una institucionalidad gubernamental en materia de derechos humanos. Igualmente, agradeció que se les convoque para opinar y aportar sobre sus fundamentos, propósitos y articulado, por ahora, informó que iniciaron un proceso de estudio de esta iniciativa legal, que aspiran aportar durante su proceso legislativo. Por tanto, arguyó que desde su más profunda convicción participacionista se prepararán para enfrentar el nuevo desafío de estar presentes como dirigentes y organizaciones de este sector, en todo el proceso de construcción social y posterior aplicación, evaluación y control social de la política pública y del plan de acción correspondientes.

Con todo, señaló que espera que los derechos de sus hijos, hermanos y familiares que tienen alguna discapacidad estén incluidos en la nueva legislación, en la política pública y en el plan de acción, como sujetos titulares de derechos, así como también las personas que históricamente han sido vulneradas en su derechos por una discriminación arbitraria, tales como los menores de edad, los adultos mayores, los representantes de los pueblos indígenas, los migrantes, las personas que tiene una diversidad sexual, religiosa o racial.
Por último, formuló en relación a la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad y su Protocolo Facultativo, hizo notar que no crea ningún derecho nuevo, pero sí obliga a los Estados Partes a garantizar todos los derechos que les corresponden, junto a las libertades fundamentales y a la dignidad inherente al ser humano. AL efecto, precisó que esto es un desafío gigantesco y, por ende, la revolución del siglo XXI centrada en los derechos humanos, que es justamente lo que necesita Chile y en el mundo.
Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia a la Directora de la Fundación SAVIA, señora Luz María Yaconi, quien explicó que su aporte surge desde el conocimiento y la experiencia compartida con personas que viven con el VIH, que están afectadas o bien están vulnerables ante esta epidemia y del trabajo colaborativo con otras organizaciones sociales e instituciones que contribuyen a la respuesta social ante esta epidemia por más de veinte años. Desde su inicio, hace treinta años, los organismos internacionales han explicitado la relación entre los derechos humanos y la salud pública en materia de VIH. En primer lugar, indicó la falta de protección de los derechos humanos contribuye a incrementar el riesgo en la transmisión de la enfermedad, ya que prevenir la infección es un proceso educativo y de cambio de comportamiento que involucra conductas íntimas. Resaltó que la prevención depende de que las personas sepan cómo evitar la infección, cómo mantener prácticas sexuales seguras y  un actuar responsable. Por ello, reseñó que medidas coercitivas, tales como exámenes médicos obligatorios, la pérdida de la confidencialidad y la segregación alejan a las personas de los servicios de educación preventiva y de la atención de la salud. 

En segundo lugar, expuso que ciertos grupos de personas que no gozan del pleno ejercicio de sus derechos, como muchas mujeres, niños, minorías sexuales, migrantes, poblaciones indígenas son particularmente vulnerables a esta situación, toda vez que su acceso a la educación relacionada con el VIH y con el Programa de Prevención y Atención de la Salud es limitado o inexistente.

 Finalmente, dijo que la discriminación y la estigmatización de las personas que viven con el VIH magnifica los efectos de éste en su vida y no sólo afecta su derecho a no ser discriminado, sino que también trae consigo consecuencias, tales como la limitación del acceso al empleo, vivienda, atención de salud y servicios sociales. Acotó que los derechos humanos están estrechamente vinculados a la propagación y los efectos del VIH en los individuos y en las comunidades de todo el mundo. Por ello, afirmó que el ejercicio de los derechos humanos y de las libertades fundamentales son indispensables para reducir la vulnerabilidad al VIH, por lo que su atención y prevención en función de la salud pública no pueden separarse de los derechos individuales de las personas. 

En efecto, comentó que las políticas públicas de VIH se fueron instalando en la sociedad chilena a partir de la lucha, organización y exigencia de las personas afectadas y de numerosas organizaciones sociales que trabajan y promueven la prevención, y quienes han intentado monitorear y fiscalizar el cumplimiento de los compromisos de derechos humanos y de las políticas nacionales en esta materia. Sin embargo, lamentó que hasta esto aún es muy incipiente y desarticulado y desde el año 2010 la organización que representa generó la iniciativa del Observatorio de las Políticas en VIH desde la perspectiva de los derechos humanos. Explicó que se trata de una iniciativa destinada a observar el cumplimiento de las premisas, compromisos y orientaciones para el desarrollo de las políticas establecidas en la sesión especial de Naciones Unidas sobre SIDA, así como con las obligaciones asumidas por los pactos, declaraciones y convenios de derechos humanos vigentes en Chile. Relató que en la sesión especial de Naciones Unidas sobre SIDA en el año 2001 se definió un marco de trabajo para que los países puedan responder adecuadamente a los desafíos que plantea el SIDA, en la que se concluyó que los países deben preocuparse de conocer esta epidemia y sus consecuencias fisiológicas, sociales y psicológicas. Además, refirió que es preciso instalar programas de atención integral a quienes viven con este virus, y de prevención para la población en general, así como asegurar la calidad y eficiencia en los tratamientos, considerar las condiciones culturales, sociales y económicas que inciden en la salud de las personas y el modo en que esas condicionantes son tomadas en cuenta en los programas. Todos estos factores influyen mutuamente, generarán las condiciones y características de la epidemia en el país.

 Hizo notar que la instalación y puesta en marcha de este Observatorio desde la perspectiva de los derechos humanos responde a las siguientes consideraciones: es un compromiso mínimo el cumplimiento de los tratados y convenios establecidos en derechos humanos en el ambiente internacional; el Estado debe tener canales y procedimientos de monitoreo de las políticas y de su implementación; valorar y observar periódicamente los progresos en esta materia; la sociedad civil desde sus diversos roles debe realizar este seguimiento y que las organizaciones, las redes y otras formas de representación de las fuerzas sociales requieren mecanismos que le permitan mantener actualizada la información y los datos de este tema, lo que permitirá actualizar la visión de la respuesta nacional frente a la epidemia.

Señaló que Chile está avanzando en esta dirección, ya que el país se ha planteado el fomento de la participación de la sociedad civil y en el trayecto de los últimos diez años se han generado canales de incidencia e incluso se han promulgado leyes que aseguran este rol. En Chile existen varias formas de incidencia en la sociedad civil en las políticas públicas y  distintas leyes sobre asociación, como la Ley sobre el SIDA que da cuenta de estos temas. Además, comentó que existen cuentas públicas, mesas de negociación, consejos consultivos, asociaciones entre el Estado y las organizaciones y que cada día hace más urgente el rol fiscalizador y seguimiento de las observaciones de las políticas públicas, de las organizaciones sociales, especialmente en un tema tan sensible como el SIDA. Precisó que el rol de la sociedad civil es fundamental, de hecho el conocimiento de este tema ha surgido de las mismas personas infectadas con VIH y que hoy este tema dentro de las garantías explícitas de las salud, lo que significado un importante avance en el sentido de que población afectada tiene acceso a gratuidad o copago en su atención médica y en los medicamentos. Sostuvo que el Protocolo de GES sin embargo requiere de su observación, pues en reiteradas oportunidades se ha sabido de demoras excesivas en la respuesta requerida, del maltrato de parte de los funcionarios, de medicamentos recetados que no forman parte de la canasta incluida en la garantía, de medicamentos que provocan efectos secundarios entre otras deficiencias.. Remarcó que todo el quehacer gubernamental debe situarse en la óptica de los derechos humanos, lo que implica asegurar y garantizar el ejercicio de los derechos a cada persona con VIH.  Asimismo, consideró necesario el mantener vínculos de trabajo entre la sociedad civil y los organismos estatales que correspondan.

En este contexto, valoró que esta iniciativa legal promueva una mayor articulación entre las diversas instancias que desarrollan proyectos pertinentes a la defensa y promoción de los derechos humanos. También, consideró relevante la participación del Ministerio de Educación en el Comité Interministerial de Derechos Humanos, así como la participación de la sociedad civil en algún tipo de instancia, similar a un consejo consultivo. Por último, subrayó la importancia de que el personal que ingrese a la Subsecretaría de Derechos no tenga antecedentes de violación a los derechos humanos.

A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Vicepresidente del Capítulo Chileno del Ombudsman, señor Sebastián Cox, quien hizo un llamado a las autoridades a dar una mayor profundidad y un mejor tratamiento al tema de los derechos humanos. Dio cuenta que la organización que representa se ha especializado en los derechos humanos y que existe desde el año 1985 y que han estado en la primera línea de la discusión sobre la institucionalidad de derechos humanos para el país y participado activamente en la propuesta prelegislativa de cuatro proyectos de ley para la creación de un Ombudsman o Defensoría del Pueblo.

En cuanto al fondo de este proyecto de ley, puntualizó que los derechos fundamentales deben ser concebidos como derechos y deberes esenciales a la dignidad de toda persona y cuya satisfacción es indispensable para poder llevar una vida digna y desarrollarse como ser humano, por tanto, refirió que los derechos humanos son de las Personas y no de los Estados. Al efecto, sintetizó que derechos y deberes  han reconocido, proclamado y dado valor universal a los principios y valores de la dignidad, de la vida, de la justicia, de la igualdad, de la libertad y de la solidaridad, que se han convertido en indicadores, parámetros u objetivos éticos, políticos, culturales, sociales y económicos esenciales para la vida en común, es decir, para la convivencia pacífica en democracia y desarrollo del estado de derecho.

En sintonía con lo anterior, reseñó que los derechos humanos tanto los económicos, sociales y culturales, como los civiles y políticos  han sido reconocidos y proclamados por tratados, pactos, convenciones y otras normativas internacionales, tanto del Sistema de Naciones Unidas, como del Sistema Interamericano, y que han sido concebidos como obligatorios para los Estados que forman parte del Sistema de Naciones Unidas que los han ratificado y que, por ende, se han comprometido a respetarlos, promoverlos, protegerlos y garantizarlos. Así, continuó, los derechos humanos han llegado a constituirse en obligaciones prioritarias y en condición esencial para la mayor legitimidad política, social, económica y cultural de los estados democráticos y de derecho, y en base del objetivo fundamental de la gobernabilidad democrática, de la seguridad ciudadana, de la justicia y de la convivencia pacífica a la que tienen derecho y aspiran los individuos y las comunidades humanas.
 Complementó que desde mediados del siglo XX y hasta hoy la humanidad ha sido capaz de avanzar significativamente en la adopción y en la proclamación de estas normas universales y que para ello se han creado un Sistema Internacional y Regional de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, con normas, procedimientos e instituciones específicas para hacer efectivas a nivel de los Estados Parte sus obligaciones. 

Si bien valoró que este proyecto de ley haga una referencia a la situación actual en Chile,  reparó que ella es  bastante débil, porque el país debe asumir el pasado y las violaciones a los derechos humanos han significado enormes crisis y rupturas no sólo del Estado de derecho y de la institucionalidad, sino de toda la sociedad y que las consecuencias de estas rupturas e incumplimientos s han acarreado un gran número de vulnerados en sus derechos humanos, por lo cual, sostuvo, se debe reconocer e incorporar dentro de los antecedentes y de la fundamentación de este proyecto de ley, que Chile no se ha dado el espacio, ni tiempo, ni voluntad para una cultura y una política pública en derechos humanos. Además, señaló que se debe asumir que en Chile y hasta el día de hoy el Estado no da cumplimiento efectivo a las normas, recomendaciones, planes, ni sentencias del Sistema Internacional e Interamericano de los Derechos Humanos.

Por todo lo anterior, indicó que se debe aprovechar esta oportunidad y responder positivamente a las recomendaciones y sentencias de los organismos internacionales y del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Asimismo, planteó asumir la  responsabilidad histórica hacia el futuro de crear un Ministerio de Derechos Humanos, ligado al ejercicio de la política pública de justicia por parte del Estado, sin perjuicio de los anterior, valoró la propuesta del Ejecutivo de instaurar un Ministerio de Justicia y de Derechos Humanos, con una Subsecretaría de Derechos Humanos y con una orgánica regional que se traduzca en Secretarías Regionales Ministeriales de Derechos Humanos. Además, resaltó el desafío de construir una Política Pública Nacional de Derechos Humanos, liderada por este Ministerio con una amplia convocatoria y participación de los distintos sectores, instituciones y organizaciones públicos privados de interés público.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia a la Presidenta de la Agrupación de Familiares de los Detenidos Ejecutados y Desaparecidos del Equipo de Seguridad de la Presidencia del Doctor Salvador Allende Gossens, señora Soledad Blanco, quien agradeció el haber sido considerados para exponer su punto de vista en relación con el presente proyecto de ley y solicitó que en el futuro también se contemple a otras treinta  organizaciones que están acreditadas en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública para los casos en que se discutan temas vinculados a los derechos humanos. Luego, manifestó su preocupación por el destino del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y pidió que mantenga su función respecto de los familiares de detenidos desaparecidos no sólo del área jurídica, sino también de la asistencia social que les brinda. Asimismo, solicitó que se les aclare si este programa seguirá con la dificultad burocrática actual, en que deben esperar que todas sus resoluciones sean firmadas por el Subsecretario del Interior para habilitarlos a hacerse parte en los procesos judiciales. Reparó que en varias ocasiones este trámite es bastante lento, lo que entorpece la tramitación de los juicios que lleva el Abogado del Programa de Derechos Humanos. Además, apoyó la propuesta de que el Comité Interministerial también estuviera integrado por el Ministerio de Educación y por representantes de la sociedad civil, de las ciencias, de la cultura y de los pueblos indígenas. Explicó que el énfasis en la educación y en la ciencia se justifica por la relación que debe existir entre los derechos humanos y el desarrollo del país, especialmente porque gracias a la educación se forma el individuo y como tal debe promover una política directa de la concientización y enseñanza de los valores de los derechos humanos en general desde niños, educándolos en la variedad y en al adversidad que existe en cuanto género, sexo o visión política. Por ello, acotó que desde que el niño ingresa al sistema escolar se le deben inculcar estos valores para que los ejerza cuando sea adulto, ya sea como autoridad, carabinero o ciudadano. 

También, subrayó la necesidad de que nuestra sociedad civil sea considerada, por su experiencia en los temas de los derechos humanos y coincidió con lo planteado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos y por Villa Grimaldi. En sintonía con lo anterior, planteó que este proyecto de ley precise ciertos temas, puesto que confunde a los afectados porque no es claro en algunas definiciones y resaltó la inquietud que tiene de ser considerados en este proceso. 

Por último, hizo presente la necesidad de tener garantías de que existe una política de estado que profundice el desarrollo de la ciencia y de la tecnología para facilitar el proceso de búsqueda de los restos de las víctimas de violaciones a los derechos humanos. Al efecto, indicó que la identificación de fragmentos y víctimas de violaciones de derechos humanos puede tomar veinte a treinta años más y que el país debe estar preparado para enfrentar estos temas y el Estado garantizar que algún podrán encontrar los restos de sus seres queridos.
En seguida, la Comisión recibió en audiencia al Encargado del Área Jurídica del Observatorio Ciudadano, señor Hernando Silva, quien expuso que la entidad que representa es un organización civil de carácter regional, cuya sede está en Temuco y que una de sus temáticas de trabajo es el ejercicio de los derechos ciudadanos desde la perspectiva de los derechos humanos. En relación con el presente proyecto de ley compartió lo expuesto por los expositores que lo antecedieron en el uso de la palabra. Compartió la necesidad la necesidad de incorporar al Ministerio de Educación en el Comité Interministerial, por cuanto es necesario desarrollar políticas públicas educativas para la construcción de una cultura de derechos humanos en Chile. También, comentó la necesidad de generar instancias a través de las cuales se hagan efectivas las recomendaciones de los diversos organismos internacionales de derechos humanos y recordó que el Estado de Chile es examinado periódicamente por parte de estos organismos y lamentó que el actuar de las distintas administraciones ha sido dar una defensa corporativa del Estado frente a los requerimientos que han hecho las instancias internacionales por el incumplimiento de los tratados. En ese punto, identificó un cierto grado de ambigüedad en este proyecto de ley, puesto que dentro de las funciones que se le asignan a la Subsecretaría de Derechos Humanos está la coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores para la ejecución y cumplimiento de las resoluciones internacionales y recomendaciones, función que está redactada en términos poco precisos. 

Finalmente, resaltó la necesidad de una descentralización regional y territorial en la supervigilancia y cumplimiento, por cuanto  todas las decisiones se toman en la Región Metropolitana,. Planteó la creación de Secretarías Regionales Ministeriales o mesas regionales de trabajo sobre los derechos humanos y la idea de construir consejos consultivos de la sociedad civil, que también sean descentralizados regionalmente para  desarrollar políticas públicas de derechos humanos propias para cada región o provincia, dado que las temáticas en derechos humanos varía según la región en que se encuentre.

En sesión posterior, se recibió en audiencia a la Presidenta del Colectivo 119 de Familiares y Compañeros, señora Magdalena Navarrete, quien señaló que la organización que representa está intentando mantener la memoria colectiva de la Operación Colombo, conocida también como el Caso de los 119. Luego, indicó que el señor Juan Carlos Chávez hará una breve presentación sobre este proyecto de ley.

A continuación, el Director de Comunicaciones del Colectivo 119 de Familiares y Compañeros, señor Marco Chávez, en primer lugar, valoró la presentación de este proyecto de ley, por cuanto consideró que permite al Estado, en forma unificada, velar por las políticas públicas en materia de derechos humanos. También, comentó que el Estado es el principal responsable y garante de la promoción de los derechos humanos y que en Chile el Presidente de la República ejerce el cargo de Jefe de Gobierno y de Jefe de Estado, por lo que representa los intereses del Estado y de toda la sociedad chilena.

En seguida, hizo presente que tiene una diferencia en cuanto a la estructura de la Subsecretaría de Derechos Humanos, en vista que ella quedaría bajo el alero del Ministerio de Justicia, lo que no consideró adecuado, ya que esa Cartera cumple una serie de funciones acotadas. En su opinión, debería existir una conexión más directa con S.E. el Presidente de la República. Por ello, planteó ubicarla en el Ministerio de la Secretaría General de la Presidencia. 

En cuanto al Comité Interministerial de Derechos Humanos, reparó que no se encuentran todos los Ministerios vinculados al tema de los derechos fundamentales  y  señaló que los derechos humanos deben ser abordados como un tema transversal, que no sólo le compete a la justicia, sino que también a la educación y a la defensa. Por ello, sugirió integrar a  los Ministros de Educación y de Defensa.

Con respecto a las funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos, indicó que no le queda claro en qué consistirá la función de defensa técnica del Estado en relación a todas las denuncias y quejas que se han presentado ante los organismos internacionales, competentes en materia de derechos humanos. Observó que esta atribución le parece un poco ambigua, porque,  por una parte, promoverá las políticas en materia de derechos humanos y, por otra, asumirá la defensa del Estado frente a las denuncias que formulen sus nacionales.

En relación con la participación e injerencia de las organizaciones de derechos humanos en la confección del Plan Nacional de Derechos Humanos, que de acuerdo al presente proyecto de ley sería diseñado y elaborado por el Comité Interministerial de Derechos Humanos, encabezado por el señor Ministro de Justicia, consultó por la participación que le correspondería a las organizaciones de derechos humanos en esta tarea y también en lo que se refiere al tema de reparación a las víctimas de violaciones a los derechos humanos. Reseñó que esta iniciativa faculta al señor Ministro de Justicia a invitar, sólo con derecho a voz, a otros  Ministros o funcionarios de la administración del Estado, así como también a personas de reconocida competencia en el ámbito de los derechos humanos. Por lo anterior, pidió que se precise a qué se refiere las expresiones de “de reconocida competencia”, para saber si contemplará a los representantes de las organizaciones de derechos humanos y de la sociedad civil, en general.

En seguida, se recibió en audiencia a la Presidenta de la Agrupación de Ex Menores, señora Viviana Fernández, quien señaló que la agrupación que representa incluye a las víctimas de violaciones a los derechos humanos que fueron bebés de vientre, que estaban en el seno de su madre torturada o los que nacieron después de una violación a la madre, así como a los niños y niñas que fueron víctimas directa de prisión y de tortura, con el fin de obtener información de sus padres. En su caso en particular, dijo que fue víctima directa, ya que fue detenida a los catorce años en un centro de las Fuerzas Armadas en Valparaíso. Agregó que fue secuestrada de su hogar y privada de libertad, además de ser torturada física y psicológicamente.

Refirió que existen varios casos similares al de ella y lamentó que todos éstos hayan sido minimizados y que no se les haya dado la importancia que se merecen. Por ello, resaltó que como organizaciones luchan por dar a conocer estos casos de violaciones a los derechos humanos y que han colaborado con la ex Comisión Valech para identificar a los menores vulnerados y apoyarlos con profesionales para que puedan asumir lo que les ocurrió.

Finalmente, hizo presente que les interesa que esta Subsecretaría cuente con un departamento que se dedique a la calificación de las víctimas de derechos humanos, en forma permanente, de todas las situaciones que han ocurrido, tanto de los detenidos desaparecidos, los ejecutados políticos, los prisioneros y de los exonerados, entre otros. En la actualidad, comentó, el Instituto Nacional de Derechos Humanos  no tiene mayores injerencias en el tema de calificación de los víctimas de violaciones a los derechos humanos.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al Presidente de la Brigada de Ex Prisioneros Políticos Socialistas, señor Manuel Jiménez, quien señaló que el Comando Unitario de Ex Presos Políticos, que agrupa a seis organizaciones de todo el país, se reunió en varias oportunidades con la señora Subsecretaria de Justicia para tratar este proyecto de ley. Luego, acotó que en esta sesión actúa como el Coordinador del Comando y como el Presidente de la Brigada de ex Presos Políticos del Partido Socialista de Chile.

Posteriormente, comentó que en las reuniones que sostuvieron con la señora Subsecretaria de Justicia se percataron que el texto de este proyecto de ley no recogía la realidad  como lo había planteado el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, cuando les anunció la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos, ya que en su opinión faltan varios temas que no han sido abordados, porque no se reconoce la necesidad de reparar a las víctimas de violaciones a los derechos humanos. Bajo este contexto, pidió que se aclare si se cumplirá con este anhelo. En este mismo orden de ideas, reparó que probablemente muchas de las víctimas morirán sin ser reparadas por el Estado, porque no se ha asumido su responsabilidad e insistió en que el Estado debe hacerse responsable de las violaciones a los derechos humanos, mediante una reparación.

En sintonía con lo anterior, compartió que  el proyecto de ley en estudio deja varios temas sin resolver, por lo cual estimó que debe hacerse un estudio más minucioso para precisar si esta Subsecretaría cumplirá con su anhelo, permitiendo a un sinnúmero de personas acceder a un reconocimiento de su condición de víctima de violación a los derechos humanos y así obtener una reparación. Por todo lo anterior, subrayó la necesidad de que en este proyecto de ley se incorpore el tema de la reparación de las víctimas de violaciones de los derechos humanos acaecidos en el pasado, que llega a unas 20.000 personas que no calificaron de acuerdo a la Ley Valech y reparó que el bono que se entrega por esta  Ley Valech se divide en doce meses, lo cual no debe ser incompatible con la asignación que se entrega a los exonerados políticos.

Luego, se recibió en audiencia a la Presidenta de los Familiares de Ex Prisioneros Políticos Fallecidos, señora Haydee Oberreuter, quien señaló que han desarrollado un largo proceso de consultas con diversas instituciones y organizaciones, y en cuanto al presente proyecto de ley, indicó que se trata una iniciativa valiosa, porque tiende a suplir una necesidad que estaba pendiente desde la recuperación democrática. La existencia de una institucionalidad que permita reunir las materias que dicen relación con los temas de derechos humanos por parte del Estado. Complementó que los más de 40.000 sobrevivientes de prisión política y tortura, más la gran cantidad de personas que aún no han sido calificadas se ven obligadas a visitar diversas instituciones para buscar una solución a su problema. En este escenario, consideró que este proyecto de ley viene a crear una institucionalidad que, al menos, en espíritu tiende a resolver estas situaciones. 

Asimismo, señaló que en esta iniciativa se debe atender los temas pendientes en términos de reparación, y de verdad y de justicia. No obstante, resaltó que le llama la atención la falta de centralidad que se le da a esta Subsecretaría, al radicarla en el Ministerio de Justicia, porque esta Cartera lleva todos los asuntos vinculados a la judicialización de los conflictos, lo que no se relaciona con la forma en que se deben abordar los derechos humanos. Desde esta perspectiva, señaló que la tesis que se ha desarrollado es que esta Subsecretaría se radique en un área más cercana al Ejecutivo, como puede ser el Ministerio del Interior y Seguridad Pública o el Ministerio Secretaría General de Gobierno.

En lo que se refiere al Comité Interministerial, consideró que también debería incluir a aquellos Ministerios que están directamente involucrados con las políticas reparatorias, es decir, con los Ministerios de Salud, Educación, Vivienda y Urbanismo, entre otros. Por último, precisó que a pesar de tener un sinnúmero de observaciones que formular al presente proyecto de ley, en esta oportunidad lo valoran por tratarse de una iniciativa que crea una institucionalidad por parte del Estado en materia de derechos humanos.





Finalizada la ronda de audiencias de este proyecto de ley, cabe señalar que  el Doctor Claudio  Nash Rojas, Director Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, fue invitado a exponer su opinión del proyecto, sin embargo, se excusó de asistir y envió sus observaciones por escrito, documento que se transcribe a continuación:

“1. ¿Hay necesidad de una institucionalidad de derechos humanos en Chile?

 2. ¿Para qué se requiere dicha institucionalidad?

 3. ¿Qué elementos requieren mayor desarrollo en el proyecto de ley para fortalecer la Subsecretaría?

 4. ¿Cuáles serían algunos retos en la implementación de la ley?
La opinión general que se sustenta en este informe es que el Proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos es un paso importante en institucionalización de los derechos humanos en Chile y que los posibles problemas que pudieran surgir no son insalvables y no debieran ser un obstáculo para esta mejora sustancial para los derechos humanos en Chile.

Cumplo con informar lo que sigue:
Desde el año 1990 en chile se han dado pasos sustantivos en el ámbito de la justicia transicional. En áreas como verdad, justicia y reparaciones se han hecho esfuerzos serios -aunque muchos de ellos aún insuficientes- como Estado para hacerse cargo de las violaciones masivas y sistemáticas de las que Chile fue testigo bajo la dictadura militar (1973-1990). Sin embargo, un área en el que se ha avanzado poco es en la institucionalidad de derechos humanos. Sabemos que Chile aún no cuenta con una defensoría de derechos humanos que cumpla con los requisitos de los principios de París, que nuestra defensa pública no es autónoma y está limitada al tema penal y aún existen trabas para el pleno ejercicio de derechos en nuestro texto constitucional y en las leyes. Pero también hemos sido testigos de avances importantes, como fue hace dos años la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Me parece importante que este proyecto sea mirado como parte de este proceso de institucionalización de los derechos humanos en Chile y en este caso, dentro de la estructura de gobierno.

1. ¿Hay necesidad de una institucionalidad de derechos humanos en Chile?

Es sabido que el Estado chileno, al ratificar los tratados de derechos humanos, está obligado a respetar los derechos contenidos en dichos instrumentos así como a garantizar el pleno y efectivo goce de los derechos humanos a todos aquellos que se encuentran bajo su jurisdicción. El deber de respetar implica que el Estado debe cumplir con la normativa internacional a la cual se ha obligado así como debe abstenerse de ciertos actos que pueden menoscabar el disfrute de los derechos. La obligación de garantizar, complementaria a la de respeto, exige, entre otros, a los Estados organizar el aparato gubernamental y las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Estas obligaciones deben ser cumplidas de modo sin discriminación alguna.
La creación de la Subsecretaria de Derechos Humanos se enmarca dentro del cumplimiento de estas obligaciones generales, especialmente en cuanto a la adopción de medidas positivas, sean ejecutivas, administrativas o presupuestales necesarias y adecuadas para garantizar el ejercicio de los derechos y dar cumplimiento a los compromisos internacionales.
Las políticas públicas que se generen como parte de este deber de garantía deben tener un enfoque de derechos humanos que tenga como base y referencia el derecho internacional de los derechos humanos y recoja ciertos principios básicos de aplicación transversal del enfoque de derechos humanos:
a. 
Las personas como sujetos de derechos humanos deben ser identificados como titulares de derechos para así ponerlos en el centro de la labor de protección de los derechos que le cabe al Estado.
b. 
Los sistemas de planeación y programación estatales que se generen para garantizar los derechos humanos deben incluir una mirada que permita la promoción de la igualdad tanto formal como material y la prohibición de la discriminación.

c. 
En el marco del desarrollo de estrategias dirigidas al cumplimiento de las obligaciones de los derechos humanos es fundamental asegurar que hayan procesos participativos que permitan que la sociedad civil contribuya con su asesoría técnica, así como que haya un aumento en el sentido de apropiación y de control sobre las actividades gubernamentales.
d.
Dado el carácter universal, indivisible e interdependiente de los derechos humanos, su diseño e implementación requiere de un actuar coordinado entre los distintos poderes del Estado así como entre las distintas áreas de gobierno.
e. 
Las políticas públicas con un enfoque de derechos humanos requieren de mecanismos de rendición de cuentas, con herramientas para medir y evaluar el impacto de éstas así como difundir a través de datos fidedignos y desglosados cuales son los resultados obtenidos.
Estos principios deben ser reflejados en la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos para sentar las bases para la formulación e implementación de políticas públicas alienadas con el derecho internacional de los derechos humanos.
2. ¿Para qué se requiere dicha institucionalidad?

A la luz de las obligaciones que asume el Estado chileno en el ámbito internacional, es necesario dotar al Gobierno de una institucionalidad específica que oriente, coordine y elabore las acciones de la administración del Estado en el cumplimiento de sus obligaciones emanadas del derecho internacional de los derechos humanos. En la actualidad, la multiplicidad de entidades del aparato de administración ejecutiva que desempeñan funciones específicas para cumplir con las obligaciones internacionales, ha sido un obstáculo en la creación de políticas de derechos humanos con una visión unitaria y coordinada del Estado. Igualmente, esta dispersión en las funciones no ha facilitado la identificación de un interlocutor con un mandato amplio para poder tratar de forma holista los temas referentes a los derechos humanos, sea a nivel nacional o internacional.
La nueva institucionalidad debería asumir un rol de liderazgo y coordinación en la generación de políticas públicas de derechos humanos, incluyendo mediante la elaboración de mecanismos de evaluación y medición, asegurando que haya efectiva participación de actores del Estado, organismos autónomos como el Instituto Nacional de los Derechos Humanos y no gubernamentales así como una efectiva rendición de cuentas.
En vista de la expansión de las obligaciones del Estado chileno en cuanto a los mecanismos de rendición de cuentas del sistema universal e interamericano es necesario poder contar con una entidad dentro del aparato del Estado que coordine la elaboración de informes, la defensa del Estado ante organismos internacionales y la implementación de sentencias y recomendaciones, todos ejercicios que suelen requerir de la participación de un alto y variado número de entidades estatales. Igualmente es necesario poder unificar la difusión de la información sobre las obligaciones internacionales del Estado chileno entre los diferentes poderes del Estado, tanto a nivel nacional como regional. Este mejor conocimiento de las obligaciones del Estado chileno debería resultar en un cumplimiento más efectivo e integral de los tratados de derechos humanos.
3. ¿Qué elementos requieren mayor desarrollo en el proyecto de ley para fortalecer la Subsecretaría?

a. 
El proyecto de ley debería definir con mayor claridad el rol de la Subsecretaría y del Comité Interministerial en la elaboración, coordinación e implementación de las políticas públicas de derechos humanos. Igualmente, debería establecerse si la Subsecretaría tendrá responsabilidades programáticas en términos de implementación de proyectos e iniciativas.
b. 
El proyecto de ley no establece explícitamente cuál es el rol de la Subsecretaría en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos, solo menciona que debe colaborar con el Comité Interministerial en su formulación. Considerando que los procesos de gestación de dichos planes requieren amplias instancias de consulta con actores varios (incluyendo órganos estatales, organismos autónomos, académicos y sociedad civil) es necesario ponderar la efectividad de dejar la responsabilidad primaria de tal plan a un órgano político como el Comité Interministerial de Derechos Humanos. Estos procesos participativos deben ser reflejados en la ley. Debería contemplarse igualmente que los procesos de elaboración de dichos planes son precedidos por ejercicios de diagnóstico de derechos humanos, para poder servir de herramientas en la identificación de las brechas que deben ser abordadas en la generación de políticas públicas.
c. 
El proyecto de ley debería incluir mecanismos de medición y evaluación de las políticas públicas de derechos humanos que se generen, con herramientas tales como indicadores de derechos humanos, para poder cuantificar los resultados obtenidos en base a metas predeterminadas. Estos instrumentos deben servir de insumos para los mecanismos que deben establecerse para la rendición de cuentas.
d. 
El proyecto no desarrolla cuales serían las funciones de la Subsecretaria en cuanto a la promoción y difusión de los derechos humanos. Dada la ausencia de legislación específica en Chile sobre esta materia es necesario dotar de facultades a la Subsecretaría para que ésta desempeñe funciones destinadas a un mayor conocimiento y concientización de la población sobre los derechos humanos. El deber de prevención de las violaciones de los derechos humanos que le compete al Estado debería orientar la labor de la Subsecretaría.
e. 
La Subsecretaría debería tener un rol preponderante en la propuesta y la ejecución de programas de formación y capacitación de funcionarios de los poderes del Estado. Esta función debe ser coordinada con la labor de fortalecimiento institucional que lleva a cabo el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Igualmente, la Subsecretaría, en coordinación con el Ministerio de Educación, debería participar en la elaboración de programas de educación de derechos humanos.
f. 
La Subsecretaría debería asumir un rol de liderazgo en la interlocución con organizaciones de la sociedad civil, especialmente con aquellas que trabajan en el ámbito de los derechos humanos. La ausencia de interlocución y de participación genuina y efectiva de la sociedad civil limita el alcance en el cumplimiento de las recomendaciones internacionales de los derechos humanos así como en la ejecución de las políticas públicas.

El proyecto de ley debería considerar el rol que le cabe al Estado de fomentar y promover las condiciones para el fortalecimiento de la sociedad civil así como el de promover una mayor interlocución. En Argentina la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos tiene como uno de sus objetivos "planificar, coordinar y supervisar la ejecución de las actividades de formación y fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos y derecho internacional, tanto en el ámbito estatal como en lo atinente a la sociedad civil". En México las atribuciones de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos contemplan que dicho órgano fungirá como vínculo "entre la Secretaría de Gobernación [equivalente al Ministerio del Interior] y las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la promoción y defensa de los derechos humanos" (art. 21 de la ley).
g. 
El proyecto de ley es confuso sobre cómo la creación de la Subsecretaría va a impactar la continuación de los programas actuales sobre búsqueda de justicia, reparaciones y asistencia jurídica y sicosocial para víctimas de violaciones a los derechos humanos en la dictadura militar. En el contenido del proyecto se menciona que la Subsecretaría tendrá participación en ciertos ámbitos relacionados con los programas destinados a la reparación de víctimas de violaciones a los derechos humanos, aunque este punto no aparece reflejado en las funciones de la Subsecretaría. El proyecto de ley debería ser más específico sobre esta función y contemplar mecanismos que garanticen un acceso a todos los servicios y programas existentes, en consulta con las organizaciones de víctimas afectadas.
h. 
El principio de la igualdad y no discriminación debería ser transversalizado en el proyecto de ley. Este principio debería figurar como principio rector del actuar de la Subsecretaría en el cumplimiento de las obligaciones de derechos humanos. Adicionalmente, el lenguaje del proyecto de ley debería ser alineado para incluir una perspectiva de género.
4. 
¿Cuáles serían algunos retos en la implementación de la ley?

a. 
Es necesario resguardar las funciones otorgadas por la Ley 20.405 al Instituto Nacional de Derechos Humanos, entender las atribuciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos como complementaria a las del INDH y velar por que estas facultades no sean suplantadas por las entidades creadas por esta ley. Adicionalmente, se debe considerar cómo incorporar el trabajo del INDH a las labores de la Subsecretaría y el Comité Interministerial de Derechos Humanos, por ejemplo utilizando sus informes y recomendaciones como insumos para la generación de políticas públicas sobre derechos humanos.
b. 
Asegurar que la interlocución entre las autoridades del Estado sea entre representantes con un nivel que permita una toma de decisiones expedita y efectiva es un factor fundamental para asegurar mayor impacto de las funciones de la Subsecretaría. Ese nivel de representación debe también reflejarse en la participación en el Comité Interministerial de Derechos Humanos.
c. 
Con este proyecto de ley lo que se busca es brindar al individuo mayores garantías en el ejercicio de sus derechos, incluyendo a través de una institucionalidad más efectiva en su labor de protección y promoción de los derechos humanos. El proyecto de ley no debe agregar obstáculos administrativos que dificulten el acceso a estos derechos mediantes mecanismos engorrosos o sobre burocratizados.”.

A su turno el Centro de Padres y Apoderados del Instituto Nacional “José Miguel Carrera, representado por su Presidente, señor Claudio Canales, manifestaron su opinión por escrito, la que, en términos generales, señala que como Padres y Apoderados del Instituto Nacional, se ven en la obligación de llamar la atención de esta Comisión y comunicar sus temores y aprensiones por lo que hoy acontece en los colegios debido al movimiento estudiantil y, a la vez, desean dar su opinión por el proyecto que crea la Subsecretaria de los Derechos Humanos.

Están atentos a la creación de la Subsecretaria de Derechos Humanos, porque creen que es un gran avance para el país,  pero también estiman que tiene ciertos aspectos que son incoherentes. Observan un sesgo en la concepción de los derechos humanos el cual no debería centrarse sólo a los actos acontecidos años atrás en este país sino contener un amplio tratamiento por los temas actuales que hoy vive nuestra nación. Enfatizan que es en ese punto donde radica la principal observación, ya que no incluye al Ministerio de Educación lo que claramente va a perjudicar la agenda de los derechos humanos en estos ámbitos fundamentales del país. Instaron por la necesidad imperiosa que el Ministerio de Educación participe en el Comité que se crea, atendida la importancia en la educación y el conocimiento que deben tener las nuevas generaciones así como también para resguardar el “Derecho Humano” que deben tener nuestros hijos a una Educación Pública de Calidad y Gratuita.

- - -
A continuación, luego de las intervenciones trascritas, el señor Ministro de Justicia agradeció a todas las personas las presentaciones que han realizado y compartió que varias son coincidentes y que otras requieren más bien aclaraciones y que es responsabilidad del Gobierno dilucidarlas, a modo de ejemplo mencionó que respecto a la relación entre el Instituto Nacional de Derechos Humanos y la Subsecretaría de Derechos Humanos, no modificarán las atribuciones del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, en cuanto al Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, comentó que durante la tramitación existió una postura para trasladar este Programa al Ministerio de Justicia, sin embargo, finalmente se optó por mantenerlo en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Resaltó la necesidad de votar la idea de legislar de esta iniciativa legal, ya sea  para aprobarlo o rechazarlo, pero no debe queda en una en una situación incierta.

El Honorable Senador señor Letelier valoró que exista a nivel gubernamental una instancia de coordinación y promoción de los derechos humanos, pero acotó que existe un debate pendiente que se refiere a la doble facultad de defender al Estado y a las personas vulneradas en sus derechos humanos a la vez. Por ello, hizo presente que es necesario abordar varios temas: la creación del Ombudsman; el fortalecimiento del Instituto Nacional de Derechos Humanos; la supervivencia del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y el establecimiento de un departamento permanente que califique los casos de violación a los derechos humanos, entre otros. 

En seguida, aclaró que este proyecto de ley no tiene ninguna disposición o artículo que se refiera al tema de la reparación planteado por los distintos expositores. Añadió que únicamente a propósito del Comité Interministerial se permite la definición de políticas reparatorias por las violaciones a los derechos humanos que el Estado cometa en el futuro. Además, comentó que el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública se mantendrá en dicha Cartera. 

Por otra parte, comentó que otras organizaciones también han planteado la necesidad de crear un organismo permanente de calificación de las víctimas de violaciones a los derechos humanos y que han cuestionado la dependencia de la Subsecretaría de Derechos Humanos. Asimismo, indicó que se han referido al tema sobre la participación del Estado frente a los requerimientos internacionales versus su situación como posible agente infractor del deber de respetar los derechos humanos de las personas.

Por otra parte, recordó que han intentado invitar a exponer ante esta Comisión a todas las organizaciones vinculadas a los derechos humanos, incluso, promocionando su participación mediante la  página web del Senado, teniendo una alta convocatoria. Al respecto indicó que se le elaboró un resumen con las principales propuestas, las cuales se hicieron llegar al señor Ministro de Justicia y esperan que, en una próxima sesión, el Ejecutivo pueda informar su contrapuesta y, en definitiva, conocer su postura frente a  las inquietudes planteadas.

La Honorable Senadora señora Pérez enfatizó que si nuestro país hubiese tenido una Subsecretaría de Derechos Humanos, que hubiese velado y cautelado por los derechos humanos de los individuos probablemente no existirían los problemas que hoy se tienen. Por ello, argumentó que valora la creación de esta Subsecretaría, porque promueve el respeto de los derechos fundamentales en sus dos variantes, tanto en la agenda de los derechos humanos que dice relación con la violencia política y  la que promueve la defensa de los derechos de las personas, en que parte de su avance se constata en la Ley contra la Discriminación. Por esta razón, valoró el testimonio y las sugerencias formuladas por los invitados a esta Comisión, y compartiendo algunos de ellos, como los que se refieren a la integración del Comité Interministerial  de incluir al Ministerio de Educación. 

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, destacó el ejercicio que se ha realizado en esta Comisión y solicitó tener acceso a todos los documentos entregados, puesto que le parece que existen varias opiniones concordantes. A modo de ejemplo, indicó que la gran mayoría valora la creación de esta Subsecretaría de Derechos Humanos y advirtió que existen varias inquietudes comunes y, a modo de ejemplo, preguntó qué sucederá con el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública o con la Dirección de Derechos de la Cancillería. Al efecto, planteó que acceder a todas las observaciones les permitirá ordenar el debate y conocer cómo reaccionará ante ellas el Ejecutivo y sobre esa base adoptar una decisión.

En materia de reparación, aclaró que, efectivamente, este proyecto de ley no contempla una política de reparaciones específicas respecto de una situación concreta, como puede ser una violación a los derechos humanos en el Gobierno Militar. Resaltó que este proyecto de ley busca generar una institucionalidad dentro del aparato público, creando una instancia que hoy no existe para la promoción, protección y desarrollo permanente de los derechos humanos. Precisó que son dos temas distintos el tener una política de reparación y el contar con una institución que diseñe las políticas en materia de derechos humanos, lo que no obsta a que dentro de esas políticas generales se establezca una  de reparación puntual, ya que no son temas excluyentes y, agregó que cada Gobierno podrá determinar las políticas que desee impulsar. Por otra parte, comentó que dentro del aparato público existen numerosas entidades que tienen atribuciones que se vinculan a temas de derechos humanos, pero que no existe un ente que las coordine con una sola mirada. Destacó que, justamente, esto es lo que se propone este proyecto de ley y, apuntó que si a futuro, un Gobierno desea desarrollar ciertas políticas en derechos humanos en el ámbito de las violaciones o en los adultos mayores podrá hacerlo sin ningún problema.

En lo que dice relación con el Programa de Derechos Humanos que hoy está radicado en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, hizo presente que es partidario que sea traspasado a esta Subsecretaría, no obstante precisar que este punto es parte de la discusión particular, porque se refiere a una acción determinada del Estado. Al efecto, puntualizó que este caso es una decisión de carácter político, que no obsta a la creación de esta nueva institucionalidad. De esta manera, destacó que se está ante una gran oportunidad para la causa de los derechos humanos y advirtió que las políticas específicas referidas al pasado, presente y futuro van de la mano con lo que los Gobiernos quieren impulsar.

El Honorable Senador señor Letelier indicó que tiene una postura distinta a la del Honorable Senador señor Larraín, en lo que dice relación con la dependencia y con los alcances de la Subsecretaría de Derechos Humanos. En esta misma línea, comentó que tiene una visión bastante crítica respecto de esta iniciativa, mientras no se cree el Defensor del Pueblo, porque el proyecto no resuelve el problema de las personas que, en lo cotidiano, sufren violaciones a sus derechos humanos y no tienen a quien recurrir. Además, reiteró que excluye un programa de reparación para las víctimas de violaciones a los derechos humanos y expresó que es partidario de la existencia de una ventanilla única de calificación permanente, sin plazos. Finalmente, manifestó su rechazo a la Ley de Exonerados, porque, a su juicio, no es una ley de reparación propiamente tal, sino más bien una ley previsional.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, reconoció que el concepto de reparación no está contemplado dentro de las funciones de la institucionalidad que se está creando, porque las atribuciones de esta Subsecretaría están planteadas en términos genéricos, como es el promover el desarrollo de los derechos humanos. Acotó que la reparación trata un tema puntual respecto del cual se han dictado varias leyes, que al parecer no han cubierto todas las demandas de las víctimas de violaciones a los derechos humanos, lo que perfectamente podría ser abordado por esta Subsecretaría, en la medida que exista voluntad política para hacerlo. Al efecto, precisó que son temas distintos: la creación de una institución y la forma en que opera en la práctica. Consideró que esta institución no puede hacerse cargo de todos los problemas puntuales que surgen en algún momento determinado de la historia del país, sino que debe centrarse en la problemática general, para que haya conciencia de que existe una institución que está preocupada de estos temas, lo que tampoco es impedimento para crear un Ombudsman.

Luego, en sesión de fecha 10 de diciembre del presente año, el Honorable Senador señor Letelier hizo presente que el Ministerio de Justicia no se ha pronunciado respecto de las observaciones realizadas por los invitados que expusieron ante esta Comisión y subrayó que tanto su votación, como la de otros Honorables Senadores de su Bancada, dependerá de la respuesta que el Ejecutivo dé a estos planteamientos. 

La Honorable Senadora señora Pérez subrayó que han dedicado varias sesiones al estudio de este proyecto de ley y han recibido a un sinnúmero de organizaciones en materia de derechos humanos. Hizo presente que ha podido constatar, en general, una buena disposición para aprobarlo, puesto que se trata de un avance en el tema de los derechos humanos, ya que complementa la Ley Antidiscriminación y permite evitar nuevos abusos contra las mujeres, los pueblos originarios y los discapacitados, entre otros. En seguida, resaltó que hoy es un día importante pues se celebra el día internacional de los Derechos Humanos, por tal motivo, planteó que sería una señal positiva que la Comisión pudiese votar y aprobar, en esta sesión, la idea de legislar del proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide anunció que votará a favor de la idea de legislar de esta iniciativa  y exteriorizó su preocupación respecto a la forma que en nuestro país se están violando los derechos humanos y al número creciente de personas que requieren recibir una defensa de parte del Estado. Resaltó que esta iniciativa permite mejorar la organización del trabajo del Ejecutivo y coincidió en la necesidad de votar la idea de legislar de este proyecto de ley en esta sesión, teniendo en consideración que es el día internacional de los Derechos Humanos. Finalmente, indicó que le gustaría conocer el contenido de los puntos de conflictos que genera esta iniciativa legal.

Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez  en relación a la urgencia calificada de discusión inmediata que se hizo presente al proyecto en informe, opinó que no es recomendable mantenerla, porque  obligaría a la Comisión a pronunciarse  en general y en particular a la vez, lo que podría provocar una discusión apresurada, sin los espacios necesarios para consensuar los puntos de conflicto.

A su turno, la señora Ministra de Justicia (S) luego, de agradecer la disposición que ha tenido esta Comisión para abordar a este proyecto de ley, refirió que esta Subsecretaría de Derechos Humanos es un avance sustancial en la institucionalidad de los derechos humanos, aunque reconoció que aún existen temas pendientes. Hizo notar que no se puede continuar suscribiendo convenciones internacionales en materia de derechos humanos, que no se pueden materializan en acciones concretas. Al efecto, precisó que la Subsecretaría de Derechos Humanos se constituye como un ente al cual se le podrán exigir las obligaciones pendientes que ha asumido el Estado en materia de derechos humanos, a fin de darle una respuesta y poder avanzar en forma definida en torno a estos aspectos.

En seguida, indicó que la intención del Ejecutivo es conciliar los aspectos más controvertidos de este proyecto de ley, lo que les permitiría avanzar en su discusión. Bajo este contexto, hizo mención al tema sobre la dependencia de la Subsecretaría de Derechos Humanos. En particular, recordó que se planteó que dependiera del Ministerio Secretaría General de la Presidencia y reseñó que la tendencia latinoamericana es radicar la Subsecretaría de Derechos Humanos en el Ministerio de Justicia, porque se asume a los derechos humanos desde la perspectiva de su exigibilidad.

El Honorable Senador señor Gómez le pidió a la señora Ministra de Justicia (S), que enuncie los principales puntos de conflictos, para luego desarrollarlos en profundidad  durante su exposición.

A continuación, la señora Ministra  de Justicia (S) enumeró los siguientes puntos de controversia:

1. La dependencia de la Subsecretaría de Derechos Humanos.

2. La nueva denominación del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

3. La defensa del Estado en los juicios ante el Sistema Interamericano.

4. La adecuación de la legislación interna a los tratados internacionales.

5. La presentación de un proyecto de ley para establecer una comisión permanente para calificar los casos de violaciones a los derechos humanos del pasado.

6. El rol vinculante de las políticas públicas que se impulsen por parte de la Subsecretaría de Derechos Humanos.

7. La educación formal e informal en derechos humanos, y la inclusión del Ministerio de Educación en el Comité Interministerial.

8. La capacitación en derechos humanos a los funcionarios públicos.

9. El fortalecimiento del Plan Nacional de Derechos Humanos.

10. La necesidad de registrar, sistematizar y denunciar las situaciones de violaciones a los derechos humanos, lo que se vincula a la creación del Ombudsman, como una entidad separada de la Subsecretaría de Derechos Humanos.

11. La coordinación de las medidas cautelares y la promoción de soluciones amistosas.

12. El rol de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores y el de la Subsecretaría de Derechos Humanos, en materia de defensa internacional del Estado.

13. Resguardar y precisar las atribuciones del Instituto Nacional de Derechos Humanos, en concordancia con las funciones que debe asumir la Subsecretaría de Derechos Humanos, así como garantizar su autonomía y mantener la obligación de S.E. el Presidente de la República de conocer el contenido del Informe anual que elabora el Instituto.

14. La mantención del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a fin de evitar que la defensa jurídica de los casos que gestiona este Programa sean traspasados a la Corporación de Asistencia Judicial.

15. Derogar la Ley que crea la Comisión Coordinadora de Derechos Humanos, publicada durante el Gobierno de la ex Presidenta señora Michelle Bachelet.

16. La incorporación al Comité Interministerial de Derechos Humanos, en carácter de miembro permanente, de otros Ministerios en especial el de Educación, así como también el Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, pero en este último caso sólo con derechos a voz.

17. La revisión periódica de la implementación del Plan Nacional de Derechos Humanos y la necesidad de que éste quede formalmente contenido en una norma legal.

18. Incrementar el presupuesto destinado para la Subsecretaría de Derechos Humanos y el número de sus funcionarios.

El Honorable Senador señor Letelier, reflexionó que esperaba de parte del Ejecutivo respuestas y compromisos más contundentes respecto de los temas planteados y refirió que el Ejecutivo retirará la urgencia calificada de discusión inmediata a este proyecto de ley, lo que les permitirá discutirlo con mayor profundidad, sin presiones, a fin de construir un acuerdo, que resuelva los temas pendientes, como sucede con el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. A su respecto, reparó que el Gobierno clausuró de hecho este Programa, haciendo caso omiso al Informe Valech II. Al efecto, refirió que la defensa jurídica está siendo gestionada por las organizaciones de derechos humanos y no por los abogados de este Programa. En este aspecto, aclaró que estos temas no dependen del Ministerio de Justicia y, en este sentido, eximió de responsabilidad a la señora Ministra (S), pero previno su preocupación por la solución que se dé a este tema.

Por otra parte, puso de relieve la dependencia de la Subsecretaría de Derechos Humanos, ya que en su opinión este punto se vincula con la concepción que se tiene acerca de los derechos humanos.

Posteriormente, reiteró la necesidad de instaurar una ventanilla única, sin plazos, para la calificación de los casos de violaciones a los derechos humanos del pasado, así como definir una entidad que asuma la defensa del ciudadano, cuyos derechos son violentados por el Estado. Reparó que este proyecto de ley no trata ninguno de estos puntos, los que en su opinión deberían ser abordados mediante la creación de un Ombudsman o una Defensoría del Pueblo, e indicó que no comparte la propuesta de delegar la defensa de los ciudadanos en la Corporación de Asistencia Judicial. Sobre este mismo tema, informó que el señor Contralor General de la República está disponible para exponer ante esta Comisión sobre la experiencia comparada de Israel, cuya Contraloría también ha asumido la defensa jurídica de las personas vulneradas en sus derechos humanos por el Estado.

La señora Ministra de Justicia (S) junto con valorar la disposición que ha tenido esta Comisión para estudiar este proyecto de ley, que permitirá dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los tratados internacionales en materia de derechos humanos que nuestro país ha suscrito pues consideró  fundamental tener una cara visible en el aparato del Estado, que asuma en forma responsable estas obligaciones, y que, a la vez, asuma la capacitación en materia de derechos humanos de todo el sector público, en el entendido de que los casos de violaciones a los derechos humanos cometidas por el Estado, son en la práctica cometidos por funcionarios públicos. En este sentido, resaltó que esta iniciativa intenta aterrizar la política sobre derechos humanos a la práctica diaria.

Con respecto al punto sobre la dependencia de la Subsecretaría de Derechos Humanos, explicó que el Ejecutivo ha optado por vincularlo al Ministerio de Justicia, porque se concibe a los derechos humanos desde la perspectiva del acceso a la justicia y de la exigibilidad de los mismos, ya que en su opinión no basta con tener un catálogo de derechos humanos reconocidos en el papel sino que se debe instaurar un mecanismo que permita exigir su cumplimiento. Resaltó que este modelo se aplica en Colombia, México y Perú. Además, informó que el Ministerio de Justicia está trabajando, junto al Instituto Nacional de Derechos Humanos, en la determinación de los mecanismos nacionales de prevención contra la tortura.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó por las alternativas que se han tenido en consideración para radicar la dependencia de la Subsecretaría de Derechos Humanos.

La señora Ministra de Justicia (S) respondió que algunas organizaciones de derechos humanos han planteado que esta Subsecretaría dependa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Al respecto, reiteró la necesidad de mantenerlo bajo el alero del Ministerio de Justicia para no perder el contacto fluido que existe entre el Servicio Nacional del Menor y Gendarmería. Remarcó que, actualmente, los casos más frecuentes de violaciones a los derechos humanos se dan con las personas privadas de libertad.

El Honorable Senador señor Letelier advirtió que sólo una variante de los derechos humanos se vincula con su exigibilidad y que, bajo ese contexto, radicar la Subsecretaría de Derechos Humanos en el Ministerio de Justicia sería encasillar a los derechos humanos en los temas penales y reparó que esta visión no considera el tema de la promoción. Además, consideró que los derechos de la infancia escapan a la lógica de los tribunales de justicia. Indicó que los modelos que radican a las Subsecretarías de Derechos Humanos en los Ministerios de Justicia han mostrado debilidades y, en el caso nacional, reseñó que el Ministerio de Justicia es una entidad pequeña, débil y con escasos recursos.

La Honorable Senador señora Pérez hizo presente que todos estos puntos son más bien propios de la discusión en particular, sin perjuicio de lo anterior, apoyó la propuesta de radicar la Subsecretaría de Derechos Humanos en el Ministerio de Justicia, porque apoya la idea de cambiar la visión que se tiene acerca de la justicia, a fin de hacerla más accesible a los ciudadanos. Posteriormente, trajo a colación el caso de las casas COPEVA y de la Jueza Atala, que en ambos se ha condenado al Estado de Chile como agente vulnerador de los derechos humanos. Resaltó que en estos dos casos se ha hecho justicia, sin importar el gobierno de turno. En este contexto, consideró que la Subsecretaría de Derechos Humanos debe garantizar a la ciudadanía el ejercicio de los derechos humanos y el acceso a la justicia. En el caso del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, continuó, su quehacer se vincula más bien a la tramitación de los proyectos de ley y a la negociación política.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, valoró el presente proyecto de ley y consideró que esta Subsecretaría debe estar radicada en el Ministerio de Justicia.

La señora Ministra de Justicia (S)  al retomar su exposición, se refirió a la nueva denominación para el Ministerio de Justicia. Al respecto, señaló que la propuesta de nominar a esta Cartera como el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos tiene por objetivo dar una señal a la opinión pública de que el Estado está interesado en asumir su compromiso con los derechos humanos.

En cuanto a la defensa del Estado en el sistema internacional, se mostró disponible para perfeccionar la redacción del artículo 8° letras e) y f) de este proyecto, que se refieren a esta atribución. Precisó que en la actualidad la Cancillería es la encargada de conducir estos temas y que sería más recomendable delegar en la Subsecretaría de Derechos Humanos únicamente el control y el seguimiento de las medidas cautelares que se adopten, definiendo de esta manera claramente el rol de la Cancillería y de la Subsecretaría de Derechos Humanos.

El Honorable Senador señor Letelier complementó que en la defensa del Estado en el sistema internacional también participa el Consejo de Defensa del Estado.

La señora Ministra de Justicia (S) en cuanto a la propuesta de incorporar en este proyecto de ley una norma que permita la creación de una comisión permanente para calificar los casos de violación a los derechos humanos del pasado, consideró que sería más adecuado analizar esta proposición en un nuevo proyecto de ley, porque así se podría reformular el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y resaltó que este Gobierno no se cierra a analizar la opción de presentar un proyecto de ley que aborde este punto.

El Honorable Senador señor Letelier pidió a la señora Ministra de Justicia (S) que confirme su disposición para debatir la idea de crear una comisión permanente para calificar los casos de violación a los derechos humanos del pasado.

La señora Ministra de Justicia (S) confirmó la disposición del Ejecutivo para abordar este punto y aclaró a Sus Señorías que no lo han hecho a propósito de esta iniciativa legal, porque este aspecto tiene directa relación con el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

Posteriormente, señaló que el Ejecutivo apoya la propuesta de incluir al Ministerio de Educación en el Comité Interministerial de Derechos Humanos, así como la evaluación periódica del Plan Nacional de Derechos Humanos y trajo a colación el caso de Paraguay, que cuenta con un Plan Nacional al alero del Ministerio de Justicia, con ejes claros e indicadores definidos. Al efecto, precisó que el Plan Nacional de Derechos Humanos debe ser una carta de navegación con características claras y flexibles, para que pueda ser ajustado.

También, manifestó su aprobación a la proposición de que las directrices que emanen de la Subsecretaría de Derechos Humanos tengan el carácter vinculante. Además, señaló que el Gobierno está abierto a precisar las atribuciones de esta Subsecretaría, a fin de evitar confusiones con el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Con respecto al Ombudsman, hizo presente que el Ejecutivo no descarta la posibilidad de analizar la presentación de una iniciativa de esta envergadura. Por último, indicó que con este proyecto de ley existe un progresivo afianzamiento de la institucionalidad vigente en materia de derechos humanos, lo que se suma al trabajo que están realizando para promover los mecanismos de prevención contra la tortura y para la formulación de un proyecto de ley sobre el Defensor de los Derechos del Niño.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide recordó que hace años atrás presentó alrededor de cuatro mociones que buscaban la creación de un Ministerio de los Derechos Humanos y de una Defensoría del Pueblo, sin embargo, todas fracasaron por que no fueron patrocinadas por el Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Letelier consultó al Ejecutivo si se pueden comprometer a fijar un plazo para debatir sobre el proyecto del Ombudsman.

La señora Ministra de Justicia (S) consideró que, en primer lugar, sería conveniente conocer experiencias comparadas en la materia, como podría ser el caso que citó el Honorable Senador señor Letelier sobre Israel. Aclaró que no se oponen a tratar el tema, siempre que se encuentre la alternativa más razonable y adecuada para la mejor protección de los derechos humanos.

El Honorable Senador señor Letelier comentó que en el caso de Israel, quien hace las veces de Controlar, asume, además del control de legalidad de los actos del Gobierno, la representación de las demandas ciudadanas y sugirió que esta figura podría servir de base a la formulación de esta propuesta.

- Puesta en votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Larraín Fernández, Letelier y Ruiz-Esquide.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

En conformidad con los acuerdos anteriormente expresados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente el proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo Primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.346, de 1980:

1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:

a) Reemplázase en la letra a) la conjunción “y” que precede la frase “de procedimiento” por una coma (,).

b) Intercálase en la letra a) después de la expresión “, de procedimiento” la frase, finalizada por una coma (,): “y de  derechos humanos,”.

c) Reemplázase en la letra c) la palabra “reo” por “condenado” y el término “menores” por: “niñas, niños y adolescentes”.

d) Reemplázase en la letra h) la frase “Junta de Servicios Judiciales”, por: “Corporación Administrativa del Poder Judicial”.

e) Reemplázase en la letra k) la palabra “defensa” por: “reinserción”.

f) Sustitúyese la letra o) por la siguiente: “intervenir en la fiscalización de las asociaciones y fundaciones de conformidad a lo establecido en el título XXXIII del Libro I del Código Civil, así como ejercer todas las atribuciones y demás funciones que la ley N° 20.500 sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública le atribuyen.”.

g) Agrégase la siguiente letra u) nueva:

“u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio.”. 

h) Agrégase la siguiente letra v) nueva:

“v) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.”.

2) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3º.- Conforman el sector Justicia, los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia.”.

3) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Incorpórase en la letra b), a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente: “c) La Subsecretaría de Derechos Humanos; y”. 

c) Agrégase los siguientes incisos segundo y tercero:

“Un reglamento expedido por el Ministerio de Justicia determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio deberán considerarse áreas funcionales, tales como las encargadas de realizar estudios en las materias de su competencia, de atender los aspectos relacionados con el Poder Judicial de su competencia, de reinserción social, de los aspectos relativos a su administración, planificación y presupuesto, de los asuntos jurídicos internacionales de su competencia, de asesoría jurídica y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Justicia”.

4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7°:

a) Incorpórase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.

b) Incorpórase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Subsecretario”, la frase: “de Justicia”.

c) Sustitúyese, en el inciso segundo, la palabra “coordinación” por: “administración”. 

d) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el decreto ley N° 1.028, de 1975”, por: “la legislación vigente”.

e) Agrégase en el inciso segundo, letra a), a continuación del verbo “Atender”, la oración precedida y finalizada de una coma (,): “en su calidad de superior jerárquico”. 

f) Reemplázase en el inciso segundo, la letra b), por la siguiente: “b) Coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.”.

5) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8º.- Son funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. El Subsecretario de Derechos Humanos es el colaborador inmediato del Ministro, y en caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.

A la Subsecretaría de Derechos Humanos le corresponde:

a) Proponer políticas públicas referidas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. 

b) Colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos en la elaboración de un Plan Nacional de Derechos Humanos.

c) Asistir al Ministro de Justicia en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

d) Promover la participación de los distintos órganos de la Administración del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo.

e) Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en Derechos Humanos, coordinar su defensa con otros organismos públicos, en los litigios o procedimientos derivados de los mismos y asumir la defensa técnica del Estado, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores

f) Coordinar, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos y resoluciones obligatorias originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos. Asimismo, de las recomendaciones derivadas de esta.

g) Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.

h) Colaborar con el Ministro en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los Derechos Humanos.

i) Proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público.
j) Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.”.

6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:

a) Reemplázase la frase “en el decreto ley N° 575, de 1974”, por: “la legislación vigente”.

b) Reemplázase en la letra a) la palabra “reos” por “condenados”, la primera vez que es mencionada.

7) Reemplázase el artículo 10  por el siguiente:

“Artículo 10.- Créase el Comité Interministerial de Derechos Humanos, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de Derechos Humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación, y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.”.

8) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:

“Artículo 11.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos estará integrado por los siguientes Ministros:

a) El Ministro de Justicia, quien lo presidirá.

b) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia.

c) El Ministro del Interior y Seguridad Pública.

d) El Ministro de Relaciones Exteriores.

e) El Ministro de Desarrollo Social.

f) Director del Servicio Nacional de la Mujer.

Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Justicia podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, funcionarios de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.

En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.”.

9) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:

“Artículo 12.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Derechos Humanos:

a) Conocer de las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia en materia de Derechos Humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente.

b) Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en materia de derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia en la materia.

c) Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en las políticas públicas a ser diseñadas o propuestas en materia de Derechos Humanos por el Ministerio de Justicia, proponiendo el contenido del Plan Nacional de Derechos Humanos.

d) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

e) Conocer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público, propuesto por el Ministerio de Justicia.

f) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.”.

10) Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:

“Artículo 13.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de 3 miembros y los acuerdos, que serán vinculantes, se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.”.

11) Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:

“Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Justicia, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.

Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas, así como cumplir las demás funciones que el Comité determine.

Los acuerdos del Comité Interministerial de Derechos Humanos que deban materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia.”.

12) Deróganse los artículos transitorios 1° y 2°. 

Artículo Segundo.- Introdúcense los siguientes artículos transitorios al decreto ley N° 3.346, de 1980:

“Artículo Primero.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.346.

Artículo Segundo.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos.

2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal.

3. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 según corresponda. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en la planta que fije.

4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; las asignaciones especiales que correspondan; y podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.

5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.

6. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica a la Subsecretaría de Derechos Humanos. La individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Justicia, en el plazo de 180 días contado desde la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta.

7. Determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 6) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier razón.

Artículo Tercero.- El encasillamiento del personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos en las nuevas plantas, se efectuará por decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Justicia, dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación del decreto supremo que determine el traspaso a que se refiere el artículo anterior o el que fije las plantas según corresponda. El referido encasillamiento surtirá efecto desde el día 1° del mes siguiente a la total tramitación del o los decretos que lo practiquen.

Para efectos del encasillamiento a que se refiere el inciso anterior, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones respecto del personal titular en un cargo de planta y o del personal a contrata asimilado a la misma, ni modificación de los derechos previsionales.

c) Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá serle pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

d) Los cambios de grado que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo como, asimismo, el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.

e) En las nuevas plantas de la Subsecretaría de Derechos Humanos se encasillarán primero los funcionarios que tengan la calidad de planta y luego los funcionarios a contrata, los cuales se entenderán encasillados, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, desde la fecha entrada en vigencia de la nueva planta.

Artículo Cuarto.- Los cargos de las nuevas plantas que no hayan sido provistos en el encasillamiento, una vez concluido éste, serán proveídos en conformidad a las reglas que regulen la carrera funcionaria establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo Quinto.- La primera provisión de los cargos de tercer nivel jerárquico que sean determinados de carrera, se hará por esta sola vez, como cargos de exclusiva confianza de la autoridad superior del servicio. Las provisiones sucesivas se deberán realizar conforme a las disposiciones que rigen a este nivel jerárquico, de acuerdo a lo establecido por el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo Sexto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, conformará el primer presupuesto de las Subsecretaría de Derechos Humanos pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo Séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia que, además, deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda y el ministro respectivo, modifique o reestructure las plantas de personal de otras reparticiones públicas, ajustándolas a las modificaciones que dicha planta haya sufrido como consecuencia de la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos. El encasillamiento a que pudiera dar origen esta norma se ajustará a las mismas condiciones establecidas en el artículo cuarto transitorio.

Artículo Octavo.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo segundo transitorio de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $465.995 miles.

Artículo Noveno.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Justicia. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.".”.
- - - 
Acordado en sesiones celebradas los días 16 de abril, 10 de septiembre, 1 y 10 de octubre, y 10 de diciembre 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Lily Pérez San Martín (Carlos Ignacio Kuschel Silva) y señores José Antonio Gómez Urrutia (Eugenio Tuma Zedán), Hernán Larraín Fernández y Mariano Ruiz-Esquide Jara.
Sala de la Comisión, a 17 de diciembre  de 2012.


(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann

                                   Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS Y ESTABLECE ADECUACIONES EN LA LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE JUSTICIA 
(8207-07)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
En sesión de fecha 20 de marzo de 2012, la Sala dispuso que esta iniciativa legal fuera estudiada por las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, además de la de Hacienda, en su caso.

En trámite reglamentario de primer informe, en la primera de las mencionadas Comisiones la iniciativa fue discutida sólo en general, procedimiento que también siguió vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros:

Por el Ministerio de Justicia, la Ministra, señora Patricia Pérez; la Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios de la División Jurídica, señora María Ester Torres; el Coordinador de Derechos Humanos, señor Milenko Bertrand, y los Asesores señora Camila Palacios y señor Cristián Guzmán.

Por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, participó su Directora, señora Lorena Fries; la Abogada Asesora, señora Paula Salvo, y los Asesores Legislativos, señora Elvira Oyanguren y señor Yerko Ljubetic.


Asistió también el Director del Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señor Claudio Nash.

Por la Biblioteca del Congreso Nacional, concurrieron los Analistas señores Christian Finsterbusch y Juan Pablo Cavada.

Estuvieron presentes, además, la asesora del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis; el asesor del Comité Renovación Nacional, señor Hernán Castillo, y el asesor del Ministerio de la Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis.
- - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO

La iniciativa tiene por objetivo crear, al interior del Ministerio de Justicia, la Subsecretaría de Derechos Humanos, con la finalidad de asesorar y colaborar en la elaboración de planes, programas y toma de decisiones relativas a la promoción y protección de los derechos humanos.
Igualmente, se establece un Comité Interministerial de Derechos Humanos, integrado por los titulares de seis diferentes Secretarías de Estado y presidido por el Ministro de Justicia, cuya misión principal será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial en materia de derechos humanos.

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
Cabe hacer presente que los numerales 1, letra f), 5, 7, 8, 9 y 10 del artículo 1° tienen el carácter de normas orgánico constitucionales, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.
En consecuencia, en conformidad a lo prescrito por el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, para su aprobación requieren del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.
- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República, particularmente sus artículos 1°, 5°, inciso segundo, 6°, 7°, 8°, 19 y 38.
2.- El decreto ley N° 3.346, de 1980, del Ministerio de Justicia, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.
3.- El decreto con fuerza de ley N° 1-19653, Ministerio Secretaria General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
4.- La ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

5.- La Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General de Naciones Unidas en su Resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948.
6.- La Convención Americana Sobre Derechos Humanos, “Pacto de San José de Costa Rica", promulgada por decreto supremo Nº 873, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1990, publicada en el Diario Oficial de 5 de enero de 1991.
7.- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, promulgado por el decreto supremo Nº 778, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1976, publicado en el Diario Oficial de 29 de abril de 1989.
8.- El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de la ONU, en su Resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966; promulgado por el decreto supremo Nº 326, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1989, publicado en el Diario Oficial de 27 de mayo de 1989.
9.- El decreto ley 1.028, de 1975, que precisa atribuciones y deberes de los Secretarios de Estado.

10.- El decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

El su Mensaje, el Primer Mandatario expresa que en la cuenta pública del estado administrativo y político de la Nación del 21 de mayo del año anterior a la presentación de este proyecto, se anunció la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos en el Ministerio de Justicia, que tendrá por función principal asesorar y colaborar en la elaboración de planes, programas y toma de decisiones en el sector específico de los Derechos Humanos. Asimismo, expone que la creación de esta Subsecretaría busca optimizar la gestión del Estado, al concentrar la función de proponer y de coordinar las políticas públicas en el ámbito de los Derechos Humanos, que hoy se ejerce por diversos órganos. Además, acota que esta nueva instancia técnica colaborará con las funciones que desarrollan otras entidades relacionadas, como el Instituto Nacional de Derechos Humanos. En efecto, precisa que la creación de esta Subsecretaría permitirá, finalmente, modernizar el actual Ministerio de Justicia, cuya ley orgánica data del año 1980.
Enseguida, destaca la importancia de los Derechos Humanos, entendidos como pilar fundamental en el desarrollo de la humanidad, encontrando su fundamento en la dignidad intrínseca del ser humano. Es por ello, continúa diciendo, que la promoción y protección de estos derechos ha constituido un avance fundamental en el establecimiento del Estado Democrático de Derecho. Agrega que por ser consustancial a la naturaleza humana, estos derechos han adquirido validez universal en la comunidad internacional y, de la misma manera, se han fortalecido a raíz del consenso internacional y de los tratados suscritos sobre la materia, los que han potenciado, paulatinamente, su efectividad en distintos momentos y países.
En esta misma línea, argumenta que los derechos humanos se han entendido, por una parte, como un límite o control al poder político y, por otra, como el resultado de procesos emancipatorios con la consecuente inclusión política, social y cultural de las distintas comunidades. En este escenario, se presenta como una condición de todo Estado democrático la defensa de estos derechos, a través de obligaciones de garantía y de respeto sin discriminación y, para el logro de estos objetivos, es indispensable la definición de una política pública a seguir, de su contenido y de los órganos llamados a ejecutarla y supervisarla.

En el caso en particular de Chile, señala que históricamente el tratamiento de los Derechos Humanos no ha sido parte de una institucionalidad unificada con potestades transversales de carácter estatal. En efecto, indica, se ha observado una dispersión en el tratamiento institucional de la materia, abordada a través de programas o de organizaciones gubernamentales, pero con fines parciales y específicos de cobertura en la protección de estos derechos. A modo de ejemplo, indica que en el Ministerio de Relaciones Exteriores existe la Comisión Coordinadora para dar cumplimiento a las Observaciones del Estado de Chile en materia de Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la Dirección de Derechos Humanos y, a su vez, en el Ministerio del Interior existe el Programa de Derechos Humanos.

Luego, recuerda que el proyecto gubernamental de mayor relevancia promovido en el último tiempo, es el Instituto Nacional de Derechos Humanos, corporación autónoma de derecho público creada por la ley N° 20.405, destinada a promover y proteger los Derechos Humanos establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional.

Por lo anterior, manifiesta que en Chile no se ha implementado cabalmente una política unitaria que permita coordinar las distintas iniciativas sectoriales y desarrollarlas de manera coherente, en cuanto a la definición y aplicación de las políticas públicas en la materia. Precisa que si bien existe una prolífera institucionalidad sectorial, que se materializó con la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos y que constituyó un gran avance en la materia por tratarse de un organismo de carácter autónomo y con una competencia específica, resulta necesario coordinar, complementar y fortalecer la labor de los diferentes organismos públicos con competencia sectorial en este ámbito.

En cuanto a la experiencia comparada, informa que de la totalidad de los países de la región, en general, se constata la existencia de diversos organismos gubernamentales, centralizados o descentralizados, encargados de coordinar las políticas públicas en materia de Derechos Humanos.

En lo concerniente a órganos estatales con competencia en Derechos Humanos, menciona los ejemplos de Argentina y Paraguay, que cuentan con una secretaría ministerial del ramo, encargada de coordinar las acciones gubernamentales, desarrollando labores de promoción y protección de los mismos. En el caso de Perú, explica que existe un órgano estatal, también dependiente del Ministerio de Justicia, denominado “Consejo Nacional de Derechos Humanos”, encargado de promover, coordinar y difundir la tutela y vigencia de los derechos fundamentales de las personas, y de asesorar al poder ejecutivo en dicho ámbito. Enseguida, señala que la alternativa escogida en este proyecto de ley se condice con los objetivos que el Gobierno se ha planteado en fortalecer la defensa y la promoción de los derechos humanos. En esta misma línea, señala que el Ministerio de Justicia es el órgano que mejor puede asumir estas funciones, por ser éstas más cercanas a las labores que actualmente desarrolla.

Resalta que se propone la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos, con la finalidad de establecer, a nivel de Gobierno, una entidad que lidere los esfuerzos del Ejecutivo en materia de derechos humanos, y de prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los derechos fundamentales.
Complementariamente, expresa que la Subsecretaría de Derechos Humanos será la encargada de desarrollar las siguientes funciones:

a. Proponer políticas públicas referidas a la promoción de los Derechos Humanos.

b. Colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos en la elaboración de un Plan Nacional de Derechos Humanos.
c. Asistir al Ministro de Justicia en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

d. Convocar y promover la participación de los distintos órganos de la Administración del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo.

e. Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en derechos humanos y coordinar su defensa con otros organismos públicos, en los litigios o procedimientos derivados de los mismos, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores.

f. Coordinar, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares, medidas provisionales, acuerdos amistosos, recomendaciones y resoluciones originadas en el Sistema Interamericano y en el sistema Universal de Derechos Humanos.

g. Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.
h. Colaborar con el Ministro en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los derechos humanos.
i. Proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos para el sector público.

j. Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.

Agrega que lo expresado anteriormente, manifiesta la participación que se espera tenga la Subsecretaría de Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas destinados a la reparación de víctimas de violaciones a los derechos humanos.

En cuanto a la determinación de la estructura orgánica de la Subsecretaría de Derechos Humanos, informa que el proyecto sigue el ejemplo de las recientes modificaciones orgánicas ministeriales y de servicios públicos como el que contemplan las leyes N°s 20.417 y 20.530, entregando a un reglamento la determinación de las Divisiones y el número y organización de los Departamentos, Secciones y Oficinas que sea necesario establecer, considerando el volumen de trabajo que signifiquen las respectivas funciones.
En lo relativo a la adecuación de la terminología y de las funciones establecida en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en la redacción de las modificaciones propuestas se aplica la forma contemplada por aquella Ley al describir las funciones y atribuciones del Ministerio y sus Subsecretarías.

Asimismo, señala que se incorpora la nueva nomenclatura nacida al amparo de la Reforma Procesal Penal en el desarrollo del articulado, así como las nuevas funciones que en materia de personas jurídicas que asignó al Ministerio de Justicia la ley N° 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública.

Por otra parte, indica que con la finalidad de encontrar una nomenclatura que determine qué se entenderá por “sector a cargo del Ministerio de Justicia”, terminología ya utilizada en la ley que hoy se modifica sin definirla y dado que la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado contiene una definición de “sector” que es necesario acotar al área de competencia del Ministerio de Justicia, se incorpora en el proyecto una definición en este sentido.

En relación a las funciones que actualmente desarrolla la Subsecretaría del Ministerio de Justicia, refiere que éstas continuarán a cargo del Subsecretario de Justicia, quien seguirá prestando asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones del sector a su cargo, además de mantener la responsabilidad de desarrollar la coordinación interna del Ministerio y de ser el subrogante legal del Ministro. Asimismo, informa que se definió un tema largamente pendiente, relativo a señalar quién es el superior jerárquico de las Secretarías Regionales Ministeriales, encomendando esta labor al Subsecretario de Justicia.

Finalmente, informa que se crea un Comité Interministerial de Derechos Humanos, con la finalidad de coordinar las distintas decisiones político institucionales que se adopten en materia de derechos humanos,  conformado por los titulares de las Carteras de Justicia, Secretaría General de la Presidencia, Interior y Seguridad Pública, Relaciones Exteriores, Desarrollo Social y el Director del Servicio Nacional de la Mujer, cuya secretaría ejecutiva estará radicada en la Subsecretaría de Derechos Humanos.
- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, dio por iniciada la discusión en general de esta iniciativa.


Ofreció la palabra, en primer lugar, a la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez.

La señora Ministra explicó que este proyecto representa un importante esfuerzo por aglutinar opiniones de distintas instancias y especialistas en torno a los derechos humanos. Informó que durante el período del ex Ministro de Justicia, señor Bulnes, se realizó un minucioso trabajo pre-legislativo en esta materia, en atención a que, en la actualidad, no existe en nuestro país una instancia estatal unificada y con potestades transversales capaz de dar un tratamiento institucional y sistemático a los desafíos y exigencias en materia de derechos humanos.

Señaló que una radiografía a la actual tratamiento de las materias de derechos humanos por parte del Estado, hace evidente la necesidad de una política unitaria y la formación de un ente que sea capaz de coordinar la labor de los diferentes organismos públicos que tienen relación con estos derechos, de modo de permitir que Chile cumpla de un modo mucho más efectivo sus obligaciones en la materia.

Hizo presente que, con este objetivo, en marzo de 2012 el Gobierno presentó a tramitación legislativa el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos.

Agregó que, durante su discusión en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado se invitó a un gran número de representantes de organismos, instituciones y centros académicos vinculados a los derechos humanos, a fin de que pudieran expresar su opinión acerca del proyecto. Recordó que algunos de los más de treinta participantes fueron el Instituto Nacional de Derechos Humanos, la Fundación Dunant, CODEPU, la Comisión Chilena de Derechos Humanos, el Museo de la Memoria, Amnistía Internacional, la Fundación Humanas, el Observatorio Ciudadano, la Fundación Iguales, la Fundación Villa Grimaldi, el MOVILH, la Agrupación de Familiares de Detenidos Ejecutados del GAP y los señores Rafael Blanco, Hugo Tórtora, Jorge Contesse, Eduardo Vio Grossi y Claudio Nash.

Indicó que prácticamente todos los expositores apoyaron y felicitaron la iniciativa, reconociendo en ella un esfuerzo por parte del Poder Ejecutivo para fortalecer la institucionalidad política y gubernamental de los derechos humanos, recalcando la urgente necesidad de crear una institución que, desde el Ejecutivo, se haga cargo de la coordinación y proposición de políticas públicas en este ámbito.

Así, por ejemplo, en su Informe Anual sobre la Situación de los Derechos Humanos en Chile 2012, el Instituto Nacional de Derechos Humanos celebró la iniciativa legal y subrayó la necesidad de constituir una instancia gubernamental encargada de la coordinación y proposición de políticas públicas en temas de derechos humanos, recomendándole al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo agilizar la discusión del presente proyecto de ley.

Enseguida, exhibió un gráfico en el cual se muestran los distintos tipos de instituciones que el Derecho Comparado Sudamericano contempla en relación con el tema de los derechos humanos, entre los cuales se mencionan Subsecretarías, Consejos Nacionales, Secretarías Especiales, Direcciones y otros modelos.

A continuación, planteó la pregunta de por qué crear una Subsecretaría.
Respondiendo esta interrogante, explicó que se propone una Subsecretaría, en primer lugar, por la importancia del tema. Expresó que se requiere de un espacio de decisión específico dentro de la Administración, que pueda establecer una política país para la gradual y progresiva inclusión de los derechos humanos como una tarea fundamental de la Administración Pública.

También mencionó el nivel de especialidad de la materia, señalando que el alto nivel de desarrollo en las últimas décadas requiere de una instancia que sea capaz de ir a la par en el grado de especialización de estas temáticas en términos técnicos.

Igualmente aludió al cúmulo de acciones del Estado y sus responsabilidades, las cuales son de tal complejidad y naturaleza que requieren de una institucionalidad permanente y coordinadora que pueda generar políticas de largo plazo y evitar descoordinaciones institucionales que resulten en la violación o deficiente satisfacción de los derechos humanos de la ciudadanía.

Además, indicó que las decisiones que adopte la Administración deben poseer un importante nivel de consistencia y sistematicidad a la hora de desplegar acciones, definir políticas públicas y preparar proyectos que tengan relación con los derechos humanos.
Enseguida, explicó las razones que respaldan la decisión de crear la nueva Subsecretaría en Ministerio de Justicia.
Expresó que la decisión de incorporar una Subsecretaría de Derechos Humanos al Ministerio de Justicia obedece al propósito de fortalecer en el país la visión del carácter jurídico y, por tanto exigible, de los derechos humanos y no como una mera declaración programática de una política pública. Puntualizó que este objetivo está estrechamente vinculado a la competencia relativa a las reformas de los sistemas de justicia por las cuales se busca asegurar el derecho al debido proceso y la no discriminación, como garantías básicas de un estado de derecho observante de los derechos humanos.

Luego, refiriéndose a los principales aspectos estructurales de esta modificación a la ley orgánica del Ministerio de Justicia, mencionó la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos y generación de una estructura orgánica acorde a las funciones y objetivos fijados para este ente público, y, luego, la adecuación orgánica y funcional del indicado Ministerio, mediante la modificación de su Reglamento Orgánico, de manera de poder implementar eficazmente la nueva institución.

A continuación, proporcionó una visión global acerca de las características generales que tendrá la nueva Subsecretaría.
Como objetivo general, explicó que se trata de generar un órgano público encargado de proponer y coordinar políticas públicas en el ámbito de los derechos humanos.

Su función principal será prestar asesoría y colaboración directa al Ministro de Justicia en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción de los derechos humanos. En este sentido, el Subsecretario de Derechos Humanos será el colaborador inmediato del Ministro y, en caso de ausencia o inhabilidad de este último y del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.

Las funciones específicas que se confiarán a esta Subsecretaría serán las siguientes:
- Proponer políticas públicas referidas a la promoción de los derechos humanos.

- Colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos en la elaboración de un Plan Nacional de Derechos Humanos.
- Asistir al Ministro de Justicia en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

- Promover la participación de los distintos órganos de la Administración del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo, colaborando con la función desarrollada por el Comité Interministerial de Derechos Humanos.


- Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en derechos humanos y coordinar su defensa con otros organismos públicos en los litigios o procedimientos derivados de los mismos y asumir la defensa técnica del Estado, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores.


- Coordinar, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos y resoluciones obligatorias originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos. Asimismo, de las recomendaciones derivadas de éstos.


- Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.


- Colaborar con el Ministro en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los derechos humanos. 


- Proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos para el sector público.

- Cumplir las demás funciones que le confieran las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.

A continuación, se refirió al Comité Interministerial de Derechos Humanos.
Explicó que el proyecto en estudio crea este Comité con la finalidad de asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de derechos humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran. Será el órgano encargado de proponer al Presidente de la República el Plan Nacional de Derechos Humanos.

Informó que el Comité estará integrado por:


- El Ministro de Justicia, quien lo presidirá;

- El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia;

- El Ministro del Interior y Seguridad Pública;

- El Ministro de Relaciones Exteriores;

- El Ministro de Desarrollo Social, y

- El Director del Servicio Nacional de la Mujer.


Manifestó que también se integrará en este Comité al Ministro de Educación.

Añadió que, sin perjuicio de esta integración, el Ministro de Justicia podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, funcionarios de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.

El Comité sesionará al menos dos veces al año y el Subsecretario de Derechos humanos actuará como su Secretario Ejecutivo.

Sus funciones serán las siguientes:


- Conocer de las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia en materia de derechos humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente.

- Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en materia de derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y de las adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia en la materia.


- Señalar las prioridades  sectoriales  e intersectoriales a ser abordadas en las políticas públicas a ser diseñadas o propuestas en materia de derechos humanos por el Ministerio de Justicia, proponiendo el contenido del Plan Nacional de Derechos Humanos.


- Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

- Conocer el programa  de  formación  y fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos para el sector público, propuesto por el Ministerio de Justicia.


- Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.


En cuanto a las modificaciones que se introducen a la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, explicó que se incorporan los siguientes elementos:


- En la descripción de las actuales funciones propias del Ministerio de Justicia, se contempla la nueva nomenclatura nacida al amparo de la Reforma Procesal Penal.

- Se incluye la nueva función fiscalizadora que en materia de personas jurídicas asignó al Ministerio de Justicia la ley N° 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública.


- Se define quienes integran el “sector justicia”, utilizando la definición de la ley N° 18.575, acotada a las áreas de competencia del Ministerio de Justicia.


- Se establece quien será el subrogante legal del Ministro de Justicia, dado que se propone la existencia de dos Subsecretarías.


- Se determina al superior jerárquico de los Secretarios Regionales de Justicia, tema largamente debatido, estableciéndose que lo será el Subsecretario de Justicia.


En cuanto a la organización interna del Ministerio de Justicia, se prescribe que un Reglamento determinará las Divisiones y el número y organización de los Departamentos, Secciones y Oficinas que al interior de ellas sea necesario establecer, considerando el volumen de trabajo que signifique la respectiva función.

Finalmente, se contempla un conjunto de artículos transitorios, destinados a regular los siguientes aspectos:

- Se faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la ley, mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 3.346.


- Se le faculta también para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, regule las siguientes materias:


- Determine la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Derechos Humanos;

- Fije la planta de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y su dotación máxima;

- Dicte las normas necesarias para el adecuado funcionamiento de las plantas que se fijen, y

- Disponga el traspaso de personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos, sin solución de continuidad.



Finalizando su intervención, expresó que, en síntesis, la propuesta en estudio propone la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos, como órgano promotor y coordinador de políticas públicas y legislación en materia de Derechos Humanos, dependiente del Ministerio de Justicia, con el propósito de fortalecer la naturaleza jurídica de los derechos humanos, el cual tendrá, entre otras funciones, la de desarrollar una propuesta de Plan Nacional de Derechos Humanos.


Igualmente, la iniciativa plantea la creación del Comité Ministerial Interministerial de Derechos Humanos, como órgano asesor del Presidente de la República, compuesto por seis Ministros, presidido por el Ministro de Justicia, encargado de conocer y proponer prioridades sectoriales en materia de derechos humanos y, particularmente, de proponer el Plan Nacional de Derechos Humanos al Presidente de la República.


A continuación, hizo uso de la palabra la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Lorena Fries, quien basó su intervención en un documento escrito del siguiente tenor:
“I.- ANTECEDENTES

I.1. Estándares normativos

Los Estados tienen la obligación de promover, respetar y garantizar los derechos humanos sin discriminación respecto de todas las personas sujetas a su jurisdicción. La obligación de respetar, demanda que el Estado se abstenga de violar los derechos humanos y prohíba acciones que entorpezcan el goce y ejercicio de dichos derechos. Por su parte, la obligación de garantía impone el deber de realizar todas las medidas que sean necesarias para dar cumplimento efectivo a los derechos fundamentales, incluido el deber de desplegar todas las acciones de política pública y de prácticas administrativas que tengan por objeto garantizar las condiciones para el disfrute y goce efectivo de esos derechos. Ello se cumple, en parte, a través de una institucionalidad política en materia de derechos humanos que organice el aparato gubernamental de modo de asegurar las obligaciones de promoción, respeto y garantía.
Respecto de órganos políticos de esta naturaleza, no existen estándares internacionales aplicables en lo referente a sus características, mandato y competencias. El llamado a los Estados y la fijación de un marco normativo mínimo se dirige a la constitución de instituciones nacionales de derechos humanos (Comisiones Nacionales, Institutos Nacionales, Ombudsman u otros), que, en calidad de órganos del Estado independientes de los demás poderes públicos, tengan por mandato -legal o constitucional- la promoción y protección de los derechos humanos. Dichos estándares normativos están contenidos en los Principios relativos al estatuto de las Instituciones Nacionales (1993), conocidos como Principios de París, que ofrecen un marco normativo mínimo que apela a garantizar la independencia y la pluralidad en su composición, lo que importa consagrar la autonomía financiera y operativa en relación con el Poder Ejecutivo, un mandato dirigido a la promoción y protección de los derechos humanos, certeza jurídica en su constitución (legal o constitucional), que se le dote de una infraestructura adecuada y recursos económicos suficientes para garantizar su estabilidad en el tiempo y facultades para “examinar libremente todas las cuestiones comprendidas en el ámbito de su competencia; acceder a toda la información y documentos necesarios para el examen de la situación de los derechos humanos en el país; dirigirse a la opinión pública directamente para dar a conocer sus opiniones y recomendaciones y mantener relaciones de coordinación con otros órganos, jurisdiccionales o de otra índole, encargados de la promoción y protección de los derechos humanos”.

Los órganos de control de tratados en relación al Estado de Chile, aunque han valorado los esfuerzos realizados a nivel de la institucionalidad gubernamental, han igualmente representado su preocupación porque “(…) las disposiciones institucionales actuales siguen siendo insuficientes para garantizar una coordinación eficaz y coherente a nivel nacional (…)”. Se ha instado en este sentido a que se “(…) cuente con un marco institucional estable y recursos financieros y humanos suficientes para encargarse de la coordinación eficaz y completa de la realización de los derechos (…) a nivel nacional”.


Del análisis de los informes referidos a Chile de los distintos órganos de control, se desprenden algunas recomendaciones vinculadas y dirigidas directamente al Poder Ejecutivo, ya sea en su calidad de órgano colegislador en ejercicio de su potestad  reglamentaria autónoma o por la iniciativa de ley que en este Poder recae, o bien en tanto administrador del aparato público y representante del Estado en al ámbito internacional. Los reiterados llamados a adecuar la legislación interna, y más específicamente a realizar un seguimiento adecuado a las recomendaciones formuladas por los comités de control de tratados, han sido constantes de todos los órganos de control de tratados.


Igualmente se ha destacado la necesidad de garantizar medidas de promoción, que incluyan, entre otras acciones, el desarrollo de campañas nacionales “que informen y eduquen correctamente a los funcionarios de la administración pública y al público en general acerca de la Convención [y] su Protocolo Facultativo (…)” (las cursivas son nuestras). Que estas acciones de promoción deben abarcar la educación formal en todos sus niveles alentando al Estado a que imparta educación en derechos humanos.


Otras recomendaciones están dirigidas a que se transmitan las observaciones y recomendaciones formuladas a todos los ministerios pertinentes con el objeto que sean puestas en ejecución y cumplimiento (las cursivas son nuestras).


Los órganos de control de tratados igualmente han señalado su preocupación por la falta de información y datos desglosados “(…) en particular sobre los grupos vulnerables y las disparidades entre las zonas rurales y urbanas”.  El Comité contra la Tortura, por ejemplo, ha emplazado a que se proporcionen “datos estadísticos pormenorizados y desglosados por edad, sexo y lugar geográfico de las denuncias interpuestas por actos de tortura y malos tratos cometidos por fuerzas del orden contra integrantes de pueblos indígenas, así como las investigaciones, el procesamiento y las condenas correspondientes”. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer “(…) lamenta la falta de datos suficientes, desglosados por sexos, en el informe y en las respuestas a la lista de cuestiones y preguntas relacionadas con muchas de las disposiciones de la Convención” le sigue preocupando la insuficiencia de la información acerca de las causas y el alcance de la trata en Chile como país de origen, de tránsito y de destino (…)”. Al Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial  le preocupa “[l]a falta de información sobre denuncias de discriminación racial y sobre el seguimiento que ha sido dado a dichas denuncias”.


Se llama igualmente que en este marco el Estado aliente la participación ciudadana de manera activa y sistemática, por ejemplo, recabando la participación de la sociedad civil “(…) en la fase preparatoria de la redacción de los informes periódicos y en el seguimiento de las observaciones finales del Comité”; señalándose que “El Comité recomienda que el Estado parte consulte ampliamente para la preparación de su próximo informe periódico con las organizaciones de la sociedad civil que trabajan en el campo de la protección de los derechos humanos, en particular en la lucha contra la discriminación racial”; o afirmándose que “También alienta al Estado Parte a que siga consultando con las organizaciones no gubernamentales y otros miembros de la sociedad civil en la preparación de su cuarto informe periódico”.


En este marco, y en el contexto de las obligaciones generales del Estado en materia de derechos humanos, corresponde específicamente al Poder Ejecutivo según lo expresado por parte del INDH, entre otras acciones:


- Garantizar que sus funcionarios/as o agentes se abstengan de conductas que constituyan violaciones a los derechos humanos. Para poder cumplir cabalmente con esta obligación y construir una cultura institucional respetuosa de las garantías fundamentales, es necesario que los/as funcionarios/as conozcan las normas constitucionales y los tratados internacionales.


- Generar un marco reglamentario claro y vinculante en el cual los órganos del Poder Ejecutivo –dependientes o relacionados como las fuerzas Armadas y de Orden -ejerzan su mandato dentro del respeto a la Constitución y los tratados internacionales.


- Coadyuvar en su función colegisladora, a que la administración autónoma armonice su accionar al respeto de las libertades y garantías fundamentales.


- Implementar políticas públicas que concreten los derechos fundamentales, asignar recursos a esta tarea y verificar su efectividad y propender a la actuación coordinada de los distintos órganos y servicios que integran la Administración del Estado con objeto de promover el respeto de los derechos humanos.


- Ejercer la iniciativa de ley consagrada en la Constitución y las leyes para promover la adopción de normativa que cumpla con la obligación de garantía.


- Realizar un trabajo coordinado con los distintos órganos del aparato estatal para proteger los derechos humanos.


- Cumplir las resoluciones de los órganos internacionales de control en materia de derechos humanos.


- Presentar al Congreso los tratados internacionales de derechos humanos pendientes de ratificación para su adopción.


- Generar y promover las instancias de participación, diálogo y consulta ciudadana a fin de legitimar todas aquellas acciones tendientes a garantizar derechos fundamentales.


Las recomendaciones anteriores debieran formar parte del “Plan Nacional de Derechos Humanos”, siendo éste un compromiso asumido por el Estado de Chile ante el Consejo de Derechos Humanos en el Examen Periódico Universal (2009).


De esta manera, y a falta de estándares internacionales referidos de manera específica a las instituciones de derechos humanos que sean parte del gobierno u administración de los Estados, tenemos que dichos estándares pueden estar constituidos por: a) las observaciones de los órganos de los tratados transcritas más arriba que están vinculadas a funciones del Gobierno y Administración del Estado de Chile; b) las recomendaciones formuladas por el INDH al Poder Ejecutivo en relación a las políticas de promoción y protección de los derechos humanos que caben dentro de su competencia.
I.2. Experiencia comparada


En la experiencia comparada regional es posible constatar esfuerzos similares por establecer, en la administración, instancias de origen legal, pertenecientes o dependientes del Poder Ejecutivo, con mandato para el establecimiento, diseño e implementación de políticas públicas de promoción y protección de los derechos humanos, sin perjuicio de la existencia de otras instituciones de derechos humanos con otros fines, como el Defensor del Pueblo. En la presente minuta nos referiremos a tres experiencias en la región, que se señalan como las más cercanas a la institucionalidad que se presente construir en Chile.


En primer lugar, Argentina posee un Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, al cual le corresponde “entender en la formulación y aplicación de políticas y programas de promoción y fortalecimiento de los derechos humanos”. En su estructura, el Ministerio cuenta con una Secretaría de Derechos Humanos, que se estructura a su vez en dos Subsecretarías, de Protección de los Derechos Humanos y de Promoción de los Derechos Humanos. 


Las principales funciones de la Secretaría de Derechos Humanos son las de:


- Asistir al Ministro en la elaboración, ejecución y seguimiento de las políticas, planes y programas para la promoción y la protección de los derechos humanos;


- Coordinar las acciones vinculadas a la protección y promoción de los derechos humanos con los otros Poderes del Estado, con organismos especializados como el Defensor del Pueblo y con la sociedad civil;


- Ejercer la representación del Estado Nacional ante los organismos internacionales de derechos humanos;


- Asistir al Ministro en lo relativo a la adecuación de la normativa interna al derecho internacional de los derechos humanos;


- Intervenir en la observación, seguimiento y denuncia de casos y situaciones relativas a derechos humanos, conjuntamente con organismos nacionales, provinciales, municipales y con organizaciones de la sociedad civil;

- Conocer, a través del Archivo Nacional de la Memoria, de la recolección, actualización, preservación y digitalización de los archivos e informaciones vinculadas a la vulneración de derechos humanos por el terrorismo de Estado, en coordinación con organismos estatales y de la sociedad civil;


- Ejercer la presidencia de la Comisión Nacional por el Derecho a la Identidad;


- Coordinar los organismos descentralizados con competencia en derechos humanos;


- Conocer del establecimiento de observatorios y voluntariados de derechos humanos;


- Realizar seguimiento de las situaciones que impliquen un conflicto social de trascendencia para la sociedad;


- Coordinar los planes, programas y registros de derechos humanos;


- Intervenir en temas relacionados a la protección contra la violencia intrafamiliar y supervisar el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo.


En el caso de México, estas competencias se radican en la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos, dependiente de la Secretaría de Gobernación, una de cuyas dependencias es la Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, que tiene por objeto “consolidar una instancia de coordinación al interior de la Administración Pública Federal, que se encargue del diseño y ejecución de la política de derechos humanos del Estado”. Su Misión es “coordinar la promoción y defensa de los derechos humanos en la Administración Pública Federal, a fin de generar políticas públicas en las que se respeten de manera irrestricta éstos; y servir de enlace con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (Defensor del Pueblo), los gobiernos estatales, organizaciones públicas de derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil y organismos internacionales”.


Son atribuciones de esta Unidad:


- Promover, coordinar, orientar y dar seguimiento a los trabajos y tareas de promoción y defensa de los derechos humanos que lleven a cabo las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal;


- Auxiliar al Secretario en la coordinación de los esfuerzos que las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal emprendan para el adecuado cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos -Defensor del Pueblo-;


- Constituir, llevar y mantener actualizado el registro de las recomendaciones que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos -Defensor del Pueblo- emita a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal;


- Fungir como vínculo entre la Secretaría de Gobernación y las organizaciones civiles dedicadas a la promoción y defensa de los derechos humanos, así como atender y, en su caso, remitir a las instancias competentes, de conformidad con las disposiciones legales aplicables, las peticiones que éstas le formulen;


- Atender las recomendaciones dictadas por organismos internacionales en materia de derechos humanos cuya competencia, procedimientos y resoluciones sean reconocidos por el Estado Mexicano;


- Coadyuvar con los órganos e instancias dedicadas a la promoción y defensa de los derechos humanos;


- Dar trámite administrativo a las medidas que procuren el pleno respeto y cumplimiento, por parte de las autoridades de la Administración Pública Federal, de las disposiciones jurídicas que se refieren a las garantías individuales y a los derechos humanos, y


- Coordinar la atención de las solicitudes de medidas precautorias o cautelares necesarias para prevenir la violación de derechos humanos, así como instrumentar dichas medidas, siempre que no sean de la competencia de alguna otra dependencia de la Administración Pública Federal.


Por último, entre las institucionalidades que resulta pertinente mencionar, se encuentra la de Brasil, que cuenta con una instancia que depende directamente del Poder Ejecutivo, denominada Secretaría de Derechos Humanos de la Presidencia de la República. Dicho órgano “[e]s responsable de la articulación interministerial e intersectorial de políticas para la promoción y protección de los derechos humanos”. Sus principales atribuciones son:


- Proponer políticas y directrices que regulan la promoción de los derechos humanos, crear o apoyar proyectos, programas y acciones con tal propósito;


- Articular asociación con los Poderes Legislativo y Judicial, con los Estados y municipios, con la sociedad civil y las organizaciones internacionales para el trabajo de la promoción y defensa de los derechos humanos;


- Coordinar la política nacional de derechos humanos de conformidad con las directrices del programa nacional de derechos humanos;


- Recibir información y denuncias de violaciones de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, las personas con discapacidad, de la población de lesbianas, gays, bisexuales y travestis y transexuales y todos los grupos sociales vulnerables”, y

- Actuar como “defensor de los derechos humanos”.

Por último, cabe señalar que se contempla en aquellos órganos de carácter colegiado dependientes de la Secretaría la participación de la sociedad civil.

I.3. Antecedentes de la institucionalidad de derechos humanos en Chile


Desde iniciada la transición a la democracia, el Estado de Chile ha dado pasos importantes en orden a dotarse de una institucionalidad en derechos humanos, constituyendo un hito en esta senda la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos que, por lo mismo, será revisado de manera autónoma en el apartado siguiente. Los orígenes de este proceso se encuentran en la necesidad -moral y política- de enfrentar el legado de los crímenes perpetrados por el Estado durante la dictadura militar. Estos esfuerzos igualmente representaron los consensos políticos de la época y se fundaron en el anhelo por satisfacer las legítimas demandas de las víctimas, los familiares y sectores democráticos, consistentes en garantizar el acceso a la verdad, la reparación y la memoria. Pero, además, en una dimensión política y social, se insertaron en el desafío por consolidar una cultura de respeto a la dignidad de las personas como la expresión más efectiva de garantía de no repetición. Estos esfuerzos han sido continuos en el tiempo pero fragmentados, tanto en sus alcances como efectos. Adicionalmente, como consecuencia de la reinserción del Estado de Chile en la comunidad internacional y la necesidad de enfrentar nuevas formas de violencia hacia grupos vulnerados, el Estado ha ido construyendo una disgregada y débil orgánica gubernamental dedicada al tema de los derechos humanos.


a) Instituciones relacionadas a las violaciones masivas y sistemáticas a los derechos humanos.

En Chile el reconocimiento oficial de los hechos y crímenes cometidos durante la dictadura así como el establecimiento de políticas de reparación derivadas de dichas instancias, ha sido gradual. Han existido diversas comisiones que constituyen los ejes de dicho proceso y representan las primeras expresiones de institucionalidad en derechos humanos en país:


- La Comisión Rettig;


- La Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación;


- La Mesa de Diálogo;


- La Comisión Nacional Sobre Prisión Política y Tortura;


- La Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, y


- El Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior.


a.1) Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación.

Tras la recuperación de la democracia, uno de los principales desafíos del gobierno de transición consistió en buscar y establecer la verdad respecto de las violaciones masivas y sistemáticas a los derechos humanos y establecer mecanismos de reparación a favor de las víctimas y sus familiares. Con este fin, por decreto supremo N° 355, de 25 de abril de 1990, se creó la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación -CNVR-, con el objeto de contribuir al esclarecimiento global de la verdad sobre las más graves violaciones de los derechos humanos cometidas entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, en el país o en el extranjero. Se entendió por graves violaciones a los derechos humanos, “las situaciones de detenidos desaparecidos, ejecutados y torturados con resultado de muerte, en que aparezca comprendida la responsabilidad moral del Estado por actos de sus agentes o de personas a su servicio, como asimismo los secuestros y los atentados contra la vida de personas cometidos por particulares bajo pretextos políticos”.


La Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación entregó su Informe al Presidente de la República, el 9 de febrero de 1991, dando cuenta de 2.296 casos calificados como graves violaciones a los derechos humanos. La Comisión recomendó al Presidente de la República, en su calidad de Jefe de Estado, restablecer solemne y expresamente la dignidad de las víctimas. Se propusieron medidas de reparación, entre ellas, una pensión única, atención de salud especializada y becas de educación. En materia de institucionalidad, ya entonces la Comisión recomendó la creación de una institución destinada a la protección de los derechos humanos.


El Informe de la Comisión sostiene que Chile, como signatario de la Declaración Universal de Derechos Humanos, ha asumido, al igual que otros países, el compromiso de asegurar el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales. A la fecha, se indicaba que más de 60 países ya contaban con instituciones inspiradas en el Defensor del Pueblo u “Ombudsman”. La Comisión constataba la “necesidad práctica e imperiosa de vigorizar nuestro sistema normativo de protección a los derechos humanos”, por lo cual se recomendaba estudiar la posibilidad de establecer en Chile una institución “cuyo fin específico sea proteger al hombre corriente de los abusos de poder que se inserte debidamente en nuestro régimen jurídico”. Además, se señalaban algunos principios generales que debían guiar una institución como la propuesta; su función principal debía ser velar por el respeto de los derechos humanos garantizados en la Constitución Política y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. La institución podría actuar de oficio o a petición de parte, investigar las denuncias recibidas, requerir información de cualquier funcionario del Estado y dar cuenta a las autoridades de las actuaciones violatorias de los derechos humanos que haya constatado, a fin de que se corrijan. Se debía asegurar su carácter independiente y la alta solvencia moral de quienes estuvieran a su cargo, quienes debían permanecer por tiempo limitado en el mismo.


a.2) Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación.

El 8 de febrero de 1992 se publica en el Diario Oficial la ley N° 19.123, en cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y se crea la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación -CNRR-. La Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación se constituye como un servicio público descentralizado, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Interior. Su función principal consistía en la coordinación, ejecución y promoción de las acciones necesarias para el cumplimiento de las recomendaciones contenidas en el Informe de la CNVR. La ley N° 19.123 otorgaba, además, a la Corporación las siguientes funciones:


- Promover la reparación del daño moral de las víctimas y otorgar asistencia social y legal a sus familiares para acceder a los beneficios contemplados en la misma ley N° 19.123.


- Promover y coadyuvar a las acciones tendientes a ubicar el paradero de los restos de las personas detenidas desaparecidas y de aquellas cuyos restos no hubieran sido entregados.


- Guardar en depósito los antecedentes de la CNVR y los que surjan del trabajo de la propia Corporación.


- Recopilar los antecedentes y efectuar las investigaciones necesarias para dictaminar aquellos casos que fueron conocidos por la CNVR y en que ésta no pudo alcanzar convicción.

- Formular proposiciones para la consolidación de una cultura de respeto de los derechos humanos.


a.3) Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior.

La CNRR culminó sus funciones el 31 de diciembre de 1996. Sin embargo, por medio de decreto supremo N° 1.005 del Ministerio del Interior, de 25 de abril de 1997, se advirtió que existían situaciones pendientes relacionadas con materias que el Estado debía atender y que decían relación con el derecho inalienable de los familiares de las víctimas y de la sociedad chilena para reclamar la ubicación de las personas detenidas desaparecidas como igualmente la de los cuerpos de las personas ejecutadas y las circunstancias de dicha desaparición o muerte, establecido en el artículo 6° de la ley N° 19.123. Bajo esta premisa, se dispuso la creación de una unidad especializada en el Ministerio del Interior, que se organizó en su Secretaría y Administración General y quedó bajo la dependencia del Subsecretario del Interior y cuyas funciones serían prestar la asistencia social y legal que requirieren los familiares de las víctimas a que se refiere el artículo 18 de la ley N° 19.123, tanto para acceder a beneficios como para hacer efectivo el derecho que reconoce el artículo 6° de la misma ley. Esta Unidad se denominó Programa “Continuación Ley 19.123”, aunque es conocido como el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior.


Desde su creación en el año 1997, el Programa de Derechos Humanos centró sus funciones en la asistencia social a los familiares de las víctimas calificadas por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y por la Corporación de Reparación y Reconciliación y en la sustanciación y tramitación de las causas en las que se investiga la responsabilidad criminal en la desaparición forzada de personas y la ejecución de personas sin entrega de restos, calificadas por ambas Comisiones de Verdad.


Sin embargo, en atención a que sus facultades se derivaban del artículo 6° de la ley N° 19.123, el Programa no tenía facultad expresa de presentar querella. Tampoco sus facultades le permitían hacerse cargo del ejercicio de la acción penal en casos de ejecutados políticos con entrega de restos, que representan un porcentaje mayoritario de las víctimas calificadas. Esta situación fue subsanada con la dictación de la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, que en su artículo 10 transitorio estableció la facultad “para ejercer todas las acciones legales que sean necesarias, incluidas las de presentar querellas respecto de los delitos de secuestro o desaparición forzada, en su caso, y de homicidio o de ejecución sumaria en su caso”.


Otra de las funciones asumidas por el Programa de Derechos Humanos fue la de reparación simbólica de las víctimas, fundamentalmente a través de la construcción de memoriales a lo largo del país, los que se han realizado en conjunto con las organizaciones de familiares de víctimas.


No obstante la mejora de la situación institucional con la dictación de la ley N° 20.405, el Programa de Derechos Humanos mantiene debilidades, fundamentalmente en relación a la autonomía y su dependencia jerárquica. El Programa carece de una estructura orgánica independiente del Ejecutivo y su funcionamiento queda entregado a la voluntad del Gobierno de turno. En efecto, el decreto supremo que le da nacimiento entrega a la autoridad política la suscripción de resoluciones y otros documentos del Programa: “el Subsecretario del Interior podrá delegar la firma de las resoluciones y demás documentación relacionadas con las materias en que incide este reglamento, al funcionario que tenga a su cargo la Unidad que se organice al efecto, a quien corresponderá, además, la coordinación de sus actividades con los Tribunales de Justicia y demás organismos, instituciones o personas” (artículo 4°).


a.4) Mesa de Diálogo.

El Presidente Eduardo Frei, en 1999, conformó una Mesa de Diálogo que recabó información sobre el destino final de 200 personas detenidas desaparecidas. La Mesa de Diálogo funcionó entre el 21 de agosto de 1999 y el 13 de abril de 2000, y en ella participaron delegados y delegadas de Gobierno, Carabineros y Fuerzas Armadas, entidades éticas y religiosas, abogados/as de derechos humanos y sociedad civil. Parte de la información proporcionada a la Mesa está aún en proceso de verificación. Uno de los efectos de esta instancia fue la designación de jueces con dedicación exclusiva para la investigación y determinación de responsabilidades en casos de graves violaciones a los derechos humanos.


a.5) Comisión sobre Prisión Política y Tortura.

No obstante la destacada y fundamental misión de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación en cuanto a establecer la verdad sobre las violaciones masivas y sistemáticas a los derechos humanos ocurridas en Chile, las competencia de ambos organismos se encontraba limitada a las situaciones de víctimas detenidas desaparecidas, ejecutadas y muertas producto de las torturas, dejando fuera del ámbito de su conocimiento las situaciones de personas que durante el período de la dictadura fueron víctimas de prisión política y tortura y sobrevivieron a las mismas.


El año 2003, el Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar, haciéndose cargo de esta situación en el Documento “No hay mañana si ayer”, propuso la creación de una Comisión destinada a investigar los casos de prisión política y tortura. Posteriormente, por decreto supremo N° 1.040 del Ministerio del Interior, de 23 de septiembre de 2003, se dispuso la creación de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, cuyo objeto era determinar las personas que sufrieron privación de libertad y torturas por razones políticas, por actos de agentes del Estado o de personas a su servicio, en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990. Esta Comisión estuvo presidida por Monseñor Sergio Valech y reconoció a 27.255 personas como víctimas de prisión política y tortura, finalizando sus funciones el 30 de noviembre de 2004. Tras el Informe de la Comisión, se dictó la ley N° 19.922, que estableció medidas de reparación para quienes habían sido reconocidos como víctimas. La entrega de beneficios quedó a cargo de los respectivos servicios sectoriales, INP para las pensiones, JUNAEB y Ministerio de Educación para becas, los respectivos Consultorios y Programa Prais en relación a las acciones de rehabilitación y asistencia en salud.


a.6) Comisión Asesora Presidencial.

En el Gobierno de la Presidenta señora Michelle Bachelet Jeria y tras el descubrimiento de errores de identificación de detenidos desaparecidos por el Servicio Médico Legal, se dispuso por decreto supremo N° 533 de 06 de junio de 2006, la creación de una Comisión Asesora Presidencial para la Formulación y Ejecución de las Políticas de Derechos Humanos, cuya función principal fue “asesorar a la Presidenta de la República en el estudio, formulación y ejecución de las políticas de derechos humanos referidas a las acciones y programas de apoyo y reparación a las víctimas de violaciones de derechos humanos y sus familiares, especialmente a las familias de ejecutados políticos y detenidos desaparecidos” e identificar acciones y medidas que el Gobierno pudiera impulsar para contribuir al avance en la ubicación de las personas detenidas desaparecidas y la identificación de los restos de quienes fueron inhumados ilegalmente en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990.


En el cumplimiento de su cometido, se le asignó a la Comisión, entre otras funciones, la de servir de instancia coordinadora de todos los organismos de la Administración que deban intervenir en el proceso de identificación de los restos de víctimas de violaciones a los derechos humanos y su entrega a sus familiares, así como instancia de coordinación para la ejecución y supervigilancia de todos los programas de apoyo y reparación a las víctimas de violaciones de derechos humanos y sus familiares.


a.7) Comisión para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura.

El 9 de diciembre de 2009, se dictó la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos. En su articulado transitorio, se estableció que el Presidente de la República establecería una Nueva Comisión para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura. El artículo 3° transitorio de la ley estableció que esta Comisión estaría conformada por los mismos integrantes de la Comisión Asesora Presidencial establecida por el decreto supremo Nº 1.040 de 2003, del Ministerio del Interior, y se otorgó un plazo de seis meses para que los interesados presentaran sus denuncias. Finalizado este plazo, la Comisión contaría con seis meses para calificar los casos sometidos a su conocimiento. La Nueva Comisión inició sus funciones el 17 de febrero de 2010. Su informe fue presentado al Presidente de la República, don Sebastián Piñera Echeñique, el 18 de agosto de 2011 y en él se reconocen 9.795 nuevos casos de prisioneros políticos y víctimas de tortura y 30 nuevos casos de detenidos desaparecidos y ejecutados políticos. Las personas calificadas como víctimas accedieron a los beneficios establecidos por las leyes N°s 19.123, 19.980 y 19.922, según corresponda.


a.8) Consideraciones generales sobre las instituciones relacionadas a las violaciones masivas y sistemáticas a los derechos humanos.

Como se observa de la descripción realizada, la institucionalidad destinada a la búsqueda y reconocimiento de la verdad relativa a las violaciones masivas y sistemáticas de los derechos humanos durante la dictadura, ha estado fragmentada en diversas instituciones que no obstante sus sustantivos aportes, no han estado exentas de debilidades.


En primer lugar, toda esta institucionalidad ha sido creada por decreto y no por ley, a diferencia de las medidas de reparación que sí han sido establecidas por leyes (N°s 19.123, 19.980 y 19.922). Las instituciones que han conocido de casos y han tenido facultad de calificar los mismos, han sido transitorias y ha existido una demanda de diversos organismos de control de tratados y de la sociedad civil en el sentido que debiera tratarse de una facultad estable en el tiempo para que todas aquellas personas que se consideren víctimas puedan presentar su caso.


La institucionalidad ha respondido de manera diferente según se trate del tipo de víctimas; así, en los casos de detenidos desaparecidos se ha contado con un Programa especializado con facultad de ejercer acciones penales. Respecto de las personas víctimas de prisión política y tortura que sobrevivieron a las mismas, no existe un organismo especializado que coordine o supervise la entrega de las diversas medidas de reparación, entregándose esta asistencia a los respectivos servicios públicos que otorgan el beneficio. Tampoco existe un Programa con facultades legales para el ejercicio de acciones penales, quedando estas a la iniciativa y financiamiento privado de las víctimas.

Organismos gubernamentales de derechos humanos


b.1) Oficina de Derechos Humanos de la Corporación de Asistencia Judicial.

La Oficina de Derechos Humanos de la Corporación de Asistencia Judicial surge al amparo de un acuerdo entre el Arzobispado de Santiago y el Ministerio del Interior, con ocasión del cierre de la Vicaría de la Solidaridad y con la intención de mantener la asesoría legal que ésta prestaba. No mucho tiempo después, esta oficina pasaría a dependencias del Ministerio de Justicia, específicamente a la Corporación de Asistencia Judicial de la Región Metropolitana.


La Oficina enfrenta deficiencias, entre las cuales se pueden mencionar el que su competencia territorial está limitada a la Región Metropolitana y es conocida la precariedad de recursos con la que trabaja: “las CAJ carecen de una estructura orgánica y presupuestaria suficiente para cumplir con su cometido, lo que atenta, a su vez, contra una adecuada coordinación y uniformidad de prácticas y criterios de trabajo”. Otra de sus debilidades dice relación a que la tramitación de la causas está entregada a estudiantes en práctica y no a abogados especialistas en derechos humanos.


b.2) Comisión Defensora Ciudadana.

El año 2001, mediante decreto supremo N° 65, se crea la Comisión Defensora Ciudadana con el objeto de prestar “su asesoría para velar por la defensa y promoción de los derechos e intereses de las personas ante actos u omisiones de los órganos de la Administración del Estado, en lo relativo a la satisfacción de las necesidades públicas”. De esta definición se colige que la entidad se acerca más a un servicio del consumidor que a un órgano defensor de derechos fundamentales, toda vez que el eje de la institución está en la satisfacción de una prestación y no en el ejercicio de un derecho. La Comisión depende del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


b.3) La representación internacional del Estado en materias de derechos humanos: la Dirección de Derechos Humanos de la Cancillería y la Comisión Coordinadora para dar cumplimiento a las Obligaciones del Estado de Chile.

La Dirección de Derechos Humanos de la Cancillería coordina la acción internacional del Estado de Chile en materia de Derechos Humanos. Fue creada al interior del Ministerio de Relaciones Exteriores originalmente como una Asesoría de Derechos Humanos, posteriormente se elevó su estatus a Dirección de Derechos Humanos. El objetivo de la Dirección es fortalecer la posición y presencia política de Chile en los organismos y foros de derechos humanos de Naciones Unidas y del Sistema Interamericano e incentivar el cumplimiento de los compromisos internacionales asumidos en este ámbito. La Dirección representa al país en foros internaciones de derechos humanos y debe coordinar con distintos servicios públicos y con otros Poderes del Estado, en particular el Poder Judicial, la representación del Estado de Chile en las denuncias presentadas por particulares ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por violaciones de los derechos establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. También está a cargo de la elaboración de Informes de cumplimiento de los compromisos del Estado ante los órganos de control de tratados.


La Dirección está organizada en tres Departamentos: Departamento del Sistema Universal de Derechos Humanos, Departamento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y Departamento de Coordinación de la Dirección de Derechos Humanos. Recientemente, por Orden de Servicio de la Subsecretaría N° 649, de 29 de diciembre de 2010, fue creada la Unidad de Asuntos Indígenas, dependiente de la Dirección de Derechos Humanos, con el fin de “transversalizar la política indígena al interior de toda la estructura institucional” del Ministerio.


Para los efectos de responder a los requerimientos internacionales, durante el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet Jeria, mediante decreto N° 323, de 25 de agosto de 2006, se creó una comisión interinstitucional llamada “Comisión Coordinadora para dar cumplimiento a las Obligaciones del Estado de Chile en materia de Derecho Internacional de los Derechos Humanos”. El objetivo de la Comisión es servir de instancia de coordinación en la entrega de antecedentes que deben aportar los órganos públicos para elaborar las respuestas que el Estado de Chile, a través de la Cancillería, debe proporcionar a los mecanismos internacionales de supervisión, promoción y protección de derecho internacional de los derechos humanos.


Esta Comisión está integrada por representantes de las siguientes instituciones: Ministerio de Relaciones Exteriores, quien la preside, Ministerios de Interior, Defensa, Secretaría General de la Presidencia, Secretaría General de Gobierno, Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud y Planificación, además del Servicio Nacional de la Mujer, Ministerio Público, Carabineros, Investigaciones, Defensoría Penal Pública, Gendarmería y SENAME. Cada institución debe nombrar un representante titular y un suplente. Para el cumplimiento de sus funciones, la Comisión está facultada para solicitar los antecedentes que estime necesarios con el objeto de dar debida respuesta a los diversos mecanismos internacionales de derechos humanos.


La versión original del decreto N° 323 fue objetado por la Contraloría, en dictamen N° 9.987, de 1 de marzo de 2006, pues hacía alusión en diversas disposiciones a la “Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores”, la cual no se encontraba contemplada en el Estatuto Orgánico de la Cancillería, contenido el decreto con fuerza de ley N° 161 de 1978. Si bien el decreto fue subsanado, hasta la fecha el decreto con fuerza de ley N° 1.621 no contempla a la Dirección de Derechos Humanos.


I.4. Instituto Nacional de Derechos Humanos.

El Instituto Nacional de Derechos Humanos, creado por Ley N° 20.405, es una corporación autónoma de derecho público, cuyo objeto es velar por la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales, en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chiles y que se encuentren vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional.


El INDH en tanto órgano del Estado, y en lo que dice relación a su origen normativo, composición, facultades y relaciones con los poderes públicos, asienta su accionar y reconoce en los Principios de París los estándares normativos que deben garantizarse a fin de dar cumplimiento cabal a su mandato de promoción y protección. Su composición es plural y su mandato legal es amplio, pues abarca tanto las acciones de protección como las de promoción. Su independencia está garantizada por la inamovilidad de los miembros de su Consejo Superior y su origen, como se ha señalado, es de naturaleza legal. Posee, entre otras facultades, las de procesar quejas individuales a fin de representar a los órganos del Estado las infracciones a los derechos humanos que detecte, teniendo en este ámbito competencias para presentar acciones de tutela de garantías constitucionales (protección y amparo) o deducir querellas criminales en los casos en que expresamente la ley indica. Cuenta entre sus funciones la de elaborar un informe anual, el que debe ser puesto en conocimiento de las más altas autoridades de la República. El INDH en este marco puede “examinar libremente todas las cuestiones comprendidas en el ámbito de su competencia; acceder a toda la información y documentos necesarios para el examen de la situación de los derechos humanos en el país; dirigirse a la opinión pública directamente para dar a conocer sus opiniones y recomendaciones y mantener relaciones de coordinación con otros órganos, jurisdiccionales o de otra índole, encargados de la promoción y protección de los derechos humanos”.


La instalación del INDH vino a satisfacer un sentido anhelo de la comunidad nacional e internacional y hace parte del esfuerzo por dotar al Estado de herramientas que estén al servicio de las obligaciones de respeto y garantía de los derechos fundamentales. Su constitución constituye un hito en lo que a institucionalidad se refiere. Pero no es suficiente y así lo señalamos en nuestro primer Informe Anual y lo reiteramos en el correspondiente al año 2011. Sigue constituyendo un desafío pendiente fortalecer una red institucional en derechos humanos que, basada en los Principios de París, configuren, junto al INDH, un sistema que proteja eficazmente estos derechos. En esa dirección, es necesario crear la figura del Defensor del Pueblo, ratificar los tratados internacionales que otorguen un campo de mayor protección a las personas, establecer el Mecanismo Nacional de Protección contra la Tortura, avanzar en adecuar la legislación interna a los estándares internacionales a los que el Estado se ha obligado y perfeccionar el sistema institucional de tutela de derechos.

II. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO DE LEY QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS


El proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos representa un valioso esfuerzo por fortalecer la institucionalidad política y gubernamental de derechos humanos y responde a la necesidad de establecer con rango de ley un ente que desde el Poder Ejecutivo proponga y coordine las políticas públicas en este ámbito. El Estado de Chile, como se ha señalado, carece actualmente de una orgánica coherente y estructurada en materia de derechos humanos. En efecto, como lo señala el Mensaje con el que se acompaña el proyecto de ley, “[…]se observa una dispersión del tratamiento institucional de la materia, siendo ésta abordada a través de simples programas o de organizaciones gubernamentales, pero con fines parciales y específicos en la protección de estos derechos”. De esta manera, si se examina, por ejemplo, la legislación orgánica del Ministerio de Relaciones o del Ministerio de Justicia, es fácil advertir que una parte importante de la orgánica con competencia en materia de derechos humanos no debe su existencia a la ley, sino, por el contrario, a actos administrativos que pueden ser suprimidos u objetados en cualquier momento. Así, a modo de ejemplo, la Dirección de Derechos Humanos de Cancillería no figura en la estructura que brinda el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978 (Diario Oficial de 31 de marzo de 1978), estatuto orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.


La iniciativa de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos fue anunciada por el Presidente de la República en su Mensaje Presidencial de 21 de mayo de 2011, como parte del compromiso gubernamental por crear el nuevo Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Fue iniciado en Mensaje N° 405-359, de 2 de marzo de 2012, y se encuentra en primer trámite constitucional ante el Senado con urgencia simple.

Aspectos generales


La idea matriz, de conformidad a lo expresado en el Mensaje con que se acompaña el proyecto de ley, es “optimizar la gestión del Estado, al concentrar la función de proponer y coordinar las políticas públicas en el ámbito de los Derechos Humanos, que hoy se ejerce por órganos diversos”, en una instancia denominada Subsecretaría de Derechos Humanos dependiente del Ministerio de Justicia. La finalidad de la institucionalidad propuesta es la de “[…] establecer, a nivel de Gobierno, una entidad que lidere los esfuerzos del Ejecutivo en materia de derechos humanos, y de prestar asesoría y colaboración directa al Ministerio en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los derechos humanos”. En virtud de ello, se incorpora a las funciones del Ministerio de Justicia la de “asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos”.


El proyecto de ley incluye un conjunto de modificaciones al decreto ley N° 3.346, de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, con el objeto de adecuar la terminología de la funciones del Ministerio de Justicia a la nueva nomenclatura nacida al amparo de la Reforma Procesal Penal. Igualmente, se específica la nueva función fiscalizadora que, en materia de Personas Jurídicas, asignó al Ministerio de Justicia la ley N° 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública. Define quién será el subrogante legal del Ministro de Justicia, dado que se propone la existencia de dos subsecretarías, y determina quién es el superior jerárquico de los SEREMIS de Justicia. En ambos casos, dichas funciones recaen en el Subsecretario de Justicia. En este orden de ideas, se incorpora el concepto “sector justicia”, estableciendo que lo conforman “los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia”.


Por otra parte, se introducen modificaciones al cuerpo normativo transitorio del decreto ley N° 3.346, con el objeto de dar cuenta de los aspectos administrativos y operacionales para el establecimiento de la nueva Subsecretaría. De este modo, se establece que un “Reglamento expedido por el Ministerio de Justicia determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado”. La planta de personal de la Subsecretaría será determinada por medio de decretos con fuerza de ley expedidos por el Presidente de la República en el plazo de un año, contado desde la publicación de la ley, así como la estructuración y funcionamiento de las plantas, el número de cargos y los requisitos de ingreso, entre otros aspectos administrativos.


b) Funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos.

Son funciones de la Subsecretaría “prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos”. A continuación, señala que a la Subsecretaría le corresponderán diez funciones, concluyendo con una norma de clausura que establece la función genérica de: “Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia”.


Las funciones de la Subsecretaría podemos agruparlas en dos áreas: a) las de carácter interno, consistentes en asesorar al Ministro de Justicia en materias de derechos humanos y de colaboración al Comité Interministerial de Derechos Humanos, que se propone constituir por medio de este proyecto de ley, y b) las que otorgan competencias en temas de naturaleza internacional, que actualmente están radicadas en la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores.


b.1) Funciones internas


Se establecen las siguientes funciones de asesoría al Ministro:


- Proponer políticas públicas referidas a la promoción y protección de los Derechos Humanos;


- Asistir al Ministro de Justicia en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes;


- Colaborar con el Ministro en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los Derechos Humanos;


- Proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público.


Respecto al Comité Interministerial de Derechos Humanos, se establece como función de la Subsecretaría el colaborar en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos.


b.2) Funciones relacionadas con el ámbito internacional.

- Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en Derechos Humanos, coordinar su defensa con otros organismos públicos en los litigios o procedimientos derivados de los mismos y asumir la defensa técnica del Estado, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores;


- Coordinar, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos y resoluciones obligatorias originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, como, asimismo, las recomendaciones derivadas de los pronunciamientos de los órganos de ambos sistemas.


- Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.


c) Comité Interministerial de Derechos Humanos.

Se crea el Comité Interministerial de Derechos Humanos, “cuya función es asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de Derechos Humanos”. Se señala que el Comité constituye “una instancia de información, orientación, coordinación y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran”.


Se establece que el Comité Interministerial estará integrado por los siguientes Ministros:


a) Ministro de Justicia, quien lo presidirá.

b) Ministro de la Secretaría General de la Presidencia.

c) Ministro del Interior y Seguridad Pública.

d) Ministro de Relaciones Exteriores.

e) Ministro de Desarrollo Social.

f) Director del Servicio Nacional de la Mujer.


El Ministro de Justicia podrá invitar a participar con derecho a voz a otros Ministros, funcionarios de la Administración del Estado o “personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos”.


Esta instancia celebrará sesiones a lo menos dos veces al año, constituyendo su quórum para sesionar el de tres miembros. Los acuerdos serán vinculantes y se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes.


Entre las funciones que tendrá la nueva instancia intersectorial están las de:


- Conocer de las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio, que hayan de ser aplicables intersectorialmente;


- Conocer el Informe Anual del INDH;


- Conocer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público;


- Informar sobre las necesidades sectoriales en materia de derechos humanos que deban ser integradas en las políticas públicas y las adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia;


- Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en las políticas públicas en materia de Derechos Humanos por el Ministerio de Justicia, proponiendo el contenido del Plan Nacional de Derechos Humanos, y

- Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.

III. OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS


a) Cambio de nombre.

Se ha hecho notar por la Senadora señora Lily Pérez que cuando el Presidente de la República anunció el proyecto, señaló que se modificaría el nombre del Ministerio por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.  Este cambio no está contenido en el proyecto de ley y podría no relevar la importancia de la creación de la Subsecretaría. En cambio, en la creación de otras subsecretarías se ha modificado el nombre del Ministerio respectivo. Así, por medio de la ley N° 20.502, de 21 de febrero de 2011, se creó el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, estableciéndose la nueva Subsecretaría de Prevención del Delito. En octubre de 2011, por medio de la ley N° 20.530, se creó el Ministerio de Desarrollo Social, en reemplazo del Ministerio de Planificación y Cooperación, MIDEPLAN, creándose dos nuevas subsecretarías: la Subsecretaría de Servicios Sociales y la Subsecretaría de Evaluación Social. Se estima que sería importante el cambio de nombre que se había anunciado.


b) Coordinación de políticas públicas de reparación.

A pesar que el Mensaje con que se acompaña el proyecto de ley destaca la importancia que “[s]e espera tenga la Subsecretaría de Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas destinados a la reparación de víctimas de violaciones a los Derechos Humanos”, en el articulado propuesto no hay ninguna referencia a ello. A pesar, como se ha señalado, que es en relación a este último universo donde el Estado ha impulsado las más importantes y significativas políticas de reparación y es donde mayor dispersión orgánica y funcional se advierte.


Si bien la institucionalidad gubernamental propuesta está destinada a proponer y coordinar políticas públicas, y en este sentido no constituye un servicio público orientado a gestionar beneficios o concretar políticas de reparación, es deseable que se incluya dentro de sus funciones lo expresado en el Mensaje en orden a que ella pudiera concretar las funciones de coordinación y supervisión de las medidas de reparación establecidas por el Estado de Chile, incluidas las funciones de proponer, coordinar, supervisar y/o ejecutar iniciativas de preservación de la memoria histórica de las violaciones sistemáticas a los derechos humanos, especialmente en la recuperación y preservación del patrimonio material e inmaterial (archivos, casas de memoria) y obras de reparación simbólica (memoriales). Ello, sin perjuicio de las facultades que actualmente están radicadas en el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En su presentación ante la Comisión de Derechos Humanos del Senado, el 16 abril pasado, el Ministro de Justicia don Teodoro Ribera Neumann, expresó respecto del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior que, luego de escuchar al Panel de Expertos, se optó por mantenerlo en esa Cartera. Sin embargo, respecto de la defensa de causas de derechos humanos, esa función será otorgada expresamente al “Servicio de Asistencia Jurídica”, que será presentado prontamente al Congreso Nacional.

Según los antecedentes que posee el Instituto Nacional de Derechos Humanos, el proyecto de ley que crea el Servicio de Asistencia Jurídica, incorpora dentro de sus funciones las actuales competencias judiciales del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior.

El proyecto de ley que crea el “Servicio Nacional de Asistencia Jurídica”, sustituye a las actuales Corporaciones de Asistencia Judicial, creando un nuevo servicio público que tendrá por objeto prestar asistencia jurídica y judicial profesionalizada, ya sea directamente o a través de prestadores habilitados, a las personas que se definan como beneficiarios, que son aquellas que carezcan de medios necesarios para procurárselas por sí mismos.


El artículo décimoquinto transitorio del proyecto de ley que crea el Servicio de Asistencia Jurídica, establece que el nuevo Servicio sucederá al Programa de Derechos Humanos creado por el Decreto Supremo N° 1005 del Ministerio del Interior y, por tanto, continuará prestando la asesoría legal y judicial que requieran los familiares de las víctimas a que se refiere el artículo 18 de la ley N° 19.123, que son aquellas víctimas reconocidas por los Informes de Verdad, tanto para acceder a los beneficios que establece la ley como para hacer efectivo el derecho que reconoce el artículo 6° de la ley N° 19.123. En virtud de lo anterior, el nuevo servicio tendrá la facultad para ejercer todas las acciones legales que sean necesarias, incluyendo presentar querellas respecto de delitos de secuestro o desaparición forzada y de homicidio.

En el artículo décimosexto se señala que las actuaciones del Servicio en las materias descritas, se realizarán en forma reservada y que todos aquellos que colaboren o intervengan de cualquier forma, quedarán obligados a guardar secreto acerca de todo antecedente o información de que tomen conocimiento en el ejercicio de tales actividades. Todos los bienes corporales o incorporales del Programa y los bienes de la ex Corporación que pasaron al Programa serán traspasados al Servicio Nacional de Asistencia Jurídica. Finalmente, se deroga el artículo 10 de la ley N° 20.405, que reconoce las facultades del Programa de presentar querellas (artículos décimo séptimo y décimo octavo transitorios).

El Instituto Nacional de Derechos Humanos señaló en su Informe Anual 2011, que facilitar la asistencia apropiada a las víctimas para acceder a la justicia representa un deber que el Estado de Chile cumple a través del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Púbica. En este sentido, para el Instituto resulta importante que las facultades y atribuciones del Programa se fortalezcan y que, en caso alguno, sean disminuidas respecto de su situación actual. También que se respete la integralidad de funciones del Programa, que dicen relación con el ejercicio de la acción penal por una parte, pero también con la asistencia social de las víctimas y con las acciones de reparación simbólica que se han expresado principalmente a través de la construcción de memoriales en conjunto con las agrupaciones de familiares de víctimas.


En este sentido, se considera que la futura situación del Programa debe ceñirse a lo estipulado en “Los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”, aprobados por la Asamblea General de Naciones Unidad por Resolución 60/147, de 16 de diciembre de 2005. El principio III señala que en caso de manifiestas violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario que constituyen crímenes en virtud del derecho internacional, “los Estados tienen la obligación de investigar y, si hay pruebas suficientes, enjuiciar a las personas presuntamente responsables de las violaciones y, si se las declara culpables, la obligación de castigarlas”.

También que el Estado debe velar por que, en la medida de lo posible, su derecho interno disponga que las víctimas de violencia o traumas gocen de una consideración y atención especiales para que los procedimientos jurídicos y administrativos destinados a hacer justicia y conceder una reparación no den lugar a un nuevo trauma (Principio V N° 10) y reconocer a las víctimas el derecho al acceso igual y efectivo a la justicia, a la reparación adecuada, efectiva y rápida del daño sufrido y al acceso a la información pertinente sobre las violaciones y los mecanismos de reparación (Principio VII N° 11).

Luego, corresponde que el diseño institucional que se planea en materia de derechos humanos garantice de manera expresa la integralidad y el fortalecimiento de competencias en orden a asegurar la asistencia jurídica y social a los familiares de las víctimas de violaciones sistemáticas a los derechos humanos, todo ello en armonía y respeto pleno a los principios y obligaciones que sobre el Estado pesan en esta esfera.

En este mismo orden de ideas, dicho diseño debe llenar un vacío institucional en materia de violaciones masivas y sistemáticas, que a la fecha no ha sido satisfecho y que fue planteado por el INDH en su primer Informe Anual 2010, referido a la necesidad de proporcionar asistencia legal y de reparar a través de la asistencia social a las víctimas sobrevivientes del crimen de tortura. Ello es consistente con la naturaleza de crimen de lesa humanidad y de infracción al derecho internacional humanitario, y a la necesidad de contar con un órgano público que ofrezca alternativas de atención de conformidad a los principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos.


Por último, el INDH estima que la Subsecretaría propuesta debiese tener funciones relativas a conocer y calificar casos de violaciones sistemáticas de derechos humanos, continuando de esta manera la labor de la Comisión Asesora Presidencial para la calificación de casos de detenidos desaparecidos, ejecutados políticos y víctimas de prisión política y tortura. De esta manera, se daría cumplimiento al deber de garantizar el derecho a la verdad a las víctimas y a la sociedad en relación a este tipo de crímenes, como a la necesidad de contar con una instancia estable en el tiempo para procesar eventual nueva evidencia que sobre estos hechos hubiera.

c) Funciones de la Subsecretaría en relación al Instituto Nacional de Derechos Humanos.

El artículo 3° del proyecto establece que “conforman el sector Justicia, los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia”. Respecto de esta norma, se debe entender que, dada la autonomía del INDH, esta última corporación no forma parte del “Sector Justicia”. 


Por otra parte, el Mensaje señala que “esta nueva instancia técnica colaborará, además, con las funciones hoy desarrolladas por otras entidades, como es, a modo de ejemplo, el Instituto Nacional de Derechos Humanos.” Al respecto y en virtud del principio de colaboración consagrado en el art. 4 de la Ley N° 20.405, y en tanto corporación autónoma de derecho público que no forma parte de la administración del Estado, se debe entender que la colaboración que eventualmente prestará la Subsecretaría de Derechos Humanos es sin perjuicio del ejercicio de las facultades del INDH para solicitar la colaboración de todos los órganos del Estado para el desempeño de sus atribuciones.


El artículo 12 del proyecto establece que corresponde al Comité Interministerial de Derechos Humanos “d) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos”. Al respecto, se debe señalar que, de acuerdo con el artículo 3 número 1 de la ley N° 20.405, el primer responsable en conocer el Informe Anual es el Presidente de la República y, por lo tanto, se estima que esta función se entiende sin perjuicio de la obligación que al Jefe de Estado impone la ley orgánica del INDH. Una redacción más adecuada a la finalidad del Comité Interministerial podría ser: “Analizar el informe anual y los demás informes y recomendaciones del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, en su caso, proponer las medidas que correspondan para la promoción y protección de los derechos de las personas”.

Ello se aviene con la experiencia comparada, en que las instituciones gubernamentales similares a la propuesta, tienen asignado el deber de llevar un registro de las recomendaciones formuladas por las instituciones nacionales de derechos humanos  y la de articular propuestas o coordinar esfuerzos a nivel de la administración del Estado para el adecuado cumplimiento de ellas. 


d) Funciones de promoción.

Promover una cultura de respeto a los derechos humanos debiera constituir un principal anhelo de la institucionalidad propuesta, en consideración a la importancia que una sólida conciencia social e institucional entraña para la prevención y ocurrencia de violaciones a los derechos humanos. Las acciones de promoción en derechos humanos constituyen una obligación para el Estado y comprenden un amplio abanico de funciones que van desde el impulso de campañas de difusión pública que fomenten el respeto a los derechos de todas las personas, sin discriminación; la realización de manera permanente de cursos de formación en derechos humanos destinados a las personas que se desempeñan en la gestión pública, hasta el fomento a nivel formal en derechos humanos.


En este sentido se debe advertir las débiles facultades que en el ámbito de la promoción de los derechos humanos se le asignan a la subsecretaría propuesta. En efecto, de la lectura del proyecto de Ley se desprende que, salvo aquella consignada en el artículo 8 i) destinada a “proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público”, no aparecen funciones proactivas ligadas a la promoción de los derechos humanos, tales como elaborar o coordinar con otros organismos públicos, planes y programas para la promoción de los derechos humanos, en los ámbitos público y privado y coordinar, realizar o supervisar su ejecución. 


Se extraña la ausencia de facultades para la elaboración, coordinación, supervisión, implementación o ejecución de programa de educación y formación en DDHH, en los diversos niveles de enseñanza formal e informal, así como para funcionarios públicos, incluidos integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, en conjunto con el Ministerio de Educación u otras reparticiones públicas. Es deseable un mayor desarrollo de  las facultades de promoción que se le asignarán a la futura Subsecretaría.


Igualmente y por la importancia del tema, al Consejo Interministerial debiera concurrir el Ministro de Educación en su integración.


e) Plan Nacional de Derechos Humanos.

El Instituto valora la creación de un instrumento como el Plan Nacional de Derechos Humanos. En este sentido, consideramos relevante dotar de un mayor contenido a dicho Plan, estableciendo por Ley los objetivos del mismo, que en términos generales debieran apuntar hacia el fortalecimiento de los mecanismos nacionales de protección y promoción de los derechos humanos, a través de un conjunto de medidas estatales destinadas a ese fin. A través del Plan se debieran priorizar determinados ejes de protección y promoción, en concordancia con los compromisos internacionales del Estado de Chile en la materia. Debiera igualmente recoger las recomendaciones formuladas por el INDH en sus Informes Anuales de manera de visibilizar políticamente las directrices principales que en materia de derechos humanos se deben desplegar a nivel gubernamental. En su intervención ante la Comisión del Senado, el Senador Hernán Larraín señaló que este Plan Nacional debiera expresar el compromiso institucional y se debiera pensar en una iniciativa a mediano plazo, como un plan bianual, que permita ser revisado, evaluado y corregido.  


f) Sobre el Consejo Interministerial.

Representa un hecho valioso establecer y vincular a las más altas reparticiones del ejecutivo en una instancia de coordinación de las decisiones político institucionales en materia de derechos humanos. Como bien lo resalta el Mensaje, da cuenta del carácter transversal de los derechos humanos  y a que su satisfacción  finalmente depende de la acción política que involucra a “diversos frentes de la acción pública”.


Por la importancia que entraña este involucramiento, se estima que  el Comité debiese tener mayores facultades, entre otras, la de “aprobar” en vez de conocer las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia en materia de Derechos Humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente y “aprobar” el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector.  Además de las funciones que en relación al Informe Anual del INDH se proponen en la presente minuta, debiera ser la instancia que aprobara el Plan Nacional de Derechos Humanos.


De acogerse estas propuestas se estima que se debe ampliar el número de sesiones que actualmente contempla el proyecto de ley (solamente dos). Finalmente, el proyecto dispone que “El Comité Interministerial de Derechos Humanos celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de 3 miembros y los acuerdos, que serán vinculantes, se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes”. La frase, “que serán vinculantes” no se entiende completamente ni se justifica dado que se propone como un organismo asesor del Gobierno. Adquiere relevancia si al Comité se le dota de las facultades aquí propuestas. 


Consideramos que debiera establecerse una periodicidad del Plan, así como mecanismos de evaluación y control del cumplimiento.  La ley debiera determinar el organismo o autoridad que en definitiva aprobará el Plan (Presidente de la República, Ministro de Justicia o Comité Interministerial). 


g) Supresión de la Comisión Coordinadora.

Aunque el proyecto no lo dice expresamente, debe igualmente entenderse que él supera y suprime la orgánica que lo precedió en el intento de estructurar y coordinar los diversos organismos de la Administración concernidos con los derechos humanos. Nos referimos al DS N° 323, de 25 de agosto de 2006 (D. Of. de 6 de diciembre de 2006), de la Presidenta Bachelet, por el que se procedió a crear una Comisión interinstitucional denominada “Comisión Coordinadora para dar cumplimiento a las Obligaciones del Estado de Chile en materia de Derecho Internacional de los Derechos Humanos”. 


h) Recursos apropiados.

Finalmente, y con el objeto de dar cabal cumplimiento al mandato propuesto, se deben contemplar recursos adecuados de manera que se asegure una efectiva acción gubernamental en la coordinación, diseño y ejecución de políticas públicas en relación a la promoción y protección de los derechos humanos.


IV. CONCLUSIONES


1. El proyecto de ley que crea la subsecretaría de derechos humanos representa un valioso esfuerzo por fortalecer la institucionalidad política y gubernamental de derechos humanos, y responde a la necesidad de establecer con rango de ley un ente que desde el Poder Ejecutivo proponga y coordine las políticas públicas en este ámbito. 


2. Del análisis de la experiencia comparada y de los diversos llamamientos de los órganos de control de tratados se concluye que, además de las funciones de coordinación y diseño de políticas públicas en materia de derechos humanos, hay claras funciones de promoción y protección de estos derechos, así como de ejecución de políticas y programas en materia de derechos humanos. 


En este orden de ideas llama la atención, que a la nueva institucionalidad propuesta se le otorgue escasa capacidad resolutiva, ejecutiva y de coordinación dentro de los ámbitos de su competencia. En efecto, los verbos rectores de las funciones descritas para la subsecretaría, dicen relación con proponer, asistir, promover, colaborar. Sólo en el ámbito internacional se da la facultad a la Subsecretaría de recibir y procesar las quejas contra el Estado de Chile, planificar y supervisar planes, programa y actividades de cooperación técnica internacional y coordinar la ejecución de las medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos y resoluciones obligatorias originadas en el sistema universal o interamericano de derechos humanos. Las funciones descritas para el Comité interministerial propuesto son aún más limitadas pues básicamente consisten en conocer, informar y señalar. Sería deseable, en este sentido, robustecer las competencias de la Subsecretaría y del Comité Interministerial de modo tal que se pueda dar efectivo cumplimento a la idea consagrada en el Mensaje en orden a optimizar la gestión del Estado, en este caso del Gobierno, y superar la actual institucionalidad política en estas materias, dotándola de facultades de promoción y protección.


3. Respecto a la institucionalidad vinculada al legado de las violaciones masivas y sistemáticas, el proyecto de ley sólo señala que se espera que sea de fundamental importancia la participación que tenga la Subsecretaría de Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas destinados a la reparación de víctimas de violaciones a los derechos humanos. No obstante, dentro de las funciones asignadas a la Subsecretaría no aparece ninguna referida a la reparación de las víctimas de derechos humanos. Consideramos que la Subsecretaría debe realizar funciones en el ámbito de la reparación y recuperación de la memoria histórica de las víctimas de violaciones de derechos humanos, en los ámbitos de elaboración, coordinación y supervisión de las políticas públicas en estas materias. Lo anterior es sin perjuicio de las atribuciones específicas de otros órganos del Estado, como las que posee el Instituto Nacional de Derechos Humanos u otras reparticiones gubernamentales, como las que detenta el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior respecto a algunas obras de reparación simbólica (memoriales) o el Consejo de Monumentos Nacionales respecto de algunos sitios de memoria declarados monumentos nacionales (Corporación Parque por La Paz Villa Grimaldi y Londres 38, Espacio de Memorias).


El Instituto considera que, en cumplimiento de las obligaciones internacionales el Estado de Chile en la materia, reconociendo el derecho de las víctimas y de la sociedad chilena de conocer la verdad de lo ocurrido y el derecho de las víctimas a ser reparadas, la Subsecretaría de Derechos Humanos debiese incorporar un mecanismo permanente para conocer y calificar casos de graves violaciones de derechos humanos ocurridos en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, según los parámetros y facultades que el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405 otorgó a la Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura. Las personas que fueran reconocidas, por su parte, deberían tener el acceso a los beneficios de reparación establecidos por las leyes N°s 19.123, 19.980, 19.922 y 20.405 (articulado transitorio).

Respecto del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, el Instituto reitera su preocupación por que mantenga su integralidad y continúe desarrollando sus funciones de asistencia social y legal a las víctimas reconocidas por el artículo 18 de la ley N° 19.123 y que extienda sus competencias a la atención en igualdad de condiciones a las víctimas sobrevivientes de tortura.”.

A continuación, usó de la palabra el Director del Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señor Claudio Nash, quien basó su alocución en el siguiente informe escrito:
“Informe a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado

Comentarios al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de 

Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia

9 de enero de 2013


Por oficio N° CL/27, de fecha 4 de enero de 2013, se me ha pedido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mi opinión sobre el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín N° 8.207-07).


Este informe responderá acerca de si hay una necesidad de una institucionalidad de Derechos Humanos en Chile, dar cuenta de los elementos que requieren mayor desarrollo en el proyecto de ley para fortalecer la Subsecretaría y los retos que presenta la implementación de la ley.


La opinión general que se sustenta en este informe es que el proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos es un paso importante en la institucionalización de los derechos humanos en Chile y que los posibles problemas que pudieran surgir no son insalvables y no debieran ser un obstáculo para esta mejora sustancial para los derechos humanos en Chile.


Cumplo con informar lo que sigue:


Desde el año 1990, en Chile se han dado pasos sustantivos en el ámbito de la justicia transicional.  En áreas como verdad, justicia y reparaciones se han hecho esfuerzos serios -aunque muchos de ellos aún insuficientes- como Estado para hacerse cargo de las violaciones masivas y sistemáticas de las que Chile fue testigo bajo la dictadura militar (1973-1990).  Sin embargo, un área en la que se ha avanzado poco es en la institucionalidad de derechos humanos.  Sabemos que Chile aún no cuenta con una defensoría de derechos humanos que cumpla con los requisitos de los Principios de París, que nuestra defensa pública no es autónoma y está limitada al tema penal y aún existen trabas para el pleno ejercicio de derechos en nuestro texto constitucional y en las leyes.  Pero también hemos sido testigos de avances importantes, como fue hace dos años la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos.  Considero que es en este contexto que debe ser mirada la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos, como una manera de fortalecer y mejorar la institucionalidad de derechos humanos en Chile desde la perspectiva del Poder Ejecutivo, avanzando en el cumplimiento de las obligaciones constitucionales e internacionales.  En este sentido, se debe clarificar que la creación de esta institucionalidad no debe pretender dar solución completa a la problemática de los derechos humanos, ni concentrar en sí la responsabilidad plena de su promoción y protección, pues no es ni deberá ser la única institucionalidad en la materia, considerando además que el mandato de promoción y protección corresponde a todos los órganos del Estado.

Me parece importante que este proyecto sea mirado desde esta perspectiva, como una mejora de la institucionalidad y como parte de un proceso que contempla el desarrollo de otros organismos dentro de la estructura del Gobierno y del Estado.

1. ¿Hay necesidad de una institucionalidad de derechos humanos en Chile?


Es sabido que el Estado chileno, al ratificar los tratados de derechos humanos, está obligado a respetar los derechos contenidos en dichos instrumentos así como a garantizar el pleno y efectivo goce de los derechos humanos a todos aquellos que se encuentran bajo su jurisdicción. El deber de respetar implica que el Estado debe cumplir con la normativa internacional a la cual se ha obligado, así como debe abstenerse de ciertos actos que pueden menoscabar el disfrute de los derechos. La obligación de garantizar, complementaria a la de respeto, exige, entre otros, a los Estados organizar el aparato gubernamental y las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Estas obligaciones deben ser cumplidas sin discriminación alguna.


La creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos se enmarca dentro del cumplimiento de estas obligaciones generales, especialmente en cuanto a la adopción de medidas positivas, sean ejecutivas, administrativas o presupuestales necesarias y adecuadas para garantizar el ejercicio de los derechos y dar cumplimiento a los compromisos internacionales. En este sentido, la creación de la Subsecretaría es una forma de canalizar -en la estructura institucional del Ejecutivo- el cumplimiento de estas obligaciones. Esta mirada permite que las políticas públicas que se generen como parte de la obligación de garantía tengan un enfoque de derechos humanos y como base y referencia, el derecho internacional de los derechos humanos.

2.  ¿Qué elementos requieren mayor desarrollo en el proyecto de ley 

para fortalecer la Subsecretaría?


a) Rol de la Subsecretaría y políticas públicas.


Pese a que la creación de la subsecretaría constituiría un avance institucional, se requiere que en este contexto sus funciones estén claramente establecidas. El lenguaje ambiguo del proyecto no explicita las facultades específicas que tendrá la subsecretaría para ser un ente generador de políticas públicas. El proyecto de ley debería definir con mayor claridad el rol de la Subsecretaria en la elaboración, coordinación e implementación de estas políticas. En este sentido, debería establecerse igualmente si la Subsecretaría tendrá responsabilidades programáticas en términos de implementación de proyectos e iniciativas. En esta línea, llama la atención que no se adicione al Ministerio de Justicia el apellido de “Derechos Humanos”, si lo que se quiere es dotar de facultades no sólo de coordinación, sino también sustantivas a la Subsecretaría.


b) Sociedad civil.


La Subsecretaría debería asumir un rol de liderazgo en la interlocución con organizaciones de la sociedad civil, especialmente con aquellas que trabajan en el ámbito de los derechos humanos. Pese a que la ley N° 20.500 explicite el derecho de participación en su artículo 69, esta misma ley mandata a cada órgano de la Administración del Estado a establecer las modalidades formales y específicas de participación que tendrán las personas y organizaciones en el ámbito de su competencia.  En este sentido, la discusión sobre esta ley es una oportunidad para resaltar esta necesidad.  Así por ejemplo, en Argentina la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos tiene como uno de sus objetivos “planificar, coordinar y supervisar la ejecución de las actividades de formación y fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos y derecho internacional, tanto en el ámbito estatal como en lo atinente a la sociedad civil”. En México, las atribuciones de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos contemplan que dicho órgano fungirá como vínculo “entre la Secretaría de Gobernación [equivalente al Ministerio del Interior] y las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la promoción y defensa de los derechos humanos” (artículo 21 de la ley).


c) Víctimas de violaciones a los derechos humanos en dictadura.


El proyecto de ley es confuso sobre cómo la creación de la Subsecretaría va a impactar la continuación de los programas actuales sobre búsqueda de justicia, reparaciones y asistencia jurídica y sicosocial para víctimas de violaciones a los derechos humanos en la dictadura militar. En el contenido del proyecto se menciona que la Subsecretaría tendrá participación en ciertos ámbitos relacionados con los programas destinados a la reparación de víctimas de violaciones a los derechos humanos, aunque este punto no aparece reflejado en las funciones de la Subsecretaría. En este sentido, debiera clarificarse si la Subsecretaría asumirá o no estas funciones.

d) Mecanismos de control.


El proyecto de ley debería incluir mecanismos de medición y evaluación de las políticas públicas de derechos humanos que se generen (como el plan nacional de derechos humanos), con herramientas tales como indicadores de derechos humanos, para poder cuantificar los resultados obtenidos en base a metas predeterminadas. Estos instrumentos deben servir de insumos para los mecanismos que deben establecerse para la rendición de cuentas. Asimismo, debe explicitarse que la función de la Subsecretaría en relación al cumplimiento de las sentencias de órganos de control no sólo debe ser de coordinación, sino que se deben generar también mecanismos de supervisión y seguimiento.


e) Promoción y difusión.

El proyecto no desarrolla cuales serían las funciones de la Subsecretaría en cuanto a la promoción y difusión de los derechos humanos. Dada la ausencia de legislación específica en Chile sobre esta materia, es necesario dotar de facultades a la Subsecretaría para que ésta desempeñe funciones destinadas a un mayor conocimiento y concientización de la población sobre los derechos humanos. El deber de prevención de las violaciones de los derechos humanos que le compete al Estado debería orientar la labor de la Subsecretaría.

f) Formación y capacitación.


La Subsecretaría debería tener un rol preponderante en la propuesta y la ejecución de programas de formación y capacitación de funcionarios de los Poderes del Estado. Esta función debe ser coordinada con la labor de fortalecimiento institucional que lleva a cabo el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Igualmente, la Subsecretaría, en coordinación con el Ministerio de Educación, debería participar en la elaboración de programas de educación de derechos humanos.
3. ¿Cuáles serían algunos retos en la implementación de la ley?


a) Es necesario resguardar las funciones otorgadas por la ley N° 20.405 al Instituto Nacional de Derechos Humanos, entender las atribuciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos como complementaria a las del INDH y velar por que estas facultades no sean suplantadas por las entidades creadas por esta ley. Entender que ambos organismos forman parte de la institucionalidad de derechos humanos desde la perspectiva de la cooperación.


b) Asegurar que la interlocución entre las autoridades del Estado sea entre representantes con un nivel que permita una toma de decisiones expedita y efectiva es un factor fundamental para asegurar mayor impacto de las funciones de la Subsecretaría. Ese nivel de representación debe también reflejarse en la participación en el Comité Interministerial de Derechos Humanos.

c) Con este proyecto de ley lo que se busca es brindar al individuo mayores garantías en el ejercicio de sus derechos, incluyendo a través de una institucionalidad más efectiva en su labor de protección y promoción de los derechos humanos. El proyecto de ley no debe agregar obstáculos administrativos que dificulten el acceso a estos derechos mediante mecanismos engorrosos o sobreburocratizados.



Es cuanto puedo informar,

Claudio E. Nash Rojas

Director Centro de Derechos Humanos

Facultad de Derecho Universidad de Chile”


Posteriormente, expuso el Analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Christián Finsterbusch.


El mencionado especialista informó que en su exposición unificaría los estudios realizados recientemente por la Biblioteca del Congreso Nacional en cuanto a las instituciones públicas que existen en diversas naciones en materia de Derechos Humanos.


Como criterio preliminar, señaló que los mencionados órganos presentan nombres, funciones, características y tipos de organización que son disímiles, lo que dificulta su comparación.


Señaló, en primer término, que en Argentina, Brasil, México y Ecuador existen Subsecretarias a cargo de la materia en análisis. En cambio, no existe este tipo de institución en Colombia, Perú, Francia, Bolivia, Uruguay, España y Alemania.


En cuanto a los países que cuentan con una Subsecretarías, señaló que utilizaría, como criterios de análisis, la denominación, la jerarquía (o dependencia), las funciones y la existencia de un Defensor del Pueblo, de un Plan Nacional de Derechos Humanos y de un Comité interorgánico o interministerial.

En el caso de las naciones donde no existe una Subsecretaría, expresó que tomaría en consideración las instituciones competentes en materia de Derechos Humanos, sus funciones y la existencia de un Defensor del Pueblo y de un Plan Nacional de Derechos Humanos.

I. Países con Subsecretarías
1. Argentina


Explicó que en Argentina existe la Secretaría de Derechos Humanos. Este organismo depende del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y tiene una función consultiva en relación al Ministro y también en materia de elaboración, ejecución y coordinación de las políticas referidas al señalado tema.

Indicó que, además, existe un organismo denominado Defensor del Pueblo de la Nación, de naturaleza autónoma. A la vez, también se cuenta con un Plan Nacional, que está a cargo de la Secretaría y que se encuentra en fase de elaboración y ejecución. Puntualizó que no existe un ente con la calidad de Comité.
2. Brasil

En Brasil existe la Secretaría de Derechos Humanos de la Presidencia, dependiente precisamente de la Presidencia de la República.


Dispone de funciones consultivas y de promoción, protección y coordinación de las políticas en materia de derechos humanos.

Igualmente, existe un Defensor General de la Ciudadanía, dependiente de la Secretaría de Derechos Humanos. Además, se cuenta con un Plan Nacional, que se encuentra en etapa de elaboración y ejecución y está a cargo de la ya mencionada Secretaría. Existe también un Comité, de carácter multisectorial, encargado de coordinar la ejecución del Plan.
3. México

En esta nación existe la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos, dependiente de la Secretaría de Gobernación, que sería el símil del Ministerio del Interior y Seguridad Pública chileno.


Como funciones, tiene las de planeación, programación y ejecución de las políticas de promoción y protección de los derechos humanos. A la vez, se cuenta con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, la cual dispone de autonomía constitucional. Adicionalmente se encuentra en fase de elaboración, coordinación y ejecución un Plan Nacional, a cargo de la Subsecretaría.

4. Ecuador

En Ecuador existe la Subsecretaría de Derechos Humanos y Cultos, la cual depende del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos.


Sus funciones se relacionan con la creación, promoción y ejecución de las políticas relativas a los derechos humanos.


Existe, por otra parte, el Defensor del Pueblo, ente que dispone de autonomía constitucional. Además, se encuentra en etapa de elaboración y ejecución un Plan Nacional sobre derechos humanos, a cargo de la Secretaría. Finalmente, también funciona un Comité, que coordina el cumplimiento del Plan.

II. Países sin Subsecretarías

1. Colombia

En esta nación existen dos organismos vinculados a la materia en análisis:

a) La Dirección de Derechos Humanos del Viceministro (Ministerio del Interior), encargada del diseño y coordinación de políticas sobre derechos humanos.

b) El Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, a cargo de la Vicepresidencia de la República, con carácter consultivo, propositivo y coordinador de políticas.

Igualmente, en Colombia existe el Defensor del Pueblo, dotado de autonomía constitucional, y el Plan Nacional, a cargo del Programa Presidencial.
2. Perú

En Perú existe el Consejo Nacional de Derechos Humanos, como institución interministerial, dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, a cargo de la promoción y coordinación de políticas en materia de derechos humanos.

A la vez, existe el Defensor del Pueblo, con autonomía constitucional, y el Plan Nacional, a cargo del Consejo Nacional.
3. Francia

En esta nación se cuenta con una Comisión Consultiva de Derechos Humanos, con el carácter de órgano consultivo dependiente del Primer Ministro, integrado por representantes de todos los sectores de la sociedad. Además, existe la Dirección de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Dirección Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores.

A la vez, funciona el Defensor del Pueblo (Le Défenseur des Droits), como institución autónoma, con amplias facultades en materia de defensa, promoción e investigación en el área en estudio. No existe, en cambio, un Plan Nacional.
4. Uruguay

En lo concerniente a los derechos humanos puede mencionarse el Ministerio de Desarrollo Social, que tiene a su cargo labores de planificación, ejecución y coordinación en la materia, sin perjuicio de la existencia de órganos temáticos especializados.

Al mismo tiempo, funciona el Defensor del Vecino de la Intendencia de Montevideo. En cuanto a un Plan Nacional, no existe uno solo, sino que cada organismo especializado presenta el suyo propio.

5. Alemania

En esta nación el tema en estudio constituye una tarea transversal donde participan todos los actores gubernamentales y parlamentarios, sin perjuicio de que en materia gubernamental, el Ministerio de Cooperación Económica y de Desarrollo implementa las políticas, pues los derechos humanos constituyen una política de desarrollo.


No existe un Defensor del Pueblo. En cambio, existe el Plan de Acción de Desarrollo de los Derechos Humanos a cargo del Ministerio de Cooperación Económica y de Desarrollo.


Al finalizar su intervención, planteó las siguientes conclusiones:

-- La mayoría de los países analizados presentan un organismo central competente en la materia.

-- Sus funciones son la elaboración, la promoción, coordinación y ejecución de las políticas.

-- En prácticamente todos existe, asimismo, un Defensor del Pueblo, autónomo del órgano central.

-- En prácticamente todos existe un Plan Nacional de Derechos Humanos como instrumento de planificación central en la materia.


-- Salvo en Brasil y Ecuador, no existe un Comité asesor interministerial o ínterorgánico asesor o coordinador del cumplimiento de las políticas y planes.


En último término, puso a disposición de la Comisión dos estudios realizados por la Biblioteca del Congreso Nacional, titulados “Análisis comparado del funcionamiento de instituciones públicas en materia de Derechos Humanos”, de abril de 2012, y “Análisis comparado de instituciones públicas con competencia en Derechos Humanos”, de septiembre de 2012.


Finalizadas estas intervenciones, la Comisión sostuvo un intercambio de pareceres en relación a la iniciativa en estudio, destacando el interés que ella concita, así como la pertinencia de reservar para la discusión en particular los ajustes y perfeccionamientos que resulte pertinente introducirle.

Del mismo modo, hubo consenso en cuanto a la conveniencia de encomendar la realización de la discusión en particular de esta iniciativa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, lo que, en su momento, se planteará a la Sala.


Antes de poner la iniciativa en votación en general, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que tanto en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía como en esta Comisión, existen inquietudes y temas pendientes en relación al texto del proyecto. Sobre el particular, solicitó a la señora Ministra de Justicia anticipar los compromisos que el Ejecutivo asumirá para la fase de la discusión en particular.

La señora Ministra de Justicia ofreció remitir un documento a la Comisión, en el cual se señalarán las referidas materias.


Acto seguido, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puso en votación en general el proyecto.

Éste fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio.





El Honorable Senador señor Espina fundamentó su voto favorable al proyecto señalando que es partidario de que la Subsecretaría de Derechos Humanos dependa del Ministerio de Justicia, al cual, en el futuro, también debieran trasladarse las atribuciones en materia de seguridad ciudadana que actualmente están radicadas en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.




Manifestó, igualmente, que deben clarificarse los ámbitos de competencia de la Subsecretaría que se propone crear y también los del Instituto Nacional de Derechos Humanos.





Expresó, enseguida, que correspondería incorporar dentro de la competencia de la Subsecretaría en estudio lo referido a las mallas curriculares de las instituciones educacionales, de manera de incluir, como asignatura, el tema de los derechos humanos. Ello, puntualizó, con miras a ofrecer un elemento formativo que favorezca la cultura de la protección de tales derechos.




Complementariamente, instó a considerar como víctimas de violaciones a los derechos humanos a aquellas personas que, siendo particulares, han sufrido acciones que lesionan sus derechos, como es el caso de las víctimas de los recientes atentados ocurridos en la Región de La Araucanía. Se trata, dijo, de personas que sin ser víctimas de la delincuencia común, requieren de la protección del Estado.





Por su parte, fundamentando su voto favorable, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consideró muy relevante la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos, dada la importancia del tema que se le encomienda.




Compartió lo señalado por el Honorable Senador señor Espina en cuanto a la dependencia de la referida Subsecretaría, por cuanto debe existir una visión jurídica para poder hacer exigibles estos derechos.





Por otra parte, destacó la necesidad de contar con una institución que cumpla el rol de Defensor del Pueblo y que constituya un mecanismo concreto para poder hacer efectivos los derechos de las víctimas.





Concluyó instando a clarificar el contenido que tendrá la labor de promoción y coordinación de los derechos humanos. Hizo presente, igualmente, que debe avanzarse en la creación de un Defensor de los Derechos del Niño y en la protección integral de los mismos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, fundamentó su votación expresando que la iniciativa reviste una extraordinaria importancia, pues satisface el vacío institucional que se presenta en esta materia. Señaló que el trabajo que se desarrolla en la actualidad en esta área abarca dos vertientes: las violaciones de derechos humanos ocurridas durante el Gobierno Militar y el cumplimiento de los compromisos internacionales, materias en las cuales las acciones y programas no se unifican ni presentan continuidad, además de no disponerse de capacidad para ejecutar o informar adecuadamente.


Hizo presente que el tema de los derechos humanos va más allá de un período determinado y abarca una diversidad de situaciones y grupos, representando, en el fondo, un compromiso profundo con la noción de dignidad de la persona.


Lo anterior, señaló, exige complementar la institucionalidad, de manera de contar con un interlocutor para hacer exigibles estos derechos y estructurar las políticas que sean pertinentes. Recordó que, en su momento, pidió al entonces Ministro de Justicia, señor Bulnes, la estructuración de esta iniciativa, la cual ha seguido impulsando. Expresó que sin perjuicio de que ésta pueda perfeccionarse durante su tramitación legislativa, la apoyará en forma decidida, pues constituye un paso absolutamente necesario.

- - - 


Cabe hacer presente que, con fecha 18 de enero de 2013, atendiendo a la petición formulada por la Comisión, la señora Ministra de Justicia remitió un documento en el cual señala los aspectos de la iniciativa sobre los que esa Secretaría de Estado presentará propuestas de modificación o en relación a los cuales fija su postura.


Su tenor es el que sigue:

“Observaciones del Ministerio de Justicia respecto a posibles

modificaciones al Proyecto de Ley Boletín N° 8.207-07

A. Respecto al Mensaje del Proyecto




Se plantea la posibilidad de presentar una Indicación por parte del Ejecutivo que, en sus fundamentos, explicite de forma precisa la estructura y funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos, ya que en el Mensaje original algunas de sus atribuciones no quedarían del todo definidas, o bien algunas de éstas se esbozan sin que tengan luego un desarrollo en el proyecto mismo.




En relación a las funciones cuya delimitación aparece perfectible, el Mensaje señala originalmente que la Subsecretaría “colaborará, además, con las funciones hoy desarrolladas por otras entidades, como es, a modo de ejemplo, el Instituto Nacional de Derechos Humanos”. En este sentido, dado el rol coordinador que tendrá la Subsecretaría, sin duda se producirá una importante sinergia entre esta nueva instancia técnica y el Instituto Nacional de Derechos Humanos. En todo caso, en los fundamentos de la indicación, se buscará dejar claramente establecido que la eventual colaboración que existiría entre estos órganos, no implica absorber atribuciones y facultades que por ley le han sido otorgadas al Instituto ni excluye en ningún modo otras instancias de colaboración entre el Instituto y otros órganos del Estado.




En el Mensaje original se indica asimismo que “el tratamiento de los derechos humanos no ha sido parte de una institucionalidad unificada y con potestades transversales de carácter estatal. En efecto, se observa una dispersión del tratamiento institucional de la materia, siendo ésta abordada a través de simples programas o de organizaciones gubernamentales, pero con fines parciales y específicos de cobertura en la protección de estos derechos.





Así, por ejemplo, en el Ministerio de Relaciones Exteriores encontramos la Comisión Coordinadora para dar cumplimiento a las Observaciones del Estado de Chile en materia de Derecho Internacional de los Derechos Humanos…”.




Al respecto, cabe señalar que esta Comisión fue creada por Decreto Supremo N° 323, contemplando facultades similares a las de la Subsecretaría en relación a la coordinación del cumplimiento de obligaciones del Estado en materia de derecho internacional de los derechos humanos. Esta Comisión no ha contado con la autoridad y continuidad necesarias para llevar a cabo su cometido y, por tanto, dado que las funciones que en ella recaían serán ahora competencia de la Subsecretaría, se propone –como lo sugiriera el INDH- derogar dicho decreto.




Asimismo, en el Mensaje original, al momento del análisis del contenido del proyecto, se señalaba textualmente que “Especial importancia tiene, en este contexto funcional, la participación que se espera tenga la Subsecretaría de Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas destinados a la reparación de víctimas de violaciones a los Derechos Humanos”.




Efectivamente, como hizo ver el profesor Claudio Nash, el proyecto no hace ninguna alusión directa a la función de la Subsecretaría en cuanto al planteamiento de programas referentes a la reparación de víctimas de violaciones sistemáticas a los derechos humanos. No obstante la falta de referencia textual en el articulado, creemos que esta mención en el Mensaje cobra pleno sentido, pues una de las tareas iniciales y primordiales de la Subsecretaría, en el contexto de sus estudios y propuestas en relación al cumplimiento de las obligaciones internacionales pendientes, será establecer la necesidad de estudiar la creación de una Comisión Permanente para la calificación de violaciones a los derechos humanos, así como otras medidas a las que se hace referencia en el punto C de esta minuta.
B. Respecto a modificaciones y mejoras al articulado del proyecto en el contexto de las observaciones presentadas por los Honorables Senadores y los representantes de la sociedad civil.




Un primer comentario general, que efectivamente el Ministerio de Justicia ha recogido, es la necesidad de clarificar y fortalecer las atribuciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos, en términos de que ésta pueda ejercer un rol verdaderamente conductor de las políticas de Gobierno en la materia.




Así, en el artículo 8° de la ley, que establece las funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos, se propondrán los siguientes cambios:




1. En su letra a) “Proponer políticas públicas referidas a la promoción y protección de los Derechos Humanos”.





En virtud de las observaciones presentadas y con el objeto de dar aún mayor claridad a las funciones de la Subsecretaría, se propone la siguiente modificación, que incorpora, a su vez, las funciones establecidas en la letra h) del artículo 8º del proyecto original: “Proponer y colaborar con el Ministro de Justicia en el diseño y desarrollo de políticas públicas, estudios, planes y programas referidos a la promoción y protección de los Derechos Humanos.”.




2. En su letra b), “Colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos en la elaboración de un Plan Nacional de Derechos Humanos”.





La actual disposición puede prestarse a dudas respecto al organismo que, en definitiva será el encargado de crear el Plan Nacional de Derechos Humanos, por lo que se plantea señalar de forma expresa que esta función recaerá en la Subsecretaría. Se propondrá reemplazar la redacción actual por la siguiente: “Elaborar y presentar el Plan Nacional de Derechos Humanos, a partir de las prioridades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité. Coordinar su ejecución y seguimiento, con los demás Ministerios.”.





3. En su letra d), “Promover la participación de los distintos órganos de la Administración del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo”.




En vistas a dar una mayor claridad respecto de las funciones de la Subsecretaría en relación con los demás Ministerios, hacemos presente que ésta será una instancia de colaboración y asistencia técnica, que no reemplazará las facultades propias de cada Ministerio. Así, se propone la siguiente redacción: “Promover los procesos de elaboración de los planes y políticas públicas en materia de derechos humanos en los distintos órganos de la Administración del Estado, prestándoles asistencia y coordinación técnica.”.





4. En su letra e), “Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en Derechos Humanos, coordinar su defensa con otros organismos públicos, en los litigios o procedimientos derivados de los mismos y asumir la defensa técnica del Estado, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores”.




En consideración a las observaciones realizadas al proyecto original, en términos que la Subsecretaría recogería funciones propias del Ministerio de Relaciones Exteriores, las que no se condicen con su rol de promotor de los derechos humanos, se plantea la siguiente redacción, que incorpora también las funciones de la letra f) del artículo 8º del proyecto original: “Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante tribunales y órganos internacionales de derechos humanos. De igual manera, coordinará, en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos, resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos.”.





5. En su letra g), “Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia”.




En vistas a fortalecer las funciones ejecutivas de la Subsecretaría, se plantea la siguiente redacción: “Diseñar y coordinar la implementación de programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado.”.




En cuanto al Comité Interministerial, el Ministerio de Justicia recoge las observaciones respecto a la necesidad de potenciar la tarea de promoción de los derechos humanos al interior del Gobierno, por lo que se propone la inclusión, en calidad de integrantes permanentes de este Comité, de los Ministerios de Educación y de la Secretaría General de Gobierno.





Se propone, además, agregar expresamente al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, como uno de los invitados con derecho a voz que el Ministro de Justicia podrá convocar cuando sesione el Comité.




En relación a las funciones del Comité, la redacción actual aparece como perfectible en cuanto a la participación que corresponderá a éste en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos. Es por esto que se propone una nueva redacción de la letra c) del artículo 12, en la que se especifica que será función del Comité señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos, pero que, en definitiva, éste será elaborado por la Subsecretaría. En este contexto, se propone también una nueva función del Comité, destinada a dotar al Plan Nacional de Derechos Humanos de un carácter vinculante para todos los organismos de la Administración. Así, corresponderá al Comité presentar al Presidente de la República el Plan Nacional de Derechos Humanos para su aprobación.





Respecto a las dudas que, según se nos manifestó, generaba la función del Comité correspondiente a conocer el Informe Anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, se propone agregar que esto será sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3º, número 1, de la ley N° 20.405. Con esta remisión a la ley del Instituto Nacional de Derechos Humanos, queda claramente establecido que el Instituto no verá mermada en modo alguno su facultad de diálogo directo con el Presidente de la República.





Dada la nueva integración de este Comité, que aumentará a 8 sus miembros permanentes, se propondrá que el quórum para sesionar sea de la mayoría de sus miembros. Asimismo, cuando el objeto de la sesión tenga relación directa con las funciones de un Ministerio que no forme parte del Comité, se sugerirá establecer que el Ministro correspondiente deberá ser invitado y su opinión respecto del asunto debatido quedará registrada en actas.

C. Respecto a otras materias que se hicieron presentes en el contexto de la tramitación del proyecto.
1. Creación de un Defensor del Pueblo.




En el contexto de la discusión del proyecto de ley, se ha señalado la necesidad de completar la institucionalidad de derechos humanos (luego de la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos y de la propia Subsecretaría), con la creación de un Ombudsman o defensor del pueblo.




Al respecto, se ha hecho un profundo estudio comparado de los modelos de defensor ciudadano y existe disposición de este Gobierno para discutir la eventual posibilidad de presentar un proyecto de ley a este respecto.

2. Creación de una Comisión Permanente para calificar casos de violaciones a DD.HH del pasado.





Durante las sesiones de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado, una de las observaciones recurrentes hizo alusión a la necesidad de crear, ya sea dentro o fuera de la Subsecretaría, una nueva Comisión –en este caso permanente– de calificación de violaciones a los derechos humanos durante el régimen militar.




Al respecto, existe la voluntad del Ministerio de Justicia de plantear esta necesidad, que también ha detectado el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, a los Ministerios políticos de La Moneda, quienes han adelantado su disposición a evaluar el tema.

3. Creación de un órgano que brinde asistencia jurídica a las víctimas de delitos que constituyen violación de derechos humanos y que no son cubiertas por las competencias del actual Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior.




El Gobierno, consciente de esta necesidad, estudia incluir esta función en el contexto de la creación del nuevo Servicio Nacional de Asistencia Jurídica, que, a diferencia de la actual Corporación de Asistencia Judicial, prestará una asistencia profesional, especializada y con cobertura nacional.”.
- - -
TEXTO DEL PROYECTO
En conformidad con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo Primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.346, de 1980:

1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:

a) Reemplázase en la letra a) la conjunción “y” que precede la frase “de procedimiento” por una coma (,).

b) Intercálase en la letra a) después de la expresión “, de procedimiento” la frase, finalizada por una coma (,): “y de  derechos humanos,”.

c) Reemplázase en la letra c) la palabra “reo” por “condenado” y el término “menores” por: “niñas, niños y adolescentes”.

d) Reemplázase en la letra h) la frase “Junta de Servicios Judiciales”, por: “Corporación Administrativa del Poder Judicial”.

e) Reemplázase en la letra k) la palabra “defensa” por: “reinserción”.

f) Sustitúyese la letra o) por la siguiente: “intervenir en la fiscalización de las asociaciones y fundaciones de conformidad a lo establecido en el título XXXIII del Libro I del Código Civil, así como ejercer todas las atribuciones y demás funciones que la ley N° 20.500 sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública le atribuyen.”.

g) Agrégase la siguiente letra u) nueva:

“u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio.”. 

h) Agrégase la siguiente letra v) nueva:

“v) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.”.

2) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3º.- Conforman el sector Justicia, los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia.”.

3) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Incorpórase en la letra b), a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente: “c) La Subsecretaría de Derechos Humanos; y”. 

c) Agrégase los siguientes incisos segundo y tercero:

“Un reglamento expedido por el Ministerio de Justicia determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio deberán considerarse áreas funcionales, tales como las encargadas de realizar estudios en las materias de su competencia, de atender los aspectos relacionados con el Poder Judicial de su competencia, de reinserción social, de los aspectos relativos a su administración, planificación y presupuesto, de los asuntos jurídicos internacionales de su competencia, de asesoría jurídica y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Justicia”.

4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7°:

a) Incorpórase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.

b) Incorpórase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Subsecretario”, la frase: “de Justicia”.

c) Sustitúyese, en el inciso segundo, la palabra “coordinación” por: “administración”. 

d) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el decreto ley N° 1.028, de 1975”, por: “la legislación vigente”.

e) Agrégase en el inciso segundo, letra a), a continuación del verbo “Atender”, la oración precedida y finalizada de una coma (,): “en su calidad de superior jerárquico”. 

f) Reemplázase en el inciso segundo, la letra b), por la siguiente: “b) Coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.”.

5) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8º.- Son funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. El Subsecretario de Derechos Humanos es el colaborador inmediato del Ministro, y en caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.

A la Subsecretaría de Derechos Humanos le corresponde:

a) Proponer políticas públicas referidas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. 

b) Colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos en la elaboración de un Plan Nacional de Derechos Humanos.

c) Asistir al Ministro de Justicia en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

d) Promover la participación de los distintos órganos de la Administración del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo.

e) Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en Derechos Humanos, coordinar su defensa con otros organismos públicos, en los litigios o procedimientos derivados de los mismos y asumir la defensa técnica del Estado, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores

f) Coordinar, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos y resoluciones obligatorias originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos. Asimismo, de las recomendaciones derivadas de esta.

g) Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.

h) Colaborar con el Ministro en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los Derechos Humanos.

i) Proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público.
j) Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.”.

6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:

a) Reemplázase la frase “en el decreto ley N° 575, de 1974”, por: “la legislación vigente”.

b) Reemplázase en la letra a) la palabra “reos” por “condenados”, la primera vez que es mencionada.


7) Reemplázase el artículo 10  por el siguiente:


“Artículo 10.- Créase el Comité Interministerial de Derechos Humanos, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de Derechos Humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación, y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.”.


8) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos estará integrado por los siguientes Ministros:


a) El Ministro de Justicia, quien lo presidirá.


b) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia.


c) El Ministro del Interior y Seguridad Pública.


d) El Ministro de Relaciones Exteriores.


e) El Ministro de Desarrollo Social.


f) Director del Servicio Nacional de la Mujer.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Justicia podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, funcionarios de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.”.


9) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Derechos Humanos:


a) Conocer de las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia en materia de Derechos Humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente.


b) Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en materia de derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia en la materia.


c) Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en las políticas públicas a ser diseñadas o propuestas en materia de Derechos Humanos por el Ministerio de Justicia, proponiendo el contenido del Plan Nacional de Derechos Humanos.


d) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos.


e) Conocer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público, propuesto por el Ministerio de Justicia.


f) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.”.


10) Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de 3 miembros y los acuerdos, que serán vinculantes, se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.”.


11) Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Justicia, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.


Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas, así como cumplir las demás funciones que el Comité determine.


Los acuerdos del Comité Interministerial de Derechos Humanos que deban materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia.”.


12) Deróganse los artículos transitorios 1° y 2°. 


Artículo Segundo.- Introdúcense los siguientes artículos transitorios al decreto ley N° 3.346, de 1980:


“Artículo Primero.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.346.


Artículo Segundo.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos.


2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal.


3. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 según corresponda. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en la planta que fije.


4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; las asignaciones especiales que correspondan; y podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.


5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


6. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica a la Subsecretaría de Derechos Humanos. La individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Justicia, en el plazo de 180 días contado desde la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta.


7. Determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 6) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier razón.


Artículo Tercero.- El encasillamiento del personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos en las nuevas plantas, se efectuará por decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Justicia, dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación del decreto supremo que determine el traspaso a que se refiere el artículo anterior o el que fije las plantas según corresponda. El referido encasillamiento surtirá efecto desde el día 1° del mes siguiente a la total tramitación del o los decretos que lo practiquen.


Para efectos del encasillamiento a que se refiere el inciso anterior, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones respecto del personal titular en un cargo de planta y o del personal a contrata asimilado a la misma, ni modificación de los derechos previsionales.


c) Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá serle pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


d) Los cambios de grado que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo como, asimismo, el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.


e) En las nuevas plantas de la Subsecretaría de Derechos Humanos se encasillarán primero los funcionarios que tengan la calidad de planta y luego los funcionarios a contrata, los cuales se entenderán encasillados, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, desde la fecha entrada en vigencia de la nueva planta.

Artículo Cuarto.- Los cargos de las nuevas plantas que no hayan sido provistos en el encasillamiento, una vez concluido éste, serán proveídos en conformidad a las reglas que regulen la carrera funcionaria establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo Quinto.- La primera provisión de los cargos de tercer nivel jerárquico que sean determinados de carrera, se hará por esta sola vez, como cargos de exclusiva confianza de la autoridad superior del servicio. Las provisiones sucesivas se deberán realizar conforme a las disposiciones que rigen a este nivel jerárquico, de acuerdo a lo establecido por el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo Sexto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, conformará el primer presupuesto de las Subsecretaría de Derechos Humanos pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo Séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia que, además, deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda y el ministro respectivo, modifique o reestructure las plantas de personal de otras reparticiones públicas, ajustándolas a las modificaciones que dicha planta haya sufrido como consecuencia de la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos. El encasillamiento a que pudiera dar origen esta norma se ajustará a las mismas condiciones establecidas en el artículo cuarto transitorio.

Artículo Octavo.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo segundo transitorio de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $465.995 miles.

Artículo Noveno.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Justicia. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.".”.
- - - 
Acordado en sesión celebrada el día 9 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Hernán Larraín Fernández (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero y Patricio Walker Prieto.
Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2013.


(Fdo.): Nora Villavicencio González,
                                   Abogada Secretaria
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES ESCALONA, GÓMEZ, ORPIS, PIZARRO, PROKURICA Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ESTUDIO DE UNA FÓRMULA DE FINANCIAMIENTO DE LARGO PLAZO QUE PERMITA A LA CORPORACIÓN NACIONAL DEL COBRE DE CHILE ASUMIR SU PLAN ESTRATÉGICO DE INVERSIÓN 
(S 1553-12)
“Considerando:
1. Que en sesión de esta fecha la Comisión de Minería y Energía recibió en audiencia a las máximas autoridades de CODELCO, en la persona de su Presidente Ejecutivo y del Presidente del Directorio de esta empresa del Estado, señores Thomas Keller y Gerardo Jofré, respectivamente, quienes se refirieron, entre otros aspectos de interés, al plan de desarrollo estratégico de la compañía para los años 2013 y siguientes.

2. Que la Comisión, unánimemente, manifestó su preocupación en relación con la necesidad de que CODELCO cuente en el largo plazo con recursos suficientes para financiar y capitalizar los relevantes proyectos que la cuprífera pretende desarrollar en lo sucesivo, entre ellos, los que se denominan Ministro Hales; Radomiro Tomic II; Chuquicamata Subterránea, y Andina 244.

3. Que tales iniciativas, entre otras que habrán de acometerse para aliviar la estructura de costos de algunas divisiones, se consideran indispensables para mantener e incrementar el nivel de productividad de la empresa y asegurar su liderazgo en la industria minera.

4. Que debe garantizarse a CODELCO un financiamiento estable y de carácter plurianual, similar al que se ha planteado para las Fuerzas Armadas, para afianzar la materialización y el éxito de los proyectos a ejecutar.

El Senado acuerda:

Solicitar al S.E. el Presidente de la República estudiar una fórmula económica de largo plazo que le permita a CODELCO asumir su plan estratégico de inversión”.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

11

PROYECTO, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR ROSSI, SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES GIRARDI, GÓMEZ Y RUIZ-ESQUIDE, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 173 DEL DECRETO LEY N° 1, DE 2006, QUE FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DEL DECRETO LEY N° 2.763, DE 1979, Y DE LAS LEYES N°S 18.933 Y 18.469, CON EL OBJETO DE IMPEDIR Y SANCIONAR LA INTEGRACIÓN VERTICAL DE INSTITUCIONES PREVISIONALES DE SALUD Y PRESTADORES DE BENEFICIOS DE SALUD 
(8792-11)
I.- Fundamentos.
1) Vigente la Constitución Política de 1980, ésta reconoció como una garantía constitucional, en su Art. 19 N°9 inc. 1°, el derecho a la protección de la salud, disponiendo que "El Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo. Le corresponderá, asimismo, la coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud. Es deber preferente del Estado garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se presten a través de Instituciones públicas o privadas, en la forma y condiciones que determine la ley, la que podrá establecer cotizaciones obligatorias. Cada persona tendrá el derecho a elegir el sistema de salud al que desee acogerse, sea este estatal o “privado”.
2) Como consecuencia del diseño constitucional y legal del sector salud que se concreta en la Constitución de 1980, se modificó el sistema previsional (pensiones y salud), creándose, en 1981 —decreto con fuerza de ley N° 3, de 1981— las Instituciones de Salud Previsional (Isapre), las que se ratifican en 1984 por medio de la ley N° 18.469, de 1985, que regula el ejercicio del derecho constitucional de protección de la salud, en que se fija el actual sistema mixto de prestaciones de salud. También en 1985 las leyes Nos 18.418 y 18.469 establecen un Fondo Único de Prestaciones Familiares y de Subsidios, reorganizando al sector público en modalidades de atención institucional y libre elección, fijando el aporte financiero según la capacidad económica que corresponda.
3) La legislación aplicable a las Isapre (y a todo el sistema de salud) está contenida en el decreto con fuerza de leyN0 1, de 24 de abril de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto leyN°2.763, de 1979, y de las leyes Nos 18.933 y 18.469. La última modificación, según registros de la Biblioteca Nacional del Congreso Nacional, fue la de la leyN0 20.575, de 17 de febrero de 2012. Además, y como actores económicos en un escenario competitivo, se les aplica el decreto ley N° 211.
4) Que el bien jurídico protegido en materia de libre competencia es la libre competencia en los mercados y su contenido la determinación del precio bajo el libre juego de la oferta y la demanda y la producción de más y mejores bienes a precios más bajos en una estructura compuesta por muchos oferentes y muchos demandantes.
5) Por lo que respecta al D.F.L N° 1, su artículo 173 señala que las Instituciones tendrán por objeto exclusivo el financiamiento de las prestaciones y beneficios de salud, así como las actividades que sean afines o complementarias de ese objeto, las que en ningún caso podrán implicar la ejecución de dichas prestaciones y beneficios ni participar en la administración de prestadores. Las Instituciones no podrán celebrar convenios con los servicios del Libro I—Organismos Públicos de Salud—, sin perjuicio de que podrán pactar la utilización de pensiones, unidades de cuidado intensivo y atención en servicios de urgencia. Estos convenios (con los del Libro I) podrán celebrarse por cada Servicio de Salud con una o más Instituciones, y los valores de las prestaciones serán libremente pactados por las partes. En los casos de atenciones de urgencia debidamente certificados por un médico cirujano, las Instituciones deberán pagar directamente a los Servicios de Salud el valor por las prestaciones que hayan otorgado a sus afiliados hasta que el paciente se encuentre estabilizado de modo de ser derivado a otro centro asistencial. Esto también se aplicará respecto de las atenciones de emergencia.
Particular interés presentan los datos consignados en un informe elaborado por la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso (Escuelas de Derecho y Economía) durante el año 2012, que describe la efectiva relación de propiedad entre las aseguradoras y prestadores, vulnerando la norma expresa del artículo 173 recién mencionado. Lo anterior, de acuerdo con el mismo informe, queda de manifiesto en el siguiente cuadro:

	Grupo

	Isapre

	Centros Hospitalarios

	Centros Ambulatorio
	Hospitalización Domiciliaria

	Banmédica

	Banmédica

	Santa María

	Vidaintegra

	Home Medical Clinic


	
	Vida Tres

	Dávila

	
	

	
	
	Vespucio

	
	

	Cruz Blanca Salud

	Cruz Blanca

	Clínica Reñaca

	Integramédica

	Clinical Service


	
	
	Antofagasta

Clínica San José de Arica

	
	

	Red Salud CChc

	Consalud

	Tabancura

	Megasalud

	

	
	
	Bicentenario

	
	

	
	
	Avansalud

	
	

	Colmena

	Colmena Golden Cross

	Centro Médico Dial '

	
	Dial Médica Hospitalización Domiciliaria


	Ferrosalud

	Ferrosalud

	Clínica Central

	Centros Médicos Plusmédica

	

	Masvida

	Masvida

	Clínica Las Lilas

	
	

	
	
	Clínica Universitaria Concepción

	
	


La existencia de una propiedad común entre Isapre y prestador, según el mismo informe, agrava los problemas de gestión y atención en salud, generando distorsiones en el mercado y en los precios. La razón se debe al alineamiento completo de intereses entre seguro y prestador que dicha propiedad común produce, destruyendo completamente la función de agencia que la Isapre está llamada a cumplir.
II.- Idea Matriz.
Reemplazar el artículo 173 mencionado por otro, nuevo, que prohíbe y sanciona la integración vertical entre Isapre y prestadores.
III.- Propuesta.
De acuerdo con los argumentos expresados, propongo al Honorable Senado el siguiente:
PROYECTO DE LEY
“Artículo único.-
1) Sustituyese el inciso primero artículo 173 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado
1) del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes Nos 18.933 y 18.469, por el siguiente:
“Artículo 173.- Las Instituciones tendrán por objeto exclusivo el financiamiento de las prestaciones y beneficios de salud. No podrán constituir empresas relacionadas, filiales o coligadas, con el objeto de desarrollar actividades de prestación. Asimismo, no podrán explotar, a cualquier título, derechos sociales o acciones de sociedades ni formar parte de contratos de asociación o cuentas en participación en empresas del mencionado rubro.”.
2) Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero y así sucesivamente:
“Las instituciones que infrinjan la prohibición del inciso anterior serán sancionadas disolución de la persona jurídica o cancelación de la personalidad jurídica y multa a beneficio fiscal de 30.000 unidades tributarías anuales.”

(Fdo.): Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Ximena Rincón González, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN LA PROPOSICIÓN DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON LA QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MINISTROS DEL EXCELENTÍSIMO TRIBUNAL CONSTITUCIONAL A LOS SEÑORES GONZALO ANTONIO GARCÍA PINO Y JUAN JOSÉ ROMERO GUZMÁN 
(S 1550-13)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la proposición de la Honorable Cámara de Diputados, mediante la cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar a los señores Gonzalo Antonio García Pino y Juan José Romero Guzmán como Ministros del Tribunal Constitucional, de conformidad a lo dispuesto en la letra b) del artículo 92 de la Ley Fundamental.


A la sesión en que la Comisión se abocó a la consideración de este asunto concurrieron, especialmente invitados, los abogados señores Gonzalo Antonio García Pino y Juan José Romero Guzmán. 
- - -


Hacemos presente que, de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del artículo 92 de la Constitución Política de la República, la aprobación de la proposición de la Cámara de Diputados requiere del voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.

- - -

ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO

1.1 Constitución Política de la República. 


La letra b) del artículo 92 señala que el Tribunal Constitucional estará conformado, entre otros, por cuatro miembros elegidos por el Congreso Nacional. Dos de ellos serán nombrados directamente por el Senado y los otros dos serán previamente propuestos por la Cámara de Diputados para su aprobación o rechazo por Senado. Los nombramientos, o la propuesta en su caso, se efectuarán en votaciones únicas y requerirán para su aprobación del voto favorable de los dos tercios de los Senadores o Diputados en ejercicio, según corresponda.


El inciso segundo prescribe que los miembros del Tribunal durarán nueve años en sus cargos y se renovarán por parcialidades cada tres. Agrega que ellos deberán tener a lo menos quince años de título de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, y no tener impedimentos que los inhabiliten para desempeñar el cargo de juez.


1.2 Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional Nº 17.997, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, del año 2010.


En su artículo 2° precisa que el plazo de duración de los cargos de los miembros del Tribunal Constitucional se contará a partir del día de su incorporación. Indica que los miembros del Tribunal no podrán ser reelegidos, salvo aquél que habiendo sido elegido como reemplazante, haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años y tenga menos de 75 años de edad.


1.3 Reglamento del Senado


En su artículo 205 indica que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado no podrán resolverse sin informe previo de la Comisión que corresponda.

2.- DE HECHO 


 S.E el Presidente de la Cámara de Diputados, señor Nicolás Monckeberg Díaz, mediante oficio Nº 10.566 de 15 de enero del presente año, comunicó a esta Corporación que la Cámara de Diputados acordó proponer al Senado la designación de los mencionados abogados como Ministros del Tribunal Constitucional.


En relación con esta proposición, cabe consignar que el señor Gonzalo García Pino se desempeña actualmente como Ministro del Tribunal, cargo que ejerce en remplazo de exministro señor Mario Fernández Baeza. El señor Juan José Romero Guzmán es presentado para reemplazar al señor Marcelo Venegas Palacios. Ambos candidatos ejercerán el cargo por nueve años, a partir del día 15 de marzo del año en curso.

- - -

CONSIDERACIÓN DE ESTE ASUNTO EN LA COMISIÓN

Al inicio de la sesión en que se trató esta materia, se tuvo presente que el señor Gonzalo Antonio García Pino es Licenciado en Derecho por la Pontificia Universidad Católica de Chile y abogado desde el año 1993. Asimismo, es doctor en derecho por la Universidad Carlos III de Madrid; magíster en derecho constitucional por la Pontificia Universidad Católica de Chile. Se ha desempeñado como profesor de derecho constitucional en las Universidades Andrés Bello, Alberto Hurtado y Adolfo Ibáñez. Además, ha sido profesor de interpretación constitucional en el curso de Magíster de Derecho Constitucional de la Pontificia Universidad Católica de Chile.


Se tuvo en vista, además, que en su actividad pública ha ocupado los cargos de Ministro del Tribunal Constitucional, desde el año 2011 hasta la fecha, el Subsecretario de Marina y de Guerra, entre los años 2005 a 2010 y que ha sido de asesor legislativo del Ministerio del Interior en diversas iniciativas legales. Es autor de diversas publicaciones entre las cuales destacan sus libros “La subordinación democrática de los militares”; “La reserva legal de derechos fundamentales. ¿Poder Legislativo contra la Administración? y “¿Y qué paso con los militares? Chile, 1990-2002”.


Seguidamente se tuvo presente que el señor Juan José Romero Guzmán es Licenciado en Derecho por la Pontificia Universidad Católica de Chile y abogado desde el año 1992. Asimismo, cuenta con un Master of Science in Regulation (utilities regulation) otorgado por The London School of Economics and Polital Science de la Universidad de Londres. Actualmente es candidato a doctor en derecho por la Universidad de Salamanca en España.


El señor Juan José Romero se ha desempeñado como profesor e investigador de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile, casa universitaria donde además ha desempeñado el cargo de director del programa de magister en derecho de la empresa. LLM- versión internacional. Igualmente ha impartido cursos en Universidades Extranjeras y cuenta con un importante numero de publicaciones en el área de su especialidad profesional.


Por otra parte, también se ha desempeñado como ministro suplente del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y como miembro del Consejo de Concesiones de Obras Públicas. El señor Juan José  Romero ha cumplido una vasta labor como abogado en materias constitucionales y de regulación económica.


Para un mayor conocimiento de la actividad académica y profesional de los candidatos propuestos, se adjunta al presente informe un anexo con sus antecedentes curriculares.



A continuación se ofreció la palabra al candidato señor Gonzalo García, quién agradeció la invitación cursada, e inició su intervención señalando que hace 21 meses compareció antes esta misma Comisión, cuando fue convocado como postulante para integrar el Tribunal por el periodo que le restaba al renunciado ministro señor Mariano Fernández.


Señaló que tal como lo indicó en esa oportunidad, le corresponde, como miembro del Tribunal Constitucional, abocarse a la labor de control de constitucionalidad de la ley partiendo siempre de una perspectiva jurídica, que tiene en vista que alguno de los asuntos sujetos a su conocimiento es de naturaleza eminentemente política. Explicó que, por tal razón, debe operar en plenitud el principio de deferencia hacia el legislador, y el método de interpretación conforme a la Constitución, que permite –a través de un ejercicio ponderado-, dar efecto a todas sus normas.


Indicó que lo anterior se materializa mediante el método argumentativo. Precisó que el Tribunal Constitucional fija su opinión a través de las sentencias y así se relaciona con la sociedad.


Expresó que agradece la confianza que en él ha depositado la Honorable Cámara de Diputados. Hizo presente, además, que en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 92 de la Carta Fundamental, está en condiciones de ser reelegido, pues su mandato anterior duró menos de cinco años y se ejerció en reemplazo de un miembro que cesó en su cargo antes que terminara su periodo.


Relató que en los 21 meses que le ha correspondido oficiar como ministro de la instancia ha tenido la posibilidad de participar en 320 sentencias; 232 de las cuales (72%) se pronuncian sobre el fondo de la cuestión debatida, un 14% de ellas se refieren a control preventivo, y las restantes a los demás asuntos de competencia del Tribunal Constitucional.


Expresó que la mayoría de los asuntos que hoy discute el Tribunal Constitucional corresponden a cuestiones de inaplicabilidad, y en esa sede se ventilan los más variados temas administrativos, civiles y penales. Puntualizó que en el 42% de las oportunidades en que ha debatido estos asuntos, el Tribunal ha acogido la acción de inaplicabilidad que se le ha presentado. En este panorama, indicó que en el 88% de las sentencias en que ha participado ha votado con la mayoría, y sólo en un 12% ha estado en contra de la decisión que en definitiva se acordó.


Señaló que a la fecha le ha correspondido ser ministro redactor de 29 fallos, lo que corresponde al 15,5% de las sentencias emanadas del órgano citado durante el período en que lo ha integrado. Manifestó que en dicho lapso no se han presentado cuestiones de inconstitucionalidad de una ley vigente, pero si ha tenido la oportunidad de participar en la resolución de asuntos de trascendencia política, en los que han primado criterios jurídicos.


Expresó que la labor del Tribunal Constitucional desarrollada en los últimos años ha permitido que el derecho constitucional permee al resto del ordenamiento jurídico, de forma tal que los operadores privados, con ocasión de sus disputas particulares que se ventilan en los tribunales ordinarios, recurren habitualmente al Tribunal Constitucional para reclamar la protección de sus derechos fundamentales. A este respecto manifestó que la instancia que aspira a seguir integrando ha terminado abocada a asuntos del interés del ciudadano común, lo que habla muy bien del sistema constitucional nacional.



A continuación se ofreció la palabra al candidato señor Juan José Romero Guzmán, quién agradeció la invitación cursada e inició su presentación señalando que el Tribunal Constitucional ha cumplido a cabalidad con sus funciones, pero aún se pueden avanzar en algunos desafíos pendientes, que agrupó en cuatro puntos:


1.- Razonable autolimitación. Expresó que todos los Tribunales Constitucionales deben tener clara conciencia de los riesgos del activismo judicial en materias de políticas públicas sustantivas, y con ocasión de su conocimiento deben tener en cuenta que no son un organismo colegislador. Indicó que ello debe traducirse en el principio de la deferencia razonada.


Añadió que, con todo, esa instancia tiene el deber de examinar y ponderar las soluciones legislativas, lo que en último término se traduce en un adecuado equilibrio entre medios legales y fines constitucionales. En este contexto, afirmó que no se puede asumir que ante diversas opciones abiertas el legislador está constreñido a un único camino tolerable constitucionalmente.


2.- Transparencia. Sobre este punto el candidato señaló que el Tribunal Constitucional está en buen pie, pero es necesario ser más ambicioso y considerar, por ejemplo, que la página electrónica de la institución se publique (a) un resumen de la doctrina aplicable; (b) que esté disponible un registro de audio de los alegatos más importantes; (c) que sea posible acceder por ese medio a un registro indizado de los informes en derecho acompañados por las partes en las distintas causas que conoce la instancia; (d) que se mejore el formulario de declaración patrimonial de cada ministro, (e) y que se ponga a disposición del público las liquidaciones de remuneraciones de los miembros de la instancia.


3.- Eficiencia. Al respecto señaló que es necesario mejorar la utilización de los recursos financieros y humanos disponibles, pues en el año 2011 ingresaron 268 asuntos y sólo se resolvieron 179, lo que muestra una brecha de causas que de acumularse puede complicar la práctica futura de la institución.


4.- Certidumbre. Sobre el particular indicó que es necesario disminuir el incentivo al litigio en asuntos que ya han sido zanjados por la jurisprudencia. Añadió que en materia de control de decisiones relativas a políticas públicas sustantivas se observa una dispersión importante de votos de minoría, disidencias y prevenciones, lo que debilita la decisión mayoritaria. Sobre este particular expresó que los ministros deben tener la apertura de miras suficiente para convencer sobre la postura propia y dejarse convencer sobre la ajena, con el fin de generar fallos cuyos fundamentos sean más consensuados, y consideren las disidencias sólo en casos en que sean indispensables.


A continuación, intervino la Honorable Senadora señora Alvear, quien señaló que cuando se reformó la Constitución en el año 2005 se generaron algunas dudas, pues algunos estimaron que el Tribunal Constitucional había quedado con demasiadas atribuciones en lo que respecta al control de la tarea legislativa y de la constitucionalidad de la ley. Sobre el particular consultó qué opinión le merece a los candidatos la citada inquietud.


El Honorable Senador señor Espina preguntó a los candidatos qué reforma a las atribuciones o competencias del Tribunal Constitucional estiman que son necesarias. 


Añadió que tenía una buena impresión de la labor que ha realizado el Tribunal, pues en su calidad de parlamentario ha observado que en la Sala del Senado a veces se aprueban, por razones políticas, proyectos que son claramente inconstitucionales. Al respecto, connotó su oposición a ese proceder.



El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, consultó qué opinión le merecía a los candidatos el cuestionamiento sobre la legitimidad de origen de la institución y de la propia Carta Fundamental.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, preguntó al candidato señor García cuál era su opinión sobre las funciones que cumplen los ministros suplentes, y qué importancia ha tenido la facultad para resolver los conflictos de competencia entre autoridades administrativas y jurisdiccionales.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, agradeció las exposiciones de los candidatos. Manifestó que un asunto de suma importancia en esta materia dice relación  con la idea de asegurar la independencia de los ministros del Tribunal. Teniendo lo anterior en vista, consultó a los candidatos si a su juicio la forma establecida en la Carta Fundamental para nombrar a los integrantes del Tribunal Constitucional es la adecuada. 


Añadió que poco importan los criterios políticos privados de los ministros si en definitiva en el desarrollo de sus funciones se apegan estrictamente a la Constitución.


El candidato señor García absolvió las consultas formuladas señalando, en primer lugar, que los ministros suplentes, debido a la concurrencia habitual de los miembros titulares, no han tenido la posibilidad de integrar las salas del Tribunal. Explicó que esta situación no es imputable a los ministros suplentes, y por ello podría considerarse una reforma legal que permita que ellos integren las salas de manera más habitual con el propósito de zanjar las situaciones de empate.


En relación con la tarea desarrollada en las contiendas de competencia, manifestó que corresponden a un volumen pequeño de causas, y generalmente se plantean entre los jueces de policía local o los de garantía y el ministerio público en asuntos sobre manejo de vehículos en estado de ebriedad o violencia intrafamiliar. 


Respecto de la consulta sobre la ampliación de competencias del Tribunal Constitucional sostuvo que luego de la reforma del año 2005 el flujo de causas creció 10 veces, lo que entre otras cosas ha significado que se ventilan contiendas políticas y sociales fuertes, y se plantean intereses significativos. 


Explicó que el Tribunal Constitucional chileno no tiene atribuciones que generalmente se observan para estos órganos en el derecho comparado, como es el conocimiento de acciones de amparo de derechos constitucionales. Expresó que una regla de ese tipo en nuestro país sería aplicable sólo si se establece un sistema de filtro de acceso, en virtud del cual el tribunal sólo conoce las causas que considera de relevancia pública. Explicó que ese sistema supondría una denegación de justicia para todos los casos en que el Tribunal decida no conocer un asunto. En cambio, establecer una vía universal para acceder a la judicatura constitucional generaría un problema importante de flujo de causas, y terminaría –tal como se ha observado en la experiencia colombiana- en una virtual disminución de las facultades de los tribunales ordinarios.


En consideración de lo anterior, planteó que el diseño de competencias que el constituyente chileno creó para el Tribunal Constitucional parece adecuado. Con todo, connotó que ello no importa, necesariamente, que los derechos constitucionales amparados por medio del recurso de protección estén bien protegidos, porque más allá de la acción de los tribunales de alzada, la efectividad de la acción de protección está en cuestión.


Indicó que en el contexto de la asignación de competencias el asunto que ha generado más complicación es la manera en que se compatibiliza el control preventivo de constitucionalidad de la ley y su posterior control concreto en sede de inaplicabilidad. Explicó que en los ordenamientos comparados los controles de constitucionalidad preventivos son fuertes y los posteriores sólo acceden a esta calidad si se demuestra una cuestión prioritaria de constitucionalidad envuelta en la controversia particular. 


Expresó que ha habido ciertas divergencias en la relación entre el Tribunal Constitucional y el Congreso que no han permitido dirimir, de manera precisa, cuál es el ámbito específico de las leyes orgánicas constitucionales. Muchos proyectos o normas son sometidos a control preventivo sin que tengan el carácter de orgánicas constitucionales.


Añadió que en el contexto de esta discusión también se plantea si en los requerimientos de control de constitucionalidad que presentan los señores Parlamentarios es necesario hacer reserva previa de constitucionalidad durante la discusión. Expresó que el Tribunal Constitucional ha variado su criterio sobre el punto, requiriendo en un primer momento la preparación del recurso, y eliminando posteriormente tal exigencia. Al respecto, expresó que es partidario que dicha reserva previa se exija, pues de lo contrario queda tan abierto el acceso a la impugnación de proyectos en tramitación, lo que transforma al Tribunal Constitucional en una suerte de tercera Cámara legislativa.


En relación con la consulta sobre la naturaleza de la Constitución y su problema de origen, expresó que parece ser pacífico que hubo problemas con el proceso que generó la Carta Fundamental. Sin embargo, indicó que en los últimos años, y luego de las últimas reformas constitucionales, la Ley Fundamental se consolidó. Connotó que, con todo, él ha jurado aplicar y defender esta Constitución, y ha cumplido a cabalidad su promesa.


Añadió que el texto original de la Carta Fundamental ha sido objeto de numerosas reformas de adecuación, que abarcan más de la mitad de su formulación inicial, por lo que el constituyente nacional, que ha estado encarnado en muchas manos, ha generado el ordenamiento que actualmente rige.


Respecto de la consulta sobre la orientación del Tribunal Constitucional, el candidato manifestó que el proceso de nombramientos de miembros está determinado por un predominio de los poderes del Estado, lo que implica que una cierta representación de ideas puede estar presente en las nominaciones. Expresó que, reconociendo que la politización de la justicia es un riesgo tanto para el derecho como para la política, se han sostenido esfuerzos sistemáticos para resistir este problema, y a la fecha ellos han sido exitosos. 


Manifestó que lo anterior ha significado, por ejemplo, que el Tribunal Constitucional haga un esfuerzo para no ampliar sus competencias a las de otras judicaturas, como son las de los tribunales de la libre competencia.


Añadió que también están en esa categoría otras causas en las que han prevalecido criterios técnicos para su resolución y no razones políticas. 


Connotó que en general los asuntos de más significación pública coyuntural han sido las seis presentaciones hechas por Parlamentarios o por el Primer Mandatario a proyectos de ley en trámite. De ellas dos han sido desistidas, uno tuvo mucha relevancia pública pero poca a nivel político (Requerimiento de inconstitucionalidad contra el "Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales", de 2 de diciembre de 1961, revisado en Ginebra según Acta de 19 de marzo de 1991; rol 1988), y en otros se han planteado asuntos relativos a la convalidación de defectos de la tramitación legislativa (requerimientos sobre el post natal y la ley de presupuestos), lo que muestra que la tramitación de estos asuntos  siempre ha quedado ligada a un conducto regular por medio de decisiones que se apegan estrictamente a parámetros técnicos, lo que entre otras cosas hace posible la previsibilidad de las decisiones futuras del Tribunal.


A continuación, intervino el candidato señor Romero, quién absolvió las consultas formuladas por los señores Parlamentarios. En relación con las inquietudes planteadas sobre el ámbito de competencias del Tribunal Constitucional, expresó que una evaluación más definitiva de este tema requiere un espacio temporal mayor. Puntualizó que en principio cualquier abanico de atribuciones resulta excesivo si no se ejerce en el contexto de la deferencia razonada con el legislador. Añadió que en particular la facultad de conocer y juzgar las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de las leyes ha acercado de manera efectiva la Carta Fundamental a la vida cotidiana de las personas.


Respecto de las reformas que podrían ser plausibles en este ámbito, expreso que podría estudiarse la posibilidad de establecer un período de vacancia de un año de la resolución que declara la inconstitucionalidad de la ley vigente, con el fin de evitar el posible vacío normativo que ella puede conllevar.


En relación con la consulta sobre la legitimidad de origen del Tribunal Constitucional y de la Constitución que lo instaura, subrayó que ambos son completamente legítimos desde su inicio, y recordó que los miembros de esa instancia deben jurar el cumplimiento estricto de la Carta Fundamental.


Finalmente, haciendo referencia a la posible politización de la instancia debido al origen de sus miembros, desestimó el punto manifestando que el Tribunal Constitucional trata temas de Estado y asegura que la Constitución se aplique para todos los chilenos.

- - -


Teniendo en cuenta los antecedentes previamente reseñados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, acordaron informar que la proposición formulada por la Cámara de Diputados para designar como Ministros del Tribunal Constitucional a los abogados señores Gonzalo Antonio García Pino y Juan José Romero Guzmán, cumplen con los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día de hoy, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela, y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto.


Valparaíso, 22 de enero de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RELATIVO A LA SITUACIÓN FINANCIERA QUE AFECTA A LA EMPRESA NACIONAL DEL PETRÓLEO

(S 1482-12)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Minería y Energía tiene el honor de informar acerca del asunto de la referencia, originado en un proyecto de acuerdo iniciado por el Honorable Senador señor Gómez.

Concurrieron a sesiones de la Comisión los Honorables Senadores señores Horvath y Muñoz Aburto.

- - -


Cabe recordar que la Sala del Senado, en sesión de 23 de mayo de 2012, a proposición del Honorable Senador señor Gómez, aprobó un proyecto de acuerdo que encomendó a la Comisión de Minería y Energía un informe pormenorizado relativo a la situación financiera que enfrenta la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP).

- - -


A objeto de ilustrarse adecuadamente respecto de la materia en análisis la Comisión recibió en audiencia, especialmente invitados, a los siguientes personeros:


- Al Ministro de Energía, señor Jorge Bunster Betteley.


- Al Gerente General de ENAP, señor Ricardo Cruzat.


- Al Gerente de Refinación y Comercialización de ENAP, señor Julio Bertrand, y el Director de Asuntos Corporativos, señor Pedro Urzúa.


- Al Presidente de la Federación Nacional de Trabajadores del Petróleo de Chile (FENATRAPECH), señor Jorge Fierro, acompañado del Vicepresidente, la Secretaria Nacional y el Tesorero de la entidad, señor Clemente Gálvez, señora Erica Hidalgo y señor Marcos Varas, respectivamente.


- Al Presidente del Sindicato de Trabajadores de ENAP Magallanes, señor Alejandro Avendaño.


- Al Presidente del Sindicato de Trabajadores de ENAP Aconcagua, señor Norberto Díaz.


- Al Presidente de la Asociación de Distribuidores de Combustibles (ADICO), señor Fernando Rodríguez, acompañado del Vicepresidente de la entidad, señor Mario García, y la asesora señora Yorma Páez.

- - -


Se deja constancia que tanto el Gerente General de la ENAP, cuanto el Presidente de FENATRAPECH, acompañaron sus exposiciones mediante sendos documentos en formato digital, los cuales fueron considerados por la Comisión. Estos antecedentes se contienen en el Anexo que se adjunta al original de este informe. Además, copia de los mismos se encuentran a disposición de Sus Señorías en la Secretaría de la Comisión.
- - -

ANTECEDENTES
1) Jurídicos

- El numeral 24 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.


- La ley N° 18.097, Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras.


- El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1987, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP).

- El decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Minería, de 1987, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 1.089, de 1975, que establece normas sobre contratos especiales de operación para la exploración y explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos.

2) Planteamientos de los invitados a la Comisión

En sesiones de 20 de junio; 4 y 11 de julio, y de 1 y 8 de agosto de 2012, la Comisión recibió en audiencia a personeros de Gobierno y de la empresa, así como a especialistas de entidades vinculadas a la materia sobre que versa este informe.


A continuación, se efectúa una relación de los principales aspectos expuestos por dichos personeros.

a. Exposición del señor Ministro de Energía

En primer término, el Secretario de Estado señaló que la Cartera a su cargo está consciente que la ENAP atraviesa una situación delicada, un momento financieramente complejo. Comentó, además, que existe claro conocimiento de la pérdida operacional de la empresa, lo que se traduce en que sus operaciones en las refinerías no son capaces de generar resultados positivos, ni siquiera neutros, lo que está drenando su patrimonio y aumentando progresivamente su deuda, que actualmente asciende a US$4.000 millones, esto es, una cifra que excede sus capacidades financieras. A lo anterior, dijo, se agrega que el patrimonio contable de la empresa se ha reducido, al punto que ya a fines de este año no debería ser superior a US$100 millones.


En segundo término, se refirió a la nueva administración de la ENAP, que lleva alrededor de un año administrándola. El personero de Gobierno definió a esta administración como un equipo directivo que si bien todavía está en fase de instalación, ya ha elaborado un diagnóstico y una estrategia o plan de acción para revertir la mala situación. A juicio del señor Ministro dicha estrategia es creíble y factible de realizar, razón por la cual le ha prestado su apoyo.


Advirtió, sin embargo, que para que esa estrategia pueda ser implementada se requiere cumplir algunas condiciones: así, por ejemplo, la necesidad de igualar las condiciones para la ENAP en materia de aranceles, dado que hoy paga gravámenes a la importación de crudos que la obligan a competir con refinerías del Golfo de México que no pagan dichos aranceles. En relación con este aspecto el Ministerio de Energía es partidario de eliminar estos aranceles.


Al responder una inquietud surgida en el seno de la Comisión, el Secretario de Estado señaló que si bien resolver el conflicto financiero de la ENAP es urgente, dentro de las situaciones que deben ser acometidas la necesidad de rebajar los aranceles a la importación de crudos es una de las prioritarias. En opinión del Ministro esta rebaja cuenta con suficiente apoyo político, por lo que restaría conocer la opinión y razones técnicas del Ministerio de Hacienda para llevar a cabo esta reducción. Con todo, el señor Ministro destacó que el problema arancelario ya se lo planteó al titular de Hacienda como una necesidad para situar a la ENAP en igualdad de condiciones respecto de las refinerías con las cuales compite.


Enseguida, el personero estimó ineludible reforzar la estructura patrimonial de la compañía, porque atendida su vulnerabilidad ante los cambios en el precio del crudo, a cuya fluctuación es altamente sensible, si no se cautela la existencia de un nivel patrimonial mínimo tornan el problema aun más complejo. Al respecto el señor Ministro indicó que los niveles actuales de capitalización y los previstos hacia fin de año son insuficientes.


Por otra parte, sostuvo que respaldan plenamente la idea de un nuevo gobierno corporativo para la ENAP. Mencionó al respecto que se ha trabajado con distintos sectores sobre el tema y que, incluso, existe ya un anteproyecto que ha sido entregado para la aprobación del Presidente de la República.


El modelo de gobierno corporativo propuesto enfatiza su composición profesional. No se redefine a la ENAP como una empresa de naturaleza distinta a la que hoy es de acuerdo a su ley orgánica. Sólo se busca asegurar la estructura institucional de la empresa mediante la conformación de un directorio elegido de modo similar al de CODELCO, es decir, integrado con profesionales seleccionados a través del sistema de Alta Dirección Pública, con representación de un sector laboral, que opere como los directorios de las sociedades anónimas.


En lo que concierne al gas de Magallanes, hizo presente que por su complejidad, naturaleza política e implicancias sociales prefiere separar este asunto de los temas anteriores, que tienen un carácter netamente financiero. No obstante, subrayó que es necesario darle una solución a largo plazo, por cuanto hoy existe un precio de venta del gas a la ciudad de Magallanes que hace absolutamente inviable el desarrollo del sector en la región. Para desarrollar esta industria, dijo, urge transparentar todas las variables que influyen en este problema.


En cuanto a las posibles formas de solución de las dificultades planteadas, informó haberse reunido con el Ministro de Hacienda para plantear la visión del Ministerio de Energía respecto de lo que debe hacerse para solucionar la actual situación de la ENAP.


En otro orden de ideas, el señor Ministro señaló que el sector de la distribución de combustible en Chile tiene carácter abierto. En él existe libertad para distribuir, comprar o importar el producto, de manera que las refinerías de la ENAP compiten con ese producto importado. Si la ENAP pretendiera cobrar un precio mayor al de importación lo que va a ocurrir es que los clientes van a importar directamente, lo que determina que se regule automáticamente el precio. Lo anterior permite que se abarate el costo de los combustibles que se vende a los ciudadanos. Es en ese contexto que las Fuerzas Armadas licitan sus consumos: así, el respectivo contrato de suministro se lo adjudicará el competidor que ofrezca mejor precio. Aclaró, en todo caso, que dicho precio es diverso en cada país, porque el precio de paridad de importación es el precio del combustible sin impuestos, y el precio en cada país depende de los impuestos que cada uno de ellos le imponga.


Ante una consulta relativa a la participación de la ENAP en el negocio de distribución de combustibles, el señor Ministro indicó que si bien históricamente la compañía nunca ha participado en esta actividad, concentrándose en refinación, exploración y producción, en principio no existiría impedimento para que ello ocurra. No obstante, comentó que existe un fallo del Tribunal de Libre Competencia, pronunciado a propósito del intento de ENEX S.A. de tomar el control de TERPEL Chile, según el cual las refinerías en el país no pueden entrar en el retail industrial.

Consultado por las causas del actual nivel de deuda de la ENAP, el Ministro solicitó que se diera la palabra al Gerente General de la empresa. Este personero explicó que el elevado monto de endeudamiento de la ENAP obedece a dos razones principales:


- El establecimiento de regulaciones más exigentes tendientes a mejorar la calidad de los combustibles para responder a la creciente conciencia ciudadana en la materia (estimulada por las crisis ambientales que afectan a Santiago y a otras ciudades del país). Esta situación obligó a la ENAP a efectuar importantes inversiones para modernizar sus instalaciones, a fin de cumplir con las nuevas normas ambientales. No haberlo hecho habría significado cerrar porque sin esas inversiones la ENAP habría quedado sin capacidad para procesar los combustibles en Chile. Merced a dichas inversiones la empresa pudo dar un salto tecnológico que la ubicó entre los productores más eficientes del mundo desde el punto de visto ambiental. El problema es que se utilizaron recursos que excedieron sus flujos financieros, por lo que se hizo necesario contratar deuda. Al efecto se recurrió a diversos instrumentos de deuda, entre ellos la emisión de un bono cada dos años, lo cual ha estado ocurriendo desde mediados del año 2000 a la fecha.


- La sequía del año 2008, agravada por la crisis económica y financiera global de ese mismo año. Para paliar la sequía la ENAP importó una cantidad importante de diésel, pero en circunstancias que a consecuencia de la crisis el crudo llegó a costar US$140. Luego se superó la sequía, y entonces vino la depreciación del crudo que llegó a niveles de US$40. Para la empresa esto significó asumir una pérdida de casi US$1.000 millones.


Ambas razones si bien dan cuenta del abultado endeudamiento de la ENAP, permiten también entender que sea una empresa viable y competitiva: las inversiones que la ENAP se vio obligado a realizar la dotaron con refinerías complejas que le permiten proyectarse entre las refinerías modernas del mundo.


Ante una duda surgida al seno de la Comisión, el señor Ministro recordó que la empresa trabaja con un precio de paridad de importación perfecto y representativo. El precio que se comunica todas las semanas es el del Golfo de México, que es el mercado más cercano por flete y más profundo por cantidad de transacciones. En este sentido la ENAP es siempre competitiva.


Agregó que la empresa no es capaz de producir todo lo que se consume en el país. En el caso de las gasolinas sólo produce el 80% y el resto lo importa (la misma ENAP) mediante contratos con sus clientes, que son las mismas distribuidoras o consumidores finales. En el caso del diésel la empresa produce el 50% de lo que se consume a total capacidad y el resto también se importa.


Respecto del precio al que se le vende a los industriales, estimó pertinente aclarar que el consumo de Magallanes (domiciliario e industrial) que estaría sujeto a subsidio implica a 50.000 clientes. El 80% del consumo es domiciliario y eso es lo que se subsidia. El precio al que se le vende a METHANEX es mayor que el precio al que se le vende a la ciudad, porque obedece a contratos que se firmaron hace mucho tiempo (para asegurar su abastecimiento esta empresa ha hecho inversiones importantes en conjunto con la ENAP, asumiendo los riesgos exploratorios). Con todo, existen conversaciones con METHANEX a fin de revisar las condiciones contractuales. Hoy la ENAP destina todo su gas a satisfacer la demanda de la ciudad. METHANEX se abastece mediante otras empresas.


Asimismo, destacó que la ENAP pretende desarrollar proyectos energéticos. Sobre el particular se refirió al GNL. Por ahora la ENAP es uno de los tres participantes en Quintero, sin embargo en el futuro jugará un rol importante: a partir de enero de 2013 el costo del gas para la empresa bajará, con lo que se viabiliza el precio de refinación y se hace factible gasificar el país en todo lo que se pueda.
b. Exposición del Gerente General de la Empresa Nacional del Petróleo


En su exposición, comentó que en el último tiempo la empresa enfrenta una situación compleja desde el punto de vista financiero, con un incremento importante de su deuda, muy por sobre el incremento en activo fijo. Además, hizo notar que en el último año los activos fijos netos se han mantenido relativamente planos, por cuanto se ha estado invirtiendo el mismo monto que la depreciación.


No obstante, dijo, el incremento de la deuda financiera, entre el año 2001 y marzo de 2012 se debe principalmente a razones ajenas a la empresa, tales como, un incremento en el valor de los stocks por un mayor nivel de precios de crudos y gastos financieros e impuestos, entre otros factores. En esta misma línea, indicó que la deuda financiera y de corto plazo a marzo del presente año alcanza a los US$4.080 millones, lo que evidentemente presionó de sobremanera la capacidad de endeudamiento de la empresa, que alcanzó un nivel equivalente a veintiún veces su EBITDA (con un patrimonio de US$267 millones).


En este sentido, agregó, ENAP requiere de alguna fórmula efectiva de capitalización que le permita solventar los compromisos financieros de corto plazo, ya que desde el punto de vista de la sanidad financiera hoy existe una situación puntual que la coloca en una situación precaria y riesgosa.


Sobre el particular, el personero destacó que el día 15 de junio la agencia clasificadora de riesgo Moody’s Investor Services realizó un cambio en la clasificación de riesgo de ENAP. La clasificación pública es la combinación entre la clasificación de la República (que no ha variado) y la propia de ENAP, que bajó dos notas (puntuación-calificación). Considerada en términos de la percepción de mercado la nueva calificación, si ENAP fuera una empresa independiente del Estado estaría clasificada en el límite para poner bonos en el extranjero, por ser una empresa demasiado riesgosa.


Por lo expuesto, advirtió, el mercado interpreta que la empresa está en un nivel de situación financiera con una perspectiva negativa. La señal es la siguiente: la agencia calificadora está informando que sin el apoyo del Gobierno el pasivo de ENAP no bajará en forma relevante, aun cuando se reconocen las mejoras que ha experimentado la empresa en el mercado accionario. Establecido lo anterior, enfatizó que la evolución de ENAP y de sus resultados en el último tiempo muestran una baja capacidad de generación de flujos, con un creciente nivel de riesgo. Ello es así porque los resultados del negocio están supeditados a la situación del contexto del mercado internacional, con una limitada capacidad de mejora intrínseca escasas opciones para acceder a un financiamiento competitivo por la alta relación deuda/EBITDA y la pérdida importante de patrimonio.


Consultado por las razones que explican la falta de competitividad de la empresa, señaló que en las actuales condiciones internacionales el negocio de refinación y comercialización de ENAP Refinerías S.A. no es económico por los elevados costos de energía y de su materia prima. En otras palabras, el problema se produce porque existiendo paridad de exportación todos los combustibles se venden al costo de producirlos afuera, más el costo de flete (donde el 90% del valor final del producto explica el costo del crudo). Al respecto, hizo presente que en el mundo el negocio de la refinería es de bajos márgenes y de altos volúmenes. Sostuvo que, además, ENAP está obligada a pagar aranceles del orden de 6% por la compra de crudo, de modo que solamente puede comprarlo de una paleta reducida de países que están en la región que poseen crudos viables para sus refinerías. En este sentido, añadió que se necesita un mix de crudos para maximizar el uso de la refinería que genera el grupo de productos que se requieren. A mayor abundamiento, señaló que la situación de Chile en aranceles en el sector petrolífero es única en el mundo, porque se penaliza a ENAP por la importación de crudos frente a la de productos refinados lo que se traduce en que el producto final no tiene arancel, pero sí lo tiene el insumo.


En materia de costos fijos, añadió, ENAP es una empresa competitiva. Sin embargo, en el proceso de refinación enfrenta un fuerte incremento de sus costos variables explicado por consumo interno y gas natural que se encuentran indexados a Brent, y aumento del costo marginal de energía eléctrica que, a su vez, viene dado por el costo de las turbinas diésel. El retraso en la puesta en operación de centrales a carbón en el SIC, con años de hidrología seca durante 2010 y 2011, han afectado directamente el costo de la energía eléctrica. Esta situación ha obligado a la entrada en operación de centrales diésel que son menos eficientes en un escenario de precios crecientes para los hidrocarburos, sobretodo durante los últimos 3 años, por lo que ENAP Refinerías S.A. ha evidenciado mayores costos de energía a los incurridos por aquellas refinerías de la USGC (Mercado Relevante de la Costa del Golfo de Estados Unidos) con las cuales compite.


En otro orden de ideas, el personero se refirió a los principales desafíos operacionales del negocio de la refinación y comercialización para el período 2012-2013. Sobre el particular, destacó que se pretende lo siguiente:


- Fortalecer el posicionamiento comercial en la zona centro sur, donde se encuentran sus refinerías y logística, en el abastecimiento de combustibles líquidos y gas natural, reduciendo así los costos de transporte y los riesgos de  falta de abastecimiento.


- Ajustar dinámicamente los niveles de producción de las refinerías y las importaciones de combustibles a óptimos económicos, de acuerdo a la demanda contratada por sus clientes y los márgenes de refinación existentes para el mix de combustibles comercializados.


- Construir logística de almacenamiento de crudos en zonas cercanas a sus refinerías y optimizar la disponibilidad de capacidades de almacenamiento y distribución en las zonas preferentes de comercialización de combustibles.


- Poner en operación la Planta de Alquilación en la Refinería Aconcagua, para permitir la producción de “alquilato” para la producción de gasolina que permitirá mejorar la producción (es un componente que contribuye a purificar el combustible).


- Realizar inversiones marginales en la Planta de Regasificación de GNL, en Temuco, con la finalidad de incrementar su capacidad de vaporización, para abastecer a la Refinería de Biobío y comercializar los excedentes en la VIII Región.


- Establecer y diseñar modelos de negocio de largo plazo para la compra y venta de crudos con proveedores estratégicos, donde se obtengan beneficios mutuos, y gestionar la eliminación de aranceles para la compra de crudos.


- Ejercer la opción establecida en el contrato de suministro de GNL con British Gas (BG) a partir de enero de 2013, accediendo a gas natural a precios cercanos a los 3,5 dólares por millón de BTU.


En lo que concierne a las iniciativas previstas para el año 2014, destacó:


- Construir una planta de cogeneración a gas natural para la generación de energía eléctrica y vapor en la Refinería de Aconcagua. Esta iniciativa permitirá a ENAP Refinerías S.A. reducir sus costos de energía eléctrica y de vapor, y generar un margen adicional por la venta de gas natural del contrato que ENAP Refinerías S.A. tiene con BG.


- Utilizar al máximo la capacidad de gasificación contratada en el Terminal de GNL Quintero, por la que se pagan US$60 millones al año a todo evento que es la amortización de esa inversión, estableciendo nuevos contratos de abastecimiento con proveedores, preferentemente con reservas de gas natural, que deseen integrarse conjuntamente con ENAP en la comercialización de este combustible.


En cuanto al negocio de exploración y producción, puso de relieve que ENAP, al igual que las principales empresas petroleras del mundo, desarrolla tanto el negocio de refinación y comercialización (R&C), como el de exploración y producción (E&P), con operaciones en Magallanes y en Argentina, Ecuador y Egipto. Si bien es un negocio a mucho menor escala que el de R&C, pues representa sólo el 5% de los ingresos totales de ENAP, dijo que ha sido un negocio con un buen nivel de utilidades, las que superan el 50% de la generación de flujos de la compañía, pese a ser de riesgo, altamente competitivo y creciente en complejidad. En este sentido, y en base a los gráficos analizados, si bien este negocio ha sido históricamente bueno, ha alcanzado un tamaño mínimo que pone en riesgo la sustentabilidad futura y su competitividad como actor en el mercado.


En sintonía con lo anterior, se refirió a los desafíos del negocio en Magallanes. Al respecto, manifestó que si bien se han recibido presiones por el tema del gas, el costo de producción hoy en día no se absorbe con el precio del producto al venderlo. Nadie explora gas no convencional en la Región, ya que lo que se ha ido encontrando en Magallanes son reservas marginales, de modo que no existe el interés. En general, la empresa privada prefiere explorar y explotar barriles de petróleo, mucho más rentables, en lugar de ocuparse de desarrollos gasíferos para la Región.


Ante una pregunta surgida en el seno de la Comisión, el Gerente General de ENAP comentó que los desafíos para el año 2014 son los siguientes:


- Focalizar la atención en exploración por gas. Es cierto que la producción de crudo es menor, dijo, y que representa una porción importante de los ingresos de la empresa porque los proyectos petroleros son más rentables, pero la demanda regional de gas es creciente. No hay suministro desde Argentina. Los actuales yacimientos están en declinación por su madurez y agotamiento de reservas convencionales. La empresa estima indispensable asegurar el abastecimiento en el período invernal y el cumplimiento del plan acordado con METHANEX.


Para satisfacer adecuadamente lo anterior, se requiere un precio para el gas en la Región que incentive la exploración y asegure la sustentabilidad del negocio de ENAP en Magallanes y con el resto de los actores. Existe una cartera de proyectos convencionales y no convencionales con potencial técnico, pero que no son rentables a los precios actuales.


- Profundizar la exploración y el estudio sobre el potencial de hidrocarburos no convencionales en la cuenca de Magallanes. Se han realizado proyectos piloto y se está formando a un equipo de profesionales en esta disciplina. Por el momento ENAP no tiene el conocimiento necesario para entrar de lleno en estos proyectos.


Sobre este punto, el Gerente General de la ENAP comentó que si bien es necesario certificar nuevas reservas, de existir gas en cantidades significativas el nivel de inversión será altísimo. Ejemplificó lo anterior señalando que en Argentina han tomado recientemente la decisión de instalar una unidad de exploración de gas no convencional en la cuenca de Neuquén, para lo cual se ha pensado en una inversión superior a los US$10.000 millones.

- En materia de negocios internacionales, se pretende proteger la posición de la empresa en Argentina, porque en el corto plazo la autoridad definirá un nuevo mecanismo que reinstala el incentivo a las exportaciones de crudo excedentario respecto a los ingresos por venta en el mercado local (Petróleo Plus). Destacó que ENAP gestiona activamente sus ventas de producción en el mercado local.


La extensión de concesiones agrega valor para el negocio de ENAP, por lo que se deben negociar condiciones que aseguren rentabilidad a las inversiones que deberán realizarse.


Los próximos años serán activos en inversiones para dar cumplimiento a los compromisos adquiridos con el Estado ecuatoriano durante la negociación de nuevos contratos en MDC y PBH, en la incorporación del bloque Intracampos y la suscripción del contrato por el Bloque 3 Jambelí. La idea es acceder en Ecuador a nuevas opciones de negocio, sobre la base de las buenas relaciones entre ambos Estados y el carácter de empresa estatal de ENAP.


Desde Egipto se busca evaluar y acceder a nuevas oportunidades en el Medio Oriente y el Norte de África, y avanzar en los procesos de licitación de rondas en curso (por ejemplo, en el llamado bloque South Ghazalat). En Latinoamérica se quiere aprovechar las competencias y equipos que la empresa ha adquirido para capturar nuevas oportunidades en países como México, Colombia y otros.


Al concluir, el personero insistió en la necesidad urgente de avanzar tanto en las medidas que está impulsando actualmente la administración, cuanto en las que requieren modificaciones legales como la relativa a la desgravación de aranceles de crudos y la capitalización de la empresa, a fin de recuperar la competitividad del negocio de refinación en el corto plazo y velar por la sustentabilidad de ENAP en el mediano y largo plazo. Si se cumplen a la brevedad estos propósitos, indicó, ENAP seguirá siendo una empresa estratégica para el desarrollo de Chile.


Invitado a exponer en una tercera audiencia, el Gerente General de la ENAP informó que como resultado de las conversaciones sostenidas con los trabajadores, a partir de visiones compartidas entre ambas partes, ha sido posible establecer diversas propuestas elaboradas en conjunto con los sindicatos agrupados en torno a la FENATRAPECH.

Destacó, enseguida, que se ha mantenido comunicación con el Ministerio de Energía en lo relativo al diseño de un nuevo gobierno corporativo para la compañía, solicitándosele avanzar en una agenda conjunta cuya cronología está por definirse.

Refiriéndose a los puntos pendientes de sesiones anteriores, inició su exposición profundizando en las reservas de gas de Magallanes.

Sobre el particular, sostuvo que las reservas de gas convencional remanente de la ENAP equivalen a 5.100 MMm3. La Región de Magallanes consume 700 MMm3 al año (por lo que queda gas para siete años más). Sin embargo, el tight gas no convencional de Magallanes podría tener un potencial suficiente para satisfacer las necesidades de gas de la Región por otros veinte años, pues podrían ser de 14.000 MMm3 a 56.000 MMm3. En este tema se ha estado trabajando desde hace tiempo. Así, para el presente año se cuenta con un programa por US$20 millones, monto que se incrementará el próximo año a US$50 millones.

El personero explicó que dentro de las prioridades económicas de la ENAP debe estar incluida la estrategia de exploración en Magallanes, la cual comprende, desde lo más barato a lo más caro de extraer, lo siguiente:


1) Petróleo y gas convencional. Se pretende continuar la campaña actual de perforación, explorar áreas nuevas con sísmica 3D para determinar potencial y definir campaña de perforación nueva.


2) Petróleo no convencional. Se debe establecer una campaña de fractura de pozos existentes y un proyecto piloto de pozos de exploración nuevos, explorar áreas nuevas con sísmica 3D para definir potencial y ejecutar una nueva campaña de perforación.


3) Gas no convencional del tipo tight gas. Se considera un proyecto piloto de pozos de exploración nuevos para definir potencial y reservas, explorar áreas nuevas con sísmica 3D para determinar potencial y definir una campaña de perforación nueva. 

Sobre este aspecto, indicó que mientras más grande es el pozo más barato es el precio, de modo que dependiendo de la riqueza del mismo la tarifa que lo hace económico varía entre US$5 y US$8 por millón de BTU, para trabajar a una escala que dé el millón de metros cúbicos que se necesitan en Magallanes (el precio actualmente está entre US$1 y US$2,6 a valor subsidiado). En relación con otros países, los valores son bastantes similares para el volumen que se maneja.


4) Gas no convencional del tipo shale gas. Es necesario realizar un estudio geoquímico para definir áreas prospectivas prioritarias.
Refiriéndose a la labor exploratoria que está desarrollando la empresa, sostuvo que se está duplicando la producción base que ha tenido históricamente y que ella está en condiciones de satisfacer la demanda de la ciudad. Añadió que lo importante es que hoy en día el precio del gas actual para ciudades, sin transporte, asciende en el ámbito residencial a US$1,47/MMBTU y en el industrial a US$2,69/MMBTU, lo que constituye un valor único y el más barato del mundo.

El personero dijo coincidir con los sindicatos en que la ENAP hace un gran esfuerzo para mantener el abastecimiento, pero a un costo que no tiene nada que ver con el precio al que están vendiendo. Es la empresa la que asume el subsidio existente. Esta situación debe ser revisada: es urgente sincerar las cifras, no puede haber gas barato ni el subsidio cubrirlo la empresa. A mayor abundamiento, el trabajo que hoy se hace para el hacer frente al invierno le está costando a la ENAP entre US$5 y US$7 por millón de BTU, lo que implica que la empresa deberá pagar entre US$45 y US$70 millones por concepto de subsidio anual. Estas cantidades deben ser incorporadas en la Ley de Presupuestos de la Nación.

La empresa, comentó, ha iniciado una ronda de negociaciones con los industriales, incluida METHANEX, respecto de los precios que realmente deben pagarse. Los industriales comprenden que en esta materia debe existir un equilibrio. 

A continuación, el personero recordó que el 15 de junio la agencia clasificadora de riesgo Moody’s Investor Services realizó un cambio en la clasificación de riesgo de la ENAP. La clasificación es la combinación entre la clasificación de la República (que no ha cambiado) y la propia de la ENAP, que bajó dos notas. En este sentido, enfatizó que de bajar más ya los papeles de la empresa dejan de ser atractivos. Para evitar que siga bajando es imprescindible dar señales para que el riesgo de la ENAP disminuya de alguna manera.

Consultado por la estructura de vencimiento de la deuda, sostuvo que la principal fuente de financiamiento de la empresa ha sido el mercado de bonos internacional (US$1.740 millones). En segundo lugar, el mercado bancario, tanto nacional como internacional (US$1.587 millones). En tercer lugar, el mercado de bonos nacional (US$602 millones). El resto son créditos directos con bancos para tener refinanciamiento de corto plazo.

Hay una parte de la deuda que es de corto plazo, apropiada para financiar el capital de trabajo y los activos. Esta deuda se suele pagar y renovar de acuerdo a las necesidades de la operación corriente. Las inversiones permanentes son financiadas con deuda de largo plazo que ha sido renovada e, incluso, ha aumentado en la medida en que la empresa ha continuado invirtiendo por encima de su generación de caja, y el resto de la deuda está constituida principalmente por cuentas por pagar a proveedores. El costo promedio de la deuda en dólares es de 4,7%, pero la deuda de corto plazo está a menos del 2%. En cambio, la deuda con respecto al Estado oscila entre 1,7% y 2%. Por eso, si el Estado le prestara el dinero a la ENAP podría lograrse un ahorro significativo.

Requerido respecto a cuánto equivaldría la rebaja de la deuda en caso de desgravarse el crudo en forma rápida, el representante de la empresa contestó que si se eliminara el arancel del 6% implicaría para la ENAP inmediatamente un ahorro de entre US$25 a US$60 millones anuales. Enseguida, sostuvo que se han encargado diversos estudios (que ya están elaborados y que se harán llegar a la Comisión) que constatan que la empresa es viable. A modo de ejemplo, comentó que en materia de refinación se compite con todos los países del mundo y que, merced a ajustes en el costo de la energía, a partir del próximo año vuelve a ser competitiva. No obstante, hizo presente que este año podría llegarse a una pérdida de US$200 millones, para recién el año venidero tener utilidades.

c. Exposición del Presidente de la FENATRAPECH


El dirigente sindical indicó que la ENAP es una empresa estratégica porque permite asegurar la disponibilidad de hidrocarburos en el territorio nacional. Para ello, produce combustibles en sus tres refinerías, utilizando crudo proveniente de Magallanes y del extranjero. Asimismo, explota yacimientos de petróleo y gas en Magallanes, Argentina, Egipto y Ecuador y en la actualidad cubre el 64% de la demanda nacional de combustibles (sobre el 90% en gasolinas para 2012), utilizando los combustibles producidos en sus plantas (59%) e importando productos refinados desde el exterior (41%).


Además, dijo, la empresa cumple un rol social al garantizar la disponibilidad, oportunidad y calidad del combustible en Chile, lo que se expresa en la producción de diésel de alta calidad para el Plan de Descontaminación de Santiago (llamado “diésel ciudad”) y en la mantención de stock de combustible en episodios críticos, por ejemplo, ante la interrupción del flujo de gas natural desde Argentina y la sequía en Chile (2008), tras el terremoto de 2010, el abastecimiento del combustible especial jet A-1 en el Aeropuerto Arturo Merino Benítez desde enero 2012 a la fecha, y de 125.000.000 bbl correspondientes al inventario estratégico del país. Estas acciones tienen un alto costo financiero para la empresa, en tanto rigidiza su capacidad de adaptación a las condiciones descritas sin que haya habido, en la mayoría de los casos, compensación fiscal por ello.


Agregó que, lejos de lo que normalmente se cree, a pesar de que las plantas de ENAP son las únicas refinerías existentes en el país, éstas no son ni actúan como un monopolio, básicamente por dos razones: 


- Porque sus productos compiten siempre con la posible importación directa de combustibles refinados por parte de los distribuidores privados. 


- Porque ENAP no tiene capacidad en materia de fijación de precios, debido al carácter de commodities de los productos refinados. Así, sus productos se venden a precios internacionales.


Al no poder fijar precios de venta, por estar inserto en un mercado competitivo y con efectos sobre la población de alta sensibilidad, el negocio se sustenta en las siguientes premisas: 


- Capacidad de producir a costos inferiores a los precios finales de venta. 


- Capacidad de planificación comercial y financiera, a fin de prever los diferenciales entre los precios internacionales entre el momento de la compra de crudo y el momento de la venta final de combustible. 


- Capacidad de sostener una adecuada predictibilidad sobre los canales de distribución. 


- Sujeción a la normativa medioambiental en sus procesos.


El dirigente destacó que la empresa atraviesa una crisis en la que se conjugan distintos factores relativos a la falta de una política pública que le permita fortalecerse y proyectarse a futuro, por cuanto tiene un alto nivel de endeudamiento, asociado especialmente a los episodios críticos de 2008 aumentados por el círculo vicioso de las sucesivas renegociaciones de deuda. Existe una clara falta de inversiones y se hace imperioso incrementar la capacidad de exploración y producción. Asimismo, ENAP ha tenido rentabilidad negativa en el negocio de la refinación y carece de un modelo moderno de gestión de empresa pública en su relación con el Estado. 


Para salir favorablemente de la crisis, el dirigente gremial señaló que la Federación que representa ha instado estos años por hacer visible la crisis de la ENAP en el entendido que su solución no pasa sólo por el desarrollo de una buena administración de la compañía, sino que implica una definición de país, donde el conjunto de los actores generen un consenso sobre su futuro. En este empeño, comentó que han encontrado una alianza creciente con la administración de la compañía. No obstante, estimó indispensable que exista un pronunciamiento explícito del Gobierno y de los actores políticos. Los trabajadores del petróleo requieren que el Estado abandone su rol prescindente frente a la ENAP.


Consultado por la conformación de la actual deuda de la ENAP, ascendente a US$4.500 millones, explicó que ella se debe desglosar en dos componentes: deuda de largo plazo (60%) y capital de trabajo para financiar operaciones de corto plazo asociadas a acciones propias de la empresa, como compra de crudo (40%). La deuda de largo plazo es la más conflictiva y la que genera el mayor costo financiero.


Para solventar o amortizar la deuda, informó que se prepara una nueva emisión de bonos. Con lo que se recaude se pretende reestructurar los pasivos de la compañía. El problema es que esa colocación de bonos pude verse perjudicada por la circunstancia de que en marzo de 2012 la agencia clasificadora MOODY’S Investors Service rebajó la calificación de la deuda ENAP a Baa2, para enviar al mercado la señal de que requiere una inyección directa de capital por parte del Gobierno de Chile. Esta situación había sido anunciada por la agencia clasificadora Fitch Ratings en el mes de enero, cuando advirtió que la pasividad del Estado frente a la ENAP podría derivar en una rebaja en la calificación de la deuda de la compañía.


En opinión de los trabajadores, se debe evitar que se repita el círculo de la rentabilidad social en desmedro de la empresa. Los proyectos sociales deben ser financiados vía Ley de Presupuestos de la Nación. El subsidio para el gas en Magallanes debe ir para ENAP y no para los distribuidores privados, ello por cuanto ENAP gasta sus esfuerzos en extraer gas para METHANEX y la ciudad, mientras los CEOP extraen petróleo crudo para venderlo a ENAP.


El personero coincidió con el Gerente General de la ENAP, en cuanto a que es necesario avanzar en exploración y producción para reponer y acrecentar las reservas y yacimientos, como, por ejemplo: entrar en nuevas cuencas a nivel mundial (México y Colombia). La exploración y producción en el extranjero han sido un buen negocio para ENAP que debe complementarse con otras acciones, a saber: certificación de las reservas de gas y petróleo no convencional en Magallanes; detener y retrotraer la entrega de nuestros yacimientos a empresas extranjeras que terminan vendiendo a la ENAP su propio petróleo y gas, mediante el mecanismo de CEOP, y desarrollar un plan de inversiones a corto plazo para renovar equipos y mejorar capacidad. Fue enfático al señalar que los sindicatos del petróleo rechazan la privatización de los yacimientos de la cuenca de Magallanes.


Otras medidas que ayudarían a superar la rentabilidad negativa del refinado, son las siguientes:


- Contener y disminuir los costos de energía, haciendo efectivos los contratos con BG en la planta GNL Quintero a contar de 2013. 


- Desarrollar la planta cogeneradora a gas que entregará energía barata y limpia a la Refinería Aconcagua. 


- Eliminar de forma inmediata el arancel de 6% a las importaciones de crudo. Como Chile grava la importación de crudo africano y mexicano ENAP está obligada a comprar crudos más caros, lo que aumenta sus costos. Esta solución es urgente y no puede esperar la desgravación gradual de la reforma tributaria del gobierno. Su sola implementación dejaría a nuestras refinerías con números azules, evitando mayores pérdidas y deudas.


- Integrar la empresa y asumir la tarea de venta directa de combustibles. Chile es el único país del mundo que limita el desarrollo de su propia empresa petrolera, si bien se está avanzando en la venta directa de diésel industrial en la zona central. 


- Establecer una norma ambiental distinta para el diésel industrial para expandir este negocio, abaratar los costos de energía para esta industria y fortalecer la especialización de la producción. Hoy existe una norma para diésel destinado a la Región Metropolitana y otra para el que se vende en el resto del país. Es indispensable homologar el diésel vehicular con los más altos estándares vigentes hoy en la RM, y diferenciarlo del diésel industrial.


ENAP, dijo, requiere una reforma estructural a su gobierno corporativo. Se necesita un directorio que se dedique a la empresa de forma profesional y permanente, terminando con el conflicto de interés que se produce con los representantes externos en el actual consejo. Además, se debe institucionalizar la representación de los trabajadores.


Esta empresa se debe constituir en la columna vertebral de la Estrategia Nacional de Energía, para lo cual debe mantener su carácter de empresa estatal y potenciar sus yacimientos en Chile y el mundo, incorporándose de forma agresiva a la explotación de yacimientos no convencionales para asegurar la sustentabilidad energética del país en las próximas décadas. 


Al finalizar, sostuvo que la inversión en investigación y desarrollo permitirá impulsar la generación de nuevas formas de energía, como la geotermia o los biocombustibles, en las que ya está trabajando y fortaleciendo su logística y capacidad de distribución, por lo que podrá servir de herramienta social en las zonas aisladas (Aysén, Magallanes, Arica).


En una segunda audiencia a la que fue invitado, el Presidente de la FENATRAPECH, luego de advertir que respecto de diversos puntos existía consenso con la administración de la empresa, se refirió a las tareas y acciones que deben ser asumidas para superar la actual situación de la ENAP.

En el corto plazo, dijo, resultan fundamentales los siguientes cometidos: acceder a crudos más baratos, para lo cual es urgente e indispensable la desgravación del arancel de 6% que se aplica a la importación de crudos; optimizar los procesos productivos y de comercialización; mejorar las condiciones de suministro de energía a los procesos industriales de la empresa; capitalizar la ENAP con la pronta inyección de dineros frescos (y no sólo mediante emisión de bonos que implican nueva deuda), y certificar las nuevas reservas de hidrocarburos.

En este sentido, destacó que los sindicatos apoyan las acciones emprendidas por la administración de la ENAP para cumplir esos objetivos, e hizo presente que con anterioridad se ha planteado el hecho de que la empresa no compite en igualdad de condiciones con otras compañías del rubro, pues no se le permite ingresar en el mercado del retail minorista, y tampoco abastece los requerimientos de combustibles de las Fuerzas Armadas (que ha sido contratado con la COPEC).


En el mediano plazo, sostuvo que es esencial fortalecer la inversión en nuevas reservas en Chile y el extranjero; establecer un nuevo gobierno corporativo para la ENAP; integrar la empresa al conjunto de la actividad, incluyendo la distribución minorista; detener la entrega de los CEOP 2010 y revisar dicha política, y buscar una política de capitalización permanente y eficiente para la empresa. Estas tareas requieren un debate del conjunto de la sociedad chilena, con participación de organismos estatales.


Consultado por la necesidad de eliminar el arancel del 6% a la importación de crudo, dijo que esta barrera le impide a la empresa acceder a crudos más baratos y mejorar sus márgenes. Se trata de un problema que sólo afecta a la ENAP, ya que la importación de combustible refinado no está gravada y el Fisco hoy recauda $0 por este concepto. En este sentido, indicó que a pesar de la convicción que ha mostrado la empresa en cuanto a la urgencia de adoptar una decisión acerca de este arancel el Gobierno no ha manifestado voluntad en la materia, limitándose a la desgravación paulatina general propuesta en la modificación tributaria. Esta falta de iniciativa sólo perjudica a la ENAP y favorece a las empresas que pueden importar combustible directamente (como la COPEC o ENEX). De allí que sea fundamental que el Gobierno envíe un proyecto de ley específico que desgrave de forma inmediata la importación de crudo.

En lo que atañe a la capitalización inmediata de la ENAP para restructurar la deuda, reiteró que a principios de 2012 la agencia clasificadora Fitch Ratings advirtió que la pasividad del Estado de Chile frente a la situación financiera de la ENAP podría derivar en una rebaja en la calificación de la deuda de la compañía. Algunos meses después de esta advertencia la agencia clasificadora Moody’s rebajó la calificación de la deuda de la ENAP para enviar una señal al mercado en orden a que la empresa requiere una inyección directa de capital por parte del Gobierno de Chile. No basta con emitir bonos de nueva deuda, sino que se necesita la inversión de recursos frescos por parte del Estado que permitan reestructurar su deuda y bajar los costos financieros.

Acerca de la Cuenca de Magallanes, el personero estimó que es absolutamente viable y aseguró que posee reservas en petróleo y gas no convencional. Como el precio actual del gas en Punta Arenas no incentiva la exploración, resulta urgente avanzar en la certificación de reservas y en el desarrollo de nuevas tecnologías para extracción de hidrocarburos no convencionales, como el shale y el tight gas. A este respecto, enfatizó que este esfuerzo no puede depender exclusivamente de la ENAP, sino que exige una mirada estratégica del Estado. En opinión del Presidente de la FENATRAPECH, aun tratándose de cifras de inversión de esa magnitud, certificar la existencia de reservas de gas no convencional y su viabilidad en Magallanes permitiría aumentar inmediatamente los activos de la empresa; dar certeza sobre su viabilidad futura, y planificar y desarrollar la incorporación de dicho gas a la matriz energética nacional a costos más baratos que los actuales precios de importación. Así, afirmó, entrar de lleno en la exploración y eventual explotación de gas no convencional es parte de la solución de la crisis de la ENAP y no sólo la realización de un negocio más.

Ante una pregunta surgida en el seno de la Comisión referida a la exploración y producción en el extranjero, el dirigente de los trabajadores indicó que es un buen negocio para la ENAP, pues se trata de yacimientos rentables para la empresa que, además, han asegurado la disponibilidad de crudo o de divisas. A favor de esta actividad empresarial de la ENAP juegan su prestigio, capacidad técnica y su experiencia en labores “costa afuera”. Dada la necesidad de garantizar el suministro energético del país la ENAP debe ir donde los hidrocarburos estén. Por la razón expuesta se debe integrar la empresa, para que pueda asumir la venta directa de combustibles a las personas: la distribución directa añade competencia a un mercado altamente concentrado y le entrega una herramienta al Estado para la gestión del suministro en zonas extremas.

Respecto a la modernización del gobierno corporativo de la ENAP, sostuvo que debe tratarse de una verdadera reforma estructural que garantice un directorio de carácter profesional dedicado a la empresa de manera permanente. Sobre el particular, consideró que se debe precaver el surgimiento de conflictos de interés que resten transparencia a los procesos de toma de decisiones al interior de la compañía. Además, se debe institucionalizar la representación de los trabajadores.

Por último, el Presidente de la FENATRAPECH insistió en la urgencia de capitalizar la empresa para su desarrollo futuro y en que debe mantenerse dentro de la propiedad del Estado, para lo cual es relevante transparentar contablemente su rol social y mantener su integridad orgánica.

Al concluir propuso los siguientes pasos como agenda para resolver el problema de la ENAP: diagnóstico de la situación; rol de la ENAP; plan estratégico; nuevo diseño de gobierno corporativo, y capitalización.

d. Exposición del Presidente del Sindicato de Trabajadores de ENAP Magallanes

Este personero se refirió al potencial de shale gas en territorio chileno.


Al respecto, dijo que ese potencial sería de 64 TCF (trillones de pies cúbicos), esto es, una cantidad que permitiría resolver todas las necesidades energéticas del país para el largo plazo, atendido que el consumo anual es de sólo 0,1 TCF. Sin embargo, para que el negocio reditúe al Estado es imprescindible que se adopten decisiones a la brevedad, antes que los privados (que estarían esperando contar con la certificación de reservas para empezar a operar).


Consultado acerca de su parecer respecto de los contratos especiales de explotación de petróleo (CEOP), planteó que se debe detener la entrega de recursos estratégicos a los privados. Los hidrocarburos (y el litio) son tratados por nuestra normativa constitucional en términos tales que su explotación en exclusividad por parte del Estado es la norma general y los CEOP, por su propia naturaleza, una excepción.

Sobre este punto, informó que varios de estos contratos (celebrados en el año 2007) fueron devueltos, ya que las empresas extranjeras que ganaron las respectivas licitaciones prefirieron concentrarse en la producción de crudo que luego venden a la propia ENAP. El Sindicato ENAP Magallanes, dijo, ha advertido en varias ocasiones a la Contraloría sobre el peligro de estas operaciones para los intereses patrimoniales del país.
En cuanto a los CEOP Magallanes del año 2010, indicó que implicaron la entrega de cinco bloques adicionales en áreas donde la ENAP está trabajando hoy, con capacidad instalada en funciones, de modo que, en su opinión, ello consolida la total desnacionalización de los yacimientos de petróleo y gas de Chile.
Al finalizar indicó que los trabajadores del petróleo han señalado desde un principio que los CEOP son un pésimo negocio para Chile. Estos contratos se suscriben sin evaluar el resultado de los procesos anteriores y el beneficio que han reportado para el país.

e. Exposición del Gerente de Refinación y Comercialización de la ENAP

En materia de insumos energéticos que la ENAP requiere para sus procesos industriales, motivo de especial preocupación de la Comisión, el Gerente de Refinación y Comercialización dijo que la empresa tiene un costo variable de casi US$10 por barril. La energía equivale a 1/3 de los costos variables y el resto corresponde a gas natural y costos asociados a él. En el estado de resultados la ENAP paga US$240 millones en costos financieros para pagar intereses de deuda, sin amortizar.

El ejecutivo comentó que de la deuda total de la ENAP (aproximadamente US$5.000 millones), hay cerca de US$1.000 millones que corresponden a capital de trabajo. Ello, porque la ENAP tiene reservas provenientes de la compra de crudo por US$600 millones y tiene productos terminados por otros US$600 millones, lo que permite que en caso de, por ejemplo, un terremoto, el país pueda contar con combustible para cerca de un mes.

Actualmente, dijo, la empresa se está empobreciendo a raíz del negocio de refinación porque éste es de alto volumen pero de baja rentabilidad y mucha rotación. De allí es que, en su opinión, la solución del problema a futuro se relaciona más con contratos de energía baratos que ya están y que comenzarán a regir desde 2013. Las cifras contables mejorarán, independientemente de los proyectos a largo plazo. Ello ocurrirá, precisó, porque la ENAP usa como precio de paridad la alternativa del mercado más líquido y cercano a Chile, a saber, el de la Costa del Golfo de México de Estados Unidos. De manera que se compite con esas refinerías que son las mejores del mundo: en primer lugar, porque en ese mercado se transa el 20% de todos los productos del mundo y tiene energía de gas a US$5 el millón de BTU (Chile lo tiene a US$18) y, en segundo lugar, porque tienen acceso a todos los crudos del mundo sin arancel.

Cuando se habla de una ENAP atada, agregó, lo que se quiere significar es que al existir un arancel de 6% a pagar por la importación de crudos no se trata sólo de los US$60 millones de pérdida anual, sino de la proyección estratégica del país. Si los pocos países a los cuales se les compra crudo se pusieran de acuerdo para no venderle a la ENAP, la empresa dejaría de abastecer al 65% de la demanda de energía del país. Si esos mismos vendedores acordaran subir el precio del crudo, ENAP igual tendría que comprarlo y soportar las pérdidas. 

El personero explicó que en un escenario donde el precio del gas es más bajo que lo que cuesta explorarlo o extraerlo, donde además la empresa realiza estas actividades sin recuperar la inversión, existe un menor incentivo y, por ende, una probabilidad más baja de encontrar gas mediante un aumento en los niveles de exploración. Esto coloca en riesgo el suministro futuro de gas para la ciudad de Punta Arenas, si la ENAP ya no fuera capaz de seguir financiando la exploración.

La eliminación del arancel de 6% a la importación de crudos es fundamental para el negocio de refinación, por cuanto si se tiene un barril de petróleo a US$100 la empresa parte pagando US$6 por barril. Cualquier refinería en el mundo que sea competitiva tiene un margen de US$4 a US$5, entonces al pagar US$6 por concepto de arancel ya se pierde cualquier posible margen y, consecuencialmente, competitividad. Cuando el producto refinado se vende al privado no se puede cobrar esa diferencia.

En directa relación con lo anterior, reiteró que el problema energético es el que más afecta a la ENAP. La forma de crecer en un plan estratégico de negocios en el caso de la refinación, es seguir ampliándose.
f. Exposición de los representantes de la

Asociación de Distribuidores de Combustibles de Chile (ADICO)

En primer término, hizo uso de la palabra el Presidente de la Asociación.


Luego de agradecer la invitación, señaló que nuestro país siempre ha sido deficitario en combustibles líquidos. Por esta razón es un importador neto con internaciones que alcanzan el 98% de los requerimientos nacionales, en circunstancia que la extracción en nuestro país no supera el 2%. En este sentido, la ENAP es la única empresa que posee refinerías y el único oferente de combustibles líquidos en el país.


El mercado, dijo, está concentrado en pocas empresas, por lo cual tiene un carácter oligopólico. La participación de las compañías mayoristas que intervienen, considerando todos los productos, es la siguiente: COPEC, con el 63%; SHELL, con el 15%; PETROBRAS, con el 9%; TERPEL, con el 9%, y además cuatro o cinco empresas menores con el 4%. Agregó que de ser aprobada por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia la venta de TERPEL Chile (que pertenece a COPEC) al Grupo Quiñenco S.A., éste aumentaría su participación al 24%. De lo contrario COPEC controlará el 72% del mercado. Lo anterior muestra la altísima concentración que existe en el mercado de hidrocarburos en Chile.


Enseguida, precisó que la distribución de combustibles se divide en dos canales de comercialización:


Por una parte, el canal minorista constituido por las estaciones de servicio que atienden público en general y que corresponde aproximadamente al 35% del volumen país. El personero destacó que existen alrededor de 1.500 estaciones de servicio, el 10% de las cuales son administradas por distribuidores minoristas (dueño individual o empresa familiar) y el 90% restante de propiedad de las grandes compañías distribuidoras (que las explotan directamente o por un distribuidor consignatario o arrendatario). Lo anterior explica que exista una alta tasa de verticalidad de mercado y una significativa rotación de distribuidores.


La gasolina de todos los octanajes, añadió, está afecta a un impuesto específico de 6 UTM por metro cúbico. El diésel está afecto a un impuesto específico de 1.5 UTM por metro cúbico. El kerosene no paga impuesto específico. Advirtió el personero que dado que los consumidores de diésel son generalmente pequeños empresarios del transporte que pueden utilizar parte de este impuesto como crédito, los tributos que el país obtiene por el impuesto específico (que ascienden anualmente a casi US$2.000 millones) sólo lo pagan las personas o consumidores minoristas.


Por otra parte, el canal industrial que atiende las necesidades de combustibles de industrias de las distintas áreas de la economía (minería, transporte, industria eléctrica, forestal, agrícola, pesquera). En este tipo de venta intervienen sólo las compañías mayoristas, las cuales recuperan el impuesto específico a los combustibles porque lo devengan al igual que el IVA. Las pequeñas industrias, tales como panaderías, curtiembres, edificios y otras, se abastecen a través de peerless (camiones estanque particulares) que le compran directamente a las compañías mayoristas.


La venta a organismos públicos se efectúa  esencialmente por este canal de distribución en forma directa a las instituciones, en instalaciones propias o por almacenamiento (storage) en estaciones de servicios. Actualmente, dijo, las empresas mayoristas también compiten con el sector que representa ADICO, mediante las tarjetas “flota empresa”, lo que reduce la comisión de los distribuidores.


En este punto intervino el Vicepresidente de ADICO para precisar que el peerless consiste en un mercado informal muy complejo, que carece de fiscalización e incurre en una serie de prácticas ilegales, como la evasión tributaria y la mala calidad de los combustibles que venden con la consiguiente contaminación ambiental. Si bien se ha tratado de terminar con estas prácticas por la vía judicial hasta hoy ha sido imposible.


El personero agregó que hasta antes que el mercado de los combustibles se liberalizara COPEC, que era una empresa estatal, tenia garantizado el 50% del mercado. ESSO y SHELL no podían superar dicho porcentaje y de hacerlo debían pagarle a COPEC el diferencial. El problema es que tras la privatización del mercado de los combustibles que sólo incidió en la distribución mayorista, los minoristas fueron perdiendo terreno porque tenían contratos de amarre con las diferentes compañías, lo que finalmente terminó por ahogarlos y los obligó a vender a las mismas compañías mayoristas (por eso estas grandes empresas son dueñas del 90% de las distribuidoras).


Retomando su exposición, el Presidente de ADICO recalcó que su sector está en una situación deprimida porque los contratos que tienen con las distintas compañías no les son favorables, atendido que les pagan una comisión muy marginal.


El Honorable Senador señor Prokurica preguntó por la cantidad de combustible que se distribuye en las estaciones de servicio y que se vende por las otras vías, así como el margen que tienen los distribuidores. Estas cuestiones son relevantes, dijo, dado el interés manifestado por la FENATRAPECH de participar en este mercado.


Además, consultó si la ADICO está en condiciones de comprar combustible en el extranjero. Recordó sobre el particular que si bien existe libertad para importar combustible y venderlo, en la práctica la libre importación se torna imposible por razones de infraestructura de almacenamiento (con la que sólo cuentan ENAP y COPEC).


Finalmente se mostró interesado en saber si la Asociación tenía algún nexo con la ENAP, y requirió a su representante la opinión de los distribuidores minoristas respecto de la posibilidad de que la empresa petrolera pública se sumara a la distribución de combustibles en el país, alternativa que podría ayudar a paliar su deterioro patrimonial.


El Honorable Senador señor Gómez coincidió con los personeros de la ADICO en cuanto a la relevante concentración que se verifica en el mercado de los hidrocarburos, la que al parecer tiende a aumentar. De allí la importancia de recabar información relativa a los márgenes que experimenta el precio del producto a partir de los distribuidores, ya que existe la idea de que la ENAP intervenga en el mercado para beneficiar al usuario en el precio final.


La Honorable Senadora señora Allende consultó a los representantes de la ADICO respecto del mecanismo utilizado para que las FF.AA. se abastezcan por la COPEC y no por la ENAP.


El Vicepresidente de la ADICO se refirió, en primer lugar, a la importación de combustibles. Efectivamente, dijo, existe libertad para importar, pero los únicos con capacidad para almacenar son la ENAP y la COPEC, de modo que en la práctica no se da tal libertad.


Sobre la debilidad financiera de la ENAP sostuvo que en su opinión obedece, entre otras causas, a la circunstancia de que esta empresa entrega el combustible a las compañías distribuidoras mayoristas con un crédito a quince días. Esto ha permitido a las grandes distribuidoras desde hace años trabajar con una caja enorme, merced a lo cual pudieron ampliar sus líneas de distribución. Contar con ese crédito gratis significa para las grandes compañías que el 50% de cada litro de combustible que compran a la ENAP queda como caja, pues constituye un activo a su favor. Para los pequeños distribuidores esta situación importa una competencia desleal, porque deben pagar al día el combustible que compran. Cabe recordar que en Chile existe libertad para producir e importar combustibles, por lo que para determinar sus precios, la ENAP considera los precios de las importaciones de productos desde el exterior. La ENAP mantiene una política de precios basada en el seguimiento semanal de la paridad de importación, correspondiente a la mejor alternativa de costos que enfrente un importador para traer un producto a Chile desde un mercado de referencia. En la actualidad, éste es el de la costa estadounidense del Golfo de México.


El personero consideró que el negocio mayorista quizá no sería tan lucrativo si la ENAP le entregara a los mayoristas el combustible en las mismas condiciones en que éstos se lo entregan, a su vez, a sus distribuidores minoristas. Toda esa recaudación de dinero, sólo por concepto de intereses ganados en el sistema financiero, permitiría a la ENAP obtener utilidades.


El personero destacó que el impuesto específico sólo lo está pagando el 24,7% de las empresas mayoristas, en relación al consumidor de gasolina que paga 6 UTM por metro cúbico. Este impuesto, indicó, fue creado para afrontar los efectos del terremoto del año 1960, y luego del terremoto del año 1985 se incrementó su tasa. Pero hoy es un impuesto que no cumple las funciones para las cuales fue creado. Sin embargo, lo está pagando en un 80% la gasolina y, por ende, las PYMES que son las que más consumen, a diferencia de las grandes empresas que consumen diésel (éstas recuperan el impuesto y generan más contaminación).


En cuanto a los márgenes del negocio de distribución, el Presidente de la entidad señaló que para los distribuidores pequeños la comisión es de $4 a $5 en el diésel y de unos $6 en gasolina. Tratándose del público en general, los márgenes llegan a los $12 ó $14. No son rentabilidades atractivas, aunque sí hay una alta rentabilidad para las grandes empresas que controlan el mercado. Siendo un mercado complejo, agregó, si se observan los precios de la ENAP se colige que aplicados los descuentos pertinentes al distribuidor minorista le queda muy poco margen por litro. Esta es una consecuencia de la actual profundidad que ha adquirido el mercado en sentido vertical.


Refiriéndose a la calidad de los combustibles, el personero estimó que las modificaciones que se introdujeron a las normas en la materia buscaron mejorar los productos derivados de la refinación en Chile para que fueran más competitivos, y para cumplir con una estrategia de mercado que permitiera mantener a la ENAP como la principal refinadora ante la llegada de otros actores con buenos productos a precio razonable.


En cuanto a la entrada de la ENAP en la distribución directa de combustible, el personero lo estimó conveniente y necesario: además de ser una manera de regular precios, crearía mayor competencia en el mercado. El problema para que entre una nuevo actor al negocio es que se debe tener instalada una cadena de distribución, lo que actualmente es muy difícil.


En lo que atañe al abastecimiento de las FF.AA., dijo que -según sus antecedentes- históricamente siempre le correspondió a la COPEC entregar el suministro para cubrir las necesidades de las instituciones de la Defensa por intermedio de la Central de Abastecimiento del Estado. Con la liberalización del mercado de los combustibles dicha empresa mantuvo a estos clientes, porque había celebrado contratos de largo plazo con ellos.

3) Oficios requiriendo información adicional


A raíz de la discusión suscitada en relación con la materia sobre que versa este informe, la Comisión acordó oficiar a las siguientes autoridades recabando antecedentes adicionales:


- Al señor Contralor General de la República, a fin de solicitar la remisión de la información que obra en poder del organismo contralor en materia de contratos especiales de operación relativos al petróleo suscritos por el Estado de Chile.


- Al señor Ministro de Defensa Nacional, para la remisión de antecedentes referidos a la provisión de petróleo y otros hidrocarburos necesarios para las Fuerzas Armadas, los proveedores de esos elementos y los montos involucrados en los contratos de adquisición. Además, se solicitó remitir copia de las bases de licitación y de los contratos de adquisición de tales insumos suscritos en los años 2009, 2010, 2011 y 2012. Esta solicitud de información fue reiterada, para lo cual se ofició al efecto.

- Al señor Ministro de Energía para informar acerca de las alternativas que ese Ministerio ha considerado en lo que concierne a la reforma del gobierno corporativo de la ENAP. Esta solicitud de información fue reiterada, oficiándose también al efecto.


- Al Gerente General de la ENAP solicitándole remitir antecedentes de detalle acerca del nuevo contrato suscrito con British Gas, que reemplaza el celebrado con esta misma empresa en 2007.


Cabe señalar que a la fecha de elaboración de este informe se ha recibido respuesta de la solicitud formulada al señor Contralor General de la República, quien respondió mediante oficios N°s. 48.738 y 68.476, de 9 de agosto y 31 de octubre de 2012, respectivamente. También, se ha recibido respuesta de la petición formulada al señor Ministro de Defensa Nacional, quien informó mediante oficio N° MDN.SS.FF.AA. DAI/DPI/RSMA N° 6613, de 10 de octubre de 2012. Igualmente, el personero de la ENAP consultado respondió por oficio reservado N° 46, de 9 de enero de 2013.

- - -

DEBATE EN LA COMISIÓN

Al término de las exposiciones los miembros de la Comisión hicieron diversos alcances y observaciones críticas a lo aseverado por los personeros consultados.


La Honorable Senadora señora Allende, luego de destacar especialmente el significativo rol social que cumple la ENAP no sólo en Magallanes, sino en todo el país, incluso con menoscabo de su propio patrimonio, tanto respecto de la mantención del stock de combustible en la crisis con Argentina, como también en la producción del diésel de calidad para la Región Metropolitana y su plan de descontaminación, entre otros muchos aportes. Enseguida, se preguntó por las razones que pueden explicar haberle negado a esta empresa participar en el negocio de distribución de combustibles. A su juicio, esta es una situación que debería ser revisada para mejorar la posición de mercado de la ENAP.


Enseguida, manifestó su inquietud en relación con la forma en que se han desenvuelto los contratos especiales de explotación de petróleo, en circunstancia que a algunos de ellos se les ha puesto término abruptamente por las empresas contratantes. Asimismo, expresó su preocupación por los montos exactos que se requieren para cumplir cabalmente con la urgente capitalización de la ENAP.

En relación con lo anterior, y luego de advertir la necesidad de que el Ministerio de Hacienda proponga alternativas de solución, planteó dos posibles vías al efecto: por un lado, estimar a la ENAP como una empresa estratégica para Chile de modo que el Estado se responsabilice por ella y, por otro, considerarla como una empresa más sin función social alguna.


Además, manifestó su inquietud respecto del hecho de que la provisión de combustibles de las Fuerzas Armadas esté entregada a la empresa COPEC, sin que la ENAP pueda participar en este relevante negocio. Asimismo, llamó la atención acerca de la circunstancia de que los ciudadanos puedan comprarle a PETROBRAS, que es una empresa pública extranjera, y no a la ENAP. 


La señora Senadora solicitó al representante del Ministerio de Energía expresar ante el Gobierno que si hay decisión de darle a la ENAP proyección, entonces no bastan sólo recursos frescos, sino que debe existir algún grado de capitalización y voluntad clara del Ejecutivo para proveer financiamiento.


Por último, se mostró proclive a estudiar un nuevo modelo de gobierno corporativo para esta empresa petrolera, pero bajo la condición de que tal modelo sea coherente con el diagnóstico de la situación exacta por la que atraviesa la compañía, de las causas de sus dificultades financieras y una planificación de largo plazo que fundamente su desarrollo futuro como empresa estratégica y pública.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que el debate relativo a la situación financiera de la ENAP se radicó en esta Comisión para hacer una propuesta acerca de cómo se puede resolver lo que consideró una tarea de Estado, a saber, que la ENAP se transforme en una empresa de energía (que no sólo esté supeditada a su actual actividad). Para lograr lo anterior se debe precisar, entre otros aspectos, cuál es el monto de recursos que hay que invertir para capitalizar la empresa; qué implica el proceso de certificación de nuevos yacimientos de hidrocarburos en términos económicos y financieros para el Estado; en qué se diferencian y qué razones justifican las diferencias entre los negocios que corresponden a una empresa petrolera estatal de una privada, y cómo puede articularse la representación de todos los actores involucrados al interior de un nuevo gobierno corporativo para la ENAP.


El señor Senador si bien fue partidario de remover los obstáculos que entorpecen la capacidad de la ENAP para participar en igualdad de condiciones en el mercado petrolero con los restantes actores públicos y privados, nacionales y extranjeros, indicó que ello exige previamente sincerar las cifras negativas que desde el punto de vista financiero exhibe la compañía.


A continuación, hizo hincapié en dos aspectos que deben ser analizados en detalle, a saber, los motivos que justifican que la provisión de petróleo y otros hidrocarburos necesarios para las Fuerzas Armadas haya sido contratada con empresas proveedoras del sector privado en desmedro de la ENAP, y las capacidades tecnológicas y económicas efectivas de esta empresa pública para desarrollar tareas de investigación, exploración y, eventualmente, explotación de combustibles fósiles no convencionales, como los denominados shale y tight gas (que estarían disponibles en la Región de Magallanes).

El señor Senador reiteró la necesidad de considerar a la ENAP como una empresa nacional de energía, y no sólo como una compañía petrolera. A esta empresa, arguyó, se le exige responsabilidad ante las necesidades del país, pero el Estado a su vez no le reconoce su rol social. Así, se le exige a la empresa actuar como si fuera privada, en circunstancias de que ella debe seguir cumpliendo exigencias públicas y sociales. Por tal razón, se debe establecer el criterio de que es el Estado el responsable de una empresa estatal, y no sólo para los efectos de su financiamiento, sino que también para generar un tratamiento distinto. Por de pronto, si se pagan US$240 millones de intereses al año más US$60 ó US$70 millones de pérdida anual, se podría hacer un esfuerzo para reducir la deuda en más de US$400 millones, de allí es que sea primordial resolver el asunto desde el Estado.


El señor Senador reiteró que un punto relevante es determinar cuál es el sentido de una empresa del Estado que debe cumplir un rol distinto al de una privada. En su opinión la ENAP debe transformarse en una empresa nacional de energía. El proyecto de gobierno corporativo debe recoger este concepto, pero no comparte la idea de replicar el modelo que se estableció a propósito de CODELCO.


En lo concerniente al gas de Magallanes, afirmó que no se puede pensar en que la ENAP pierda capital a consecuencia del subsidio que se da al consumo de la gente en esa zona. Lo que ocurre es que la ENAP le vende el gas a precio vil a las empresas, de manera que es necesario establecer una relación comercial que cautele los intereses del Estado, siendo a su juicio tarea del Ministerio de Energía replantear esa relación.


El señor Senador advirtió que las deudas de la ENAP se sirven en el mercado común y, por tanto, los intereses que se pagan son altísimos. A su juicio esto es un despropósito. Lo razonable sería que se le presten los recursos necesarios por parte del mismo Estado.

El Honorable Senador señor Orpis abogó por la urgencia de contar con un plan estratégico para la ENAP, porque si bien la empresa se puede sanear desde el punto de vista financiero, ese saneamiento debe tener un sentido conceptual claro para lo futuro.

El señor Senador indicó que, en las circunstancias actuales, la empresa está entrampada: su deuda no le permite crecer. Empero, dijo, si bien la situación de sus pasivos es grave no es el problema de fondo. El punto crucial es el de la viabilidad de la compañía, porque puede renegociarse la deuda mas ello debe tener un propósito. Este aspecto al señor Senador le parece que falta en la discusión.


Enseguida, distinguió entre las cosas permanentes y aquellas urgentes. Respecto de éstas últimas, estimó urgente acometer la situación económica de la ENAP. Este tema, dijo, es político y no técnico: la discusión sobre la existencia o no de aranceles es político. Quizás el Ejecutivo tiene dudas acerca del apoyo parlamentario que tendría una iniciativa de ese tipo. De allí es que sea relevante que el Ministerio de Hacienda defina en qué proyecto se va a plantear la eliminación de este arancel y determine el instrumento mediante el cual se procederá a eliminarlo. En su opinión una iniciativa de este tenor contaría con el respaldo del Congreso, de modo que no sería necesario seguir especulando en torno a la cuestión política y demorar más la solución.


En cuanto al gas de Magallanes, señaló que desde un punto de vista conceptual debiera ser indiferente el instrumento por el cual se otorga el subsidio. Se trata de una zona geopolíticamente estratégica, por lo que es lícito que el Estado en determinadas condiciones la subsidie. Pero tal subsidio no puede operar a costa del resultado operacional de una empresa del Estado como la ENAP, debilitada financiera y contablemente. Una iniciativa que propusiera un subsidio directo al gas también contaría con el respaldo político necesario. Tampoco es oportuno dilatar más la solución a este asunto.


El Honorable Senador señor Prokurica, coincidiendo en la urgencia de despejar la realidad patrimonial de la compañía con cifras claras, sostuvo que así como la ENAP explora y explota yacimientos en el extranjero sería conveniente que lo hiciera también en el territorio nacional, tanto tratándose de yacimientos convencionales como no convencionales, si se establece con estudios técnicos consistentes la existencia de tales depósitos.


Por otra parte, el señor Senador no descartó la posibilidad de modificar la naturaleza de la propiedad de la ENAP si ello le permite resolver su estado financiero actual. En este sentido, arguyó que las pérdidas financieras que acreditan sus estados contables no son de reciente data, sino que se vienen generando desde hace años. En todo ese tiempo de ineficiencia financiera, dijo, la empresa ha sido de carácter estatal.


Enseguida, recordó que en diversas oportunidades ha pedido personalmente a los ejecutivos de la ENAP dirigir su atención hacia la existencia de hidratos de gas submarino frente a las costas del territorio continental, sin que hasta la fecha haya observado alguna acción en este sentido.

El señor Senador señaló que hay algunas alternativas en energías renovables no convencionales que la ENAP podría explorar, especialmente en geotermia, para aprovechar la importante inversión en sondaje que ha hecho la compañía.


Motivo de su especial preocupación fue establecer si se reconoce alguna responsabilidad de la empresa en su situación actual.

Respecto del gas en Magallanes, compartió lo planteado por el Senador señor Orpis. La ENAP, dijo, no es la empresa indicada para hacer una labor social ni en esa región ni en el resto del país, por cuanto su objetivo es otro. Una de las causas que explica parte de la generación de la deuda de esta compañía obedece a esta labor social que ha cumplido en Magallanes. El consumo de gas domiciliario es bajo y, por ende, si bien la rebaja del arancel de 6% a la importación de crudo debe establecerse, la ENAP también debe hacer un esfuerzo para que el volumen sea de tal nivel que el consumo en Magallanes sea una parte menor del negocio. El señor Senador destacó que la rebaja del citado arancel no debiera tener mayores complicaciones en el Ministerio de Hacienda, dado que la recaudación por este concepto es cero, es decir, no le significa menores ingresos al Fisco.

- - -

Cabe consignar que el Gerente General de ENAP respondió que la preocupación por una visión estratégica y de largo plazo de la ENAP era recurrente. A su juicio, es una inquietud de la mayor importancia de la cual no ha estado ajena la administración de la compañía. En tal sentido, dijo, existe un plan estratégico fundado en la viabilidad de la empresa. A diferencia de lo que se pudiera creer no es tanto lo que se debe invertir en ella: se trata más bien de adecuarla para que sus funciones y tareas institucionales sean proporcionales al tamaño de su negocio.

Por otra parte, subrayó que la ENAP en los hechos ya se comporta como una empresa nacional de energía e, incluso, es un actor relevante en materia de gas natural licuado (GNL). Gran parte de la generación térmica se produce con el gas de la ENAP. Esta es una línea de negocio que se está expandiendo y que en el futuro será fundamental en la gasificación del país. Además, informó que la ENAP tiene un proyecto de central térmica que cuenta con el apoyo de connotados ambientalistas, así como de una generadora a gas natural.

Respecto a la posición del Ministerio de Hacienda, sin arrogarse su representación y pensando sólo en el modo en que se aproxima al problema, el personero comentó que para esta Cartera la deuda de la ENAP desde el punto de vista de las finanzas públicas constituye gasto corriente y no inversión. Eso explica que la decisión final de este asunto sea política.

En su opinión, si al menos se igualaran las condiciones tanto respecto de la compra de crudo sin arancel, cuanto del precio de venta del gas de Magallanes (para que sea equivalente al valor que tiene en el resto del mundo), ENAP se volvería mucho más viable y tendría flujos operacionales independientemente del pasivo que soporta.

Respecto a quién corresponde certificar el potencial de reserva de gas no convencional, el Gerente General de la empresa indicó que es un proceso que recién se ha iniciado con el tight gas de manera que el próximo año podría existir más información.

Por su parte, en lo que concierne a la responsabilidad de la propia empresa en su situación patrimonial, el representante de FENATRAPECH indicó que efectivamente la ENAP tiene parte de responsabilidad, pero en distintos estamentos (por ejemplo, en el proyecto de lago Mercedes la empresa tuvo que desistir por su incapacidad tecnológica).

En cuanto a los CEOP, expresó que han solicitado revisar si la entrega de bloques correspondiente a los años 2007 a 2011 fue un buen negocio para el Estado y para la ENAP. La Contraloría General de la República, requerida sobre el particular, aún no ha contestado.

El dirigente sindical explicó que si bien como empresa se han cometido errores, varios de ellos derivan de la falta de un gobierno corporativo claro que identifique perfectamente el mandato con que se cuenta.

- - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN

Al finalizar la ronda de audiencias, y luego del análisis pormenorizado de los antecedentes y del debate suscitado en la materia, la Comisión fue de opinión que como manera de resolver o, al menos, paliar la delicada situación financiera que atraviesa la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP), se deben alcanzar los siguientes objetivos principales:

1°. Desgravar de forma inmediata el arancel de importación del 6% que rige para el crudo, atendido que hoy la ENAP paga gravámenes a la importación de crudos que la obligan a competir con refinerías del Golfo de México que no los pagan.


Esta rebaja permitirá situar a la ENAP en igualdad de condiciones respecto de las refinerías con las cuales compite.
2°. Establecer un nuevo gobierno corporativo para la ENAP, en conjunto con el Ministerio de Energía.
En lo que atañe al objetivo de modernización del gobierno corporativo de la ENAP, la Comisión fue partidaria de una consistente reforma estructural de las instancias de administración y de toma de decisiones de la empresa que garantice un directorio de carácter profesional dedicado a las necesidades institucionales de manera permanente. En este sentido, se debe precaver el surgimiento de conflictos de interés que resten transparencia y fundamento a los procesos resolutivos al interior de la compañía.
3°. Certificar el potencial de reservas de hidrocarburos no convencionales. En opinión de la Comisión es necesario profundizar la exploración y el estudio sobre el potencial de hidrocarburos no convencionales en la cuenca de Magallanes. Si bien se han realizado proyectos piloto y se está formando a un equipo de profesionales en esta disciplina, sería oportuno incrementar los recursos destinados a la búsqueda y certificación de shale y tight gas ante el agotamiento de las reservas convencionales.
4°. Ajustar y sincerar el precio del gas para el desarrollo de la industria y el suministro de la ciudad, porque el actual compromiso de la ENAP para abastecer de gas a Punta Arenas se traduce en un subsidio de la empresa a Magallanes.
Sobre el particular, la Comisión destacó favorablemente el hecho de que en la Partida 24, correspondiente al Ministerio de Energía, de la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013, en el Capítulo 01, Programa 01, Subsecretaría de Energía, se refleja la decisión del Gobierno de hacerse cargo de esta situación que ha afectado a la ENAP mediante una transferencia que incide en el subtítulo 24-03-009, por $30.419.200 miles, la cual busca reembolsar el déficit de la empresa por el suministro de gas en Magallanes.
La Comisión fue partidaria de que esta transferencia tenga un carácter permanente.

5°. Capitalizar mediante recursos frescos (y no sólo nueva deuda o emisión de bonos) a la ENAP.


La Comisión estima que estos objetivos en el orden decisional suponen tres niveles de medidas que deben ser adoptadas a la brevedad: de carácter interno; de tipo legislativo, y concernientes al Gobierno.


En el orden interno, el mayor costo que debe solventar la ENAP es el relativo a la energía que requiere para sus procesos productivos. Esta situación debería comenzar a superarse a partir del año 2013, cuando se ejerza la opción establecida en el contrato de suministro de GNL con British Gas, que permitirá acceder a gas natural a un valor de US$3,5 MMBTU y no a US$18 como ocurre actualmente. La Comisión tuvo especialmente en cuenta a este respecto que para la ENAP los costos de energía le representan un tercio de los costos variables.


Según los antecedentes recabados por vuestra Comisión, referidos al nuevo contrato de suministro de GNL suscrito por GNL Chile S.A. y British Gas (el cual reemplaza el celebrado en 2007), existen condiciones operativas y económicas que en su conjunto serían más favorables para la ENAP y que permitirían asegurar el suministro de gas natural para las refinerías y proyectos de energía de la compañía, así como el abastecimiento a sus clientes de los sectores de retail, industrial y termoeléctrico. Con todo, tales condiciones constituyen información comercial sensible y estratégica que se encuentra resguardada contractualmente por deberes de confidencialidad.


En el orden legislativo, las medidas incluyen:


Por una parte, incorporar en la Ley de Presupuestos el subsidio que entrega hoy la ENAP a Magallanes, y que le significa destinar recursos para cumplir este objetivo que ascienden a entre US$45 millones a US$70 millones (la ENAP suministra el gas al sector residencial a un valor de US$1,47 MMBTU y al sector industrial a US$2,69 MMBTU, en circunstancias que su valor comercial es superior a US$8 MMBTU).


Por otra, eliminar el arancel de importación para la compra de crudo del 6%. Si bien hasta ahora nuestro país carece de capacidad de negociación en esta materia, se trata de un rubro que genera a la ENAP un impacto patrimonial de casi US$60 millones. Es, por ende, un asunto estratégico. Bastaría con que los pocos países de los cuales Chile importa petróleo acordaran aumentar el precio del crudo para que los nuevos valores tengan un efecto muy relevante en los resultados contables de la ENAP, y terminen profundizando la crisis financiera de la empresa. En tal sentido, eliminar el arancel de importación contribuirá a mejorar la capacidad de negociación de la ENAP y le permitirá quedar a cubierto de los riesgos que supone un acuerdo de precio de los países productores de petróleo a los cuales se le compra.


Desde el punto de vista del Gobierno, la medida más significativa en términos financieros está constituida por la capitalización de la ENAP. Es urgente que el Estado de Chile concurra a esta capitalización. La actual deuda de la ENAP supera los US$4.000 millones, donde el 60% de la misma es de largo plazo y el 40% corresponde a capital de trabajo. La deuda de largo plazo es la más compleja y la que genera los mayores costos financieros. Adicionalmente, un volumen tan abultado de deuda suscita una calificación negativa por parte de las agencias de calificación internacional que tiene repercusiones financieras. Así, por ejemplo, como fue señalado en el seno de la Comisión, la rebaja efectuada recientemente por Moody’s Investor Services a la calificación de la empresa a “Baa2” se traducirá en un incremento de los costos financieros si la decisión fuera una capitalización vía emisión de bonos. Esta rebaja ha sido una señal hacia el mercado que arroja una alerta acerca de la necesidad de la ENAP de una inyección de capital por parte del Estado. Los flujos contables de la sola empresa son incapaces de solventar su pasivo. Y como toda inversión debe hacerse mediante endeudamiento, se profundiza aún más su precaria situación financiera. Actualmente el costo promedio de la deuda de la ENAP medida en dólares es de 4,7%, mientras la deuda que toma el Estado oscila entre 1,7% y 2%. Si el Estado capitalizara a la ENAP podría hacer una colocación de bonos para solventar la deuda de largo plazo a tasas más convenientes y que permitirían ahorros significativos.

(Cabe señalar que como anexo a este informe se contiene la opinión expresada por el Honorable Senador señor Orpis, sobre los aspectos antes reseñados).


Motivo de preocupación de la Comisión fue establecer si se reconoce alguna responsabilidad de la empresa en su situación actual. Al respecto, la Comisión sostuvo la urgencia de que la empresa configure una visión estratégica y de largo plazo que fije un rumbo claro para su desarrollo institucional.


Dado que la responsabilidad que pueda tener la propia empresa debe ser distinguida según sus diversos estamentos y las funciones que les corresponden, se hace oportuno efectuar una revisión de las acciones que a cada uno de ellos le ha tocado, para enmendar aquellos procedimientos o decisiones desacertados. Esto permitiría precaver situaciones como la ocurrida, por ejemplo, en el proyecto de lago Mercedes, respecto del cual la ENAP tuvo que desistir por su incapacidad tecnológica para acometerlo. En el mismo sentido pueden indicarse otras actividades de exploración y explotación, así como operaciones comerciales fallidas o entrega de inoportunos beneficios económicos laborales, que no han generado resultados satisfactorios y han incidido en el agravamiento del deterioro patrimonial de la empresa.


Con todo, es posible que algunos de los errores en que se ha incurrido deriven de la falta de un gobierno corporativo perfectamente definido que identifique el mandato con que se cuenta. Ello explica que, tal como se consigna en el punto 2° de los objetivos a que se alude en esta propuesta, se justifique acometer a la brevedad la reforma estructural de las instancias de administración y de toma de decisiones de la ENAP.

- - -


Por último, cabe consignar que a instancias de los Honorables Senadores miembros de la Comisión, la Sala del Senado, en sesión de 2 de octubre del año en curso, aprobó un proyecto de acuerdo dirigido a S.E. el Presidente de la República, mediante el cual se le solicita enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que elimine el arancel aduanero del 6% a la importación de crudos (Boletín N° S 1.495-12).

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 20 de junio; 4, 11 y 18 de julio; 1 y 8 de agosto; 3 y 10 de octubre, y 21 de noviembre de 2012, y en sesiones de 2 y 9 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señora Isabel Allende Bussi (Presidenta), y señores Carlos Cantero Ojeda, José Antonio Gómez Urrutia, Jaime Orpis Bouchon y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2013.


(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces

Secretario de la Comisión
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[image: image20.png]Para recuperar Ia compeitvidad de negocis de refnacién en &f coro plaz> y velar por la
sustentabildad de ENAP en o mediano y largo plaz, e fundamental avanzar tanto en las
medidas que esta impusando actuamente I adminiiracén, como también en aquelas Que
requierendelapoyo Parlamentarc

+ Desgravacion de Aranceles de Crudos

+ Capitalizacion
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Presentacion ante la Comisionde
Mineriay Energia del Senado.

Valparaiso, 20 de junio de 2012




[image: image23.png]M La ENAP como empresa

fundamental de Chile

© ENAP es uns empresa estratégics entanto permite asezurar la
disponibilidad de hidrocarburos en el territorio nacional

+ Para ello produce combustibles en sus tres refinerias, utiizando para ello
crudo proveniente de Magallanes y del sxtranjero

+ Asimismo, explota yacimientos de petrsleo y gas en Magallanes,
Argentina, Egipto y Ecuador.

+ Enlaactuslidad cubre el54% de Ia demanda nacional de combustibles
(sobre &1 903% en gasolinas pars 2012), utilizando para ello los
‘combustibles producidos en sus plantas (59%) & importando productos.
refinados desde el exterior (41%).




[image: image24.png]Rol social de ENAP.

ENAP cumple un rol social, a garantizar Ia disponibilidad, oportunidad y

calidad del combustible en Chile, o que se ha expresado en episodios

tales como:

— Wisntencién ce Stockde combusiois snt I3 ntrruscién dalfljo de sssnatursl dests
Argantinay 12 sequia enChia(2006) Corte degas aza delcrudo.

— Producsén de Dissl de ata caidad paa ol Pian de Descontaminacion de Sanisg>
(oiesel Ciuded)

— Wantanciéndsbsstacmiants t el taremoto 422020

— Wantencién s Assstecimants del st 41 2n i smpuarte Anuro Vrino Benter
ek nere 2012 3 s fechs debide 3 '3 incssacas de COPEC d cumalr sus
compromisos.

~ Wantanciéndslinventaris ssvstégia. 125000000 5.

Estas acciones, necesarias para el pafs, sin embargo tienen un alto costo

inanciero para la empresa, en tanto rigidiza su capacidad de adaptacion

a las condiciones descritas, sin que haya habido, en la mayoria de los

casos, compensacion fiscal por ello.





[image: image25.png]7 renarapecn Un mercado abierto

: y competitivo

* Lejos de lo que normalmente se cree, a pesar de que las
plantas de ENAP son las Gnicas refinerias existentes en el
pai, éstas no son ni actian como un monopolio,

bisicamente por dos razones:

~ Sus productos compiten siempre con la posible importacion directs de
combustibles refinados por parte de los distribuidores privados.

~ No tienen capacidad de fior precios, debido al carscter de
commodities de los productos refinados. Sus productos se venden a
los precios internacionales.




[image: image26.png]Rentabilidad del negocio.

* Al no poder fijar precios de vents, por estar insertss en un mercado
competitivo y cuyos efectos sobre la poblacion son de alta sensibilidad, e
negocio se sustenta enlas siguientes premisas.

~ Capacidad de producir a costos inferiores a los precios finales de
venta.

~ Capacidad de planificacién comercial y financiera a fin de prever los
diferenciales entre los precios internacionales entre el momento de
a compra de crudo y el momento de la venta final de combustible.

~ Capacidad de sostener una adecuada predictibilidad sobre los
canales de distribucién.

~ Sujecién a la normativa medioambiental en sus procesos.
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La Empresa vive una crisis donde se conjugan distintos factores, que
tienen que ver basicamente con Ia falta de una politica publica que fe
permita fortalecerse y proyectarse a futuro.

~ AIto nivel de endeudamiento, asociado especiaimente a los epis oios criticos
de 2008y aumentados por el circulo vicioso de las sucesivas renegociaciones
de deuda.

~ Falta de Inversiones y aumento de su capacidad de Exploraciény Produccién.
~ Rentabiidad negativa en el negocio de Ia refinacien.

~ Falta de un modelo modero de gesticn de empresa piblica en su relacion
con el Estado.




[image: image28.png]La salida a la crisis.

Ls Federacion de Trabsjadores del Petréleo ha luchado estos afios por
visibilizar I crisis de la ENAR, en el entendico que su solucion no pasa solo
por el desarrollo de una buzna administracion de I compafila sino aue
implica una definicion de pais, donde e conjunto de los actores generen
un consenso sobre su futuro.

En este empefio, hemos encontrado una alisnzs crecients con la
Administracin de s Compaia.

Sin embargo, se reguiere romper el silencio del Gobierno y los actores
politicos enls materia

Los trabajadores del Petrbleo pedimos al Estado que abandone
su rol prescindente frente ala ENAP.





[image: image29.png]Salidas a la deuda.

+ £ necesario desglosar Ia deuda de MMUSS4.500 en dos componentes:

— Deudad largo plazo 0%

— Capital 4 trabso pars fnandar operacionss da corto plszo ssocadss 3 aciones
propis de s smpresa como compra da rudo. 405

* La deuda de largo plazo es la crifica v la que genera el mayor costo
financiero.

L deuda latiene Chile con la ENAP.





[image: image30.png]Salidas a la deuda.

Se prepara una nueva emision de bonos con el fin de resstructurar ls
deuda ENAP

A principios de 2012 Is sgencia clasificadora Fitch Ratings advierte que la
pasividad del Estado frente 2 Ia ENAP podria derivar en una rebaja en I3
calficacion de Ia deuda de Ia compafia,

Ls agencia clasificadors Moodyz acsba de rebajar s calificacion de Is
deuda ENAP 2 8232, sefialando claramente que requiere una inyeccin
directa de capital por parte del Gobierno de Chile

Debemos evitar que se repits el circulo de Is rentabilidad socisl 3 costo de
Is empress, financiando hoy squellos proyectos gue tienen esas
caracteristicas, via ley de presupuestos. El subsidio para el gas en
Magallanes debe ir para ENAP y no para los distribuidores privados.
ENAP gasta sus esfuerzos en extraer gas para Methanex y la ciudad,
mientras los CEOP extraen petroleo crudo para venderlo a ENAP.

La deuda latiene Chile con 2 ENAP





[image: image31.png]Salidas a la falta de inversién.

Debemos avanzar en Exploracion y Produccion, para reponer y acrecentar
nuestras reservas y yacimientos.

— Entrar en nuevas cuencas a nivel mundial. Por jemplo México y Colomba. La
Exploracién y Prosuccion en el extranjers han sigo un buen negocio para
ENgP

~ Certiicarlas reservas oe gasy petrdleo no convencional en Magallanes.

 Deterer y rewouser I enuegs ce nuestros yacmientos 3 empresas
exranjeras oue terminan vendiendo 3 Ia ENAP su progio petrdleo y gas,
mecante &l mecanismo de CEOR. Desarrolar un plan de inversiones a corto
plazopara renovar eauipss y meforar capacioac.

Los Sindicatos rechazamos la privatizacion de 10s yacimientos de
a cuenca de Magallanes.





[image: image32.png]negativa del refinado.

Contener y disminuir los costos de energia, haciendo efectivos los
contratos con 8G en la plants GNL Quintero a contar de 2013,

Desarrollar Is plants cogenersdora a gas que entregara energia barata v,
limpiz 3 Ia Refineria Aconcagua

Eliminar de forma inmediata el arancel del 6% a las importaciones de
crudo. Chile grava la importacion de crudo africano y mexicano, por lo
que ENAP ests obligada a comprar crudos més caros, sublendo sus
costos. Esta solucion es urgente y no puede esperar la desgravacion
gradual de a reforma tributaria del gobierno. u sola implementacién
dejaria a nuestras refinerias con nimeros azules, evitando mayores
pérdidas y deudas.

'COPEC puede importar combustibles sin arancel, pero ENAP
debe pagar 6% por el crudo afrcano para elaborar combustibles
en chle
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[image: image35.png]salidas a la rentabilidad
negativa del refinado.

« S requiere integrar Is empress, ssumiendo, como todas Ias compfiias
el mundo, ls tarea de I3 venta directs de combustibles

Chile es el Gnico pais que autolimita el esarrollo de su propia
empresa petrolera.





[image: image36.png]Salidas a la rentabilidad
negativa del refinado.

Hoy estames avanzancoen 2 vents cirecta se Diesel Ingustrialen 3 203 central

Necesitamos generar una norma ambiental distnta pare ol Diesd Industrial, oe
forma de expandi oicho negocio, abaratando los costos de energia pars nuestra
incustria y fortaleciencs I especializacion oe nuestre prosuccion.

Hoy tenemos una norma para
Diesel Regién Metropolitans y o2
para Resto celPais.Debemos
avanzar en una homologacion del
Dieselvenicular, con o5 massitos
estandaresvigentes hoy en la RM y
enla iferenciacién oel Diesel
Incustril,





[image: image37.png]Un nuevo gobierno corporativo
para una nueva ENAP.

ENAP requiere de una reforma estructurala su gobierno corporativo,
Necesitamos un Directorio que se dedique 3 la Empress de forms
profesional y permanente.

Debemos terminar con el conflicto de interés que se produce con los
representantes externos en el Directorio (I, SOFOFA y SONAMI). En la
actualidad es parte del Directorio, en representacion de SOFOFA, quien
fuera por 20 afios el Gerente del principal dliente privado de ENAP en
Magallanes, METHANEX.

Debemos institucionalizar s representacion de los trabajadores.

En la pasada Sesion Especial del Senado, el Ministro de Energi
‘comprometi un didlogo con los Sindicatos para la generacion
e 1a reforma al Gobiemo Corporativo de Ia Empresa.





[image: image38.png]Hacia una Empresa
Piblica y Nacional de Energia.

ENAP debe constituirse en la columna de la Estrategia Nacional de
Energia. Para ello, debe mantener su caricter de Empresa del Estado,
Potenciando sus yacimientos en Chile y el Mundo e incorporsndose de
forma sgresiva a la explotacion de yacimientos no convencionales (shale y.
tight), asegurara I sustentsbilidad energética del pais en lss proximas
décadas.

Invirtiendo en investigacion y desarrollo podra impulsar Ia generacion de
nueves formas de energia, como Ia geotermia o los biocombustibles,
materias en las que ya ests trabajando

Fortaleciendo su logistica v capacidad de distribucion podrs senvir de
herramients social enlas zonss aisladas (Aysén, Magallanes, Arica)

ENAP puede y debe romper el oligopolio oe a distribucion de
‘combustibles que hoy ostentan dos familis  transformarse en
un regulador de mercado, mediante la venta directa al
consumidor.
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Prioridades Inmediatas.

Eliminacién inmediata del 6% aa importacion de crudo

Capitalizacion de ENAP

Diferenciacidn especificacion Diesel industrial

Nuevo Gobiemo Corporativo
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Tareas y acciones para superar la
actual situacion de la ENAP.

Presentacien ante la Comisicn de
Mineria y Energia del Senado

Valparaiso, 4 de julio de 2012




[image: image41.png]El desafio implica tareas
de corto y mediano alcance.

Corto alcance Mediano alcance
" hczer 3 cuges mas baratcs| |+ Fortalecerlainversion ennuevas
(Impussr I2 ceszraacion ce || reservasenChileyel extranjero
importacién 6%). « Establecer unnuevo Gobierno
+ Optimizar los procesos productives y | | Corporativo parala ENAP
e comerdializacion * Integrarlaempresaal conjuntode

I3 actividad, incluyencols
distribucion minorista

* Detenerlpentregace los Cz0P
2010y revisar dicha politica

+ Buscar una capitalizacion
permanente y eficiente para ENAP

© Mejorsr las  consicones  ce
suminisiro ce energia 3 nuestros
proceses.

© Copitalizar 2 ENAP con oineros
frescos, 1o 5610 con nueva deuds.

+ Certifcarlas nuevas reservas.

Los Sindicatos apoyamos las acciones | [ Creemos que esto requiere un debate
‘emprendicas por Ia Administracion del conjunto del Estadoy de la
de 1a ENAP en este ambito Sociedad chilena





[image: image42.png]Tareas Urgentes.

Eliminacién Inmediata del arancel del 6% a I

portacién de crudo

= Nos impide accedera crudos mas baratos y mejorar nuestros margenes,

+ 5600 afects 3 Ia ENAP. Ls importacion de combustible refinaco no ests
aravada
- €l Fisco hoy recauda S0 por este concepto

4 pesar de s conviccion gue ha mostrado ls Empress en este empefio, el
Gobierno no ha manifestado voluntad en la materia, limitandose ala
cesgravacion paulatina general propuesta en I modificacion tributaris.

Esta falta de Iniciativa solo perjudica a ENAP y favorece alas empresas que
puedenimportar combustible directaments (COPEC, ENEX)

El Gobiemo debe enviar un proyecto de ley especifico
desgravando de forma inmediata la importacicn de crudo





[image: image43.png]Tareas Urgentes.

Capitalizacién inmediata para reestructurar la deuda.

= A principios de 2012 Ia sgencia clasficadora Fitch Ratings advierte qus o
pasividad del Estad frante 3 la ENAP posiia derivar en una rebajs en I
calficacion e la deuda de Ia compaia.

* Ls agencia clasificadora Moodyz acabs e rebajar s calficacion de la
Geucs ENAR, sefialando claramente que requiere una inyeccién directa
de capital por parte del Gobierno de chile

No basta con emitir bonos de nueva deuda. Se requiere la
incorporacién de dinero fresco por parte del Estado, a fin de
reestructurar la deuda y bajar sus costos financieros.
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La Cuencade Magallanes es
viable

+ Lacuencatiene reservas en
petroleoy g5 no convencionl

* &l preciodel gas (Punta Arenasy
Methanex) no incentivan la
exploracion

+ Avanzar enla certificacion de
reservasy en el desarrollode
tecnologia para extraccionno.
convencional(shale y Tight) es
urgente.

Este esfuerzo no puede depender exclusivamente de ENAP sino que requiere una
mirada estratégica el Estado.
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icar nuevas reservas de gas en Magallanes.

Se requiere valdar la existencia de las reservas de Gas no comvencional v

suviabilidad.

Esto implica una inversisn adicional inmediata pero permite:

— Aumentar los activos de s empresa.

— Dar certeza sobre su viabilidad futura

~ Planificar y desarrollar la incorporacion de dicho gas a la matriz
energética nacional, a costos més baratos que el que hoy
importamos.

Entrar Ge leno alno convenciona es parte de la solucidn de Ia crisis de ENAP, no
s una accidn posteri
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en el mundo y en el Cono Sur.
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[image: image47.png]Tareas de mediano alcance.

Fortalecer la £ P en el extranjero.
o5 un buen negocio para ENAP

+ Los yacimientos de ENAP en el

ala Empresa

- Aseguran, simismo, Is WTERNATIONSL
disponibilidad de crudo o de ETROYeT BANCH
awisas.

- ENaP tiene como fortslezss para st 2l K s e

suinsercin internacional su
capacidad tecnicay su
experiencia, por . Costa Afuera,

Para asegurarla seguridad energetica oel pai, ENAP debe ir alli donde Ios
hidrocarburos estén.





[image: image48.png]Tareas de mediano alcance.

Modernizar el Gobierno Corporativo

ENAP requiere de una reforma estructurala su gobierno corporativo,
Necesitamos un Directorio que se dedique a Is Empress de forma
profesional y permanente.

Debemos terminar con el conflicto de interés que se produce con los
representantes externos en el Directorio (1M, SOFOFA y SONAMI). En la
actualidad es parte del Directorio, en representacién de SOFOFA, quien
fuera por 20 afios el Gerente del principal cliente privado de ENAP en
Magallanes, METHANEX.

Debemos institucionalizar s representacion de los trabajadores.

En la pasada Sesin Especial del Senado, el Ministro de Ene
‘comprometi un didlogo con los Sindicatos para la generacion
e 1a reforma al Gobiemo Corporativo de Ia Empresa.





[image: image49.png]Tareas de mediano alcance.

Integrar la empresa, asumiendo la venta directa de combustibles a las
personas.

La distribucion directa afiade competencia a un mercado altamente
concentrado y entrega una herramienta el Estado para la gestion del sumiristro
n zonas extremas, como Arca, Aysén y Magallanes.
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de nuestros recursos

Debido a su caracter estratégico, o
hidrocarburos  elltio son tratados
por nuestra nommativa como una.
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Detener la entrega
de nuestros recursos

La explotacion por parte del Estado
es lanorma matriz,Los CEOP / CEOL
deben ser, en si mismos, una
excepcidn.

j.r:

Constitucian Polfica d 1a RepubIca.
Art 13, numersl 24

“La exploracion, s explotacion o el
beneficio de los yacimientos oue
contengan sustancias no susceptibles
de concesion, podrén _Ejecutarse
Directamente por el Estado o por
sus empresas, o por medio de
concesiones administrativas o de
contratos especiales de operacion,
con los requisitos y bajo las
condiciones que el Presidents de la
Republics file, para cada caso, por
cecretosupremo”
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[image: image53.png]Las empresas extranjeras se
concentran en la produccién
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ala propia ENAP!
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[image: image55.png]CEOP Magallanes 2010

implican a entregs de cinco
blogues adicionales, en aress
donde ENAP ests trabajando
hoy, con capacidad instalacs

funcionando

La entregade CEOP 2010 consoliva
atotal desnacionalizacién de los
Yacimientos de petréleo y gas de

Chile.





[image: image56.png]Los trabajadores del petroleo
hemos sefalado desde un
principio que los CEOP son un
pésimo negocio para Chile.
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Los nuevos CEOP se estan entregando
3 espaldas del paisy del Congreso
Nacional, sin que hayasiquiera una
evaluacién del real beneficio de los

procesos anteriores.





[image: image57.png]Capitalizar la ENAP
para su desarrollo futuro.

Lostrabajadores estamos dispuestosa

conversar de capitalizacion

En elmarco de un debate abierto
de caras la sociedad chilenay 3
sus representantes.

+ Manteniendo ls propiedad estatal
de ls Empresa.

+ Transparentando contablemente
surol social

+ Manteniendo su integridad
organica y evitando su
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+ Desgravar de forma inmedata el arancel de importacicn del 6% para el crudo.

+ Gobiemo Corporativo para ENAP. Establecer cronograma e trabajo con Ministerio
ce Energia.

* Magallanes

~ Se tabaja en centficacion del potencial de reservas de hidrocarburos “no
convencional”.

~ Serequiere precio del Gas para el desarrollo de la ndustria.

~ 1 Compromiso de ENAP para abastecimiento de gas a la ciudad, se traduce en
un subsicio de I empresa a Magallanes.

+ Capializacion de ENAP. Se continia trabajo con Ministerio de Hacienda para
Gefinir la formula mas adecuada.
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� Ministerio Secretaría General de Gobierno.


� Iniciativa de ley contenida en el Boletín N° 5.697-29.


� Cabe hacer presente que el referido documento, además consigna la referencia a las modificaciones puntuales a la Ley del Deporte que se contemplan en la iniciativa legal contenida en el Boletín N° 8.316-29, en tramitación en la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. Respecto de esas enmiendas, el señor Subsecretario del Deporte, aseguró que ellas son coherentes y no entrarán en conflicto con la iniciativa de creación del Ministerio. Precisando el contenido de la referida propuesta de ley, apuntó que ella busca incorporar disposiciones tendientes a flexibilizar la operación de los proyectos deportivos, la mecánica de asignación de recursos y la gestión institucional en materia de deporte, facultades todas que conserva el Instituto que encabeza.





� Ver páginas 11, 22 y 31 de este informe.
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